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CAPÍTULO III

NUEVO MARCO LEGAL DE LA 
DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA Y DE 

LAS CONSECUENCIAS ACCESORIAS



1. ANTECEDENTES

Pocos han sido los sistemas jurídicos que a lo largo de la historia han 
logrado configurar y estandarizar un sistema que pueda calificarse como 
idóneo y justo para la aplicación judicial de sanciones penales. Al respecto, 
los esfuerzos más constantes y decididos en este dominio, se ubican siem­
pre en la experiencia anglosajona, la cual, en la actualidad, se haya carac­
terizada por el predominio de modelos normativos y dogmáticos de corte 
retribucionista; los cuales, por lo demás, no siempre resultan compatibles 
o explicables desde las clásicas nociones eurocontinentales de culpabilidad 
o de amplia discrecionalidad judicial. Y que, mucho menos, pueden con­
cillarse con la configuración de diseños y postulados preventivos especiales 
surgidos y consolidados a partir de la ideología del welfare State.

Sin embargo, al intentar hacer un balance, sobre la teoría y la práctica 
del sentencing o de la determinación judicial de la pena, es común encon­
trar, en ambos espacios culturales y modelos jurídicos, las mismas incógni­
tas y problemas ideológicos o políticos, que en los últimos treinta años se 
han suscitado y promovido desde la Sociedad, desde el Estado y desde los 
Sistemas de Justicia para legitimar la aplicación material del jus puniendi 
sobre el autor o partícipe culpable de un delito, pero en un contexto glo- 
balizado de giro punitivo. Esto es, tener que optar entre m ás seguridad 
o más garantías. Como sostiene Zysman Quiróz: “Es claro que más allá 
de las exigencias discursivas, la justificación del castigo se hace cada vez más 
prescindible para la práctica diaria y el problema de la exacta magnitud penal 
que se decidirá cobra mayor relevancia autónoma. Entendemos que esprofun-
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damente problemático y desacertado pensar que sea más importante determi­
nar un castigo puntualmente racional, que conocer y compartir la razón que 
pretende sustentar el ius puniendi. Por ello pensamos que la determinación 
de la pena no puede dejar de ser examinada a la luz de este desplazamiento” 
(Cfr. Diego Zysman Quiróz. Castigo y Determinación de la Pena en los 
Estados Unidos. Un estudio sobre las United States Sentencing Guidelines. 
Marcial Pons. Madrid. 2013, p. 292).

Como lo hemos destacado en anteriores publicaciones, la inadecuada 
regulación normativa y la deficiente praxis judicial desarrollada en la apli­
cación de la pena, han sido a lo largo de la evolución del derecho penal 
nacional, problemas crónicos para nuestra doctrina y jurisprudencia. (Cfr. 
Víctor Roberto Prado Saldarriaga. Código Penal. Palestra Editores. Lima. 
2011, p. 59 y ss.). En cuanto a lo primero, los juristas peruanos sólo se 
ocuparon episódicamente de dicha materia y lo hicieron promoviendo 
una dogmática muy superficial, deficiente e insegura. Es más, ella se carac­
terizó por sustentar un discurso forzado sobre el marco legal vigente a par­
tir de la recepción acrítica de comentarios formulados en base a la legisla­
ción extranjera. Y, en cuanto a lo segundo, los jueces, fiscales y abogados 
mostraron a través de su actividad práctica, un sensible desconocimiento 
sobre la naturaleza, operatividad y efectos de las reglas y procedimientos 
que regulaban la aplicación de las penas y otras consecuencias jurídicas del 
delito.

Sin embargo, cabe reconocer que tan lamentable situación se venía 
arrastrando desde la vigencia del Código Penal de 1924. Este importante 
antecedente del derecho penal nacional introdujo un modelo ecléctico 
de regulación del procedimiento judicial de aplicación de penas en los 
artículos 50° y 51°. No obstante, y pese a su notoria novedad, los penalis­
tas y la judicatura de la época se abstuvieron de discutir y desarrollar las 
características, funciones y reglas operativas que contenían dichas dispo­
siciones. Esta negativa tendencia no logró superarse durante la vigencia 
del Código Penal de 1991. En efecto, sus artículos 45° y 46° también
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permanecieron al margen de los debates teóricos y prácticos que animaron 
a nuestra comunidad jurídica en otros dominios, como los concernientes 
a las reglas de causalidad e imputación objetiva o en torno a los delitos de 
omisión impropia o de infracción de deber. La apatía intelectual y el mar­
cado empirismo que tuvo la determinación judicial de la pena en el Perú 
produjeron resultados punitivos deficientes. Esto es, ajenos a todos los 
requerimientos y exigencias de los principios de legalidad y de pena justa. 
Las consecuencias psicosociales de tales deficiencias y malas prácticas no 
tardaron en incidir en la potenciación de la inseguridad ciudadana y en el 
continuo descrédito que históricamente registran la valoración funcional y 
social de las agencias del sistema penal entre la población nacional.

Ahora bien, cabe reconocer que no han faltado, en los últimos cinco 
años, esfuerzos aislados orientados a superar todas esas carencias y disfirn- 
ciones (Cfr. Poder Judicial. Nuevos Criterios para la Determinación Judi­
cial de la Penal. Centro de Investigaciones Judiciales. Lima. 2008,p. 25 y 
ss.). Ellos, por lo demás, fueron construyendo una hoja de ruta común en 
el proceso de reforma del Código Penal y en las políticas institucionales 
del Poder Judicial. Es así que un sector minoritario de la doctrina y de 
las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia de la República, coin­
cidieron en el objetivo estratégico de promover un marco legal diferente 
para la determinación judicial de la pena, así como en la construcción de 
una jurisprudencia vinculante comprometida con el esclarecimiento de 
conceptos y con la construcción de esquemas operativos que hagan más 
técnica, confiable y predecible la relevante tarea de imponer penas a los 
autores o partícipes de un hecho punible (Cfr. Víctor Prado Saldarriaga. 
Las Consecuencias Jurídicas del Delito en el Perú. Gaceta Jurídica. Lima. 
2000, p. y ss.; Víctor Roberto Prado Saldarriaga. Nuevo Proceso Penal. 
Reforma y Política Criminal. IDEMSA. Lima. 2009, p. 111 y ss.; José 
Hurtado Pozo-Víctor Prado Saldarriaga. Manual de Derecho Penal. Parte 
General. 4a Edición. Tomo II. IDEMSA. Lima.2011, p. 325 y s s . ; Víctor 
Roberto Prado Saldarriaga. Determinación Judicial de la Pena y Acuerdos 
Plenarios. IDEMSA. Lima. 2010, p. 119 y ss.).

Capítulo III: Nuevo marco legal de la determinación judicial de la pena y de las consecuencias accesorias
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Es, pues, en este contexto de frustraciones y de renovación legislativa, 
que se ha logrado introducir en nuestro país, a través de la Ley 30076, un 
nuevo marco normativo para la determinación judicial de la pena. No cabe 
duda, entonces, sobre la trascendencia de esta reforma para la legislación 
penal y para el desempeño futuro de la judicatura penal. Por tanto, deviene 
también en relevante el análisis y la discusión de las disposiciones legales, 
reglas y esquemas que componen su diseño normativo y que realizaremos 
más adelante. No obstante, debemos precisar que esbozos primarios de 
nuestros aportes intelectuales para la construcción de una nueva dogmática 
que responda a esta novedosa regulación sobre la medición punitiva, ya los 
hemos dado a conocer en publicaciones precedentes así como a través de 
conferencias y seminarios de difusión que hemos venido realizando a lo 
largo y ancho del país en los dos últimos años. Nos corresponde, por tanto, 
ahora, profundizar esos avances hermenéuticos procurando fortalecer sus 
tesis esenciales, así como complementar sus alcances teóricos y prácticos 
(Cfr. Víctor Roberto Prado Saldarriaga. y Otros. Determinación Judicial 
de la Pena. Instituto Pacífico. Lima. 2013, p. 15 y ss.; Rafael E. Cancho 
Alarcón. La Imputación del delito y de la pena en los Delitos contra la 
Administración Pública Cometidos por Funcionarios Públicos. Ediciones 
Jurídicas del Centro. Lima. 2014, p. 75 y ss.; APECC. Código Penal. 4a. 
Edición. Lima. 2013,p. 31 y ss.)-

De inicio es importante destacar que el proceso de reformulación de 
las normas que componen el nuevo marco legal de determinación judicial 
de la pena fue paulatino y objeto de sucesivas revisiones o afinamientos. 
Ellas no surgieron, pues, de una improvisación coyuntural como ocurrió 
con otras disposiciones de la Ley 30076.

Efectivamente, los cambios legales fueron estructurándose y debatién­
dose desde el año 2004 a través del Anteproyecto de Reforma de la Parte 
General. Este documento fue redactado por la Comisión Especial Reviso- 
ra del Código Penal, que constituyó el Congreso de la República mediante 
la Ley 27837 del 4 de octubre de 2002 (Cfr. Alcides C hamorro Balvín.
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Anteproyecto de Ley del Código Penal. Parte General. Fondo Editorial del 
Congreso del Perú. Lima. 2004).

Este primer antecedente incluyó un modelo de determinación judi­
cial de la pena de origen colombiano (Cfr. Código Penal colombiano de 
2000, artículo 61°). El cual estaba basado en la configuración de un es­
pacio punitivo general, o pena básica, que generaba, luego, en su interior, 
cuatro segmentos específicos entre los cuales el trabajo explorador y ana­
lítico de las circunstancias agravantes y atenuantes genéricas concurrentes 
en el caso, objeto de condena, llevarían al juez a construir y decidir la 
pena concreta del condenado en uno de ellos (Cfr. Artículos 45° y 49°). 
Este esquema innovador e inédito para nuestra legislación penal ofrecía, 
pues, en principio, un evidente aporte sistemático a la vez que reducía 
razonablemente el espacio de arbitrio judicial. Pero, además, en el An­
teproyecto 2004 se incluían, como ocurría en el viejo Código Penal de 
1863 de inspiración hispánica (Cfr. Artículos 9o y 10°), catálogos cerrados 
de circunstancias genéricas agravantes y atenuantes (Cfr. Artículos 46° y 
47°). De esta manera se intentaba superar el modelo helvético, de estruc­
tura abierta e innominada, que generó una mala práctica fiscal y judicial, 
consistente en referirse en los dictámenes o sentencias sólo al numeral que 
contenía el catálogo de circunstancias- artículo 5 o del Código Penal de 
1924 y artículo 46° del Código Penal de 1991- sin precisar ni deslindar 
cuáles circunstancias estuvieron materialmente presentes o no en el hecho 
punible cometido. Así, por ejemplo, en una Ejecutoria Suprema del 16 de 
abril 1968 los magistrados se limitaron a señalar que “la sanción penal debe 
aplicarse teniendo en cuenta el criterio que informa el artículo cincuenta y 
uno del Código Penal y que la finalidad de la punición no la constituye el de­
lito sino el delincuente” (Cfr. Julio D. Espino Pérez. Código Penal. Sétima 
Edición. Cultural Cuzco Editores. Lima. 1988, p. 79). Por su parte, en la 
Ejecutoria Suprema del 9 de diciembre de 1998 también se mencionó de 
modo general que “para los efectos de la imposición de la pena a los acusados 
(....) debe tenerse en cuenta sus condiciones personales, así como la forma y 
circunstancias de la comisión del evento delictivo, conforme a lo dispuesto por
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el artículo cuarenta y seis del Código Penal” (Cfr. Víctor Roberto Prado Sal­
darriaga. Derecho Penal, Jueces y Jurisprudencia. Palestra Editores. Lima. 
1999,ps. 293 y 294).

El Proyecto de 2004 describía en su artículo 49° un 'Ámbito de 
Movilidad de Individualización de la Pena” en los siguientes términos:

“Para efectuar el proceso de individualización, el juez dividirá el ámbito
punitivo de movilidad de la pena conminada para cada tipo en cuartos.

Io Si concurren circunstancias atenuantes o no concurren atenuantes ni 
agravantes, el juez sólo podrá individualizar la pena dentro del primer 
cuarto sobre el extremo mínimo de la pena.

2o Si concurren circunstancias atenuantes y agravantes se individualizará 
la pena dentro de los cuartos intermedios.

3o Si concurren circunstancias agravantes se individualizará la pena den­
tro del último cuarto por debajo del máximo de la pena”

Sin embargo, la meridiana claridad de esta disposición resultaba oscu­
recida por las reglas operativas que definía el artículo 46° al que se sumilló 
como “Proceso de Individualización de la  Pena” y cuyo texto legal era 
el siguiente:

“Para determinar la pena aplicable, el juez debe atender a las siguientes
etapas sucesivas:

Io Identificar la pena básica, la que está constituida por la sanción con­
minada. En el caso de penas alternativas el juez escogerá una de ellas.

2o Establecer la pena concreta atendiendo a las atenuantes señaladas en 
los artículos 13°, 14°, 15°, 16°,21° y 25°, si fuera el caso.

3o Individualizar la pena, atendiendo a cada una de las circunstancias 
aplicables previstas en los artículos 46°,47° y 48o”

Al margen de la equivocada designación como “atenuantes”  que se 
otorgaba en el inciso 2o, a supuestos que técnicamente eran causales de 
disminución de punibilidad por omisión impropia, error vencible de
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prohibición, tentativa, eximentes imperfectas o complicidad secundaria, 
el citado texto legal construía una confusa secuencia de operaciones que 
tampoco fue esclarecida en los pasajes pertinentes de la Exposición de 
Motivos del Anteproyecto (Ver apartado 31 de la Introducción en Alcides 
C hamorro Balvín. Anteproyecto de Ley del Código Penal. Parte Gene­
ral. Ob. Cit. p., 36). Al parecer lo que generó tan incoherente redacción, 
fue la notoria desinformación que evidenciaba el legislador nacional en 
torno a las complejas y singulares características del sistema colombiano 
que eligió como fuente y donde la eficacia y oportunidad operativa de las 
reglas de dosificación punitiva en casos de tentativa o eximentes imper­
fectas, son muy diferentes de las previstas en la legislación peruana (Cfr. 
Artículos 27°,30° y 32°.7 del Código Penal colombiano). En efecto, en el 
derecho penal colombiano tales causales de disminución de punibilidad 
determinan que el marco punitivo conminado para el delito cometido se 
reduzca en ambos extremos de la pena conminada y que luego el espacio 
de punibilidad rediseñado sirva para la búsqueda de la pena concreta (Cfr. 
Fernando Velásquez V. Derecho Penal. Parte General. Cuarta Edición. 
COMLIBROS. Bogotá. 2009, p.1092 y ss.). Lamentablemente, este raro 
esquema de determinación judicial de la pena que planteó el Anteproyec­
to de Código Penal de 2004, alcanzó a formalizarse en el derecho penal 
militar. Es así que en el artículo 31° del Decreto legislativo 1094 o Código 
Penal Militar Policial, y bajo la denominación de “Parámetros y Funda­
mentos para la Individualización de la Pena” , lo encontramos previsto 
del modo siguiente:

“ 1. Para la individualización de la pena, el juez deberá identificar la pena bá­
sica conminada, luego dividirá el ámbito punitivo de movilidad previsto 
en la ley en cuartos: uno mínimo, dos intermedios y uno máximo.

2. El juez sólo podrá actuar dentro del cuarto mínimo cuando existan 
únicamente circunstancias atenuantes; dentro de los cuartos interme­
dios cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación 
punitiva, y dentro del cuarto máximo cuando únicamente existan cir­
cunstancias agravantes”

163



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Ahora bien, el defecto más importante del modelo propuesto por el 
anteproyecto de 2004 fue, como se ha mencionado, omitir reformas en las 
disposiciones sobre causales de disminución de punibilidad como la ten­
tativa la cual mantuvo el esquema de origen helvético que tuvo el Código 
Penal de 1924 y que autorizaba al órgano jurisdiccional a disminuir pru­
dencialmente la pena por debajo del mínimo legal de la pena conminada. 
Esto es, el proyectista nacional no siguió en estos casos la fuente colom­
biana que había elegido y que le demandaba la construcción para la tenta­
tiva de una nueva pena conminada disminuida proporcionalmente en sus 
extremos mínimo y máximo, para luego dentro de él aplicar el esquema 
operativo de los cuartos (Artículo 27° del Código Penal colombiano: “El 
que iniciare la ejecución de una conducta punible mediante actos idóneos e 
inequívocamente dirigidos a su consumación, y esta no se produjere por cir­
cunstancias ajenas a su voluntad, incurrirá en pena no menor de la mitad del 
mínimo ni mayor de las tres cuartas partes del máximo de la señalada para la 
conducta punible consumada).

Un segundo antecedente que debemos mencionar es el Anteproyecto 
de Código Penal 2008/2010 (Cfr. Carlos Alberto Torres Caro. El Nue­
vo Código Penal Peruano. Fondo Editorial del Congreso del Perú. Lima. 
2011). Su redacción estuvo a cargo de la Comisión Especial Revisora del 
Código Penal, constituida por la Ley 29153 del 15 de diciembre de 2007. 
Su influencia sobre el sistema de medición de penas adoptado por la Ley 
30076 fue determinante. Cabe señalar que integramos esa Comisión Mul- 
tisectorial en representación del Poder Judicial y nos correspondió propo­
ner, justamente, las normas concernientes a la determinación judicial de 
la pena.

Las principales decisiones adoptadas por el Anteproyecto 2008/2010, 
partían de modificar el sistema configurado por el Anteproyecto 2004 y 
sustituirlo por un nuevo esquema operativo menos complejo y con un 
articulado más coherente. Asimismo, afinar las disposiciones sobre agra­
vantes y atenuantes genéricas así como las correspondientes a circunstan­
cias agravantes cualificadas y atenuantes privilegiadas (Cfr. Artículo 44°).
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Igualmente se acordó incluir un nuevo criterio de fundamentación y de­
terminación de la pena que tomaba en cuenta el abuso de las posiciones 
de poder o privilegio social de la que era poseedor el autor del delito (Cfr. 
Artículo 43°. 1). Lamentablemente, la grave omisión que sobre la regula­
ción de la penalidad de la tentativa evidenció el Anteproyecto de 2004 no 
fue corregida por el Anteproyecto 2008/201 (Cfr. Artículo 16°), ni tam­
poco se ocuparon de ella, años más tarde, quienes redactaron el Proyecto 
de Nuevo Código Penal 2014-2013 ( Cfr. Artículo 15°). Actualmente ese 
consolidado defecto de nuestra legislación vigente, es causa de una incer­
tidumbre judicial al momento de sancionar la tentativa de un delito, que 
fue cometida con la concurrencia de circunstancias agravantes específicas 
que están ligadas a una penalidad propia del supuesto de la comisión de 
un delito consumado.

El Anteproyecto 2008/2010 también introdujo en su artículo 44° un 
esquema inédito para la determinación judicial de la pena básica y de la 
pena concreta, al cual se le identificó como el “de los t e r c io s Esta de­
nominación aludía a que su diseño normativo disponía que el juez debía 
configurar tres segmentos operativos al interior de los límites de la pena 
básica y que serían el espacio punitivo de definición de la pena concreta 
(Cfr. Iván Pedro Guevara Vásquez. La Regla de los Tercios en la Determi­
nación Judicial de la Pena: El tratamiento científico del Quantum. TÓ ­
PICA Jurídico Penal. Vol. II. Ideas Solución Editorial. Lima. 2014, p. 161 
y ss.) Esta última tarea operativa debía responder a la mayor o menor 
presencia en el caso sub judice  de circunstancias agravantes o atenuantes 
genéricas. El marco legal propuesto era el siguiente:

“Toda condena deberá contener una fundamentación explícita y suficiente 
sobre los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la pena.

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el juez aten­
derá la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto 
no sean específicamente constitutivas del hecho punible, o modificatorias 
de la responsabilidad. El Juez determinará la pena aplicable desarrollando 
las siguientes etapas:
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1. Identificará la pena básica o espacio punitivo de determinación a par­
tir de la pena fijada en la ley para el delito.

2. Determinará la pena concreta aplicable al condenado evaluando la 
concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes. Para ello, ob­
servará las reglas siguientes:

a. Dividirá el espacio punitivo de la pena básica en tres partes.

b. Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran única­
mente circunstancias atenuantes, la pena concreta deberá deter­
minarse dentro del tercio inferior.

c. Cuando concurran circunstancias de agravación y de atenuación, 
la pena concreta deberá determinarse dentro del tercio interme­
dio.

d. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena 
concreta deberá determinarse dentro del tercio superior.

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes o agravantes cualifica­
das, la pena concreta se determinará de la manera siguiente:

a. Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena concreta se de­
terminará por debajo del tercio inferior.

b. Tratándose de circunstancias agravantes, la pena concreta se de­
terminará por encima del tercio superior.

c. En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agra­
vantes, la pena concreta se determinará dentro de los límites de la 
pena básica correspondiente al delito”

En un pasaje de su Exposición de Motivos el Anteproyecto 2008/2010, 
se marcaba la utilidad del esquema elegido en los siguientes términos: 
“Con relación a la determinación judicial de la pena, se construye un procedi­
miento más accesible a la judicatura y más predecible en sus resultados. Para 
ello se establecen catálogos de circunstancias agravantes y atenuantes, a la vez 
que se regulan reglas precisas para la individualización de la pena concreta. 
Un aspecto destacable en este dominio es la obligación legal de fundamentar 
el resultado punitivo que deberá realizar el órgano jurisdiccional; asimismo, 
se ha planteado también una idea que subyace en la experiencia jurídica co­
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tidiana y es la de institucionalizar que el juez, a l momento de fundamentar y 
determinar la pena, tendrá en cuenta los derechos de la víctima” (Cfr. Carlos 
Alberto Torres Caro. El Nuevo Código Penal Peruano. Ob. Cit., p. 106).

También el Anteproyecto 2008/2010 aportó a través de su artículo 
110° un listado de reglas para la fundamentación y la determinación 
judicial de consecuencias accesorias aplicables a personas jurídicas.
Sin embargo, dicha propuesta prelegislativa renunció a otorgar a esta clase 
de sanciones penales la condición de penas, lo cual sí aconteció en el de­
recho penal español desde junio de 2010 (Cfr. Laura Zúñiga Rodríguez. 
Societas delínquete potesP. La responsabilidad penal de las Personas Jurídi­
cas. Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 56. Febrero 2014., p. 165 y ss.). 
Sobre esta importante incorporación normativa la Exposición de Motivos 
precisó lo siguiente: “Las consecuencias accesorias aplicables a las personas 
jurídicas adquieren autonomía sistemática a l tratárseles en un título propio 
y como medidas aplicables a estos entes colectivos. Igualmente, se adiciona un 
artículo para establecer los criterios de fundamentación y determinación de las 
medidas que resulten aplicables al caso, con lo cual se supera una notable omi­
sión del texto actualmente vigente del Código Penal que se limita a enunciar 
solamente cuales son”.

Es pertinente destacar que la citada propuesta del Anteproyecto 
2008/2010 se constituyó, años más tarde, en la base normativa para la 
redacción del artículo 105o- A que incorporó al Código Penal la Ley 
30077.

La tercera fuente legal la denominaremos el Proyecto Judicial de 
2012. Se trata, en realidad, de una antesala normativa a la promulgación 
de la Ley 30076. El Proyecto Judicial fue elaborado en dos tiempos. Pri­
mero intervino en su redacción original una Comisión de Expertos que 
convocó la Presidencia del Poder Judicial. Luego, su redacción definitiva 
correspondió a una Comisión de Jueces Supremos que tuve el honor de 
presidir. El texto final de este documento fue aprobado por la Sala Plena 
de la Corte Suprema de Justicia de la República el 18 de octubre de 2012
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(Cfr. R.A. N° 116-2012-SP-CS-PJ) y remitido, días después, el 22 de 
octubre de 2012, al Congreso Nacional (Cfr. Oficio N° 6425-2012-SG- 
CS-PJ).

En su Exposición de Motivos la propuesta judicial hizo especial hinca­
pié en la problemática de la determinación judicial de la pena, destacando 
que “el Código Penal vigente no establece de manera precisa el procedimiento 
técnico que debe seguir el Juez Penal para la imposición de una sanción” (Ob. 
Cit., p. 6).

El Proyecto Judicial fue objeto de muy pocas observaciones y modifi­
caciones de parte de las Comisiones y del Pleno del Parlamento Nacional 
que se avocaron a su revisión: Por tal razón, sus principales propuestas, 
que también abarcaron reformas a otros Códigos como el de Procedimien­
tos Penales y de Ejecución Penal, se admitieron en su mayoría y con muy 
pocas modificaciones. Es por ello que en lo que concierne a la determi­
nación judicial de la pena estimamos al Proyecto Judicial 2012 como la 
principal fuente legal de la Ley 30076.

En lo esencial, el aludido documento planteaba como una primera 
alternativa modificar el artículo 46° del Código Penal e introducir en este 
un nuevo artículo signado con el numeral 43° A. Este primer cambio 
consistía en la configuración de un catálogo de circunstancias agravantes y 
atenuantes genéricas, con supuestos similares a los que ya habían conside­
rado los Anteproyectos de 2004 y de 2008/2010. Por tanto, en este nivel 
se hacía evidente la influencia del derecho penal colombiano.

En una segunda opción reformista, el Proyecto Judicial 2012 intro­
ducía un procedimiento de determinación judicial de la pena que se es­
tructuraba sobre una textura legal que incluía iguales reglas operativas que 
las que había sugerido el Anteproyecto de 2008/2010. De esta manera las 
normas planteadas por el Poder Judicial ratificaban la voluntad de ratificar 
un modelo de “tercios”. Por lo demás tal sintonía entre ambas propuestas 
se explicaba por provenir ambas de iniciativas de la judicatura nacional. 
Al respecto, en una detallada Exposición de Motivos se marcaba con de­
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talle esta importante conexión: “E l Proyecto propone incorporar el artículo 
4 5 o- A Individualización de la pena al Código Penal, el que tiene su fuen­
te legal en el artículo 44° del Proyecto de Ley de Reforma del Código Penal 
2008-2009y un antecedente inmediato en el Proyecto de Reforma del Código 
Penal de 2004, que en puridad reprodujo los criterios esbozados en el Acuerdo 
Plenario N ° 1- 2008/C J del 18 de julio de 2008, y que la Resolución Ad­
ministrativa n 0 311-2011-P-PJ del 2  de setiembre de 20011, se encargó de 
ratificar” {Ob. Cit., p. 4).

Ahora bien, a diferencia del Anteproyecto de Código Penal 2008/2010, 
que en su artículo 47° registró un listado de circunstancias agravantes cua­
lificadas y de circunstancias atenuantes privilegiadas, el Proyecto del Poder 
Judicial sólo se ocupó de las primeras. De modo no explicado se dejó de 
lado la atenuante privilegiada que tomaba en cuenta la leve afectación del 
bien jurídico producida por el delito. Sólo consideró, aunque con mejor 
redacción y técnica legislativa, las agravantes cualificadas sobre reinciden­
cia y habitualidad (Cfr. Artículos 46° B y 46° C). Lamentablemente, tal 
omisión no fue advertida ni corregida durante el trámite parlamentario 
que se dio al Proyecto de la judicatura en el Congreso de la República, 
por lo que se le reprodujo en el texto definitivo del inciso 3 artículo 45° 
A que diseñó la Ley 30076. Es más, dicha disposición legal alude a cir­
cunstancias atenuantes privilegiadas inexistentes. Sin embargo, el Proyec­
to de Nuevo Código Penal 2014-2015 supera esa disfunción normativa y 
propone expresamente incluir un supuesto de dicha clase de atenuantes en 
el inciso 1 del artículo 58° con la siguiente redacción:

“La pena es atenuada hasta una mitad por debajo del mínimo legal cuando 
la afectación del bien jurídico producida por el delito sea insignificante”

En conexión con esta materia cabe aclarar, nuevamente, que las dis­
posiciones de eficacia punitiva referentes a la tentativa (artículo 16° C.P.), 
la complicidad secundaria (Artículo 25°, segundo párrafo C.P.) o la rea­
lización imperfecta de una causal de exención de responsabilidad penal 
(Artículos 14° in fine, 21° y 22° C.P.) no son atenuantes privilegiadas
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sino causales de disminución de punibilidad. Y que estas tienen una 
operatividad y eficacia muy diferentes de las que corresponden a aquellas.

El texto legal del artículo 45o- A del Proyecto del Poder Judicial era el 
siguiente:

“Toda condena deberá contener una fundamentación explícita y suficiente 
sobre los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la pena.

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez aten­
derá la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto 
no sean específicamente constitutivas del hecho punible o modificatorio 
de la responsabilidad.

El Juez determinará la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas:

1. Identificará la pena básica o espacio punitivo de determinación a par­
tir de la pena fijada en la ley para el delito.

2. Determinará la pena concreta aplicable al condenado evaluando la 
concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes. Para ello, ob­
servará las reglas siguientes:

a. Dividirá el espacio punitivo de la pena básica en tres partes.

b. Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran única­
mente circunstancias atenuantes, la pena concreta deberá deter­
minarse dentro del tercio inferior.

c. Cuando concurran circunstancias de agravación y de atenuación la 
pena concreta deberá determinarse dentro del tercio intermedio.

d. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena 
concreta deberá determinarse dentro del tercio superior.

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes privilegiadas o agravantes 
cualificadas, la pena concreta se determinará de la manera siguiente:

a. Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena concreta se de­
terminará por debajo del tercio superior;

b. Tratándose de circunstancias agravantes, la pena concreta se de­
terminará por encima del tercio superior; y

c. En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agra­
vantes, la pena concreta se determinará dentro de los límites de la 
pena básica correspondiente al delito.”
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También el Proyecto del Poder Judicial de 2012, siguiendo la ruta 
trazada por el Anteproyecto 2008/2010, propuso la introducción de un 
nuevo artículo en la Parte General del Código Penal, el 105o- A, destinado 
a identificar los “Criterios p ara  la determinación de las consecuencias 
aplicables a  las personas ju ríd icas99. Sin embargo, en este dominio, lo 
más trascendente fue el diseño normativo de un modelo de responsabili­
dad penal propia y directa de la persona jurídica. Asimismo, la corres­
pondiente relación de las penas que serían aplicables a los entes colectivos 
involucrados en un hecho punible. Y, para tales efectos, se planteó refor­
mular el contenido del artículo 105° del Código Penal en los siguientes 
términos:

“Las personas jurídicas serán penalmente responsables de los delitos come­
tidos en su nombre o por cuenta de las mismas, y en su provecho, por sus 
representantes legales y sus administradores de hecho o de derecho.
Las personas jurídicas serán también penalmente responsables de los deli­
tos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en pro­
vecho de las mismas, por quienes estando sometidos a la autoridad de sus 
gestores y órganos, han podido realizar los hechos por no haberse ejercido 
sobre ellos el debido control atendidas las concretas situaciones del caso. 
El Juez aplicará según corresponda:

1. Pena de multa a la persona jurídica no menor de diez ni mayor de 
quinientas unidades impositivas tributarias.

2. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o 
definitivo. La clausura temporal no excederá de 5 años.

3. Disolución de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa o comité.

4. Suspensión de actividades de la sociedad, asociación, fundación, coo­
perativa o comité por un plazo no mayor a dos años.

5. Prohibición a la sociedad, asociación, fundación, cooperativa o comi­
té de realizar en el futuro actividades, de la clase de aquellas en cuyo 
ejercicio se haya cometido, favorecido o encubierto el delito.

La prohibición podrá tener carácter temporal o definitivo. La prohibición 
temporal no será mayor de cinco años.
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Cuando se aplique cualquiera de estas consecuencias jurídicas, el Juez or­
denará a la autoridad competente que disponga la intervención de la per­
sona jurídica para salvaguardar los derechos de los trabajadores y de los 
acreedores de la persona jurídica hasta por un periodo de dos años.
El cambio de la razón social, la personería jurídica o la organización socie­
taria, no impedirá la aplicación de estas medidas.
Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurí­
dicas no serán aplicables al Estado, a las administraciones públicas, a los 
organismos reguladores, las agencias y entidades públicas empresariales, a 
los partidos políticos y sindicatos, a las organizaciones internacionales de 
Derecho Público, ni a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de 
soberanía administrativa, o ejecuten políticas públicas, o presten servicio 
de interés económico en general”

Desafortunadamente esta inédita fórmula legal fue desechada por el 
Congreso de la República del texto definitivo de la Ley 30076. Recién 
con el Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2013, se ha de promover, 
nuevamente, un dispositivo legal orientado a reprimir penalmente a las 
personas jurídicas (Cfr. Artículos 130° a 144°).

2 .  EL NUEVO MARCO LEGAL Y SUS RECIENTES MODIFICACIONES

Le correspondió, pues, a la Ley 30076, cumplir con las tantas veces 
postergada tarea de renovar a plenitud el marco legal nacional relacionado 
con la determinación judicial de la pena. La extensa sumilla legislativa que 
le fue asignada destacó que las reformas introducidas en este dominio eran 
parte de una estrategia integrada para “combatir la  inseguridad ciuda­
dana”. Esto es, el legislador nacional consideró que mejoras sustantivas 
en las reglas de medición punitiva eran indispensables para cualquier pro­
grama político criminal de prevención y control de la criminalidad. Sobre 
todo porque una de las más recurrentes demandas sociales era la exigencia 
de una práctica judicial solvente y motivada de aplicación de penas justas. 
Por lo demás, ya desde el texto de la Exposición de Motivos del Proyecto 
Judicial de 2012, se hacía referencia genérica a todo ello en el siguiente
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pasaje: “La realidad criminal nacional nos muestra un panorama cada vez 
más violento. Los índices de la delincuencia se incrementan notablemente. 
Ello determina que se instalen o reformulen políticas públicas precisas en la 
agenda de los diferentes poderes del Estado, entre ellas, la del Poder Judicial, 
con el fin de hacer frente de una manera más eficaz a este problema social” 
(Ob. Cit., p 5, parágrafo 1).

Las nuevas reglas sobre determinación judicial de la pena que trajo 
consigo la Ley 30076 tuvieron una recepción social favorable. Los medios 
de comunicación pusieron de relieve su incuestionable pertinencia y opor­
tunidad. Sin embargo, los juristas nacionales y la propia judicatura penal 
tardó en interesarse en ellas y cuando lo hizo adoptó una postura bastante 
recelosa y de notable desidia. Es más, publicaciones recientes omiten abor­
dar sus contenidos y procedimientos pese a la trascendencia de los mismos 
(cfr. Luis Miguel Reyna Alfaro. Introducción a la Teoría del Delito y a las 
consecuencias jurídicas del delito. Instituto Pacífico. Lima. 2016, p. 373 
y ss.)Esta actitud de la comunidad jurídica debilitó la difusión y la aplica­
ción de las nuevas disposiciones legales, las cuales, lamentablemente, no 
contaron con una vacatio legis que permitiera conocerlas y debatirlas por 
jueces, fiscales, abogados y académicos. Esto último contribuyó, sensible­
mente a que el impacto de las reformas introducidas vaya transitando sus 
primeros años en un escenario muy discreto y confuso.

El nuevo marco legal de la determinación judicial de la pena ha que­
dado integrado por un sistema de artículos afines dentro de la Parte Gene­
ral del Código Penal, cuya función y contenidos esenciales sumillamos a 
continuación. Cabe señalar que pese al breve tiempo que tiene de vigente 
la Ley 30076 muchas de sus normas ya han sido objeto de sucesivas modi­
ficaciones o ampliaciones que también debemos tomar en cuenta para el 
análisis dogmático que debemos realizar más adelante.

Comenzaremos señalando que la morfología normativa tiene la si­
guiente composición: “El artículo 45° que regula presupuestos ideoló­
gicos o políticas de gestión de casos para la fundamentación y determi­
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nación de las penas, ha sido objeto de dos modificaciones. La primera 
generada por la Ley 30076 incorporó como un presupuesto adicional en 
el literal a que el agente al cometer el delito haya hecho “abuso de su cargo, 
posición económica, formación, poder, oficio, profesión o función que ocupe en 
la sociedad”. Y, la segunda, derivada de la Ley 30364 afectó la redacción 
original del literal c que ahora considera también, respecto de la víctima, 
“la afectación de sus derechos y considerando especialmente su situación de 
vulnerabilidad’

En el artículo 45o- A está diseñado el procedimiento operativo que 
permite construir técnicamente la pena aplicable al autor o partícipe cul­
pable del delito. A esta disposición legal corresponde en sentido estricto 
regular las etapas y efectos de la “individualización de la pena”.

Finalmente, el artículo 46° contiene los catálogos de “circunstancias 
de atenuación y agravación”. En el inciso 1 se integran ocho circunstancias 
atenuantes genéricas. Ahora bien, el texto original del inciso 2 agrupaba 
trece circunstancias agravantes genéricas, las que se incrementaron, luego, 
a catorce con el Decreto Legislativo 1237 del 25 de setiembre de 2015; 
que modificó diversos artículos del Código Penal. La nueva agravante ge­
nérica, designada con el literal ñ tomaba en cuenta la situación de especial 
vulnerabilidad, discapacidad o aislamiento de la víctima del delito.

El articulado citado se complementa con otras disposiciones legales 
que también fueron reformadas por la Ley 30076. Entre ellas cabe dis­
tinguir a los artículos 46°-B y 46°-C , que regulan, respectivamente, los 
presupuestos y efectos de las circunstancias agravantes cualificadas de Re­
incidencia y Habitualidad. Es menester precisar que estos dos numerales 
fueron luego modificados también por el Decreto Legislativo 1181 del 26 
de julio de 2015. Posteriormente la Ley 30364 incorporó el artículo 46o- 
E que contempla una nueva circunstancia agravante cualificada “de abuso 
de parentesco”.

El artículo 22° in fine fue otro dispositivo legal conexo a la determi­
nación de la pena que también resultó afectado por las modificaciones
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de Ley 30076. Este numeral se refiere a una causal de dism inución pu­
nitiva por la responsabilidad restringida que amerita la edad del agente 
del delito. Las modificaciones introducidas tenían por objeto bloquear los 
efectos de esta disposición para “el agente integrante de una organización 
criminal o que haya incurrido en delito de homicidio calificado, homicidio 
calificado por la condición oficial del agente, feminicidio, extorsión, secuestro, 
robo agravado ( ...)  apología. ”

Es obvio que la consecuencia inmediata de la incorporación de un 
nuevo marco legal para la determinación judicial de la pena es, sin lugar 
a dudas, la necesidad, teórica y práctica, de construir también una nueva 
dogmática que sirva de auspicio a la mejor inserción y aplicación de sus 
normas, categorías y procedimientos. Esta exigencia técnica se hacía más 
urgente y determinante en entornos como el nuestro donde, como ya lo 
hemos puesto en evidencia, el desarrollo teórico sobre este tipo de reglas 
y prácticas fue históricamente deficitario o estuvo rodeado de múltiples 
conceptos errados y distorsionados. Ejemplos crónicos de estas deficiencias 
fueron el calificar a la confesión sincera, la tentativa o la com plicidad 
secundaria como circunstancias atenuantes; o el interpretar, al pie de 
la letra, que la frase “el Juez podrá dism inuir prudencialmente la  pena 
hasta limites inferiores a l  mínimo legal”, que se utiliza en varios dispo­
sitivos del Código Penal como el artículo 21° sobre la eficacia punitiva de 
las eximentes imperfectas, era de aplicación facultativa. Esto es, que pese 
a la concurrencia de sus presupuestos y requisitos normativos, el órgano 
jurisdiccional quedaba en aptitud de eludir la aplicación, para tales casos, 
de cualquier efecto reductor de la punibilidad legalmente establecida.

Por tanto, lo que hoy está pendiente es edificar una nueva dogmática 
sobre las normas de determinación de la pena que ha introducido la Ley 
30076. De inicio, es importante reconocer que no es una tarea fácil alcan­
zar consensos en este dominio casi inexplorado por los juristas nacionales. 
Sin embargo, cabe reconocer que aún en aquellos sistemas jurídicos de 
mayor tradición legislativa, complejidad teórica y desarrollo jurispruden­
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cial, como el español, el alemán o el italiano, la evolución de la doctrina 
de la determinación judicial de la pena no ha logrado tampoco niveles de 
consistencia e importancia equivalentes al producido en torno a la teoría 
del hecho punible. Sobre este estado de cosas, la concluyente reflexión 
de D emetrio C respo es suficientemente explícita: “Sin duda cuando nos 
referimos a la individualización de la pena nos situamos en un ámbito del 
Derecho Penal material, inconcluso conceptualmente, y muy poco estudiado” 
(Eduardo Demetrio Crespo. Notas sobre la Dogmática de la Individuali­
zación de la Pena. Víctor Roberto Prado Saldarriaga y Otros. Determina­
ción Judicial de la Pena. Instituto Pacífico. Lima. 2015, p. 76).

Siendo así no cabe duda que conservan validez las reflexiones críticas 
que en torno a este desnivel de la doctrina penal moderna formuló hace 
algún tiempo Silva Sánchez. Este autor, luego de destacar el nivel que 
hoy ostenta la teoría de la imputación, reconocía que “la teoría de la indi­
vidualización judicial de la pena, esto es, la determinación del cuánto de la 
pena dentro del marco legal se quedaba, en cambio, al margen de ese desarrollo 
y refinamiento” {jesús María Silva Sánchez. La teoría de la determinación 
de la Pena como Sistema (Dogmático): Un Primer Esbozo, en Revista 
Peruana de Ciencias Penales. N ° 19. 2007, p. 468).

Ahora bien, entre nosotros el estancamiento en estas materias pue­
de explicarse desde una variada etiología. Sin embargo, en lo esencial él 
aparece conectado a la inidónea técnica legislativa que en el devenir del 
tiempo utilizó el legislador para regular todo lo concerniente a la determi­
nación judicial de la pena. Un ejemplo cercano de todo ello lo encontra­
mos en el Código Penal de 1991 el cual, en su redacción original, anterior 
a la Ley 30076, contaba con un obscuro y disperso sistema de normas 
sobre dosificación punitiva. En efecto, las disposiciones que lo integraban 
se encontraban repartidas, cuando no confundidas, en artículos aislados 
de la Parte General, así como en asistemáticas normas de la Parte Espe­
cial. Es más, también coexistían reglas conexas a la determinación judicial 
de la pena esparcidas en la legislación procesal penal vigente o en leyes
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pertenecientes al derecho penal accesorio o complementario. Tal desor­
den legislativo resultó, a la postre, desmotivador y no convocó un interés 
hermenéutico creativo entre nuestros juristas. En este contexto, incluso, 
algunos autores, como Caro C oria, procuraron cubrir los vacíos existen­
tes con el traslado de los complejos y aún poco esclarecidos criterios de la 
dogmática alemana, sumamente documentados, pero totalmente ajenos 
a las fórmulas y estructura de la normativa nacional, incrementando más 
bien la nebulosa teórica y práctica sobre esta temática (Cfr. Dino Carlos 
Caro C oria. Notas Sobre la Individualización Judicial de la Pena en el 
Código Penal Peruano. Publicado en Rondando al Código Procesal Penal. 
Corte Superior de Cajamarca. Cajamarca. 2014, p. 402 y ss.). Al respecto 
cabe recordar las críticas formuladas por Hassemer en torno a la utilidad 
realmente alcanzada por el modelo alemán: “La determinación de la pena 
es desde hace tiempo un muro de lamentaciones de los penalistas, tanto del 
campo de la Ciencia como del foro. Y lo lamentable es que la dogmática de la 
determinación de la pena, es decir, las elaboración sistemática de los criterios 
establecidos por la ley, no haya alcanzado ni con mucho un grado de precisión 
y transparencia como el de la dogmática de los presupuestos de punibilidad” 
(Winfried Hassemer. Fundamentos del Derecho Penal. BOSCH. Barce­
lona. 1984, p. 137 yss.).

Lamentablemente, las falencias dogmáticas tampoco fueron supera­
das por el quehacer jurisprudencial de la judicatura penal del país. Frente 
a malas prácticas arraigadas y caracterizadas por la arbitrariedad, la des­
orientación y la ausencia total de justificación, que tornaban incompren­
sible todo el proceso y el examen de argumentación de los resultados pu­
nitivos declarados en una sentencia condenatoria, la Corte Suprema de 
Justicia de la República reacciona tardíamente hacia la segunda mitad de 
la última década. Y lo hace a través de importantes e ilustrativos Acuerdos 
Plenarios que van fijando criterios de interpretación y esquemas operati­
vos para mejorar la aplicación judicial de las penas (Cfr. Víctor Roberto 
Prado Saldarriaga. Determinación Judicial de la Pena. IDEMSA. Lima. 
2010, p. 288 y ss.).
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No podemos cerrar este apartado sin dar cuenta de otro cambio im­
portante, el cual tiene conexión con el nuevo marco legal que acabamos de 
presentar y es el concerniente a la incorporación al Código Penal del artí­
culo 105o- A. Este nuevo dispositivo legal se incorporó a nuestro ordena­
miento jurídico penal por la Ley 30077. Con él también se formalizó un 
sistem a de reglas para la determinación judicial de las consecuencias 
accesorias aplicables a personas jurídicas registradas en el artículo 105°.

3. NUEVO MARCO LEGAL Y PRIMEROS DESARROLLOS

Es evidente que toda renovación de la dogmática de la determinación 
judicial de la pena, para nuestro país, requiere ser elaborada con la pru­
dencia y el rigor científico que demanda su relevante utilidad práctica. 
Preocupa, por tanto, que el repentino interés que hoy se detecta en un 
sector de la comunidad jurídica nacional, por analizar y exponer la nueva 
normatividad que aporta la Ley 30076, vaya acompañado de enfoques 
poco meditados o de una frágil solvencia teórica. La notoria improvisa­
ción con que se abordan tan delicados temas parece que no toma en cuen­
ta que el nuevo marco legal, tal como lo advierte G uevara Vasquez, “no se 
encuentra exento de ciertas dificultades que problematizan hasta cierto punto 
el hecho de la determinación en cuestión, siendo el propósito ( ...)  ubicar esas 
inconsistencias, buscando darles una debida solución, considerando siempre 
que el camino para encontrar progresivas cuotas de justicia material es, necesa­
riamente, a través de la determinación de la pena ” (Cfr. Iván Pedro Guevara 
Vásquez. Tópica Jurídico Penal. Vol II. Ideas Solución Editorial. Lima. 
2014, p. 162).

Por tanto, la tarea de la doctrina en este dominio y etapa no puede ser 
otra que la de proveer una línea hermenéutica creadora y exhaustiva, pero, 
a la vez, coherente con las necesidades explicativas que surgen de la propia 
ley nacional y no de las experiencias o reglas foráneas. Debe quedar claro, 
pues, que el objeto de estudio tiene que preservar la complejidad propia de 
lo inédito de sus reglas, esquemas y mecanismos de control de resultados. 
Estos no deben ser sustituidos por otros ni inferidos fuera de él. Sobre
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todo, porque, como lo destaca Besio Hernández, “la individualización 
judicial de la pena constituye un ámbito especialmente complejo y problemá­
tico del quehacer judicial, principalmente porque el legislador no provee de re­
glas específicas susceptibles de ser utilizadas por eljuez de forma unívoca en la 
elección de la respuesta punitiva adecuada a l delito y  a su autor, sino que, más 
bien, éste se encuentra enfrentado a un sinnúmero de problemas, que requieren 
de la resolución previa de otro sinnúmero deproblemas(así la interpretación de 
los criterios legales de medición), que dependen, unos y otros, en buena medida 
de su particular visión del sistema penal (de, por ejemplo, la finalidad que se 
considere cabe atribuir a l Derecho penal y a la pena). En consecuencia, nunca 
es claro cuál es la cuantía de pena que debe corresponder a l delito cometido 
ni tampoco cuál es la cantidad de pena adecuada a su autor” (Martín Besio 
Hernández. Los Criterios Legales y Judiciales de Individualización de la 
Pena. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2011, p. 23).

En tal sentido, en un proceso transitorio de asimilación de las dispo­
siciones y procedimientos regulados por la nueva legislación peruana de 
medición punitiva, es pertinente promover y producir un discurso técnico 
sólido, a la vez que detallado, con coherente capacidad para esclarecer y 
marcar el más idóneo significado o rendimiento dogmático de las nuevas 
reglas legales. Pero, que, además, sustente su fortaleza teórica en la afini­
dad o racionalidad de argumentos compatibles con las ventajas jurisdic­
cionales y sociales que el modelo aporta para un ejercicio efectivo a la vez 
que predecible de la imposición de penas.

La nueva dogmática tiene también una misión adicional cual es la 
de coadyuvar a la superación de todos los recelos e incertidumbres que 
cambios de tal magnitud legal tienden a suscitar entre los operadores de la 
justicia penal. En este contexto, pues, deben rechazarse aquellos enfoques 
ligeros que ven en el nuevo modelo una “camisa de fuerza” a la decisión 
punitiva del juez. Todo lo contrario se debe demostrar que aquél ofrece al 
órgano jurisdiccional un orden fluido que ensamblado normativamente 
le posibilitará recorrer un iter uniforme y controlable capaz de permitir

179



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

“que la previsibilidad y la predictibilidad imperen en las decisiones de los tri­
bunales” A momento de imponer una pena (Cfr. Alonso R. Peña Cabrera 
Freyre. El Proceso de Determinación e Individualización de la Pena en el 
Sistema de los Tercios. Gaceta Penal &  Procesal Penal. Tomo 69. Marzo 
2015, p. 137).

De allí, pues, que resulte pertinente insistir, una vez más, en la nece­
sidad de que los especialistas que incursionen en el análisis y difusión de 
las actuales normas de la determinación judicial de la pena asuman una 
actitud responsable. En lo esencial porque de sus aciertos y equívocos de­
penderá, en gran medida, que las reformas introducidas por la Ley 30076 
alcancen los resultados positivos que de ellas se esperan.

En torno a la construcción de la nueva dogmática de la determinación 
judicial de la pena, es de reconocer la existencia en la actualidad de una 
secuencia dispersa de esfuerzos pioneros. Sin embargo todos ellos mues­
tran escasa originalidad al partir de los mismos conceptos operativos que 
he construido en mis anteriores publicaciones sobre la materia o de utili­
zar como soporte teórico fundamental los Acuerdos Plenarios afines de la 
Corte Suprema de los que he sido ponente.

Otro rasgo característico de estas publicaciones es su evidente impro­
visación conceptual, que determina notorias diferencias para asimilar, en­
tender o exponer sobre las mismas reglas, los mismos procedimientos o la 
misma operatividad del nuevo marco legal. No obstante, consideramos 
que este es un defecto normal y funcional a todo proceso de recepción 
y transición de disposiciones inéditas como las incorporadas por la Ley 
30076. Sobre estas discrepancias y contradicciones teóricas predominantes 
en los artículos y monografías hasta ahora editados en el país, considera­
mos pertinente mostrar algunos ejemplos. Comenzaremos por referirnos a 
los aportes de G uevara Yasquez. Este autor realiza una detallada exégesis 
que incluye la elaboración de varios diagramas prácticos. Sin embargo, sus 
comentarios confunden la noción y efectos de las circunstancias atenuan­
tes privilegiadas -inexistentes actualmente en el Código Penal- con los
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correspondientes a causales de disminución de punibilidad como las con­
templadas por el artículo 21° o a las reglas de reducción por bonificación 
procesal como las fijadas en el artículo 212° del Código Penal ( Iván Pedro 
Guevara Vásquez. Tópica Jurídico Penal. Vol II. Ob: Cit., p. 190 y ss.).

Similares problemas se detectan en diferentes pasajes del libro publica­
do por Avalos Rodríguez, quien, incluso, discrepando, continuamente, 
sobre algunos de nuestros planteamientos teóricos y prácticos, suele con­
cluir con propuestas confusas que oscurecen muchas de sus interesantes 
reflexiones y propuestas. Ello se observa, por ejemplo, cuando el citado 
autor omite marcar el sentido y las diferencias dogmáticas que tienen ca­
tegorías básicas de la teoría universal de la determinación judicial de la 
pena como son las correspondientes a circunstancias, causales de dism i­
nución o incremento de punibilidad y reglas de bonificación procesal. 
A ellas en muchos casos el comentarista citado las identifica erróneamente 
en sus efectos y funciones, a la vez que asistemáticamente combina su 
operatividad, oportunidad y utilidad. Por ejemplo, estas graves deficien­
cias teóricas se detectan cuando discute nuestra aseveración acerca de la 
calidad de circunstancias agravantes cualificadas que tienen los artícu­
los 46° C y 46 ° D del Código Penal, preexistentes a la Ley 30076, y que 
también asignamos a aquellas reguladas en el artículo 22° de la Ley 30077. 
Sobre las primeras de las disposiciones mencionadas el autor truj illano 
afirma: “Dichos artículos tienen data anterior a la introducción del artículo 
45-A del Código Penal, mediante la ley 30076, de ta l modo que a l  mo­
mento de su dación no han sido ni podían haber sido concebidas como 
circunstancias agravantes cualificadas ( ...)  Luego, sobre las segundas, 
sostiene sin ofrecer mayor argumentación explicativa : “En contra de este 
planteamiento se debe señalar no sólo que el legislador no ha utilizado 
la denominación de agravantes cualificadas de modo expreso p ara  las 
de la ley 30077; sino también que si bien no se trata de agravantes 
circunscritas a  un específico delito se trata de circunstancias circuns­
criptas a  una específica form a de delictuosidad, la del crimen organi­
zado; funcionando únicamente como agravante para dicho tipo de ilícitos”

181



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

(Cfr. Constante Carlos Avalos Rodríguez. Determinación Judicial de la 
Pena. Nuevos Criterios. Gaceta Penal &  Procesal Penal. Lima. 2015, p. 
182-183): Esto es, Avalos Rodríguez no toma en cuenta que la aludida 
categoría se asigna en función de la naturaleza y eficacia de una agravante 
no de su precedente o expresa regulación legal. Es más, la calidad de 
circunstancia agravante cualificada del artículo 46°-A, ha sido reconocida 
desde el año 2008 por la Corte Suprema de Justicia de la República y fue 
utilizada en el Acuerdo Plenario N ° 1-2008/CJ-116 de eficacia vincu­
lante, del 18 de julio de 2008, sobre Reincidencia, Habitualidad y De­
terminación Judicial de la Pena (Cfr. Fundamento Jurídico 13°, literal e).

Pero mayor distorsión e inconsistencia dogmática se aprecian en la 
posición que aquél jurista adopta sobre la condición y eficacia de las cir­
cunstancias agravantes específicas. Al respecto llega a sostener lo siguiente; 
“( ...)  en el actual sistema la  posib ilidad de recorrer el marco de la  pena 
depende de las circunstancias genéricas (contempladas en el articulo 
46) que se presenten en el caso; p ara  en junción de ellas y  de las reglas 
del articulo 45- A seleccionar el tercio inferior, medio o superior en que se 
habrá de determinar finalmente la pena; siendo, p or ejemplo, podrían  pre­
sentarse casos en los que concurriendo varias circunstancias de agrava­
ción especifica p o r no presentarse ninguna circunstancia genérica, la  
pena se tendría que determ inar en el tercio in fe r io r En torno a estas y 
otras disfunciones conceptuales que también concurren en la publicación 
que hemos examinado sólo cabría precisar que el que no se compartan o 
se estimen adecuadas nuestras tesis sobre la operatividad que corresponde 
a las circunstancias específicas, no hace, sólo por ello, valederas ni supera 
la falta de fundamento doctrinario de las observaciones de tan correcto ex 
fiscal. El cual, por lo demás, también postula que para la eficacia punitiva 
de las circunstancias específicas se utilicen las mismas reglas de las circuns­
tancias genéricas y que estas últimas trasciendan también a la operatividad 
de las causales de disminución de punibilidad. Este tipo de planteamien­
tos desnaturalizaría no sólo las claras distinciones legales y dogmáticas en­
tre tales categorías sino que haría inviable el funcionamiento de las reglas
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y efectos de cada una de ellas en la construcción de un resultado punitivo. 
Por todo lo expuesto no podemos compartir tales lecturas hermenéuti­
cas ni, mucho menos, recomendar su utilización práctica (Cfr. Constante 
Carlos Avalos Rodríguez. Determinación Judicial de la Pena. Nuevos 
Criterios. Ob cit, p. 135 y ss.).

Otra publicación a citar es la compilación de textos realizada por el 
magistrado arequipeño M endoza Ayma. De inicio hay que señalar que 
ella incurre en los mismos defectos teóricos y prácticos que ya hemos 
mencionado. Además, también formula recurrentes observaciones a los 
conceptos que sobre la temática que nos atañe hemos dado a conocer. Al 
respecto, cabe destacar que el citado autor mezcla continuamente una 
exacerbada lectura constitucional y procesal al tratar un tema esencial­
mente sustantivo como la determinación judicial de la pena. Por ejem­
plo, siguiendo a autores españoles, los cuales analizan dogmáticamente 
un sistema normativo muy diferente al peruano, pretende marcar dife­
rencias entre lo que denomina “la determinación del marco abstracto 
de la pena”, “ la determinación del marco concreto de la  pen a”  y la 
“individualización ju d ic ia l de la pena”. Y lo hace del modo siguiente: 
“Determinación e individualización son conceptos diferentes, y corresponden 
a actividades judiciales de operatividad distinta. Las dos primeras etapas es­
tán vinculadas estrictamente a la legalidad, una referida a la actividad de 
calificación del hecho punible, para determinar el marco abstracto; y la otra 
referida a la calificación de las circunstancias que rodean el hecho punible 
para determinar un marco concreto; empero, elproceso de individualización 
judicial de pena es más discrecional y, por ende valorativa” (Cfr. Francisco 
Celis Mendoza Ayma. Presupuesto Acusatorio. Determinación e Indi­
vidualización de la Pena. Proceso Penal. Jurista Editores. La medida del 
dolor. Lima. 2015, p. 105).

Luego, el mismo comentarista, con pretendido afán crítico, al tratar 
de las circunstancias, y de su función, de modo reiterado y tautológico, 
postula que estas onticamente integran el delito como hecho social por 
lo que no deben diferenciársele o apartársele de este. Sin embargo, pos­
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teriormente, de modo paradójico ofrece un concepto de circunstancias 
que justamente las distingue del hecho punible reconociéndole efectos 
funcionales sobre la construcción de la punibilidad y punición de este: 
“En ese orden, definimos provisionalmente a las circunstancias modificatorias 
de responsabilidad penal, como aquellos hechos no vinculados a la realización 
formal de los elementos del tipo, - ajenos a la estructura del tipo -  que el le­
gislador ha considerado directamente vinculados con la intensidad del injusto 
y la modulación de la culpabilidad y; por tanto, tienen el efecto jurídico de 
determinar el marco concreto de la pena, y aún de individualizar la pena 
exacta, en cada caso concreto” {Idem., p. 170-171).

Por último, en un plano operativo, el autor antes mencionado asume 
identidades conceptuales incompatibles para nuestra legislación. En ese 
sentido, por ejemplo, señala la existencia de circunstancias atenuantes pri­
vilegiadas al considerar que tienen tal condición la tentativa, la complici­
dad secundaria, etc. Es más, considera que diferenciarlas de las causales de 
disminución de punibilidad es sólo una variante terminológica. E, incluso, 
apoyándose sesgadamente en Roxin, demanda que aquellas deben que­
dar integradas en una cuarta categoría sistemática del delito que el jurista 
alemán denomina punibilidad (Cfr. Idem., p. 125). En ese sentido, con 
una redacción carente de claridad y sin hacer las citas correspondientes, 
ha sostenido lo siguiente: “Para quienes niegan la regulación normativa de 
las circunstancias atenuantes privilegiadas no es posible determinar un nuevo 
marco concreto por debajo del tercio inferior; en ese orden, la pena se tiene que 
individualizar dentro de los límites de la abstracta y/o en el marco concreto re­
ducido, pero nunca en un marco por debajo del tercio inferior; los efectos ope­
rativos de considerarlas como causas de aumento o disminución de punibili­
dad es similar a los de las circunstancias genéricas de atenuación” (Cfr. Idem, 
p. 185-186. Nota de pie de página 312). Sobre esta peculiar posición del 
autor arequipeño resulta necesario esclarecer algunos aspectos. En primer 
lugar, que la pretendida igualdad entre atenuantes privilegiadas y causales 
de disminución de punibilidad no es sólo un dilema terminológico sino 
funcional (la atenuantes privilegiadas están destinadas a m odificar la
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reconstrucción del mínimo de la pena conminada, m ientras que las 
causales de disminución de punibilidad operan, por ejemplo, sobre 
los márgenes de la decisión judicial de aplicar una pena a un hecho 
punible no consumado).

En segundo lugar, la propuesta sugerida por M endoza Ayma - si la 
entendimos bien - sólo sería aceptable en tanto en el derecho penal na­
cional existiera una norma legal que expresamente diera equivalencia de 
circunstancias atenuantes- siquiera genéricas - a las eximentes imperfectas, 
tal como ocurre en el Inciso 1 del artículo 21° del Código Penal español. 
Pero, al no contar la legislación penal peruana con una disposición igual 
a la ibérica sólo nos queda rechazar tan ingeniosa propuesta y ratificar, 
más bien, que la tentativa o la complicidad secundaria son causales de 
disminución de punibilidad. Es más, tenemos también la obligación pe­
dagógica de aclarar que ellas dan lugar a esquemas y procedimientos de 
estructura y efectos muy diferentes a la hora de buscar e imponer un resul­
tado punitivo: En efecto, este último deberá de alcanzarse no en función 
del sistema de tercios sino “prudencialmente”por el órgano jurisdiccional y 
siempre por debajo del mínimo legal de la pena conminada para el delito 
o su potencial autor, tal como expresamente lo disponen las normas per­
tinentes de nuestro Código Penal, las que no fueron alteradas por la Ley 
30076 (Cfr. Artículos 16°, 21° y 25°, segundo párrafo).

No obstante, debemos mencionar que el Proyecto de Nuevo Códi­
go Penal 2014-2015 incurre en un error conceptual similar al considerar 
como atenuante privilegiada a formas de tentativa inacabada en su artí­
culo 23°.2: “En la tentativa inacabada el juez reduce la pena hasta un tercio 
por debajo del mínimo legal señalado para el hecho punible cometido. L a 
tentativa inacabada constituye circunstancia atenuante privilegiada.”

Una última monografía sobre la determinación judicial de la pena ha 
sido elaborada por la Magistrada Superior Poma Valdivieso. Su auto­
ra combina contenidos propedéuticos sobre el debido proceso, la pena y 
sus teorías. Asimismo, de manera ordenada y breve recorre los principales
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conceptos o enfoques de la doctrina extranjera sobre el contenido de las 
etapas de la determinación de la pena. Si bien el texto de la publicación 
que examinamos se adhiere con frecuencia a nuestros aportes teóricos so­
bre esta materia, reproduciendo sus planteamientos y contenidos; al revisar 
la operatividad del artículo 45o- A la autora citada se limita a parafrasear 
el texto legal sin emitir criterios hermenéuticos adicionales. Igualmente, 
cabe objetar el empleo no selectivo de jurisprudencia sobre la praxis de la 
determinación de la pena anterior a las reformas de la Ley 30076 lo cual 
tiende a debilitar la utilidad de los comentarios que se pretenden respaldar 
con dichas resoluciones jurisdiccionales. (Cfr. Flor de María Poma Val­
divieso. Determinación Judicial de la Pena. Fondo Editorial Universidad 
Privada del Norte. Lima. 2014, p. 101 y ss.). Sin embargo, el principal 
aporte de Poma Valdivieso se encuentra en el análisis que realiza de las 
circunstancias genéricas del artículo 46° algo que la doctrina había omiti­
do abordar (Cfr. Idem. p. 149 y ss.). También son oportunas sus concretas 
apreciaciones sobre la eficacia de las agravantes cualificadas por reinciden­
cia y habitualidad (Cfr. Idem. p. 163 y ss.).

Finalmente, cabe referirse también a otros desarrollos dogmáticos mejor 
elaborados y de mayor solidez técnica, aunque tampoco exentos de notables 
errores teóricos. A este nivel debemos ubicar los comentarios formulados 
por O ré Sosa. Si bien este autor acierta al reconocer una influencia colom­
biana en el artículo 45o- A, no logra distinguir las importantes variantes que 
le fueron impresas por el propio legislador nacional. Es por ello que citando 
a Velásquez concluye aplicando una lectura sesgada sobre la real operati­
vidad de la disposición nacional que en este dominio difiere notablemente 
de la aludida fuente extranjera. También en su discurso hermenéutico el 
especialista mencionado confunde a las causales de disminución de puni- 
bilidad como la tentativa con atenuantes privilegiadas. Es más, este autor, 
por las distorsiones técnicas en que incurre su exégesis, no puede desarrollar 
un esquema operativo distinto del diseñado en el artículo 45° A, para dar 
viabilidad a la decisión del resultado punitivo en caso de la presencia de lo 
que denomina circunstancias “'específicas” Q?) o de agravantes cualificadas 
como la reincidencia (Cfr. Eduardo Oré Sosa. Determinación Judicial de
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la Pena, Reincidencia y Habitualidad. A Propósito de las Modificaciones 
Operadas por la Ley N° 30076. Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 51. 
Setiembre 2013, p. 11 y ss.).

Algo parecido ocurre con los esfuerzos hermenéuticos realizados por 
Páucar C happa. Si bien ellos parten de la utilización de varios de nues­
tros conceptos operativos, no procura innovarlos ni adaptarlos plenamen­
te a la nueva regulación introducida por la Ley 30076. Es por ello que a 
pesar de intentar la construcción de complejos esquemas de aplicación, 
los cuales suelen estar acompañados de graficados ejemplos hipotéticos, 
éstos terminan confundiendo o intercambiando las distintas clases de cir­
cunstancias con sus diferentes efectos y momentos operativos. Es así que 
Páucar C happa, en un apartado de su análisis pretende aplicar también 
el sistema de tercios a los casos de concurrencia de una circunstancia 
agravante especifica de prim er nivel con la que denomina circunstancia 
genéricaprivilegutda establecida en el articulo 2 2 ° y que técnicamente, 
como ya lo hemos explicado, no es otra cosa que una verdadera causal de 
disminución de pena (Cfr. Marcial Eloy Páucar Chappa. Nuevas Reglas 
de Determinación de la Pena: “El Sistema de Tercios”. Gaceta Penal &  
Procesal Penal. Tomo 51. Setiembre 2013, p. 28 y ss.).

Menos comprensible es la propuesta interpretativa formulada por 
J iménez N iño. Este autor a través de complicados ejemplos y cuadros 
gráficos, pretende hacer simétricas circunstancias de operatividad técnica 
incompatible. Asimismo, esboza, con escasa claridad, un sofisticado iter 
para la ubicación de la pena concreta cuya redacción preferimos transcri­
bir: “Elprocedimiento para la individualización de la pena concreta se inicia 
con la ubicación de intervalo de pena (pena abstracta), luego se realizan las 
modificaciones ante la presencia de circunstancias privilegiadas o cualificadas, 
para finalmente dividir el intervalo obtenido en tercios, y ubicar la pena con­
creta de acuerdo a las circunstancias atenuantes o agravantes contenidas en el 
artículo 46o” (Cfr. Sergio Jiménez Niño. La Determinación de la Pena en 
la Ley N° 30076 ¿De Dónde Parto? Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 
51. Setiembre 2013, p. 43 y ss.).
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Muy diferente, aunque no menos incierta, ha sido la postura adoptada 
por Villa Stein quien en la última edición de su libro Derecho Penal. 
Parte General, ha preferido omitir pronunciamiento alguno sobre los rele­
vantes cambios introducidos por la Ley 30076 alrededor de la determina­
ción judicial de la pena. Sin embargo, para suplir esta omisión doctrinaria 
opta por la vía menos recomendable, cual es la de abordar dicho contenido 
esencial de la teoría de las consecuencias jurídicas del delito, reproducien­
do breves comentarios sobre las normas ya derogadas del texto original 
del artículo 46° del Código Penal. De esta manera el jurista sanmarquino 
coadyuva también a mantener la nebulosa dogmática sobre el nuevo mar­
co legal de la determinación judicial de la pena, eludiendo esclarecer sus 
diferentes nociones, esquemas y alcances (Cfr. Javier Villa Stein. Derecho 
Penal. Parte General. ARA Editores. Lima. 2014, p. 367 y ss.).

Por su parte, otros autores como Peña Cabrera Freyre, si bien valoran 
positivamente la utilidad del catálogo de circunstancias genéricas reguladas 
en el artículo 46° no se preocupan por diferenciar su sentido y utilidad de 
aquellos otros que corresponden, por ejemplo, a las circunstancias agravan­
tes cualificadas. Únicamente se refiere a todas ellas como contrarias a un per­
fil democrático del Derecho Penal y conexas a un origen peligrosista. Obvia, 
por completo, mostrar posibilidades de lege lata o lege ferenda que sirvan 
para orientar un control judicial sobre su arbitraria operatividad práctica o 
para fijar límites pertinentes a sus denunciados excesos (Cfr. Alonso R. Peña 
Cabrera Freyre. El Proceso de Determinación e Individualización de la Pena 
en el Sistema de los Tercios. Ob. Cit., p. 137).

Preocupa el acercamiento a planteamientos germanos que no han te­
nido éxito práctico, como la denominada “Teoría del espacio de juego” a 
la que alude Reyna Alfaro, y que no es compatible con el modelo asumido 
por la nueva legislación nacional (cfr. Luis Miguel Reyna Alfaro. Individua­
lización Judicial de la Pena. Notas al estilo Twitter. Gacet Penal &  Procesal 
Penal. Tomo 78 / diciembre 2015, p. 49 y ss).
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4. EL NUEVO MARCO LEGAL Y SU APLICACIÓN JU D ICIA L

Un grave e insalvable defecto de la promulgación de la Ley 30076, 
aunque coherente y comprensible desde la adscripción política de dicha 
norma a la corriente político criminal del giro punitivo, fue la ausencia 
de una vacatio legis con razonable extensión. Esta negativa decisión del le­
gislador nacional afectó de modo relevante la debida aplicación del nuevo 
marco legal de determinación judicial de la pena. En efecto se frustró la 
organización e implementación oportunas de programas de capacitación 
en el Poder Judicial, en el Ministerio Público o en los Colegios de Aboga­
dos del país. Tampoco dio oportunidad a que las Facultades de Derecho 
o las Escuelas de Post Grado de las Universidades, públicas o privadas, 
exhortaran a sus docentes a incorporar en los cursos pertinentes conte­
nidos orientados a la difusión y formación en el nuevo modelo de cons­
trucción de un resultado punitivo. Como principales consecuencias de 
todos esos desatinos y carencias se han producido dos efectos colaterales. 
Por un lado una actitud recelosa de la judicatura para aplicar las nuevas 
normas, procurando, más bien, eludirlas y mantener en operatividad las 
derogadas disposiciones y reglas del texto original del artículo 46°. Esta 
actitud que podría dar lugar a actos indirectos de prevaricación se ha bus­
cado respaldar en falacias como que el nuevo modelo no es aplicable por 
ser una norma desfavorable al condenado y que sólo se le debe considerar 
en supuestos de condenas por hechos posteriores a la vigencia de la Ley 
30076. Y, por otro lado, ha generado una aplicación muy heterogénea o 
distorsionada que desmerece el significado y utilidad del innovado sistema 
legal de construcción judicial de las penas.

Estas dos disfúnciones deben ser superadas en el corto plazo a través 
de programas de capacitación que deben implementar con una proyección 
de continuidad todas las instituciones involucradas y, sobre todo, la Aca­
demia de la Magistratura. Pero, también, serán de suma utilidad la elabo­
ración de Acuerdos Plenarios por parte de la Corte Suprema de Justicia de 
la República que vayan corrigiendo las malas prácticas o vacíos legales que 
en este dominio sean detectados.
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Si bien todavía es prematuro para marcar tendencias definidas en los 
dictámenes fiscales y sentencias judiciales sobre el uso de las reglas y pro­
cedimientos del nuevo marco legal para la dosificación concreta de los 
requerimientos o decisiones de carácter punitivo, los datos inicialmente 
recopilados sobre dicho proceder nos muestran un panorama que refle­
ja, cuando menos, un desconcierto argumentativo y un notable desorden 
práctico.

Hemos seleccionado algunos documentos fiscales y judiciales que con­
sideramos útiles para graficar esta problemática y que seguidamente los 
damos a conocer.

Un primer ejemplo lo encontramos en el Dictamen de la Primera Fis­
calía Suprema en lo Penal N° 446-2014-MP-FN-Ia FSP, del 22 de mayo 
de 2014. En este documento se ensaya el siguiente esquema para la deter­
minación de la pena en un caso de conclusión anticipada de la audiencia: 
“.... cuando se produce la conformidad, el Tribunal está vinculado y obligado 
a respetar la descripción del hecho glosado en la acusación escrita, así como de 
la pena solicitada. Desde esa perspectiva, el margen de valoración permitido 
a l Tribunal resulta mínimo; verbigracia, la determinación de la pena-cuando 
sea cuestionada (no sólo mediante recurso, sino antes de la instalación del ju i­
cio o antes de expedirse sentencia)- no tendrá como referencia inicial la pena 
abstracta mínima y máxima del tipo penal; sino, el nuevo intervalo estará 
condicionada a la pena solicitada por el representante del Ministerio Público 
( ...)  Al margen de que esta interpretación ya confunde lo efectos y la 
oportunidad aplicativa de las reglas de reducción por bonificación proce­
sal que operan en los casos de allanamiento o conformidad a la acusación 
fiscal, según lo definido en el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-l 16 de las 
Salas Penales de la Corte Suprema sobre dicha materia, el Fiscal Supremo 
que suscribe dicho dictamen utiliza, luego, para la determinación de la 
pena un procedimiento complejo que equivocadamente identifica la ten­
tativa con una atenuante privilegiada así como agravantes genéricas con
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específicas y que, finalmente, produce un resultado punitivo incompren­
sible/

“i) La pena abstracta mínima y máxima aplicable a este proceso es de 12 
a 15 años; sin embargo, advertimos una circunstancia atenuante pri­
vilegiada; esto es, la tentativa del delito de robo agravado; por lo que 
conforme al artículo 45o- A, numeral 3, literal a), la pena se determina 
por debajo del tercio inferior; es decir, por debajo de los 12 años de 
pena privativa de libertad.

ii) En el presente caso, consideramos que por efecto de la tentativa debe 
reducírsele 3 años de pena privativa de libertad, resultando 9 años 
de pena privativa de libertad; en ese sentido, el nuevo intervalo para 
determinar la pena concreta será de 9 a 12 años de pena privativa de 
libertad. Que, en el presente caso no opera la confesión sincera reali­
zada regulada en el artículo 136° del Código de procedimientos Pena­
les; puesto que, para su configuración se necesita que sea espontánea, 
inmediata y coadyuve a la investigación, lo que no sucede porque los 
acusados fueron intervenidos en flagrancia.

iii) Los intervalos aplicables en este caso son 9-10,10-11 y de 11-12; sien­
do el caso que, la pena deberá ser determinada en el intervalo 10-11, 
porque concurre tanto una circunstancia atenuante genérica (no regis­
tra antecedentes penales) como una circunstancia agravante genérica 
(la conducta fue desarrollada por dos personas y con arma blanca), 
resultando aplicable el artículo 45o- A, numeral 2, literal c); es decir, 
se determina dentro del tercio intermedio.

iv) En el presente caso, corresponde determinar la pena de (...) en 10 
años de pena privativa de libertad, lo que constituye una pena pro­
porcional al hecho realizado, debiendo disminuírsele 1 año y 4 meses 
por los efectos premiales de la conclusión anticipada del juzgamiento, 
resultando la pena final a imponérsele de 8 años y 6 meses de pena 
privativa de libertad”

El segundo ejemplo corresponde a una sentencia de la Corte Superior 
de Justicia del Cuzco, del 22 de octubre de 2014, emitida en el expediente 
00986-2004-0-100 l-JR-PE-05. Ella nos muestra una praxis confusa pero
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que procura integrar en sus razonamientos las normas introducidas por la 
Ley 30076. Sin embargo, los criterios generales de fundamentación que 
utiliza la unidad jurisdiccional que redactó la sentencia son preexistentes a 
aquellas reformas. Además, confunde la operatividad de circunstancias ge­
néricas con las correspondientes a las circunstancias específicas al decidir 
la pena en un caso de peculado. En torno a ello la citada resolución señala:

“La pena conminada para los delitos contra la administración pública., delitos 
cometidos por funcionarios públicos, en la modalidad de peculado doloso sim­
ple, previsto por el primer parágrafo del artículo trescientos ochenta y siete del 
Código Penal\ a la fecha de la vigencia de los hechos, era no menor de dos años 
ni mayor de ocho años, delito también sujeto a pena de inhabilitación; por lo 
que compete a l Colegiado fijar la pena concreta., atendiendo a las circunstan­
cias genéricas y específicas que señalan los artículos cuarenta y cinco y cuarenta 
y seis del Código penaly modificados por la ley 30076, así como el artículo 45-A 
del Código acotado, introducido mediante la ley antes mencionada, la pena a 
imponerse debe fluctuar dentro del tercio inferior, por no concurrir circuns­
tancias agravantes pero sí atenuantes, tales como su carencia de antecedentes 
penales, fojas 4427 (artículo 4 6  inciso I a del Código Penal), sus condiciones 
personales y profesionales, su edad, a la fecha tiene 71 años de edad, la forma 
y circunstancias de la comisión de la conducta típica, el aprovechamiento del 
cargo que ostentaba el acusado en la entidad agraviada, el monto de dinero 
indebidamente apropiado; de otro lado, se debe tener en cuenta los fines de la 
pena, en especial la prevención general; esto es el mensaje que una sentencia 
condenatoria, irradia hacia la sociedad, en épocas en las cuales la corrupción 
avanza de manera descontrolada, los principios de proporcionalidad y racio­
nalidad, la conducta asumida por el acusado, quien pese a tener conocimiento 
de la ilicitud de su conducta, no hizo absolutamente nada por reparar el daño 
económico causado a su institución, esto es devolver los dineros apropiados, 
saldo S/. 840.00 que devolvió después de más de 4  años, su propio abogado 
defensor, admitió en parte los cargos a l manifestar que la conducta no era san- 
cionablepenalmente sino en la vía administrativa, fundamentos que conllevan 
a l colegiado a imponer a l acusado una pena condenatoria efectiva dentro del 
tercio inferior' (Cfr. Fundamento Jurídico Séptimo: Determinación de la 
Pena). La pena impuesta al implicado en este caso fue de dos años de 
pena privativa de libertad efectiva y una pena de inhabilitación conjunta 
también de dos años. Sin embargo, dicho resultado punitivo no sólo devie­
ne en inexplicable o inmotivado, sino que, además, no queda, en ningún
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caso, siquiera mínimamente justificado y con meridiana claridad, debido a 
la hojarasca argumentativa que empleó el Tribunal que pronunció el fallo 
citado.

El tercer documento que utilizamos de ejemplo muestra mayor orden 
y claridad sobre el procedimiento aplicado para la determinación judicial 
de la pena. Se trata de una sentencia condenatoria de la Sala Penal Especial 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 22 de octubre de 
2014, recaída en la causa ASUNTOS VARIOS N° 04-2012. El parágrafo 
IX de dicha resolución está dedicado a la determinación judicial de la pena 
y en sus fundamentos jurídicos 9.1a 9.3 se construye un resultado puniti­
vo observando, secuencialmente, las indicaciones pertinentes del artículo 
43o- A del Código Penal. Esto es, en primer lugar se fijan los límites de la 
pena básica en función al marco de penalidad conminada en el artículo 
400° del Código Penal, por tratarse de un delito de tráfico de influencias, 
identificando como tal un límite mínimo e inicial de 4 años y un extremo 
máximo o final de 6 años de pena privativa de libertad. No obstante, la 
Sala omite incluir iguales referencias para la pena conjunta de inhabilita­
ción que corresponde también a dicho delito conforme a lo establecido en 
el Artículo 426° del texto legal sustantivo (Cfr. Fundamento Jurídico 9.1).

Luego, en segundo lugar, la sentencia que estamos reseñando declara 
que la calidad de cómplice primaria que tiene la condenada la coloca en el 
estándar de punibilidad que corresponde al autor y que se adecúa a la pena 
básica elegida. Sin embargo, en tercer lugar, sin dar una argumentación o 
explicación específica, la instancia jurisdiccional define cuantitativamente 
los tres espacios de la pena básica que operarán, según sus razonamientos, 
como tercios de determinación del modo siguiente: “Luego, se realiza la 
división por el sistema de tercios, de acuerdo con el artículo 45° A del Código 
Penal. Fijándose que el tercio inferior: se encuentra entre 4 a 4  años y ocho 
meses de privación de libertad: el tercio medio entre 4  años y ocho meses años 
y 5 meses y 4 meses de privación de libertad: y el tercio superior, entre 5 años 
y cuatro meses a 6  años de privación de libertad’. Además, los Magistrados 
identifican la concurrencia de sólo una atenuante genérica de las reguladas
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en el artículo 46° del Código Penal y que corresponde a la ausencia de 
antecedentes penales (Cfr. Fundamento Jurídico 9.3, literales b) y c)). So­
bre la base de todo ello se decide en el fallo que la pena concreta aplicable 
debe ubicarse en el tercio inferior “entre los 4  años a los 4  años y 8 meses de 
privación de la libertad’.

Complementariamente, es de destacar que en la decisión judicial 
mencionada se sopesan otros supuestos fácticos para fijar la pena concreta, 
pero sin llegar a calificar ni reconocer su condición circunstancial. Tam­
bién se alude innecesariamente a la inconcurrencia de causales de dismi­
nución de punibilidad, así como de reglas de bonificación procesal. Estas 
últimas argumentaciones se apartan del procedimiento legal establecido 
en el artículo 45°-A tornando poco explicable el resultado punitivo obte­
nido y dentro del cual se vuelve a omitir toda referencia a la pena conjunta 
de inhabilitación que también conmina la ley para el delito cometido. So­
bre estos aspectos se formularon los razonamientos siguientes: “ e) Dentro 
de dicha extensión punitiva, este Supremo Colegiado considera que la pena a 
imponerse debe estar en estricta vinculación con los elementos verificados en el 
caso, como es la entidad del injusto, la calidad de conviviente que la acusada 
tenía ( y tiene j  con el ya sentenciado, vía sentencia conformada, el entonces 
magistrado Salguero Pimentel, el hecho acreditado de que la precitada en 
efecto concurrió al Establecimiento Penal de Chanchamayo a entrevistarse con 
el entonces interno Efraín Rojas Taype, los audios que denotan que Fernández 
Veliz sabía de las gestiones que realizaba su conviviente para la devolución del 
dinero indebidamente recibido y su reiterada negativa sobre los cargos impu­
tados por el Ministerio Público; por tanto la pena a imponerse debe ubicarse 
dentro del tercio inferior, pero en forma razonable por encima del mínimo le­
gal que prevé elprimer párrafo del artículo 400° del Código Penal, porque no 
se verifican otras circunstancias generales atenuantes o causales de disminución 
punitiva (como serían el error de tipo, error de comprensión culturalmente 
condicionado, que el delito haya quedado en grado de tentativa, eximentes 
imperfectas de responsabilidad penal, responsabilidad restringida por edad o 
complicidad secundaria, entre otros), ni fórmulas de derecho penal premial
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(como serían la confesión, el acogimiento a la conclusión anticipada entre 
otros) debiendo ser esta, de 4  años y 4 meses de pena privativa de libertad, que 
representa el término medio del tercio inferior” (  Cfr. Fundamento Jurídico 
9.3, literales d) y e ) ).

5. EL NUEVO MARCO LEGAL Y SU NUEVA DOGMÁTICA

Luego de describir las líneas hermenéuticas producidas por la doctri­
na, así como las tendencias prácticas imperantes en la judicatura, resulta 
evidente que queda mucho por discutir y corregir acerca del nuevo marco 
legal de la determinación judicial de la pena o sobre su aplicación a casos 
penales concretos.

Corresponde, entonces, iniciar desde este apartado la edificación de 
un andamiaje dogmático diferente con dos características esenciales. La 
primera ha de ser la orientación innovadora de los conceptos, categorías 
y funciones que el sistema normativo exige. Esto es, esclarecer el rol y la 
oportunidad técnica de las nuevas reglas y procedimientos ahora vigentes. 
Y, la segunda, el tener utilidad eminente práctica, a fin de permitir a los 
operadores de la justicia penal nacional familiarizarse con el manejo fluido 
de todas esas nociones y esquemas de aplicación desde su rutina funcional.

En coherencia con esas dos características y necesidades hemos opta­
do, metodológicamente, por desarrollar primero una aproximación a los 
conceptos y contenidos teóricos pertinentes. Configurar, pues, lo que en 
otras disciplinas de conocimiento se identifica como una tabla analítica 
de definición de términos. A través de ella iremos revisando y explican­
do la noción, ubicación sistemática, composición normativa, así como la 
oportunidad operativa y la eficacia de tales herramientas conceptuales. 
Cabe mencionar a este nivel que algunas de estas categorías y bases teóri­
cas ya las hemos dado a conocer en publicaciones precedentes y que toca 
ahora actualizar (Cfr. Víctor Roberto Prado Saldarriaga. Nuevo Proceso 
Penal. Reforma y Política Criminal. IDEMSA. Lima. 2009, p. 113 y ss.
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Víctor Prado Saldarriaga. Las Consecuencias Jurídicas del Delito en el 
Perú. Gaceta Jurídica. Lima. 2000, p. 95 y ss.). Es más, también nos he­
mos referido a ellas y procurado su difusión social mediante el Acuerdo 
Plenario N° 1-2008/CJ-l 16, del 18 de julio de 2008 que redactamos para 
la Corte Suprema de Justicia de la República(Cfr. Fundamentos Jurídicos 
6o al 9o). Otras, en cambio, debemos formularlas por primera vez para 
responder con rigor y precisión al cambio de sentido de las renovadas es­
tructuras normativas que aporta la legislación vigente.

En segundo lugar configuramos diferentes esquemas de aplicación. 
Esto es, procedimientos operativos que marcan una secuencia que el juez 
debe seguir para arribar al resultado punitivo de modo ordenado y fun­
cional. Los esquemas cumplen además un rol de control y validación del 
resultado obtenido, a la vez que facilitan la exposición y justificación mo­
tivada de su estructura cualitativa o cuantitativa. Parte de ellos también 
los hemos registrado en monografías recientes (Cfr. Víctor Roberto Prado 
Saldarriaga. Determinación Judicial de la Pena. Instituto Pacífico. Lima. 
2015, p.15 y ss.).

A. Los conceptos y roles

1. Determinación Judicial de la Pena

El Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015 alude a la noción de 
determinación judicial de la pena desde su Título Preliminar al tratar del 
Principio de Proporcionalidad (Cfr. Artículo II). Es más, la propuesta le­
gislativa distingue con precisión entre “determinación legal de la pena” 
y “determinación ju d ic ia l de la  pena”. A la primera la vincula con la 
relevancia de “los bienes jurídicos y su afectación ”. En cambio a la segunda 
la hace dependiente de “las particulares circunstancias del hecho cometido ” 
y de las concretas “necesidades de pena”. Se trata, pues, de una opción 
normativa no sólo inédita en nuestra legislación penal, sino sumamente 
importante desde su proyección político criminal y práctica. Sobre todo
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porque postula una interacción entre pena justa y los efectos preventivos 
que deben validar el manejo abstracto o individualizado del ejercicio po­
tencial o material á.t\jus puniendi.

Ahora bien, como destaca la doctrina, a través de Feijoo Sánchez: 
“Si se asume que el delito es un injusto culpable y graduable, la determinación 
de la pena no es más que la graduación del injusto culpable ” (Cfr. Bernardo 
Feijoo Sánchez. Individualización Judicial de la Pena y Teoría de la Pena 
Proporcional al Hecho, en Revista Peruana de Ciencias Penales. N ° 23. 
2008, p. 199).

En efecto, la determinación judicial de la pena parte de un hecho 
histórico verificable judicialmente y al cual cabe adscribirle consecuencias 
jurídicas de naturaleza punitiva en función a su magnitud y significado 
social o político criminal. Para ello, el órgano jurisdiccional en una sen­
tencia penal emite hasta tres juicios importantes. En un primer momento 
él se pronuncia sobre la tipicidad o relevancia penal de la conducta atri­
buida al procesado (juicio de subsunción). Luego, a la luz de la evidencia 
existente decide la inocencia o culpabilidad de éste en base a los hechos 
probados (declaración de certeza). Y, finalmente, si declaró la responsa­
bilidad penal del imputado deberá definir la calidad e intensidad de las 
consecuencias jurídicas que corresponde aplicarle como autor o partícipe 
de la infracción penal cometida (individualización de la sanción).

La determinación judicial de la pena tiene, pues, relación con esta 
última decisión judicial. Su función, por tanto, es identificar y medir las 
dimensiones cualitativas y cuantitativas de las consecuencias jurídicas que 
corresponde aplicar al autor o partícipe culpable de un delito. Se trata, por 
tanto, de un procedimiento técnico y valorativo de individualización de 
sanciones penales. En un plano comparativo, analizando el modelo nor­
teamericano, Zyzman Quirós describe un rol similar: ”la voz sentencing 
proviene del ámbito jurídico anglosajón donde se denomina así al proceso legal 
mediante el cual los jueces imponen una pena a quien ha sido condenado (con­
victo) por la comisión de uno o más delitos” (Diego Zysman Quirós. Castigo
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y Determinación de la pena en los Estados Unidos. Un Estudio sobre las 
United States Sentencing Guidelines. Marcial Pons. Madrid 2013, p. 21)

Por tanto, señala Velásquez, con el estudio dogmático de la determina­
ción judicial de la pena sólo “se persigue jalonar la elaboración de una teoría 
de la medición de la sanción que sea coherente con los prinápios que inspiran un 
determinado ordenamiento jurídico, de tal manera que sea posible lograr la im­
posición de una sanción racional, proporcional y, como consecuencia, adecuada 
en cada caso de la vida real' (Fernando Velásquez Velásquez. Derecho Penal. 
Parte General. Comlibros. Bogotá.2009, ps.1084 y 1083).

Por consiguiente, tal como lo hemos destacado siempre, en términos 
concretos con la expresión determinación judicial de la pena se alude a un 
procedimiento técnico y valorativo que aplica el operador jurisdiccional, 
para identificar de modo cualitativo, cuantitativo y en ocasiones ejecutivo 
la sanción penal que se debe imponer en el caso subjudice. Esto es, a través 
de ella se procede a evaluar y decidir sobre el tipo, la extensión y el modo 
de ejecución de la pena que resulte aplicable al caso.

No obstante, en algunos sistemas penales este procedimiento puede 
adquirir particular complejidad en razón de la rigidez o anacronismo de 
sus reglas. Esto último se torna evidente en el caso de la legislación chile­
na como lo pone de relieve COUSO (Cfr. Jaime Couso. Determinación 
Legal e Individualización Judicial de la Pena en la Doctrina Chilena. Ex­
ploración en las Consecuencias Prácticas de un Déficit Conceptual. Víctor 
Roberto Prado Saldarriaga y Otros. Determinación Judicial de la Pena. 
Instituto Pacífico. Lima. 2015, p. 225 y ss.).

Ahora bien, D emetrio C respo prefiere distinguir la existencia de 
dos acepciones, estricta o amplia, de determinación de lo que él designa 
como individualización judicial de la pena o I.J.P .: “La I.J.P. en sentido 
estricto es la decisión sobre el tipoy cantidad de pena que corresponde apli­
car a l autor de un hecho delictivo por la trasgresión culpable de un precepto 
penal, decisión en la que el primer paso lógico es la elección entre la pena
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privativa de libertad y la pena de multa. A la I.P.J. en sentido am plio 
pertenecen a su vez la decisión sobre la aplicación o no de la suspensión de 
la ejecución de la pena y otros sustitutivos penales” (Eduardo Demetrio 
Crespo. Notas sobre la Dogmática de la Individualización de la Pena. 
Ob. Cit., p.78-79). Por lo demás, esta clase de distenciones y conceptos 
operativos coinciden plenamente con los formulados por Zyzman Q ui- 
rós al referirse al sistema anglosajón: "Usamos la noción determinación 
de la pena de una manera amplia. La entendemos como el procedimiento 
legal mediante el cual, luego de una condena o veredicto de culpabilidad, se 
prescinde o especifica la pena que se impondrá a quien ha sido considerado 
culpable de un delito, tanto cualitativa como cuantitativamente, y a las 
modificaciones que esta puede sufrir durante su cumplimiento” (Diego Zys- 
man Quirós. Castigo y Determinación de la pena en los Estados Unidos. 
Ob. Cit., p.21)

Cabe reconocer también, que en la legislación comparada y en la doc­
trina especializada, la actividad judicial que estamos describiendo recibe 
otras denominaciones como aplicación de la pena, individualización 
judicial de la pena, dosificación de la pena, im posición de la pena, o 
métrica penal. Sin embargo, esta diversa nomenclatura no afecta la iden­
tidad del objeto al cual se refieren. Incluso en un mismo sistema jurídico, 
caso colombiano, el legislador puede llegar a emplear varias de ellas aun­
que, como destaca Velásquez Velásquez, no resulten siempre “equiva­
lentes desde un punto de vista gramatical y conceptual” (Fernando Velásquez 
Velásquez. La Determinación de la Sanción Penal. Víctor Roberto Prado 
Saldarriaga y Otros. Determinación Judicial de la Pena. Instituto Pacífico. 
Lima. 2015, p. 103).

Es pertinente aclarar que es plenamente válida y posible la aplica­
ción de conceptos similares para identificar procedimientos análogos de 
determinación ju d ic ia l de medidas de seguridad o de determinación 
ju d ic ia l de consecuencia accesorias. Es más, en la doctrina penal con­
temporánea es también frecuente la construcción y explicación dogmática 
de estos procedimientos. Así lo hace, por ejemplo, el jurista colombiano
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Velásquez Velásquez al analizar la “determinación de las medidas de segu­
ridad" en su sistema jurídico; lo que también hemos desarrollado nosotros 
en una publicación precedente alusiva al caso peruano (Fernando Velás­
quez Velásquez. La Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit., p. 173; 
Víctor Roberto Prado Saldarriaga. Determinación Judicial de la Pena y 
Acuerdos Plenarios. IDEMSA. Lima. 2010, p. 179 y ss.). Claro está, estas 
posibilidades de extensión conceptual deben respetar, siempre, la propia 
naturaleza y las reglas específicas de tales modalidades de sanción penal 
(Cfr. Artículos 73° y 103° A del Código Penal). No es aceptable, pues, 
por carecer de significado material o práctico, la pretendida diferencia­
ción o exclusión nominal que postula un minoritario sector en la doctrina 
nacional bajo argumentos meramente terminológicos que optan por una 
“determinación de las consecuencias jurídicas del delito’’. Sobre todo porque 
estas últimas no sólo comprenden a las sanciones penales o a la reparación 
civil, sino a otros componentes normativos o categorías dogmáticas que 
involucran, incluso, a las causales de extinción de aquellas, las cuales no 
“determinan” la pena sino que condicionan su aplicación o efectos ( Cfr. 
Constante Carlos Avalos Rodríguez. Determinación de la Pena. Gaceta 
Penal &  Procesal Penal. Lima. 2015, p. 52-53).

2. Etapas Operativas de la Determinación Judicial de la Pena.

Al ser un procedimiento, la determinación judicial de la pena se de­
sarrolla a través de una secuencia de etapas y actos que debe cumplir el 
órgano jurisdiccional hasta llegar a un resultado punitivo. Como señala 
Besio Hernández dicho procedimiento “se lleva a cabo a través de varios 
niveles o pasos sucesivos y concatenados los unos a los otros” (Martín Besio 
Hernández. Los Criterios Legales y Judiciales de Individualización de la 
Pena. Tirant Lo Blanch. Valencia.. 2011, p. 23).

Tradicionalmente se han señalado en la determinación judicial de la 
pena dos etapas operativas: la identificación de la pena básica y la indi­
vidualización de la pena concreta. Cada una de ellas tiene una finalidad
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y dinámica distinta a la vez que responden a la orientación político cri­
minal de dos principio rectores: el Principio de legalidad que controla 
el ejercicio de la primera etapa (El juez sólo puede aplicar la pena en la 
forma y magnitud que le autoriza la ley) y el Principio de pena ju sta que 
limita el resultado de la segunda ( El juez sólo puede imponer la pena que 
corresponde a las circunstancias concurrentes en el caso). Esquemática­
mente, para Velásquez Velásquez, este procedimiento queda “compuesto 
por tres actos distintos: 1) la determinación del marco legal aplicable; 2) la 
determinación del monto de la pena; y, 3) la fijación de la pena en concreto” 
(Fernando Velásquez Velásquez. La Determinación de la Sanción Penal. 
Ob. Cit., p.105).

3. La Primera Etapa de Identificación de la Pena Básica.

La identificación de la pena básica es el paso inicial del procedimiento 
de determinación judicial de la pena. A través de esta etapa el Juez hace 
una declaración formal y expresa sobre su autoridad punitiva así como 
sobre la legitimidad de su ejercicio. El debe precisar y comunicar desde su 
sentencia cuáles son los límites legales de la pena o penas aplicables. Para 
ello el órgano jurisdiccional debe partir de la penalidad o pena conmi­
nada prevista en la ley para cada delito. Se trata entonces de configurar, 
en base a esa regulación legal, un espacio punitivo o de punición el cual 
siempre debe contar con dos extremos. Lino mínimo o límite inicial y 
otro máximo o límite final. Veamos: si tomamos como ejemplo el delito 
de homicidio simple, tipificado y sancionado en el artículo 106° del Có­
digo Penal, la identificación judicial de la pena básica o pena aplicable, 
tendría que tomar en cuenta la penalidad fijada en dicha norma y esta­
blecer en función a ella el espacio de punibilidad. Este último quedaría 
compuesto por un límite inicial o mínimo de seis años y un límite final o 
máximo de veinte años.

Sin embargo, en aquellos otros delitos donde por defecto de técnica le­
gislativa sólo se ha considerado en la pena conminada uno de tales límites,
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sea el mínimo o el máximo, el juez debe de integrar el límite faltante en 
base a los que corresponden genéricamente para cada clase de pena y que 
aparecen regulados en la Parte General del Código Penal, al precisarse la 
extensión y características cuantitativas de cada clase de sanción punitiva. 
En la legislación peruana, por ejemplo, ello suele ocurrir en no pocos ca­
sos como en el delito de asesinato tipificado por el artículo 108°. En esta 
disposición legal la pena privativa de libertad conminada sólo registra un 
límite mínimo o inicial de 15 años. Por tanto, el juez para poder identi­
ficar la pena básica deberá recurrir a los límites genéricos que establece el 
artículo 29° para la duración de las penas privativas de libertad. Según lo 
establecido por dicha norma el órgano jurisdiccional integrará el límite 
máximo o final faltante que será de 35 años.

4. La Segunda Etapa de Individualización de la Pena Concreta

La individualización de la pena concreta es la segunda etapa del pro­
cedimiento de determinación judicial de la pena. A ella le corresponde 
alcanzar el resultado punitivo o pena concreta que deberá cumplir el 
autor culpable del delito y que representa la realización del jus puniendi 
estatal en la sentencia condenatoria.

La característica fundamental de esta segunda estación radica en el 
desplazamiento que debe hacer el juez dentro del espacio punitivo pre­
fijado como pena básica en la primera etapa. Se trata, por tanto, de un 
quehacer exploratorio y valorativo que le toca cumplir el órgano jurisdic­
cional al interior de la materia fáctica o suceso histórico del caso subjudice. 
A través de tales actos y valoraciones la autoridad judicial va indagando, 
identificando y calificando la presencia de circunstancias concurrentes 
en la realización del delito. Es importante señalar que no se debe omitir 
la presencia de ninguna circunstancia, ya que de ocurrir ello se afectará 
siempre la validez de la pena concreta por no responder, plenamente, a las 
exigencias del principio de pena justa.
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5. Las Mutaciones Conceptuales de la Pena

Durante el procedimiento de determinación judicial, la pena experi­
menta sucesivas mutaciones que le aportan roles y denominaciones dis­
tintas. En un primer momento es sólo una pena legal o penalidad con­
minada. Luego se convierte en una extensión punitiva o pena básica. Y, 
finalmente, se transforma en un resultado punitivo o pena individualizada 
que adquiere la denominación de pena concreta.

Cabe anotar, que en más de una ocasión la penalidad conminada de 
los delitos en la legislación nacional está integrada por dos o más penas; 
esto es, por penas conjuntas. Ello se observa en los casos de los delitos 
de receptación patrimonial que contempla penas privativa de libertad y 
multa (Artículo 194° C.P.) o de tráfico ilícito de drogas que incluye penas 
privativa de libertad, multa e inhabilitación (Artículo 296°, primer párra­
fo C.P.). En estos supuestos la determinación judicial de la pena concreta 
debe abarcar la individualización de las diferentes penas que componen 
la penalidad conminada. Algo diferente debe de ocurrir cuando la pe­
nalidad conminada está compuesta por dos penas alternativas como en 
el caso del delito de auto aborto. Para sancionar este ilícito penal se han 
considerado penas privativas de libertad o de prestación de servicios a la 
comunidad (Artículo 114°  C.P.). En estos supuestos el procedimiento de 
determinación de la pena concreta sólo se aplicará a partir de la pena que 
sea elegida por el juez.

6. Las Circunstancias

Una de las definiciones más claras e ideográficas sobre lo que es una 
circunstancia es la elaborada por Antolisei. Para el clásico jurista italiano, 
“Circunstancia del delito (de cincum stat) es, en general, aquello que está en 
tomo al delito. Implicando por su misma índole la idea de accesoriedad, pre­
supone necesariamente lo principal, que está constituido por un delito perfecto 
en su estructura” (Francesco Antolisei. Manual de Derecho Penal. Parte 
General. Uteha Argentina. Buenos Aires. 1960, p.319).
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Las circunstancias adoptan la forma de factores o indicadores de carác­
ter objetivo o subjetivo que ayudan a la medición de la intensidad de un 
delito. Es decir, posibilitan cuantificar la mayor o menor desvaloración de 
la conducta ilícita (antijuridicidad del hecho) o el mayor o menor grado 
de reproche que cabe formular al autor de dicha conducta (culpabilidad 
del agente). Las circunstancias permiten, pues, valorar si un delito es más 
o menos grave y a partir de ello ponderar el alcance cualitativo y cuanti­
tativo de la pena que debe imponerse a su autor o partícipe. Su función 
principal, por tanto, no es otra que coadyuvar a la graduación o determi­
nación del quantum o extensión de la pena concreta aplicable al hecho 
punible cometido. Cuando las circunstancias sirven para promover o jus­
tificar una penalidad conminada o pena concreta mayor, se les denomi­
na agravantes. Y, en cambio, cuando ellas auspician o fundamentan una 
penalidad conminada o pena concreta menor son llamadas atenuantes.

Las circunstancias no deben confundirse con otras reglas que también 
inciden en la construcción o extensión de una pena básica o concreta 
como es el caso de las denominadas causales de disminución o incre­
mento de punibilidad (eximentes imperfectas, la tentativa o la complici­
dad secundaria) o de las reglas de reducción punitiva por bonificación 
procesal (confesión sincera, colaboración eficaz o terminación anticipada 
del proceso). Los rasgos de distinción, oportunidad operativa y eficacia 
que les hace diferentes de las circunstancias atenuantes o agravantes los 
examinaremos más adelante. Siendo así, deviene en incorrecta la califi­
cación de circunstancia privilegiada que el Proyecto de Nuevo Código 
Penal 2014-2015 otorga a la tentativa inacabada en el artículo 23°, inciso 
2,párrafo final: “L a  tentativa inacabada constituye circunstancia ate-

Las circunstancias en la doctrina y en la legislación comparada pueden 
ser objeto de varias clasificaciones. Sin embargo, atendiendo a las carac­
terísticas de nuestra legislación penal, consideramos pertinente referirnos 
sólo a cuatro clases de circunstancias:
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1.
2.

3.

4.

Las circunstancias genéricas.

Las circunstancias específicas.

Las circunstancias cualificadas o privilegiadas.

Las circunstancias antecedentes, concomitantes y posteriores.

7. Circunstancias Genéricas

Son circunstancias genéricas las que se regulan en la Parte General del 
Código Penal y que pueden operar en la determinación de la pena concre­
ta de cualquier tipo de delito. Esta clase de circunstancias sólo permiten al 
Juez individualizar la pena concreta dentro del espacio punitivo generado 
entre los límites inicial y final de la pena básica. No permiten, por tanto, 
exceder ni en línea ascendente ni en línea descendente tales límites.

Ahora bien, cuando se trata de circunstancias atenuantes genéricas,
las cuales representan siempre una menor antijuricidad del hecho o una 
menor culpabilidad de su autor, su eficacia produce como consecuencia 
una menor punibilidad o posibilidad de sanción del delito. Esto es, ellas 
van a determinar la imposición de una pena concreta menor que siempre 
se ha de proyectar hacia el extremo inicial o mínimo de la pena básica. 
Por el contrario, si son circunstancias agravantes genéricas, cuyo rol es 
indicar una mayor antijuricidad de la conducta o una mayor culpabilidad 
del autor, su efecto principal se expresará como una mayor punibilidad 
o posibilidad de sanción del delito, la cual se materializará en una pena 
concreta mayor que se dirigirá siempre hacia el extremo final o máximo 
de la pena básica.

Siguiendo la misma técnica legislativa utilizada por otros códigos pe­
nales como el colombiano (Cfr. Artículos 55° y 58°) o el español (Cfr. 
Artículos 21° y 22°), el peruano ha reunido en su artículo 46° un detallado 
listado de circunstancias genéricas que sistemáticamente se alinean en dos 
bloques. El primero reúne las circunstancias atenuantes y en el segundo se 
incluyen las circunstancias agravantes.
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La influencia colombiana en la elaboración de estos listados por la Ley 
30076 es muy manifiesta (Cfr. Pedro Alfonso Pabón Parra. Manual de De­
recho Penal. Parte General. 9a Edición. Tomo I. Ediciones Doctrina y Ley. 
Bogotá. 2013, p.656 y ss. ). Cabe agregar que la decisión normativa de 
abandonar el catálogo de circunstancias abiertas y avaloradas que tenían el 
artículo 51° del Código Penal de 1924 y el texto original del artículo 46° 
Código Penal de 1991 se adoptó desde el Anteproyecto de Código Penal- 
Parte General de 2004 (Cfr. Artículos 46° y 47°). Posteriormente ella fue 
ratificada en el Anteproyecto de Código Penal de 2008/2010 (Cfr. Artí­
culo 46° y 47°) de donde fue asimilada por el Proyecto del Poder Judicial 
de 2012 (Cfr. Artículos). Sólo en el segundo de los documentos citados, 
la Exposición de Motivos alude escuetamente a la utilidad de esta reforma 
para la labor judicial: “Con relación a la determinación judicial de la pena, 
se construye un procedimiento más accesible a la judicatura y más predecible 
en sus resultados. Para ello se establecen catálogos de circunstancias agravantes 
y atenuantes, a la vez que se regulan reglas precisas para la individualización 
de la pena concreta" (Cfr. Carlos Alberto Torres Caro. El Nuevo Código 
Penal Peruano. Fondo Editorial del Congreso del Perú. Lima. 2011, p. 
106).

Sin embargo, es de criticar el exagerado casuismo que gobierna la 
configuración de los actuales catálogos circunstanciales, los cuales, en no 
pocas ocasiones, determinan que las circunstancias que los integran coli­
sionen con modalidades idénticas de circunstancias agravantes específicas 
debilitando así su autonomía operativa. Hubiera sido preferible, pues, una 
enunciación más general y omnicomprensiva de circunstancias genéricas 
(Cfr. Artículo 46°, inciso 2, literales c y d).

Seguidamente haremos una breve explicación de las características y 
alcances hermenéuticos que corresponden a las circunstancias genéricas 
reguladas por el texto vigente del artículo 46°.

Comenzaremos revisando las ocho circunstancias atenuantes gené­
ricas reguladas por el primer inciso del artículo 46° que son las siguientes:
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a) La carencia de antecedentes penales. El Código Penal español (Cfr. 
Artículo 21°) a diferencia del colombiano (Cfr. Artículo 55°) no re­
gula una atenuante genérica similar. Tampoco fue incluida en el texto 
original del Código Penal peruano de 1991. No obstante, el Código 
Penal de 1924 sí aludía a ella implícitamente al considerar en el inciso 
2 del artículo 51° “losprecedentesjudiciales ypenales”  del agente del 
delito. Fueron los anteproyectos de 2004 (Cfr. Artículo 46°, inciso Io) 
y 2008/2010(Cfr. Artículos 45°, inciso 1) los que siguiendo la orien­
tación colombiana los recepcionaron para nuestro sistema legal.

Los antecedentes penales tienen por función registrar y dar constancia 
de las condenas impuestas a una persona para fines de control del cum­
plimiento de las penas impuestas o para efectos de validar la configu­
ración de circunstancias agravantes cualificadas como la reincidencia 
(Cfr. Artículo 46°-B) o impedir la aplicación de medidas alternativas 
de régimen de prueba como la suspensión de la ejecución de la pena 
(Artículo 57°.3).

Pero, también, los antecedentes penales tienen un valor criminológico 
al indicar una personalidad proclive al delito o que denuncia el fracaso 
de un proceso de resocialización. Por tanto, la ausencia de condenas 
penales anteriores coloca al autor o partícipe de un delito en una con­
dición más propicia a la búsqueda de efectos preventivos especiales que 
indican una menor necesidad punitiva. La atenuante, sin embargo, 
sólo debe excluirse ante la existencia de antecedentes penales que regis­
tren condenas firmes. Tampoco afectan su eficacia la mera existencia 
de antecedentes policiales o judiciales. Si bien la norma no lo destaca 
expresamente, ella permite inferir que los registros punitivos que im­
piden su configuración deben tener eficacia al momento de decidir la 
penalidad concreta del condenado. Por tanto, la atenuante opera aún 
en aquellos casos donde hayan pre existido antecedentes penales que 
fueron, luego, objeto de cancelación definitiva por el cumplimiento 
de la pena impuesta (Cfr. Artículo 69°) o por la extinción de esta al 
vencimiento exitoso de un periodo de prueba derivado de un régimen 
de suspensión de la ejecución de la pena (Cfr. Artículo 61°).
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b) El obrar por móviles nobles o altruistas. También de origen co­
lombiano esta atenuante, según Velásquez Velásquez, demanda la 
necesidad de “indagar aquellas motivaciones que demuestran nobleza y 
altruismo por parte del agente, todo lo que permite fundarlo en un menor 
desvalor de acto por tratarse de un injusto menos grave” (Cfr. Fernando 
Velásquez Velásquez. La Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit.,
p. 128).

Al respecto, es de destacar que la motivación que determina, induce 
o guía la acción delictiva del agente, influye, de modo determinante, 
en la menor intensidad de su culpabilidad. Esto es, esta clase de cir­
cunstancias reducen el grado de reproche que cabe formular al autor 
del delito. Su naturaleza subjetiva es preeminente y se expresa en una 
valoración positiva de lo “noble o altruista” de los móviles internos que 
mueven al agente hacia la realización del hecho punible.

El Código Maúrtua incluyó una opción de similar efecto punitivo al 
referirse a “la calidad de los móviles honorables o excusables” que deter­
minaron la actividad delictiva del agente (Cfr. Artículo 51°, inciso 2). 
En torno a esta atenuante C ornejo destacaba que “para la aplicación 
de las penas lo que debe valuarse es el motivo psicológico en cuanto se re­
laciona con los fines sociales, y es tanto más ilícito en cuanto más se opone 
a los sentimientos básicos de la piedad, la solidaridad, de la cultura en 
suma” (Cfr. Angel Gustavo Cornejo. Parte General del derecho Pe­
nal. Tomo Primero. Librería e Imprenta de Domingo Miranda. Lima. 
1936, p. 242). Cabe señalar, además, que en determinados delitos este 
tipo de móviles operan también como circunstancias atenuantes es­
pecíficas. Ello ocurre, por ejemplo, en el artículo 146° que considera 
una menor punibilidad para los delitos contra el estado civil de una 
persona cuando se “comete el hecho por un móvil de honor”.

c) El obrar en estado de emoción o de temor excusables. Es eviden­
te que esta circunstancia atenuante nos vincula con un supuesto que 
incide en la medición de la culpabilidad del autor. Los precedentes
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históricos que ella registra en nuestra legislación podrían ser dos. En 
primer lugar, está el Código Penal de 1863 que consideraba como ate­
nuante genérica que el agente hubiera cometido el delito “bajo influen­
cia de impresiones tan violentas que produzcan arrebato u obcecación” 
(Cfr. Artículo 9o, inciso 8). Luego encontramos la fórmula contenida 
en el Código Penal de 1924, que se refería al agente del delito apre­
ciando “las emociones que lo hubieran agitado” (Cfr. Artículo 5 Io, inciso 
1).
No ha existido, pues, en nuestra evolución legislativa una disposición 
idéntica en contenido a la que ahora se analiza. De allí, pues, que re­
sulte justificado el recurrir nuevamente a la doctrina colombiana para 
mejor entender su significado y presupuestos. En este contexto se ha 
señalado que “el legislador toma en cuenta el estado psicoafectivo de la 
persona al momento del hecho para efectos de formular un menor juicio
de exigibilidad.... se tienen como atenuantes los estados de emoción__
en general, a condición de que sean excusables, esto es, atendibles; o para 
decirlo en otros términos, que jurídica o socialmente no sean merecedores 
de reproche o rechazo, aunque tampoco susciten reacciones abiertamente 
favorables” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. La Determinación de 
la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 128).

Cabe recordar que en el derecho penal nacional se ha tipificado una 
modalidad de homicidio privilegiado en el artículo 109° del Código 
Penal que también puede ayudar a definir el sentido de esta atenuante. 
En dicha disposición se alude también a una “emoción violenta que las 
circunstancias hacen excusable. .. Al respecto, como lo ha destaca­
do la doctrina nacional al comentar dicha disposición: “No es posible 
distinguir las emociones conforme a su propia naturaleza. Es inadmisible 
considerar que ciertas emociones son en sí excusables y otras, condenables. 
Como exige la ley, este carácter de la emoción debe ser determinado en 
cada caso concreto y apreciando las circunstancias en que actuó el agente” 
(Cfr. José Hurtado Pozo. Manual de Derecho Penal. Parte Especial
1. Homicidio. Ediciones Juris. Lima. 1993, p. 62). Pero, además, en
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torno al autor del delito “la emoción violenta debe ser excusable. No 
quiere decir que sea exculpable, sino disculpable en el sentido de atenuarle 
la pena por encontrarse ofuscado producto de una situación externa que 
motiva su comportamiento y reacción frente a lo sucedido. Nuestra juris­
prudencia entiende que son circunstancias que hacen excusable a la emo­
ción: honor mancillado, afrenta inmerecida, ofensa injustificada” (Cfr. 
Felipe Villavicencio Terreros. Derecho Penal. Parte Especial. Volumen
I. Grijley. Lima.2014, p. 250).

En cuanto al temor excusable este queda referido a un sentimiento de 
inseguridad o riesgo de sufrir un mal que afecta al autor y lo constriñe 
directamente hacia la comisión del delito. Este temor debe igualmente 
ser aceptable u atendible desde la valoración que sobre él y los factores 
que lo generaron deberá de realizar necesariamente el órgano jurisdic­
cional caso por caso. Sin embargo, el temor que menciona la norma 
no debe ser equiparable al miedo insuperable cuyos presupuestos excul­
pantes regula el inciso 7 del artículo 20°. En el Código Penal colom­
biano, donde se ha preferido aludir a un “ temor intenso”, se ha cri­
ticado su inclusión pues está también referido a un estado emocional 
y obliga a dimensionar su magnitud para distinguirlo de un estado de 
miedo insuperable (Cfr. Fernando Velásquez V. Derecho Penal. Parte 
General. Cuarta Edición. Librería Jurídica Comlibros. Bogotá. 2009,
p. 1108).

d) La influencia de apremiantes circunstancias personales o fam ilia­
res en ejecución de la conducta punible. Esta atenuante reduce tam­
bién la intensidad del reproche que cabe formular al autor del delito. 
Ella se edifica en base a la incidencia de factores extraordinarios y tras­
cendentes, ligados al ámbito personal o familiar del delincuente, los 
cuales concurren e interactúan en la formación y limitación el espacio 
decisional del agente, condicionándolo a la comisión del delito.

Son, pues, este tipo de situaciones extremas las que deben tomarse en 
cuenta para decidir su configuración y eficacia. Como explica Velás-
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q u e z  V e l á sq u e z  son este tipo de factores los que justifican “un juicio 
de exigibilidad menor ” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. La Deter­
minación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 129). De allí, pues, que el 
legislador demande una calificación particular de los mismos como 
“apremiantes”: Esto es, como de eficacia inmediata e impostergable y 
compatible, pues, con una situación de emergencia o urgencia que 
constriñe el arbitrio del autor del delito derivándolo hacia su ejecu­
ción. La casuística al respecto alude a casos como la urgencia de aten­
der el tratamiento de la enfermedad que afecta a un familiar cercano o 
la de proveer alimentos para sí o para los hijos menores y que pueden 
determinar al agente a cometer un hurto o un robo en la medida en 
que no se configure, en tales supuestos, una justificante perfecta o im­
perfecta por estado de necesidad.

e) Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la 
disminución de sus consecuencias. Se trata de una circunstancia 
de carácter subsecuente al delito y de origen italiano. Como señalaba 
RANIERI, se le construye a partir de una actitud de arrepentimien­
to posterior que hace posible reconocer en el agente una “menorpe­
ligrosidad”. La doctrina colombiana, en cambio, la considera como 
vinculada a razones político criminales de protección de las víctimas 
y que inciden en la punibilidad del hecho (Cfr. Fernando Velásquez 
Velásquez. La Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 129).

Esta atenuante requiere para su realización que el autor del delito “se 
haya esforzado espontáneamente, esto es, con base en motivos internos y no 
externos, como serían los surgidos a causa de una presión ajena o por im­
posición de la ley (por ejemplo, por deber de asistencia o socorro), por eli­
minar o atenuar las consecuencias dañosas o peligrosas del delito. También 
se requiere que su actividad haya sido desplegada eficazmente, es decir, de 
modo adecuado para alcanzar ese fin, aunque, por motivos independientes 
de la voluntad del agente, no lo haya alcanzado” (Cfr. Silvio Ranieri. 
Manual de Derecho Penal. Tomo II. Parte General. Editorial Temis. 
Bogotá. 1975, p. 29).
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Algunos sistemas jurídicos como el español, demandan que el agente 
ejecute los actos dirigidos a la disminución de las consecuencias daño­
sas del delito, “en cualquier momento del procedimiento y con anteriori­
dad a la celebración del acto del juicio oral” (Cfr. Artículo 21 °, inciso 
5). La legislación nacional no hace precisiones al respecto ni tampoco 
alude al modo en que tales actos deben producirse. No obstante, es de 
exigir para validar el efecto atenuante que los mismos sean oportunos, 
idóneos y en lo posible eficaces.

f) Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias 
derivadas del peligro generado. Esta circunstancia toma también en 
cuenta para la operatividad de su eficacia atenuante una conducta pos­
terior al delito que debe exteriorizar el agente. A ella también se refiere 
el artículo 64°, inciso 7 del Código Penal de Colombia. Lo esencial 
radica en la decisión espontánea del delincuente de reparar en lo po­
sible el daño ocasionado u otras consecuencias negativas generadas 
por su accionar ilícito. De esta manera él revela una actitud positiva 
que debe merituarse favorablemente en la punibilidad del delito que 
aquél hubiera cometido. Sin embargo, es pertinente demandar, como 
lo hacía Peña Cabrera, al comentar una atenuante similar del Código 
Penal de 1924, “que la reparación debe ser espontánea, es decir, volun­
taria y, naturalmente antes de la respectiva sentencia. Se entiende que ¡a 
reparación debe partir del autor, y no de terceros” (Raúl Peña Cabrera. 
Tratado de Derecho Penal. Parte General. Tercera Edición. Editorial 
Sagitario. Lima. 1987, p. 264). Ella, por lo demás, tal como lo admite 
la doctrina colombiana, incluye “los eventos de la restitución, reparación 
del daño o indemnización de perjuicios, compensaciones, etc. ” (Cfr. Fer­
nando Velásquez V. Derecho Penal. Parte General. Ob. Cit., p. 1110).

g) Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber 
cometido la conducta punible, para adm itir su responsabilidad.
La presente circunstancia es similar en su naturaleza y efectos a la que 
recogía el inciso 10 del texto original del artículo 46° { “La confesión 
sincera antes de haber sido descubierto’). Ella también es regulada de
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modo frecuente en el derecho penal extranjero. Por ejemplo, con una 
redacción algo diferente de la peruana, está prevista en el texto vigente 
del artículo 21°, inciso 4° del Código Penal español ( “La de haber pro­
cedido el culpable, antes de conocer que el procedimiento judicial se dirige 
contra él, a confesar la infracción a las autoridades” ).

En esta atenuante nuevamente se valora un acto de arrepentimiento 
posterior al delito. Con su conducta el agente expresa su voluntad de 
hacerse responsable por el ilícito cometido y de asumir plenamente 
las consecuencias jurídicas que de ello derivan. Esta actitud se des­
taca en favor del agente al alejarse este de un patrón conductual co­
mún y que suele orientarse hacia el aseguramiento y la impunidad del 
infractor. Al respecto, la doctrina nacional, incluso desde la vigencia 
del Código Maúrtua, ha destacado que: “Hay diferencia notable en el 
delincuente que huye después de consumado el delito, del que se presen­
ta voluntariamente a las autoridades para confesar. Este último muestra 
arrepentimiento, o por lo menos, asume su responsabilidad, lógicamente la 
atenuante es procedente; de suerte que no puede favorecerse a l delincuente 
que huye y regresa después acompañado de su abogado” ( Cfr. Raúl Peña 
Cabrera Tratado de Derecho Penal. Ob. Cit., p. 264). Por su parte, 
los comentarios en torno a la fuente legal extranjera seguida por el 
legislador peruano desarrollan una interpretación compatible con lo 
antes señalado: “Como es de suponer, si el encartado confiesa la comi­
sión de la conducta punible lo hace como muestra de su arrepentimiento, 
aunque no está obligado a ello. La presentación debe ser voluntaria, esto 
es, espontánea, libre, sin mediar presión de ninguna índole o responder a 
factores independientes del querer del sujeto” (Cfr. Fernando Velásquez 
V. Derecho Penal. Parte General. Cuarta Edición. Librería Jurídica 
COMLIBROS. Bogotá. 2009, p. l i l i ) .

Ahora bien, es importante diferenciar esta atenuante genérica de otros 
supuestos legales que operan como reglas de reducción por bonifica­
ción procesal a partir de actos de confesión sincera en el marco de un 
proceso penal y que están contempladas en el artículo 136° del Código
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de Procedimientos Penales y en el artículo 161° del Código Procesal 
Penal de 2004. En efecto, en los dos supuestos citados se trata de re­
glas que no funcionan como atenuantes sino que generan premios o 
recompensas para el comportamiento positivo de un imputado que fa­
cilita la abreviación del proceso judicial en que se encuentra inmerso. 
Esa conducta procesal se bonifica mediante una reducción porcentual 
que se aplica a la pena concreta. Por tanto, la circunstancia atenuante 
del artículo 46° del Código Penal, que aquí se analiza, equivale, más 
bien, a la denominada autodenuncia.

h) La edad del im putado en tanto que ella hubiese influido en la con­
ducta punible. Tanto el inciso 2 del artículo 51° del Código Penal de 
1924, así como el inciso 8 del texto original del artículo 46° del Códi­
go vigente, se referían genéricamente a la “edad”del agente al momen­
to de comisión del delito. Sin embargo, ambas disposiciones omitían 
cualquier exigencia en torno a que este componente etáreo hubiese 
significado un determinado nivel de influencia en la realización del 
hecho punible, como sí se demanda en la fórmula introducida como 
atenuante genérica por la Ley 30076.

En torno a estos aspectos, es de precisar, también, que en el derecho 
penal colombiano no se ha regulado una atenuante genérica de iguales 
características, aunque el inciso 9 del artículo 55° otorga esa calidad 
a “Las condiciones de inferioridad psíquica determ inadas p or la  
edad o por circunstancias orgánicas, en cuanto hayan influido en la 
ejecución de la conducta punible”. Tampoco en la legislación espa­
ñola encontramos una disposición similar a la peruana (Cfr. Artículo 
21°), la cual ya había sido considerada como atenuante genérica, con 
igual redacción, desde el anteproyecto de 2004 (Cfr. Artículo 46°, in­
ciso 8).

De hecho cabe entender que el legislador nacional ha asumido que la 
edad puede influir en la conducta punible. Lo que no se ha especifica­
do son las manifestaciones o eficacia de dicha influencia. Por ejemplo,
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en la norma colombiana se alude expresamente a que ella afecte la 
capacidad penal plena del agente. Esto es, se trataría de un supuesto 
equivalente al regulado por el artículo 22° que califica la edad como 
un factor de im putabilidad dism inuida ( “Podrá reducirse prudencial­
mente la pena señalada para el hecho punible cometido cuando el agente 
tenga más de dieciocho y  menos de veintiún años a l momento de realizar 
la in fracción ....’) . Si esta fuese la opción seguida sería en principio 
innecesaria; y, además, técnicamente incorrecta pues no sería una cir­
cunstancia atenuante genérica sino una causal de dism inución de 
punibilidad. Queda, pues, como una tarea futura de la jurisprudencia 
hacer el deslinde pertinente.

Corresponde ahora continuar con el examen de las catorce circuns­
tancias agravantes genéricas contenidas en el inciso segundo del artículo
46° y cuyo análisis hacemos del modo siguiente:

a) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados 
a actividades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades 
básicas de una colectividad. Se regula una agravante genérica a partir 
de la calidad de los bienes objeto del delito a los cuales el legislador 
califica como de utilidad social. Esto es, propios para el servicio y sa­
tisfacción de necesidades comunes a la población.

En la legislación nacional preexisten algunos supuestos similares pero 
a modo de circunstancias agravantes específicas, como las que apare­
cen vinculadas a los delitos de usurpación o daños. Así, en un primer 
caso, el legislador se ha referido de manera general a “bienes destinados 
a  servicios públicos” (Cír. Artículo 204°, inciso 4); y, en el segundo caso, 
ha optado, más bien, por un señalamiento más detallado de los mis­
mos: “sobre infraestructura o instalaciones de transporte de uso público, 
de sus equipos o elementos de seguridad, o de prestación de servicios públi­
cos de saneamiento, electricidad, gas o telecomunicaciones” (Cfr. Artículo 
206°, inciso 6o). Similar fórmula es empleada en el inciso 10, del pá­
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rrafo segundo, del artículo 186°, que regula una agravante específica 
de segundo grado para el delito de hurto.

Para los juristas colombianos, que comentan una disposición legal 
idéntica, los “bienes o recursos destinados a  actividades de utilidad co­
mún son los que están a l alcance de todos los ciudadanos, las estatuas, los 
monumentos, los asientos de los parques, los semáforos, las señales de trán­
sito, los teléfonos, espejos, cables de redes de telecomunicaciones, lám paras 
y  torres de alumbrado, etc. ” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. La 
Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 134).

b) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos. Esta 
agravante en principio tiene igual naturaleza que la examinada anterior­
mente. De allí que su inclusión deviene en innecesaria. No obstante, 
una distinción semántica y operativa, que podría darle autonomía fun­
cional, sería la de proyectar su eficacia agravante sólo cuando el deli­
to se ejecute únicamente sobre bienes del Estado o administrados por 
este. Cabe señalar, sin embargo, que para estos casos en la parte especial 
del Código Penal se prefiere hacer alusión expresa a tal condición. Por 
ejemplo, también en torno al delito de usurpación, se construye una 
agravante específica marcando claras diferencias cuando se exige que la 
conducta delictiva se ejecute “Sobre bienes del Estado o de comunidades 
campesinas o sobre bienes destinados a  servicios públicos ( . . Es de 
sugerir, pues, que la aplicación de esta agravante genérica se reserve sólo 
para los actos delictivos que recaen en bienes estatales.

c) Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o median­
te precio, recompensa o promesa remuneratoria. La influencia del 
Código Penal colombiano en esta agravante genérica es también inne­
gable. Ella reproduce la misma redacción del supuesto regulado en su 
artículo 48°, inciso 2.

No obstante, en la legislación nacional también encontramos algunos 
antecedentes importantes de esta circunstancia agravante en el artículo 
10°, inciso 3 del Código Penal de 1863 (*Perpetrarlo por recompensa
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prometida o por precio recibido’) y en inciso 2 del artículo 51 ° del Códi­
go Penal de 1924 ( “(...)  la calidad de los móviles honorables o excusables 
o innobles o fútiles ( . . .) ’).

La agravante desvalora, pues, la motivación delictiva. El que el agente 
haya actuado motivado por la venganza, el odio o el lucro determinan la 
mayor punibilidad a partir de una mayor intensidad del reproche que se 
formula al autor. Por lo demás, en la parte especial también esta clase de 
móviles han sido considerados para la configuración de agravantes espe­
cíficas. Así, por ejemplo, en el delito de instigación o ayuda al suicidio 
se otorga tal condición “ ( ...)  si el agente actuó por un móvil egoísta”. 
De otro lado, lo intrascendente, desproporcionado o fútil del móvil ha 
llevado a la configuración de una modalidad de asesinato basada en la 
“ferocidad” {Cfr. Artículo 108°, inciso 1). La doctrina colombiana coin­
cide con esta interpretación: “Ahora bien, la expresión motivo supone una 
referencia a  la voluntad del agente y equivale a  la causa, pretexto, móvil, 

fundamento o razón que lo lleva a  actuar; lo de abyecto es sinónimo de des­
preciable, vil en extremo, ruin, mezquino, miserable, bajo, despreciable, si se 
quiere innoble.... Lo de motivo fú til supone una desproporción manifiesta 
entre la gravedad del hecho y  la intensidad o naturaleza del motivo que 
impulsa la acción.. . . ” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. La Determi­
nación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 135).

d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de 
cualquier índole. Nuevamente el legislador adopta como indicador 
agravante el móvil que determina la conducta delictiva del agente. No 
obstante, en este caso alude específicamente a la intolerancia o a la 
discriminación. Esto es, hay en ambos supuestos un acento socioló­
gico, cultural y valorativo que toma en cuenta una forma negativa e 
ideológica de menosprecio, que internaliza y exterioriza el agente para 
minus valorar, despreciar o estigmatizar a determinadas personas por 
su origen, condición o roles sociales. Se trata de móviles frecuentes en 
la comisión de los denominados delitos de odio.
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Una fórmula legal similar, aunque más detallada, fue sugerida inicial­
mente por el Anteproyecto peruano de 2004 donde el artículo 47°, 
en su inciso 4, registraba el siguiente tenor: “Efectuar la ejecución de la 
conducta punible inspirándose el agente en móviles de intolerancia y  dis­
criminación referidos a  la raza, etnia, ideología, religión, o a  las creencias, 
sexo o alguna enfermedad o discapacidad de la v íc t im a El Anteproyecto 
2008/2010 mantuvo la misma redacción en el inciso 4 del artículo 
46°. Es de precisar que ambas propuestas seguían a pie de la letra la 
redacción colombiana del inciso 3 del artículo 58° del Código Penal. 
Ahora bien, en el Código Penal de 1991 la discriminación contra la 
mujer es tomada en cuenta como contexto de realización delictiva del 
feminicidio en el inciso 4 del artículo 108o- B, primer párrafo.

Cabe señalar que esta clase de móviles delictivos es también recogida 
con igual eficacia de potenciación punitiva por otras legislaciones pena­
les como la española. En efecto, el texto renovado por la LO 1/2015, 
del inciso 4 del artículo 22 del Código Penal ibérico, es, al respecto, mu­
cho más directo y detallado al considerar como circunstancia agravante: 
“Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discri­
minación referente a  la ideología, religión, creencias de la víctima, la etnia, 
raza o nación a  la que pertenezca, su sexo, orientación o identidad sexual, 
razones de género, la enfermedad que padezca o su discapacidad”. Según la 
doctrina española: “Son requisitos imprescindibles para la apreciación de la 
agravante, desde elpunto de vista objetivo, la efectiva concurrencia en la víc­
tim a de alguna de las causas de discñminación previstas en la ley (ideología, 
religión u otras creencias, etnia, raza, nación de pertenencia, sexo, orienta­
ción o identidad sexual, enfermedad o discapacidad) y, desde la vertiente 
subjetiva, que el autor realice el hecho con una motivación discriminadora, 
es decir, que elija a  su víctima precisamente por concurrir en ella alguna de 
esas circunstancias” (Cfr. María Luisa Maqueda Abreu- Patricia Lauren- 
zo Copello. El Derecho Penal en Casos. Teoría y Práctica. 3a Edición. 
Tirant Lo Blanch. Valencia.2011, p. 228). Al respecto es de señalar que 
el Código Penal peruano también califica los actos de discriminación 
como delito contra la humanidad (Cfr. Artículo 323°).
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e) Emplear en la ejecución de la conducta punible m edios de cuyo 
uso pueda resultar peligro común. La naturaleza del medio emplea­
do por el agente en la comisión del delito se constituye en el factor 
agravante. Es, pues, la capacidad o potencialidad destructiva, calami­
tosa o catastrófica que aquel intrínsecamente posee, la que es tomada 
en cuenta para justificar una mayor punibilidad. Tienen tales caracte­
rísticas el fuego, los explosivos, material radiactivo, bacterias expansi­
vas, etc. Como bien destaca la doctrina, la aplicación delictiva de tales 
medios “comporta una mayor gravedad del injusto cometido por ser más 
intenso el desvalor del resultado” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. 
La Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 138).

Como en otros casos de las agravantes genéricas del artículo 46°, co­
existen también en el Código Penal nacional delitos que integran en 
su configuración típica el empleo de medios catastróficos o de alta po­
tencialidad destructiva con capacidad de generar peligro común. Ello 
ocurre, por ejemplo, en el delito de asesinato (Cfr. Artículo 108°. 4) y 
en los delitos de peligro común (Cfr. Artículo 273°).

f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso 
de la condición de superioridad sobre la víctim a o aprovechando 
circunstancias de tiempo, modo o lugar, que dificulten la defen­
sa del ofendido o la identificación del autor o partícipe. Es una
agravante genérica pero compleja y alternativa, ya que reúne varias 
circunstancias que el legislador hace equivalentes, En efecto, la norma 
alude a tres modalidades ejecutivas que puede aplicar el autor en la 
comisión del delito: i) mediante ocultamiento; ii) con abuso de la 
condición de superioridad sobre la víctima; iii) aprovechando circuns­
tancias de tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del ofendi­
do o la identificación del autor o partícipe.

El primer caso, mediante ocultamiento, está referido a un modus ope- 
randi alevoso, engañoso o subrepticio que ocultando o disimulando la 
identidad o la naturaleza ilícita de la conducta del autor, impide a la
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víctima advertir el peligro de la acción delictiva, a la vez que facilita su 
comisión asegurando también un margen relevante de potencial im­
punidad para el agente. Según Velásquez Velásquez, quien comenta 
críticamente un supuesto análogo del derecho penal colombiano por 
considerarlo equívoco, “ a  través de la desaparición o camuflaje tanto 
del autor de la conducta punible como de su víctima, con lo que se hace 
referencia a  los medios utilizados p ara la comisión del entuerto que son 
componentes de la descripción típica; ello, sin duda, representa un mayor 
contenido de injusto porque el legislador valora de manera negativa la 
acción realizada por el agente como más grave, desde la perspectiva de los 
axiom as que inspiran la convivencia” (Cfr. Fernando Velásquez Velás­
quez. La Determinación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p.139).

En la legislación española se ha incluido un agravante de contenido 
similar bajo la noción más sofisticada de disfraz; es decir, cuando “el 
autor utilice algún medio idóneo p ara distorsionar su apariencia externa 
durante la ejecución del delito ( . . . )  En palabras del Tribunal Supremo 
cualquier ocultación o desfiguración del rostro o facciones, de 1a apariencia 
exterior o de la indum entaria habitual del sujeto activo constituye disfraz;, 
siendo la ratio essendi de la agravación” (Cfr. María Luisa Maqueda 
Abreu- Patricia Laurenzo Copello. El Derecho Penal en Casos. Teoría 
y Práctica. Ob. Cit., p. 225).

Es de mencionar también que esta modalidad de agravante genérica, 
basada en actos de ocultamiento o disfraz de la identidad del autor 
para ejecutar el hecho punible, está igualmente considerada en nues­
tra legislación penal como agravante específica para diferentes delitos 
como el robo (Cfr. Artículo 189°, primer párrafo, inciso 6).

En el segundo supuesto la agravante trata de un abuso de la superio­
ridad física y material que posee al agente, la cual coloca en notoria 
desventaja a la víctima para hacer frente o neutralizar la actividad de­
lictiva contra ella. Su regulación es bastante frecuente en los sistemas 
jurídicos contemporáneos. Así en el artículo 22°, inciso 2, del Código
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Penal español, también se considera agravante al “abuso de superiori­
d ad ” y se le relaciona con un aprovechamiento indebido de la mayor 
fuerza o capacidad de agresión física que aplica el agente contra la 
víctima. Al respecto señalan Maqueda y Laurenzo: “E l abuso de su­
perioridad requiere una desproporción notable de fuerzas entre el autor 
y  la víctima del delito, dando lugar a una reducción significativa de la 
capacidad de defensa de ésta sin llegar a  elim inarla” (Cfr. María Luisa 
Maqueda Abreu- Patricia Laurenzo Copello. El Derecho Penal en Ca­
sos. Teoría y Práctica. Ob. Cit., p. 226).

Con una denominación y contenido similares el Código Penal co­
lombiano la contempla en el artículo 58°, inciso 5, siendo visualizada 
por la doctrina de ese país como acciones delictivas dirigidas también 
sobre personas indefensas, enfermas, discapacidad, etc. En tal sentido 
se sostiene: “Aquí, por el contrario, se mira la condición de preeminencia, 
dominio, superioridad del autor del atentado criminal, lo cual demuestra 
que el legislador persigue privilegiar la posición de la víctima en desmedro 
del autor” (Cfr. Fernando Velásquez Velásquez. La Determinación de 
la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 140).

Finalmente, el tercer supuesto agravante corresponde al aprovecha­
miento de cualquier circunstancia de tiempo, modo o lugar, que
resulte idónea para dificultar la defensa del ofendido o la identifica­
ción del autor o partícipe. Concurren aquí, de modo genérico, condi­
ciones objetivas de las que se vale el agente y que facilitan la comisión 
alevosa del delito o posibilitan su impunidad, como el lugar desolado, 
la obscuridad de la noche o durante una catástrofe natural. El Código 
Penal de 1863 señalaba de modo casuístico varios de estos factores o 
contingencias. Así, por ejemplo, en los incisos 7 y 11, respectivamen­
te, del artículo 10° consideró agravantes genéricas del delito “Come­
terlo aprovechando los conflictos de naufragio, terremoto, tumulto popular 
u otra calam idad o desgracia” o “Ejecutarlo de noche, en despoblado, en 
los caminos, o en la morada del ofendido”. El Código Maúrtua en el 
artículo 51°, inciso 1 aludía también “a la dificultad que hubiere p ara 
prevenirse contra el hecho punible”.
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En todos esos casos la menor opción de defensa o de auxilio para la 
víctima o su falta de atención por la conmoción ocurrida son ventajas 
que el agente aplica en su actuar delictivo. En la doctrina italiana se 
asocia a esta clase de circunstancias la siguiente caracterización: “Se 
tienen circunstancias favorables de tiempo cuando el agente saca ventaja 
de una calam idad pública, como una epidemia, un terremoto, etc., o de 
una desgracia privada, como un accidente, un incendio, una huelga, etc. 
Se tienen circunstancias favorables de lugar cuando el sitio en que se come­
te el delito se halla abandonado o semi abandonado, o está aislado ” (Cfr. 
Silvio Ranieri. Manual de Derecho Penal. Tomo II. Editorial Temis. 
Bogotá. 1975, p. 12).

En la Parte Especial del Código Penal peruano los delitos de hurto y 
robo registran agravantes específicas que aluden también a tales cir­
cunstancias que favorecen el actuar delictivo del agente por menor 
opción defensiva de la víctima (Cfr. Artículo 189°, inciso 2, primer 
párrafo) o por la presencia de una contingencia de calamidad pública o 
desgracia del agraviado (Cfr. Artículo 186°, inciso 3, primer párrafo).

g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que 
las necesarias para consumar el delito. Se trata de una agravante tra­
dicional e histórica para el derecho penal colombiano. Sin embargo, 
la doctrina desarrollada sobre esta fuente legal extranjera no es muy 
precisa ni detallada sobre su naturaleza y presupuestos, aunque se suele 
hacer referencia a actos posteriores a la consumación del delito que in­
ciden en la intensidad de los efectos y consecuencias ilícitas generadas 
por el hecho punible cometido. En tal sentido, Velásquez Velásquez 
sostiene que con esta agravante “se pretende castigar más severamente a  
quien, no conforme con realizar la conducta, busca además intensificar 
sus efectos a l plasm ar un mayor desprecio hacia los valores que inspiran la 
convivencia lo que, desde luego, se traduce en un injusto más grave; bue­
nos ejemplos de ello son los casos de quien no sólo incendia la propiedad 
ajena, sino que también impide la presencia de los bomberos, o lesiona
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al enemigo e impide su atención médica. Naturalmente, se trata de una 
circunstancia típica” Oh.. Fernando Velásquez Velásquez. La Determi­
nación de la Sanción Penal. Ob. Cit. p. 141-142).

En nuestra legislación penal el antecedente más próximo a esta mo­
dalidad agravatoria, lo encontramos en el Código Penal de 1863 que 
en su artículo 10°, inciso 4°, consideraba también como circunstancia 
agravante genérica el “aumentar deliberadamente el mal del delito, con 
daños innecesarios para su ejecución”.

En la legislación italiana se reguló una agravante similar en los térmi­
nos siguientes. “E l haber agravado o intentado agravar las conse­
cuencias del delito cometido”. Ranieri, interpretando sus caracterís­
ticas, la consideraba de naturaleza subjetiva o de aquellas que indican 
“una mayor peligrosidad” en el agente. Y, en torno a sus alcances, el 
comentarista italiano señalaba que ella quedaba configurada “cuando, 
con una conducta posterior a la comisión del delito, el agente agrava o 
intenta agravar sus efectos; por ejemplo, cuando el culpable se opone a 
transportar a la persona herida a un lugar de curación. Pero, por tener 
carácter doloso, es preciso que esta agravante, para que exista, se manifieste 
en un hecho cometido con elfin de agravar las consecuencias del delito. No 
existirá, por tanto, si el agravamiento resulta a causa de un hecho querido 
por el agente para otro fin; por ejemplo, cuando el culpable, con el objeto 
de no dejarse descubrir, oculta a la víctima cuyas condiciones se agravan 
por no haber podido recibir las curaciones inmediatas exigidas por el caso” 
(Cfr. Silvio Ranieri. Manual de Derecho Penal. Ob. Cit., p. 13-16). Al 
respecto es de recordar que en la legislación peruana, por ejemplo, el 
omitir prestar socorro a quien se ha herido o incapacitado constituye 
u delito de peligro individual según el artículo 126°.

h) Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, po­
sición económica, formación, poder, oficio, profesión o función.
Esta es también una agravante configurada a partir del modus operandi 
del autor. El legislador la construye en base a la instrumentalización
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de prácticas dc prevalimento político, fúncionarial, económico o téc­
nico. Al respecto la jurisprudencia del Tribunal Supremo español, ha 
precisado que en el prevalimento “el culpable se aprovecha de las ven­
tajas o prerrogativas que posee con respecto a  la víctima por razón de esa 
posición de superioridad general, p ara así cometer o facilitar la comisión 
del acto delictivo” {SYS del 24 de noviembre de 2005)

No se trata, pues, del mismo supuesto regulado por el literal f  del 
inciso 2, del artículo 46° como abuso de la condición de superio­
ridad. En el caso que analizamos la posición de dominio que ostenta 
el agente y de la que abusa tiene un sentido más funcional que físico. 
Sus fuentes derivan del cargo, de la posición económica, del nivel pro­
fesional, etc. (...). Es, pues, esa condición de poder formal o material 
de la que aquel se vale y aprovecha indebidamente. La cual, por lo 
demás, hace más vulnerable y dependiente a la víctima que no puede, 
en principio, resistirse o reaccionar a una agresión que se ve facilitada 
por su subordinación, pobreza o impericia.

En estos casos es la modalidad de ejecución de la acción ilícita la que 
proyecta, a través de un ejercicio ilícito del prevalimento, un mayor 
desvalor al injusto y justifica su incremento de punibilidad. Entre los 
delitos contra la libertad sexual encontramos también una conducta 
de realización similar en el artículo 174° del Código Penal. Comen­
tando las características típicas de este ilícito la doctrina nacional ha 
interpretado correctamente que una “ razón suficiente p ara la crim inali- 
zación de estas conductas radica en el abuso de la relación de superioridad 
que condiciona la libertad de la víctima” (Cfr. Alonso Raúl Peña Cabre­
ra Freyre. Los Delitos Sexuales. Análisis Dogmático, Jurisprudencial y 
Criminológico. Ideas Solución Editorial. Lima. 2014, p. 358).

i) La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito.
El Código Maúrtua consideraba también como circunstancia genérica 
“la unidad o plu ralidad  de agentes ” que concurren en la realización 
de un delito. De allí, pues, que desde la vigencia del Código Penal de
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1924 la doctrina nacional ha interpretado también que esa pluralidad 
de agentes representa un mayor grado de peligrosidad y de inseguridad 
para la víctima. Asimismo, que esa presencia de varios actores nece­
sariamente expresa un acuerdo de voluntades que se integran para lo 
ilícito (Angel Gustavo Cornejo. Ob. Cit., p. 248).

Ahora bien, es importante destacar que la pluralidad de agentes que 
intervienen en la ejecución conjunta del delito refleja siempre una 
coautoría funcional o lo que en las tipologías criminológicas y crimi­
nalísticas se identifica como un concierto criminal. Concurre, pues, 
en esta modalidad de ejecución de un delito un codominio del hecho. 
Por tanto, no se puede incluir en esta agravante por “pluralidad” a los 
partícipes, sean estos instigadores o cómplices.

Si bien no hay una referencia cuantitativa al mínimo de lo plural cabe 
aceptar que la mayor punibilidad se aplicará a partir de la concurren­
cia de dos agentes. Al respecto es pertinente recordar que en la Parte 
Especial del Código Penal, es frecuente recurrir a la pluralidad de eje­
cutores como circunstancia agravante específica a partir de ese mínimo 
de dos personas como se detecta en los delitos de hurto (Artículo 186°, 
Inciso 5) o estafa (Artículo 196° A, inciso 2). No obstante, tratándose 
del delito de tráfico ilícito de drogas la norma exige la intervención 
conjunta de tres o más personas (Artículo 297°, inciso 6, ab initio).

j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable. El legis­
lador incluye una agravante genérica que se construye desde un supuesto 
de autoría mediata, donde el “hombre de atrás” utiliza a un inimputable 
como intermediario material para que ejecute el delito. Puede tratarse de 
un menor de dieciocho años o de un enfermo mental.

Es dicho modus operandi lo que determina el mayor desvalor en la con­
ducta del agente y su aumento de punibilidad. Si bien no encontramos 
antecedentes de esta agravante en los Códigos Penales de 1863 y 1924; 
ni tampoco en el texto original del artículo 46° del Código de 1991,
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supuestos similares sí han sido incorporados en nuestra legislación en 
condición de agravantes específicas para determinados delitos como 
el tráfico ilícito de drogas (Cfr. Artículo 297°, inciso 5) o el sicariato 
(Cfr. Artículo 108o- C).

Es importante precisar que el Código Penal nacional también con­
templa el uso de inimputables como una agravante cualificada en el 
artículo 46°-D, en los términos siguientes: “Constituye circunstancia 
agravante de la responsabilidadpenal, si el sujeto activo utiliza, bajo cual­
quier modalidad, a un menor de dieciocho años o a una persona que, por 
anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia o por sufrir alteracio­
nes en la percepción, que afectan gravemente su concepto de la realidad, 
no posee la facultad de comprender el carácter delictuoso de su acto o para 
determinarse según esta comprensión para la comisión de un delito, en 
cuyo caso el juez puede aumentar la pena hasta en un tercio por encima 
del máximo legal fijado en el tipo penal". Se trata, entonces, de la regu­
lación doble de una misma circunstancia agravante pero con efectos 
implicantes y distintos sobre la punibilidad. Esta desarmonía legal fue 
consecuencia de que el legislador peruano siguió plenamente a la fuen­
te colombiana sin percatarse de en dicho sistema jurídico extranjero 
no existe una disposición similar al artículo 46o- D (Cfr. Artículo 58°, 
inciso 11 del Código Penal colombiano). Algo parecido ocurrió con 
la reincidencia y la habitualidad que pese a ser agravantes cualificadas, 
según los artículos 46o- B y 46o- C, fueron también incluidas como 
circunstancias comunes en el texto original del artículo 46°, incisos 
12 y 13, modificado por la Ley 28726. La Corte Suprema en torno a 
dicho conflicto estableció en el Acuerdo Plenario N° 1-2008/CJ-l 16, 
del 18 de julio de 2008, del cual fuimos ponente, que debía prevalecer 
la condición de agravantes cualificadas y excluirse las de circunstancias 
genéricas: “Queda claro que la reincidencia y la habitualidad no pueden 
cumplir a la vez las funciones que corresponden a una circunstancia co­
mún y a una cualificada. Sólo deben apreciarse en su rol de circunstancias 
cualificadas, pues únicamente en ese caso pueden agravar la pena conmi­
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nada por encima del marco de conminación de la sanción para el delito 
cometido, lo cual fue el sentido de su reincorporación a l Derecho penal 
nacional” (Cfr. Fundamento Jurídico 13, literal a)).

En principio podría considerarse que ese mismo criterio debe aplicarse 
al problema ahora planteado. No obstante, también se podría objetar 
que al ser la Ley 30076 posterior a la Ley 30030, que introdujo el 
artículo 46o- D, ella habría implícitamente derogado dicha agravante 
cualificada. De momento no ha habido oportunidad para un esclare­
cimiento jurisprudencial adecuado sobre esta materia. Ni tampoco la 
doctrina ha abordado con detalle la problemática hermenéutica descri­
ta. Ahora bien, de lege ferenda, dado el incremento del uso de menores 
en la comisión de delitos graves y por ende la necesidad de un efecto 
preventivo general más intenso para tales casos, cabe proponer dos op­
ciones. La primera, concretar la aplicación de la agravante cualificada 
para determinados delitos como ocurre en el caso del artículo 46° - A 
en relación a los que son ordenados o ejecutados desde el interior de 
un centro penal o desde fuera del país. Y, la segunda, derogar el literal 
j  del artículo 46°. En el Proyecto de 2014- 2015 se supera la aludida 
dualidad normativa al no incluirse una agravante cualificada igual a la 
actualmente regulada por el artículo 46o- D.

k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o par­
cialmente desde el interior de un lugar de reclusión por quien está 
privado de su libertad o se encuentra fuera del territorio nacional.
Aquí se alude también al modo de ejecución del delito pero a través de 
una regulación normativa de cierta complejidad.

Se trata de una agravante que ofrece dos opciones alternativas equi­
parables para su configuración En efecto, por un lado se exige que el 
agente dirija la realización de un delito por terceros o lo ejecute el mis­
mo, total o parcialmente, pero siempre desde el interior de un centro 
penitenciario o de detención transitoria donde se encuentra recluido. 
Pero, luego, por otro lado, la norma también demanda igual actuación
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de quien se encuentra físicamente fuera de las fronteras del territorio 
nacional. Lo importante, entonces, es localizar al autor del delito en 
cualquiera de esos dos espacios. Sin embargo, no se excluye de los 
efectos agravantes la coincidencia de ambos supuestos. Por ejemplo, 
cuando el delincuente que se encuentra recluido en un establecimien­
to penal de un país extranjero, dirige, desde allí, la ejecución de un 
delito en territorio nacional.

Cabe señalar, además, que los delitos que el agente cometa en la pri­
mera de las modalidades señaladas no debe ser ninguno de los consi­
derados en el supuesto/similar regulado como agravante cualificada 
por el tercer párrafo jlel artículo 46o- A. En esta última disposición 
se establece lo siguiente: “Constituye circunstancia agravante, cuando 
el sujeto activo desde un establecimiento penitenciario donde se encuentre 
privado de su libertad, comete en calidad de autor o partícipe el delito de 
tráfico de drogas, lavado de activos, trata de personas, terrorismo, 
extorsión o secuestro. En tal caso, el Juez podrá aumentar la pena hasta 
en un tercio por encima del máximo legal fijado para el delito cometido, 
no podiendo exceder de treinta y cinco años de pena privativa de liber­
tad”. Queda claro, por razones de especialidad, que si se tratase de la 
realización de tales delitos únicamente deberán aplicarse los efectos de 
extensión punitiva contemplados por dicho artículo.

1) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas 
naturales. La magnitud y relevancia del resultado delictivo es lo que 
determina en este supuesto la mayor punibilidad. No obstante, esta 
circunstancia tiene una proyección específica y restringida a partir de 
los daños graves y permanentes que el delito produce en el ecosistema 
y sus componentes naturales.

En la legislación colombiana se singulariza también la eficacia y signi­
ficado de tales efectos dañinos en función a la “irreversible modificación 
del equilibrio ecológico” que producen. En tal sentido, Velásquez Ve- 
lásquez precisa los siguiente: “Para que se produzca un grave daño- esto
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es de entidad-ylo una modificación irreversible- definitiva -  de un eco­
sistema natural es necesario que el autor, a l realizar la conducta punible, 
lleve a cabo actividades que causen alteraciones como las siguientes: la 
escorrentía de pesticidas, fertilizantes y productos de desecho animal; la 
contaminación de los recursos del suelo, el agua y el aire; la introducción 
de especies exóticas; la sobrepesca; la destrucción de los humedales; la ero­
sión de los suelos; la desforestación; y para culminar; la expansión urba­
na descontrolada, entre muchas otras. Lo anterior significa, entonces, que 
debe haber una relación de causalidad entre la realización de la conducta 
punible y el daño o la modificación que se produzca en los ecosistemas 
naturales” (Cfr. Fernando Velásquez V. Derecho Penal. Parte General. 
Ob. Cit., p.1126).

Sobre estos aspectos del agravante conviene recordar que ellos pueden 
coincidir, en ciertos casos, con los componentes típicos propios de 
los delitos ambientales que aludan a los mismos indicadores de daño 
grave (Cfr. Título XIII del Código Penal); o que ellos operen como 
circunstancias agravantes específicas vinculadas a tales delitos. En am­
bos casos deberá de excluirse la aplicación de la agravante genérica que 
estamos revisando; ello en aplicación de lo estipulado en la fórmula 
general que encabeza el inciso 2 del artículo 46° y donde expresamente 
se señala: “Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén 
previstas específicamente para sancionar e l delito y  no sean elemen­
tos constitutivos del hecho punible ( ...)  ” Por ejemplo, una situación 
de conflicto como la expuesta podría ocurrir con el supuesto típico 
del delito de contaminación ambiental regulado en el artículo 304° 
del modo siguiente: “El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites 
máximos permisibles provoque o realice descargas, emisiones, emisiones de 
gases tóxicos, emisiones de ruido, filtraciones, vertimientos o radiaciones 
contaminantes en la atmósfera, el suelo, el subsuelo, las aguas terrestres, 
marítimas o subterráneas, que cause o pueda causar perjuicio, alteración 
o daño grave a l am biente o sus componentes o la salud ambiental 

Y, también, en los casos donde concurra junto a los delitos
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contra los recursos naturales, tipificados entre los artículos 310° a 
310° - B, la circunstancia agravante específica prevista por el artículo 
310o- C, inciso 2 referida a “S i como consecuencia de la conducta pre­
vista en los artículos correspondientes se afecten vertientes que abastecen 
de agua a  centros poblados, sistemas de irrigación o se erosione el suelo 
haciendo peligrar las actividades económicas del lugar".

m) Cuando para la realización de la conducta punible se han utiliza­
do armas, explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedi­
mientos de sim ilar eficacia destructiva. La agravante se refiere nue­
vamente al medio empleado por el agente y que potencia el desvalor 
de la acción ilícita. El cual debe ser idóneo para potenciar la capacidad 
ofensiva del agente y la de los riesgos que su empleo proyecta para la 
seguridad de la víctima o de terceros.

De allí que el legislador al describir el agravante se refiera sólo enuncia­
tivamente a las armas o explosivos y aluda luego a otros instrumentos o 
procedimientos de similares cualidades destructivas o dañosas. Esto es, 
que puedan operar también como armas o como explosivos sin tener la 
calidad o función propia de estos, pero sí su potencialidad destructiva 
(bacterias, gasolina o gas licuado). En nuestra legislación la configura­
ción de agravantes específicas por el empleo de armas es muy frecuente. 
Ejemplo de ello lo encontramos en el delito de usurpación que potencia 
la punibilidad si el delito fue cometido: “Usando armas de fuego, ex­
plosivos o cualquier otro instrumento o sustancias peligrosas” (Artículo 
204°, inciso 1). No obstante, la descripción del agravante no está referi­
da a armas de fuego de las que se denominan “cortas” como las pistolas o 
los revólveres; sino de relevante “eficacia destructiva”  por ejemplo, un 
lanzallamas, una bazuca o un lanza misiles.

Llama la atención la inclusión de los venenos, pues estos medios tie­
nen, más bien, una aplicación de naturaleza encubierta, subrepticia 
o alevosa, lo que impide a terceros advertir el ataque que contra ellos 
acciona el agente.
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La doctrina colombiana que también considera que se trata de una 
agravante por el empleo de medios catastróficos la estima innecesaria. 
A pesar de que la legislación de dicho país sólo alude a explosivos y 
venenos, los comentaristas entienden que dicha agravante puede ser 
asimilada por aquella que toma en cuenta el “emplear en la ejecución 
de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resultar peligro común ” 
(Cfr. Fernando Velásquez V. Derecho Penal. Parte General. Ob. Cit. 
p. 1127).

n) Si la víctima es un niño o niña, adolescente, m ujer en situación de 
especial vulnerabilidad, adulto mayor conforme al ordenamien­
to vigente en la materia o tuviera deficiencias físicas, sensoriales, 
mentales o intelectuales de carácter permanente o si padeciera de 
enfermedad en estado terminal o persona perteneciente a un pue­
blo indígena en situación de aislamiento y contacto inicial. Esta 
agravante fue introducida por el Decreto Legislativo 1237, del 25 de 
setiembre de 2015, que modificó diversos artículos del Código Penal. 
Dicha disposición legal fue promulgada en el marco de las facultades 
legislativas delegadas al Poder Ejecutivo por el Congreso de la Repú­
blica mediante la Ley 30336 que procuraron acentuar el giro punitivo 
como estrategia de control de la inseguridad ciudadana.

Una primera observación crítica que debemos formular a este supues­
to agravante es la deficiente técnica legislativa que utiliza su extensa re­
dacción. Y en segundo lugar es también pertinente observar la necesidad 
político criminal de la adición de esta circunstancia agravante genérica. 
Sobre todo porque en el literal f  del inciso 2 del artículo 46°, ya se regulaba 
como agravante el ejercicio de formas de abuso basadas en la superioridad 
del agente sobre la víctima. En tal sentido, la nueva circunstancia sólo 
resulta justificada si es entendida y diferenciada de aquella a partir de un 
enfoque pasivo sobre sus componentes normativos: esto es, si se identifica 
a los mismos como conectados a determinados indicadores o tipologías 
que expresan una condición especialmente vulnerable de la víctima.
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Desde tal perspectiva, entonces, la inclusión del agravante parece estar 
más bien vinculada a todo el activismo internacional y nacional tendiente 
a visibilizar socialmente la vulnerabilidad de diferentes estratos y grupos 
de personas, para, de esta manera, hacer también más viable la demanda 
de su tutela efectiva por el ordenamiento jurídico y la justicia penal. Al 
respecto, son representativas de esta tendencia política y legislativa las 100 
Reglas de B rasilia sobre acceso a  la ju stic ia  de las personas en condi­
ción de vulnerabilidad. En efecto, en la Sección 2a de este documento 
iberoamericano, que trata de los Beneficiarios de las Reglas, se hace una 
detallada caracterización de las personas en situación de vulnerabilidad, 
desarrollando en torno a ellas una amplia tipología que coincide plena­
mente con los contenidos del agravante genérico incorporado a nuestra 
legislación. Por ejemplo, las reglas (3) y (4) destacan lo siguiente:

“Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por 
razón de edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias so­
ciales, económicas, étnicas y!o culturales, encuentran especiales dificul­
tades p a ra  ejercitar con plenitud ante el sistema de ju stic ia  los derechos 
reconocidos p o r el ordenamiento jurídico.

Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la 
edad, la discapacidad, la pertenencia a  comunidades indígenas o a la s  mino­
rías, la victimización, la migración y  el desplazamiento interno, la pobreza, el 
género y  la privación de libertad”

De allí, pues, que la explicación dogmática de esta agravante genérica 
por vulnerabilidad de la víctim a debe derivarse y compatibilizarse con 
todos estos programas e instrumentos internacionales de tutela, así como 
con las normas nacionales afines a sus objetivos. Por ejemplo, los subcapí­
tulos 2 (Edad), 3 (Discapacidad), 4 (Pertenencia a comunidades indíge­
nas) y 8 (Género) de la 100 Reglas de Brasilia, deben tomarse como un re­
ferente para distinguir a las víctimas que son enunciadas por el legislador. 
Por ejemplo, desde ellas podemos comprender que la norma penal califica 
como niños, niñas o adolescentes a los menores de 18 años; o que ella
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alude a personas que tienen limitadas sus capacidades para ejercitar una 
o más de las actividades propias de la vida diaria, cuando en el agravante 
se mencionan deficiencias físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de 
carácter permanente. Corresponderá, pues, a la jurisprudencia ir afinan­
do los contornos operativos y de realización de esta inédita circunstancia 
agravante genérica.

8. Circunstancias Específicas

Esta clase de circunstancias sólo se regulan en la Parte Especial y a 
través de catálogos o párrafos adicionales que van conexos a determinados 
delitos. Esta es la condición de las circunstancias agravantes organizadas 
en el catálogo del artículo 189° y que guardan conexión funcional exclu­
sivamente con el delito de robo ( Artículo 188°) o de aquellas que enu­
meran los artículo 297° y 298° que están consideradas para operar única­
mente como agravantes o atenuantes del delito de tráfico ilícito de drogas 
(Artículo 296°, párrafo primero); pero, también, del párrafo segundo de 
los artículos 108° B y 152° que consignan agravantes específicas para los 
delitos de feminicidio y secuestro, respectivamente.

Tienen también la calidad de circunstancias específicas las que acom­
pañan a delitos tipificados en disposiciones legales reguladas fuera del Có­
digo Penal e integrantes del denominado derecho penal complementario 
o accesorio. Este es el caso de las circunstancias contempladas por el ar­
tículo 10° de la Ley 28008 sobre delitos aduaneros; por el artículo 4o del 
Decreto Legislativo 813 sobre delitos tributarios; y por el artículo 4o del 
Decreto Legislativo 1106 sobre delitos de lavado de activos.

Sin embargo no son circunstancias específicas las previstas en el artícu­
lo 22° de la Ley 30077 contra al crimen organizado, pese a que la sumilla 
que acompaña a dicha disposición erróneamente las denomina “Agravan­
tes e sp e c ia le sComo se puede inferir de su ubicación sistemática y de sus 
efectos de punibilidad, ellas no están adscritas a ningún delito específico 
y sólo sirven para extender los marcos de punibilidad en casos de orga­
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nizaciones criminales. Su función, pues, en realidad, corresponde a la de 
las circunstancias agravantes cualificadas que examinaremos más adelante.

La operatividad y eficacia de las circunstancias específicas, sean estas 
agravantes o atenuantes, es limitada y se circunscriben exclusivamente a la 
determinación de la pena para los concretos delitos con cuya comisión es­
tán conectadas. En estos casos, además, la búsqueda de la pena concreta se 
hace al interior de los límites de una penalidad conminada que el legisla­
dor ha registrado expresamente para estos catálogos de circunstancias, los 
cuales, también, pueden construirse por niveles o grados como se aprecia 
en el caso del artículo 186°. En este catálogo de circunstancias específicas, 
se han configurado tres niveles de agravantes que pueden concurrir con la 
realización de un delito de hurto. No obstante, cada uno de estos subsis­
temas de agravantes específicas está adscrito a una penalidad conminada 
propia la cual cumplirá el rol de espacio punitivo o pena básica.

Ahora bien, cuando se trata de catálogos compuestos únicamente por 
circunstancias agravantes específicas de un mismo nivel, cada circuns­
tancia representa un porcentaje cuantitativo del espacio punitivo o pena 
básica. Por tanto, en estos supuestos, la pena concreta debe representar 
siempre el total porcentual acumulado correspondiente a las agravantes 
detectadas en el caso, las cuales irán integrando sus efectos a partir del 
mínimo (que corresponde a la presencia de una sola agravante específica) 
hacia el extremo máximo (que representa la confluencia de todas las agra­
vantes específicas del catálogo).

En cambio, cuando se trate de catálogos compuestos sólo por circuns­
tancias atenuantes específicas la operación destinada a la determinación 
de la pena concreta es inversa. Esto es, partiendo del límite máximo (una 
sola atenuante específica) se dirige la integración porcentual cuantitativa 
de las atenuantes identificadas hacia el extremo mínimo (que corresponde 
a la confluencia del total de atenuantes reguladas). Son muy pocos los 
casos donde la legislación nacional regula para un mismo delito catálo­
gos combinados de circunstancias agravantes y atenuantes específicas. Un
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ejemplo de ello lo encontramos en el del artículo 298° injine conectado 
al delito de tráfico ilícito de drogas. En este supuesto se observa que el 
legislador ha optado por asignar una penalidad propia pero compensada

9. Circunstancias Agravantes Cualificadas y Atenuantes Privilegiadas

Esta clase de circunstancias se distingue de las otras modalidades antes 
examinadas, porque su eficacia incide directamente sobre la estructura de 
la pena conminada. Esto es, sus efectos alteran o modifican los límites 
mínimos o máximos de la penalidad legal prevista para el delito, configu­
rando así un nuevo marco de conminación penal.

Efectivamente, si se trata de circunstancias agravantes cualificadas
se produce una modificación ascendente que se proyecta por encima del 
máximo legal original, el cual ahora se convierte en mínimo.

Un ejemplo de ello es la circunstancia cualificada por reincidencia, la 
cual se encuentra regulada en el artículo 46o- B del Código Penal. Este dis­
positivo legal fue ligeramente reformado por la única Disposición Com­
plementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 1181 del 26 de julio de 
2015. Según la norma citada, la circunstancia agravante cualificada de re­
incidencia genera como efecto la asignación de un nuevo extremo máximo 
para la pena conminada del nuevo delito cometido que será equivalente a 
“una mitad por encima del máximo legalfijado para el tipo penal”. Es decir, 
ahora la penalidad conminada, y en su momento la correspondiente pena 
básica, se extenderán hasta este nuevo máximo legal.

No son aceptables, por no responder a las características de la regu­
lación del agravante cualificada por reincidencia, las observaciones que a 
nuestra línea hermenéutica plantea Avalos Rodríguez. En efecto, este 
autor limitándose a seguir el modelo español de incrementos o reduccio­
nes en función de grados, regulado en el artículo 70° del Código Ibéri­
co, el cual responde a una tradición legislativa típicamente hispana pero 
inexistente en la legislación nacional, considera que el límite mínimo des­
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de el cual debe construirse la nueva pena conminada en la reincidencia 
debe ser un día por encima del máximo. Al respecto, utilizando como 
ejemplo el delito de extorsión (Artículo 200°, primer párrafo del Códi­
go Penal), sancionado con una pena conminada privativa de libertad no 
menor de diez ni mayor de quince años, el citado autor sostiene: “Es de 
precisar que el nuevo lím ite inferior del marco pen al no puede estar 
constituido p o r el lím ite superior original (en el ejemplo> 15 años) sino 
p o r e l quantum inm ediato superior a é l (en el ejemplo, 15 años y  un 
día) por lo que el literal b) del numeral 3 ) del artículo 45-A del Código Pe­
n al establece que para  dichos casos la pena se determ ina p o r encima del 
tercio superior (siendo que 15 años no se halla p o r encima de dicho 
tercio, sino que precisamente form a parte de é l)”. De esta manera el 
comentarista truj illano confunde la pena conminada con la pena concreta 
que es, justamente, la que está por “determinar” y que cuantitativamente 
siempre será por “encima” del límite inicial, inferior o mínimo de quince 
años que fue, a su vez, el extremo máximo original del delito cometido. 
Esto es, se equivoca plenamente al identificar el límite inicial de una pena 
conminada con el posible resultado punitivo que se debe obtener, luego de 
cumplido el procedimiento de individualización de la pena concreta. Por 
ello, el artículo 46° B, que trata de la agravante cualificada por reinciden­
cia, con claridad semántica describe que en tales casos “el ju ez  aumenta 
la pena hasta una m itad  p o r encima del máximo legal fijado  para el 
tipo pen al”. Esto es, la norma sólo alude al nuevo extremo límite legal o 
abstracto superior no al inferior que siempre será el máximo original (Cfr. 
Constante Carlos Avalos Rodríguez. Ob. Cit, p. 182).

Además de la agravante cualificada por reincidencia, también coexis­
ten en la Parte General del Código Penal peruano otras circunstancias 
agravantes cualificadas que aparecen reguladas en los artículos 46o- A (Por 
calidad del agente o lugar y modo de comisión del delito), 46o- C (Por 
habitualidad), 46o- D (Por empleo de menores de edad) y 46°- E (Por 
parentesco). Si algo hay que cuestionar a este sistema de agravantes cuali­
ficadas, ello es, justamente su incoherencia sistemática que se refleja en los
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diferentes estándares y modos de eficacia que fija la ley para cada supuesto. 
Esta desarmonía es consecuencia de la sucesiva oportunidad coyuntural en 
la que el legislador fue adicionando los mismos; lo cual, además se hizo 
sin respetar la simetría del efecto de punibilidad asumido por las circuns­
tancias agravantes cualificadas precedentes. Este defecto fue advertido por 
el Anteproyecto 2008/2010 que no sólo redujo el número de agravantes 
cualificadas, sino que, además, les concedió el mismo estándar en el incre­
mento de la punibilidad de “hasta un tercio por encima del máximo legal” 
(Cfr. Artículo 47°, párrafo segundo).

En el derecho penal complementario también encontramos esta clase 
de agravantes en el artículo 22° de la Ley 30077 o Ley contra el Crimen 
Organizado. Este dispositivo reúne un variado catálogo de circunstancias 
agravantes cualificadas que comprende ocho supuestos.

El Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015 regula de manera de­
ficiente y confusa las circunstancias agravantes cualificadas en sus artículos 
58°, 64° y 65°. El más clamoroso defecto es que la agravante cualificada 
por reincidencia aparece considerada en dos disposiciones legales y con 
efectos de punibilidad diferentes. En efecto, mientras que en el literal b, 
del inciso 2, del artículo 58° se dispone que se aplicará a la reincidencia el 
incremento de “hasta un tercio por encima del máximo legal fijado  p ara el 
delito”, luego, en el inciso 2, del artículo 64°, se establece que para dicha 
circunstancia agravante cualificada “el ju ez aumenta la pena hasta en una 
m itad por encima del máximo legal fijado para el tipo p en al”.

Sin embargo este tipo de deficiencias también trasciende a la legis­
lación vigente, especialmente cuando se hace referencia a los efectos de 
agravación punitiva que corresponden por reincidencia en los delitos con­
siderados graves y que son aquellos consignados en el tercer párrafo del 
artículo 46°-B. En tales supuestos, el estándar de eficacia para la extensión 
punitiva sobre el máximo de la pena conminada para el nuevo delito resul­
ta algo confuso. Según el dispositivo legal: “En estos casos, el ju ez  aumenta 
la pena en no menos de dos por encima del máximo legal fijado para el tipo 
penal (...) ” Hubiera sido preferible referirse a tal efecto simplemente con
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el giro “el juez aumenta la pena hasta dos tercios por encima del máximo 
Esto es, no como un mínimo sino como un máximo. En todo caso, con­
sideramos, de lege lata y por coherencia sistemática, que esa es la lectura 
hermenéutica que debe prevalecer en las decisiones judiciales. Sobre todo 
porque la alternativa sugerida también ha sido considerada por el legisla­
dor nacional al tratar de la agravante cualificada por habitualidad en deli­
tos graves prevista en el segundo párrafo del artículo 46°-C (“( .. .) salvo en 
los delitos previstos en los párrafos anteriores, en cuyo caso se aumenta la pena 
en una mitad por encima del máximo legalfijado para el tipo penal (..

Ahora bien, cuando concurre una circunstancia atenuante privile­
giada, lo que varía de modo descendente es el mínimo legal original que 
será sustituido por uno nuevo e inferior. Como ya lo hemos aclarado, 
no existe, de momento, en la legislación vigente, ninguna circunstan­
cia atenuante privilegiada. Esta carencia ha sido un grave defecto de 
las reformas que en el dominio de la determinación judicial de la pena 
ha proveído el nuevo marco legal y que no ha sido tomado en cuenta 
ni superado por el torrente legislativo penal producido luego de la ley 
30076. No obstante, como también lo hemos destacado anteriormente, 
tanto el Anteproyecto 2008/2010 como el Proyecto de Nuevo Códi­
go Penal 2014-2015 consignan como el prototipo de una circunstancia 
atenuante privilegiada el que “la afectación del bien jurídico producida 
por el delito sea leve”. Para tal supuesto los documentos de reforma men­
cionados consideran como efecto la construcción de un nuevo mínimo 
legal “hasta una mitad por debajo del mínimo legal” original fijado para el 
delito cometido, el cual asumirá también la condición de nuevo límite 
máximo.

Cabe también ratificar que no tienen la condición de atenuantes pri­
vilegiadas las causales de disminución de punibilidad ni las de reduc­
ción punitiva por bonificación procesal. Ellas si bien posibilitan una 
penalidad por debajo del mínimo legal, su utilidad jurídica así como su 
oportunidad operativa son muy distintas (Cfr. Infra N° 11 y 12j.
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10. Circunstancias Agravantes de Diferente Grado o Nivel

Se identifica como tales a las circunstancias agravantes específicas que 
generan escalas punitivas diferentes y ascendentes entre sí.

En la legislación penal nacional es frecuente la regulación de este tipo 
de circunstancias agravantes específicas, especialmente en el caso de deli­
tos de relevante repercusión social como el secuestro, el robo o el tráfico 
ilícito de drogas. Efectivamente, en los artículos 152°, 189° y 297° se in­
cluyen circunstancias agravantes específicas de hasta tres grados o niveles. 
En estos casos, las agravantes de segundo o tercer grado consignan escalas 
de penas conminadas más severas que las que se establecen para las otras 
agravantes de menor grado.

En el caso del artículo 189°, por ejemplo, las agravantes de primer grado 
o nivel tienen como escala de penalidad conminada entre doce a 20 años de 
pena privativa de libertad; las agravantes de segundo grado o nivel entre 20 
y 30 años de pena privativa de libertad; y las de tercer grado o nivel tienen 
en su escala de penalidad conminada sólo la pena de cadena perpetua.

11. Concurrencia de Circunstancias

Como precisaba Antolisei: “A quí es necesario destacar que en un solo 
delito pueden concurrir varias circunstancias. Debe distinguirse a l respecto 
el caso de que las circunstancias concurrentes sean homogéneas, esto es, todas 
agravantes o todas atenuantes, del supuesto en que las circunstancias sean hete­
rogéneas, o sea, algunas agravantes y  otras atenuantes” (Francesco Antolisei. 
Manual de Derecho Penal. Parte General. Ob. Cit., p. 337).

Es frecuente encontrar en un caso penal, sobre todo cuando este es 
complejo por identificarse en él una pluralidad de delitos o de agentes, la 
presencia conjunta de varias circunstancias de igual o distinta naturaleza 
y efectividad. Esta integración múltiple de circunstancias configura lo que 
la doctrina denomina concurrencia de circunstancias.
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La determinación de la pena concreta, en estos supuestos, demanda 
una visualización analítica pero integrada, a la vez que coherente, de la ca­
lidad y eficacia de las circunstancias concurrentes. Lo cual implica, como 
regla general, que el Juez no puede dejar de apreciar y valorar cada 
circunstancia concurrente en su correspondiente dimensión, operati- 
vidad y eficacia.

Al respecto la doctrina tradicionalmente ha precisado que deben, por 
tanto, generarse “tantos aumentos o disminuciones de la pena cuantas sean 
las circunstancias concurrentes” (Francesco Antolisei. Manual de Derecho 
Penal. Parte General. Ob. Cit., p. 337). Siendo así, todas las circunstan­
cias presentes en el caso subjudice deberán ser evaluadas, atendiendo a su 
condición, naturaleza y efectos, para poder configurar la pena concreta. 
Esto significaría, por ejemplo, que en casos de concurrencia homogénea 
a mayor número de circunstancias agravantes concurrentes la posibilidad 
de alcanzar el extremo máximo de la pena básica será también mayor. 
Igualmente, la pluralidad de circunstancias atenuantes llevará el resultado 
de la cuantificación punitiva, hacia el extremo mínimo de la pena prevista 
para el delito cometido.

Sin embargo, tratándose de una concurrencia heterogénea de cir­
cunstancias, esto es, frente a la coexistencia simultánea o paralela de cir­
cunstancias agravantes y atenuantes, la posibilidad cuantitativa de la pena 
también deberá reflejar ello. En la legislación y en la doctrina, se han 
formulado, con relativo consenso, que una alternativa dogmática idónea y 
pertinente, para proyectar de modo razonable la plena eficacia en la defi­
nición punitiva de la concurrencia heterogénea de circunstancias, pasa por 
una exigencia de compensación racional entre los factores de aumento y 
disminución de la sanción penal. Esta opción fue recogida de modo gene­
ral por el Código Penal peruano de 1863, de marcada influencia hispánica 
como ha destacado Hurtado Pozo (Cfr. José Hurtado Pozo. La Ley Im­
portada. Recepción del Derecho Penal en el Perú. CEDYS... Lima. 1979, 
p. 42 y ss.). En efecto, el artículo 61° señalaba al respecto lo siguiente:
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“S i concurren a  un mismo tiempo circunstancias agravantes y  atenuantes, las 
compensará el ju ez según su prudente ju ic io ”.

En la actualidad, el Código Penal de 1991 no contiene una regla simi­
lar. No obstante, la utilidad y los efectos de la compensación para estruc­
turar la pena concreta, en casos de concurrencia de circunstancias especí­
ficas heterogéneas, ha sido admitida implícita en algunos artículos de la 
Parte Especial como el 109° in fine y 298° in fine, que tratan del denomi­
nado parricidio por emoción violenta y de las circunstancias atenuantes 
específicas del delito de tráfico ilícito de drogas. En ambas disposiciones 
el legislador nacional ha procurado que la pena diseñada para estos su­
puestos tome en cuenta la concurrencia de un factor atenuante (emoción 
violenta excusable) y de agravantes específicas (las reguladas en el artículo 
297°), respectivamente.

En el derecho penal extranjero, ha sido la legislación española la que 
históricamente se ha ocupado de regular sobre la compensación de mane­
ra expresa. Es así que en el Código Penal vigente, el artículo 66°.7 dispone 
que los Jueces y Tribunales: “Cuando concurran atenuantes y  agravantes, 
las valorarán y compensarán racionalmente para la individualización de la 
pena”. En torno a esta tradición legislativa ibérica, G onzáles C ussac ha 
sostenido lo siguiente: “dicha compensación deberá ajustarse a  un correcto 
uso del arbitrio judicial, que deberá ser motivado en la sentencia. S i esta com­
pensación no fuere 'racional', no vemos impedimento alguno p ara que fuere 
susceptible de impugnarse en casación.

En tales supuestos, el Tribunal está capacitado p ara  recorrer toda la ex­
tensión de la pena, imponiéndola en el grado que estime oportuno según la 
compensación racional de unas y otras” {José L. González Cussac. Teoría Ge­
neral de las Circunstancias Modificativas de la Responsabilidad Criminal. 
Universidad de Valencia. Valencia, 1988, p. 222).

Por su parte, Besio H ernández, destacando la ausencia de un proce­
dimiento legal que desarrolle el ejercicio racional de una compensación de
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circunstancias, y tomando como soporte de sus reflexiones las particulari­
dades de la legislación española sobre la materia, postula como criterio a 
seguir la opción anulatoria de unas circunstancias sobre otras, concedien­
do mayor preponderancia para tales efectos a las circunstancias atenuantes 
sobre las agravantes. Según este autor, se debe entender, pues, “la operación 
de compensación como un sistema orientado a la anulación de agravantes por 
atenuantes, sobre la base de una denominada concepción de la función de la 
culpabilidad en la individualización de la pena y  del mayor peso específico 
que-en general- tienen las atenuantes en comparación a las agravantes de res­
ponsabilidad crim in ar (Martín Besio Hernández. Los Criterios Legales y 
Judiciales de Individualización de la Pena. Ob. Cit., p. 558 y ss.).

Dado que la normatividad nacional tiene otras características, reglas y 
fines, estimamos pertinente aplicar una alternativa diferente de compensa­
ción que respetando la autonomía funcional de cada tipo de circunstancia 
dentro del espacio de punibilidad de la pena básica, defina la penalidad 
concreta en un ámbito intermedio entre los límites inicial y final de aque­
lla. Esta es, por lo demás, la opción elegida por el innovador literal b 
del artículo 45°-A. En efecto, dicha norma señala al respecto: “Cuando 
concurran circunstancias de agravación y  de atenuación, la pena concreta se 
determina dentro del tercio intermedio”

Ahora bien, la eficacia de las circunstancias concurrentes quedará 
siempre limitada, en primer lugar, a que las circunstancias concurrentes 
tengan la misma naturaleza y eficacia operativa. Esto es, sólo puede 
haber concurrencia entre circunstancias genéricas o entre circunstancias 
específicas, sean estas agravantes o atenuantes. No cabe, pues, la concu­
rrencia entre circunstancias genéricas y circunstancias específicas, ya que 
ambas son incompatibles entre sí.

Pero también será imposible, por una incompatibilidad basada en el 
ne bis in ídem, la concurrencia de circunstancias que se refieran al mismo 
indicador o factor de agravación o atenuación o que ya integren el 
tipo penal del delito. Lo cual es claramente señalado en los dos incisos
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del artículo 46° del Código penal, donde se advierte, expresamente, que 
sólo tienen eficacia las circunstancias “que no estén previstas específicamente 
para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible”. 
Por consiguiente, en todos los casos, el juez deberá examinar que cada cir­
cunstancia concurrente se refiera siempre a un factor o indicador diferente 
y este además sea distinto de los componentes típicos del delito.

Un tercer problema de compatibilidad se refiere a la concurrencia de 
circunstancias agravantes específicas de distinto grado o nivel. Este 
conflicto se presenta cuando en la realización de un delito concurren si­
multáneamente circunstancias agravantes específicas que tienen diferente 
grado y, por tanto, distinta escala de pena conminada. En estos casos la  
circunstancia de mayor grado absorberá a las de grado inferior. Por 
consiguiente, la pena concreta se deberá determinar sólo entre los límites 
de la penalidad conminada que corresponda a la escala punitiva de dicha 
agravante de mayor nivel Si bien sobre este supuesto no existen reglas ex­
presas en el Código Penal, el Acuerdo Plenario N° 2-2010/CJ-116 de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, del 16 de noviembre de 2010, 
del cual he sido ponente, ha validado la aplicación del procedimiento que 
hemos descrito.

El Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015 ha configurado de 
manera expresa reglas destinadas a identificar el umbral y el resultado 
punitivo en casos de concurrencia de circunstancias agravantes cualificadas. 
Se trata de una disposición inédita en nuestra legislación pero cuya técnica 
legislativa y efectos se muestran muy deficientes. En efecto, el artículo 66° 
bajo la sumilla de “Determinación de la  pena ante la concurrencia de 
agravantes cualificadas”  contiene una confusa fórmula cuya redacción 
es la siguiente:

“Cuando concurran circunstancias agravantes cualificadas, el juez procede 
de la siguiente manera para determinar la pena:

1. Aplica cada una de las agravantes cualificadas según su orden de apa­
rición en este código.
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2. En cada uno de los supuestos, la pena con la cual hace el cálculo se 
incrementa según los términos y la magnitud en que el supuesto in­
mediato anterior ha hecho el incremento.

3. Con ello obtiene la pena aplicable.

4. Si esa pena aplicable supera los treinta y cinco años, sólo se aplica este 
quantum, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 2 del artículo 63°.

5. En el texto de la sentencia, el juez hace mención de la pena aplicable 
y del quantum máximo conforme lo dispone este artículo”

Las incoherencias visibles de esta propuesta normativa y su inconsis­
tencia teórica nos eximen de un comentario mayor y nos autorizan a reco­
mendar que sea suprimida.

12. Circunstancias antecedentes, concomitantes y posteriores

Lo trascendente en esta clasificación de circunstancias es su conexión 
y oportunidad con la ejecución del hecho punible. Es decir, ella permite 
distinguir en qué momento las circunstancias atenuantes o agravantes se 
involucran con la realización de la conducta delictiva del agente (Cfr. Sil­
vio Ranieri. Manual de Derecho Penal. Tomo II. Parte General. Editorial 
Temis. Bogotá. 1975, p.3-4).

Así son circunstancias antecedentes las que están presentes desde an­
tes del inicio de la acción del delito; por ejemplo, aquellas circunstancias 
que se refieren a la condición o calidad personal o especial del agente (ser 
delincuente primario, funcionario público, pariente de la víctima, etc.). 
En cambio tienen la calidad de circunstancias concomitantes aquellas 
que aparecen al momento de ejecución del delito como las relativas a la 
reincidencia o habitualidad, los medios empleados o al modo de ejecución 
(con el empleo de armas o mediante la destrucción de obstáculos). Final­
mente, corresponden a las circunstancias posteriores las que se presentan 
luego de realizada la consumación del delito (reparar el daño ocasionado 
o la autodenuncia).
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Cabe agregar que en cuanto a su operatividad, esta morfología tripartita 
de circunstancias puede aplicarse tanto a las circunstancias genéricas como 
a las circunstancias específicas e incluso, según los casos, a las circunstancias 
agravantes cualificadas o atenuantes privilegiadas

13. Causales de Disminución o Incremento de la Punibilidad

La punibilidad es el estándar o posibilidad de penalidad conminada 
que corresponde a un delito. Como se ha precisado reiteradamente, las 
causales de disminución o incremento de punibilidad no son circuns­
tancias atenuantes o agravantes, en tanto ellas no están fuera del delito 
sino que se construyen desde su estructura, grado de realización, niveles 
de intervención o pluralidad.

Por tanto, debemos denunciar como incorrectas las referencias a una 
eficacia atenuante que contempla el Código Penal para los casos de la 
omisión impropia o de los errores de prohibición vencibles que se con­
signan en los artículos 13°, 14° y 15°. Pero, también, la que formula el 
artículo 2o, inciso c) del Código Procesal Penal, vinculado al principio de 
oportunidad. Según esta última norma: “Cuando conforme a  las circuns­
tancias del hecho y a las condiciones personales del denunciado, el Fiscal 
puede apreciar que concurren los supuestos atenuantes de los artículos 
14°, 1 5 °, 16°, 18 °, 21 °, 22 °, 2 5 ° y 46° del Código Penal ( ...)” .

Como se señaló, la característica esencial de las causales de disminu­
ción o incremento de punibilidad es que no son externas al delito como 
sí lo son las circunstancias. Ellas, por el contrario, son intrínsecas a éste 
desde su presencia plural (concursos de delitos); o desde la exclusión par­
cial de sus componentes o categorías sistemáticas (tipicidad, antijuricidad 
o culpabilidad); o desde su imperfecta realización material; así como desde 
el grado menor de intervención de las personas en su ejecución.

De allí que el legislador aluda con frecuencia a que su efecto es “dis­
minuir prudencialmente la pena” o “incrementarse esta” (Cfr. Artículos 16°,
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21° y 48° del Código Penal) no atenuarla o agravarla. Similar consecuencia 
se consigna en el Proyecto de Ley del Nuevo Código Penal de 2014-2015 
al tratarse de la tentativa acabada en el artículo 23°. 3: “En la tentativa 
acabada el ju ez  disminuye prudencialmente la pena, respecto de la que hubiese 
correspondido si se hubiese consumado”.

En la legislación nacional y extranjera se otorga la condición y eficacia 
de causales de disminución o incremento de punibilidad a los siguientes 
casos:

- La Tentativa (Artículo 16° C.P.)

- Las Eximentes Imperfectas (Artículos 21° y 22° C.P.)

- La Complicidad Secundaria (Artículo 25° in fine)

- El Delito Continuado y Delito Masa (Artículo 49° C.P.)

- El Concurso Ideal de Delitos (Artículo 48° C.P.)

- El Concurso Real de Delitos (Artículos 50° y 51°).

No es, pues, válido ni aceptable, el cuestionamiento, por lo demás 
débilmente argumentado, que se formula en torno a la incorporación del 
concurso real de delitos en este listado enunciativo que hacemos de las 
causales de disminución o incremento de punibilidad y no sobre las dog­
máticamente desconocidas “causales de modificación del marco penal”. Se­
gún quien formula tal observación: “Dicho listado no es correcto. En prim er 
lugar porque considera dentro de las causales de modificación del marco penal 
( . . .)  a l concurso real cuando según la regulación legal vigente dicho concurso 
no produce modificación de marco penal alguno. En los casos en que se pro­
duzca un concurso real lo que m anda la norma legal (art. 5 0  del CP) es proce­
der a  realizar la determinación de la pena p ara cada delito de modo indepen­
diente y  después sumar los montos de las penas que se hubieren obtenido ” 
(Cfr. Constante Carlos Avalos Rodríguez. Determinación Judicial de la 
Pena. Ob. Cit. p. 150). Justamente, el poder sumar las penas concretas 
parciales correspondientes a cada delito para, luego, obtener con dicha 
adición punitiva una pena concreta total en el concurso real de delitos,
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es un efecto propio del incremento de punibilidad que este genera por la 
eficacia de las reglas contenidas en el artículo 50° del Código Penal.

Ahora bien, se asume que la justificación de los efectos de disminución 
o incremento de la punibilidad guardan conexión directa con la obser­
vancia a la vez que eficacia formal y material del principio de lesividad. 
Esto es, si la punibilidad, pena conminada o penalidad abstracta expresan 
la valoración de la capacidad dañosa que tiene cada delito o del potencial 
castigo de su autor, su extensión deberá verse disminuida cuando aquella 
sea menor lo que ocurrirá, por ejemplo, en los supuestos de tentativa o 
complicidad secundaria. Pero, por el contrario, ella se verá incrementada 
o potenciada cuando el mismo autor realice varios tipos penales o varios 
delitos independientes lo que se producirá en el concurso ideal o en el 
concurso real de delitos, respectivamente.

En este contexto, debemos, pues, rechazar, por ser distorsionante e 
inexacto, la observación infundada que se hace sobre la base de los ejem­
plos que hemos citados. Ellos aluden taxativamente a la tentativa, la 
complicidad secundaria y a los concursos de delitos. Por tanto, no­
sotros en ningún caso ni publicación precedente, hemos “sostenido” que 
también radica en la eficacia de principio de lesividad la disminución de 
punibilidad que corresponde a otros supuestos como son las causales im­
perfectas de exculpación (error de prohibición vencible o imputabilidad 
disminuida). Es evidente, por su naturaleza y función, que tales supuestos 
tienen otra lógica dogmática de explicación de su eficacia disminuidora 
de la punibilidad y que corresponde, simplemente, a los efectos propios 
del principio de culpabilidad: menor culpabilidad, menor punibilidad 
(Cfr. Constante Carlos Avalos Rodríguez. Determinación Judicial de la 
Pena. Ob. Cit. 150).

Cabe anotar también, que es frecuente en el derecho penal comparado 
que la presencia de estas causales de disminución o incremento de puni­
bilidad den lugar a la configuración nominal de escalas tasadas o porcen­
tuales propias, pero siempre especiales, de punibilidad. Es muy expresivo
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de esta técnica legislativa el caso de la punibilidad de la tentativa en el 
derecho penal colombiano. Según el artículo 27° del Código Penal de ese 
país la realización imperfecta del delito: “incurrirá en pena no menor de la 
mitad del mínimo ni mayor de las tres cuartas partes del máximo de la seña­
lada para la conducta consumada”.

También nos brinda otro ejemplo de la misma tendencia normativa 
la punibilidad asignada a las eximentes imperfectas en el derecho penal 
español. En efecto, para tales casos el artículo 68° del Código Penal ibérico 
establece lo siguiente: “los Jueces o Tribunales podrán imponer, razonándolo 
en la sentencia, la pena inferior en uno o dos grados a la señalada por la Ley”.

En cambio, en la legislación peruana, conservando la influencia hel­
vética del Código Maúrtua, sólo se alude a una disminución siempre 
discrecional y razonable ( ‘‘prudencialmente’) de la penalidad conminada 
para el delito. Sin embargo, también se marca que siempre tal disminu­
ción deberá operar por debajo del mínimo de la punibilidad legalmente 
establecida para el hecho punible o su autor. Asimismo, que su límite final 
será en principio la pena concreta que decida el órgano jurisdiccional de 
modo discrecional pero observando la proporcionalidad adecuada al caso 
{ “hasta límites inferiores a l mínimo legaT). Unicamente en el caso del con­
curso real de delitos el derecho penal nacional incluye un esquema propio 
de incremento de la punibilidad. El cual está basado en el principio de 
acumulación de las penas concretas parciales correspondientes a cada de­
lito integrante del concurso y en la aplicación de reglas finales de valida­
ción de la pena total obtenida (Cfr. Artículos 50° y 5 Io del Código Penal).

14. Reglas de Reducción por Bonificación Procesal

Se trata de premios o recompensas que inciden en la pena concreta re­
duciendo porcentualmente su extensión. Se justifican por la eficacia motiva- 
dora que ejercen para generar efectos de abreviación de la actividad procesal 
que demanda el caso subjudice o de una conducta proactiva de colaboración 
con la administración de justicia que ejerce el autor o partícipe de un delito.
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Por consiguiente su ubicación normativa se detecta siempre en los Códigos 
o normas procesales.

En el derecho nacional y comparado tienen la condición de reglas de 
reducción o bonificación procesal los siguientes supuestos:

- La confesión sincera (Artículo 161° C.P.P.)
- La terminación anticipada del proceso (Artículo 471° C.P.P.)
- La colaboración eficaz (Artículo 474°. 2 C.P.P.)

- La conclusión anticipada de la audiencia o conformidad (Ley 28122)

A diferencia de las circunstancias atenuantes o de las causales de dismi­
nución o incremento de punibilidad, las reglas de reducción por bonifi­
cación procesal no están vinculadas a juicios de valor propios del proce­
dimiento de individualización de la pena ni a la verificación de defectos de 
estructura o realización del delito. Ellas tienen una operatividad más bien 
complementaria, final o de refinamiento del resultado punitivo obtenido 
como pena concreta y que se produce por imperio de la ley. El juez, por 
tanto, no valora ni razona sobre su eficacia, ya que simplemente ejecuta 
sus efectos reductores de la pena concreta, cada vez que concurren los pre­
supuestos legales que las definen o validan.

Asimismo, la extensión del efecto premial reductor sobre la pena con­
creta no puede exceder nunca el límite legal fijado (un sétimo, un tercio, 
etc.). Ello se observa, por ejemplo, en el caso de la terminación anticipada 
donde el artículo 471° del Código Procesal Penal se limita a disponer lo 
siguiente: “E l imputado que se acoja a este procedimiento recibirá un bene­
ficio de reducción de la  pena de una sexta p arte ”.

Ahora bien, hay que destacar que la pena a reducir no es la pena con­
minada, ni la pena básica, ni mucho menos la que pudo postular como 
pretensión punitiva el Ministerio Público en su acusación. Se trata de 
modo exclusivo y  excluyente de una reducción sobre la pena concreta 
o resultado punitivo obtenido luego de aplicar el procedimiento de 
determinación de la pena.
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De allí que resulte confusa y técnicamente incorrecta la redacción del 
artículo 161° del Código adjetivo que trata de los efectos reductores de la 
pena concreta en supuestos de confesión sincera. Efectivamente, la citada 
disposición señala: “E l ju e z  puede dism inuir prudencialm ente la pena  
hasta en una tercera parte p o r debajo del mínimo legal, s i se cumplen 
los presupuestos establecidos en el artículo 160o”. En todo caso hay que 
interpretar esta disposición como un límite a las posibilidades de reduc­
ción del resultado punitivo o pena concreta que tiene el Juez y no de la 
pena conminada o de la pena básica. Esto es, el órgano jurisdiccional, 
según los casos, luego de aplicar la reducción porcentual autorizada por la 
ley sobre la pena concreta, puede llegar a obtener un resultado punitivo fi­
nal que en ningún caso puede ser mayor al equivalente a una tercera parte 
del mínimo legal de la pena conminada para el delito.

Similar lectura y eficacia debe proyectarse sobre las reglas vinculadas a 
la colaboración eficaz que define el inciso 2 del artículo 474° del Código 
Procesal Penal. En esta norma nuevamente el lenguaje utilizado es técni­
camente inapropiado, ya que el legislador vuelve a referirse a una “dism i­
nución de la pena hasta un medio p o r debajo del mínimo legal (...)

Menos confusa era la fórmula legal empleada por el párrafo segundo 
del artículo 136° del Código de Procedimientos Penales también referido 
a la confesión sincera como regla de reducción por bonificación procesal. 
Dicha disposición precisaba al respecto: “La confesión sincera debida­
mente comprobada puede ser considerada para rebajar la pena del 
confeso a lím ites inferiores a l mínimo legal, salvo que se trate de los delitos 
de secuestro y extorsión, previstos en los artículos 152°y 200° del Código Pe­
nal, respectivamente, en cuyo caso no opera la reducción”.

Por tanto, en todos los casos debe entenderse que la reducción operará 
siempre después de que se fije una pena concreta, aunque los alcances 
finales de la misma arrojen un resultado cuantitativo que sea inferior al 
mínimo de la pena conminada para el delito objeto de condena. Esto 
es trascendente, pues, como se ha señalado, los efectos y la oportunidad
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operativa de las reglas de reducción por bonificación procesal no son los 
mismos que aquellos que corresponden a las atenuantes genéricas ni mu­
cho menos a las atenuantes privilegiadas. Estas últimas operan dentro del 
procedimiento de determinación de la pena, mientras que, las primeras 
sólo cuando este ha concluido.

15. Pena Concreta Parcial y Pena Concreta Definitiva

Denominamos pena concreta parcial a la pena concreta o resultado 
punitivo que se obtuvo luego de la aplicación del procedimiento de de­
terminación judicial, pero a la cual se deberá de aplicar los efectos de una 
regla de reducción por bonificación procesal en los términos y alcances au­
torizados por la ley. En consecuencia, pues, sólo luego de cumplida dicha 
operación se obtendrá la pena concreta definitiva que deberá cumplir el 
condenado. Sobre la pena concreta parcial se pronunció implícitamente 
el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116 al analizar su operatividad en el 
procedimiento de terminación anticipada (Cfr. Fundamento Jurídico 23).

Cabe señalar que un supuesto especial de pena concreta parcial, tam­
bién se produce cuando se van determinando las penas concretas de cada 
delito integrante de un concurso real, sea este homogéneo o heterogéneo. 
En estos casos sólo después de la acumulación de las penas concretas par­
ciales fijadas para cada delito y de la validación del resultado obtenido 
como pena concreta total, conforme a lo establecido en el artículo 50° 
del Código Penal, se dará lugar a la pena concreta definitiva. Así, por lo 
demás, también lo especificamos al ser ponente de la parte sustantiva del 
Acuerdo Plenario N° 4-2009/CJ-116 de la Corte Suprema de Justicia de 
la República (Ver fundamento Jurídico 7).

16. El Mínimo Legal

Con esta denominación se identifica al extremo inicial de toda pena 
conminada o básica correspondiente a un determinado delito. Su princi­
pal utilidad es marcar el límite a partir del cual se deben aplicar los efectos
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de las atenuantes privilegiadas (actualmente no reguladas en la legisla­
ción penal vigente) o de las causales de disminución de punibilidad.

El mínimo legal corresponde, pues, al punto inicial del extremo infe­
rior del espacio punitivo y desde el cual operarán, siempre en línea des­
cendente, los efectos citados de atenuación o disminución Ahora bien, no 
debe confundirse el mínimo legal con el mínimo genérico que tiene cada 
clase de pena en la Parte General del Código Penal. Por ejemplo, con el 
previsto en el artículo 29° para las penas privativas de libertad temporales 
que es de dos días. El Código Penal de 1924 tenía al respecto una dispo­
sición expresa en el artículo 88°: “La disminución de la pena hasta límites 
inferiores a l mínimum legal, se entiende respecto del tiempo previsto para el 
delito de que se trate, pero no del mínimum señalado para cada clase de pena 
que en ningún caso puede ser reducido”

17. El Máximo Legal

Se designa como tal al límite final de la pena conminada o básica 
que corresponde para el delito cometido. Radica su utilidad en señalar el 
punto de inicio del efecto agravante que producen las circunstancias agra­
vantes cualificadas y que se extenderá, siempre en línea ascendente, hasta 
la proporción fijada por la ley; por ejemplo, hasta una mitad por encima, 
según lo dispone el artículo 46° B para el agravante cualificada por rein­
cidencia: “La reincidencia constituye circunstancia agravante cualificada, en 
cuyo caso e l Juez aumenta la pena hasta en una m itadpor encima del 
máximo legal fijada  para el tipo pen al”.

18. Criterios de Fundamentación y Determinación de la Pena

Se encuentran integrados en el artículo 45° del Código Penal. Técnica­
mente se trata de políticas de gestión de casos o normas rectoras. Esto es, 
de enunciados que sirven para orientar las decisiones del Juez en ca­
sos extremos o excepcionales no regulados expresamente o regulados de 
modo limitado o deficiente. En este caso, se trata de decisiones vinculadas
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con la elección y aplicación de penas. Tienen, pues, un claro componente 
ideológico y no cumplen ninguna función operativa en el procedimien­
to de determinación de la pena. Por tanto, no debe confundírseles con 
circunstancias atenuantes o agravantes, ni mucho menos con causales de 
disminución o incremento de punibilidad. En todo caso, su rol en la ac­
tualidad puede entenderse como análogo a los principios generales del 
Título Preliminar del Código Penal. Es más, en la Exposición de Motivos 
el legislador a referirse al primer criterio regulado en el artículo 45° desta­
có su condición principista: “Elproyecto consagra el importante principio de 
la co-culpabilidad de la sociedad en la comisión del delito, cuando prescribe 
que el juzgador deberá tener en cuenta, a l momento de fundamentar el fallo 
y determinar la pena, las carencias sociales que hubieren afectado a l agente 
(artículo 48). En esta forma nuestra colectividad estaría reconociendo que 
no brinda iguales posibilidades a todos los individuos para comportarse con 
adecuación a los intereses generales, aceptando una responsabilidad parcial en 
la conducta delictiva, mea culpa que tiene el efecto de enervar el derecho de 
castigar que el Estado ejerce en nombre de la sociedad. La Comisión Revisora 
conceptúa que la culpabilidad a la que se alude, disminuye o desaparece en la 
misma medida en que el delincuente haya tenido las oportunidades de com­
portarse según las normas de convivencia social”

De allí lo errado de consignarlos en toda sentencia penal como un 
fundamento jurídico o como una regla técnica que ayuda a construir o 
justificar un resultado punitivo. Sobre todo porque estos criterios de fun- 
damentación y determinación de la pena no tienen, pues, ni la función ni 
la eficacia u operatividad práctica, de las reglas contenidas en los artículos 
45o- A y 46°. Más aún ellos no están conectados con estas disposiciones 
ni por su origen legislativo ni por su organización sistemática (Sobre la 
fuente legal del artículo 45° ver José Hurtado Pozo. El Sistema de Control 
Penal. Instituto Pacífico. Lima. 20l6,p.309 y ss.).

Con las últimas modificaciones legales introducidas en el artículo 45° 
por la Ley 30364, su actual regulación contempla los siguientes criterios:
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1. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de 
su cargo, posición económica, formación, poder, oficio, profesión 
o función que ocupe en la sociedad. Muy apropiado para los casos 
de multireincidencia, delincuencia juvenil o de adictos, pero también 
para aquellos otros por delitos económicos, delitos de corrupción de 
sistema, delitos de alta tecnología o crímenes de Estado.

2. La cultura y costumbres. Sobre todo se le debe tener en cuenta en el 
tratamiento de casos penales de relevancia intercultural o de aquellos 
ocurridos en entornos sociales donde coexisten patrones normativos 
pluriculturales. También tiene utilidad supletoria o complementaria 
en procesos penales donde se discuta sobre la eficacia de modalidades 
de exculpación basadas en la cultura diferente del imputado, como la 
regulada por el artículo 15 ° del Código Penal.

3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 
dependan, así como la afectación de sus derechos y considerando es­
pecialmente su situación de vulnerabilidad. Su eficacia se proyecta de 
manera especial en los casos de relevante y notoria vulnerabilidad de las 
víctimas, como los delitos de odio, delitos de violencia familiar, delitos con­
tra los derechos humanos, pero también para promover una reparación o 
compensación justa de los daños sufridos por los agraviados con el delito.

B. Los esquemas operativos

Como ya lo habíamos adelantado, el segundo aspecto de la nueva 
dogmática que proponemos sobre el innovado marco legal de la determi­
nación judicial de la pena, tiene un sentido fundamentalmente práctico. 
En efecto, nos referimos a la construcción de esquemas operativos. Esto 
es, protocolos de actuación y gestión de casos penales que permitan a los 
órganos jurisdiccionales utilizar de modo sistemático y homogéneo, las 
nuevas reglas y disposiciones que ha aportado la Ley 30076. En este do­
minio, sin embargo, cabe formular una advertencia inicial consistente en 
la existencia de algunas lagunas o incompatibilidades normativas que no
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fueron detectadas por el legislador nacional al elaborar tan importantes 
reformas legislativas.

Efectivamente, nuestro legislador no sólo omitió regular circunstancias 
atenuantes privilegiadas o mantener una redacción equivocada para referirse 
al efecto de disminución de punibilidad que producen el error de prohibición 
vencible o la omisión impropia (Cfr. Párrafo segundo de los artículos 13°, 14° 
y 15°), sino que, además, no modificó ni adaptó el modelo de regulación de la 
penalidad de la tentativa y otras causales de disminución de punibilidad a las 
nuevas disposiciones. Estas últimas, pues, han conservado el mismo esquema 
delineado por el texto original del Código Penal de 1991, el cual, por lo demás 
reprodujo el preexistente en el Código Maúrtua de 1924.

La consecuencia asistemática de todo ello se ha de apreciar en dos 
supuestos especiales: a) La determinación de la pena aplicable en caso 
de tentativa de delitos con la concurrencia de circunstancias agravantes 
específicas como el robo; y, b) la identificación de la pena a imponer en 
casos de tentativa donde concurre también una circunstancia agravante 
cualificada como la reincidencia.

Si bien ensayamos una alternativa de tratamiento para todos estos pro­
blemas que detallaremos de modo especial, más adelante, consideramos de 
legeferenda que las propuestas del Proyecto de Nuevo Código Penal deben 
también abordarlos y aplicar los correctivos o innovaciones normativas 
que sean pertinentes. De momento, lamentablemente, este documento 
prelegislativo no ofrece ninguna alternativa al respecto.

Ahora bien, para dar viabilidad ordenada y coherente a la aplicación 
del nuevo marco legal de la determinación de la pena, vigente en nuestro 
país, consideramos pertinente configurar siete esquemas operativos y que 
son los siguientes:

a) Esquema Operativo para la Determinación Judicial de la Pena con 
Circunstancias Genéricas.

b) Esquema Operativo para la Determinación judicial de la Pena con 
Circunstancias Específicas.

c) Esquema Operativo para la Determinación Judicial de la Pena con 
Circunstancias Agravantes Cualificadas.
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d) Esquema Operativo para los Casos de Causales de Disminución o In­
cremento de Punibilidad.

e) Esquema Operativo para los Casos de Reglas de Reducción por Boni­
ficación Procesal.

f) Esquema Operativo para la Determinación Judicial de Penas Conjuntas.
g) Esquema Operativo para la Determinación de la Pena en casos de 

tipos penales derivados calificados o privilegiados

Una regla general que es preciso conocer y observar en la aplicación de 
todos estos esquemas operativos, es que ellos tienen una estructura pro­
pia y autónom a frente a los demás. Esto es, su secuencia y componentes 
no pueden intercambiarse ni pueden mezclarse entre sí al momento de 
ser aplicados en un caso penal concreto. Hacer lo contrario, esto es, inter­
cambiar o sobreponer sus reglas, oportunidad y especialidad aplicativa, 
afectará la función, los objetivos y los efectos prácticos que les corresponde 
a cada uno de ellos. Pero, además, hará incomprensible y distorsionada la 
debida motivación de su tránsito y de sus resultados.

A continuación, pues, detallamos la estructura y los pasos a seguir que 
corresponden a los diferentes esquemas mencionados.

a) Determinación judicial de la pena con circunstancias genéricas

Este esquema debe utilizarse únicamente para la determinación de la 
pena en el caso de delitos sin circunstancias agravantes o atenuantes espe­
cíficas, como el homicidio simple del artículo 106° del Código Penal. En 
estos supuestos debe aplicarse lo estipulado en el artículo 45° A, incisos 1 
y 2 del Código Penal.

El primer paso a seguir consiste en identificar la pena básica o espacio 
de punición que corresponde al delito cometido. Para ello es necesario 
precisar o integrar (si no están previstos por la penalidad conminada) 
cuales son sus límites inicial (límite mínimo) y final (límite máximo). 
Utilizando como ejemplo de esta primera operación a un supuesto delito
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de homicidio simple, el espacio de punición quedaría demarcado entre 
6 y 20 años de pena privativa de libertad. Luego, debe determinarse la 
progresión en años que contiene el espacio punitivo y que en el ejemplo 
utilizado sería de 14 años.

Un segundo paso implica multiplicar por 12 los 14 años y obtener un 
producto en meses que sería de 168. Este último resultado será dividido 
entre 3 dando un cociente de 56 meses que será la constante cuantitativa 
que se utilice para fijar la extensión que corresponderá a cada uno de los tres 
segmentos o tercios que internamente delimitarán el espacio de punición. 
Veamos, siguiendo el mismo ejemplo adoptado del homicidio simple, el 
primer segmento (tercio inferior) se extendería de 6 años hasta 10 años y 8 
meses. El segundo segmento (tercio intermedio) abarcaría desde los 10 años 
y 8 meses hasta los 15 años y 4 meses. Finalmente, el tercer segmento (tercio 
superior) comprendería un espacio entre 15 años y 4 meses hasta 20 años. 
G ibe anotar que los límites máximos del primer y segundo segmento 
cumplen una doble función delimitadora al constituir también el límite 
mínimo de los espacios segundo y tercero, respectivamente.

El tercer paso comprende la búsqueda y el señalamiento de los efectos 
de las circunstancias agravantes o atenuantes genéricas que concurren con 
el delito cometido. Para ello es menester tener como referencia fáetica y 
jurídica los listados o catálogos circunstanciales consignados en los incisos 1 
(ocho circunstancias atenuantes) y 2 (catorce circunstancias agravantes) 
del artículo 46° del Código Penal. A continuación se debe ubicar la pena 
concreta en el tercio que corresponda según la presencia singular o plural de 
circunstancias y la calidad atenuante o agravante que estas tengan.

Ahora bien, es importante precisar que el valor cuantitativo de cada 
circunstancia (en años, meses o días de pena privativa de libertad) puede 
lograrse dividiendo la extensión del espacio inicial o tercio inferior entre 8, si 
son sólo atenuantes genéricas las que concurren en el caso. En nuestro ejem­
plo, sobre el homicidio simple, cada atenuante genérica equivale a 7 meses.

Igual operación se hará, pero en base a la extensión del tercio superior 
y aplicando un divisor de 14, si lo que se quiere determinar es el valor o
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equivalencia cuantitativa de cada circunstancia agravantes genérica. Por lo 
que en el ejemplo empleado del homicidio simple, a cada agravante gené­
rica le corresponderá un valor cuantitativo de 4 meses

En todos estos casos, si se trata de atenuantes se aplicará su valor cuan­
titativo en línea descendente a partir del extremo máximo del tercio infe­
rior hacia el extremo mínimo del mismo. Por el contrario cuando concu­
rren agravantes el movimiento será ascendente desde el mínimo o extremo 
inferior del tercio superior hacia el límite máximo de este.

Sin embargo, un problema no resuelto a plenitud por la ley es el con­
cerniente a la falta de circunstancias atenuantes. En estos casos considera­
mos que la pena concreta a imponer debe corresponder al estándar máxi­
mo del tercio inferior y no a su extremo mínimo.

( FLUJOGRAMAI PARA APLICACIÓN DEL ARTICULO 45S-A

IDENTIFICACIÓN DE LA PENA BÁSICA

Identifique o construya la pena básica o espacio punitivo a partir de 
la pena conminada (precisar límite inicial y límite final)

X
Identifique cuantos años de pena comprende el espacio punitivo de 

la pena básica

Multiplique el número de años por doce para obtener un producto
en meses

X
Ahora el producto en meses obtenido divídalo a su vez entre 3 para 
identificar los tercios de la pena básica. En ningún caso el operador 

puede rebasar los límites de la pena básica
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_____( INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA CONCRETA )
______ ^  Identifique las circunstancias genéricas concurrentes en el caso utilizando los

catálogos del artículo 46Q

-----------► Comience por identificar circunstancias agravantes

-----------► Luego continúe con la identificación de circunstancias atenuantes
En función del número y clase de circunstancias genéricas concurrentes

-----------► proyéctese hacia el tercio del espacio punitivo que corresponda según el inciso
2, del artículo 45s A

______ ^  En todo caso el mayor número de agravantes proyectará la pena hacia el
máximo del tercio superior

______  En todo caso el mayor número de atenuantes proyectará la pena hacia el
mínimo del tercio inferior

______  El mayor o menor número de agravantes o atenuantes genéricas concurrentes
proyectará la pena hacia el extremo máximo o mínimo del tercio intermedio

______  Importante en ningún caso el resultado punitivo o pena concreta podrá exceder
los límites mínimo o máximo de la pena básica

______  El máximo del tercio inferior será, a  su vez, el mínimo del tercio intermedio y el
máximo de este será el mínimo del tercio superior.

Se puede identificar el valor de cada atenuante o agravante dividiendo el
V______^  número de meses del espacio punitivo entre el número total de atenuantes (8)

o agravantes (14) genéricas señaladas en el artículo 46e
__________________________________________________________________________________________________________ -______________________________________________ J

Un caso modelo

En los gráficos siguientes se construye un caso modelo de aplicación 
del esquema de determinación de la pena en base a circunstancias ate­
nuantes o agravantes genéricas. Para el desarrollo del ejemplo se utiliza 
el marco legal del delito de homicidio simple (artículo 10° del Código 
Penal).
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r
CASO MODELO

\

V
(ESQUEMA BÁSICO)

J

Límite Inicial

HOMICIDIO SIMPLE 
(Artículo 106a C.P)

Espacio de Punición 
o Pena Básica

20
Límite final
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r A
HOMICIDIO SIMPLE 
(Articulo 106a C.P)

168 meses

(0
• — — — •

( 2 ) ( 3 )
• — -.." »  • ------ ------- •

56 meses =
4 años 8 meses

v______________________

56 meses = 56 meses =
4 años 8 meses 4 años 8 meses

_____________________________ ____________ J

r A
HOMICIDIO SIMPLE 
(Artículo 106s C.P)

Límite máximo

1
• -------- — ------• 2

56 meses =
10 años 8 meses

• ---------—------- •
112 meses =

15 años 4 meses
V __________________________________ y
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HOMICIDIO SIMPLE 
(Artículo 106s C.P)

Límite máximo

( 3 )

168 meses = 20 años

b) Determinación judicial de la pena con concurrencia 
de circunstancias específicas

En caso de concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes 
específicas como las previstas en el artículo 4o del Decreto Legislativo 
1106 sobre el delito de Lavado de activos, el esquema operativo a aplicar 
se desarrolla del modo siguiente:
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El primer paso es reconocer el espacio de punición o pena básica que 
viene predeterminado por la ley y que suele encabezar el catálogo de cir­
cunstancias agravantes específicas con frases como “La pena será priva­
tiva de libertad no menor de diez ni mayor de veinte años y trescientos sesenta 
y cinco a setecientos treinta días multa”, que utiliza el párrafo primero del 
citado artículo 4o.

El segundo paso es identificar en el caso penal concreto las circuns­
tancias agravantes concurrentes usando para ello, como referencia o indi­
cadores legales, los supuestos regulados en el citado artículo 4 de nuestro 
ejemplo. En él son tres las circunstancias agravantes específicas considera­
das para los actos de lavado de activos: condición especial del agente; cali­
dad de integrante de una organización criminal de quien comete el delito; 
y valor superior a 500 UIT de los activos objeto del delito.

Y el tercer paso es ascender en función al número de agravantes especí­
ficas detectadas desde el límite inicial o mínimo del espacio punitivo (en el 
ejemplo desde diez años de pena privativa de libertad y trescientos sesenta 
días multa) hacia el límite final o máximo (que según el ejemplo es veinte 
años de pena privativa de libertad y setecientos treinta días multa).

También es posible conferir a cada circunstancia agravante específica 
un valor cuantitativo y que será equivalente al cociente (en número de 
años de privación de libertad y de días multa) que genere el dividir la 
extensión del espacio punitivo entre el divisor de 3 agravantes específicas 
que en el ejemplo seguido contempla el primer párrafo del artículo 4o del 
Decreto Legislativo 1106.

Tratándose de circunstancias atenuantes específicas la operación a 
seguir es similar. En tal sentido, primero se configura como espacio de pu­
nición o pena básica el fijado por la ley para el catálogo circunstancial que 
en el ejemplo del delito de lavado de activos se precisa en los siguientes 
términos: “La pena será privativa de la libertad no menor de cuatro ni mayor 
de seis años y de ochenta a ciento diez días multa”.
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Luego, en una segunda operación, lo que corresponde es identificar 
qué circunstancias atenuantes específicas, de las reguladas legalmente, es­
tán presentes en el caso penal. En el ejemplo usado el párrafo sexto, del 
artículo 4o, del Decreto Legislativo 1106, consigna dos atenuantes especí­
ficas: valor no superior a 5 UIT de los activos objeto del delito y formas de 
cooperación eficaz con las autoridades.

Finalmente, un tercer movimiento se cumplirá descendiendo, confor­
me al número de circunstancias atenuantes específicas encontradas, desde 
el límite final o máximo del espacio punitivo (según el ejemplo citado 
seis años y ciento diez días multa) hacia el límite inicial o mínimo (que 
en el ejemplo es de cuatro años y ochenta días multa). Igualmente, para 
estos efectos, es posible cuantificar el valor de cada atenuante específica 
dividiendo la extensión del espacio de punición (para el ejemplo tanto 
en años de privación de libertad como en días multa) entre el número de 
circunstancias específicas que consigna el catálogo circunstancial (dos en 
el ejemplo aplicado del párrafo sexto del artículo 4o del Decreto Legislati­
vo 1106). Sin embargo, hay una excepción a la aplicación de esta última 
regla operativa. Nos referimos a aquellos delitos para los cuales se regula 
una sola atenuante específica, cual es el caso del artículo 298° que sólo 
contempla como atenuante específica el escaso volumen de la droga o in­
sumo objeto de acción de hecho punible. Al respecto, de lege lata conside­
ramos que en tales supuestos, excepcionalmente, el órgano jurisdiccional 
puede recorrer el espacio de punición (siempre descendiendo de su límite 
máximo de 7 años y 360 días multa) complementándolo y justificando 
una menor pena aplicable en la concurrencia, dentro del caso, de otras 
circunstancias atenuantes genéricas de aquellas previstas en el inciso 1 del 
artículo 46° del Código Penal y que resulten pertinentes.
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FLUJOGRAMA1 PARA CASOS DE AGRAVANTES ESPECÍFICAS CONCURRENTES 
(ARTÍCULOS 189®, 297»)

Se sube desde el mínimo hacia el máximo de la penalidad fijada (pena 
básica), en razón al número de agravantes concurrentes compatibles

Si hay circunstancias 
atenuantes específicas 
concurrentes

Primero se opera con las 
agravantes concurrentes 
hasta donde es posible 
(pena concreta parcial).

Luego se reduce en 
función de las atenuantes 
específicas concurrentes 
con criterios de 
compensación 
(pena concreta final)

Sólo al final de estas operaciones se aplican bonificaciones de 
reducción procesal (terminación anticipada, conclusión anticipada, 
colaboración eficaz)

c) Determinación judicial de la pena con circunstancias agravantes cualificadas

Cuando en un caso penal concurran circunstancias agravantes cuali­
ficadas, los pasos a seguir para la determinación de la pena concreta co­
mienzan con la identificación del máximo de la pena conminada para el 
tipo de delito cometido. Este extremo marcará un nuevo mínimo a partir 
del cual se deberá configurar en línea ascendente un nuevo máximo, apli­
cando, para ello la escala porcentual que la ley autoriza.

Así, por ejemplo, en el artículo 46° B, segundo párrafo, sobre la efi­
cacia de la agravante cualificada por reincidencia, se dispone que ese nue­
vo máximo se configurará aumentando la penalidad conminada “hasta 
en una mitad por encima del máximo legal fijado para el tipo penal”. Por 
consiguiente, si se trata de un delito de homicidio simple donde según 
el artículo 106° el máximo de penalidad conminada es de 20 años de 
pena privativa de la libertad, la concurrencia de una agravante cualificada 
por reincidencia determinará que sobre ese límite (ahora convertido en
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mínimo) se construya un nuevo límite máximo de 30 años que represen­
tan la mitad de aquel (10 años).

Será, pues, en este nuevo marco de penalidad conminada (con un 
mínimo de 20 y un máximo de 30 años de pena privativa de libertad), 
donde el órgano jurisdiccional deberá proceder a cumplir el segundo paso 
del esquema operativo. Esto es, identificar la pena básica o espacio de 
punición correspondiente marcando el límite inicial y final del mismo. 
Posteriormente, como tercer paso el órgano jurisdiccional procederá a in­
dividualizar la pena concreta que corresponda, utilizando, para ello, el 
mismo esquema operativo diseñado por el artículo 45o- A, inciso 1 y 2 y 
utilizando los catálogos de circunstancias atenuantes y agravantes genéri­
cas regulados en el artículo 46°. Esto es, siguiendo las mismas pautas que 
ya hemos enunciado al describir nuestro primer esquema operativo. Por 
tanto, el mayor número de atenuantes o agravantes genéricas que se de­
tecten, o la presencia de ambas, orientará la pena concreta hacia el tercio 
inferior, intermedio o superior del nuevo espacio de punición construido.

Ahora bien, en la agravante cualificada de la habitualidad regulada en 
el artículo 46o- C, se aplicará el mismo esquema reseñado pero con las 
variantes porcentuales que fija la ley para la extensión del nuevo máximo 
( “un tercio por encima del máximo legalfijado para el tipo penal’).

Cabe anotar, finalmente, que los artículos 46o- B y 46°- C que nos sir­
ven de ejemplos, también contemplan situaciones especiales para los casos 
de delitos graves, indulto, etc. Para estos supuestos los estándares porcen­
tuales de aumento de la penalidad conminada son diferentes (dos tercios o 
una mitad, respectivamente). En todos ellos, pues, el órgano jurisdiccional 
aplicará también el esquema descrito con la escala porcentual pertinente.

Algo similar tendría que ocurrir ante la presencia de las circunstancias 
agravantes cualificadas reguladas por los artículos 46°- A (hasta un tercio 
por encima del máximo legal), 46°- D (hasta el doble del máximo legal) y 
46o- E (hasta un tercio por encima del máximo legal).
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Sin embargo, en las tres disposiciones citadas la norma alude de modo 
confuso a un tope de 35 años de pena privativa de libertad. Así en el artí­
culo 46o- A el legislador señala: “En tal caso elJuez podrá aumentar la pena 
hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para el delito cometido, 
no pudiendo exceder de treinta y  cinco años de pena priva tiva  de liber­
ta d ”. Pero, luego, en el artículo 46o- D, cambia la redacción y advierte que 
“En ningún caso la pena concreta puede exceder de treinta y  cinco años 
de pena priva tiva  de libertad”. Finalmente, la fórmula empleada para 
el artículo 46°-E es todavía menos clara.- “En este caso, la pena privativa 
de libertad no puede exceder los treinta y cinco años, salvo que e l delito se 
encuentre reprimido con pena priva tiva  de libertad  indeterm inada, en 
cuyo caso se aplica esta ú ltim a”

Al respecto debemos recordar que la regla general dispone que el efec­
to común a toda circunstancia agravante cualificada es siempre producir 
un nuevo marco de punición aplicando la escala porcentual que fija la 
ley por encima del máximo legal previsto para el delito cometido sea cual 
fuere este. Por tanto, si el delito afectado por el agravante cualificado tiene 
un máximo legal de 35 años de pena privativa de libertad también por 
encima de él se deberá aplicar el efecto citado. Entonces, las referencias 
mencionadas por los artículos 46°- A y 46°- E, a un tope, deben enten­
derse como conectadas a esa posibilidad de extensión del nuevo espacio 
de punición que nunca podrá ser superior a 35 años de pena privativa de 
libertad adicionales al máximo del delito cometido.

No obstante, en el caso de lo previsto en el artículo 46°- D lo que po­
demos sostener, en línea de compatibilidad, es que el legislador restringe 
para tales casos, el efecto de la aplicación del tercer paso del esquema que 
hemos reseñado líneas arriba y que debe llevarnos a un resultado punitivo. 
Es este último, entonces, el que queda sujeto al tope y que no debe en 
ningún caso, según la norma citada, exceder de 35 años. Sólo así es posible 
entender que el legislador se refiera expresamente a “la pena concreta'”. 
Por lo demás, todas estas asimetrías punitivas son una consecuencia más 
de la improvisada y populista desproporción que la dosificación de la pena 
asume dentro de una política criminal de giro punitivo.
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FLUJOGRAMA III PARA CASOS DE CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES CUAUFICADAS 
(ARTÍCULOS 46® A, 46“ B, 46a C y 46a D)

Ubicar el mínimo en 
el máximo de la pena 
conminada original 4

Se configurará un nuevo 
máximo en el límite que 
autoriza la ley (una mitad, 
un tercio o dos tercios)

APLICAR LAS REGLAS DEL ARTÍCULO 45e A

El mayor número de agravantes o atenuantes genéricas 
concurrentes, o la presencia de ambas, orientará la pena 
concreta hacia el tercio inferior, intermedio o superior del 
nuevo marco construido

d) Causales de disminución o incremento de punibilidad

Tratándose de causales de disminución de punibilidad el esque­
ma sólo comprende dos operaciones. La primera se concreta al ubicar 
la posibilidad punitiva siempre en un punto inmediato inferior al que 
corresponde al límite mínimo de la penalidad conminada para el delito 
correspondiente. Ello debido a que dicho mínimo legal identifica el límite 
menor de punibilidad que fija la ley para un delito perfectamente reali­
zado (consumado o sin la concurrencia de causales plenas o perfectas de 
exención de responsabilidad como las reguladas por los artículos 20°, 21° 
o 22° del Código Penal) así como para su autor, coautor, autor media­
to o partícipes punitivamente equivalentes ( condición que atribuyen los 
artículos 24° y 25° ab initio del Código Penal al instigador y al cómplice 
primario, respectivamente).

El segundo paso a seguir implica una degradación punitiva, siempre en 
línea descendente, la que tendrá como único límite la proporcionalidad 
que acuerde el Juez luego de una lectura razonable y prudente del suceso
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fáctico; de sus dimensiones antijurídicas (por ejemplo tentativa inacabada 
o acabada u omisión impropia); así como de los niveles de intervención de 
las personas implicadas. Se trata, entonces, de aplicar una escala discrecional 
que el juez recorrerá a su libre pero razonable arbitrio y que debe alcanzar 
una justificación solvente del resultado punitivo como principal garantía de 
representar una pena justa. Cabe señalar que el Proyecto de Nuevo Código 
Penal 2014-2015 señala en su artículo 21°.2 que en caso de “tentativa in­
acabada el juez reduce la pena hasta en un tercio por debajo del mínimo legal 
señalado para el hecho punible cometido”. Ello resulta acertado. Sin embargo, 
el legislador, como lo hemos explicado anteriormente, comete el error técni­
co de confundir la naturaleza y función de la tentativa inacabada al señalar 
que ella “constituye circunstancia atenuante privilegiada”.

En el caso de causales de incremento de punibilidad las reglas operati­
vas son diferentes según el tipo de causal de que se trate: concurso de delitos, 
delito continuado o delito masa (Cfr. Artículos 48°, 49°, 50° y 51°). Las 
cuales, por lo demás, ya las hemos detallado en una publicación precedente 
y a cuyas pautas esenciales remitimos al interesado (Cfr. Víctor Roberto 
Prado Saldarriaga. Determinación Judicial de la Pena y Acuerdos Plenarios. 
IDEMSA. Lima. 2010, p. 160 y ss.).

No obstante, sobre todo por su alta frecuencia, consideramos pertinente 
repasar el esquema operativo que corresponde al concurso real de delitos. 
Al respecto, comencemos por recordar que el texto vigente del artículo 50° 
del Código Penal, que trata del concurso real de delitos, fue introducido 
por la Ley 28730 del 13 de mayo de 2006. Con esta reforma se incorporó 
al principio de acumulación o adición de penas como el criterio rector 
que debería gobernar la decisión judicial de la pena aplicable al autor de un 
concurso real de delitos.

Según el esquema operativo que cabe derivar de la citada disposición 
del Código Penal, el resultado punitivo para estos casos se obtiene del 
modo siguiente:
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En primer lugar, el Juez debe identificar e individualizar una pena básica 
y una concreta parcial para cada delito integrante del concurso. Esto es, ini­
cialmente se marcará el espacio de punición o pena básica que corresponda 
a la penalidad conminada para el hecho punible. Posteriormente, se definirá 
la pena concreta que corresponda a ese delito en función a las circunstancias 
concurrentes en su comisión. En esta primera etapa se obtendrán tantas 
penas concretas parciales como delitos sean parte del concurso real.

La segunda etapa del esquema operativo la realizará la autoridad ju­
dicial sumando todas las penas concretas parciales obtenidas para cada 
delito, el resultado de estas adiciones será la pena concreta total del con­
curso real.

Sin embargo, esta pena total resultante deberá ser sometida, en una 
tercera etapa final, a un examen de validación de la extensión cuantitati­
va alcanzada. Esto es, se debe verificar que ella no exceda de 35 años si es 
pena privativa de libertad, mayormente este tipo de cotejo es requerido en 
situaciones de concurso real homogéneo. Si el resultado punitivo supera ese 
límite el Juez lo reducirá suprimiendo el excedente.

También se tiene que cotejar que la pena concreta total tampoco supe­
re una extensión equivalente al doble de la pena concreta parcial obtenida 
para el delito más grave, particularmente esta opción validatoria será más 
frecuente en los casos de concurso real heterogéneo. En tanto, pues, di­
cho examen muestre que se superó dicho tope, corresponderá aplicar una 
corrección judicial del resultado punitivo ajustándolo al límite temporal 
mencionado.

Por último, debe, igualmente, verificarse que entre las penas concretas 
parciales de los delitos del concurso real no se haya impuesto, cuando 
menos una de cadena perpetua. De ocurrir lo contrario el ajuste judicial 
consistirá en anular todas las penas temporales aplicadas o de cadena per­
petua, a fin de que el condenado sólo cumpla como pena total una de 
cadena perpetua.
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El esquema operativo que hemos descrito ha sido también acogido por 
el Acuerdo Plenario N ° 4-2009/CJ -116 de las Salas Penales de la Corte 
Suprema del cual hemos sido ponente. Por lo demás, sus reglas se vienen 
aplicando sin mayores dificultades por la judicatura nacional, tal como se 
observa en la Ejecutoria Suprema de la Sala Penal Permanente del 27 de 
mayo de 2010, relativa al expediente N ° 3792-2009 procedente de Lima 
Norte. En esta resolución judicial se aprecia una correcta validación de la 
adición de penas correspondiente a un caso de concurso real entre delitos 
contra la libertad sexual de menores de edad (Cfr. Considerando sexto).

Es importante aclarar que las mismas reglas y esquema operativo de­
ben aplicarse para decidir la pena total en aquellos delitos que integrando 
también un concurso real de delitos merezcan penas no privativas de liber­
tad o sean objeto de penas conjuntas. El que tanto en el artículo 50° como 
en el artículo 51° el legislador se haya referido exclusivamente a penas 
privativas de libertad, no afecta que el principio de acumulación o adición 
de penas sea aplicable para tales casos. Ahora bien, en estos supuestos las 
opciones de validación serán aplicables sólo en la medida en que el tipo 
de penas concretas parciales no privativas de libertad y su extensión las 
hagan compatibles. Por ejemplo, esto último es factible en relación con la 
regla que dispone verificar que no se exceda “del doble de la pena del delito 
más grave”. Es más el artículo 62°. 1 del Proyecto de Nuevo Código Penal 
2014-2015, propone una opción normativa de similares efectos para pro­
ducir y validar como pena total del concurso real de delitos cualquier clase 
de penas: “ Cuando concurran varios hechos punibles que deban considerarse 
como otros tantos delitos independientes, se suman las penas que fije el juez 
para cada uno de ellos hasta un máximo del doble de la pena del delito más
grave'
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FLUJOGRAMAIV PARA CASOS OE CAUSALES DE DISMINUCIÓN 
O INCREMENTO DE PUNIBIUDAD

f  Comprende 2 operaciones: J

Primero: ubicar la posibilidad punitiva siempre 
en un punto inmediato inferior al límite 
mínimo de penalidad conminada para el delito 
correspondiente

El segundo paso implica una degradación 
punitiva, siempre en línea descendente, cuyo 
único límite es la proporcionalidad de una lectura 
razonable y prudente del suceso táctico, de sus 
dimensiones antijurídicas, así como de los niveles 
de intervención de las personas implicadas

e) Reglas de reducción por bonificación procesal

Formalmente este resulta ser el más sencillo de los esquemas operati­
vos. En efecto, su único paso consiste en ejecutar una simple operación 
aritmética porcentual de rebaja sobre la pena concreta parcial o resultado 
punitivo obtenido en el procedimiento previo de determinación judicial 
de la pena. Ahora bien, el porcentaje posible de reducción cuantitativa de 
la pena lo fija expresamente como un premio o bonificación la propia ley.

Por ejemplo, si el resultado punitivo o pena concreta parcial ya in­
dividualizada para el condenado por un delito de estafa (Artículo 196° 
del Código Penal), fue de seis años de pena privativa de libertad, pero el 
procesado se acogió al procedimiento especial de terminación anticipada 
del proceso, se le deberá aplicar conforme lo autoriza el artículo 471° del 
Código Procesal Penal, una reducción de dicha pena, por bonificación 
procesal, equivalente a “una sexta parte” (un año de pena privativa de li­
bertad). En consecuencia, pues, la pena concreta definitiva que se fijará en 
la sentencia y que deberá cumplir el condenado será de cinco años de pena 
privativa de libertad.

272



Capítulo III: Nuevo marco legal de la determinación judicial de la pena y de las consecuencias accesorias

FLUJOGRAMA V PARA CASOS DE REGLAS DE REDUCCIÓN 
POR BONIFICACIÓN PROCESAL

Se aplica luego de haber obtenido la pena concreta 
parcial o resultado punitivo obtenido del proceso previo de 
determinación judicial de la pena

El porcentaje de reducción cuantitativa a aplicar es el que 
fija la ley para cada caso (un tercio, un sexto, un séptimo,

f) Determinación judicial de penas conjuntas

Este esquema se aplica sólo cuando los delitos cometidos tienen una 
penalidad compuesta por dos o más penas principales. En estos casos, la 
pena concreta debe estar integrada también por todas esas diferentes clases 
de penas principales.

Al respecto el esquema operativo demanda que el Juez determine prime­
ro la extensión de la pena privativa de libertad aplicando para ello las reglas 
que correspondan según el tipo de circunstancias concurrentes en el caso.

A continuación, en un segundo momento, el órgano jurisdiccional 
debe proceder a decidir la cuantificación del resultado punitivo corres­
pondiente a las otras penas conjuntas no privativas de libertad. Para ello 
tomará en cuenta los mismos efectos punitivos de las circunstancias con­
currentes, pero adaptando sus estándares y resultados de punición a una 
escala porcentual equiparable o correspondiente, en lo posible, con la pena 
privativa de libertad identificada y definida anteriormente.

Un ejemplo frecuente de la aplicación judicial del esquema que esta­
mos explicando lo brindan los casos penales por delitos de tráfico ilícito de 
drogas (Artículo 296°, primer párrafo) cometidos con la concurrencia de 
circunstancias agravantes específicas (Artículo 297°). El Código Penal para 
estos supuestos delictivos regula una penalidad conjunta compuesta por tres
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clases de penas: pena privativa de libertad no menor de quince ni mayor 
de veinticinco años; multa no menor de ciento ochenta ni mayor de 
trescientos sesenta y cinco días-multa; e inhabilitación no menor de seis 
meses ni mayor de diez años (según el nuevo máximo genérico introduci­
do para esta clase de pena en el artículo 38° por la Ley 30076).

Conforme al espacio plural de punición descrito en el ejemplo citado 
el esquema a seguir para la determinación de la pena sería el siguiente: 
Primero el juez determinará la extensión de la pena concreta privativa de 
libertad, entre el mínimo y máximo que conforman el espacio de punición 
que corresponde a dicha clase de pena y atendiendo, para ello, al número 
de circunstancias agravantes específicas concurrentes.

Luego, como segundo paso, el Juez procederá a identificar una exten­
sión equivalente para las otras dos penas conjuntas, de multa e inhabili­
tación, pero respetando los límites de sus respectivos espacios punitivos. 
Para ayudarse a alcanzar este último efecto, el órgano jurisdiccional podrá 
aplicar la operación aritmética conocida como regla de tres simple.

Cabe destacar, que en una Ejecutoria Suprema de la Sala Penal Transitoria, 
del 8 de setiembre de 2014, recaída en el Recurso de Nulidad N° 3864-2013, 
procedente de Junín, se ha validado y dado eficacia vinculante al esquema 
operativo que hemos reseñado ( Cff. Considerandos sexto a noveno).

f FLUJOGRAMA VI PARA CASOS DE DETERMINACIÓN JUDICIAL 1 
DE PENAS CONJUNTASV .........-_______ -.........................................-...................

________Este esquema se aplica solo cuando los delitos cometido tienen una penalidadf  compuesta por dos o más penas principales (pena privativa de libertad,
inhabilitación, multa)

-----------► Primero: se determina la extensión de la pena concreta privativa de libertad,
entre el mínimo y máximo de penalidad conminada

Luego, se identifica una extensión equivalente para las demás penas conjuntas 
^  en sus respectivos espacios punitivos

\ ______^  Para obtener dicho efecto se podría aplicar la operación aritmética de regla de
tres simple

V_________________________________________________________________)
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g) Determinación judicial de la pena en caso de tipos penales derivados 
calificados o privilegiados

La característica que singulariza a estas estructuras típicas es su com­
posición integrada. Esto es, ellas se construyen reproduciendo la conducta 
típica o matriz del tipo básico del cual derivan y fusionándola con un ele­
mento tipo accidental que es una forma de circunstancia especial que se 
incorpora a la tipificación del delito.

Prototipo de esta clase de tipos penales derivados en el Código Penal 
peruano son los delitos de homicidio calificado de un funcionario público 
(Artículo 108-A) y de infanticidio (Artículo 110°). En el primer caso se 
trata de un tipo penal derivado calificado o agravado. Y, en el segundo 
caso, se alude a un tipo penal privilegiado o atenuado.

Es de destacar que en ambos casos a la conducta matriz y común de 
matar a otro, se añaden las circunstancias de la condición funcionarial de 
los sujetos pasivos como factor agravante de calificación de la punibilidad 
o el estado puerperal por el que atraviesa la madre como factor atenuante 
que privilegia la punibilidad.

Ahora bien, para estos dos supuestos el esquema operativo de la de­
terminación judicial de la pena que se debe utilizar es semejante al que 
se aplica para el caso de delitos que no tienen catálogos de circunstancias 
específicas como el tipo básico del homicidio u homicidio simple previsto 
en el artículo 106° del Código Penal. Esto es, se comienza visualizando la 
penalidad conminada para el tipo derivado y en base a ella se identifica el 
espacio de punición o pena básica.

Según nuestros ejemplos estos los espacios de punición quedaran con­
figurados entre un mínimo de 20 y un máximo de 35 años de pena pri­
vativa de libertad para el tipo penal derivado calificado o agravado del 
homicidio de un funcionario público; y, desde un mínimo de uno hasta 
un máximo de cuatro años de pena privativa de libertad, para el tipo pe­
nal derivado atenuado o privilegiado del infanticidio (a este último delito
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le corresponderá también una pena básica alternativa no menor de 52 ni 
mayor de 104 jornadas de prestación de servicios a la comunidad).

Luego, en la segunda fase del esquema operativo al cual nos referimos, 
se procederá a definir la pena concreta que corresponda utilizando el mis­
mo procedimiento que para ello establece el segundo párrafo del artículo 
45o- A del Código Penal; es decir, ubicando la extensión del resultado 
punitivo en atención a la presencia mayor o menor de las mismas circuns­
tancias atenuantes o agravantes genéricas que se registran en el artículo 
46° del citado texto legal.

FLUJOG R A M A  Vil PARA CA S O S  DE TIPOS PENALES 
DERIVADOS CALIFICADOS O  PRIVILEGIADOS

^Este esquema comprende 2 fases:

Primero se identifica la penalidad 
conminada para el tipo derivado y 
en base a ella se marca el espacio 
de punición o pena básica

Luego, se individualiza la pena 
concreta que corresponda 
utilizando el mismo procedimiento 
que para ello establece el segundo 
párrafo del artículo 45-a, del 
código penal

6. TENTATIVA, AGRAVANTES ESPECÍFICAS Y REINCIDENCIA

Como lo habíamos adelantado, el nuevo marco normativo de determi­
nación de la pena presenta algunos vacíos normativos, los cuales, a su vez, 
han provocado problemas prácticos relevantes para la judicatura penal.

La etiología común de estos conflictos legales y operativos parece res­
ponder a la forma tradicional como se mantienen reglados en nuestra le­
gislación penal sustantiva, los efectos de disminución de punibilidad que 
corresponden a la tentativa.
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Seguidamente abordaremos dos de estos problemas prácticos. Tam­
bién esbozaremos una propuesta de superación de los mismos que esti­
mamos razonable y equitativa. No obstante, nos ratificamos en exigir que 
toda solución definitiva requiere la necesaria intervención del legislador.

El primer problema está relacionado con la penalidad que corresponde 
a los casos de tentativa que concurren con circunstancias agravantes es­
pecíficas. Y el segundo problema gira también en torno a las opciones de 
punición que caben en supuestos de imperfecta realización de un delito 
pero donde el agente queda vinculado a los presupuestos y  efectos de 
una circunstancia agravante cualificada por reincidencia (Cfr. Artículo 
46o- B).

6.1. Tentativa y Circunstancias Agravantes Específicas

El primero, de los dos problemas enunciados, surge cuando la con­
ducta antijurídica que ejecuta el agente se materializa como tentativa de 
un delito para el cual la ley tiene reguladas circunstancias agravantes espe­
cíficas. Esta situación se produce con frecuencia en el ámbito de procesos 
penales por ilícitos patrimoniales. Por ejemplo, cuando en la realización 
de una tentativa de delito de robo intervino una pluralidad de agentes o 
esta se ejecutó a mano armada pero sin lograr el apoderamiento de ningún 
bien mueble total o parcialmente ajeno.

El pragmatismo judicial suele aplicar en estos casos una pena concreta 
que tiene una extensión por debajo del mínimo legal de 12 años de priva­
ción de libertad que establece como pena conminada el primer párrafo del 
artículo 189° del Código Penal, para el catálogo de circunstancias agravan­
tes específicas de primer grado o nivel que allí se integran.

Sin embargo, surgen algunas dudas acerca de si dicha opción punitiva 
es la técnicamente legal y justa. Sobre todo al constatar que siempre la 
pena impuesta de esta manera resultará ser superior al máximo legal de 8 
años, que el legislador ha considerado en el artículo 188° para un delito
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de robo consumado (no menor de tres ni mayor de ocho años de pena 
privativa de libertad).

Las dudas se incrementan al verificar también que en el enunciado 
inicial del citado artículo 189°, la norma parece exigir que todas sus cir­
cunstancias agravantes específicas y las escalas penales asignadas para ellas 
según su grado o nivel, demandan su configuración junto a un delito de 
robo plenamente realizado { “si el robo es cometido’). Lamentablemente, 
no hay, de momento, en nuestra legislación penal vigente, una disposición 
normativa que dé una solución expresa a la problemática descrita. Tam­
poco hay pronunciamientos jurisprudenciales de eficacia vinculante que 
fijen criterios sobre esta controvertida materia para superar la desarmonía 
punitiva que genera.

Sin embargo, en torno a la situación problemática descrita cabe des­
tacar que todo intento de resolverla debe partir de la regla de dogmática 
penal que enuncia que no pueden existir u operar circunstancias sin un 
delito previo y  petfecto. Al respecto, es pertinente recordar lo sosteni­
do por Antolisei: ”Circunstancia del delito (de circum stat) es, en general, 
aquello que está en tomo al delito. Implicando por su misma índole la  idea 
de accesoriedad, presupone necesariamente lo principal, que está constituido 
por un delito perfecto en su estructura. Por ello se distingue la circunstancia 
de los elementos esenciales, que son indispensables para la existencia del delito. 
Mientras la falta de un elemento esencial hace que un hecho no pueda consi­
derarse delito, la ausencia de una circunstancia no influye sobre la existencia 
del delito o de un determinado delito. La circunstancia puede existir o no, sin 
que el delito desaparezca en su forma normal, teniendo por ello carácter even­
tual” (Francesco Antolisei. Manual de Derecho Penal. Parte General. 
Ob. Cit., p. 319).

Otro autor italiano, Ranieri, postula una caracterización similar de 
las circunstancias y su relación con un delito perfectamente realizado: “El 
delito que presenta una o varias circunstancias se denomina delito circuns­
tanciado, y se distingue del delito simple por cuanto contiene uno o varios 
elementos accidentales que se agregan a  la  estructura de este, de suyo ya
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perfecta. Asi, pues, las circunstancias constituyen siem pre algo que está 
p o r demás con respecto a los elementos del delito simple, y, por lo mismo, 
no existen circunstancias que sustituyan los elementos constitutivos del delito, 
porque, sea que los sustituyan como equivalentes, sea que hagan cam biar el 
modelo criminoso, se trata siempre de elementos constitutivos del delito, de 
cuya estructura entran a  form ar parte, y  no de circunstancias.

Puesto que p ara  que exista una circunstancia es suficiente que se dé una 
modificación de la en tidad del delito ya  perfecto en su estructura y,
consiguientemente, una modificación de la cantidad o de la calidad de la pena 
establecida para el delito simple, siempre que se conserven tales características, 
es indiferente tanto en el momento de manifestación de ¡a  circunstancia, como 
su modo de actuar“(C ít. Silvio Ranieri. Manual de Derecho Penal. Tomo
II. Parte General. Editorial Temis. Bogotá. 1975, p.3).

Es de tener en cuenta también que por las características que tiene la 
regulación y eficacia punitiva de la tentativa en su Código Penal (Cfr. Ar­
tículo 62°), la doctrina española más representativa sobre esta temática no 
se ha planteado el conflicto que estamos analizando (Cfr. José L. González 
Cussac. Teoría General de las Circunstancias Modificativas de la Respon­
sabilidad Criminal. Universidad de Valencia. Valencia, 1988, p.219 y ss.; 
José L. Gonzáles Cussac y otros. Esquemas de Derecho Penal. Parte Gene­
ral. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2010, p. 159 y ss.; José Luis Diez Ripollés. 
Derecho Penal Español. Parte General en Esquemas. 3a Edición. Tirant Lo 
Blanch. Valencia. 2011, p.708 y ss.)

Por tales razones, en primera línea cabría sostener que la tentativa de 
un delito de robo, según nuestra legislación vigente anularía la presencia 
y efectividad de cualquier circunstancia específica; e, incluso, de ser el 
caso de las circunstancias genéricas concurrentes. La explicación teórica 
de esta ineficacia de las circunstancias en la tentativa sería que al ser esta 
última una causal de disminución de punibilidad por falta de un elemen­
to constitutivo del delito: su consumación o realización plena, no se­
rían compatibles o intercambiables sus esquemas operativos y sus efectos
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punitivos con la que corresponden a las circunstancias y que requieren, 
necesariamente, delitos consumados o de estructura perfecta. Esta lectura 
hermenéutica resulta, por lo demás, coherente con el hecho de que la 
penalidad conminada que contempla el artículo 189° del Código Penal 
destaque siempre que su eficacia opera sólo “si e l robo es com etido” (en­
tiéndase delito consumado).

Por consiguiente, pues, aplicando los razonamientos expuestos, la 
pena que correspondería imponer al ejemplo que estamos utilizado ten­
dría que fijarse siempre en base a las reglas y esquema operativo que para la 
tentativa se regulan el artículo 16° del Código Penal, esto es, “disminuyen­
do prudencialmente la pena” por debajo del mínimo legal del delito que se 
intentó consumar y que en el caso del robo es de tres años. Y este proceder 
tendría que observarse en todos los casos concurran o no circunstancias 
agravantes específicas. Esta alternativa dogmática, si bien resulta formal­
mente coherente, no satisface, a plenitud, por el resultado punitivo posi­
ble que aporta (una pena siempre inferior a tres años), la equidad punitiva 
material que demanda la gravedad objetiva del caso y la expectativa social 
en una sanción adecuada del mismo.

Ahora bien, un correctivo pertinente para dicha desproporción pu­
nitiva puede derivarse de la solución que, con carácter de excepción y en 
base al marco legal específico del derecho penal italiano, propuso históri­
camente Antolisei para situaciones semejantes. Según el atinado jurista, 
cabría en estos supuestos extraordinarios aceptar la existencia de una espe­
cie de tentativa con agravantes. Sin embargo, su configuración y efectos 
de punibilidad propios estarían condicionados a la condición acabada o 
inacabada de esta: “S i se considera que una circunstancia debe hallarse pre­
sente en el momento en que el reo actúa y  poderse referir a  su conducta p ara 
que pueda serle imputada, la solución del problem a no presenta dificul­
tades. Puede, por tanto, afirmarse que todas las circunstancias perjudican o 
favorecen a l autor de la tentativa, excluidas aquellas que consisten en una ac­
tividad que tampoco en parte  ha sido puesta en ejecución y  las que p o r
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su naturaleza presuponen necesariamente la acaecida consumación 
del delito. En consecuencia, en el caso frecuente de que un hurto haya sido 
interrumpido por la presencia de los agentes de la fuerza pública, mientras el 
autor estaba fracturando la puerta del edificio, responderá este de tentativa de 
hurto agravado conforme a l número 2 o del artículo 625  del Código Penal. 
Por el contrario, no se aplicará la agravante del número 1 del mismo artículo 
si la interrupción de la operación delictiva ha sucedido antes de que el ladrón 
se haya introducido en la habitación ajena” (Francesco Antolisei. Manual 
de Derecho Penal. Parte General. Ob. Cit., p. 366).

En términos similares se pronunció también Ranieri destacando lo 
siguiente: “Puede tenerse tentativa tanto en un delito sim ple como de 
un delito circunstanciado. En este último caso surge el problem a de la re­
lación entre la tentativa y  las circunstancias del delito. Pero su solución no da 
lugar a  dificultades, si se tiene presente que para que la circunstancia pueda 
ser puesta a  cargo del agente, requiere que sea posible atribuirla a  su conducta, 
o por haberla realizado total o parcialmente, con el desarrollo de ella, o por 
estar presente en el momento en que aquel sujeto obra” (Cfr. Silvio Ranieri. 
Manual de Derecho Penal. Ob. Cit, p.65 y  ss.). Esto es, para este recor­
dado Profesor italiano las denominadas circunstancias antecedentes y  
concomitantes sí están en condiciones legales y  materiales de proyectar su 
eficacia punitiva también sobre la tentativa de un delito circunstanciado 
o que tiene un catálogo propio de circunstancias específicas agrupadas en 
función de su también propia penalidad conminada. Esta última alterna­
tiva nos parece muy razonable y con sólidas posibilidades de trasladarse al 
ámbito penal peruano, pero sólo en la medida que se respeten e integren, 
en lo posible, los efectos punitivos así como los esquemas operativos que 
corresponden tanto a una causal de disminución de punibilidad como a 
la tentativa con los afines a una circunstancia agravante específica. Por 
consiguiente el problema planteado se reduciría ahora a hacer posible la 
operatividad descrita y que en un principio resultaba para el sistema jurí­
dico nacional incompatible a la vez que contradictoria.

En tal contexto, pues, salvando las notables diferencias que existen en­
tre los márgenes de punibilidad de los delitos patrimoniales en el derecho
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nacional y en la legislación italiana (Cfr. Estándar de penas privativas de 
libertad reguladas para el delito de hurto y sus circunstancias agravantes 
específicas en los artículos 624° y 625° del Código Penal italiano), es­
pecialmente por el efecto desmedido de la continua sobreciminalización 
aplicada a las agravantes del delito de robo en nuestro país, se podría plan­
tear de legeferenda que se construya normativamente una opción similar 
a la sugerida por RANIERI, pero sólo para comprender a los supuestos 
de tentativa acabada como la otrora denominada frustración. Es decir, 
que se aplique a estas formas de tentativa una penalidad equiparable a la 
prevista para el delito consumado.

Una reforma legal de tales características haría posible un resultado 
punitivo más equitativo y coherente ante la presencia concurrente de cir­
cunstancias agravantes específicas en los casos de tentativa. Pero, además, 
daría al Juez una opción formal y material para poder compensar los dis­
tintos efectos punitivos derivados de ambas.

Cabe recordar que en el pasado, el Código Penal de 1924, reguló tam­
bién una fórmula normativa de efectos similares en el párrafo segundo 
del artículo 97°: “En los casos en que la ley prescriba otras penas (no la de 
internamiento) p ara el delito consumado, el ju e z  podrá a su ju icio  apli­
carlas en la misma medida para reprim ir la tentativa o podrá reducirlas 
de un tercio a  la m itad, según la m odalidad del hecho y  las condiciones 
del culpable cuando éste hubiera puesto de su parte todo lo necesario 
para  la consumación, no realizada por circunstancias accidentales”. Y, 
actualmente, en nuestra legislación penal accesoria o complementaria se 
contemplan también disposiciones análogas. Por ejemplo, en su artículo 
9o, la Ley 28008, sobre delitos aduaneros, se refiere a ello de modo amplio 
y expreso en los siguientes términos: “ Será reprimida la tentativa con la 
pena mínim a legal que corresponde a l delito consumado”.

Por su parte, el Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015 también 
contiene una regla parecida, aunque de efectos más restringidos, que au­
toriza la aplicación de “la pena para el delito consumado cuando se trate  
de tentativa de los casos previstos en el numeral 14  del artículo 5 6 ”. Esta 
última norma trata de situaciones excepcionales -no reguladas en la legis­



Capítulo III: Nuevo marco legal de la determinación judicial de la pena y de las consecuencias accesorias

lación vigente- donde “el delito produzca la muerte de la víctima, un grave 
daño a  la salud o a l medio ambiente, y  este se verificara a largo p la zo ”

Ahora bien, de lege lata también se pueden desarrollar algunas pro­
puestas. Por ejemplo, la consistente en integrar los efectos punitivos de 
la tentativa de robo y de las circunstancias agravantes del artículo 189°, 
pero sin afectar su distinta naturaleza y autonomía funcional. El esquema 
operativo propuesto para ello sería el siguiente:

1. Primero el Juez debe decidir prudencialmente la pena que correspon­
de a la tentativa, cuyo resultado tendría la condición de pena concreta 
parcial.

2. Luego el órgano jurisdiccional deberá adicionar a dicha pena concreta 
parcial, el valor punitivo que corresponda, según su respectiva escala 
o nivel, por cada agravante específica concurrente y solo cuando estas 
tengan la calidad de antecedentes o concomitantes.

3. El resultado de la adición producida dará la pena concreta del caso.

Sin embargo, una solución como la que estamos planteando, no evi­
ta del todo la notoria desigualdad entre las escalas punitivas que nuestra 
legislación vigente establece para el robo simple y el robo con agravantes. 
Esto último se hace más evidente al comparar el extremo mínimo de la 
pena conminada para el primero que se mantiene estabilizado en tres años 
(Cfr. Artículo 188°). La misma situación se detecta con la pena mínima 
conminada para el delito de hurto que es de un año (Cfr. Artículo 185°). 
La escasa extensión de estas penas mínimas debilita todo efecto preven­
tivo general y hacen poco menos que inocua la penalidad potencial de la 
tentativa para tales casos. Por consiguiente, pues, cabe demandar también 
que en el futuro el mínimo legal de ambos delitos sea más equilibrado y 
compatible con el grave efecto psicosocial que produce la comisión rei­
terada de tales ilícitos. Al respecto, es de mencionar que el Proyecto de 
Nuevo Código Penal 2014-2013 no ha propuesto un incremento de los 
mismos (Cfr. Artículos 285° y 289°). De legeferenda, entonces, en el corto 
plazo se podrían modificar las penas conminadas del hurto y del robo del
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modo siguiente: para ei primero de los delitos señalados la pena legal sería 
no menor de tres ni mayor de cinco años; mientras que, para el segundo 
de tales ilícitos, la penalidad aumentaría con un mínimo legal de seis y un 
máximo legal de nueve años.

6.2. Tentativa y Reincidencia

El segundo problem a que toca abordar está referido al supuesto don­
de el agente de una tentativa de delito tiene, a su vez, la condición de re­
incidente. Esto es, cuando aquel intentó cometer un nuevo delito doloso 
cuya consumación no pudo lograr, pero luego de haber cumplido en todo 
o en parte una pena privativa de libertad efectiva.

En esta ocasión concurre en el ejemplo citado una causal de disminución 
de punibilidad por tentativa con una circunstancia agravante cualificada por 
reincidencia. Ambas también con diferentes efectos sobre la punibilidad del 
agente (Cfr. Artículos 16° y 46° B del Código Penal).

Efectivamente, mientras que en torno a la penalidad aplicable la ten­
tativa demanda considerar una disminución prudencial por debajo del 
límite inferior de la pena conminada para el delito intentado, la presen­
cia paralela de la reincidencia exige, a su vez, que se construya un nuevo 
marco penal equivalente a una mitad por encima del máximo de la pena 
conminada para ese mismo hecho punible que no se llegó a consumar.

Nuevamente nuestra legislación vigente nos muestra sus limitaciones 
normativas para dar una solución legal a esta clase de conflictos. Y tampoco 
la doctrina y jurisprudencia nacionales aportan alternativas sobre esta mate­
ria. Por lo demás, en el derecho extranjero, sobre todo en aquellos sistemas 
jurídicos con mejores afinamientos legales en este dominio como el colom­
biano, el español o el italiano, se ha regulado expresamente al respecto. En 
consecuencia, pues, nos corresponde también aquí sugerir una alternativa 
dogmática solvente y de eficacia práctica, que ayude al órgano jurisdiccional 
a poder decidir e imponer una pena justa en los supuestos problemáticos 
que hemos descrito.
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A este nivel conviene precisar, desde un inicio, que si observamos la 
naturaleza de la circunstancia agravante cualificada por reincidencia en 
nuestra legislación, es evidente, según los casos, su condición antecedente 
o concomitante. Por consiguiente, ella puede estar presente al iniciarse 
la comisión del hecho punible así como al producirse su frustración, lo 
que permite validar, también excepcionalmente, la comunicabilidad de 
sus efectos punitivos a los casos de tentativa e integrarlos con los que de­
rivan de esta última. El esquema operativo que sugerimos para ello es el 
siguiente:

Como primer paso el Juez deberá fijar prudencialmente la pena que 
estima correspondiente a la tentativa por debajo del mínimo legal de la 
pena conminada para el delito que se intentó cometer, conforme a lo pre­
visto en el párrafo segundo del artículo 16°. Esta pena asumirá en adelante 
la condición de mínimo o límite inicial del nuevo espacio de punición o 
pena básica para decidir la pena concreta del caso.

A continuación se deberá construir el límite final o máximo para ce­
rrar el nuevo espacio de punición. Dicho límite será el equivalente a una 
mitad del límite inicial identificado en el paso anterior y se extenderá en 
línea ascendente por encima de él, tal como lo autoriza el efecto de puni- 
bilidad que según el párrafo segundo del artículo 46°-B, corresponde al 
agravante por reincidencia.

Finalmente, el tercer paso comprende la búsqueda de la pena concreta 
del caso al interior del nuevo espacio de punibilidad. Para ello el Juez to­
mará en cuenta las agravantes o atenuantes genéricas concurrentes - según 
los catálogos del artículo 46o- y se desplazará dentro de dicho espacio con­
forme a las reglas previstas en el inciso 2 del artículo 45o- A.

7. DETERMINACIÓN JUDICIAL DE CONSECUENCIAS ACCESORIAS

Corresponde concluir este capítulo con un breve excursus sobre las 
reglas de determinación de las consecuencias accesorias que ha incorpora­
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do la Ley 30077 a través de la inclusión del artículo 105°-A en el Códi­
go Penal. Pero, también, con un análisis preliminar sobre los contenidos 
afines a esta materia que contiene la “Ley que Regula la Responsabilidad 
Administrativa de las Personas Jurídicas por el Delito de Cohecho Activo 
Transnacional” que aprobó el Congreso de la República el 17 de marzo 
de 2016.

7.1. Sobre el Estado de la Cuestión

Comenzaremos destacando la actual prevalencia del societas delinquere 
potest en la política criminal contemporánea. Ejemplos claros de la in­
fluencia de esta tendencia y de los cambios legislativos que ella impone en 
los sistemas jurídicos nacionales, los podemos visualizar en las opciones 
punitivas de la persona jurídica que se han aplicado recientemente en el 
derecho penal español, el derecho penal chileno, o el derecho penal co­
lombiano. Pero, también, en las políticas y estándares que como requisitos 
de acceso o de evaluación periódica establecen importantes organismos 
internacionales como la OCDE (Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo) o el GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional). El 
primero de estos organismos en el marco de 22a reunión del Grupo de Tra­
bajo sobre Anticorrupción y Transparencia de la APEC, realizada en Lima 
entre el 22 y 23 de febrero de 2016, reitero su exigencia de configurar una 
responsabilidad penal corporativa como condición esencial para ingresar 
a ser parte activa de él.

Cabe explicar al respecto, que esta repentina y globalizada preocupa­
ción por formalizar la responsabilidad penal directa y propia de la persona 
jurídica delincuente, tiene también conexión con otros intereses de natu­
raleza extrapenal. Nos referimos a aquellos que sustentan los programas 
o convenios internacionales de integración económica y de armonización 
legislativa supranacional en materias ligadas a la interdicción de diver­
sas modalidades de criminalidad organizada como la ciberdelincuencia, 
el tráfico de armas de destrucción masiva, el lavado de activos, la trata de
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personas, la inmigración ilegal, la corrupción de 
del terrorismo.

sistema o la financiación

Pese a todo ese estado de cosas, su reflejo en la política criminal y en 
la legislación penal de nuestro país se muestra aún incipiente, voluble e 
ineficaz. Por tanto, pese al cuarto de siglo de vigencia que ya ha transitado 
el Código Penal de 1991, la posibilidad de criminalización y sanción penal 
de las personas jurídicas, permanece estancado en el escenario híbrido, 
confuso y socialmente desconocido de las consecuencias accesorias.

Respecto a las consecuencias accesorias hemos sostenido sin ambigüe­
dades, desde nuestras primeras publicaciones sobre la materia, que ellas 
son sanciones penales especiales. Asimismo, que ellas fueron configuradas 
en un contexto histórico y político criminal muy diferente al actual, pero 
con la evidente intención de servir como herramienta de control penal 
sobre las personas jurídicas que resultaran involucradas desde su actividad 
funcional, administración u organización con la ejecución, el favoreci- 
miento o el ocultamiento de un hecho punible.

Paralelamente también hemos destacado que ellas no son equivalen­
tes a penas accesorias en el sentido de estar conectadas al complemento 
punitivo de una pena principal. A nuestro modo de ver la condición acce­
soria de aquellas fue, en realidad, un efecto condicionado por el modelo 
de imputación de responsabilidad penal -predominantemente indirecta y 
vicaria- que adoptó el legislador peruano al reproducir fuentes españolas. 
Esta característica de origen, ha sido también su principal factor de fraca­
so, al establecer que, en todo caso, la oportunidad y autorización legal para 
la aplicación concreta de consecuencias accesorias a una persona jurídica, 
dependerá, siempre, de que se haya también identificado y condenado 
penalmente a una persona natural como autora del delito y que esta tenga 
la condición de órgano de gestión u órgano operativo de aquella.

Por lo demás, pese al tiempo transcurrido desde la promulgación del 
Código Penal, la doctrina nacional ha aportado muy poco al esclareci­
miento dogmático sobre los criterios, presupuestos o esquemas operativos
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que deben orientar la aplicación judicial de las consecuencias accesorias. 
Tampoco se han promovido alternativas solventes para mejorar la redac­
ción del artículo 105° y hacerla más compatible con las actuales tenden­
cias que prevalecen en el derecho comparado sobre la materia. Tal vez ello 
puede ayudar a entender el escaso y deficiente uso que la judicatura na­
cional ha hecho de las consecuencias accesorias en casos concretos, como 
lo ha destacada con atinadas críticas Reyna Alfaro. (Cfr. Introducción a 
la Teoría del Delito y a las consecuencias Jurídicas del delito. Ob. Cit., p. 
429 y ss.)

Poco interesó, pues, a los especialistas nacionales, promover iniciativas 
legales para complementar el principal vacío de nuestro imperfecto pero 
vigente sistema de consecuencias accesorias, cuál era el carecer de reglas 
de determinación judicial de esta clase de sanciones penales. Las cuales, 
por lo demás, se hacían más necesarias ante el asomo creciente de personas 
jurídicas de cultura criminal en el quehacer operativo de la criminalidad 
organizada no convencional, de la corrupción de sistema o en el encubri­
miento de las ganancias ilícitas obtenidas por modalidades de criminali­
dad violenta como el robo o la extorsión.

En el contexto descrito, que pone de relieve lo improductivo y trillado 
del debate teórico suscitado en torno a la capacidad de las consecuen­
cias accesorias para la prevención y control de la delincuencia asociada a 
entes colectivos, resulta pertinente reproducir las sensatas observaciones 
y propuestas de Zuñiga Rodríguez: “M ás que pretender definir lo que 
son encuadrándolas dentro de una categoría conocida, por lo demás esfuerzo 
que parece mostrarse infructuoso, considero importante establecer qué función 
cumplen dentro del sistema de sanciones en que fueron diseñadas, detectando 
las bondades y  dificultades que presentan p ara lograr los objetivos propuestos. 
En definitiva, más que aplicar un método deductivo de análisis buscando 
deducir características generales en las consecuencias accesorias que perm i­
tan conceptuarlas dentro de una categoría dogmática, propongo un método 
inductivo de análisis de las mismas, desentrañando de la realidad práctica 
sus principales problemas de aplicación’ (Cfr. Laura Zúfiiga Rodríguez. Las
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Consecuencias accesorias aplicables a las Personas Jurídicas del Art. 105 
CP: Principales Problemas de Aplicación, en Anuario de Derecho Penal 
2003. Aspectos Fundamentales de la Parte General del Código Penal Pe­
ruano, p. 478-479).

Pero, además, también corresponde marcar, para fines estratégicos o 
tácticos, que los desarrollos dogmáticos y legislativos sobre la construcción 
de modelos de imputación de responsabilidad penal propia y directa de 
la persona jurídica, vienen alcanzando en el tercer milenio importantes 
consensos que hay que tomar en cuenta a la hora de promover los cambios 
normativos idóneos que sobre dicha materia requiere nuestro país. Por 
ejemplo, el asimilar que en la actualidad la justificación de toda decisión o 
acción punitiva sobre la persona jurídica tiene que validarse, cuando me­
nos, en uno de los cuatro siguientes factores de atribución: a) la actuación 
delictiva en su nombre o en su beneficio por parte de sus representantes 
de hecho, de derecho o de sus vinculados contractualmente; b) la falta de 
un sistema de control eficiente de la persona jurídica y de sus órganos de 
gestión sobre la actividad funcional de sus operadores; c) la deficiente ad­
ministración de los riesgos de contaminación criminal; d) la cultura y fun­
ción criminales como razón de origen o existencia de la persona jurídica. 
Pero, también, que en el presente el espacio de criminalidad de la persona 
jurídica ha trascendido del convencional de la delincuencia económica- 
empresarial, para extenderse y mezclarse dentro del ámbito complejo de la 
criminalidad organizada.

Sin embargo, la principal frustración de todo este proceso y de las 
ofertas de reforma que se han planteado y sucedido dentro de él, ha sido, 
justamente, el mantener aún vigente la misma redacción del artículo 105° 
del Código Penal alusiva a las consecuencias accesorias. De esta manera, 
el legislador nacional ha ido rechazando o postergando, secuencialmente, 
toda modificación orientada a atribuir, formalmente, una responsabilidad 
penal propia y directa de las personas jurídicas. Así, primero la Ley 30076 
dejó de lado una sensata propuesta contenida en el Proyecto del Poder 
Judicial de 2012 que postulaba reemplazar el texto del artículo 105° por el
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siguiente tenor: “Las personas jurídicas serán penalm ente responsables de 
los delitos cometidos en su nombre o por cuenta de las mismas, y  en su prove­
cho, por sus representantes legales y  sus administradores de hecho o de derecho.

Las personas jurídicas serán también penalmente responsables de los delitos 
cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y  por cuenta y  en provecho de las 
mismas, por quienes estando sometidos a  la autoridad de sus gestores y  órganos, 
han podido realizar los hechos por no haberse ejercido sobre ellos el debido con­
trol atendidas las concretas situaciones del caso’).

Posteriormente el Congreso de la República ha ido desechando suce­
sivas iniciativas legales del Poder Ejecutivo, de la Comisión de Alto Nivel 
Anticorrupción y de sus propios Representantes y Comisiones de Trabajo. 
Si bien todas estas propuestas adolecían de notables defectos y limitaciones, 
como lo advierte Reyna Alfaro, no cabe duda de que el haber aprobado 
cualquiera de ellas hubiera servido de base y hoja de ruta hacia una alternati­
va perfectible (Cfr. Luis Miguel Reyna Alfaro. ¿Responsabilidad Penal de las 
Personas Jurídicas? Observaciones en torno a las propuestas legislativas de 
incorporación de la responsabilidad penal de la propia persona jurídica en 
el Perú. Gaceta Penal &  Procesal Penal. N° 76. Octubre 2015,p. 103 y ss.).

Es de esperar, por tanto, que cuando menos a partir de la plataforma que 
en este dominio ha construido el Proyecto de Código Penal de 2014-2015 
(Cfr. Artículos 130° a 14 Io), el cual, entre cosas, propone en su articula­
do una modalidad de pena de multa, reglas de determinación de la pena 
e incluso un modelo de cumplimiento de efectos exculpatorios {criminal 
compliancé), pueda, en el futuro inmediato configurar un marco penal ade­
cuado para prevenir, controlar y reprimir a la persona jurídica involucrada 
en delitos. Claro está, eliminando las consecuencias accesorias que incom­
prensiblemente el citado documento prelegislativo conserva en sus artículos 
142° a 144°. (Cfr. Carmen Ruiz Baltazar - Walter Palomino Ramírez. In­
corporación de la Responsabilidad Autónoma de las Personas Jurídicas en 
el Dictamen sobre el Nuevo Código Penal: ¿Ahora si necesito un criminal 
compliancé. Themis N° 68. Febrero 2016, p. 171 y ss.)
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7.2. £1 Marco Legal de Determinación de Consecuencias Accesorias

Como ya lo hemos detallado anteriormente, casi en simultáneo al pro­
ceso de reformulación de las normas sobre aplicación judicial de penas, el 
legislador nacional comenzó a tomar en cuenta la necesidad estratégica 
de introducir en el Código Penal reglas que dieran una viabilidad adecua­
da a las consecuencias accesorias. Esta voluntad legislativa se materializó 
inicialmente en el Anteproyecto de Código Penal 2008/2010 a través de 
su artículo 110°. En esta disposición se estructuró un nutrido listado de 
reglas para la fundamentación y la determinación judicial de conse­
cuencias accesorias aplicables a personas jurídicas. En torno a ellas la 
Exposición de Motivos destacó lo siguiente: “se adiciona un articulo p ara 
establecer los criterios de fundamentación y  determinación de las medidas que 
resulten aplicables a l caso, con lo cual se supera una notable omisión del texto 
actualmente, vigente del Código Penal que se lim ita a  enunciar solamente 
cuales son”. Igualmente la judicatura impulsó la aplicación jurisprudencial 
de dicho articulado a través del Acuerdo Plenario N ° 8-2009/CJ-116 
del 13 de noviembre de 2009 del cual fuimos ponente. Este documento 
en su fundamento jurídico decimosexto, recomendó a los jueces penales 
decidir la calidad e intensidad de las consecuencias accesorias aplicables a 
una persona jurídica, observando los siguientes criterios para la elección, 
medición concreta y motivación de tales sanciones:

A. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en acti­
vidades delictivas.

B.

C.

D.

E.

F.

La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica 
en el hecho punible.

La gravedad del hecho punible realizado 

La extensión del daño o peligro causado.

El beneficio económico obtenido con el delito.

La reparación espontánea de las consecuencias dañosas del hecho pu­
nible
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G. La finalidad real de la organización, actividades, recursos o estableci­
mientos de la persona jurídica.

H. La disolución de la persona jurídica se aplicará siempre que resulte 
evidente que ella fue constituida y operó sólo para favorecer, facilitar o 
encubrir actividades delictivas.

Posteriormente, el Proyecto del Poder Judicial de 2012 planteó in­
tegrar en la Parte General del Código Penal un dispositivo similar como 
nuevo artículo 105o- A. En él también se consignaba un nutrido catálogo 
de “Criterios para  la determinación de las consecuencias aplicables 
a las personas jurídicas”. Desafortunadamente esta fórmula legal fue 
desechada por el Congreso de la República al debatirse del texto definitivo 
de la Ley 30076. Sin embargo, fue, luego, recuperada a través de la segun­
da Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley 30077 contra 
el crimen organizado, que la incorporó al Código Penal con la siguiente 
redacción:

“Artículo 105-A. - Criterios para la determinación de las consecuencias apli­
cables a las personas jurídicas
Las medidas contempladas en el artículo anterior son aplicadas deforma mo­
tivada por el juez, en atención a los siguientes criterios de fundamentación y 
determinación, según corresponda:

1. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en activi­
dades delictivas.

2. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en 
el hecho punible.

3. La gravedad del hecho punible realizado.

4. La extensión del daño o peligro causado.
5. E l beneficio económico obtenido con el delito.
6. La reparación espontánea de las consecuencias dañosas del hecho punible.
7 . La finalidad real de la organización, actividades, recursos o estableci­

mientos de la persona jurídica.
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L a disolución de la persona ju ríd ica se aplica siempre que resulte evidente 
que ella fu e  constituida y operó habitualmente p ara favorecer, fac ilitar o en­
cubrir actividades delictivas”.

Un efecto negativo de esta incongruente conexión normativa, fue el 
retraso de casi un año que sufrió la vigencia material del nuevo artículo 
105° A, al alcanzarle la misma vacatio legis que afectó a la Ley 30077 y que 
se prolongó hasta el 30 de junio de 2014.

Identificada la génesis del artículo 105o- A del Código Penal, a partir 
del cual se erige el nuevo marco legal de determinación de consecuencias 
accesorias aplicables a personas jurídicas, corresponde, ahora, dilucidar sus 
principales características y el esquema operativo que debe servir para su 
aplicación judicial.

Un primer criterio rector que debe servir para orientar y controlar la 
elección cualitativa y cuantitativa de las consecuencias accesorias aplicables 
al caso, está vinculado con la necesidad de asegurar un efecto preventivo 
especial y de control de la reincidencia delictiva de la persona jurídica. A 
él se refiere el inciso 1 del artículo 105°- A al destacar que la sanción apli­
cable debe ser la idónea para “Prevenir la continuidad de la utilización de la 
persona ju ríd ica en actividades delictivas”. En este nivel tendrá un peso es­
pecífico la existencia de un programa de cumplimiento eficiente que haya 
acreditado o pueda acreditar en el futuro la persona jurídica condenada.

El segundo criterio de fundamentación y determinación punitiva co­
rresponde a la indagación sobre el grado de antijuricidad que cabe atribuir 
a la conducta delictiva que involucró al ente colectivo. Esto es, la relevan­
cia social, patrimonial y criminológica del modus operandi, de las motiva­
ciones delictivas, de los medios aplicados, de los beneficios ilegales obteni­
dos o de la trascendencia del daño ocasionado por el hecho punible. Para 
medir estos efectos tendrá particular significado el tipo de delito, el nivel 
de intervención de la persona jurídica, la condición de sus agentes mate­
riales, los mecanismos de impunidad utilizados, así como la oportunidad
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u ocasión de su ejecución. A ello apuntan las circunstancias reguladas en 
los incisos 2, 3, 4, y 5 del artículo que estamos analizando.

Las prácticas reparatorias espontáneas configuran el tercer criterio a te­
ner en cuenta al momento de decidir la necesidad y la naturaleza de las con­
secuencias accesorias aplicables a la persona jurídica. Fundamentalmente 
porque ellas expresan la actitud positiva aunque posterior de un ente colec­
tivo que razona las consecuencias ilícitas que ha generado y procura mini­
mizarlos o compensarlos. Lo cual, además, permite vislumbrar un potencial 
menor de peligrosidad objetiva.

Como cuarto criterio se coloca el examen necesario de la cultura cri­
minal que puede reconocerse en la ficción de sus objetivos sociales o de su 
estructura o diseño organizacional, así como en la función o dimensión 
real de sus negocios, activos y tipo de servicios; pero, también en la carrera 
criminal que se detecte en el proceder de la persona jurídica así como en el 
practicado por sus representantes, socios o beneficiarios. Es este el domi­
nio de las personas jurídicas de fachada, de las personas jurídicas de papel 
y de complejas personas offshore que activan o sirven a la criminalidad 
organizada contemporánea. Al respecto el texto legal ha sido sumamente 
expresivo, selectivo y restringido. Sobre todo porque reserva para este tipo 
de supuestos la más grave de las consecuencias accesorias aplicables cual es 
la disolución. En efecto, tanto en el inciso 7 y el párrafo in fine  del artículo 
105° - A subyace una clara intención de neutralización total y definitiva de 
esta clase de personas jurídicas. En coherencia con todo ello la normativi- 
dad aludida establece: “L a disolución de la persona ju ríd ica se aplica siempre 
que resulte evidente que ella fu e  constituida y  opera habitualmente p ara favo­
recer, fac ilitar o encubrir actividades delictivas

Por lo demás, cabe añadir que al igual que en el inciso 1 del artículo 
129° del Código Penal español, el legislador peruano también demanda 
expresamente en el párrafo ab initio del artículo 105o- A, que todo re­
sultado de la ponderación judicial de los criterios señalados debe quedar 
plenamente “m otivada”.
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Ahora bien, el esquema operativo que puede guiar la determinación 
judicial de consecuencias accesorias se inicia con la verificación de tres 
presupuestos de punibilidad de la persona jurídica, que son los siguientes.

a. Que se haya cometido un delito. El marco legal no autoriza ninguna 
posibilidad de aplicar consecuencias accesorias predelictuales. Es por 
tanto menester que se haya realizado un hecho punible, bastando, sin 
embargo que este haya alcanzado una realización imperfecta.

b. Que la persona jurídica haya intervenido o haya servido para la 
realización, favorecimiento o encubrimiento del delito. Esto es, 
que se acredite un nivel relevante de imputación objetiva del hecho 
punible a la persona jurídica. El proceso penal debe evidenciar con 
suficiencia, congruencia y racionalidad la modalidad y oportunidad de 
la intervención de la persona jurídica en el delito, así como las activi­
dades y niveles concretos de su organización que se instrumentalizaron 
para materializar, favorecer u ocultar el hecho punible.

c. Que se haya condenado penalmente a una persona física como 
autora material del delito. Este presupuesto implica verificar una 
condición objetiva para la imposición de la consecuencia accesoria. 
Resulta, pues, imprescindible, en nuestro actual modelo legislativo, 
que la condena penal comprenda como autor del delito imputado a 
una persona física determinada. Sólo a partir de ese requisito quedará 
habilitada la punibilidad de la persona jurídica implicada. Sin embar­
go, no será necesario para ello que se haya impuesto a aquél una pena 
o que esta haya sido de ejecución efectiva. Por consiguiente, la conse­
cuencia accesoria se aplicará aún en aquellos casos donde la condena 
comprenda una pena de ejecución suspendida para la persona natural 
autora del delito o se aplique a esta una reserva del fallo condenatorio 
o se le exima de pena.

Como se destacaba en la doctrina española, antes de las reformas del 
2015, este tipo de responsabilidad vicaria determinaba una sanción penal 
por reflejo de la persona jurídica y, como todavía acontece en nuestra le­
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gislación, se constituía en un insalvable escollo legal que debilitaba la efec­
tividad político criminal de las consecuencias accesorias a la vez que redu­
cía sensiblemente su oportunidad aplicativa. Sobre el limitante significado 
que tuvo este presupuesto en el caso español- hasta antes de los cambios 
normativos recientemente acontecidos en este sistema jurídico- se pro­
nunciaba Zuñiga Rodríguez en los siguientes términos: “Lo importante 
es si desde el punto de vista del fundamento de las consecuencias accesorias, 
esto es de la prevención de conductas delictivas que se realizan en el seno de 
las personas jurídicas, debe requerirse previam ente la individualización  
de la pena para su imposición o es posible imponerlas a l margen de la 
responsabilidad individual de sus miembros. Silva Sánchez, ya denunció 
en España que si se requiere la individualización previa del delito cometido, el 
alcance efectivo de la regulación del art. 129 del Código Penal español es bas­
tante limitado, pues precisamente no se podrá aplicar cuando más se necesita, 
cuando no se ha logrado individualizar la responsabilidad de los autores del 
delito, cuestión que es precisamente la dificultad mayor de los delitos cometidos 
en el ámbito de las organizaciones ” (Cfr. Laura Zúñiga Rodríguez. Las Con­
secuencias Accesorias Aplicables a las Personas Jurídicas del Art. 105 CP: 
Principales Problemas de Aplicación. Ob. Cit., p. 496). Ahora bien, esta 
clase de críticas encontró eco en las reformas introducidas en el Código 
Penal español por la Ley Orgánica 1/2015. Concretamente el artículo 31 
ter. 1 adoptó la siguiente redacción: “L a responsabilidad penal de las perso­
nas jurídicas será exigida siempre que se constate la comisión de un delito que 
haya tenido que cometerse por quien ostente los cargos o funciones aludidas en 
el artículo anterior, aun cuando la concreta persona física responsable no haya 
sido individualizada o no haya sido posible dirigir el procedimiento contra 
ella”. Como lo ponen de manifiesto Jaén y Perrino en adelante, pues, 
“la responsabilidad penal de las personas juríd icas no depende de la respon­
sabilidad de la persona física, sino de la existencia de alguno de los hechos de 
conexión atribuible a  una persona física” (Manuel Jaén Vallejo y Ángel Luis 
Perrino Pérez. La Reforma Penal de 2015. Editorial Dykinson. Madrid. 
2015, p. 15).
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Es evidente que una disposición similar a la citada norma española 
permitiría superar el problema de dependencia que aún conserva la legisla­
ción peruana. Lo cual, por lo demás, también ha sido entendido por el le­
gislador nacional quien en el artículo 131° del Proyecto de Nuevo Código 
Penal 2014-2015 propone la fórmula legal siguiente: “L a responsabilidad 
de la persona juríd ica es independiente de la individualización, investigación, 
juzgam iento y  eventual condena de la persona física responsable del delito”.

En el segundo momento o etapa operativa de la determinación judi­
cial de consecuencias accesorias aplicables a una persona jurídica, el órgano 
jurisdiccional debe definir su condición y magnitud concreta. Se pasa en­
tonces a una etapa esencialmente valorativa, donde la aplicación al caso sub 
judice de los criterios e indicadores circunstanciales regulados en los diferen­
tes incisos del artículo 105°-A, serán la herramienta metodológica esencial.

Esta estación operativa se cumple, pues, como una constatación fácti- 
ca y una valoración judicial de las diferentes circunstancias que se conec­
tan con la forma y ocasión de la intervención de la persona jurídica en el 
delito, así como con las actividades y niveles concretos de su estructura 
organizacional que fueron desplegados o empleados para favorecer la pro­
ducción o el ocultamiento del hecho punible. También corresponderá rea­
lizar, en esta etapa, la evaluación objetiva de la gravedad y extensión de los 
daños ocasionados por el delito, así como de la naturaleza y utilidad de los 
actos espontáneos de resarcimiento que haya ejecutado la persona jurídica.

Igualmente, será, en esta ultima etapa, que con un enfoque preventivo 
la autoridad judicial analice las características y estándares de eficacia de 
los programas de cumplimiento (complianceprogramme) y de sus gestores 
especializados (compliance officer). Para tales efectos será también perti­
nente formular un pronóstico y balance sobre los riesgos potenciales de 
reincidencia. Si bien en este dominio no contamos aún con disposiciones 
legales específicas y vigentes, pueden servir, provisionalmente, como indi­
cadores de orientación y verificación las reglas que al respecto contiene el 
literal b, del inciso 2 del artículo 141° del Proyecto de Nuevo Código Pe­
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nal 2014- 2015, las cuales reproducen estándares comúnmente admitidos 
en el derecho comparado (Cfr. Artículo 31 bis. 5 del Código Penal espa­
ñol). Según dicha norma el estándar mínimo de eficacia de los programas 
de cumplimiento debe abarcar los siguientes aspectos y medidas:

i. La identificación de las actividades o procesos de la entidad que 
generen o incrementen riesgos de comisión de los delitos.

ii. El establecimiento de procesos específicos que permitan a las personas 
que intervengan en estos programar y ejecutar tareas o labores de una 
manera que prevenga la comisión de los delitos.

iii. La identificación de los procesos de administración y auditoría de los 
recursos financieros que permitan a la entidad prevenir su utilización 
en la comisión de conductas delictivas.

iv. La existencia de sistemas de denuncia, protección del denunciante, 
persecución e imposición de sanciones internas en contra de los traba­
jadores o directivos que incumplan el modelo de prevención.

v. Un mecanismo de supervisión interna del conocimiento del modelo 
de prevención, el cual debe ser aprobado por un reglamento o similar 
emitido por la entidad.

7.3. Ley de Responsabilidad Administrativa de las Personas Jurídicas

La Ley 30424, que Regula la Responsabilidad A dm inistrativa de 
las Personas Jurídicas p o r e l D elito de Cohecho Activo Transnacional
-en adelante LRAPJ-, fue aprobada por la Representación Nacional el 17 
de marzo y promulgada el 20 de abril de 2016. Este repentino hecho po­
lítico criminal fue consecuencia de un premeditado consenso parlamen­
tario y del Poder Ejecutivo, dirigido a coadyuvar con el cumplimiento 
de las exigencias formuladas por la Organización de Cooperación para el 
Desarrollo Económico- O CDE para integrar al Perú como miembro nato 
de su Plenario Internacional (Cfr. Sancionarán a Empresas por Actos de 
Corrupción. Diario El Peruano. Edición del 18 de marzo de 2016, p. 5;
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Ley Contra la Corrupción Empresarial. Nuevo Sistema de Responsabili­
dad. Diario El Peruano. DERECHO. Edición del 28 de marzo de 2016, 
p. 13).

La premura entonces de dicha coyuntura, puede explicar, de alguna 
manera, la manifiesta improvisación normativa, incongruencias concep­
tuales, graves defectos técnicos y notables omisiones que registra su ar­
ticulado. En efecto, la sistemática interna de la LRAPJ resulta confusa y 
muy alejada de las tipologías que representan la presencia real de la crimi­
nalidad de las personas jurídicas en el Perú. Constituyendo, más bien un 
desafortunado desgaste legislativo, pues hace girar 19 artículos en torno a 
un sólo delito, el cohecho activo transnacional, criminalizado reciente­
mente por el artículo 397°-A del Código Penal en los siguientes términos: 
“E l que, bajo cualquier modalidad, ofrezca, otorgue o prom eta directa o indi­
rectamente a  un funcionario o servidor público de otro Estado o funcionario 
o de organismo internacional público donativo, promesa, ventaja o beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona, p ara que 
dicho servidor o funcionario público realice u omita actos propios de su cargo 
o empleo, en violación de sus obligaciones para obtener o retener un negocio u 
otra ventaja indebida en la realización de actividades económicas o comercia­
les internacionales, será reprimido con pena privativa de la libertad no menor 
de cinco años y  con trescientos sesenta y  cinco a  setecientos treinta días - m ulta”. 
Por tanto, sus tímidos efectos no alcanzan, siquiera, a otros delitos funcio- 
nariales que en la experiencia nacional resultan ser, históricamente, más 
cercanos a la corrupción y delincuencia de las personas jurídicas como 
lo son la colusión (Cfr. Artículo 384°) a las negociaciones incompatibles 
(Cfr. Artículo 399°). Cabe señalar que en proyectos precedentes que al­
canzó la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción-CAN al Congreso de la 
República alguno de estos ilícitos si fueron considerados pero generaron el 
rechazo y la oposición de influyentes sectores del empresariado nacional. 
Sin embargo, como señala Caro C oria, es un importante precedente con 
la posibilidad de ampliar sus alcances en el futuro hacia otros delitos (Cfr. 
María José Gallo. Controles Internos y Líneas de Denuncia. Diario El 
Comercio. Economía. Edición del 26 de marzo de 2016, p. 23
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En cuanto a su morfología la LRAPJ permite distinguir cinco seccio­
nes y un acápite final dedicado a disposiciones complementarias finales y 
modificatorias. La organización de los artículos ha adoptado la siguiente 
estructura:

- Disposiciones Generales (Artículos I o y 2o)

- Reglas de Atribución de Responsabilidad Administrativa (Artículos
3 ° y 4°)

- Medidas Administrativas Aplicables (Artículos 5o al 11°)

- Reglas de Determinación para la Aplicación Judicial de las Medidas 
Administrativas (Artículos 12° al 16°)

- Modalidad y Efectos del Programa de Cumplimiento (Artículos 17° 
al 19°).

- Disposiciones Complementarios y Finales (Primera a Novena)

- Disposiciones Complementarios Modificatorias (Primera y Segunda)

Son dos las fuentes legales seguidas para la redacción de las normas de 
la LRAPJ. Por un lado están Proyectos elaborados por la CAN. Y, por otro 
lado, el Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015.Lamentablemente, 
esta dualidad y simbiosis no ha sido positiva y ha aportado relevantes 
contradicciones, inconsistencias y hasta un fraude de etiquetas al tratar de 
integrar una responsabilidad de pretendido corte administrativo con me­
didas pensadas siempre para una responsabilidad de carácter penal.

En lo esencial la LRAPJ construye un confuso esquema de responsa­
bilidad administrativa para la persona jurídica que el legislador expresa­
mente califica de autónomo; y, por tanto, diferente y no excluyente de 
una responsabilidad penal que se asume sólo puede recaer, aunque por los 
mismos hechos imputados, en una persona natural. La LRAPJ se aparta, 
pues, de toda forma de responsabilidad vicaria como la que actualmente 
sirve de base a la aplicación de las consecuencias accesorias que regula el 
artículo 105° del Código Penal. Al respecto el tenor del artículo 4° a d  ini- 
tio alude a ello de la siguiente manera: “L a responsabilidad adm inistrativa 
de la persona juríd ica es autónoma de la responsabilidad penal de la persona
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natural. Las causas que extinguen la acción penal contra la persona natural no 
enervan la responsabilidad adm inistrativa de las personas ju ríd icas”. Sin em­
bargo, desconcierta, luego, lo señalado en los párrafos siguientes del citado 
dispositivo. Sobre todo, porque estos aluden, justamente, a dichas causales 
de extinción de la acción penal: “L a acción contra la  persona ju ríd ica se ex­
tingue por prescripción, cosa juzgada, am nistía o el derecho de gracia”. Preci­
sándose, además, que “L a prescripción de la acción contra a  personas ju ríd ica 
se rige por lo dispuesto, en lo que corresponda, en los artículos 80, 82, 83 
y  8 4  del Código Penal”. Siendo LRAPJ una norma especial y  de objetivos 
autonomistas no era necesario ni pertinente enlazar las causales de extin­
ción de la “acción administrativa sancionadora” con las aludidas causales 
de extinción de la persecución penal. En todo caso, hubiera sido mejor 
utilizar la inocua fórmula del artículo 131° del Proyecto de Nuevo Código 
Penal 2014-2015: “L a responsabilidad de la persona ju ríd ica es independien­
te de la individualización, investigación, juzgam iento y  eventual condena de 
la persona física del delito. Las causas que extinguen la acción pen al contra la 
persona natural no repercuten en la responsabilidad de las personas jurídicas. 
Esta refía también es aplicable a  la persona juríd ica unipersonal”

En cuanto a las fuentes de imputación de responsabilidad adminis­
trativa de la persona jurídica implicada en un delito de cohecho activo 
transnacional, el artículo 3o requiere la conexión necesaria de aquella con 
el hecho punible, sea a través de su estructura funcional u operativa o de 
sus servicios y beneficios. El legislador recurre en este dominio a los cri­
terios tradicionales de atribución de responsabilidad por actos del represen­
tante y de atribución de responsabilidad por defecto de organización. En tal 
sentido, la norma citada exige que el suceso delictivo se haya realizado en 
nombre de la persona jurídica, por cuenta de ella o en su beneficio directo, 
conexo o derivado, por quienes son:

a. Los administradores de hecho o derecho, representantes legales, con­
tractuales y órganos colegiados de la persona jurídica, siempre que 
actúen en el ejercicio de las funciones propias de su cargo.
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b. Las personas naturales que presten cualquier tipo de servicio a la per­
sona jurídica, con independencia de su naturaleza, del régimen jurídi­
co en que se encuentren o de si media relación contractual, las que es­
tando som etidas a la autoridad y control de los gestores y órganos 
mencionados de aquella, actúen por orden o autorización de estos.

c. Las mismas personas naturales ya señaladas, siempre que en atención 
a la situación concreta del caso no se haya ejercido sobre ellas el 
debido control y vigilancia por parte de los administradores de he­
cho o de derecho, representantes legales, contractuales u órganos cole­
giados competentes de la persona jurídica.

£1 catálogo de las medidas administrativas aplicables a la perso­
na jurídica responsable se encuentra detallado por el artículo 5o de la 
LRAPJ. En esta disposición legal se regulan seis modalidades que en lo 
fundamental son las mismas que contiene el artículo 132° del Proyecto de 
Nuevo Código Penal 2014-2015.

Tales sanciones son las siguientes:

1. Multa

2. Inhabilitación

3. Incapacidad temporal para contratos con el Estado

4. Cancelación de licencias, concesiones, derechos y otras autorizaciones 
administrativas o municipales.

5. Clausura temporal o definitiva de locales o establecimientos.

6. Disoluciones.

También la LRAPJ reproduce a través de su artículo 6°, iguales me­
didas adm inistrativas complementarias que las contempladas por el 
artículo 133° del Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015. En ese 
sentido, se faculta al Juez para poder ordenar a la autoridad competente 
que decida la intervención temporal de la persona jurídica, cuando, según 
los casos, ello resulte pertinente y útil “para salvaguardar los derechos de los
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trabajadores y  acreedores hasta por un periodo de dos años”. Es de recordar 
que medidas semejantes ya habían sido consideradas, aunque de modo 
imperativo, por el artículo 105° del Código Penal para el caso de la aplica­
ción de consecuencias accesorias.

Igualmente, en la LRAPJ se incluyen reglas de determinación judi­
cial de las medidas administrativas aplicables a la persona jurídica. En 
efecto, en la Sección IV se regula un complejo articulado que comprende 
listados de circunstancias atenuantes y agravantes (Artículos 12 y 13); un 
esquema operativo de determinación que adopta un modelo de tercios, aná­
logo al que contiene el artículo 45o- A del Código Penal para la medición 
de penas. El cual, incluso, alude, a “circunstancias atenuantes privilegiadas” 
(que no existen en nuestra legislación penal vigente) y a “circunstancias 
agravantes cualificadas” (no siempre asimilables a la naturaleza y operativi- 
dad de las personas jurídicas implicadas en delitos).

Pero, además, la Sección IV de la LRAPJ contempla también una es­
pecie de medida alternativa de régimen de prueba, similar a la suspensión 
de la ejecución de la pena (Cfr. Artículo 57° del Código Penal) y a la que 
denomina “Suspensión de la Ejecución de M edidas Adm inistrativas”. En el 
artículo 16°.1 se describen los presupuestos, efectos y restricciones de di­
cha medida en los siguientes términos:

“16.1 E l Juez puede, mediante resolución debidamente motivada y de modo 
excepcional, considerando especialmente el número de trabajadores o las ventas 
anuales netas o los montos de exportación de la persona jurídica, suspender la 
ejecución de las medidas administrativas impuestas y sus efectos por un plazo 
no menor de seis meses ni mayor de dos años. La suspensión procede siempre 
que la persona jurídica no esté incursa en el supuesto de reincidencia previsto 
en el literal a del artículo 13 ”.

Lamentablemente la regulación de esta inédita modalidad de suspen­
sión, no ha contemplado la imposición de reglas de conducta ni ha esta­
blecido causales de revocación. Estimamos que esta clase de disposiciones 
habrían mejorado su potencial eficacia.
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Ahora bien, no cabe duda que la innovación más relevante que aporta 
la LRAPJ, la encontramos en el amplio sistema de artículos que integran la 
Sección V dedicada al "Modelo de Prevención”. Sobre todo porque estas 
normas constituyen una avanzada para la introducción formal en nuestro 
medio de Programas de Cumplimiento (Compliance Programs).

El Perú, pues, ingresa por esta inesperada vía legal, a la “Era del Com­
pliance” y de los “ Crim inal Compliance” tan difundidos desde mediados 
de la década anterior en los Estados Unidos y Europa. Lo cual, por lo de­
más, ha sido recibido con beneplácito por los especialistas nacionales que 
identifican en estos esquemas preventivos importantes opciones técnicas y 
prácticas para impulsar el desarrollo y expansión de lo que algunos califi­
can como expresiones de un “derecho pen al preventivo” o de pertinente 
contrapeso a la adopción de un modelo de responsabilidad penal propia 
de la persona jurídica. Como destaca Galarza: “Hay consecuentemente 
una nueva orientación político crim inal ante la crim inalidad empresarial. No 
basta con sancionar ex p o sta l representante involucrado, se necesita ahora que 
las empresas logren prevenir la comisión de un delito en su interior, recurrien­
do a  la implementación de medidas ex ante, como el compliance” (Ian Paul 
Galarza. De cuello Blanco. Gobierno Corporativo y Derecho Penal. Dia­
rio El Peruano. Derecho. Edición del 21 de marzo de 2016, p. 13). Es de 
precisar que los programas de cumplimiento, así como de identificación y 
control de riesgos, surgieron en los Estados Unidos como mecanismos y 
reglas destinadas a mantener a las personas jurídicas empresariales dentro 
del cumplimiento de la ley y evitar que incurran en formas de criminali­
dad económica. Luego se fueron extendiendo, en el contexto internacio­
nal, hacia el espacio de la criminalidad organizada como instrumentos 
técnicos destinados a preservar a los entes colectivos de riesgos funcionales 
u operativos, que podían involucrarlos en prácticas delictivas de lavado de 
activos, de corrupción o de financiación del terrorismo.

Sin embargo, en nuestro medio la lectura dogmática de los progra­
mas de cumplimiento, recién comienza a motivar la reflexión de nuestra 
doctrina la que empieza a debatir sobre su naturaleza, caracterización y
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efectos. En ese sentido, por ejemplo, H urtado H uailla sostiene que “en 
la regulación de programas de crim inal compliance se debe determinar si se 
trata de un elemento delimitador del injusto penal, un factor determinante de 
la culpabilidad de la persona jurídica, una condición objetiva de punibilidad, 
o si son circunstancias o criterios que influirán en la determinación de la pena, 
ya sea como atenuantes o eximentes de responsabilidad p en al” (Ana Cecilia 
Hurtado Huailla. Responsabilidad Penal de la Persona Jurídica y Crim inal 
Compliance: ¿Una Opción Político- Criminal? Gaceta Penal &  Procesal 
Penal. Tomo 77. Noviembre 2015, p. 94).

Basados en la autorregulación, la debida supervisión, la consistencia 
técnica y el cumplimiento efectivo de sus políticas, los programas preven­
tivos operan jurídicamente como causales de exclusión o atenuación de 
una eventual responsabilidad penal o administrativa, que se pretenda atri­
buir a las personas jurídicas por la comisión de un delito desde su interior 
organizacional o en sus relaciones con su entorno comercial o de servicios. 
En el caso de la LRAPJ peruana, el primer inciso del artículo 17 opta 
por eximir de responsabilidad administrativa a la persona jurídica cuando 
“adopta e implementa en su organización, con anterioridad a  la comisión del 
delito, un modelo de prevención adecuado a su naturaleza, riesgos, necesidades 
y características, consistente en medidas de vigilancia y  control idóneas p ara 
prevenir el delito de cohecho activo transnacional o para reducir significati­
vamente el riesgo de su c o m isió n Según el artículo 18°, corresponderá al 
Fiscal o al Juez, según los casos, verificar la calidad de la implementación 
y funcionamiento del programa de cumplimiento, a fin de decidir sobre la 
exclusión de responsabilidad de la persona jurídica implicada y sobre los 
correspondientes efectos procesales de sobreseimiento.

Es de mencionar que la regulación sobre estos modelos de prevención 
en otros proyectos legislativos nacionales, dirigidos a normar la atribución 
de responsabilidad penal a las personas jurídicas, ha incluido fórmulas si­
milares y a las que un sector de la doctrina ha calificado como pertinentes 
aunque en varios aspectos incompletas (Cfir. Luis Miguel Reyna Alfaro. 
¿Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas? Observaciones en torno

305



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

a las propuestas legislativas de incorporación de la responsabilidad penal 
de la propia persona jurídica en el Perú. Ob. Cit., p. 108 y ss.).

El numeral 17.2 de la LRAPJ, que transcribimos a continuación, pre­
cisa que todo programa de cumplimiento “debe contener como mínimo los

a. Una persona u órgano designado por el máximo órgano de adm inistra­
ción de la  persona jurídica, que ejerza la junción de Auditoría Interna 
de Prevención y  que cuente con el personal, medios y  facultades necesarios 
p ara cumplirla adecuadamente. Esta función se ejerce con la debida auto­
nomía respecto del órgano de administración, sus propietarios, accionistas 
o socios, salvo en el caso de la micro, pequeña y  m ediana empresa, donde 
pueda ser asum ida directamente por el órgano de administración.

b. M edidas preventivas referidas a :

1. L a  identificación de las actividades o procesos de la persona ju ríd ica 
que generen o incrementen riesgos de comisión del delito de cohecho 
activo transnacional.

2. E l establecimiento de procesos específicos que perm itan a  las personas 
que intervengan en estos, program ar y  ejecutar sus tareas o labores de 
una manera que prevenga la comisión del delito de cohecho activo 
transnacional.

3. L a identificación de los procesos de administración y  auditoría de 
los recursos financieros que perm itan a  Ja persona ju ríd ica prevenir 
su utilización en la comisión de la conducta delictiva del cohecho 
activo transnacional.

4. L a  existencia de sistemas de denuncia, protección del denunciante, 
persecución e imposición de sanciones internas en contra de los tra­
bajadores o directivos que incumplan el modelo de prevención.

c. Un mecanismo de difusión y  supervisión interna del modelo de preven­
ción, el cual debe ser aprobado por un reglamento o sim ilar emitido por 1a 
persona ju ríd ica”.
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Por su parte, el artículo 19° de la LRAPJ dispone que el modelo de 
prevención debe ser validado por una acreditadora técnica “debidamente” 
registrada y competente. Asimismo, este dispositivo precisa que corres­
ponderá al “reglamento” identificar la “entidadpública a  cargo de la acredi­
tación de terceros, la norma técnica de certificación y  demás requisitos p ara  la 
implementación adecuada de los modelos de prevención”.

Finalmente, la LRAPJ entre sus Disposiciones Complementarias Fi­
nales y  M odificatorias dispone, entre otros aspectos, lo siguiente:

a) Una vacatio legis hasta el Io de julio del 2017.

b) Que para la investigación, el procesamiento y la sanción administrati­
va de las personas jurídicas se aplicaran en lo pertinente as normas del 
Código Procesal Penal.

c) La implementación por el Poder Judicial de un Registro de Personas 
Ju ríd icas Sancionadas A dm inistrativam ente.

d) La incorporación de nuevos artículos en el Código Penal (Artículo 
401° - C sobre la medida administrativa de multa) y en el Código 
Procesal Penal (Artículo 313o- A sobre medidas cautelares en casos de 
responsabilidad administrativa autónoma de la persona jurídica).

Son múltiples las observaciones técnicas y políticas criminales que ca­
bría formular a la LRAPJ.

No obstante, en esta ocasión, sólo nos referiremos a la que estimamos 
más relevante. Esto es, la dicotom ía innecesaria de modelos de sanción
que la ley que comentamos produce en relación a la problemática de la 
responsabilidad penal propia y directa de las personas jurídicas que incu­
rren en hechos delictivos. En efecto, hoy resulta que en el Perú los entes 
colectivos delincuentes, según la legislación vigente, pueden ser sujetos de 
consecuencias accesorias o de medidas administrativas. Todo dependerá, 
simplemente, del tipo de delito del cual se le haga responsable. Si se trata 
de tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, cohecho activo interno o de­
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fraudación tributaria se le aplicaran consecuencias accesorias. En cambio 
cuando el hecho punible sea cohecho activo internacional se le impondrán 
medidas administrativas. Lo cuestionable de esta aparente diferenciación 
de sanciones es que en realidad en ambos casos no sólo se consideran las 
mismas opciones (multa, clausuras, disolución, etc.), sino que, además, 
ellas siempre serán impuestas previo proceso penal y por un juez penal. Es 
más, incluso sería posible que en caso de un concurso real heterogéneo de 
delitos (por ejemplo de defraudación tributaria y cohecho activo transna­
cional) se puedan aplicar las dos clases de sanciones a la misma persona 
jurídica. Como bien lo destaca H urtado Pozo, “Esta defectuosa técnica 
legislativa implica que existan dos sistemas diferentes. Según el primero, re­
gulado en el Código Penal, se atribuye responsabilidad penal a  las personas 
jurídicas, en la medida que se considera, conforme a  la doctrina de la Corte 
Suprema, que las “consecuencias accesorias” (art. 105) son de índole penal. 
Regulación aplicable en relación con la comisión de cualquier delito: “S i el 
hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de cualquier persona 
ju ríd ica o utilizando su organización para favorecerlo o encubrirlo, elJuez po­
drá aplicar todas o algunas de las medidas siguientes”. De acuerdo a l segundo, 
normado en la nueva ley, la  responsabilidad de las personas jurídicas es sólo 
adm inistrativa y  únicamente respecto a l delito de cohecho transnacional” (José 
Hurtado Pozo. Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas: Cuestión 
Política.Fribourg. Abril. 2016. p. 2. Disponible en portal: http://perso. 
unifr.ch/derechopenal/assets/files/tribuna/ tr_20160408_02.pdf).

El legislador peruano introduce, pues, de esta manera, un moderno 
e injustificado fraude de etiquetas que retarda y aleja a nuestro país de la 
debida implementación de estándares internacionales, que procuran ma­
terializar como verdadero objetivo político criminal la superación definiti­
va del societas delinquere non potest y la reducción significativa de las altas 
cuotas de impunidad que todavía subsisten a favor de la persona jurídica 
delincuente en varios países de la región. En ese sentido Caro C oria se­
ñala que aquel anacrónico postulado “en nuestro ordenamiento jurídico 
aún se mantiene vigente” (Dino Carlos Caro Coria. Responsabilidad de 
las Personas Jurídicas. Anticorrupción Empresarial. Jurídica.Suplemento
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de Análisis Legal del Diario Oficial El Peruano. Edición del 12 de abril 
de 20l6,p. 4). En tal contexto, pues, son pertinentes y esclarecedoras las 
siguientes observaciones de H urtado Pozo: “Además de profundizar las 
incoherencias y lagunas del Código Penal, es seguro que la modificación legal 
realizada está lejos de ser satisfactoria, sobre todo si se tiene en cuenta la gra­
vedad y  m agnitud de las informaciones reveladas por la form idable investiga­
ción realizada sobre el contenido de lo s«  Panam á P apers» .  E l tratamiento 
privilegiado de los empresarios, expone a  la luz del d ía que las leyes son dic­
tadas para no ser aplicadas a  quienes logran imponer sus interese económicos 
y  políticos.

E l reconocimiento de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, 
mejor dicho de las empresas, es la solución adecuada como lo demuestran las 
reformas penales en diferentes países. Pero para dar este paso era necesario te­
ner la capacidad doctrinaria y  legislativa adecuadas y, sobre todo, la voluntad 
y  fuerza políticas p ara imponer el interés socioeconómico más conveniente a  
la gran mayoría de los sectores sociales” (José Hurtado Pozo. Responsabili­
dad Penal de las Personas Jurídicas. Ob. Cit., p.3).Lamentablemente, todo 
parece indicar que en la actual coyuntura del país esas necesidades están 
todavía lejos de ser satisfechas. En todo caso, el anunciado debate final de 
un nuevo Código Penal puede ser la oportunidad de adelantar tan perti­
nente reforma.

8. EL PROYECTO DE NUEVO CÓDIGO PENAL 2014-2015

A inicios del año 2015, la Presidencia del Congreso de la República 
hizo una convocatoria nacional para evaluar el dictamen de un Proyecto 
de Nuevo Código Penal, que fuera aprobado por la Comisión de Justicia 
y Derechos Humanos el 09 de diciembre de 2014. Este documento al 
ser sustentado ante el Pleno de la representación nacional a mediados del 
año pasado fue objeto de severas críticas, lo que determinó su retorno a la 
Comisión de origen para aplicar los correctivos y complementos sugeridos 
en el debate parlamentario.
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Por información extraoficial se conoce de la existencia de un nuevo 
texto enmendado pero que a la fecha de esta publicación aún no ha sido 
dado a conocer. Por tal razón los comentarios siguientes están referidos al 
articulado concerniente a la determinación de la pena del primer Proyecto 
de Nuevo Código Penal de inicios de 2015.

Comencemos señalando que el Título II, de la Sección III, del Libro 
I corresponde a la Aplicación de la Pena. El comprende los artículos 50° 
a 67° e incluye las reglas relacionadas a los concursos de delitos y delito 
continuado (Cfr. Artículos 60° a 63°).

Ahora bien, en lo que corresponde a la determinación judicial de la pena 
sus reglas específicas se registran entre los numerales 50° a 59°. Por su parte, 
lo referente a las agravantes cualificadas por reincidencia y habitualidad se 
encuentra normado por los artículos 64° y 65°.

En lo fundamental se observa que el Proyecto ratifica el modelo, las 
reglas y los procedimientos actualmente estructurados y regulados en sus 
artículos 45°, 45o- A y 46° del Código Penal vigente que incorporó la 
Ley 30076. Esto es, se conservan los mismos criterios y protocolos de 
actuación que tuvieron su origen en el Anteproyecto de Código Penal 
2008/2010.

No obstante, podemos identificar tres innovaciones relevantes, que 
son las siguientes:

• La inclusión de una circunstancia agravante cualificada por inte­
grar una organización criminal. Esta disposición se encuentra pre­
vista en el artículo 57° y busca cumplir igual función que la asignada a 
las circunstancias agravantes cualificadas que actualmente contempla 
la Ley 30077 o Ley Contra el Crimen Organizado en su artículo 22°. 
Lo que llama la atención es la inclusión de una inédita noción de 
“delito grave” que será aquel cuya pena conminada no sea menor de 6 
años. De esta manera se proyecta incorporar a nuestra legislación una 
definición similar a la prevista en el artículo 33°.2 del Código Penal
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Español sin que resulte claramente justificado el propósito o necesidad 
de dicha regla, por lo demás, ajena a nuestra tradición legislativa.

Incorporación de una circunstancia cualificada o privilegiada por 
parentesco o vínculo equivalente con la víctim a en el artículo 59°.
Esta opción normativa constituye una de las más notorias asimetrías 
del proyecto 2014-2015. Sobre todo porque a partir del Código Penal 
de 1991 el parentesco o los vínculos con la víctima tienden a consoli­
darse únicamente como factores agravantes. Es así, por ejemplo, que 
se le ha asimilado en las últimas reformas producidas por la Ley 30364 
en los delitos de lesiones (Cfr. Artículos 121o- B y 122°) y en la inclu­
sión de una nueva circunstancia agravante cualificada en el artículo 
46°-E.

Tal tendencia político criminal también se recoge al interior de los 
catálogos de circunstancias agravantes específicas que tiene previsto el 
propio Proyecto de Nuevo Código Penal, igualmente para los delitos 
contra la salud individual en los artículos 207.3.d y 208. 4. d.

Pero, además, en el texto del artículo 59° que propone el Proyecto de 
Nuevo Código Penal se identifican también otras imperfecciones téc­
nicas. Por ejemplo, al regular como circunstancia atenuante privilegia­
da el que el autor del delito “haya actuado por motivos excusables”. Esta 
hipótesis normativa no sólo posee una redacción equívoca sino que, 
además, su potencial aplicación tendrá que sortear riesgos innecesa­
rios de colisión hermenéutica con la circunstancia atenuante genérica 
prevista por el inciso 3 del artículo 55° que alude a ‘obrar en estado de 
emoción, pasión o de temor excusables”.

En todo caso, una doble función circunstancial del parentesco hubiera 
calzado mejor si se le hubiera conferido la condición de circunstancia 
genérica, tal como ha ocurrido históricamente en el derecho penal 
español (Cfr. Artículo 23° del Código Penal Español).
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•  Regias de determinación de la pena en caso de concurrencia de 
agravantes cualificadas reguladas por el artículo 66°. Esta norma 
merece también una apreciación crítica. No sólo porque deviene en 
innecesaria, sino, que, además, tiene una deficiente técnica legislativa a 
la vez que carece de consistencia dogmática. Por ejemplo, plantea una 
rara operatividad en la concurrencia de las agravantes cualificadas “se­
gún su orden de aparición en este código Asimismo, establece con total 
imprecisión que “en la sentencia el ju ez  hace mención de la pena apli­
cable y  del quantum máximo posible conforme lo dispone este artículo”. 
Por sus peculiares características de redacción consideramos pertinente 
transcribir a continuación la disposición citada:

“Cuando concurran circunstancias agravantes cualificadas, el Juez procede 
de la siguiente manera para determinar la pena:

1. Aplica cada una de las agravantes cualificadas según su orden de apa­
rición en este código.

2. En cada uno de los supuestos, la pena con la cual se hace el cálculo se 
incrementa según los términos y en la magnitud en que el supuesto 
inmediato anterior ha hecho el incremento.

3. Con ello se obtiene la pena aplicable.

4. Si esta pena aplicable supera los treinta y cinco años, sólo se aplica este 
quantum, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 2 del artículo 63.

5. En el texto de la sentencia el juez hace mención de la pena aplicable y 
del quantum máximo posible conforme lo dispone este artículo”.

En todo caso, hubiera sido mejor, para los fines perseguidos por el 
legislador, de ir sobreponiendo los efectos de cada circunstancia agravante 
cualificada concurrente, reformular los alcances del inciso 4 del artículo 
54°. Por ejemplo, regulando que las agravantes cualificadas concurrentes 
acumulen sus efectos hasta un límite determinado. Algo similar a lo que 
se ha normado tradicionalmente en la legislación penal italiana para casos 
análogos (Cfr. Silvio Ranieri. Manual de derecho Penal. Ob. Cit., p. 348).
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Este tipo de alternativas hubiera sido menos asistemática y hubiera permi­
tido entender mejor la utilidad de una propuesta normativa al respecto.

Ahora bien, al margen de los cambios normativos reseñados, se detecta 
como un defecto común en el articulado sobre determinación judicial de 
la pena del Proyecto de Nuevo Código Penal 2014-2015, que se confun­
den, de modo reiterado, conceptos elementales y la terminología propia 
de esta materia dogmática. Es así que en el inciso 2 del artículo 21°, como 
se mencionó anteriormente, se identifica a una causal de disminución de 
punibilidad como la tentativa inacabada como si fuera una circunstancia 
atenuante privilegiada. Un defecto similar se observa en el artículo 26°. 1 
relativo a la eficacia de las eximentes imperfectas.

Sin embargo, estimamos positiva la pertinente incorporación en el in­
ciso 1 del artículo 58° de una atenuante privilegiada “cuando la afectación 
del bien jurídico protegido sea insignificante”.

Finalmente, merece un comentario aparte la peculiar disposición con­
tenida en el inciso 4, del artículo 21°, también correspondiente a la tenta­
tiva. Según esta norma “el ju ez aplica la pena para delito consumado cuando 
se trate de tentativa de los casos previstos en el numeral 14 del artículo 5 6 o”. 
Esta última disposición se refiere a una circunstancia agravante genérica 
“cuando el delito produzca la muerte de la víctima, un grave daño a  la salud 
o a l medio ambiente, y  este se verificara a  largo p lazo”.

Respecto de lo que implicaría esta inédita norma para nuestro sistema 
legal, surgen varias dudas. En primer lugar, ¿Se plantea acaso la regulación 
de una tentativa para una especie de delito preterintencional? ¿Se trata de 
una regulación defectuosa de la tentativa de un homicidio de resultado di­
ferido? ¿Era necesaria una norma de estas características? ¿No hubiera sido 
mejor optar por una redacción similar a la del inciso 14 del artículo 58° 
del Código Penal colombiano ( “Cuando se produjere un daño grave o una 
irreversible modificación del equilibrio ecológico de los ecosistemas naturales)?

313



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Lamentablemente ninguna de las interrogantes sugeridas es resuelta 
por la escueta y desordenada Exposición de Motivos que acompaña al 
Proyecto de Nuevo Código Penal 2014 -  2015. Por tanto, los alcances y 
el rendimiento dogmático esperado de dicha norma, quedarán pendientes 
para un esclarecimiento futuro que en torno a ella formule la doctrina o la 
jurisprudencia nacionales, de integrar dicha propuesta legislativa un cuar­
to Código Penal del Perú republicano. Por nuestra parte sugerimos que la 
aludida disposición legal sea suprimida por innecesaria.

En lo que corresponde a la determinación judicial de consecuencias 
accesorias aplicables a personas jurídicas, el Proyecto de Nuevo Código 
Penal 2014-2015 presenta la incoherencia de conservar disposiciones al 
respecto en los artículos 142° y 143°, pese a que regula la responsabilidad 
penal propia y directa de los entes colectivos así como las medidas de san­
ción aplicables en otros artículos (Cfr. Artículos 130° a 141°).

Resulta, pues, innecesaria e inexplicable esta dualidad normativa. Más 
aún si al comparar los catálogos de sanciones previstos en los artículos 
132° y 142° se detecta que son en mayoría los mismos. Si bien esta pre­
sencia paralela de penas y consecuencias accesorias se presenta también 
en la legislación penal española, ella se explica en este sistema jurídico 
extranjero por las diferencias formales que el legislador reconoce entre 
los entes colectivos (Cfr. Artículo 129° del Código Penal español). Al no 
existir tales diferencias en el Proyecto peruano resulta pertinente sugerir 
la eliminación de todas las normas referidas a las consecuencias accesorias 
por generar confusión y carecer, en el contexto descrito, de toda oportu­
nidad aplicativa.

No obstante, si algo hay que resaltar como positivo dentro de todo ese 
conglomerado asimétrico de normas y sanciones alusivas a la responsabili­
dad penal de las personas jurídicas, que contiene el Proyecto de Nuevo Có­
digo Penal 2014-2015, son los atinados listados de circunstancias atenuan­
tes y agravantes genéricas que siguiendo el modelo del Código Penal español 
(Cfr. Artículo 31° quater y 66° bis), se registran en los artículos 137° y 138°;



así como, también, los criterios para la aplicación de las medidas contra las 
personas jurídicas que regula el artículo 139° y que son los siguientes:

•  La gravedad del hecho punible.

• La extensión del daño o peligro causado

• El beneficio económico obtenido por el delito

• El puesto que en la estructura de la persona jurídica ocupa la persona 
física u órgano que incumplió el deber de control

En cambio debemos criticar, por carecer de técnica legislativa a la vez 
que de todo soporte teórico o práctico, el absurdo e incoherente “Sistem a 
de tercios p ara  la  aplicación de m edidas a  las personas ju ríd icas”  que 
se diseña en el artículo 140° y que debe ser suprimido.

Capítulo III: Nuevo marco legal de la determinación judicial de la pena y de las consecuencias accesorias

9. A MODO DE CONCLUSIÓN

Luego de un detallado análisis del nuevo modelo de determinación ju­
dicial de la pena, debemos concluir destacando que él ofrece importantes 
ventajas para impulsar un quehacer operativo homogéneo, predecible y 
justificado de la producción de un resultado punitivo por los administra­
dores de la justicia penal.

Sin embargo, el nuevo marco legal no sólo aporta una metodología 
menos compleja que la preexistente, sino que, además, con él se pro­
mueve un control más estricto, técnico y social de la génesis, así como 
del recorrido o la revisión de las reglas y efectos aplicados en la cons­
trucción de toda pena concreta. Algo similar ocurre con las reglas de 
determinación de consecuencias accesorias. Ellas no sólo han cubierto 
una prolongada laguna dentro del Código Penal de 1991 sino que ofre­
cen a la judicatura penal nacional la oportunidad de preparar el camino 
para lo que próximamente será el más importante desafío a su calidad 
profesional: la atribución de responsabilidad penal y la aplicación de 
sanciones penales justas a la persona jurídica delincuente. Su desempe­
ño futuro en este ámbito debe ser eficiente para poder revertir las dudas
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que a su capacidad en este dominio han formulado autores nacionales 
como Reyna Alfaro quien ha llegado a sostener lo siguiente: “B asta con 
recordar como el Acuerdo Plenario N °  /-20 0 9 /C J-l 1 6  sobre personas ju r íd i­
cas y  consecuencias accesorias reconoce como causa de la inaplicación de las 
consecuencias accesorias aplicables a  la persona ju ríd ica  a  la incapacidad de 
los órganos de la adm inistración de ju stic ia  penal de imponerlas a  fa lta  de 
un mecanismo procesal expresamente previsto p ara la persona ju ríd ica. Esos 
mismos tribunales y  fiscalías que no fueron eficientes en la aplica­
ción de consecuencias accesorias a las personas ju ríd icas difícilm ente 
podrán ser capaces de enfrentarse a la RPPJ-Responsabilidad Penal 
de la Persona Jurídica- “(Luis Miguel Reyna Alfaro. ¿Responsabilidad 
Penal de las Personas Jurídicas? Observaciones en torno a las propuestas 
legislativas de incorporación de la responsabilidad penal de la propia 
persona jurídica en el Perú. Ob. Cit., p. 111).

Por consiguiente, pues, es de anhelar que la adecuada aplicación de 
las innovadoras normas no sólo mejoren la determinación judicial de la 
pena y consecuencias accesorias en nuestro país, sino que ayuden a recu­
perar la estima social de nuestra población por un sistema de justicia penal 
que realice profesionalmente el ju s puniendi del Estado con plena obser­
vancia de los principios de legalidad y pena justa. Si todo ello se alcanza, 
en un futuro inmediato, se habrá producido, realmente, una verdadera 
reforma en la administración de justicia del Perú.

Por lo demás, la actual discusión del Proyecto de Nuevo Código Penal 
2014-2015, ofrece una oportuna ocasión para comparar y retroalimentar 
las disposiciones o prácticas de implementación del nuevo modelo de do­
sificación punitiva.



ACUERDO PLENARIO N° 4-2009/CJ-116

DETERMINACIÓN DE LA PENA Y 
CONCURSO REAL DE DELITOS

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.-

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 
Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

I o. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la Re­
pública, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 
Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 
Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional de 
los Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del 
Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, 
y dictar Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal.

2o. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 
Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema de 
Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos de 
lo Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego de 
una previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta valora­
ción de las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la Secre­
taría Técnica, luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la fecha 
para la realización del V  Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado por Resolución Admi­
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nistrativa número 286-2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se concretaron los 
temas, de derecho penal y procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos 
Plenarios. De igual manera se designó a los señores Jueces Supremos encargados de 
preparar las bases de la discusión de cada punto sometido a deliberación y de ela­
borar el proyecto de decisión. Además, se estableció que el Juez Supremo designado 
sería el ponente del tema respectivo en la sesión plenaria y encargado de redactar el 
Acuerdo Plenario correspondiente.

3o. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las distintas resolu­
ciones de los Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que analizan y deciden 
sobre el concurso real de delitos y la pena que corresponde imponer en estos casos. 
En especial, la concreción de los criterios para su identificación jurídico material y 
las reglas que le son inherentes para la determinación de la pena, así como el ámbito 
del poder de definición penológica del órgano jurisdiccional en orden al objeto del 
debate y las potestades que resultan cuando media recurso acusatorio.

4o. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se de­
terminó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 
116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 
dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su especia­
lidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema abordado, 
que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas que se invocaron 
como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e incorpo­
rar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para confi­
gurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente expuestas. 
Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en concordancia 
con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte Suprema 
de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial.

5o. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del 
debate y en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente 
Acuerdo Plenario. Se ratificó como ponentes a los señores San Martín Castro y 
Prado Saldarriaga, quienes expresan el parecer del Pleno.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1, El concurso real de delitos,

6o. El artículo 50° del Código Penal -en adelante, CP- regula el denominado con­
curso real de delitos. El texto legal vigente, de dicha norma, fue introducido por la 
Ley 28730, del 13 de mayo de 2006.
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Se produce un concurso real de delitos cuando un mismo autor con una pluralidad 
de acciones independientes entre sí, realiza, a su vez, varios delitos autónomos. A 
diferencia del concurso ideal (que presenta unidad de acción), el concurso real se ca­
racteriza por presentar pluralidad de acciones y por ello constituye la contrapartida 
del concurso ideal [Villavicencio Terreros, Felipe: Derecho Penal Parte General, 
Editorial Grijley, Lima, 2006, página 703].

Existen dos formas de concurso real de delitos: el homogéneo y el heterogéneo.

El concurso real es homogéneo si la pluralidad de delitos cometidos corresponden a 
una misma especie; por ejemplo, cuando en diversas ocasiones y de modo indepen­
diente se cometieron varios robos. El concurso real es heterogéneo cuando los delitos 
realizados por el mismo autor constituyen infracciones de distinta especie, es decir, 
si en distintas oportunidades se cometieron un hurto, lesiones y una falsificación de 
documentos.

Los presupuestos y requisitos legales del concurso real de delitos son los siguientes:

A. Pluralidad de acciones.

B. Pluralidad de delitos independientes.

C. Unidad de autor.

El agente en el concurso real de delitos debe ser objeto de enjuiciamiento en un 
mismo proceso penal -enjuiciamiento conjunto-, lo que, por consiguiente, da lugar 
a una imputación acumulada al agente de todos los delitos perpetrados en un deter­
minado espacio de tiempo [García Cavero, Percy: Lecciones de Derecho Penal Parte 
General, Editorial Grijley, Lima, 2008, página 655]. La comisión de varios delitos en 
concurso real crea los presupuestos de su enjuiciamiento simultáneo en función a la 
conexidad material existente entre ellos.

7 o. Para la determinación de la pena concreta aplicable, en caso del concurso real de 
delitos, rige un procedimiento que responde a las reglas derivadas del denominado 
“principio de acumulación”. El esquema operativo que el órgano jurisdiccional debe 
desarrollar en estos casos es el siguiente:

A. Identificación de una pena básica y una pena concreta parcial para cada delito 
integrante del concurso. Ello supone, como primer paso, que se defina la posi­
bilidad de sanción establecida para el delito -límites mínimo y máximo o pena 
básica- en base a la penalidad conminada en la ley para dicho ilícito. El segundo 
paso consiste, atento a las circunstancias correspondientes y/o concurrentes de 
su comisión, en la concreción de la pena aplicable al delito en cuestión -pena 
concreta parcial-. Cabe precisar que esta primera etapa de determinación de la
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pena deberá cumplirse tantas veces como delitos que estén en concurso real. 
El órgano jurisdiccional debe operar para ello en principio de la misma forma 
como si cada hecho debiera enjuiciarse solo.

B. En la segunda y última etapa, cumplida la precedente, el Juez procederá a sumar 
las penas concretas parciales y así obtener, con dicha adición, un resultado que 
será la pena concreta total del concurso real. Sin embargo, esta pena concreta 
resultante tendrá que ser sometida a un doble examen de validación.

En primer lugar, será del caso verificar que la pena no exceda de treinta y cinco 
años si es pena privativa de libertad temporal, así como que tampoco exceda el 
equivalente al doble de la pena concreta parcial establecida para el delito más 
grave de los comprendidos por el concurso real. En caso de que el resultado de 
la pena concreta total supere cualquiera de esos dos límites legales, su extensión 
deberá de reducirse hasta el límite correspondiente (treinta y cinco años o el que 
representa el doble de la pena concreta parcial fijada para el delito más grave).

Finalmente, el artículo 50° CP incorpora una última verificación de carácter 
excepcional. Esta implica cotejar que ninguno de los delitos integrantes del con­
curso real haya obtenido como pena parcial la de cadena perpetua, ya que de 
darse tal supuesto dicha sanción punitiva sería la única que tendría la condición 
de pena concreta, suprimiéndose, en tal caso, las demás penas concretas parcia­
les. Cabe aclarar que si más de un delito resultase con pena concreta parcial de 
cadena perpetua estas no se sumarían debiendo aplicarse como pena concreta 
total sólo una de ellas.

8o. Constituye una modalidad especial de concurso real de delitos, el denominado 
concurso real retrospectivo o posterior. Ella está contemplada en el artículo 51° 
CP y cuyo texto vigente fue incorporado también por la Ley 28730.

El concurso real retrospectivo o posterior se configura cuando los delitos que com­
ponen el concurso no fueron juzgados simultáneamente en un solo proceso penal. 
Es decir, al autor de esa pluralidad concursal de delitos independientes se le fue 
sometiendo a juicio y condenando secuencialmente por cada hecho punible, se­
gún la oportunidad en que tales ilícitos se fueron, sucesivamente, descubriendo. Un 
ejemplo puede ilustrar esta peculiar situación material y procesal: Xcometió un hurto 
en abril de 2003. Al año siguiente, en marzo de 2004y utilizó una libreta electoral falsa 
para suscribir un contrato de arrendamiento. Luego, en junio de 2006, ocasionó lesiones 
graves a su vecino. Este último lo denunció', por lo que X  fue procesado y condenado a 
cinco años de pena privativa de libertad. Sin embargo, estando recluido él fue reconocido 
por el agraviado del hurto que cometió en el 2003, quien a l denunciarlo le generó un
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nuevo proceso penal. Al iniciarse este nuevo juicio se descubrió la utilización del docu­
mento falso el año 2004, lo que motivó que se le amplíe la instrucción por el delito contra 
la fe  pública. Como se puede apreciar en este ejemplo, si bien existe un concurso 
real entre los delitos de robo (artículo 185° CP), falsedad documental (artículo 427° 
CP) y lesiones graves (artículo 121° CP), tales delitos no han podido ser juzgados en 
el mismo proceso judicial sino en juicios sucesivos posteriores a la primera condena 
por lesiones graves.

Partiendo de la estructura normativa del concurso real retrospectivo de delitos, cabe 
identificar como sus presupuestos y requisitos a los siguientes:

A. Pluralidad de delitos.

B. Juzgamiento sucesivó de los delitos en concurso.

C. Unidad de autor.

9o. En la imposición de la pena concreta para esta modalidad especial de concurso 
real la doctrina exige que se fije como criterio rector que el autor no debe resultar 
con una pena concreta final y total, luego de sus sucesivos juzgamientos y condenas, 
que sea más severa que aquella que se le habría aplicado si hubiese sido juzgado 
simultáneamente, en un sólo proceso, por todos los delitos que cometió y que die­
ron lugar al concurso real [Hurtado Pozo, J osé: M anual de Derecho Penal. Parte 
GeneralI, 3a edición, Editorial Grijley, Lima, 2005, Página 942, numeral 2422]. En 
coherencia con dicho criterio la modificación del artículo 51° CP, mediante la Ley 
28730, ha establecido que la pena concreta para tales casos, surgirá, también, de la 
aplicación del mismo procedimiento regulado para el concurso real de delitos en el 
artículo 50° CP. Es decir, el órgano jurisdiccional competente en cada juzgamiento 
deberá adicionar las penas concretas parciales que obtenga por los delitos que pro­
cesó, a aquellas que ya fueron impuestas en los juzgamientos precedentes. Luego 
deberá someter el resultado o pena concreta total del concurso real retrospectivo, a 
las verificaciones y límites señalados en el mismo artículo 51° CP y a los cuales ya 
se ha hecho mención al analizar el caso del concurso real (no superar treinta y cinco 
años de pena privativa de libertad ni superar el doble de la pena concreta parcial 
correspondiente al delito más grave y aplicar sólo la pena de cadena perpetua si ella 
resulta como sanción para, cuando menos, uno de los delitos en concurso).

§  2 . E l concurso real de fa lta s .

10°. La Ley 29407, promulgada el 16 de setiembre de 2009, incorporó en el Código 
Penal el artículo 50°-A para regular el denominado concurso real de faltas. Según 
este artículo: “Cuando se realiza una pluralidad de acciones que deben considerarse
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como faltas independientes que perjudican a varias personas e infringen el mismo precep­
to penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, será sancionado como autor y se le 
impone la pena privativa de libertad prevista para este, teniendo en cuenta el perjuicio 
total causado”.

La confusa redacción de dicha norma complica el análisis dogmático sobre la es­
tructura y configuración de esta novedosa modalidad concursal. No obstante, una 
aproximación general a sus contenidos permite señalar como sus presupuestos y 
requisitos a los siguientes:

A. Pluralidad de acciones.

B. Pluralidad de faltas independientes.

C. Pluralidad de personas perjudicadas.

D. Unidad de autor.

11°. Ante la ausencia de doctrina especializada al respecto resulta pertinente formu­
lar algunos criterios generales en torno a la naturaleza y efectos de esta inédita forma 
de concurso real.

Al parecer también es posible un concurso real homogéneo o heterogéneo de faltas 
ya que el texto de la norma alude a que los actos del agente .. infringen el mismo 
precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza,... ”.

Sin embargo, resulta compleja la descripción que hace la ley sobre las reglas de de­
terminación de la pena en el párrafo final del artículo 50°-A CP: “ .. .será sancionado 
como autor y se le impone la pena privativa de libertad prevista para éste, teniendo en 
cuenta el perjuicio total causado. ”. Al respecto, y teniendo en cuenta los criterios asu­
midos para los casos del concurso real de delitos por los artículos 50° y 51° CP, una 
opción interpretativa válida sería inferir que la penalidad concreta del concurso real 
de faltas surgirá de la acumulación de las penas parciales correspondientes a cada 
falta integrante de la estructura concursal. Pero, el problema hermenéutico subsiste 
por la alusión que hace el texto legal a una “pena privativa de libertad prevista”, la 
cual no está considerada actualmente para ningún tipo de falta regulada en el Libro 
Tercero del Código Penal. Efectivamente, tales infracciones penales sólo pueden ser 
reprimidas con penas restrictivas de derechos -prestación de servicios a la comuni­
dad- y multa, conforme al artículo 440°.3 CP. Es más, la única posibilidad legal 
de aplicar esta clase de pena privativa de libertad en una falta se concentra en el 
heterodoxo supuesto de conversión que estipula el modificado inciso 3 del artículo 
440° CP (Disposiciones Fundamentales), pero que sólo puede operar en casos de 
reincidencia en faltas contra la persona del artículo 441° CP o contra el patrimonio
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del artículo 444° CP, situaciones y efectos no compatibles con la noción de reite- 
rancia -pluralidad de infracciones penales cometidas pero ausencia de sentencias 
condenatorias precedentes- que gobierna y caracteriza a toda forma de concurso real 
de infracciones penales.

Esta incoherencia normativa es consecuencia de haber mantenido en el artículo 50o- 
A CP, en gran medida, el mismo enunciado propuesto por el Proyecto Parlamentario 
definitivo que dio origen a la Ley número 29407 y que era el siguiente: “Cuando se 
realiza una pluralidad de acciones que deben considerarse como faltas independientes 
que perjudican a varias personas e infringen el mismo precepto penal o preceptos de igual 
o semejante naturaleza, es castigado como autor o partícipe del delito correspondiente y se 
le impone la pena privativa de libertad prevista para este, teniendo en cuenta el perjuicio 
total causado ”. La redacción proyectada aludía, pues, a un “delito” y no una falta, por 
lo que sí era posible considerar la aplicación de una pena privativa de libertad que 
correspondiera a un hecho punible.

Esta heterodoxa redacción y consecuencia punitiva del artículo 50°-A CP, fue con­
firmada, luego, con la fe de erratas publicada el 29 de septiembre de 2009 (diario 
oficial El Peruano. Suplemento de normas legales. Edición del martes 29 de septiem­
bre de 2009, página 403452). Por tanto, el texto vigente a quedado redactado con 
el siguiente tenor: “ Cuando se realiza una pluralidad de acciones que deban conside­
rarse como faltas independientes que perjudican a varias personas e infringen el mismo 
precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, sera sancionado como autor 
del delito correspondiente y se le impone la pena privativa de libertad prevista para este, 
teniendo en cuenta el perjuicio total causado”.

La norma citada no señala cuál es el delito correspondiente que aportará la pena 
aplicable ni cuantas faltas deben cometerse para que se asimilen a un delito. No hay, 
pues, por vía hermenéutica posibilidades de compatibilizar tales defectos de técnica 
legislativa con las exigencias derivadas del principio de legalidad.

En consecuencia, solo cabe postular que se apliquen al concurso real de faltas iguales 
reglas de determinación de la pena concreta que actualmente rigen para el concurso 
real de delitos. Esto es, que se adicionen o acumulen todas la penas concretas parcia­
les aplicables a cada una de las faltas cometidas por el mismo agente y que perjudica­
ron a varios agraviados. Sin embargo, el resultado final no deberá exceder los límites 
genéricos de las penas de prestación de servicios a la comunidad y de multa que fijan 
los artículos 34° CP (ciento cincuenta y seis jornadas de servicios semanales) y 440°.4 
CP (ciento ochenta días-multa), respectivamente.
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§ 3 . A cusación fisc a l y  congruencia.

12°. La acusación fiscal debe indicar la acción u omisión punible y las circunstancias 
que determinan la responsabilidad del imputado (artículos 225°.2 del Código de 
Procedimientos Penales -en adelante, ACPP- y 349°. 1-b del Código Procesal Penal 
-en adelante, NCPP-). Un requisito formal de la acusación es, precisamente, su ex- 
haustividad y concreción -debe cumplir con lo dispuesto en los artículos 92° de la 
Ley Orgánica del Ministerio Público y 225° ACPP o 349°. 1 NCPP-. Si la acusación 
es vaga e insuficiente produce indefensión.

La acusación fiscal, valorando tanto los actos de investigación como los actos de 
prueba preconstituida o anticipada y la prueba documental, en primer lugar, debe 
precisar con rigor los hechos principales y el conjunto de circunstancias que están 
alrededor de los mismos; y, en segundo lugar, debe calificarlos jurídicamente acu­
diendo al ordenamiento penal: tipo legal, grado del delito, tipo de autoría o de par­
ticipación, así como mencionar las diversas circunstancias genéricas modificativas 
de la responsabilidad penal que están presentes en el caso (artículos 46°-A, 46°-B, 
46°-C, 21° y 22° CP, y artículos 136° ACPP o 161° NCPP), y las reglas propias del 
concurso de delitos (artículos 48750° CP).

Las normas sobre el concurso de delitos tienen una incidencia directa en la determi­
nación del marco penal aplicable. Así han sido concebidas por el derecho positivo; 
el Código Penal las incorpora en el Capítulo II del Título III del Libro Primero, 
dedicado a la aplicación de la pena-. Sin perjuicio de lo expuesto, es de enfatizar que 
los concursos delictivos -concurso ideal, concurso real, delito continuado y delito 
masa-, son casos de concurrencia de tipos penales realizados sin que ninguno excluya 
a otro, con diferentes normas penales violadas y diversidad de bienes jurídicos lesio­
nados [Quintero O livares, G onzalo: M anual de Derecho Penal Parte General, 2° 
Edición, Editorial Aranzadi, Navarra, 2000, página 747].

13°. Si el Tribunal de instancia, en la etapa intermedia, no realizó un efectivo control 
de la acusación instando la subsanación de la omisión respecto al posible concurso 
de delitos, resta determinar si esta omisión -así, por ejemplo, precisión de que se 
trata de un concurso real con las consecuencias correspondientes en el ámbito de la 
pena- debe ser objeto de un planteamiento de la tesis de desvinculación procesal o 
de información judicial -cuyo eje es el respeto del principio de contradicción y de 
la garantía de defensa procesal, concretamente, del derecho al conocimiento de los 
cargos-.

El planteamiento de la tesis, según el artículo 285°-A ACPP, sólo es posible cuando 
corresponda variar la calificación jurídica del hecho procesal o cuando se adviertan
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circunstancias modificativas de la responsabilidad no incluidas en la acusación que 
aumentan la punibilidad. Sólo está destinada, por consiguiente, a la introducción de 
hechos no esenciales o accidentales al hecho principal -inmutable en sí mismo- y a 
desvinculación respecto de la calificación jurídica del hecho acusado.

Es evidente que el concurso de delitos no constituye una circunstancia modificativa 
de la responsabilidad penal; es decir, elementos fácticos accidentales del delito, que 
no condicionan su existencia pero inciden en la moderación o agravación de la pena. 
Las reglas sobre el concurso de delitos tampoco incide en la calificación jurídica de 
las conductas delictivas: tipicidad objetiva y subjetiva, grado del delito, tipo de au­
toría o de participación.

Por tanto, las referencias jurídicas al concurso de delitos, necesarias para la valora­
ción del hecho procesal, no infringe principio ni garantía procesal alguna, siempre 
que, como corresponde, no se introduzcan nuevos datos o elementos a los que no 
se hubieran podido referir las partes por desconocimiento de los mismos -por lo de­
más, es de tener presente que los elementos de hecho son susceptibles de prueba y las 
valoraciones lo son de debate-. Así las cosas, no hace falta plantear la tesis o, en otros 
términos, el no planteamiento de la tesis en este caso, aun cuando sería recomenda­
ble a fin de consolidar un debate puntual sobre este asunto -de suerte que en clave 
garantista es conveniente hacerlo para instar una discusión jurídica acabada sobre 
el concurso real y sus consecuencias punitivas-, no vulnera las formas esenciales del 
juicio ni genera indefensión alguna.

Cabe señalar que el concurso real de delitos, al configurarse por distintas acciones y 
diferentes resultados, no crea problemas técnico jurídicos mayores a la teoría del delito, 
pues ésta se cumple sin ninguna complejidad en relación con cada uno de los delitos 
que entran en concurso. El problema político-criminal se contrae a la decisión del 
castigo a imponer [Quintero O livares, G onzalo, Obra citada, página 748].

14°. El NCPP tiene instituciones precisas que permiten un control más efectivo de 
la acusación. En efecto, el artículo 350°. 1 NCPP, entre las ocho mociones o peti­
ciones autorizadas, otorga a las partes -y que, por su propia naturaleza referida a la 
admisibilidad de un acto postulatorio de especial trascendencia procesal, también 
puede ser deducida de oficio por el Tribunal- la posibilidad de observar la acusación 
que contiene defectos formales y, por ello, de requerir su corrección -casos de una 
acusación incompleta o que no ha hecho referencia, por ejemplo, a los supuestos de 
concurso de delitos y a la definición del marco penal-. El artículo 374°. 1 NCPP re­
conoce al Tribunal la facultad de plantear la tesis cuando sea posible una calificación 
jurídica de los hechos objeto del debate que no ha sido considerada por el Ministerio 
Público. El artículo 387°.2 NCPP otorga al Fiscal la facultad solicitar un aumento 
o disminución de la pena si durante el juicio han surgido nuevas razones justifica­
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tivas para hacerlo. Éste sería el caso de la afirmación de un concurso de delitos, que 
conlleva una pena más grave, cuya aceptación está condicionada, como es obvio, a 
la formulación de razones jurídicas específicas o nuevas en relación con la acusación 
escrita, en tanto en cuanto no importen una modificación del hecho procesal.

15°. Si la determinación e individualización de la pena constituye un procedimiento 
técnico y valorativo debidamente regulado por el Código Penal, es evidente que to­
dos aquellos hechos y circunstancias que determinan su apreciación jurídica para la 
definición del marco penal y de la pena concreta, de un lado, integran el objeto del 
debate, y, de otro lado, están sometidos al principio de legalidad penal. En aquellos 
supuestos de concurso, como es el caso del concurso real de delitos, en que el Fiscal 
omitió mencionar la cita legal respectiva y afirmar explícitamente la existencia de tal 
institución, ha de entenderse que se trata de un error evidente fácilmente constatable 
por la defensa, pues la ley explícitamente contempla tal supuesto cuya consecuencia 
penológica no puede serle ajena.

Los casos de errores u omisiones evidentes, de imposible inadvertencia para las par­
tes frente a una disposición legal que rige la determinación e individualización de la 
pena, no pueden constituir un límite a la potestad jurisdiccional vinculada en estos 
casos a los principios de legalidad y culpabilidad. Ésta es la doctrina que fluye de la 
Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos del 10 de febrero de 1995, 
recaída en el Asunto Gea Catalán contra España.

16°. Los artículos 225° y 273° ACPP y 349°. 1 y 387°. 1 NCPP exigen que el Fiscal 
en su acusación, tanto escrita como oral, precise la pena que solicita. El Tribunal 
no tiene una vinculación absoluta con ese pedido de pena, aunque los dos Códigos 
presentan algunas diferencias entre sí. El artículo 285°-A.4 ACPP estipula que es 
posible que el Tribunal aplique una sanción más grave que la solicitada por el Fiscal, 
aunque está obligado a una motivación reforzada. El artículo 397°.3 NCPP, sin em­
bargo, fija como regla que el Tribunal no puede aplicar una pena más grave que la 
requerida por el Fiscal, salvo que solicite una por debajo del mínimo legal sin causa 
justificada de atenuación.

La regla general es que la individualización de la pena es tarea que corresponde a los 
tribunales como esencialmente unida a la función de juzgar, y siempre deben hacerlo 
dentro del marco legal, con independencia de la posición de la acusación. El peti- 
tum o petición de pena no integra el objeto del proceso penal ni define el principio 
acusatorio, aunque, desde luego -y en la concepción asumida por el NCPP- tiene 
incidencia en el principio de contradicción y la garantía de defensa procesal, pues, 
fija los términos del debate al señalar un tope máximo a la pena a imponer en el 
caso concreto y expresa un límite a las funciones encomendadas tanto al Ministerio 
Público cuanto al Poder Judicial dentro de la organización del Estado [Colmenero
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M enéndez de Luarca, M iguel: La iniciativa del Tribunal en las decisiones y pro­
nunciamientos de la sentencia penal. En: Revista del Poder Judicial, Edición CGPJ, 
Madrid, Iberius, 2004, página 30].

El NCPP, en consecuencia, impide imponer una pena concreta superior a la instada 
por el Ministerio Público. Ello presupone, desde luego, que la pena solicitada sea 
la legalmente prevista, respete el marco penal adecuado al tipo legal y a las demás 
circunstancias modificativas de la responsabilidad.

17°. El problema se presenta cuando la acusación ha solicitado erróneamente la im­
posición de una pena que no corresponde a lo previsto en la ley, bien porque haya re­
querido la aplicación de una pena inferior al mínimo legal, o bien porque omita pedir 
alguna de las penas que la ley haya previsto para esa concreta infracción penal -por 
ejemplo, no incluyó alguna de las penas principales conjuntas o una pena accesoria-.

En estos casos prima el principio de legalidad, pues el Juez está sometido a la Ley, 
que no puede dejar de aplicarla. El Juez, en suma, debe imponer la pena dentro del 
marco legal correspondiente. No está librado al arbitrio del Ministerio Público la 
fijación de penas distintas a las señaladas por la ley para cada delito.

No se trata de impedir que la acusación señale un límite máximo -que es la pauta 
legal fijada por el NCPP-, sino de evitar que pueda establecer penalidades diferen­
tes a las legales, cuestión totalmente diferente, que se resuelve con la primacía del 
principio de legalidad. Tal limitación, dice por ejemplo la Sentencia del Tribunal 
Supremo Español del 12 de abril de 1995, no es aplicable a los errores que hayan 
podido cometerse en los escritos de calificación (acusación fiscal).

Por lo demás, en estos casos el Tribunal ha de imponer la pena legalmente proceden­
te, teniendo en cuenta los elementos agravatorios introducidos por la acusación y 
debatidos (o susceptibles de haberlo sido) en el juicio oral, concretándola en cuanto 
a su cuantía y duración en el mínimo legal [Colmenero M enéndez de Luarca, 
M iguel: Obra citada, página 33].

18°. Sentado que el Tribunal de Mérito debe desentenderse del requerimiento de 
una pena ilegal y otorgar primacía al principio de legalidad, distinto es el caso cuan­
do se trata de la potestad de un Tribunal de Apelación, de Casación o del recurso 
de nulidad. Prima en este caso el principio dispositivo cuyo interés es el límite de la 
facultad de revisión del Tribunal Ad Quem.

Si se trata de un recurso acusatorio, esto es, el Fiscal es el recurrente y pide una pena 
mayor, el Tribunal de Revisión tendrá como tope recursal la pretensión impugna­
tiva del Fiscal, en tanto sea coherente con la pretensión penal hecha valer cuando 
formuló acusación oral. Es posible que la pretensión en cuestión sea objetivamente 
ilegal y no respete el marco penal del artículo 50° CP, empero aquí se superpone el
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principio dispositivo en tanto expresa un límite razonable de entidad político cri­
minal, compatible con la garantía de tutela jurisdiccional, al poder de revisión de la 
instancia superior. Por ende, a lo más el Tribunal deberá, si correspondiere, elevar la 
pena hasta el tope de la pretensión ejercitada, pudiendo hacer referencia al concurso 
real de delitos aún cuando sobre ese extremo no se haya pronunciado el Tribunal de 
Mérito y la acusación fiscal.

Si, por el contrario, se trata de un recurso defensivo interpuesto por el imputado o 
por la Fiscalía a su favor y el Tribunal de Revisión advierte que la pena impuesta no es 
compatible con el marco penal legalmente establecido -incluso, vulnera flagrantemente 
las reglas del artículo 50° CP-, en aplicación del principio de interdicción de la reforma 
peyorativa (artículos 300°. 1 ACPP y 409°.3 NCPP) no le es posible subsanar el error y 
tampoco anular el fallo porque ello importaría afectar el entorno jurídico del imputado 
y con él la propia esencia del derecho al recurso, que integra el contenido esencial de la 
garantía procesal del debido proceso.

III. DECISIÓN

19°. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, por 
unanimidad, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116o del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial;

ACORDARON;

20°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 
jurídicos 6o al 18°.

21°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 
antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judicia­
les, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de 
la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del 
artículo 116o del citado estatuto orgánico.

22°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Há­
gase saber.

Ss. G onzales C ampos / SAN MARTÍN CASTRO / Legaros C o rn ejo  / PRADO SALDAR- 
RIAGA / Ro dríguez  T ineo  / Yaldez R oca / Barrientos Peña  / B iaggi G ómez / M olina  
O rdoñez / Barrios A lvarado / Príncipe  T rujillo  / Barandiarán D empwolf / N eyra 
F lores / C alderón  C astillo  / Z evallos S oto
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ACUERDO PLENARIO N° 5-2009/CJ-116

PROCESO DE TERMINACIÓN ANTICIPADA: 
ASPECTOS ESENCIALES

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve. -

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 
Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

I o. Las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolu­
ción Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo 
del Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional 
de los Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del 
Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, 
y dictar Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal.

2o. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 
Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema 
de Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos 
de lo Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego 
de una previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta 
valoración de las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la 
Secretaría Técnica, luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la 
fecha para la realización del V Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado por Resolución
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Administrativa número 286-2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se definieron 
los temas, de derecho penal y procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuer­
dos Plenarios. De igual manera se designó a los señores Jueces Supremos encargados 
de preparar las bases de la discusión de cada punto sometido a deliberación y de ela­
borar el proyecto de decisión. Además, se estableció que el Juez Supremo designado 
sería el ponente del tema respectivo en la sesión plenaria y encargado de redactar el 
Acuerdo Plenario correspondiente.

3o. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las distintas resolu­
ciones de los Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que analizan y deciden 
sobre diversos aspectos del proceso especial de terminación anticipada. En concreto, 
sobre su viabilidad en la etapa intermedia del proceso común u ordinario, la posi­
bilidad de emitir sentencia absolutoria a pesar de existir un acuerdo entre las partes, 
los criterios para determinar la aplicación del beneficio de rebaja de un sexto sobre 
la pena, los alcances de la aplicación de la atenuación excepcional por confesión sin­
cera, y la procedencia y alcances, en su caso, de la apelación del auto que desaprueba 
el acuerdo de terminación anticipada y de la sentencia anticipada.

4o. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se de­
terminó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 
116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 
dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su especia­
lidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema abordado, 
que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas que se invocaron 
como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e incorpo­
rar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para confi­
gurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente expuestas. 
Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en concordancia 
con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte Suprema 
de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial.

5o. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del 
debate y en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente 
Acuerdo Plenario. Se ratificó como ponente al señor N eyra Flores, quien, con la 
intervención del señor San Martín Castro, expresa el parecer del Pleno.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

§ 1. Naturaleza jurídica del proceso de terminación anticipada .

6o. La terminación anticipada es un proceso penal especial y, además, una forma 
de simplificación procesal, que se sustenta en el principio del consenso. Es, además,
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uno de los exponentes de la justicia penal negociada. Su regulación, en sus aspec­
tos esenciales, está suficientemente desarrollada en el Libro V, Sección V, artículos 
4687471°, del Nuevo Código Procesal Penal -en adelante, NCPP-. Frente al proce­
so común del NCPP y el ordinario e incluso el sumario del antiguo sistema procesal 
penal, que sigue las pautas del antiguo Código de Procedimientos Penales -en ade­
lante, ACPP-, se erige en un proceso penal autónomo, no es una mera incidencia o 
un proceso auxiliar dependiente de aquél.

Por tanto, la regla hermenéutica que es del caso utilizar será aquella que establece 
la aplicación supletoria del proceso común u ordinario siempre que exista un vacío 
normativo, en tanto en cuanto la norma objeto de integración jurídica no vulnere 
los principios que sustentan el proceso de terminación anticipada o las disposiciones 
y su estructura procesal.

§  2. E l tratam iento legal del proceso de term inación anticipada en el NCPP.

7 o. El proceso de terminación anticipada importa la aceptación de responsabilidad 
por parte del imputado respecto del hecho punible objeto del proceso penal y la po­
sibilidad de negociación acerca de las circunstancias del hecho punible, la pena, la 
reparación civil y las consecuencias accesorias. Así fluye de lo dispuesto en el artí­
culo 468°. 4 y 5 NCPP. Al haberse regulado para todo tipo de delitos -ámbito de 
aplicación general- y sometido sus reglas a una pauta unitaria, es obvio que, por 
razones de coherencia normativa y de primacía de la ley posterior que reemplaza un 
instituto legal determinado, las disposiciones del NCPP han venido a reemplazar a 
las disposiciones procesales penales especiales, tales como las Leyes número 26320 
y 28008. Sin embargo, en el caso de los delitos aduaneros -Ley número 28008-, las 
normas de contenido relevantemente penal material y las reglas procesales específicas 
vinculadas a las primeras y al modo cómo se han regulado estos delitos siguen rigien­
do, tal es el caso de los literales c), d) y e), y los cinco párrafos finales del artículo 20°.

8o. El proceso de terminación anticipada atraviesa diversas etapas o fases, que va 
desde la calificación de la solicitud de terminación anticipada -sin que para ello o 
para la continuación del referido proceso corresponda realizar diligencia preliminar 
alguna o tomar una declaración al imputado- [fase inicial], hasta la realización de 
la audiencia respectiva [fase principal] y la consecuente emisión de la decisión re­
solutoria correspondiente: auto desaprobatorio del acuerdo o sentencia anticipada 
[fase decisoria]. Es claro, por lo demás, que audiencia preparatoria es privada, cuya 
justificación estriba en que es consecuencia del carácter de publicidad relativa de 
la investigación preparatoria y constituye, desde la perspectiva del imputado, uno 
de los efectos benéficos de este proceso especial, quien apunta a que su caso no se 
ventile públicamente.
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Es condición de la realización de la citada audiencia que la solicitud de terminación 
anticipada pase el examen judicial de admisibilidad y procedencia. Además, el Juez 
ha de revisar si el imputado tiene debido conocimiento de los alcances y conse­
cuencia del acuerdo al que puede llegar -es, precisamente, el segundo paso de la 
audiencia, inmediatamente después de la presentación de los cargos por la Fiscalía-. 
El consentimiento del imputado, visto el carácter dispositivo de la pretensión o los 
efectos que entraña, ha de ser libre, voluntario -sin presiones o amenazas-, informa­
do, prestado con el auxilio de un abogado defensor, y con pleno conocimiento de lo 
que hace o deja de hacer y a lo que se somete una vez que acepta el acuerdo.

9o. Si es que las partes arriban a un acuerdo -que tiene como presupuesto la afirma­
ción de la responsabilidad penal del imputado y, como condición, la precisión de las 
consecuencias jurídico penales y civiles correspondientes, en perfecta armonía con 
el principio de legalidad-, corresponde al Juez en ejercicio de su potestad jurisdic­
cional llevar a cabo los pertinentes controles acerca de la legalidad del acuerdo y de 
la razonabilidad de la pena.

10°. El control de legalidad del acuerdo se expresa en tres planos diferentes:

A. El ámbito de la tipicidad o calificación jurídico penal, en relación a los hechos 
objeto de la causa y a las circunstancias que rodean al hecho punible.

B. El ámbito de la legalidad de la pena y, en su caso, a su correspondencia con 
los parámetros, mínimo y máximo, que fluyen del tipo legal aplicado y de las 
circunstancias modificativas de la responsabilidad -esto es lo que se denomina 
pena básica-. También el juicio de legalidad alcanza al respeto de los ámbitos 
legalmente definidos de la reparación civil -siendo del caso resaltar que en este 
extremo prima por completo la disposición sobre el objeto civil- y de las conse­
cuencias accesorias.

C. La exigencia de una suficiente actividad indiciaria. Ello implica que las actuacio­
nes o diligencias de la investigación permitan concluir que existe base suficiente 
-probabilidad delictiva- (i) de la comisión de los hechos imputados y de su vin­
culación con el imputado, y (ii) que están presentes todos los presupuestos de la 
punibilidad y de la perseguibilidad.

11°. El control de la razonabilidad de la pena está centrado en el examen del quan­
tum de la pena y de la reparación civil objeto del acuerdo. El Juez ha de realizar una 
valoración que evite que se vulnere, por exceso o por defecto, el principio de propor­
cionalidad, se lesione la finalidad de la pena o se afecte indebidamente los derechos 
e intereses legítimos de la víctima. Por consiguiente, sólo podrá rechazar el acuerdo 
si de modo palmario o evidente se estipule una pena o una reparación civil eviden-
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teniente desproporcionada o que en el caso de la pena se lesione ostensiblemente el 
principio preventivo.

12°. El análisis que corresponde al Juez Penal para homologar el acuerdo que le 
presentan las partes procesales concernidas es ciertamente distinto a la valoración y 
examen jurídico penal que hace el Juez en el proceso común luego del juicio oral. En 
este último el Juez aprecia y valora los actos de prueba y puede aplicar criterios como 

. el in dubio pro reo para absolver al imputado, lo que en cierta medida no es posible 
en el proceso de terminación anticipada, en atención a los mecanismos reconocimos 
para su conformación sobre la base del consenso procesal.

Es claro, atento a lo expuesto, que el Juez debe desaprobar el acuerdo si advierte la 
inexistencia de los hechos, la atipicidad de la conducta atribuida u otra situación 
similar. Lo correcto en estos casos es que, rechazado el acuerdo, los cargos se dilu­
ciden en el proceso común. Es un contrasentido, en atención aí ámbito del control 
jurisdiccional del acuerdo, que se busque una absolución o una decisión que resuelva 
un objeto distinto al juicio sobre la validez y eficacia jurídica del acuerdo objeto de 
control jurisdiccional.

$  4 . Beneficios en elproceso especial de term inación an ticip ada.

13°. La determinación dé la pena debe respetar los ámbitos legales referidos tanto a 
la configuración de la pena básica -definida como la configuración del marco penal 
establecido por el tipo legal y las diferentes normas que contienen las circunstancias 
modificativas de la responsabilidad genéricas, sean agravantes y/o atenuantes-, como 
al establecimiento de la pena concreta o final -que es el resultado de la aplicación de 
los factores de individualización estipulados en los artículos 45° y 46° del Código 
Penal, siempre dentro del marco penal fijado por la pena básica y a partir de criterios 
referidos al grado de injusto y el grado de culpabilidad-.

El acuerdo deberá determinar la pena concreta o final consensuada, cuyo examen, 
bajo las pautas señaladas líneas arriba -juicios de legalidad y razonabilidad de la 
pena-, corresponde realizar al Juez.

14°. El artículo 471° NCPP estipula una reducción adicional acumulable de la pena 
de una sexta parte. Cabe puntualizar que la última frase del citado dispositivo legal 
precisa que el beneficio en cuestión es adicional y se acumulará al que reciba por 
confesión. Ésta última es una circunstancia modificativa de la responsabilidad de 
carácter genérica y excepcional, en tanto permite disminuir la pena hasta en una 
tercera parte por debajo del mínimo legal (artículo 161° NCPP), que lo que hace es 
redefinir el marco penal correspondiente, de ahí que es lógica la disposición procesal
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que la diferencia del beneficio por el acogimiento a la terminación anticipada y, por 
tanto, no encuentra obstáculo a su acumulación.

Ahora bien, la aplicación del beneficio de una reducción de una sexta parte se refiere 
a la pena concreta o final. Sobre ésta, una vez definida, es que ha de operar la re­
ducción en una sexta parte -es una pauta de disminución fija y automática, es decir, 
tasada-. El acuerdo podrá consignarla, pero en todo caso siempre diferenciándola de 
la pena concreta y final, del resultado final como consecuencia del beneficio aludido, 
a efecto de que el Juez pueda definir con seguridad y acierto la realidad del beneficio 
premial y su exacta dimensión.

$  5. Recursos en e l proceso especial de term inación an ticip ad a.

15°. Uno de los principios que regulan el régimen jurídico de los recursos es el de 
taxatividad, que estipula que la admisión de todo recurso está condicionada a que se 
encuentre taxativa o expresamente previsto en la ley. Integra el presupuesto procesal 
objetivo del recurso. En este sentido, cada recurso tiene su propia regulación, pues 
está diseñado para cada situación específica, en cuya virtud no se admite un recurso 
cuando corresponde otro, lo que es propio del principio de singularidad.

El gravamen o agravio integra el presupuesto procesal de carácter subjetivo del re­
curso. La admisión de un recurso está condicionada a que perjudique el derecho o 
interés legítimo de la parte procesal concernida o impugnante. Ésta, como conse­
cuencia del principio dispositivo -eje esencial del sistema de recursos en toda clase de 
procesos jurisdiccionales-, debe demostrar argumentalmente el perjuicio o agravio 
sufrido por la resolución que impugna y el recurso ha de presentarse como el reme­
dio capaz de excluir el perjuicio invocado, que debe provenir de la parte resolutiva 
de la resolución judicial.

16°. El artículo 468°.7 NCPP prescribe que la sentencia anticipada, aprobatoria del 
acuerdo, puede ser apelada por los demás sujetos procesales -se entiende fuera de 
Fiscal y del imputado, en tanto en cuanto, respecto de estos últimos, la sentencia an­
ticipada respete los límites del acuerdo-. Esta norma no se ha pronunciado acerca de 
la posibilidad de apelación u otro recurso contra el auto que desaprueba el acuerdo. 
Sin embargo, es de tener en consideración la regla general establecida por el artículo 
4 l6 °.l NCPP, que determina como objeto impugnable en apelación los autos que 
ponga fin al procedimiento o a la instancia -literal b)- o, en su caso, los que causen 
gravamen irreparable -literal e)-.

No cabe duda de la pertinencia de la aplicación de la regla general del artículo 
4 l6 ° .l. b) y e) NCPP, pues la desaprobación del acuerdo tiene como efecto la cul­
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minación del proceso de terminación anticipada y, además, causa un gravamen irre­
parable porque cancela la vía consensuada y evita la aplicación del beneficio premial. 
Entender que no es así, por lo demás, vulneraría el derecho a la tutela jurisdiccional 
en la medida que uno de los elementos que integra su contenido constitucionalmen­
te protegido es el acceso a los recursos legalmente previstos, así como infringiría el 
debido proceso en el ámbito del derecho al recurso -pluralidad de la instancia- res­
pecto de las decisiones que causan estado.

$ 6. Proceso de terminación anticipada y etapa intermedia del proceso co­
mún.

17°. Dentro de la estructura del proceso común, la etapa intermedia es imprescin­
dible. Una de las funciones más importantes que debe cumplir es el control de los 
resultados de la investigación preparatoria, para lo cual ha de examinar el mérito de 
la acusación fiscal y los recaudos de la causa con el fin de decidir si procede o no abrir 
el juicio oral, el procedimiento principal.

El proceso de terminación anticipada no guarda correspondencia con el proceso 
común. Es un proceso especial sujeto a sus propias reglas de iniciación y con una 
estructura singular -etapas propias y actuaciones singulares no equiparables con el 
proceso común, basado en el principio estructural de contradicción y no en el de 
consenso que informa al primero-. Además, el proceso de terminación anticipada 
se insta después de expedida la Disposición de Formalización y Continuación de la 
Investigación Preparatoria y hasta antes de formularse la acusación fiscal (artículo 
468°. 1 NCPP) y la audiencia especial y privada está sometida a determinadas pautas 
y ritos, muy distintos a los que rigen la audiencia de control de la acusación, acto 
de postulación que, a mayor abundamiento, no existe en la terminación anticipada.

18°. El artículo 350°.l.e) NCPP autoriza a las partes procesales, distintas del Fiscal, 
instar la aplicación, si fuere el caso, de un criterio de oportunidad, entendido en sen­
tido amplio. Se discute si esta norma permitiría que en sede de etapa intermedia se 
instaure el proceso de terminación anticipada, bajo el entendido de que este último 
expresa un criterio de oportunidad procesal.

Ya se ha dejado sentado las diferencias sustantivas entre el proceso especial de termina­
ción anticipada y la etapa intermedia del proceso común. El primero tiene como eje 
el principio del consenso y una de sus funciones es la de servir a la celeridad procesal, 
mientras que la segunda tiene como elemento nuclear el principio de contradicción 
y el cuestionamiento -en la medida de lo posible y como alternativa más fuerte de la 
potestad de control de la legalidad de que está investido el órgano jurisdiccional- de
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la pretensión punitiva del Ministerio Público. El objeto del principio de oportunidad, 
entonces, es aquel que busca, en clave material, la dispensa de pena o una respuesta 
distinta de la reacción punitiva propia del sistema de sanciones del Código Penal, y, 
como tal, según nuestras normas procesales, sólo puede estar destinada a la aplicación 
de los supuestos o criterios’ contemplados en el artículo 2o NCPP. Los mecanismos 
alternativos que buscan respuestas basadas en la idea del consenso (terminación an­
ticipada, conformidad procesal y colaboración eficaz), por su propia especificidad y 
singularidad, unido a los controles jurisdiccionales que corresponde realizar, están 
sometidos a un procedimiento determinado, que no tiene las características, alcances 
y metodología de la audiencia preliminar de control de la acusación.

Por otro lado, es de acotar que cuando el citado artículo 350°.l.e) NCPP prescribe 
que en la etapa intermedia se puede aplicar un criterio de oportunidad, tal referen­
cia, sistemáticamente, sólo remite al artículo 2o NCPP. La confusión se debe a que 
el antecedente directo del principio de oportunidad es el artículo 230° del Código 
Procesal Penal Modelo para Iberoamérica, que denomina a este dispositivo “criterios 
de oportunidad”, los cuales, como se observa de su tenor, son los supuestos previstos 
en el mencionado artículo 2o NCPP.

19°. A mayor abundamiento, la incorporación del proceso de terminación antici­
pada en la etapa intermedia del proceso común no sólo desnaturaliza su regulación 
propia y naturaleza jurídica, sino que tergiversa otro eje de su reconocimiento en 
el proceso penal nacional: la función de acortar los tiempos procesales y evitar las 
etapas procesales comunes intermedia y de enjuiciamiento, precisamente uno de los 
fundamentos que permite el beneficio premial de reducción de la pena de una sexta 
parte. Si se incoa en sede de etapa intermedia no podría aplicarse, en sus propios 
términos, el artículo 471° NCPP por no cumplir su finalidad político criminal.

20°. La audiencia preliminar de control de la acusación no está diseñada para con­
cretar la terminación anticipada del proceso, pues en la primera solo es obligatoria la 
asistencia del Fiscal y el defensor del acusado, mientras que la audiencia de termina­
ción anticipada se instalará con la asistencia obligatoria del Fiscal y del imputado y 
su abogado defensor. En caso de que no concurra el acusado concernido o los otros 
si fueran causas complejas o seguidas contra varios encausados, sería imposible de­
sarrollar la audiencia de terminación anticipada. Su aceptación obligaría a fijar otra 
audiencia, con serio desmedro del principio de aceleramiento procesal.

Desde la perspectiva de los demás sujetos procesales también se producen inconve­
nientes. Al no ser obligatoria la presencia de ellos no se podrían oponer a la realiza­
ción de esta audiencia, pues como señala el artículo 468°.3 NCPP el requerimiento 
fiscal o la solicitud del imputado será puesta en conocimiento de todas las partes por
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el plazo de cinco días, quienes se pronunciarán acerca de la procedencia del proce­
so de terminación anticipada y, en su caso, formular sus pretensiones. Empero, al 
aplicar la terminación anticipada en la etapa intermedia tal trámite, indispensable, 
no será posible.

21°. De lo expuesto en los párrafos anteriores se colige que la incorporación preto- 
riana de la terminación anticipada en la etapa intermedia afecta gravemente el prin­
cipio estructural de contradicción procesal, reconocido en el artículo 1.1 del Título 
Preliminar NCPP, comprendido a su vez en la garantía de defensa procesal reconoci­
da en el artículo 139°. 14 de la Constitución, desarrollada en el artículo IX del Título 
Preliminar NCPP. El indicado principio y la garantía procesal aludida integran el 
Programa procesal penal de la Constitución, que podrían afectarse seriamente si se 
permite tan insólito proceder, ausente de base legislativa y sustento jurídico procesal.

III. DECISIÓN

22°. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, por 
unanimidad, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial;

ACORDARON:

23. Establecer como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos jurí­
dicos T  al 21°.

24°. Precisar que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 
mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 
perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 
aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 
116° del estatuto orgánico.

25°. Publicar el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 
saber.

Ss. Gonzales Campos / SAN MARTÍN CASTRO / Lecaros Cornejo / Prado Saldar­
riaga / Rodríguez Tineo / Yaldez Roca / Barrientos Peña / Biaggi Gómez / Mo­
lina O rdoñez / Barrios Alvarado / Príncipe Trujillo / N eyra Flores / Barandiarán 
D empwolf / Calderón Castillo / Zevallos Soto
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ACUERDO PLENARIO N° 5-2008/CJ-116

NUEVOS ALCANCES DE LA 
CONCLUSIÓN ANTICIPADA

Lima, dieciocho de julio de dos mil ocho.-

Los Vocales de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente, Transitorias y 
Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Juris­
prudencial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

I o. Las Salas Penales Permanente, Transitorias y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, con la autorización del Consejo Ejecutivo del Poder Judi­
cial, y a instancia del Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el IV 
Pleno Jurisdiccional de los Vocales de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artí­
culo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y dictar 
Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal.

2o. Para estos efectos se realizaron reuniones preparatorias sucesivas para delimitar 
el ámbito de las materias que debían abordarse. Se decidió tomar como referencia la 
labor jurisdiccional de las Salas Penales de la Corte Suprema en los dos últimos años 
judiciales y el conjunto de preocupaciones de la judicatura nacional, expresadas en 
decisiones recurridas, sobre aspectos jurídicamente sensibles del diario quehacer ju­
dicial. En tal virtud, con el apoyo de la Secretaría Técnica designada al efecto -órgano 
de apoyo encargado, asimismo, de la elaboración de los materiales de trabajo-, se 
definió la agenda del IV Pleno Jurisdiccional Penal, concretándose los temas, de 
derecho penal y procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. 
A su vez se designó a los señores Vocales Supremos encargados de preparar las bases
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de la discusión de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de 
decisión. Además, se estableció que el Vocal Supremo designado sería el ponente del 
tema respectivo en la sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario 
correspondiente.

3o. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las Ejecutorias Su­
premas que analizan y deciden sobre la conclusión anticipada del debate oral, pre­
visto en el artículo 5o de la Ley número 28122. Específicamente resolvió abordar 
la institución procesal de la conformidad; y, en concreto, la oportunidad procesal 
para acogerse a la conformidad, las posibilidades existentes para declarar la confor­
midad parcial, la convocatoria como testigo del imputado conformado, el alcance 
de los efectos vinculantes de la conformidad del acusado, la medición de la pena en 
relación con la conformidad y la confesión, y la conformidad y el objeto civil del 
proceso penal.

4o. En cumplimiento a lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 
determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artí­
culo 116° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que, en 
esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial dictar Acuerdos Plenarios 
con la finalidad de concordar jurisprudencia de su especialidad. Dada la compleji­
dad y singulares características del tema abordado, que rebasa los aspectos tratados 
en las diversas Ejecutorias Supremas que se invocaron como base de la discusión, se 
decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e incorporar con la amplitud necesa­
ria los fundamentos jurídicos correspondientes para configurar una doctrina legal 
que responda a las preocupaciones anteriormente expuestas. Asimismo, se resolvió 
decretar su carácter de precedente vinculante, en concordancia con la función de 
unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte Suprema de Justicia como 
cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial.

5o- La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del de­
bate y en virtud de la votación efectuada, por unanimidad [con un voto en contra 
respecto al primer y cuarto punto de la decisión], se emitió el presente Acuerdo 
Plenario. Se ratificó como ponente al señor San Martín Castro, quien expresa el 
parecer del Pleno.

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

§ 1. L a  conform idad. A lcances generales.

6o. El artículo 5o de la Ley número 28122 incorporó al ordenamiento procesal penal 
nacional la institución de la conformidad, de fuente hispana. En su virtud, estipuló
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que una vez que el Tribunal de mérito inste al acusado si acepta ser autor o partícipe 
del delito materia de la acusación y responsable de la reparación civil, si se produce 
su confesión, luego de la formal y expresa aceptación de su abogado defensor, se 
declarará la conclusión anticipada del debate oral y se emitirá, en el plazo correspon­
diente, la sentencia conformada respectiva.

Sólo será posible, al margen de la denominada “conformidad absoluta” [hechos, res­
ponsabilidad penal, pena y reparación civil; es decir, la declaración de culpabilidad 
del imputado no se limita al hecho, también alcanza a las consecuencias jurídicas], 
pero siempre en ese marco de aceptación de los cargos, un cuestionamiento y ulte­
rior debate procesal, que incluirá lectura de medios probatorios -prueba instrumen­
tal y alguna diligencia documentada preconstituida-, acerca de la pena y reparación 
civil -de su entidad o de su cuantía- (“conformidad limitada o relativa”).

Asimismo, el numeral 4) del citado precepto, a diferencia de la fuente española, 
autoriza la ruptura de la continencia de la causa para dar lugar a una “conformidad 
parcial” , según algún o algunos acusados la acepten y otros no, posibilidad condicio­
nada a que “ ... la Sala estime que [no] se afectaría el resultado del debate oral'.

7 o. La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, en la Ejecutoria Suprema Vin­
culante número 1766-2004/Callao, del veintiuno de septiembre de dos mil cuatro, 
(1) diferenció lo que debe entenderse por confesión como medio de prueba y con­
fesión como admisión de los cargos contenidos en la acusación fiscal de cara a la 
conformidad procesal, más allá de que la Ley utilizó el mismo vocablo para ambas 
instituciones. Igualmente, (2) afirmó la potestad del Tribunal, con independencia de 
la posición adoptada por el imputado y su defensa -si opta por la conformidad abso­
luta o la conformidad limitada- de poder fijar la pena con arreglo a los principios de 
legalidad y proporcionalidad -siempre, claro está, que no rebase el pedido de pena 
del Ministerio Público, pues ese límite se corresponde con una de las características 
favorables de esa institución-. También (3) reconoció que el Tribunal de mérito, si 
advierte que el hecho aceptado es atípico o resulta manifiesta la concurrencia de 
cualquier circunstancia determinante de la exención de responsabilidad penal o de 
su preceptiva atenuación, puede dictar la sentencia que corresponda.

Por otro lado, dicha Sala en la Ejecutoria Suprema Vinculante número 2206-2005/ 
Ayacucho, del doce de julio de dos mil cinco, precisó que las sentencias conformadas 
no están precedidas del veredicto o “cuestiones de hecho”, y aclaró que la aplicación 
del artículo cinco de la Ley número veintiocho mil ciento veintidós genera un pro­
cedimiento en el que no existe actividad probatoria alguna dirigida a verificar las 
afirmaciones de las partes.
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8o. El aspecto sustancial de la institución de la conformidad, tal como está regula­
do en la Ley antes citada, estriba en el reconocimiento, aunque con características 
singulares, del principio de adhesión en el proceso penal. La conformidad tiene por 
objeto la pronta culminación del proceso -en concreto, del juicio oral- a través de un 
acto unilateral del imputado y su defensa de reconocer los hechos objeto de imputa­
ción, concretados en la acusación fiscal, y aceptar las consecuencias jurídicas penales 
y civiles correspondientes.

Este acto procesal tiene un carácter expreso y siempre es unilateral -no es un negocio 
procesal, salvo la denominada “conformidad premiada” establecida en el artículo 
372°, apartado 2), del nuevo Código Procesal Penal, en cuanto prescribe “ ... el acu­
sado también podrá solicitar por sí o a través de su abogado conferenciar previamente con 
el Fiscal para llegar a un acuerdo sobre la pena ...” . Además, es un acto unilateral de 
disposición de la pretensión, claramente formalizado, efectuado por el acusado y su 
defensa -de doble garantía-, que importa una renuncia a la actuación de pruebas y 
del derecho a un juicio público, que a su vez genera una expectativa de una sentencia 
conformada -en buena cuenta, constituye un acto de disposición del propio proceso, 
al renunciar a los actos del juicio oral, y del contenido jurídico material de la senten­
cia, al convenir, desde ya, la expedición de una sentencia condenatoria en su contra-.

9o. Lo expuesto significa, desde la estructura de la sentencia y de la fondón que en 
ese ámbito corresponde al órgano jurisdiccional, que los hechos no se configuran a 
partir de la actividad probatoria de las partes -ese período del juicio oral, residen­
ciado en la actuación de los medios de prueba, sencillamente, no tiene lugar-. Los 
hechos vienen definidos, sin injerencia de la Sala sentenciadora, por la acusación con 
la plena aceptación del imputado y su defensa.

La sentencia, entonces, no puede apreciar prueba alguna, no sólo porque no existe 
tal prueba, al no ser posible que se forme a partir de una específica actividad proba­
toria, por lo demás inexistente, sino además porque la ausencia del contradictorio y 
el propio allanamiento de la parte acusada no autoriza a valorar los actos de investi­
gación y demás actuaciones realizadas en la etapa de instrucción. Se da en este caso 
una “predeterminación de la sentencia”.

La sentencia, en la medida en que está precedida de un acto procesal de aceptación 
de los hechos, tanto en el plano objetivo como subjetivo, y de su relevancia jurídico 
penal, con las consecuencias que le son propias, sólo puede apreciar desde el impu­
tado la libertad, la voluntariedad -sin vicios del consentimiento-, la plena capacidad 
-si tiene o no limitadas sus capacidades intelectivas- y el conocimiento racional e 
informado de la naturaleza de la acusación que acepta, de la limitación o restricción 
de sus derechos e intereses legítimos, derivados de una declaración judicial de cul­
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pabilidad y de la consiguiente imposición de una sanción penal y reparación civil, 
así como de los derechos e instrumentos de defensa a los que está renunciando. Ello 
obliga al Tribunal, como paso inicial de su poder de apreciación de la aceptación de 
los cargos y acogimiento a la conformidad, no sólo a un examen de las características 
y situación del propio imputado, sino al previo ejercicio de su deber de instrucción; 
es decir, de informar objetivamente los alcances de la institución de la conformidad, 
sin formular promesas o condicionar la respuesta del imputado a un determinado 
tratamiento procesal o punitivo, en el entendido que una desviación de ese deber 
entrañaría una constricción irrazonable o una promesa indebida que viciaría el con­
sentimiento con la consiguiente ineficacia de la conformidad.

10°. Superado ese nivel de control, el Tribunal no puede mencionar, interpretar y 
valorar acto de investigación o de prueba preconstituida alguna, desde que el im­
putado expresamente aceptó los cargos y renunció a su derecho a la presunción de 
inocencia, a la exigencia de prueba de cargo por la acusación y a un juicio contra­
dictorio.

Los fundamentos de hecho o juicio histórico de la sentencia, en suma, no se forman 
como resultado de la valoración de la prueba, sino le vienen impuestos al juez por 
la acusación y la defensa, a través de un acto de allanamiento de esta última, que 
son vinculantes al Tribunal y a las partes. El relato fáctico aceptado por las partes no 
necesita de actividad probatoria, ya que la conformidad excluye toda tarea para lle­
gar a la libre convicción sobre los hechos. Por consiguiente, el órgano jurisdiccional 
no puede agregar ni reducir los hechos o circunstancias que han sido descritos por 
el Fiscal en su acusación escrita y aceptados por el acusado y su defensa, pues ello 
implicaría revisar y valorar actos de aportación de hechos, excluidos por la propia 
naturaleza de la conformidad procesal.

En consecuencia, es inaceptable que el Tribunal se pronuncie sobre la no presencia 
de pruebas, pues la conformidad del acusado -es de insistir- supone que ha quedado 
fijado el elemento fáctico, sin que exista propiamente prueba al no mediar juicio 
derivado de tal apreciación de hechos [es una previsión lógica precisamente por la 
inexistencia de prueba en este momento procesal]. Ello, además, provocaría una in­
defensión a las partes frente al Tribunal sentenciador por introducir un tema que no 
fue objeto de discusión, y rebasar la vinculación fáctica que la institución importa 
{vinculatio facti).

§ 2. O portunidad procesal de la  conform idad.

11°. La oportunidad procesal en que tiene lugar la conformidad está claramente 
estipulada en la Ley Procesal Penal. El emplazamiento al imputado y su defensa, de
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cara a la posible conformidad, constituye un paso necesario del período inicial del 
procedimiento del juicio oral. Su definición determinará si se pone fin al acto oral 
con la inmediata expedición de una sentencia conformada, evitándose el período 
probatorio y, dentro del período decisorio, el paso de alegato de las partes respecto 
a la actividad probatoria desarrollada en el juicio -obviamente inexistente cuando se 
produce la conformidad procesal-.

En atención a que una de las notas esenciales de la conformidad, como acto procesal, 
es su carácter formal, debe cumplir con las solemnidades requeridas por la ley. Si la 
conformidad procesal persigue evitar el procedimiento probatorio del juicio oral en 
aras de la inmediata finalización de la causa, es obvio que una vez que se emplazó al 
imputado y su defensa para que se pronuncien acerca de los cargos objeto de acusa­
ción, y ambos se expresaron negativamente al respecto, ya no es posible retractarse 
luego que se dio inicio formal al período probatorio.

Extraordinariamente pueden presentarse, sin duda, algunas excepciones a esa regla 
general, uno de cuyos motivos podría ser la concurrencia de vicios procedimentales 
o vicios en el emplazamiento o en la respuesta del imputado o de su defensa. Pero 
la condición o límite necesario siempre estará definido por la apertura y entrada al 
periodo probatorio que consolida la lógica contradictoria del juicio oral, esto es, con 
el inicio efectivo del examen o declaración del imputado, como primer paso de la 
actuación probatoria. La exigencia del cumplimiento del trámite de conformidad 
antes de la práctica de la prueba evita, precisamente, que pueda optarse por esa 
institución a partir de la fuerza o sentido indicativo de algunas de las diligencias 
acreditativas practicadas o por realizarse; y, con ello, impedir conductas fraudulentas 
o especulativas.

$ 3. L a  confarm idad p arcial. Reglas de ruptura de la  unidad del ju icio .

12°. La Ley acepta la posibilidad de una “conformidad parcial” . Es factible que 
en una causa que se sigue contra una pluralidad de imputados, unos se acojan a la 
conformidad y otros la rechacen. A partir de ese reconocimiento, el numeral 4) del 
artículo 5o de la Ley número 28122, estatuye que: “Si son varios acusados y solamente 
confiesa una parte de ellos, con respecto a éstos, se aplicará el trámite previsto y se expedirá 
sentencia, prosiguiéndose la audiencia con los no confesos,..” . No hay lugar a dudas y, 
como tal, la norma debe cumplirse irremediablemente.

La Ley, empero, autoriza a no aceptar la conformidad parcial cuando “ ... la Sala 
estime que se afectaría el resultado del debate oraF -parte final del citado numeral 4) 
del artículo 5o de la Ley número 28122-. La interpretación de esa frase, de cara a los
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derechos de los imputados, conformados y no conformados, debe atender a los fines 
de la institución -uno de los cuales es el principio de aceleramiento procesal y el otro 
es el derecho a un juicio sin dilaciones indebidas para el conformado- y a la meta de 
esclarecimiento del proceso penal, aspecto último en que tendrá una especial rele­
vancia las características de los cargos objeto de dilucidación y la posición que sobre 
ellos han adoptado las partes acusadas.

13°. Si se tiene en cuenta que el imputado conformado acepta o reconoce los hechos 
que se le atribuyen y que sobre su acaecimiento no cabe discusión, observación o 
debate alguno -vinculatio facti-, de suerte que el órgano jurisdiccional se limita a 
incorporarlos como tal en la sentencia conformada, en principio, no existe obstáculo 
procesal para que la situación jurídica de un imputado se resuelva mediante una sen­
tencia conformada y, finalizado ese trámite, prosiga la causa para dilucidar la situa­
ción jurídica de los imputados no conformados, aun cuando se trate del mismo he­
cho o delito ^conexidad objetiva o, mejor dicho, pluralidad de objetos desde el punto 
de vista subjetivo-; es decir, cuando se les atribuya cargos por autoría, instigación o 
complicidad de un mismo hecho delictivo, y estén presentes en la audiencia. Cabe 
puntualizar que en el proceso penal no existe la figura del litis consorcio pasivo nece­
sario, pues la posición de cada imputado se considera con total independencia de los 
otros -no hay comunidad de suerte para todos los copartícipes, la responsabilidad 
penal es siempre individual-, a cuyo efecto se entiende que en sede penal existirán 
tantas pretensiones cuantas personas se les haya de dirigir contra ellas la acusación.

El presupuesto de un juzgamiento independiente estará presente, que es la perspec­
tiva normal de una acusación, cuando existan elementos fácticos para enjuiciar el 
delito con autonomía y juzgar separadamente a cada imputado. Si se presentan estas 
condiciones, entonces, cabe individualizar la responsabilidad que se atribuye a cada 
copartícipe, por lo que el órgano judicial estará facultado a decidir sin necesidad de 
contar con la voluntad concurrente de los restantes copartícipes.

En suma, si los hechos están clara y nítidamente definidos en la acusación, si el relato 
fáctico delimita perfectamente los roles y la conducta específica que realizó cada co­
partícipe, no existe problema alguno para ese tratamiento autónomo, en cuya virtud 
no se “ ...afectaría el resultado del debate orar.

§ 4. Im putado conformado y  declaración en el ju ic io  contradictorio.

14°. Si, como es legalmente posible, cabe la “conformidad parcial”, es del caso de­
cidir si el imputado que aceptó los cargos, y contra quien se expidió una sentencia 
conformada, está en aptitud de declarar en el juicio que continúa con los restantes
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acusados que invocaron, con plena legitimidad, su derecho a la contradicción de la 
imputación.

En principio, si bien las declaraciones de los coencausados por su participación en 
los mismos hechos no están específicamente reguladas como medio de prueba en el 
Código de Procedimientos Penales -aunque indirectamente otras leyes, materiales 
y procesales, hacen referencia a su declaración-, lo cierto es que no está prohibida: 
los datos que aquél pueda proporcionar, en sí mismos, no vulneran garantías o de­
rechos de ninguna parte procesal y pueden contribuir a esclarecer los cargos. Por lo 
demás, en señal de su aceptación y valorabilidad, tanto la jurisprudencia vinculante 
de este Supremo Tribunal -Acuerdo Plenario número 2-2005/CJ-116, del treinta 
de septiembre de dos mil cinco- como, por ejemplo, el nuevo Código Procesal Pe­
nal -artículo ciento cincuenta y ocho, apartado dos- señalan pautas para apreciar el 
testimonio que aquéllos pueden presentar cuando atribuyen participación criminal 
a otras personas en los mismos hechos en que resultaron involucrados. No es razo­
nable negar a priori la importancia y utilidad que puede importar a la justicia las 
declaraciones de las personas a quienes se atribuyen la comisión de delitos con la 
participación de otras, ello sin perjuicio de la desconfianza o sospechas que merezca 
su versión y, por tal motivo, de los ulteriores controles y especiales cuidados que exija 
el juicio de fiabilidad o credibilidad respectivo.

En consecuencia, más allá de las dificultades que entraña la actuación y la aprecia­
ción del testimonio del coacusado, de naturaleza híbrida entre la testimonial -al que 
se parece en cuanto a los modos y a los medios de convocatoria del interesado- y la 
declaración como imputado -en orden a sus garantías formales-, tal como ha sido 
definido por la Casación Italiana [Sentencia del tres de junio de mil novecientos 
ochenta y seis], su admisibilidad está plenamente consolidada, tanto más si no es 
de negar que la información que puede brindar en el juicio está basada en un co­
nocimiento extraprocesal de los hechos objeto de acusación, de la cual el juzgador 
puede extraer elementos necesarios para la formación de su convicción en orden a 
la participación en el hecho delictivo del sujeto o sujetos distintos del que depone.

15°. El coimputado, respecto de un testigo, es obvio decirlo, tiene una distinta po­
sición procesal a la que van aparejadas una serie de derechos y obligaciones, como 
sería la obligación de veracidad para los testigos y el derecho al silencio de los coim­
putados. El criterio de delimitación -entre testigo e imputado- que es de asumir 
sobre el particular es el de la “alteridad” de quien declara respecto de los sujetos 
que intervienen en el proceso: del órgano jurisdiccional y de las partes, esto es, de 
su diferente posición en el proceso penal. Como el coimputado ostenta el status 
formal de imputado y presta declaración en esa condición, como parte procesal, en
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consecuencia, el régimen jurídico de su declaración debe ser el de acusado. Esa es la 
regla general.

Ahora bien, en función de ese mismo criterio, y trasladando el análisis al caso que nos 
ocupa, fijado el enjuiciamiento por separado entre imputados conformados y no con­
formados, el régimen jurídico respecto del cual han de ser sometidos variará si los últi­
mos, al momento de su declaración, son ajenos o no al proceso, si están o no excluidos 
del mismo. Expedida una sentencia de conformidad, en tanto haya adquirido firmeza, 
los citados copartícipes y condenados ya no son parte -han sido excluidos del ulterior 
juicio-; además, están protegidos por la cláusula del ne bis in idem, en cuya virtud la 
sentencia conformada no puede anularse ni ser revisada en su perjuicio. Siendo así, el 
régimen jurídico que le son aplicables es el establecido para los testigos, con la misma 
obligación de concurrir, y sometido a las mismas consecuencias penales que cualquier 
otro testigo si es que mintiera [en igual situación estarán, desde luego, coimputados 
sobreseídos o absueltos con anterioridad]. Otra cosa, por cierto, que permanece laten­
te, son las sospechas que puedan merecer sus declaraciones.

§  5. Efectos vinculantes de la  conformidad.

16°. Ante una conformidad, en virtud a los intereses en conflicto, la posición del 
Tribunal como destinatario de esa institución, no puede ser pasiva a los efectos de 
su homologación; existe cierto margen de valoración que el juez debe ejercer sobe­
ranamente. Si bien está obligado a respetar la descripción del hecho glosado en la 
acusación escrita -vinculación absoluta con los hechos o inmodificabilidad del relato 
fáctico (vinculado facti)-, por razones de legalidad y justicia, puede y debe realizar un 
control respecto de la tipicidad de los hechos, del título de imputación, así como de 
la pena solicitada y aceptada, por lo que la vinculación en esos casos (vinculatio cri- 
minis y vinculatio poena) se relativiza en atención a los principios antes enunciados. 
El juzgador está habilitado para analizar la calificación aceptada y la pena propuesta 
e incluso la convenida por el acusado y su defensa: esa es la capacidad innovadora 
que tiene frente a la conformidad procesal.

En tal virtud, respetando los hechos, el Tribunal está autorizado a variar la confi­
guración jurídica de los hechos objeto de acusación, es decir, modificar cualquier 
aspecto jurídico de los mismos, dentro de los límites del principio acusatorio y con 
pleno respeto del principio de contradicción [principio de audiencia bilateral]. Por 
tanto, la Sala sentenciadora puede concluir que el hecho conformado es atípico o 
que, siempre según los hechos expuestos por la Fiscalía y aceptados por el acusado y 
su defensa técnica, concurre una circunstancia de exención -completa o incompleta- 
o modificativa de la responsabilidad penal, y, en consecuencia, dictar la sentencia 
que corresponda.
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El ejercicio de esta facultad de control y la posibilidad de dictar una sentencia ab­
solutoria -por atipicidad, por la presencia de una causa de exención de la responsa­
bilidad penal, o por la no concurrencia de presupuestos de la punibilidad- o, en su 
caso, una sentencia condenatoria que modifique la tipificación del hecho, el grado 
del delito, el título de participación y la concurrencia de las circunstancias eximentes 
incompletas o modificativas de la responsabilidad penal, como es obvio, en aras del 
respeto al principio de contradicción -que integra el contenido esencial de la garan­
tía del debido proceso-, está condicionada a que se escuche previamente a las partes 
procesales [en especial al acusador, pues de no ser así se produciría una indefensión 
que le lesionaría su posición en el proceso], a cuyo efecto el Tribunal debe promo­
ver un debate sobre esos ámbitos, incorporando los pasos necesarios en la propia 
audiencia, para decidir lo que corresponda. Es evidente, que el Tribunal no puede 
dictar una sentencia sorpresiva en ámbitos jurídicos no discutidos por las partes 
[interdicción de resolver inaudita parte].

La posibilidad de introducir, jurídicamente, determinadas circunstancias no incor­
poradas en la acusación -solo desde sus perfiles jurídicos, mas no fácticos- y dictar 
una sentencia conformada, siempre es compatible con un control in bonam partem, 
respecto del que sólo se exige audiencia a las partes. Empero, si se advierten otros 
errores, tales como omisión de considerar -a partir del relato fáctico- una circuns­
tancia agravante o la posibilidad de un tipo legal distinto, más grave, que requiere 
indagación, debate probatorio y discusión en sede de alegatos por todas las partes 
-control in malam partem-, sólo corresponderá denegar la conformidad y ordenar 
proseguir el juicio oral.

En cuanto a la individualización de la pena, el Tribunal -por configurar una tarea ex­
clusivamente judicial, inherente a ella- tiene una amplia libertad, dentro del marco 
jurídico del tipo legal en cuestión [pena abstracta], para dosificarla conforme a las 
reglas establecidas por los artículos 45° y 46° del Código Penal, cuyo único límite, 
a parte de no introducir hechos no incluidos en la acusación ni aceptados por el 
imputado y su defensa, es no imponer una pena superior a la pedida por el Fiscal 
-explicable por la propia ausencia de un juicio contradictorio y la imposibilidad de 
formularse, por el Fiscal o de oficio, planteamientos que deriven en una pena mayor 
a la instada en la acusación escrita-.

Más allá del respeto a la exigencia de promover la intervención de las partes sólo 
cuando se presentan las circunstancias anteriormente señaladas -que importan una 
preceptiva aminoración de la respuesta punitiva-, vinculada a la aplicación de los ar­
tículos 14°, 15°, 16°, 21°, 22°, y 25°, segundo párrafo, del Código Penal, el Tribunal 
puede proceder, motivadamente, a graduar la proporcionalidad de la pena en aten­
ción a la gravedad o entidad del hecho y a las condiciones personales del imputado.
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17°. Si, como se ha estipulado, procede la “conformidad parcial” en los términos del 
inciso 4) del artículo 5o de la Ley número 28122, resta determinar los efectos de la 
sentencia conformada respecto de la sentencia expedida en el juicio contradictorio 
que tiene lugar inmediatamente después de culminar el trámite de conformidad.

La regla es que no existe extensión subjetiva de la eficacia de la cosa juzgada penal, 
la cual sólo y exclusivamente afecta a la persona contra quien se dictó el fallo corres­
pondiente. Por esta razón lo resuelto en ella no se extiende a un tercero -a los acusa­
dos que prosiguen la causa al no acogerse a la conformidad- ni, por ende, la condena 
impuesta en la sentencia conformada compromete a los acusados como copartícipes 
del mismo hecho o que condicionan a esa decisión anterior su libertad y defensa. La 
falta de eficacia subjetiva de un fallo firme, dice C ortés D omínguez -entre otros-, 
tiene lugar incluso en aquellos supuestos (1) en los que sea factible hablar de rela­
ciones o situaciones penales prejudiciales heterosubjetivas, (2) de interdependencia 
por la conexidad probatoria -unidad parcial o total en el campo fáctico de ambos 
supuestos enjuiciados, o (3) en los que un hecho jurídico declarado en una primera 
sentencia entra a formar parte del supuesto de hecho de la conducta delictiva que se 
enjuicia en un segundo proceso.
Por consiguiente, aun cuando es de valorar la existencia de la sentencia conformada, 
nada impedirá que sobre los hechos -si existe identidad- no sólo se realice prueba 
plena y total, sino que también se llegue a resultados valorativos totalmente opuestos 
[así, por ejemplo, Sentencia del Tribunal Supremo Español del dos de marzo de mil 
novecientos noventa y ocho].

18°. Afirmada esta concepción, el Tribunal de mérito en el proceso incoado a con­
tinuación de la expedición de la sentencia conformada tiene libertad para decidir 
como corresponda en orden a la actividad probatoria desplegada y a las nuevas valo­
raciones que pueda realizar, incluso podría -si se cumplen los presupuestos norma­
tivos correspondientes, tanto materiales cuanto procesales- variar la tipificación del 
hecho o tener un juicio jurídico distinto, desde diferentes planos, que el contenido 
en la sentencia conformada.

Un interrogante que se abre paso en estas circunstancias es si cabe extender esa 
decisión, en caso sea más favorable que la sentencia conformada, para mejorar la 
situación jurídica de los imputados que se acogieron a la conformidad. Ahora bien, 
si se tiene en cuenta que se trata de una sentencia firme, toda modificación respecto 
a la existencia del juicio de hecho, vinculada a la valoración de la prueba actuada en 
el segundo proceso, no tiene otra opción que abordarse vía acción de revisión penal. 
Empero, si sólo se trata de un cambio de tipificación más favorable, resta analizar 
si, analógicamente, podría aplicarse el artículo 322° del Código de Procedimientos 
Penales, que se circunscribe ya no a una absolución sino a una pena atenuada.
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La norma en cuestión dice: “ Cuando el Tribunal Correccional o la Corte Suprema, en 
sus respectivos casos, fallen en una causa contra reos que fueron ausentes y en la que se 
expidió sentencia contra los reos presentes, podrán revisar la sentencia de los condenados, 
con elfin de atenuar la pena, si hubiere lugar por los datos nuevos que resulten”. Si bien, 
en el presente caso, no se está ante una sentencia derivada de un mismo proceso en el 
que primero se resolvió la causa contra reos presentes y, luego, ante la puesta a Dere­
cho de reos ausentes, se expidió otra sentencia, obviamente distinta de la anterior en 
función a los datos nuevos resultantes del ulterior enjuiciamiento, lo cierto es que, 
al igual que aquélla, se trata de un mismo proceso que derivó en dos juzgamientos 
sucesivos que decidieron la situación jurídica de acusados que se encontraban en 
diferente posición -ya no por ausencia sino por no acogimiento a la conformidad-, 
en el último de los cuales surgió la presencia de datos nuevos determinantes de un 
cambio favorable respecto de la respuesta punitiva.

Para establecer si existe analogía entre las dos situaciones -ante la no regulación en 
el caso de imputados conformados y no conformados-, no sólo es de rigor advertir 
la semejanza o similitud de situaciones fácticas. Debe concurrir entre ambas una 
identidad del fundamento -la razón de ser o ratio le gis-\ deben coincidir en el caso 
concreto las bases o fuentes que sirven de fundamento al citado artículo 322° del 
Código Adjetivo. Siendo así, será del caso utilizar la denominada ‘ analogía legis” 
como método de integración jurídica, en la medida que la regla del artículo 322° del 
Código Adjetivo cumpla con los requisitos antes esbozados.

Si se asume la flexibilidad necesaria para analizar la presencia de la analogía, se tiene 
que lo esencial de la disposición examinada es dar una respuesta atenuatoria -basada 
en el favor rei- a todos los procesos en que se juzga sucesivamente a diversos impu­
tados cuando en el último juzgamiento se advierten datos nuevos que autorizan una 
solución más favorable -que es una regla jurídica de carácter general que está en la 
esencia del sistema punitivo-, que importe una atenuación de la pena en compara­
ción con la primera sentencia. Tal situación, de presentarse en el sucesivo juzgamien­
to contra los acusados no conformados, obviamente, exigiría una extensión a los 
reos conformados: la igualdad esencial, de imprescindible concurrencia, es evidente.

En ambos casos se lleva a cabo un segundo enjuiciamiento y en ellos surgen nuevos 
datos que modifican en sentido favorable la apreciación de los hechos juzgados, por 
lo que ante una idéntica situación de hecho (surgimiento de nuevos datos en un 
segundo juzgamiento contra copartícipes) debe existir una misma respuesta jurídica.

Por lo expuesto, es de concluir que no sólo cabe que en el segundo juzgamiento las 
respuestas jurídicas pueden diferir con las del primer juzgamiento, sino que además 
es posible revisar in bonam partem la primera sentencia para atenuar la pena.
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§  6. Conformidad y  confesión sincera.

19°. El tema de la confesión y de la consiguiente atenuación excepcional de la pena 
por debajo del mínimo legal prevista para el delito cometido, tal como estatuye el 
artículo 136° del Código de Procedimientos Penales [dice, en lo pertinente, el ci­
tado precepto: “...la confesión sincera debidamente comprobada puede ser considerada 
para rebajar la pena del confeso...”], genera determinados problemas interpretativos 
y aplicativos con la institución de la “conformidad procesal”, en tanto que el texto 
del artículo 5o. 2) de la Ley número 28122 explícitamente hace referencia a la 
confesión del acusado

La confesión, desde una perspectiva general, es una declaración autoinculpatoria 
del imputado que consiste en el expreso reconocimiento que formula de haber eje­
cutado el hecho delictivo que se le atribuye. Como declaración que es debe reunir 
un conjunto de requisitos externos (sede y garantías) e internos (voluntariedad o 
espontaneidad y veracidad -comprobación a través de otros recaudos de la causa-).

En la conformidad procesal el imputado, desde luego, admite los hechos objeto de 
acusación fiscal. Sólo se le pide, si así lo estima conveniente y sin necesidad de una 
explicación o un relato circunstanciado de los hechos -que es lo típico de una decla­
ración ante la autoridad de cara a la averiguación de los hechos o a la determinación 
de las afirmaciones de las partes, según la etapa procesal en que tiene lugar-, aceptar 
los cargos y una precisión adicional acerca de las consecuencias jurídico penales, a fin 
de obtener un pronunciamiento judicial inmediato, una sentencia de conformidad. 
Ello ha permitido sostener a un sector de la doctrina procesalista que la conformidad 
es una forma de confesión prestada al inicio del juicio oral o una especie de confe­
sión cuando concurren determinados requisitos.

La conformidad consta de dos elementos materiales: a) el reconocimiento de hechos: 
una declaración de ciencia a través de la cual el acusado reconoce su participación 
en el delito o delitos que se les haya atribuido en la acusación; y, b) la declaración de 
voluntad del acusado, a través de la cual expresa, de forma libre, consciente, personal 
y formal la aceptación de las consecuencias jurídico penales y civiles derivadas del 
delito.

20°. Empero, más allá del juicio de valorabilidad y de los criterios de apreciación 
de la confesión como medio de prueba -que no integra el ámbito de este Acuerdo 
Plenario-, lo relevante en el presente caso consiste, de un lado, en determinar si exis­
te equivalencia entre el artículo 5°.2 de la Ley número 28122 y el artículo 136° del 
Código de Procedimientos Penales, y, de otro lado, si necesariamente la invocación 
a la conformidad por el imputado y su defensa merecerá una pena atenuada.
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En cuanto al primer punto, cabe decir que existe cierta coincidencia entre la regu­
lación de la confesión como medio de prueba y el rol que cumple en las diferentes 
fases del procedimiento penal respecto de la conformidad, pues más allá de la no 
exigencia del relato circunstanciado de los hechos acusados -propio de la declaración 
autoinculpatoria que se da en sede preliminar, del sumario y del plenario-, se da una 
declaración de ciencia por la que se reconocen los hechos atribuidos. Esto último, 
de cara a los efectos penológicos respectivos -de cumplirse los requisitos adicionales 
vinculados a la sinceridad-, permitirá apreciar confesión -conforme al citado artículo 
136° del Código de Procedimientos Penales- si es que el acusado se encontraba en 
calidad de reo ausente y se presenta al juicio oral acogiéndose a la conformidad [aun­
que será del caso relativizar su entidad atenuatoria, conforme se verá más adelante, 
en orden a su relevancia, pues sólo se aligera -con mayor o menos nivel de profun­
didad- el trámite de las sesiones del plenario, sin perjuicio de reconocer que en todo 
caso constituye un acto de auxilio a la justicia].

Respecto al segundo punto, y atento al principio que informa el procedimiento de 
la conformidad, es posible concluir que tal acogimiento, en sí mismo, determina 
la aminoración de la pena. Es de tener presente, al respecto, el proceso especial de 
terminación anticipada, que expresa un criterio de oportunidad y se basa en el prin­
cipio del consenso, que da lugar a una conclusión anticipada de la causa con una 
decisión final que le pone término, como es el caso de este procedimiento. En ese 
proceso se reconoce legalmente una consecuencia premiada, con independencia de 
la confesión sincera [véase la concordancia de los artículos 161°y47 1°  del Nuevo 
Código Procesal Penal en relación con el artículo 136° del Código de Procedimien­
tos Penales].

21°. Cabe aclarar, desde el punto de vista de la pena, que el artículo 136° del C ó­
digo de Procedimientos Penales instituye una circunstancia atenuante de carácter 
excepcional de la responsabilidad penal, cuya ratio es la facilitación del esclareci­
miento de los hechos delictivos y que ésta sea relevante para efectos de la investi­
gación de los hechos [la ley, en estos casos, premia aquellos comportamientos que, 
de alguna manera, contribuyen a aliviar los costes y esfuerzos de una investigación 
criminal: razones objetivas de utilidad para el proceso], a la par que evidencia una 
voluntad de colaboración, de coadyuvar a los fines del ordenamiento jurídico que 
contrarreste la anterior voluntad antijurídica mostrada al cometer el hecho delicti­
vo. De esta forma se reduce los agravios que inevitablemente se producen a la víc­
tima y aminora la tensión social que el delito ocasiona; ese solo comportamiento, 
se afirma por algún autor, produce un cierto restablecimiento de la armonía y del 
equilibrio del sistema.
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Desde una perspectiva político criminal, las regulaciones que sobre la materia, tiene 
expuesto el Tribunal Supremo Español, buscan incitar al autor del delito a realizar 
una pronta confesión del hecho que permita la identificación de su autor desde el 
primer momento y facilite el esclarecimiento de las circunstancias más relevantes 
que en el mismo haya concurrido (Sentencia número 118/92, del cuatro de febrero 
de dos mil dos).

Desde una perspectiva global el referido artículo 136° del Código de Procedimien­
tos Penales, exige la sinceridad de la confesión, que equivale a una admisión (1) 
completa -con cierto nivel de detalle que comprenda, sin omisiones significativas, 
los hechos en los que participó-, (2) veraz -el sujeto ha de ser culpable sin ocultar 
datos relevantes del injusto investigado-, (3) persistente -uniformidad esencial en 
las oportunidades que le corresponde declarar ante la autoridad competente- y (4) 
oportuna -en el momento necesario para garantizar y contribuir a la eficacia de la 
investigación-, a la que se aúna, a los efectos de la cuantificación de la pena atenua­
da, (5) su nivel de relevancia.

Es obvio, por consiguiente, que si el imputado antes, en sede de investigación, negó 
los cargos y, luego, llegado el momento culminante del proceso, en el juicio oral, 
los admite, ya nada queda por investigar, entonces, la confesión plenaria sólo podrá 
tener una relativa o escasa influencia en torno a la determinación e individualización 
de la pena, pero no puede considerarse como un elemento atenuante de la responsa­
bilidad penal con entidad para rebajar la pena por debajo del mínimo legal.

De igual manera, si la confesión se configura por el dato objetivo de la realización de 
actos de colaboración útiles a la investigación del delito -a partir de la información 
que se proporciona-, a los efectos de la atenuación excepcional debe comprenderse 
en ella la investigación preliminar, en especial la policial -que por lo general es el 
pórtico o puerta de entrada al esclarecimiento de los hechos-. La autoridad faculta­
da para recibir la declaración de un imputado puede ser la Policía o el Fiscal [a los 
solos efectos, claro está, de valorar la posibilidad de la atenuación y la utilidad de la 
misma de cara a los objetivos que persigue]. Es más, el artículo Io, literal 10), de la 
Ley número 27934, prescribe que la Policía está autorizada a recibir la manifestación 
de los presuntos autores y partícipes de la comisión de los hechos investigados, y el 
artículo 62° del Código de Procedimientos Penales prescribe que las declaraciones 
en sede preliminar, llevadas a cabo con intervención del Ministerio Público, serán 
apreciadas conforme al artículo 283° del citado Código.

22°. Si, como se ha dejado sentado, no puede equipararse de modo absoluto el artí­
culo 136° de la Ley Procesal Penal con el artículo 5o de la Ley número 28122, ello en 
modo alguno impide apreciar determinados efectos atenuatorios o de reducción de
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la pena a quienes se acojan a la conformidad. Para ello es de invocar analógicamente 
el artículo 471° del nuevo Código Procesal Penal [es de aclarar que el proceso de ter­
minación anticipada del citado Código está vigente en todo el territorio nacional]. 
Dicha norma prescribe: “E l imputado que se acoja a este proceso recibirá un beneficio 
de reducción de la pena de una sexta parte. Este beneficio es adicional y se acumulará a l 
que reciba por confesión”.

La viabilidad de la analogía, con la consiguiente aplicación a la conformidad del artí­
culo 471° del referido Código, ante la presencia de una laguna jurídica en la confor­
mación legal del artículo 5o de la Ley número 28122, tiene lugar ante una racionalidad 
que es sustantivamente igual o semejante en sustancia -que no identidad-entre ambas 
instituciones procesales, las mismas que están sujetas a una lógica encadenada.

Los rasgos esenciales comunes entre la terminación anticipada y la conformidad 
procesal derivan del hecho que están incardinadas en criterios de oportunidad y de 
aceptación de cargos -el principio del consenso comprende ambos institutos proce­
sales, aunque en diferente intensidad y perspectiva-, con la consiguiente conclusión 
de la causa con una sentencia anticipada que pone fin al proceso, sobre la base de 
una disposición del imputado a la aceptación de los cargos objeto de imputación, 
lo que desde una perspectiva político criminal, legislativamente aceptada, determina 
una respuesta punitiva menos intensa. Si bien es cierto la oportunidad procesal en 
que se llevan a cabo, los controles judiciales que importan y la mayor intensidad de 
colaboración de la primera frente a la segunda, no son los mismos, tales diferencias 
no eliminan la semejanza existente y su común punto de partida.

Lo expuesto permite concluir que toda conformidad, si reúne los requisitos legal­
mente establecidos, tiene como efecto el beneficio de reducción de la pena, sin per­
juicio de la confesión, que de presentarse se acumula al primero.

23°. El principio de proporcionalidad que informa la respuesta punitiva del Estado, 
la individualización de la pena, impone una atenuación menor en los supuestos de 
conformidad. No es lo mismo culminar la causa en sede de instrucción, poniéndole 
fin anticipadamente, que esperar su culminación y el inicio del juicio oral, como su­
cede en la conformidad por oposición a la terminación anticipada. En consecuencia, 
la reducción de la pena no puede llegar a una sexta parte; ha de ser siempre menor 
de ese término.

Como se sabe el método de reducción de la pena en el caso de terminación anticipada 
[artículo 471° del Nuevo Código Procesal Penal] constituye un último paso en la indi­
vidualización de la misma. En efecto, fijada la pena con arreglo a los artículos 45° y 46° 
del Código Penal -luego de haber determinado el marco penal abstracto [pena abstracta] 
y, a continuación, el marco penal concreto como consecuencia de diversas circunstancias
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modificativas de la responsabilidad penal y concurso de delitos-, la cual debe ser identi­
ficada en la sentencia conformada, corresponde, como última operación, disminuirla en 
un sexto. El Tribunal debe ser muy claro en diferenciar los dos momentos finales: la pena 
que correspondería sin la reducción por acogerse a la terminación anticipada, y, luego, la 
pena resultante de aplicar la reducción del sexto de la misma.

Empero, según lo expuesto en el primer párrafo, en los supuestos de conformidad 
procesal la reducción no puede ser de un sexto. Necesariamente ha de tratarse de un 
porcentaje menor. Así las cosas podrá graduarse entre un séptimo o menos, según la 
entidad o complejidad de la causa, las circunstancias del hecho y la situación personal 
del imputado, y el nivel y alcance de su actitud procesal.

§  8. Conform idad y  objeto civil.

24°. Otro tema relevante de la conformidad está vinculado al objeto civil del pro­
ceso penal. Como quiera que en el proceso penal nacional -más allá de los matices 
propios que contienen el Código de Procedimientos Penales y el Código Procesal 
Penal- se produce una acumulación heterogénea de acciones: la penal y la civil, y esta 
última necesariamente deberá instarse y definirse en sede penal -con los alcances y 
excepciones que la ley establece-, en tanto en cuanto puede generar un daño patri­
monial a la víctima, un daño reparable.

Como se está ante una institución de naturaleza jurídico-civil, que descansa en el 
daño ocasionado, no en el delito cometido, y se proyecta, en cuanto a su contenido, 
a lo establecido en el artículo 93° del Código Penal, procesalmente está informada 
por los principios dispositivo y de congruencia.

La vigencia de los indicados principios, a tono con la naturaleza privada -y, por ende, 
disponible- de la responsabilidad civil ex delicio, determina que si no se cuestiona la 
reparación civil fijada en la acusación fiscal el Tribunal está limitado absolutamente 
a la cantidad acordada, esto es, no puede modificarla ni alterarla en su alcance o 
ámbito y magnitud.

25°. En esta perspectiva, es evidente que si existe una pretensión civil alternativa, 
ejercitada conforme a lo dispuesto en el artículo 227° del Código de Procedimientos 
Penales, el imputado deberá referirse a ella en el marco de la responsabilidad civil que 
le corresponde admitir. En ese ámbito, por imperio de la garantía de tutela jurisdiccio­
nal -artículo 139°.3 de la Constitución-, se debe dar plena intervención a la parte civil.

Ahora bien, de no mediar acuerdo o aquiescencia de los interesados y, en ese caso, 
de no ser suficiente la mera lectura de la prueba documental y de las actuaciones 
documentadas -como establece el inciso 3) del artículo 5o de la Ley número 28122-,
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en la medida que el artículo 227° del Código ritual autoriza la actuación de prueba 
testifical y pericial para justificar la pretensión civil de la víctima, sin perjuicio de la 
prueba que en ese ámbito haya podido proponer la Fiscalía conforme al inciso 5) 
del artículo 225° del mismo Código, el Tribunal podrá fallar respecto de la respon­
sabilidad penal y disponer la continuación del proceso para la actuación probatoria 
respectiva, en tanto se requiera una indagación, concreción probatoria y alegaciones 
ulteriores sobre ella.

La cesura del juicio que se establece, pretorianamente impuesta, deriva del respeto a la 
garantía de tutela jurisdiccional a favor de la víctima y de la imperiosa evitación de la 
indefensión material que le puede acarrear una decisión sin prueba, no obstante su ne­
cesidad procesal. La interpretación constitucional de la institución de la conformidad 
-específicamente del inciso 3) del citado artículo 5o de la Ley número 28122- desde 
los numerales 3) y 14) del artículo 139° de la Ley Fundamental, que reconocen las 
garantías procesales de tutela jurisdiccional y defensa procesal, así lo impone.

Esta conclusión no sólo no está prohibida por la ley, sino que no la tergiversa -no es 
incompatible con ella-, pese al silencio legislativo o, mejor dicho, a la presencia de una 
laguna legal. Si en una misma causa es posible, para un supuesto, dictar una sentencia 
conformada, y para otro, emitir -luego de la prosecución del juicio, bajo perspectivas 
de contradicción efectiva- una segunda sentencia; entonces, no existe impedimento 
alguno que se profiera una segunda sentencia, precedida de un juicio en forma, refe­
rida ya no a los objetos penal y civil -que es el supuesto anterior, contemplado en el 
numeral 4) de la Ley número 28122-, sino circunscripta exclusivamente al objeto civil, 
y sólo para los imputados conformados -es la regla, por lo demás, que ha establecido el 
apartado 5) del artículo 372° del Nuevo Código Procesal Penal-.

26°. Por último, es materia de discusión en el ámbito de la responsabilidad civil la 
determinación del monto y los obligados a cubrirlo cuando se trata de una pluralidad 
de copartícipes -codelincuencia-, varios de los cuales no se han sometido a la confor­
midad procesal. Sobre el particular, en los marcos de una sentencia conformada, es de 
tener en consideración dos aspectos sustanciales: el primero, referido a los alcances de 
la sentencia conformada: ésta sólo comprenderá a los imputados que se someten a la 
conformidad; y, el segundo, circunscrito al monto de la reparación civil, el cual está en 
función al daño global irrogado, bajo la regla de la solidaridad entre los responsables 
del hecho punible y los terceros civilmente obligados (artículo 95° del Código Penal).

Siendo así, el Tribunal fijará el monto de la reparación civil de modo global [la 
cantidad en cuestión siempre será única, no puede dividirse], de suerte que como 
ésta es solidaria si existieran copartícipes -y no mancomunada-, al emitirse condena 
contra ellos en el juicio sucesivo, si así fuera el caso, tal suma no variará y sólo se les
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comprenderá en su pago. Es posible, sin embargo, que en el juicio contradictorio la 
determinación del monto puede variar en virtud a la prueba actuada. En ese caso tal 
variación, de más o de menos, no puede afectar al fallo conformado, al haber queda­
do firme o ganado firmeza. Por consiguiente, la variación sólo puede alcanzar a los 
acusados comprendidos en la condena objeto del juicio contradictorio.

III. DECISIÓN

27°. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente, Transitorias y Especial 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico Ordenado de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial; por unanimidad;

ACORDARON:

28°. ESTABLECER como doctrina legal, conforme a los fundamentos jurídicos
ocho a veintitrés, la siguiente:

1) El Tribunal, en el procedimiento de conformidad, no puede agregar ni reducir 
los hechos o circunstancias descritos por el Fiscal y aceptados por el imputado 
y su defensa. Tampoco puede pronunciarse acerca de la existencia o no de las 
pruebas o elementos de convicción.

2) La oportunidad procesal para que el acusado se acoja a la conformidad es cuando 
se le emplace en el período inicial y, siempre, antes que se inicie propiamente el 
período probatorio del juicio oral.

3) La conformidad parcial está expresamente autorizada por la ley. Es posible un 
juzgamiento independiente para los acusados no conformados, que se producirá 
siempre que los hechos estén clara y nítidamente definidos en la acusación, y 
el relato fáctico que contiene la acusación delimite perfectamente los roles y la 
conducta específica que realizó cada copartícipe.

4) El imputado conformado puede declarar en el juicio contradictorio seguido 
contra los acusados no conformados. El régimen jurídico de su declaración va­
riará si al momento de su intervención en el juicio son ajenos o no al proceso 
-criterio de la alteridad-.

5) El Tribunal está vinculado absolutamente a los hechos conformados. No sólo 
tiene un deber de instrucción o información, también tiene poderes de revisión 
in bonam partem respecto a su configuración jurídica, dentro de los límites del 
principio acusatorio y del respeto al principio de contradicción, y, en consecuen­
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cia, está autorizado a dictar la sentencia que proceda. Asimismo, puede dosificar 
la pena dentro del marco jurídico del tipo legal en aplicación de los artículos 45° 
y 46° del Código Penal.

6) La sentencia conformada no tiene efectos extensivos o prejudiciales sobre la sen­
tencia dictada en el juicio contradictorio. Si en el juicio contradictorio surgen 
datos nuevos que favorezcan la situación jurídica de los reos conformados, en el 
fallo que se dicte puede revisarse la sentencia con el fin de atenuar la pena.

7) Existe cierta coincidencia entre la regulación de la confesión y la función de la 
conformidad. La confesión, para que configure una circunstancia atenuante de 
carácter excepcional, está sujeta a determinados requisitos legalmente estipula­
dos, cuya vatio es la facilitación del esclarecimiento de los hechos delictivos y que 
sea relevante para la investigación de los mismos. No obstante ello, la conformi­
dad, de cumplir sus requisitos legales, importa necesariamente una reducción de 
la pena, por aplicación analógica del artículo 471° del Nuevo Código Procesal 
Penal, aunque con una reducción inferior a la sexta parte.

8) La conformidad sobre el objeto civil está informada por los principios disposi­
tivo y de congruencia. Si no se cuestiona la reparación civil no es posible modi­
ficarla. Debe respetar la pretensión civil alternativa de la parte civil. Es posible, 
si fuera el caso, la cesura del juicio para la actuación de pruebas en aras de la 
determinación de la reparación civil. Debe tomarse en cuenta para su concreción 
la suma global y la regla de la solidaridad en los supuestos de codelincuencia. La 
variación del monto de la reparación civil en la segunda sentencia no altera la 
fijada en la sentencia conformada.

29 °. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 
antes mencionada debe ser invocado por los Magistrados de todas las instancias 
judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 
22° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable 
extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° del 
estatuto orgánico.

30 °. PUBLICA R el presente Acuerdo Plenario en el Diario Oficial “El Peruano”. 
Hágase saber.

Ss.

Gonzales Campos / SAN MARTÍN CASTRO / Villa Stein / Lecaros Cornejo / Prado 
Saldarriaga / Rodríguez Tineo / Yaldez Roca / Rojas Maraví /Ponce De Mier / 
Molina Ordoñez / Santos Peña / Vinatea Medina / Príncipe Trujillo / Pariona Pas- 
TRANA / ZECENARRO MaTEUS / CALDERÓN CASTILLO / URBINA GaNVINI



ACUERDO PLENARIO N° 2-2008/CJ-116 

ALCANCES DE LA PENA DE INHABILITACIÓN

Lima, dieciocho de julio de dos mil ocho.-

Los Vocales de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente, Transitorias y 
Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Juris­
prudencial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO PLENARIO

I. ANTECEDENTES

I o. Las Salas Penales Permanente, Transitorias y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, con la autorización del Consejo Ejecutivo del Poder Ju­
dicial, y a instancias del Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el 
IV Pleno Jurisdiccional de los Vocales de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 116° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
dictar Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal.

2o. Para estos efectos se realizaron reuniones preparatorias sucesivas para delimitar 
el ámbito de las materias que debían abordarse. Se decidió tomar como referencia 
la labor jurisdiccional de las Salas Penales de la Corte Suprema de los dos últimos 
años judiciales y el conjunto de preocupaciones de la judicatura nacional, expresadas 
en decisiones recurridas, sobre aspectos jurídicamente sensibles del diario quehacer 
judicial. En tal virtud, con el apoyo de la Secretaría Técnica designada al efecto -ór­
gano de apoyo encargado, asimismo, de la elaboración de los materiales de trabajo-, 
se definió la agenda del IV Pleno Jurisdiccional Penal, concretándose los temas, de 
derecho penal y procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. 
A su vez se designó a los señores Vocales Supremos encargados de preparar las bases
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de la discusión de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de 
decisión. Además, se estableció que el Vocal Supremo designado sería el ponente de 
tema respectivo en la sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario 
correspondiente.

3o. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia las Ejecutorias Su­
premas que analizan y deciden sobre la pena de inhabilitación. Específicamente re­
solvió abordar los alcances de la pena de inhabilitación, la extensión y tiempo de du­
ración de la inhabilitación, tanto principal como accesoria, así como las exigencias 
procesales para su imposición.

4o. En cumplimiento a lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 
determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el 
artículo 116° del Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial dictar Acuerdos 
Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su especialidad. Dada la 
complejidad y especiales características del tema abordado, que rebasa los aspectos 
tratados en los Plenos jurisdiccionales que se invocaron como base de la discusión, 
se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e incorporar con la amplitud nece­
saria los fundamentos jurídicos correspondientes para configurar una doctrina legal 
que responda a las preocupaciones anteriormente expuestas. Asimismo, se resolvió 
decretar su carácter de precedente vinculante, en concordancia con la función de 
unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte Suprema de Justicia como 
cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial.

5o. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del de­
bate y en virtud de la votación efectuada, de catorce votos a favor, dos en contra y 
una abstención, se emitió el presente Acuerdo Plenario. Se ratificó como ponente al 
señor Rodríguez Tineo, y se incluyó al señor Prado Saldarriaga quienes expre­
san el parecer del Pleno.

II. FUNDAMENTOS JU RÍD ICO S

§  1. Regulación de la  pen a de inhabilitación en el Código Penal.

6o. La pena de inhabilitación consiste en la privación, suspensión o incapacitación 
de uno o más derechos políticos, económicos, profesionales y civiles del penado. A 
través de esta pena se sanciona a quien ha infraccionado un deber especial propio de 
su cargo, función, profesión, comercio, industria o relación familiar; o a quién se ha 
prevalido de su posición de poder o de dominio para delinquir.
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7o. La pena de inhabilitación, según su importancia o rango interno, puede ser 
principal o accesoria (artículo 37° del Código Penal). La inhabilitación cuando es 
principal se impone de forma independiente sin sujeción a ninguna otra pena, esto 
es, de manera autónoma aunque puede ser aplica conjuntamente con una pena 
privativa de libertad o de multa. En cambio, la inhabilitación accesoria no tiene 
existencia propia y únicamente se aplica acompañando a una pena principal, gene­
ralmente privativa de libertad, es, pues, complementaria y castiga una acción que 
constituye una violación de los deberes especiales que impone un cargo, profesión, 
oficio o derecho -se basa en la incompetencia y el abuso de la función- (artículos 39° 
y 40° del Código Penal).

La autonomía de la inhabilitación principal está en función a su conminación en 
un tipo delictivo concreto de la parte especial del código penal o de leyes penales 
complementarias. Por ello, aun cuando en algunos tipos legales, como los contem­
plados en los artículos 177°, 181°-B y 398° del Código Penal, se indique que la 
inhabilitación conminada es accesoria, por su propia ubicación sistemática y legal 
debe entenderse que es principal.

§  2. Contenido de la  pen a de inhabilitación.

8o. El artículo 36° del Código Penal señala taxativamente los derechos que pueden 
ser objeto de la pena de inhabilitación. Comprende hasta ocho ámbitos precisos y 
corresponde a los tipos delictivos identificarlos. Sin embargo, en el caso del artículo 
39° del Código Penal será el órgano jurisdiccional el que defina los derechos objeto 
de afectación punitiva, pero siempre dentro del catálogo establecido por el citado 
artículo 36°.

En la relación de derechos afectados, algunos tienen un carácter genérico y otros, 
en cambio, requieren de una precisión judicial. Los incisos 3), 4) y 8) del artículo 
36° del Código Penal, por ejemplo, demandan del juez que, motivadamente, iden­
tifique los derechos comprendidos por la inhabilitación. A este efecto es de tener 
en cuenta, desde una perspectiva preventivo especial, que la pena debe quedar 
vinculada al oficio o cargo de los cuales el sujeto se ha valido o podría valerse en el 
futuro para cometer el delito. En consecuencia, pues, el derecho comprendido por 
la inhabilitación ha de estar claramente relacionado con el delito cometido por el 
penado. Por tal razón, la motivación exigida debe abarcar, entre otras cuestiones, 
la conexión que se da entre el delito cometido y el ejercicio del derecho afectado 
mediante dicha pena
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§  3. D uración y  cómputo de la  pena de inhabilitación.

9o- El término de la inhabilitación, en caso de ser impuesta como pena conjunta, 
corre paralelamente a las otras penas principales, y se computa a partir de la fecha en 
que la sentencia queda firme. Por tanto, no es de aceptar que el cómputo de la inha­
bilitación principal recién se inicia una vez cumplida la pena privativa de libertad, 
pues de ser así aquella alternativa en la vida del condenado tendría la inadmisible 
consecuencia de alterar los cómputos correspondientes al fallo. Es más, si la inhabi­
litación recién comenzase después de cumplida la pena privativa de libertad, sería del 
caso que un penado podría votar en prisión, y aún ejercer un cargo público, aunque 
con las incomodidades propias de su estado. Pero al margen de estos argumentos 
está la regla sobre el cómputo de la prisión preventiva, pues si la pena de inhabilita­
ción no rigiese durante el tiempo en que el condenado está privado de su libertad, 
no tendría sentido esa previsión.

En el caso de la pena de inhabilitación accesoria, ésta se extiende por igual tiempo 
que la pena principal. Luego, el artículo 39° del Código Penal debe interpretarse 
sistemáticamente en función a la duración asignada a la pena de inhabilitación prin­
cipal en el artículo 38° de ese Cuerpo de Leyes. En consecuencia, la inhabilitación 
accesoria no puede ser superior a cinco años.

10°. La inhabilitación accesoria, como ha quedado expuesto, siempre es temporal. 
La inhabilitación principal es, asimismo, temporal, pero existen excepciones en fun­
ción a la “naturaleza de las cosas”, por la definitividad del derecho o actividad objeto 
de privación. Así:

A. Taxativamente, de conformidad con el inciso 6) del artículo 36° del Código Pe­
nal, modificado por la Ley número 29106, la cancelación de la autorización para 
portar o hacer uso de armas de fuego es perpetua, y siempre y cuando la pena 
que conlleva el delito cometido es doloso y merezca pena privativa de libertad 
superior a cuatro años.

B. El inciso 8) del artículo 36° del Código Penal importa una privación definitiva 
de títulos honoríficos. Sin embargo, una vez terminada la condena el penado 
podrá obtener los mismos u otros distintos -no los recupera, sino que por una 
acción ulterior podrá ser acreedor a títulos honoríficos, claramente diferenciados 
del anterior, definitivamente perdido-.

C. Respecto del inciso 1) del artículo 36° del Código Penal: “Privación de la función, 
cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque provenga de elección popular \  

como la norma alude a una relación de derecho público e indica “privación”, es 
de entender que el penado pierde el cargo, no sólo su ejercicio -privación de titu­
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laridad-. Se trata por tanto de una privación definitiva -no es una pena perpetua 
sino instantánea, a pesar de que sus efectos sean de carácter permanente, como 
aclara Jacobo López Barja de Quiroga-. Sólo en la suspensión se impide el 
ejercicio de un derecho o actividad, de forma que aquél se recupera tras cumplir 
la pena. Es este caso, la pena surte el efecto de privar de los derechos desde que 
la condena queda firme, por lo que en este caso la inhabilitación importará la 
pérdida del empleo o cargo público que el autor haya adquirido con anterioridad 
a la sentencia, aunque fuere con posterioridad al delito (Conforme: Zaffaroni/ 
Slokar).

$  4. Exigencias procesales p a ra  la  imposición de la  pen a de inhabilitación.

11°. El artículo 92°.4 de la Ley Orgánica del Ministerio Público en concordancia 
con el artículo 225°.3 del Código de Procedimientos Penales establece que el escrito 
de acusación debe contener la proposición de la pena que fuera aplicable y su dura­
ción. De igual manera, el artículo 273° del aludido Código prescribe que la acusa­
ción oral del Fiscal concluirá pidiendo la pena que juzgue legal. Es evidente, por lo 
demás, que el Tribunal en el ejercicio de su poder de control de legalidad de los actos 
postulatorios del Ministerio Público está autorizado a cuidar que los pedidos de 
pena se enmarquen dentro de las estipulaciones o marcos de la Ley, específicamente 
en orden al tiempo de duración y a la precisión de los derechos objeto de privación, 
incapacitación o suspensión de la pena de inhabilitación.

Por otro lado, el artículo 285° de la Ley procesal penal estatuye que la sentencia con­
denatoria, entre otros elementos que la configuran, debe imponer la pena principal 
que debe sufrir el reo, la fecha que ésta comienza a contarse, el día de su vencimien­
to, y las penas accesorias.

La necesidad de que la acusación comprenda el pedido de pena que el Fiscal conside­
re legal, en principio, no vincula la posición del Tribunal. Se trata de una propuesta 
de sanción que el Tribunal valorará conforme a la garantía penal, de legalidad de las 
penas, en cuya virtud, según prevé el artículo II del Título Preliminar del Código 
Penal en concordancia con el artículo 2°.24.e) de la Constitución, la pena objeto de 
sanción será exclusivamente la establecida en la ley. Es ésta la que fija la pena aplica­
ble una vez que se han precisado los distintos elementos que la determinan.

El principio acusatorio sólo exige, en relación con la acusación, la (1) congruencia 
fáctica: las características esenciales del hecho punible acusado, en cuyo caso la co­
rrelación es absoluta (“vinculación fáctica”); y, (2) la congruencia jurídica: identidad 
del bien jurídico respecto del delito acusado, esto es, una correlación relativa (“vin­
culación jurídica”).
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La congruencia cuantitativa, en función al petitum del Fiscal, es inexistente en el Có­
digo de Procedimientos Penales, tal como está previsto en el artículo 285°-A. Desde 
esta perspectiva, aunque el Fiscal tiene el deber de concretar la pena, tal fijación 
no vincula al Tribunal que tiene la obligación de imponer aquella que legalmente 
corresponda de conformidad con sus propios criterios en orden a la valoración de 
aquello que ha sido sometido a su enjuiciamiento, pues en ese punto impera el prin­
cipio de legalidad, de necesario cumplimiento.

Empero, en el Nuevo Código Procesal Penal la vinculación penológica es relativa, 
pues el artículo 397°.3 estipula, bajo la condición de su legalidad -tiempo y exten­
sión-, la no imposición de una pena más grave que la requerida por el Fiscal. En este 
último supuesto la congruencia cuantitativa importa, llanamente, una recepción 
matizada de una fórmula eminentemente dispositiva, que como es obvio no integra 
el núcleo del principio acusatorio, circunscrito a la delimitación del hecho punible 
dentro de los términos del debate; la ley, en este caso, reconoce al Fiscal una facultad 
específica de delimitar el marco superior punitivo dentro del cual han de conformar 
el asunto los órganos jurisdiccionales.

12°. Respecto de la solicitud de pena del Fiscal, pueden presentarse, entre otros, 
dos problemas, según se ha detectado en el conocimiento recursal de las causas que 
son elevadas al Supremo Tribunal. El primer problema está referido a la omisión 
de solicitar la pena de inhabilitación pese a que está forzosamente vinculada al tipo 
legal objeto de acusación. El segundo problema está vinculado a la entidad y a la 
extensión de la inhabilitación.

En cuanto al primer problema:

A. Como se ha establecido en los fundamentos jurídicos anteriores, el artículo 37° 
el Código Penal establece que la pena de inhabilitación -según su importancia 
y rango- puede ser impuesta como principal o accesoria. La pena de inhabilita­
ción principal se impone de forma independiente sin sujeción a ninguna otra, 
de manera autónoma, y es la establecida en el tipo legal pertinente. La pena de 
inhabilitación accesoria, no tiene existencia propia y únicamente se aplica acom­
pañando a una pena principal a la cual complementa, y conforme al artículo 39° 
del citado Código se fija en atención a la naturaleza del delito cometido por el 
individuo, siempre que “ ...el hecho punible constituye abuso de autoridad, de cargo, 
de profesión, oficio, poder o violación de un deber inherente a la función pública, co­
mercio, industria, patria potestad, tutela, cúratela o actividad regulada por ley\ Los 
delitos culposos de tránsito también incluyen una modalidad de inhabilitación 
accesoria según lo establece el artículo 40° del Código Penal.
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B. Como regla general del Código Penal, la pena de inhabilitación, cuando se im­
pone como pena conjunta, siempre va asociada a la pena privativa de libertad.

C. Es posible que el Fiscal omita solicitar penas obligatoriamente vinculadas al tipo 
legal objeto de acusación. Empero, ese error en modo alguno limita al Tribunal, 
básicamente, por la vigencia de la garantía penal de legalidad. Por tanto, si la pena 
de inhabilitación, omitida por el Fiscal, está indisolublemente unida como conse­
cuencia jurídica típica asociada a la infracción realizada, que es el caso de la inha­
bilitación principal, es imposible dejar de imponerla. Es claro, al respecto, que el 
acusador no dispone de la pena y si ésta -en el presente caso la inhabilitación- está 
prevista en el tipo delictivo de que se trate, no es jurídicamente correcto obviarla.

D. Otro argumento, que refuerza esta conclusión, estriba en que la aplicación de 
la pena de inhabilitación principal no se vulnera la garantía de defensa procesal 
porque al haberse acusado por un tipo legal determinado, el imputado y su 
defensor conocen las consecuencias jurídicas necesariamente ligadas a él. Basta, 
entonces, la cita del tipo delictivo para evitar toda posibilidad de indefensión, 
pues es evidente que el Tribunal aplicará las penas allí previstas.

E. Distinto es el caso de la pena de inhabilitación accesoria, puesto que no está 
asociada a un tipo legal determinado y, por tanto, no se desprende del mismo la 
sanción adicional a la pena principal. Si la cita del delito cometido, en relación 
a la norma penal que lo prevé y sanciona, es insuficiente, y es del caso acudir a 
una regla de la Parte General del Código Penal (artículos 39° y 40°) para la sub- 
sunción y justificación respectiva, lo cual debe generar con carácter previo una 
petición del Fiscal y un debate con la parte afectada: el imputado y su defensor, 
entonces, no es posible que se imponga ex oficio iudex pues causaría indefensión 
constitucionalmente prohibida. Queda claro que lo que se vulnera en este caso 
no es el principio acusatorio, que integra la garantía genérica del debido proceso, 
sino la garantía de defensa procesal desde que en ese caso un ámbito del fallo 
sería sorpresivo.

13°. El segundo problema está vinculado al tiempo de la inhabilitación y a su exten­
sión. Sobre el particular es de acotar lo siguiente:

A. El artículo 46°, primer párrafo, del Código Penal, con estricto apego a la garantía 
penal de legalidad, establece que la pena se debe determinar dentro de los límites 
fijados por la ley. En el caso de la pena de inhabilitación principal el tiempo de 
duración está fijado, específicamente, en el tipo legal respectivo

B. No obstante, son varios los tipos legales establecidos en el Código Penal que no 
fijan específicamente el tiempo de duración de la pena conminada de inhabili­
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tación. En estos casos se deberá recurrir a lo establecido en el artículo 38° del 
citado Código.

Así ocurre, por ejemplo, en los casos de los artículos 111° segundo y último 
párrafo, 117°, 121°-A, 124° segundo párrafo, 122°-A, 124°, 153°-A, 155°, 157°, 
169°, 170°, 177°, 181°-A, 181°-B, 183°-A, 200° cuarto párrafo, 222°, 223°, 
225°, 237°, 243°, 243°-C, 247° in fine, 259°, 260°, 274°, 296°, 296°-A, 297°, 
300°, 303°-B, 316°. 1 y 2, 317° in fine, 318°, 318°-A penúltimo párrafo, 320°, 
323° in fine, 324°, 376°-A, 393°, 394°, 395°, 396°, 398°, 399°, 400°, 401°, 409o- 
B y 450°-A.

En otras ocasiones el Código Penal acude a una técnica legislativa donde se alude 
a la pena de inhabilitación y a su duración al final de un Capítulo o Título: Por 
ejemplo, los artículos 353° -delitos contra los Poderes del Estado y el Orden Cons­
titucional-, 360° -delitos contra la Voluntad Popular-, 426° -delitos cometidos por 
Funcionarios Públicos y delitos contra la Administración de Justicia-, 432° -delitos 
de falsificación de documentos-, y 436° -delitos de falsificación de sellos, timbres 
y marcas oficiales En la legislación penal complementaria, existen tipos legales con 
esa misma característica en la Ley número 28008 -delitos aduaneros-, artículo 10°. 
b) y c); y en el Decreto Ley número 25475 -delitos de terrorismo-, artículos 5o y 
6°-A.

En lo que respecta a la pena de inhabilitación accesoria ella tiene fijado su tiem­
po de duración exclusivamente en el artículo 39° del Código sustantivo.

C. En todos los supuestos mencionados, como necesariamente el Código Penal fija 
el tiempo de duración de la pena de inhabilitación -en el propio tipo delictivo o 
en los artículos 38° y 39o- la omisión de su especificación no es relevante desde 
el principio acusatorio ni desde la garantía de defensa, en su faz negativa de pros­
cripción de la indefensión. La aplicación correcta de la pena, establecida en el 
tipo legal o en la Parte General del Código Penal, en la medida en que no supera 
los límites legales, no vulnera garantía alguna y, más bien, es compatible con el 
principio de legalidad de las penas.

D. Por lo general, tratándose de la pena de inhabilitación principal el tipo delictivo 
específica los derechos objeto de privación, suspensión o incapacitación, esto es, 
hace una mención expresa a los respectivos incisos del artículo 36° del Código 
Penal. Sólo excepcionalmente el tipo legal no precisa el derecho objeto de inha­
bilitación: artículos 170° del Código Penal y 5o del Decreto Ley número 25475. 
En todos estos casos rige el mismo principio del literal anterior: la omisión del 
Fiscal en citar el derecho afectado no es relevante, pues la propia ley establece,
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directa o indirectamente, el derecho objeto de restricción, y esa consecuencia ju­
rídica no es ajena al conocimiento del imputado y su defensa, ni a la posibilidad 
de contradicción. En consecuencia, la fijación específica del derecho objeto de 
privación, incapacitación o suspensión, ante un error de la Fiscalía, no es óbice 
para que el Tribunal aplique rigurosamente la ley.

E. Otro ámbito problemático se sitúa en aquellos supuestos en que la Fiscalía so­
licita una pena inferior, tanto respecto a los derechos comprendidos cuanto al 
tiempo de duración. El Tribunal, en estos casos, está autorizado a comprender en 
la inhabilitación los derechos que fueran pertinentes y a fijar el tiempo de dura­
ción de la inhabilitación conforme a las estipulaciones de la ley: rige el principio 
de legalidad, no el acusatorio. No hace falta que, ante vacíos de la acusación, se 
acuda a la tesis de desvinculación. En este caso, como es obvio, debe extremarse 
la exigencia de motivación en lo atinente a esos dos ámbitos: derechos compren­
didos y tiempo de duración de la inhabilitación. La motivación debe plantear el 
problema suscitado y resolverlo a través de una argumentación en la que quede 
de manifiesto la necesidad de elevar la sanción.

14°. Distinto es el caso de la potestad de subsanación o integración de omisiones 
incurridas por el Tribunal A Quo. En el conocimiento del recurso impugnatorio 
el Tribunal Ad Quem tiene límites trazados por el principio de interdicción de la 
reforma peyorativa, previsto por los artículos 300°. 1 del Código de Procedimientos 
Penales y 409°.3 del Código Procesal Penal.

Las omisiones incurridas por el Tribunal de instancia no podrán ser subsanadas en 
sede impugnatoria, si es de incorporar en la pena de inhabilitación impuesta la pri­
vación, suspensión o incapacitación de derechos no contemplados en la sentencia 
recurrida; ello, claro está, cuando se trate exclusivamente de un recurso defensivo 
interpuesto por el imputado. Es obvio que si el Fiscal es la parte recurrente y la pre­
tensión impugnativa comprende ese ámbito, en la medida en que en su acusación 
comprendió dentro de la pena de inhabilitación requerida una duración determina­
da y una extensión concreta de derechos afectados, está dentro de las potestades del 
Tribunal de Revisión integrar el fallo de instancia, con las características y peculiari­
dades expuestas en los fundamentos jurídicos 1 Io y 12°.

§  5. Ejecución de la  pena de inhabilitación,

15°. La ejecución de la pena de inhabilitación, sea que haya sido impuesta como 
pena principal o accesoria, requiere, como paso previo, que al adquirir firmeza la 
sentencia condenatoria el órgano jurisdiccional de instancia que la dictó cumpla
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con lo dispuesto en el artículo 332° del Código de Procedimientos Penales. Esto es, 
que remita el testimonio de condena respectivo para su inscripción en el Registro 
Judicial y, si correspondiera, al Instituto Nacional Penitenciario y al Establecimiento 
Penal donde se encuentra el reo. A continuación, ese mismo órgano judicial debe 
remitir la causa al Juez Penal competente para dar inicio al proceso de ejecución. 
Éste último procederá, en lo pertinente, a lo siguiente:

A. Notificará al penado para que cumpla con la prohibición impuesta, bajo aperci­
bimiento de ser denunciado por delito de desobediencia a la autoridad (artículo 
368° del Código Penal).

B. Remitirá al Registro Personal el correspondiente testimonio de condena, confor­
me a lo dispuesto en los artículos 2030° y 2032° del Código Civil.

C. En caso de privación de función, cargo o comisión de carácter público o de su 
incapacitación (artículo 36°. 1 y 2 del Código Penal) remitirá testimonio de con­
dena a la entidad pública donde prestaba servicios el condenado y, en su caso, a 
la que correspondiere en atención a la función, cargo o comisión afectadas.

D. Si la privación o la incapacitación se refiere a cargos o comisiones públicas de 
elección popular, así como a la suspensión de derechos políticos (artículo 36°. 
1, 2 y 3 del Código Penal), se deberá remitir testimonio de condena al Jurado 
Nacional de Elecciones para su debida anotación y difusión.

E. Si la incapacitación se refiere al ejercicio de profesión, comercio, arte o in­
dustria, enviará testimonio de condena al Colegio profesional respectivo o a 
la Federación de Colegios profesionales de la profesión concernida cuando se 
trate de aquellas de necesaria colegiación; o a la entidad oficial que corresponda 
si se trata del ejercicio de una actividad sujeta a control público.

F. Si se dicta la suspensión, cancelación o incapacidad definitiva para portar o hacer 
uso de armas de fuego se deberá remitir testimonio de condena al organismo 
respectivo del Ministerio del Interior encargado de su control; y, si se dicta la 
suspensión o cancelación de la autorización para conducir vehículos, el testi­
monio de condena se remitirá a los organismos competentes del Ministerio del 
ramo o del Gobierno Regional, así como del Ministerio del Interior encargado 
del control del tránsito.

G. Si la incapacitación es del ejercicio de la patria potestad, tutela o cúratela se 
remitirá testimonio de condena a la persona con quien se comparte la primera; 
o, en su defecto, a la autoridad encargada de designar a quien haya de sustituir 
al penado, así como -si correspondiere- a la autoridad judicial o administrativa 
competente en materia de institución tutelar o de acogimiento, incluso al Juzga­
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do que esté conociendo de un proceso de Derecho de Familia del que sea parte 
el condenado.

H. Si la inhabilitación consiste en la privación de grados militares o policiales, títu­
los honoríficos u otras distinciones afines, el testimonio de condena se remitirá 
a la institución o corporación que las otorgó.

16°. El control de la efectividad de las prohibiciones o incapacitaciones impuestas, 
como queda expuesto, corresponde al Juez Penal, quien deberá comunicar e instar 
la vigilancia correspondiente a la autoridad administrativa competente -nacional, 
regional o municipal- y, en todo caso, a la policía.

Al cumplirse el tiempo de duración de la pena de inhabilitación, el penado recupera, 
de pleno derecho, sin necesidad de resolución judicial, el goce del ejercicio de los 
derechos suspendidos o afectados, con exclusión -claro está- de aquellas privaciones 
definitivas de derechos ya indicadas en el fundamento jurídico pertinente.

III. DECISIÓN

16°. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente, Transitorias y Especial 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, y 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico Ordenado de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial;

ACORDARON:

17°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamen­
tos jurídicos 8o al 16°.

18°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 
antes mencionada deben ser invocados por los Magistrados de todas las instancias 
judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 
22° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aplicable 
extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° del 
estatuto orgánico.

19°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el Diario Oficial “El Peruano”. 
Hágase saber.

Ss. Gonzales Campos / San Martín Castro / Villa Stein / Lecaros Cornejo / PRADO 
SALDARRIAGA / RODRÍGUEZ TlNEO / Valdez Roca / Rojas Maraví / Ponce De Mier 
/ Molina Ordoñez / Santos Peña / Vinatea Medina / Príncipe Trujillo / Pariona 
Pastrana / Zecenarro Mateus / Calderón Castillo / Urbina Ganvini



ACUERDO PLENARIO N° 7-2009/CJ-116

PERSONAS JURÍDICAS 
Y CONSECUENCIAS ACCESORIAS

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve. -

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 
Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en Pleno 
Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente:

ACUERDO  PLENARIO

I. ANTECEDENTES

I o. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la Re­
pública, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 
Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 
Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V  Pleno Jurisdiccional de 
los Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del 
Texto Unico Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial -en adelante, LOPJ-, 
y dictar Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal.

2o. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 
Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema 
de Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos 
de lo Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego 
de una previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta 
valoración de las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la 
Secretaría Técnica, luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la
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fecha para la realización del V  Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado por Resolución 
Administrativa número 286-2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se definieron 
los temas, de derecho penal y procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuer­
dos Plenarios. De igual manera se designó a los señores Jueces Supremos encargados 
de preparar las bases de la discusión de cada punto sometido a deliberación y de ela­
borar el proyecto de decisión. Además, se estableció que el Juez Supremo designado 
sería el ponente del tema respectivo en la sesión plenaria y encargado de redactar el 
Acuerdo Plenario correspondiente.

3o. En el presente caso, el Pleno decidió tomar como referencia los problemas sus­
citados con motivo de la aplicación de las medidas contra las personas jurídicas, 
previstas en el artículo 105° del Código Penal de 1991 -en adelante CP-, modificado 
por el Decreto Legislativo número 982, en tanto que se advierte que sus disposi­
ciones no son aplicadas y desarrolladas jurisprudencialmente como corresponde. 
Ante tales defectos, en especial porque la ley material no desarrolló suficientemente 
los presupuestos básicos para su debida implementación y porque en los Distritos 
Judiciales que siguen rigiéndose por el Código de Procedimientos Penales -en ade­
lante, ACPP- el legislador no implemento disposiciones sobre el particular, resulta 
conveniente que este Supremo Tribunal fije los criterios o directivas indispensables 
para su correcta utilización en sede judicial.

4o. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 
determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el ar­
tículo 116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder 
Judicial dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su 
especialidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema abor­
dado, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e incorporar con la amplitud 
necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para configurar una doctrina 
legal que responda a las preocupaciones anteriormente expuestas. Asimismo, se re­
solvió decretar su carácter de precedente vinculante, en concordancia con la función 
de unificación jurisprudencial que le corresponde a la Corte Suprema de Justicia 
como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder Judicial.

5o- La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del 
debate y en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente 
Acuerdo Plenario. Se ratificó como ponente al señor Prado Saldarriaga, quien 
expresa el parecer del Pleno.
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II. FUNDAMENTOS JU RÍDICO S 

$  1. Problem ática ac tu a l

6o. El CP incorporó sanciones de carácter penal aplicables a las personas jurídicas y las 
denominó consecuencias accesorias. Con esta decisión político criminal la legislación 
nacional procuraba establecer un inédito nivel de respuesta punitiva frente a aquellos 
delitos donde resultase involucrada una persona jurídica. Lo cual, por lo demás, se 
adhería a una consolidada tendencia en el derecho comparado [Klaus Tiedemann: 
Derecho penal y nuevas formas de criminalidad\ Editorial Grijley, Lima, 2007, página 
92 y ss.].

7 o. Sin embargo, a más de dieciocho años de vigencia del CP el desarrollo jurispru­
dencial producido en torno a las consecuencias accesorias aplicables a las personas 
jurídicas no ha resultado relevante ni satisfactorio. Efectivamente, la imposición ju­
dicial y concreta de estas sanciones ha permanecido, todo ese tiempo, ignorada o 
muy alejada de la praxis funcional de la judicatura penal en todas las instancias. Esta 
constatación resulta trascendente en la actualidad, pues el artículo 105° CP, luego 
de las modificaciones introducidas el año 2007 por el Decreto Legislativo 982, dis­
pone preceptivamente la aplicación jurisdiccional de estas consecuencias accesorias 
siempre que se verifiquen los requisitos y presupuestos que dicha norma establece.

8o. Dos factores concurren etiológicamente en la explicación de tal actitud de los 
jueces nacionales. En primer lugar, la ausencia de reglas específicas de determinación 
y fundamentación en el CP, que sólo enumera las sanciones aplicables y señala de 
modo muy general los presupuestos generales para su utilización concreta. Y, en 
segundo lugar, la carencia de normas procesales precisas en el ACPP, que no han 
sido objeto de una ley complementaria en armonía con las exigencias de la ley penal 
material, para emplazar e incorporar procesalmente a las personas jurídicas involu­
cradas con un hecho punible. El necesario desarrollo normativo ha sido cumplido 
por el nuevo Código Procesal Penal de 2004 -en adelante, NCPP-, pero, como se 
sabe, su vigencia es progresiva y no comprende hasta el momento varios Distritos 
Judiciales.

§  2. Algunos aspectos dogmáticos generales.

9o. En el Código Penal las consecuencias accesorias se encuentran ubicadas en el Ca­
pítulo II del Título VI del Libro Primero - Parte General. Unicamente los artículos 
104° y 105° CP se refieren a consecuencias accesorias que pueden recaer sobre una 
persona jurídica, siempre que ésta resulte vinculada o beneficiada con la comisión 
o encubrimiento de un delito. Sin embargo, estas dos disposiciones aluden a conse­
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cuencias accesorias con distintas funciones y efectos. Efectivamente, en el artículo 
104° CP se regula una especie de responsabilidad civil subsidiaria que deberá afron­
tar la persona jurídica ante las limitaciones económicas de sus funcionarios o depen­
dientes vinculados en la comisión de una infracción penal. Y en el artículo 105° CP 
se detalla un amplio catálogo de sanciones que se aplicarán a estos entes colectivos.

10°. La problemática dogmática y procesal que corresponde evaluar en este Acuerdo 
Plenario se remitirá, exclusivamente, a la segunda de tales normas, pues la primera, 
si se cumplen sus presupuestos y en lo que fuera pertinente, cabe incorporarla en 
sede procesal con arreglo a las normas sobre el tercero civilmente responsable. Al res­
pecto, cabe señalar, conforme lo ha resaltado uniformemente la doctrina nacional, 
que los antecedentes del artículo 105° CP se remontan al Proyecto de Código Penal 
de setiembre de 1989 (artículos 103° a 105°), que tuvo como fuente legal extranjera 
al Anteproyecto de Código Penal español de 1983 (artículos 136° a 138°).

11°. Si bien subsiste un delineado debate en la doctrina nacional sobre el concep­
to y la naturaleza que corresponde asignar a esta modalidad de las consecuencias 
accesorias, su estructura, operatividad, presupuestos y efectos permiten calificar a 
las mismas como sanciones penales especiales [Percy G arcía Cavero: Lecciones 
de Derecho Penal Parte General> Editorial Grijley, Lima, 2008, página 757 y ss.]. 
En primer lugar, porque la legitimidad de su aplicación demanda que las personas 
jurídicas sean declaradas judicialmente como involucradas -desde su actividad, ad­
ministración u organización- con la ejecución, favorecimiento u ocultamiento de 
un hecho punible, sobre todo por activos y criminógenos defectos de organización 
o de deficiente administración de riesgos. Y, en segundo lugar, porque su imposi­
ción produce consecuencias negativas que se expresan en la privación o restricción 
de derechos y facultades de la persona jurídica al extremo que pueden producir 
su disolución. [Laura Zúñiga Rodríguez: Las consecuencias accesorias aplicables a 
las Personas Jurídicas del artículo 105° CP: Principales Problemas de Aplicación, En: 
Anuario de Derecho Penal 2003, página 484 y ss.].

12°. Es pertinente distinguir que este tipo de sanciones penales no son penas ac­
cesorias como la de inhabilitación que define el artículo 39° CP. No son, pues, un 
complemento dependiente o accesorio a una pena principal que se imponga al autor 
del delito. Su calidad accesoria, vicaria o paralela deriva, más bien, de un requisito o 
condición esencial que implícitamente exige la ley para su aplicación judicial, cual es 
la necesaria identificación y sanción penal de una persona natural como autora del 
hecho punible en el que también resulta conectada, por distintos y alternativos nive­
les de imputación, un ente colectivo [Laura Zúñiga Rodríguez: Las consecuencias 
accesorias aplicables a las personas jurídicas en el artículo 105° CP, a más de quince años
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de su vigencia. En: Problemas fundamentales de la Parte General del Código Penal 
(José H urtado Pozo, editor), Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Cató­
lica del Perú - Universidad de Friburgo, Lima, 2009, página 493 y siguientes]. Se 
trataría, pues, de una especie de exigencia normativa que opera como una condición 
objetiva de imposición de consecuencias accesorias.

§  3 . Alcances y  lim itaciones del artículo 105° CP.

13°. Actualmente, luego de las modificaciones introducidas por el Decreto Legis­
lativo número 982, el artículo 105° CP tiene la siguiente estructura normativa:

“Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de cualquier 
persona jurídica o utilizando su organización para favorecerlo o encubrirlo, el 
Juez deberá aplicar todas o algunas de las medidas siguientes:

1. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o definitivo. La 
clausura temporal no excederá de cinco años.

2. Disolución y liquidación de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa o 
comité.

3. Suspensión de las actividades de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa 
o comité por un plazo no mayor de dos años.

4. Prohibición a la sociedad, fundación, asociación, cooperativa o comité de rea­
lizar en el futuro actividades, de la clase de aquellas en cuyo ejercicio se haya 
cometido, favorecido o encubierto el delito.

La prohibición podrá tener carácter temporal o definitivo. La prohibición temporal 
no será mayor de cinco años.

Cuando alguna de estas medidas fuera aplicada, el Juez ordenará a la autoridad 
competente que disponga la intervención de la persona jurídica para salvaguardar 
los derechos de los trabajadores y de los acreedores de la persona jurídica hasta por 
un período de dos años.

El cambio de la razón social, la personería jurídica o la reorganización societaria, no 
impedirá la aplicación de estas medidas”.

14°. Del citado artículo es posible señalar que el Juez debe imponer consecuencias 
accesorias siempre que se verifique en el caso concreto, cuando menos, lo siguiente:

A. Que se haya cometido un hecho punible o delito.

B. Que la persona jurídica haya servido para la realización, favorecimiento o encu­
brimiento del delito.
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C. Que se haya condenado penalmente al autor, físico y específico, del delito.

Ahora bien, en dicha norma coexisten cuatro clases de consecuencias accesorias que 
el juez penal puede imponer a una persona jurídica. Cada una de las cuales tiene 
distinta configuración y efectividad. Resulta, por tanto, necesario identificar, segui­
damente, sus principales características y funciones.

15°. Las consecuencias jurídicas previstas en el citado artículo 105° CP, tienen las 
siguientes características y funciones:

A. El inciso 1) dispone la clausura temporal o definitiva de locales o establecimien­
tos. Es decir, regula sanciones que afectan el funcionamiento de los ambientes 
físicos e inmuebles en los cuales la persona jurídica realiza sus actividades orga- 
nizacionales y operativas. Cuando la clausura sea temporal no puede durar más 
de cinco años. Es importante precisar que para que proceda esta medida el local 
o establecimiento tiene que haber servido para la comisión, favorecimiento, faci­
litación o encubrimiento del delito [José Luis Castillo Alva: Las consecuencias 
jurídico-económicas del delito, Editorial Idemsa, Lima, 2001, páginas 310 y 311 ].

B. El inciso 2) considera la disolución de la persona jurídica. Es la sanción más 
grave que se podría imponer a un ente colectivo [José H urtado Pozo: Personas 
jurídicas y responsabilidad penal. En: Anuario de Derecho Penal 1996, Responsa­
bilidad penal de las personas jurídicas, página 148. Laura Z ijñiga Rodríguez: 
Obra citada, páginas 488/499]. Por tanto, la disolución debe de quedar reser­
vada, entre otros casos, para aquellos donde la propia constitución, existencia y 
operatividad de la persona jurídica, la conectan siempre con hechos punibles, 
situación que generalmente ocurre con las denominadas personas jurídicas de 
fachada o de papel. En estas empíricamente se ha detectado no un defecto de 
organización sino un evidente defecto de origen de la organización. Pero, tam­
bién, cabe disponer la disolución de la persona jurídica, en supuestos donde se 
identifique una alta probabilidad de que aquella vuelva a involucrarse en delitos 
o peligrosidad objetiva de la persona moral.

C. El inciso 3) regula la suspensión de actividades de la persona jurídica. Esta san­
ción sólo puede ser impuesta con carácter temporal y sin exceder a dos años. 
La suspensión de actividades puede ser total o parcial. Sin embargo, ella, en su 
opción parcial, deberá recaer solamente sobre aquellas actividades estratégicas u 
operativas específicas que se relacionaron con el delito cometido o con su modus 
operandi y efectos [Julio C ésar Espinoza G oyena: La persona jurídica en el 
nuevo proceso penal. En: E l nuevo proceso penal. Estudios Fundamentales, Editorial 
Palestra, Lima, 2003, página 329]. La suspensión total deberá justificarse por la 
absoluta naturaleza ilícita del quehacer ejercido por la persona jurídica.
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D. Por último, el inciso 4) contiene la prohibición de realizar actividades futuras de 
aquellas que involucraron a la persona jurídica con la comisión, favorecimiento 
o encubrimiento de un hecho punible. Esta modalidad de consecuencia acceso­
ria puede ser temporal o definitiva. En el primer caso la prohibición no puede 
extenderse más allá de cinco años. Con esta sanción se afecta la operatividad pos­
terior al delito del ente colectivo. Tiene, pues, un claro sentido de inhabilitación 
para su desempeño futuro. No obstante, el alcance de esta sanción es limitado y 
especial, pues no puede extenderse hacia otras actividades no vinculadas con el 
delito.

16°. En el artículo 105° CP no existen reglas de determinación que orienten la 
aplicación judicial, así como la justificación interna o externa de las decisiones ju­
risdiccionales que impongan las distintas consecuencias accesorias que dicha norma 
contempla. No obstante, esta limitación normativa puede ser superada, de modo 
transitorio, recurriendo a la implementación judicial de los criterios adoptados, para 
tal efecto, por el artículo 110° del Anteproyecto de Reforma de la Parte General del 
Código Penal de la Comisión Especial Revisora creada por Ley número 29153 [Véa­
se: Congreso de la República: Anteproyecto de Ley de Reforma del Código Penal, 
J& O  Editores Impresores SAC, Lima, 2009], en tanto en cuanto sus postulados en 
modo alguno son implicantes con los establecidos por el vigente CP y constituyen 
reglas de desarrollo plenamente derivadas desde los principios de lesividad, pro­
porcionalidad y prevención incorporados positivamente en el Título Preliminar del 
Código Penal. Por tanto, corresponde utilizarlos en todo proceso de determinación 
judicial, cualitativa y cuantitativa, de las consecuencias accesorias que deban impo­
nerse en un caso concreto.

Tales criterios son los siguientes:

A. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en actividades 
delictivas.

B. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en el hecho 
punible.

C. La gravedad del hecho punible realizado

D. La extensión del daño o peligro causado.

E. El beneficio económico obtenido con el delito.

F. La reparación espontánea de las consecuencias dañosas del hecho punible.

G. La finalidad real de la organización, actividades, recursos o establecimientos de 
la persona jurídica.



Anexos: I. Jurisprudencia vinculante

H. La disolución de la persona jurídica se aplicará siempre que resulte evidente que 
ella fue constituida y operó sólo para favorecer, facilitar o encubrir actividades 
delictivas.

17°. Es pertinente destacar que por su naturaleza sancionadora, las consecuencias 
accesorias imponen que su aplicación judicial observe, también, con justificada ra­
cionalidad, las exigencias generales que derivan del principio de proporcionalidad 
concreta o de prohibición del exceso. En tal sentido, el órgano jurisdiccional deberá 
evaluar en cada caso la necesidad especial de aplicar una consecuencia accesoria en los 
niveles de equidad cualitativa y cuantitativa que correspondan estrictamente a las 
circunstancias del suceso subjudice y según los criterios de determinación anterior­
mente detallados. Ello implica, pues, que excepcionalmente, el Juez puede decidir 
omitir la aplicación de tales sanciones a una persona jurídica cuando lo intrascen­
dente del nivel de intervención e involucramiento del ente colectivo en el hecho pu­
nible o en su facilitación o encubrimiento, hagan notoriamente desproporcionada 
su imposición.

Por lo demás, cabe recordar que estas opciones jurisdiccionales no son ajenas a nues­
tra legislación vigente y se expresan normativamente en el sentido y función del 
artículo 68° del Código Penal, al tratar de la exención de pena. No obstante, es de 
demandar siempre que esta clase de decisiones sean consecuencia de un riguroso 
análisis fáctico y normativo, y que ellas sean motivadas de manera específica y sufi­
ciente.

18°. En el artículo 105° CP también se incluyen salvaguardas a favor de los dere­
chos de terceros: trabajadores y acreedores, los que pudieran resultar afectados con 
la imposición de consecuencias accesorias a la persona jurídica. Por consiguiente, el 
Juez está autorizado por dicha norma para disponer, ante la autoridad competente, 
la intervención del ente colectivo sancionado hasta por dos años. Con esta medida 
se procura controlar o paliar los efectos transpersonales que, necesariamente, produ­
cirán la aplicación de una o más consecuencias accesorias, sobre el patrimonio o la 
estabilidad laboral de personas ajenas al quehacer ilegal de la persona jurídica o de 
sus órganos de gestión. Sin embargo, esta posibilidad de promover la intervención, 
por su propia naturaleza y operatividad, sólo debe utilizarse cuando se impongan 
consecuencias accesorias de efectividad temporal como la clausura de locales o la 
suspensión o prohibición de actividades.

Finalmente, el artículo 105° CP, en su último párrafo, declara que la imposición de 
consecuencias accesorias no será afectada o mediatizada por acciones fraudulentas u 
encubridoras, dirigidas maliciosamente a la frustración de la decisión judicial como 
“E l cambio de la razón social la personería jurídica o la reorganización societaria, .. "
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§ 4 . Consecuencias accesorias, persona juríd ica y proceso penal.

19°. En el ámbito procesal toca delinear las garantías y los procedimientos que de­
ben viabilizar la aplicación judicial de consecuencias accesorias a una persona jurí­
dica. En este espacio debe definirse el procedimiento más idóneo que asegure, con 
puntual observancia de los principios y garantías procesales constitucionalmente 
relevantes, la presencia y la intervención en un proceso penal del ente colectivo; así 
como la identificación de las partes legitimadas y de las características fundamenta­
les de una dinámica contradictoria que sea idónea para debatir, sin mengua de las 
garantías del debido proceso, tutela jurisdiccional, defensa procesal y presunción de 
inocencia, la relevancia penal de la concreta intervención de una persona jurídica en 
el hecho subjudice.

En algunos sistemas jurídicos extranjeros es también la legislación material la que 
demanda la habilitación de este escenario procesal. Así, por ejemplo, en España el 
artículo 129° del Código Penal advierte que las consecuencias accesorias aplicables 
a una persona jurídica requieren de una audiencia previa donde ella pueda alegar, a 
través de sus representantes legitimados, lo que le sea favorable ( “E l Juez o Tribunal, 
en los supuestos previstos en este Código, y previa audiencia de los titulares o de sus repre­
sentantes legales, podrá imponer, motivadamente, las siguientes consecuencias”).

20°. En lo que atañe a nuestro sistema jurídico las consecuencias accesorias, por 
su efectividad sancionadora, deben, también, aplicarse en el marco de un proceso 
penal con todas las garantías. La persona jurídica, entonces, tiene que ser emplaza­
da y comparecer ante la autoridad judicial por su apoderado judicial con absoluta 
capacidad para ejercer plenamente el conjunto de los derechos que dimanan de las 
garantías de defensa procesal -derecho de conocimiento de los cargos, de asistencia 
letrada, de defensa material o autodefensa, de no autoincriminación y al silencio, de 
prueba, de alegación, y de impugnación- y de tutela jurisdiccional -en especial, dere­
cho a una resolución fundada y congruente basada en el derecho objetivo y derecho 
a los recursos legalmente previstos-.

Con tal efecto, la persona jurídica deberá ser comprendida expresamente en sede 
de instrucción en una resolución judicial de imputación -en el auto de apertura de 
instrucción o en un auto ampliatorio o complementario-, circunscripta a la posible 
aplicación de consecuencias accesorias, ello sin perjuicio de que concurrentemente 
pueda haber sido pasible de una imputación en el proceso civil acumulado como 
tercero civil. Es evidente que nadie puede ser acusado, sin antes haber sido compren­
dido como procesado o sujeto pasivo del proceso, a fin de que esté en condiciones 
razonables de ejercer el conjunto de derechos necesarios para afirmar su pretensión
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defensiva o resistencia: derecho a ser oído, a probar e intervenir en la actividad de 
investigación y de prueba, a alegar sobre los resultados de aquella actividad, y a 
impugnar.

Al respecto, el NCPP ya considera a la persona jurídica como un nuevo sujeto pa­
sivo del proceso penal en el Titulo III, de la Sección IV, del Libro Primero. Pero ya 
no para afrontar únicamente eventuales responsabilidades indemnizatorias, directas 
o subsidiarias, sino para enfrentar imputaciones directas o acumulativas sobre la 
realización de un hecho punible y que pueden concluir con la aplicación sobre ella 
de una sanción penal en su modalidad especial de consecuencia accesoria [Pablo 
Sánchez Velarde: El nuevo proceso penal, Editorial Idemsa, Lima, 2009, página 
80]. Esta orientación legislativa, además, dispone, para todo ello, la realización de 
un proceso penal de corte unitario que comprenderá tanto a personas naturales 
como jurídicas, aunque con formulación de cargos y requerimientos diferenciados 
en atención a la naturaleza particular del sujeto imputado y de las necesidades es­
pecíficas del thema probandum que le conciernen [Julio C ésar E spinoza  G oyena, 
Obra Citada, página, 314].

21°. En el NCPP las normas relativas a la persona jurídica y a su rol en el proceso 
penal se encuentran comprendidas entre los artículos 90°/93°. Cada una de estas 
normas legisla aspectos específicos vinculados con la capacidad procesal, los dere­
chos y garantías reconocidos a las personas jurídicas, así como sobre la actividad 
procesal que estas pueden desplegar.

La morfología y función de tales disposiciones es la siguiente:

A. El artículo 90° NCPP identifica a las personas jurídicas que pueden ser partes 
procesales y objeto de emplazamiento por la autoridad judicial. En él se fijan los 
presupuestos necesarios para el emplazamiento y la incorporación formal de una 
persona jurídica en un proceso penal. Al respecto, el presupuesto esencial que 
exige dicha norma se refiere a la aplicación potencial sobre el ente colectivo de 
alguna de las consecuencias accesorias que contemplan los artículos 104° y 105° 
CP. Esta disposición también concede al Fiscal legitimación exclusiva para re­
querir ante la autoridad judicial dicho emplazamiento e incorporación procesal. 
Tal norma, por lo demás, no obsta a que, respecto del artículo 104° CP y en sus 
estrictos marcos, el actor civil tenga legitimación activa conforme a la concor­
dancia de los artículos 1 Io, 104° y 105° NCPP.

B. El artículo 91° NCPP disciplina la oportunidad y la tramitación del emplaza­
miento e incorporación procesal de la persona jurídica como parte procesal. Esta 
norma señala que la solicitud de emplazamiento del Fiscal se debe formular ante 
el Juez de la Investigación Preparatoria, luego de comunicarle su decisión formal
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de continuar con las investigaciones y hasta antes de que se declare concluida la 
investigación preparatoria. En este artículo se detallan también los datos básicos 
de identificación que deberá contener la solicitud fiscal y que son los siguientes:

(i) La identificación de la persona jurídica (razón social, naturaleza, etcétera).

(ii) El domicilio de la persona jurídica (sede matriz o filiales).

La solicitud, además, debe señalar, de modo circunstanciado, los hechos que re­
lacionan a la persona jurídica con el delito materia de investigación. Por tanto, se 
debe referir la cadena de atribución que la conecta con acciones de facilitación, 
favorecimiento o encubrimiento del hecho punible. Y, en base a todo ello, se tie­
ne que realizar la fundamentación jurídica que justifique incluir al ente colectivo 
en el proceso.

La tramitación que deberá darse a la solicitud será la misma que detalla el artí­
culo 8o NCPP para el caso de las cuestiones previas, cuestiones prejudiciales y 
excepciones.

C. El artículo 92° NCPP trata de la representación procesal de la persona jurídica. 
La norma establece que el órgano social de la persona jurídica debe designar un 
apoderado judicial. Sin embargo, se excluye de dicho rol a toda persona natural 
que esté comprendida en la misma investigación y bajo la imputación de los 
mismos hechos que determinaron el emplazamiento y la incorporación procesal 
de la persona jurídica. La norma dispone, además, un plazo de cinco días para 
que el órgano social de la persona jurídica cumpla con designar al apoderado 
judicial. Si al vencimiento de dicho plazo no se hubiera realizado tal designación 
la hará el Juez de la Investigación Preparatoria.

D . En el artículo 93° NCPP se detalla los derechos y garantías procesales que se re­
conocen a la persona jurídica dentro del proceso penal. Al respecto, se reconoce 
a la persona jurídica procesada, en tanto resulten compatibles con su naturaleza, 
los mismos derechos y garantías que corresponden, en un debido proceso legal, 
a toda persona natural que tiene la condición de imputado. Principalmente, el 
derecho a una defensa activa, a la posibilidad de contradicción procesal, a la 
impugnación dentro de la ley de toda resolución que la cause gravamen.

E. El apartado 2 del artículo 93° NCPP regula una situación especial de contuma­
cia o rebeldía de la persona jurídica procesada la cual, sin embargo, en ningún 
caso, puede generar que se afecte o suspenda la continuación del proceso.

22°. La vigencia escalonada del NCPP en el país, como se ha destacado, limita la 
utilidad de las normas procesales alusivas a la persona jurídica y, por ende, dificulta
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la aplicación judicial de las consecuencias accesorias en muchos Distritos Judiciales. 
Por tal razón y tomando en cuenta las reglas y el procedimiento fijado por aquel 
para dicha finalidad, corresponde postular un conjunto de criterios operativos en 
aplicación directa de los principios procesales de contradicción, igualdad de armas 
y acusatorio, conforme a lo dispuesto, en lo pertinente en el artículo III del Título 
Preliminar del Código Procesal Civil, aplicable supletoriamente al proceso penal, a 
cuyo efecto se tendrá en consideración, en cuanto sea legalmente compatible con 
la estructura del ACPP, los siguientes criterios operativos, inspirados en el NCPP:

A. El Fiscal Provincial ha de incluir en su denuncia formalizada o en un reque­
rimiento fundamentado en el curso de la etapa de instrucción a las personas 
jurídicas involucradas en el hecho punible imputado, incorporando en lo pro­
cedente los datos y contenidos a que alude el artículo 91°.l NCPP, necesarios 
para su identificación y el juicio de imputación correspondiente a cargo del Juez 
Penal.

B. La persona jurídica denunciada ha de ser comprendida en el auto de apertura de 
instrucción o en un auto ampliatorio o complementario en condición de sujeto 
pasivo imputado. En esta resolución, que deberá notificársele a la citada persona 
jurídica, el Juez Penal dispondrá que ella designe un apoderado judicial en igua­
les términos que los referidos en el artículo 92° NCPP.

C. La persona jurídica procesada tiene, en lo pertinente, los mismos derechos y 
garantías que la ley vigente concede a la persona del imputado durante la ins­
trucción y el juicio oral.

D. La acusación fiscal, si correspondiere, debe pronunciarse específicamente acerca 
de la responsabilidad de la persona jurídica. En su caso, solicitará motivadamen- 
te la aplicación específica de las consecuencias accesorias que corresponda aplicar 
a la persona jurídica por su vinculación con el hecho punible cometido. En todo 
caso, corresponderá al órgano jurisdiccional el control de la acusación fiscal en 
orden a la intervención en el juicio oral de la persona jurídica.

E. La persona jurídica deberá ser emplazada con el auto de enjuiciamiento, pero 
su inasistencia no impide la continuación del juicio oral. El Juez o Sala Penal 
competente, de ser el caso, impondrá la consecuencia accesoria que resulte per­
tinente al caso con la debida fundamentación o la absolverá de los cargos. Rige 
en estos casos el principio acusatorio y el principio de congruencia procesal o 
correlación.

465



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

III. DECISIÓ N

23°. En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la 
Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, por 
unanimidad, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Unico 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial;

ACORDARON:

24°. Establecer como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos ju­
rídicos 1 Io al 22°.

25°. Precisar que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 
mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 
perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 
aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 
116° del citado estatuto orgánico.

26°. Publicar el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 
saber.

Ss. Gonzales Campos / San Martín Castro / Lecaros Cornejo / PRADO SALDAR­
RIAGA / Rodríguez Tineo / Yaldez Roca / Barrientos Peña / Biaggi Gómez / Molina 
Ordoñez / Barrios Alvarado / Príncipe Trujillo / Barandiarán Dempwolf / Neyra 
Flores / Calderón Castillo / Zevallos Soto



SALA PENAL TRANSITORIA RECURSO 
DE NULIDAD N.° 2116-2014 LIMA 

EJECUTORIA VINCULANTE

Concurso real retrospectivo

Sumilla. En casos de concurso real retrospectivo de de­
litos, la pena aplicable en la condena se sumará a la im­
puesta en la sentencia anterior, no debiendo excederse de 
los límites que fija el artículo cincuenta y uno, del Código 
Penal.

Sentencia vinculante, de conformidad con el inciso 1, del 
artículo 301-A, del Código de Procedimientos Penales.

Lima, veintisiete de agosto de dos mil quince

VISTO: el recurso de nulidad interpuesto por el encausado HEM BERT VLADI- 
MIR BARRUTIA BONILLA, contra la sentencia de fojas ochocientos noventa, del 
treinta de enero de dos mil catorce. De conformidad, en parte, con el dictamen del 
señor Fiscal Supremo en lo Penal. Interviene como ponente el señor Prado Salda- 
rriaga.

CO NSIDERANDO

I. SOBRE LOS AGRAVIOS EXPUESTOS

Primero. El encausado Barrutia Bonilla, en su recurso formalizado de fojas nove­
cientos cuatro, solicita se revoque la condena y se le absuelva de la acusación fiscal 
formulada en su contra, para lo cual alega:

a) Que no existen elementos probatorios que acrediten su responsabilidad, pues la 
agraviada no reconoció a ninguno de sus victimarios como los autores del hecho.
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b) Que si bien el teléfono celular de donde se realizaron las llamadas para estafar a 
la víctima está a nombre de su hermano Simbala Bonilla, no se tomó en cuenta 
que este lo tramitó a pedido del recurrente, quien, a la vez, lo entregó a su co­
procesado Rosas Almeyda o Pérez Romey para ayudarlo, pues la hija de este lo 
usaría con fines lícitos fuera del penal.

c) Que no existe contradicción alguna en sus declaraciones.

d) Que no se fundamentó debidamente la prueba indiciaría invocada en la senten­
cia; es más, con la declaración de su coprocesado Rosas Almeyda se acredita su 
inocencia.

e) Que conforme con la tesis de la acusación fiscal, su intervención sería en la figura 
de infracción culposa, conforme con el segundo párrafo, del artículo doce, del 
Código Penal.

f) Que no existe prueba alguna que acredite que su hermano Simbala Bonilla haya 
adquirido el chip con la finalidad de ingresarlo al penal y posteriormente sea 
utilizado en fines ilícitos.

g) Que el recurrente nunca supo que su coprocesado Rosas Almeyda daría un mal 
uso al chip que requirió a su hermano, pues actuó de buena fe; por tanto, su 
conducta resulta irrelevante penalmente.

h) Que el único responsable de los hechos materia de investigación sería el acusado 
Elmer Rosas Almeyda o Angel Francisco Pérez Romey, quien no solo admitió haber 
realizado las llamadas telefónicas para estafar a la agraviada, pues también manifestó 
que las realizó junto con Danny Daniel Lara Grados. Sin embargo, pese al pedido 
de su abogado defensor, no se llamó a declarar a dicha persona, quien podría haber 
aclarado los hechos investigados.

i) Finalmente, aduce que la actividad que realizó su hermano Simbala Bonilla re­
sulta penalmente irrelevante, pues tampoco se acreditó que este haya formado 
parte de un plan delictivo tendiente a perpetrar la estafa imputada, y que lo 
único que hizo es confiar en el pedido de su hermano, por lo que en sí solo se le 
atribuyen actos preparatorios, que escapan a su responsabilidad penal.

II. RESPECTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS

Segundo. En la acusación fiscal de fojas seiscientos setenta y ocho, se imputa a Ro­
lando Simbala Bonilla, Hembert Vladimir Barrutia Bonilla, Elmer Rosas Almeyda 
o Angel Francisco Pérez Romey y Prudencia Carrera Ruiz, haber incurrido en el 
delito de estafa. Que el hecho imputado habría ocurrido entre los días dos y diez de 
marzo de dos mil once, al haberse procurado para sí, un provecho ilícito pecuniario 
en perjuicio de Francisca Isabel Peña Tordoya, a quien indujeron y mantuvieron
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en error mediante engaño. Que para perpetrar el acto ilícito se comunicaron vía 
telefónica con la agraviada y uno de ellos se identificó como abogado defensor de 
su hijo Luis Enrique Diez Peña, quien radica en los Estados Unidos, el mismo que 
presuntamente habría atropellado a una persona y por eso se encontraba recluido, 
por lo que le requirió una suma de dinero para asumir la defensa de su hijo y para 
pagar a los familiares de la víctima una supuesta reparación económica. Ante tal 
situación, la agraviada, convencida de lo que lo manifestado por Simbala Bonilla era 
cierto, en su estado de desesperación efectuó dos retiros de siete mil nuevos soles del 
Banco de la Nación y un préstamo de dos mil nuevos soles ante esta misma entidad 
bancaria; Finalmente, hizo entrega de los dieciséis mil nuevos soles a un sujeto no 
identificado, a petición de uno de los estafadores.

III. ABSOLUCION DE LOS AGRAVIOS

Tercero. La materialidad del delito objeto de imputación — estafa, previsto en el 
artículo ciento noventa y seis, del Código Penal—  se acredita con el atestado poli­
cial número doscientos veintidós-doce-DIRINCRI-PNP/DIVTEOD-D dos [fojas 
ciento treinta y seis], mediante el cual se determinó que la agraviada Peña Tordoya 
fue víctima de engaño.

Así, durante las investigaciones se determinó que los delincuentes realizaron diversas 
llamadas al teléfono fijo de su domicilio, entre el dos y siete de marzo de dos mil 
once, en las cuales le manifestaron que su hijo, quien residía en los Estados Uni­
dos, había atropellado a una persona y se encontraba detenido. Este atestado está 
respaldado con la sindicación de la víctima — fojas diecinueve y ciento cincuenta y 
uno— , quien narró la forma y circunstancias cómo la estafaron; así, sostuvo que el 
sujeto que la llamó se hizo pasar como abogado y le manifestó que se haría cargo de 
la defensa de su hijo; para ello, debería entregarle una suma de dinero; mas como no 
tenía lo solicitado, le ofreció catorce mil nuevos soles. Solicitó un préstamo banca- 
rio de dos mil nuevos soles y, finalmente, le entregó dieciséis mil nuevos soles, más 
artefactos para completar sus honorarios y otros gastos de la supuesta víctima del 
atropello.

Cuarto. En cuanto a la vinculación del encausado Barrutia Bonilla, si bien no se 
aprecia prueba directa alguna, cierto es que existen indicios suficientes y conver­
gentes que acreditan su responsabilidad en el ilícito imputado, por los siguientes 
motivos:

a) Según el registro de llamadas entrantes al teléfono fijo de la agraviada Peña Tor­
doya, esta recibió dieciocho llamadas entre los días dos y siete de marzo de dos
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mil once, del teléfono celular número nueve nueve ocho dos cuatro uno nueve 
seis ocho (ver reporte de llamadas entrantes de fojas seis).

b) El número de teléfono celular antes consignado está registrado a nombre de Ro­
lando Simbala Bonilla, hermano del encausado Barrutia Bonilla y las llamadas 
salientes de este número coinciden con las registradas en el reporte del teléfono 
de la agraviada (ver hoja de resumen de la empresa Nextel de fojas ciento cator­
ce).

c) Según versión del encausado Simbala Bonilla, fue su hermano Barrutia Bonilla 
quien le solicitó que le tramite un equipo telefónico, supuestamente para ayudar 
a uno de sus compañeros internos del penal (ver declaraciones de fojas ciento 
cuarenta y cuatro, doscientos seis y setecientos noventa y tres).

d) Tal versión, también fue admitida por el encausado Barrutia Bonilla, quien adu­
jo que a insistencia de su coencausado Rosas Almeyda le solicitó a su hermano 
un chip en plan pospago, supuestamente para ayudar a Rosas Almeyda, pues le 
entregaría dicho chip a su hija para que lo trabaje como una especie de “locuto­
rio ambulante” (fojas doscientos cincuenta y uno, cuatrocientos setenta y cuatro 
y setecientos ochenta y cuatro).

Q uinto. Que en virtud a las afirmaciones expuestas y conforme lo sustentó el Co­
legiado Superior al emitir la sentencia materia de análisis —-ver fundamento jurídi­
co tercero— , existe un indicio de mala justificación en la versión exculpatoria del 
encausado Barrutia Bonilla; pues resulta ilógico e incoherente, de acuerdo con las 
reglas y las máximas de la experiencia, que una persona que se encuentra fuera de 
un establecimiento penitenciario solicite ayuda, en la forma como los encausados 
involucrados sostienen, a un interno del penal; por ello, también resulta absurdo 
sostener que desconocía del mal uso que su coencausado Rosas Almeyda daría a la 
línea telefónica; es más, si esta persona se encontraba recluida y, según el certificado 
de antecedentes penales que obra en autos, era un prontuariado delincuente que 
registraba seis condenas por diversos delitos contra el patrimonio (véase fojas qui­
nientos treinta y siete).

Sexto. Que si bien el encausado Barrutia Bonilla mantiene una negativa constante, 
debe advertirse que tal actitud, así como los agravios que expone en su recurso de 
nulidad, carecen de sustento para ser validados; especialmente porque él también 
registra diversos procesos por este mismo delito y por otro contra la fe pública. En 
efecto, según sus antecedentes penales, que obran en el expediente, el veinte de julio 
de dos mil once fue condenado a dieciséis años de pena privativa de libertad, por 
los delitos de falsificación de documentos y estafa, en perjuicio de Hipermercados 
Metro, Scotiabank y otros; condena que fue confirmada el cinco de diciembre de
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dos mil once, mediante sentencia expedida por la Primera Sala Penal con Reos en 
Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima — ver fojas quinientos treinta y 
cuatro— . En atención a lo expuesto, este Supremo Tribunal concluye que el encau­
sado recurrente tiene por modo de vida cometer este tipo de delitos; por tanto, se 
asume que el delito materia de análisis, así como la responsabilidad que alcanza a 
dicho encausado se encuentran debidamente acreditados. Que en el caso concreto, 
los delincuentes, sometieron a engaños a la víctima, haciéndole creer que le llamaba 
telefónicamente el abogado de su hijo, y así provocaron un error en ella brindán­
dole falsa información; de esa manera hicieron que voluntariamente la agraviada 
se desprenda de su patrimonio — véase vouchers de fojas siete y nueve— , para ellos 
beneficiarse económicamente. Por consiguiente, los argumentos que se exponen en 
su recurso impugnatorio, solo están dirigidos a evadir su responsabilidad penal, en 
la medida que la condena recurrida se respalda en material indiciarlo que legitima 
el sentido de la decisión.

Séptim o. En consecuencia, al haberse desvirtuado la presunción de inocencia que 
asistía al encausado Barrutia Bonilla, de conformidad con lo previsto en el artículo 
doscientos ochenta y cinco, del Código de Procedimientos Penales, la sentencia con­
denatoria recurrida se encuentra conforme a Ley.

IV. SOBRE EL QUANTUM PUNITIVO IMPUESTO EN EL PRESENTE CASO

Octavo. No obstante lo expuesto, este Supremo Tribunal puede revisar, en lo que 
sea favorable al imputado, la sanción impuesta. En tal sentido, se advierte que se 
impuso al encausado Barrutia Bonilla una sanción superior al límite legal, esto es, 
diez años de pena privativa de libertad, aun cuando la pena máxima conminada para 
el delito materia de condena era de seis años de pena privativa de libertad. Que, para 
imponer dicha sanción, el Colegiado Superior precisó — ver fundamento jurídico 
cuarto, numeral dos—  que el imputado registra antecedentes penales, ya que fue 
condenado anteriormente a dieciséis años de pena privativa de libertad por los deli­
tos de falsificación de documento público y estafa, por lo que consideró — aunque 
no expresamente— , que se trataba de un reincidente.

Noveno. Sin embargo, el órgano de fallo no advirtió que del certificado de registro 
penitenciario correspondiente se aprecia que la única condena que el sentenciado 
registra data de una fecha posterior a los hechos materia de análisis. Esto es, del 
veinte de julio de dos mil once, mientras que los hechos que originaron el presente 
proceso son de marzo de dos mil once. Por lo que, en el presente caso, se configura 
un concurso real retrospectivo, que según lo dispuesto en el artículo cincuenta y 
uno, del Código Sustantivo, se suscita cuando con posterioridad a una sentencia
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condenatoria se descubre otro hecho punible cometido antes de ella por el mismo 
condenado.

V. SOBRE EL CONCURSO REAL DE DELITOS Y EL CONCURSO REAL RE­
TROSPECTIVO

Décim o. El concurso real de delitos tiene lugar cuando un mismo agente, con varias 
acciones independientes, comete también, sucesivamente, varios delitos indepen­
dientes. Como esclarece con precisión VILLAVICENCIO TERREROS1: “El con­
curso real se caracteriza por presentar pluralidad de acciones y, por ello, constituye 
la contrapartida del concurso ideal” . Este tipo de concurso de delitos requiere, pues, 
para su realización, de los siguientes requisitos: a) Pluralidad de acciones, b) Plurali­
dad de delitos independientes, c) Unidad de autor.

Décim o prim ero. Para la determinación de la pena concreta en el concurso real 
de delitos el texto original del artículo cincuenta, del Código Penal, regulaba el si­
guiente procedimiento: primero, para la determinación de la pena básica se elegía la 
pena más grave de las Conminadas para IOS delitos integrantes del concurso. 
Regía, pues, en esta primera fase, el Principio de Absorción. Luego, los demás delitos 
de menor gravedad eran considerados como circunstancias agravantes específicas 
que hacían posible definir la extensión de la pena concreta. Esto es, con ellos se po­
día graduar dicha pena, a fin de alcanzar la más severa represión. En esta operación 
complementaria primaba, pues, el denominado Principio de Asperación.

Décim o segundo. Ahora bien, la reforma introducida en el artículo cincuenta, por 
la Ley veintiocho mil setecientos treinta, del trece de mayo de dos mil seis, incor­
poró como principio rector de la determinación judicial de la pena en el concurso 
real de delitos al Principio de Acumulación. En consecuencia, para estos casos, en la 
actualidad la pena se determina desarrollando el procedimiento siguiente: primero 
se debe definir una pena básica y una concreta parcial para cada delito integrante del 
concurso. Esto es, inicialmente se señalará la pena básica, en atención a la penalidad 
conminada para el ilícito. Posteriormente, se definirá la pena concreta que corres­
ponda a ese delito y a las circunstancias concurrentes en su comisión. Finalmente, 
se sumarán las penas concretas parciales obtenidas para cada delito, lo que aportará 
como resultado la pena concreta total del concurso real. Sin embargo, esta pena re­
sultante deberá someterse a un examen de validación, a fin de verificar que no exceda 
de treinta y cinco años si es pena privativa de libertad. Que tampoco el resultado 
punitivo obtenido supere el doble de la pena concreta parcial obtenida para el delito

1 Villavicencio Terreros, Felipe, Derecho Penal. Parte general. Lima: Grijley, 2006, p. 703.
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más grave. Y que si uno de los delitos en concurso resulta sancionable con una pena 
concreta parcial de cadena perpetua, solo se considerara tal sanción privativa de 
libertad indeterminada como la única pena concreta del concurso de delitos, exclu­
yéndose, en tal supuesto, las demás penas concretas parciales.

Décim o tercero. Una forma especial de concurso real de delitos es el denominado 
concurso real retrospectivo o posterior. Esta modalidad de concurso real, que 
está regulada en el artículo cincuenta y uno, del Código Penal, se produce cuando 
los delitos que componen un concurso real no son juzgados simultáneamente en 
el mismo proceso. Esto es, si bien el mismo agente ha sido autor de varios delitos 
independientes, él fue inicialmente procesado y condenado solo por algunos de los 
delitos cometidos. Posteriormente, al descubrirse de manera sucesiva los delitos res­
tantes, es decir, con posterioridad a la primera condena, ellos darán lugar a nuevos 
juzgamientos. Tomando en cuenta, pues, su especial configuración y regulación le­
gal, para que se produzca un concurso real retrospectivo de delitos se requiere: a) 
Pluralidad de delitos independientes, b) El juzgamiento sucesivo de los delitos en 
procesos diferentes, c) Unidad de autor.

Décim o cuarto. Ahora bien, para la imposición de la pena en esta forma especial de 
concurso real de delitos se debe asumir como regla esencial y límite punitivo implí­
cito, el que al agente no se le debe imponer como pena concreta final, luego de ser 
sometido a los juzgamientos sucesivos, una penalidad que resulte ser más grave o de 
mayor extensión que la que hubiese correspondido aplicarle de haber sido juzgado 
en el mismo proceso por todos los delitos que cometió y que integraron el concurso.

Décim o quinto. En coherencia con dicho postulado, la modificación hecha al 
artículo cincuenta y uno, mediante la Ley veintiocho mil setecientos treinta, ha 
establecido que la pena concreta en estos casos debe construirse utilizando igual 
procedimiento que el contemplado para el concurso real de delitos. Por tanto, se 
sumarán las penas concretas parciales que se impongan por cada delito en cada 
nuevo juzgamiento a aquellas que fueron impuestas en los juzgamientos preceden­
tes. Esta operación se repetirá hasta agotar el número de los delitos en concurso. 
Sin embargo, el resultado de la pena concreta total del concurso real retrospectivo 
tampoco podrá sustraerse a los mismos límites de validación señalados en el artículo 
cincuenta para el concurso real. Este procedimiento, además, fue ya enunciado por 
el Acuerdo Plenario número cuatro-dos mil nueve/CJ-ciento dieciséis (Cfr. funda­
mento jurídico octavo).

Décim o sexto. Al haberse ratificado con esta resolución el procedimiento perti­
nente para aplicar la pena frente a casos de concurso real retrospectivo, corresponde 
otorgar a dicha interpretación jurisprudencial el carácter de precedente vinculante,
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en aplicación de lo autorizado por el inciso uno, del artículo trescientos uno-A, del 
Código de Procedimientos Penales.

D EC ISIÓ N

Por estos fundamentos, declararon:

I. NO  H ABER N ULID AD  en la sentencia de fojas ochocientos noventa, del treinta 
de enero de dos mil catorce, en el extremo que condenó a Hembert Vladimir Barru- 
tia Bonilla, como autor del delito contra el patrimonio, en la modalidad de estafa, 
en perjuicio de Francisca Isabel PeñaTordoya, y como tal le fijó en veinte mil nuevos 
soles el monto que por concepto de reparación civil deberá abonar junto con los 
demás sentenciados a favor de la parte agraviada.

II. HABER N ULID A D  en la misma sentencia, en cuanto le impuso diez años 
de pena privativa de libertad; reformándola: le IM PUSIERO N  seis años de pena 
privativa de libertad, sumada a los dieciséis años de pena impuesta en la sentencia 
del veinte de julio de dos mil once (Expediente número dieciocho mil ochocientos 
veintinueve-dos mil diez), confirmada por sentencia del cinco de diciembre de dos 
mil once, produce una pena total de veintidós años, la misma que con el descuento 
de carcelería que purga desde el veinte de abril de dos mil ocho, vencerá el diecinue­
ve de abril de dos mil treinta.

III. D IPU SIERO N  que los fundamentos jurídicos décimo al décimo quinto de la 
presente Ejecutoria constituyen precedente vinculante. ORDENARON su publica­
ción en el diario oficial E l Peruano, y en el portal de la página web del Poder Judicial. 
Y los devolvieron.

S. S.

San Martín Castro / PRADO SALDARRIAGA / Salas Arenas / Barrios Alvarado / 
Príncipe Trujillo



SALA PENAL TRANSITORIA 
RECURSO DE NULIDAD N.° 3864-2013 JUNÍN 

EJECUTORIA VINCULANTE

Determinación judicial de penas principales conjuntas

Sumilía. En delitos sancionados con penas conjuntas, la 
concurrencia de reglas de bonificación procesal, como la 
conclusión anticipada de la audiencia, debe proyectar sus 
efectos de reducción de la pena, con igual eficacia porcen­
tual sobre todas las penas aplicables.

Sentencia Vinculante, de conformidad con el inciso 1, del 
artículo 301-A, del Código de Procedimientos Penales.

Lima, ocho de septiembre de dos mil catorce

VISTO: el recurso de nulidad interpuesto por la acusada MARIBEL VERÓNICA 
ANDRADE DA SILVA, contra la sentencia conformada de fojas trescientos cua­
renta, del veintiocho de octubre de dos mil trece; y de conformidad en parte con el 
dictamen de la señora Fiscal Adjunta Suprema en lo Penal.

Interviene como ponente el señor Prado Saldarriaga.

CO NSIDERANDO

I. FUNDAMENTOS DEL RECURSO IMPUGNATORIO

Primero. Que la procesada MARIBEL VERÓNICA ANDRADE DA SILVA, 
en su recurso formalizado de fojas trescientos ochenta y tres, alega que si bien al 
inicio del juicio oral se sometió a la conclusión anticipada del juicio oral prevista 
en el artículo cinco de la Ley número veintiocho mil ciento veintidós, y admitió 
su responsabilidad en los hechos materia de imputación, el Tribunal de Instancia
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no ponderó que desconocía de la sustancia ilícita que trasladaba en la maleta que 
portaba, limitándose a aceptar el monto económico ofrecido, el cual necesitaba 
para tratarse de los males que la aquejaban, sin conocer de la antijuridicidad de su 
conducta (error de prohibición vencible o invencible), por lo que se configura en 
su caso una causal de exculpación. Que ello se acredita con la documentación que 
adjunta a su recurso, por lo que solicita la anulación de la condena y pena impuesta 
y se le absuelva de los cargos imputados.

II. HECHOS IMPUTADOS

Segando. Que en la acusación fiscal de fojas doscientos treinta y ocho, se atribuye 
a Maribel Verónica Andrade Da Silva, la comisión del delito de tráfico ilícito de 
drogas, en su modalidad de favorecimiento al consumo ilegal de drogas tóxicas me­
diante actos de tráfico, en su forma agravada, en perjuicio del Estado peruano.

Que aproximadamente a las tres horas, del trece de agosto de dos mil doce, cuando 
personal policial de la División Antidrogas de Huancayo y del Control Ecológi­
co de la Garita de La Oroya, intervino el vehículo de la Empresa de Transportes 
GM-Internacional, de placa de rodaje WdosM-novecientos cincuenta, procedente 
de Tingo María con destino a la ciudad de Lima y en su bodega se ubicó la maleta 
de lona, de color negro y plomo, marca Newest, la cual estaba asegurada con un 
candado marca Forte y tenía engrampado el tique de equipaje número veinticinco 
mil novecientos veintidós. Al abrirse dicha maleta se encontraron camuflados, entre 
una colcha polar, una almohada y un sacón, un total de veintiún paquetes de forma 
rectangular que contenían una sustancia blanquecina pulverulenta, con un peso de 
quince kilogramos con seiscientos noventa y tres gramos, que al ser sometida a la 
prueba de campo, arrojó positivo para clorhidrato de cocaína, como se registra en el 
informe pericial de química para drogas número nueve mil ciento uno/doce de fojas 
ciento setenta y dos. Al indagar la policía respecto al propietario de dicho equipaje, 
se verificó que pertenecía a la procesada Andrade Da Silva, quien viajaba en el asien­
to número cincuenta y cinco, con boleto de viaje número cero cero noventa y dos 
mil doce, al cual, además, le correspondía el tique de equipaje número veinticinco 
mil novecientos veintidós.

III. ABSOLUCIÓN DE LOS AGRAVIOS

Tercero. Que en el caso sub lite, se advierte que la pretensión impugnatoria de la 
recurrente está dirigida a obtener su absolución (exención de culpabilidad), porque 
habría incurrido en error de prohibición, al desconocer que trasladaba droga en la 
maleta que le entregó una persona de nombre Ambrosio Kárate lo que aceptó por
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el estado de necesidad que atravesaba, según la documentación que adjuntó a su 
recurso impugnatorio.

Cuarto. Que, sin embargo, al tratarse de una sentencia conformada, el Tribunal de 
Instancia no puede apreciar prueba alguna, no solo porque no puede generarse esta, 
sino, también, porque la ausencia del contradictorio y el propio allanamiento de la 
parte acusada a los cargos imputados, no autoriza a valorar los actos de investigación 
y demás actuaciones que se realizaron en la etapa de instrucción. Que esto último 
constituye criterio jurisprudencial vinculante, establecido en el fundamento jurídico 
noveno, del Acuerdo Plenario número cinco-dos mil ocho/CJ-ciento dieciséis, del 
dieciocho de julio de dos mil ocho (Conclusión anticipada del juicio oral, pluralidad 
de acusados y ruptura del proceso); por lo que los agravios propuestos por la impug­
nante resultan infundados.

IV. GRADUACIÓN DE LAS PENAS DE MULTA E INHABILITACIÓN

Quinto. Que pese a no ser amparables los agravios planteados por la recurrente, en­
contrándose habilitado este Supremo Tribunal para revisar en lo que sea favorable al 
imputado las sanciones impuestas, cabe señalar que la parte especial del Código Penal 
incorpora delitos cuya penalidad está constituida por dos o más penas principales. A 
esta modalidad de conminación penal se le denomina “penas conjuntas”. Su caracte­
rística esencial radica en que, en estos casos, la pena concreta que se aplique al autor o 
partícipe del delito deberá incluir todas las penas principales conminadas por la Ley.

Sexto. La determinación judicial de la pena en su etapa de individualización de la pena 
concreta, define el estándar cualitativo y cuantitativo de la sanción que deberá cumplir 
el condenado sobre la base de las circunstancias atenuantes o agravantes que concurran 
en el caso sub iúdice y que permitirán identificar la mayor o menor gravedad del hecho 
punible cometido; así como la mayor o menor intensidad de la culpabilidad que alcan­
za a su autor o partícipe. Por consiguiente, al tratarse de penas conminadas conjuntas, 
la pena concreta debe quedar integrada por todas las penas principales consideradas 
para el delito cometido y aplicadas sobre la base de las mismas circunstancias o reglas 
de reducción por bonificación procesal concurrentes. De tal forma que el resultado 
punitivo debe fijar la extensión y calidad de cada una de las penas conjuntas en fun­
ción al mismo examen y valoración realizado por el órgano jurisdiccional.

Séptimo. En atención a lo expuesto, no es explicable, en el presente caso, que el 
resultado punitivo en la pena privativa de libertad, en la de multa e inhabilitación, 
que integran la penalidad conjunta del delito de tráfico ilícito de drogas, previsto 
en el artículo doscientos noventa y seis, primer párrafo, del Código Penal, tengan 
una extensión concreta muy diferente una de otra. Esto es, que la pena privativa de
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libertad sea por debajo del mínimo legal; que la pena de multa sea equivalente al 
mínimo legal y que la pena de inhabilitación alcance el máximo legal.

Octavo. En consecuencia, pues se deben reducir proporcionalmente las penas de 
multa e inhabilitación en función a una extensión porcentual equivalente a la que se 
ha establecido para la pena privativa de libertad.

Sin embargo, cabe precisar también que al tener la pena de inhabilitación en el ar­
tículo treinta y ocho del Código Penal un estándar mínimo genérico de seis meses, 
la aplicación concreta de esta clase de pena para el caso sub iúdice debe graduarse 
prudencialmente, a fin de que no pierda su sentido y eficacia punitiva.

Noveno. En ese contexto, para la reducción proporcional de la pena de multa debe 
tomarse como base del cálculo porcentual, los diez años de privación de libertad 
impuestos a la recurrente, que representan un estándar por debajo del mínimo legal 
establecido para dicha clase de sanción.

Luego de haberse efectuado la operación correspondiente (regla de tres simple) se 
tiene que la diferencia de cinco años, de los diez años de privación de libertad y los 
quince años que fija la Ley como margen mínimo de punición, representan el treinta 
y tres punto treinta y tres por ciento de reducción que el Tribunal de Instancia esta­
bleció para la pena privativa de libertad; por lo que aplicando igual escala a la pena 
de multa, se obtiene, finalmente, ciento diecinueve días multa.

Décim o. Que al haberse establecido en esta resolución el procedimiento para deter­
minar las penas de multa e inhabilitación, cuando concurran como penas conjuntas 
y principales, corresponde otorgar a dicha interpretación jurisprudencial el carácter 
de precedente vinculante en aplicación de lo autorizado por el inciso uno, del artí­
culo trescientos uno-A, del Código de Procedimientos Penales.

Décim o prim ero. Que en relación con la pena de multa el señor juez supremo 
Salas Arenas tiene un criterio distinto al que comparten los demás integrantes que 
suscriben esta ejecutoria, por lo que los fundamentos y efectos de su posición se 
consignarán en el correspondiente voto singular.

D EC ISIÓ N

Por estos fundamentos, declararon:

I) Por unanim idad, NO H ABER N U LID A D  en la sentencia de fojas trescientos 
cuarenta, del veintiocho de octubre de dos mil trece, que condenó a MARIBEL 
VERÓNICA ANDRADE DA SILVA como autora del delito contra la salud 
pública en la modalidad de tráfico ilícito de drogas-favorecimiento al consumo
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ilegal de drogas tóxicas mediante actos de tráfico en su forma agravada, en agra­
vio del Estado peruano; y como tal le impuso diez años de pena privativa de li­
bertad, fijando en la suma de cincuenta mil nuevos soles el monto por concepto 
de reparación civil que deberá pagar a favor de la parte agraviada.

II) Por unanim idad, H ABER NULIDAD en el extremo que impuso a la conde­
nada cinco años de pena de inhabilitación, conforme con el artículo treinta y 
seis, inciso dos, del Código Penal; reformándola: FIJA RO N  un año de pena de 
inhabilitación.

III) Por m ayoría, H ABER NULIDAD en cuanto se impuso ciento ochenta días 
multa; reformándola: IM PUSIERO N  ciento diecinueve días multa, con una 
cuota dineraria diaria equivalente al veinticinco por ciento de su ingreso pro­
medio diario.

IV) Por unanim idad, N O  HABER NULIDAD en lo demás que al respecto contie­
ne dicha sentencia.

V) Por unanim idad, D ISPU SIERO N  que los fundamentos jurídicos cinco, seis, 
siete, ocho y nueve de esta Ejecutoria constituyen precedente vinculante. O R­
DENARON su publicación en el diario oficial E l Peruano, y en el portal o pági­
na web del Poder Judicial. Y los devolvieron.

S. S.
San Martín Castro / PRADO SALDARRIAGA / Rodríguez Tineo / Salas Arenas / 
Príncipe Trujillo

LA SECRETARIA D E LA SALA PENAL TRANSITO RIA, D E LA CO RTE SU ­
PREM A D E JU ST IC IA  D E LA REPÚBLICA, CERTIFICA  Q UE E L  VOTO 
SIN GULAR D EL SEÑ O R  SALAS ARENAS, EN  CUANTO A I) LA IM PO ­
SIC IÓ N  D E LA PENA D E MULTA E INH ABILITACIÓ N EN  FORM A 
PROPORCIONAL A LA D E PRIVACIÓN D E LIBERTAD FIJADA. 2) EL 
IMPACTO D E LA PR ISIÓ N  PREVENTIVA EN  LAS PENAS D E MULTA E 
INH ABILITACIÓN, ES COM O SIG UE:

Lima, ocho de septiembre de dos mil catorce.

DE LA PROPORCIONALIDAD EN LA IM POSICIÓN DE LA PENA

La proporcionalidad de las dimensiones o magnitudes importa la conformidad o 
proporción de unas partes con el todo o de cosas relacionadas entre sí (concepto de 
proporcionalidad según la Real Academia Española).
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En virtud a tal principio, el quantum fijado sobre la base de criterios objetivos, debe 
expresar el sentido de que a una mayor o menor gravedad debe corresponder una 
mayor o menor pena, de tal forma que si se determinara la privación de libertad en 
su extremo mínimo, las copenalidades de multa e inhabilitación deberán, en princi­
pio, ser fijadas también en sus extremos mínimos.

Constatada la presencia de desproporción, procede la corrección tomando como 
base la pena privativa de libertad impuesta respecto de su mínimo legal o, en su caso, 
del extremo máximo conminado, teniendo siempre en cuenta el principio de non 
reformatio in peius.

E n c a u sad o P e n as en  s u  
extrem o m ínim o

Im posición
se g ú n

se n te n c ia

Im p o sició n  en  
form a p rop orcion al 

re sp e c to  d e l 
m ínim o le g a l

Maribel Verónica 
Andrade Da Silva

15 Años de pena 
privativa de 
libertad

10 Años 10 Años

180 Días multa 180 Días multa 119 Días multa
6 Meses de 
inhabilitación

5 Años 4 Meses

El legislador ha considerado que la sanción, en el caso de conductas ligadas al tráfico 
de drogas debe incidir, en principio, en dos variantes de la libertad ambulatoria pro­
piamente (prisión) y la libertad de ejercer atribuciones diversas (inhabilitaciones), y 
además en el patrimonio (la multa); claramente la conducta ilícita genera múltiples 
y predeterminadas consecuencias, tanto en el terreno penal como en el ám bito civil.

La sanción de inhabilitación que corresponde por el delito de tráfico ilícito de dro­
gas es principal y el artículo treinta y ocho del Código Penal fija el plazo mínimo y 
máximo de la sanción a imponerse, el cual debe ser observado al determinar la pena 
específica y de existir beneficio premial por confesión sincera o conclusión anticipa­
da, el descuento correspondiente debe alcanzar a todas las penas aplicables y no solo 
a la privativa de libertad, como limitativamente se hace.

De igual forma, el incremento o reducción de la pena impuesta en primera instan­
cia, debe alcanzar a todas las copenalidades impuestas y la corrección proporcional 
como remedio ante una indebida determinación de la dimensión de las sanciones 
conjuntas, debe alcanzar a la inhabilitación en la misma relación, considerando los
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límites legales dejando de lado la arbitrariedad tanto más que existe norma 
delimitadora.

Este criterio ha sido expresado en diversos pronunciamientos anteriores del 
suscrito; así, como fundamento adicional, en el Recurso de Nulidad N .° 26­
2014 de Ayacucho, de diecinueve de agosto de dos mil catorce; como voto 
singular recaído en el Recurso de Nulidad N .° 3894-2013 de Loreto, de 
veintinueve de agosto de dos mil catorce, aplicando el descuento a la pena 
de multa como se plasma en la presente ejecutoria vinculante, y desarro­
llando la proporcionalidad de las penas en la Ejecutoria N.° 3458-2013 de 
Lambayeque, haciendo extensiva su aplicación a la pena de inhabilitación.

Sin embargo, este último criterio (reconocer a la inhabilitación como pena 
que debe ser proporcional a las de multa y privativa de libertad), aun no ha 
sido aceptado al considerar que al imponerla por debajo del límite inferior de 
seis meses, perdería su sentido y eficacia, criterio que el suscrito no comparte, 
dado que el legislador ha establecido límites de punición que deben ser ob­
servados, y si la pena privativa de libertad se impone por debajo del mínimo 
legal, lo propio debe hacerse con las copenalidades de multa o inhabilitación.

No cabe duda que allí donde la pena (entendida como sanción integral) no 
sea proporcional solo cabe reducirla o aumentarla según sea el caso, y para la 
reducción en los casos de penas por debajo del mínimo legal es posible hacer 
el cálculo proporcional tomando en cuenta la dimensión porcentual respecto 
del mínimo legal de pena privativa de libertad que se impuso y aplicarlo a las 
penas de multa e inhabilitación, sin embargo, cuando la pena se encuentra 
dentro de los márgenes previstos por la norma debe aplicarse tomando en 
cuenta el plazo de pena entre el mínimo y el máximo legal, como en el siguien­
te cuadro que no agota el tema1:

1 Hay varias formas de alcanzar el mismo resultado y se prepara una propuesta para que 
este procedimiento se realice de modo técnico.
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Así, si la pena privativa de libertad impuesta fuera de nueve años, corresponderá 
imponer doscientos seis días multa y cuatrocientos once días de inhabilitación (un 
año, un mes y veintiún días), no nueve años de la primera, ciento ochenta días multa 
y cinco años de inhabilitación, como suele hacerse, puesto que ello constituye una 
expresión de arbitrariedad en su imposición.

DEL IMPACTO DE LA PRISIÓN PREVENTIVA EN LAS PENAS DE MUL­
TA E INHABILITACIÓN 1

1. En el análisis interpretativo del sentido del artículo cuarenta y siete, del Código 
Penal, resulta relevante tener en cuenta los siguientes aspectos:

i) El primer párrafo, del citado dispositivo legal, establece que la privación 
de la libertad, decidida intraproceso penal, al decretarse el mandato de 
detención, reviste importancia gravitante para el descuento del quantum 
de la pena de la misma naturaleza que se fijará en el estadio resolutivo del 
proceso penal; de tal forma que incide a razón de un día de prisión preven­
tiva por cada día de pena privativa de libertad.
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ii) Por mandato del segundo párrafo, del referido artículo, la pena privativa 
de libertad también surtirá efectos compensatorios y, en su caso, cancela- 
torios, sobre las penas de multa e inhabilitación, conforme con el marco 
tasado estipulado en dicha norma: “Si la pena correspondiente al hecho 
punible es la de multa o limitativa de derechos, la detención se computará 
a razón de dos días de dichas penas, por cada día de detención”.

üi) El reconocimiento legal de las consecuencias reduccionistas de la privación 
preventiva de libertad (en realidad compensatorias), debe surtir efectos 
aun cuando la pena privativa de libertad se fijase como suspendida de efec­
tividad; y a partir del principio de legalidad, se concluye que el tiempo de 
detención sufrido por el procesado debe surtir efectos parcial o totalmente 
cancelatorios en las penas de multa e inhabilitación que los jueces deben 
observar descontando lo pertinente o, de corresponder, darlas por cumpli­
das (esto es, compurgadas).

2. En consecuencia, en el presente caso, la encausada honró con su libertad pro­
visionalmente afectada (hasta antes de la emisión de la sentencia) la dimensión 
temporal de inhabilitación y pecuniaria de la multa (pagó con su libertad), con­
forme con el cuadro ilustrativo siguiente:



oo

Maribel Verónica 
Andrade Da 
Silva

13 de agosto de 
2012

28 de octubre 
de 2013

441 Días de 
detención

Multa
119 Días Multa

Multa
441 X 2  = 882 
duplica de días 
de detención. 

Dimensión mayor 
que 119 días multa.

Multa
Compurgada

Inhabilitación 
4 Meses 

(Equivale A 120 
Días)

Inhabilitación 
441 X 2 = 882 
duplica de días 
de detención. 

Dimensión mayor 
que 120 días de 

inhabilitación.

Inhabilitación
Compurgada

V
íctor Roberto Prado Saldarriaga
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D ECISIÓ N

Por ello, impartiendo justicia a nombre del pueblo, M I VOTO es porque se declare: 
I. HABER NULIDAD en cuanto le impuso la pena de ciento ochenta días multa e 
inhabilitación por el plazo de cinco años. REFORMANDOLAS, IM PONER ciento 
diecinueve días multa e inhabilitación por el plazo de cuatro meses. II. Se declaren 
compurgadas las penas de multa e inhabilitación impuestas a doña Maribel Verónica 
Andrade da Silva; y se devuelva.

s. s.
SALAS ARENAS
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II. LEGISLACIÓN CONEXA





ANTEPROYECTO DE CÓDIGO PENAL PERUANO 2008/2010 

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo I.- La Ley Penal tiene por finalidad la prevención de delitos y faltas como 
medio protector de la persona humana y de la sociedad. La pena tiene función 
preventiva, protectora y resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen fines 
terapéuticos, de deshabituación, de prevención y de custodia o vigilancia.

Artículo II.- Nadie será sancionado por acto u omisión que no esté previsto de 
modo expreso e inequívoco como delito o falta por la ley vigente al momento de su 
realización, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentre estable­
cida en ella.

Artículo III.- Está prohibida la analogía para calificar el hecho como delito o falta, 
definir un estado de peligrosidad o determinar la pena o medida de seguridad que 
les corresponde. La analogía procede a favor del reo.

Artículo IV.- La pena precisa la lesión o puesta en peligro concreto o abstracto de 
bienes jurídicos tutelados por la ley.

Artículo V.- Sólo el Juez competente puede imponer penas o medidas de seguridad, 
y sólo puede hacerlo en la forma establecida en la ley.

Artículo VI.- No puede ejecutarse pena o medida de seguridad en otra forma que la 
prescrita por la ley y reglamento que la desarrollen. La ejecución de las mismas serán 
controladas e intervenidas judicialmente.

Artículo VII.- La pena requiere de la culpabilidad del autor o partícipe. Queda 
proscrita toda forma de responsabilidad objetiva.

Artículo VIII.- La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el hecho. La 
determinación legal y judicial de la pena atenderá a la importancia de los bienes 
jurídicos protegidos, así como al grado de su afectación.
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Artículo IX .- Nadie podrá ser procesado, ni sancionado mas de una vez por un 
mismo hecho, siempre que se trate del mismo sujeto y fundamento. Este principio 
rige para las sanciones penales y administrativas.

Artículo X .- Las normas generales de este Código son aplicables a los hechos puni­
bles previstos en las leyes especiales.

LIBRO  PRIM ERO 
PARTE GENERAL

T ÍÍU L O I
D E LA LEY PENAL

CAPÍTULO I 
APLICACIÓ N ESPACIAL

Artículo I o.- Principio de Territorialidad

La Ley Penal peruana se aplica a todo el que comete un hecho punible en el territo­
rio del Estado, salvo las excepciones contenidas en el Derecho Internacional.

También se aplica a los hechos punibles cometidos en:

1. Las naves o aeronaves nacionales publicas, en donde se encuentren; y

2. Las naves o aeronaves nacionales privadas, que se encuentren en alta mar o en el 
espacio aéreo, donde ningún otro Estado ejerza soberanía.

Artículo 2°.- Extraterritorialidad

La Ley Penal peruana se aplica a todo delito cometido en el extranjero, cuando:

1. El agente es funcionario o servidor público en desempeño de su cargo;

2. Atenta contra la seguridad o la tranquilidad públicas, siempre que produzca sus 
efectos en el territorio de la República;

3. Atenta contra el Estado y la defensa nacional, los Poderes del Estado y el orden 
constitucional o el orden monetario;

4. Es perpetrado contra peruano o por peruano y el delito esté previsto como sus­
ceptible de extradición según la Ley peruana, siempre que sea punible también 
en el Estado en que se cometió y el agente ingresa de cualquier manera al terri­
torio de la República; y
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5. El Perú está obligado a sancionar, conforme a los Tratados Internacionales.

Artículo 3o.- Representación

La Ley Penal peruana podrá aplicarse cuando, solicitada la extradición, no se entre­
gue al Estado requirente.

Artículo 4o.- Excepciones al principio de extraterritorialidad

Las disposiciones contenidas en el artículo 2o, incisos 2o, 3o, 4o y 5o, no se aplican:

1. Cuando se ha extinguido la acción penal, conforme a una u otra legislación;

2. Cuando se trata de imputaciones políticas o hechos conexos con ellos; y,

3. Cuando el procesado ha sido absuelto en el extranjero o el condenado ha cum­
plido la pena o ésta se halla prescrita o remitida.

CAPÍTULO II 
APLICACIÓN TEMPORAL

Artículo 5o.- U bicuidad

El lugar de la comisión de un delito es aquél en el cual el autor o partícipe ha actua­
do u omitido la obligación de actuar o en el que se produzcan sus efectos.

Artículo 6o.- Irretroactividad

La Ley Penal aplicable es la vigente en el momento de la comisión del hecho pu­
nible. No obstante, se aplicará lo más favorable al reo, en caso de conflicto en el 
tiempo de leyes penales.

Si durante la ejecución de la sanción se dictare una ley más favorable al condenado, 
el Juez la sustituirá por la que proporcionalmente corresponda, conforme con la 
nueva ley y con los criterios de determinación de la pena establecidos en la sentencia.

Artículo 7o.- Extinción del carácter punible del hecho

Si, según la nueva ley, el hecho sancionado en una norma anterior deja de ser puni­
ble, la pena impuesta y sus efectos se extinguen de pleno derecho.

Artículo 8o.- Norm as tem porales

Las leyes destinadas a regir sólo durante un tiempo determinado se aplican a todos 
los hechos cometidos durante su vigencia, aunque ya no estuvieren en vigor, salvo 
disposición en contrario.
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Artículo 9°.- Momento de comisión
El momento de la comisión de un delito es aquél en el cual el autor o partícipe ha 
actuado u omitido la obligación de actuar, independientemente del momento en 
que el resultado se produzca.

CAPÍTULO III 
APLICACIÓN PERSONAL

Artículo 10°.- Igualdad
La Ley Penal se aplica conforme al principio de igualdad. Las prerrogativas que por ra­
zón de la función o cargo se reconocen a ciertas personas habrán de estar taxativamente 
previstas en la Constitución, las leyes o tratados internacionales.

TÍTULO II
DEL HECHO PUNIBLE 

CAPÍTULO I
BASES DE LA PUNIBILIDAD

Artículo 11°.- Infracciones punibles
Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la Ley. 

Artículo 12°.- Dolo y culpa
La Ley penal siempre describe la infracción dolosa. La infracción culposa debe estar 
expresamente establecida en la Ley.

Artículo 13°.- Omisión impropia
El que omite impedir la realización del hecho punible será sancionado:

1. Si tiene el deber jurídico de impedirlo o si crea un peligro inminente que fuera 
propio para producirlo.

2. Si la omisión corresponde a la realización del tipo penal mediante un hacer.

La pena del omiso podrá ser atenuada.

Artículo 14°.- Error de tipo y de prohibición
El error sobre un elemento del tipo penal o sobre una circunstancia que agrave o 
atenúe la pena, si es invencible, excluye la responsabilidad, la agravación o la atenua­
ción. Si fuere vencible, la infracción será castigada como culposa cuando se hallare 
prevista como tal en la ley.
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El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal, 
excluye la responsabilidad. Si el error fuere vencible se atenuará la pena.

Artículo 15°.- Error de comprensión culturalmente condicionado
El que por su cultura o costumbres comete un hecho punible sin poder comprender 
el carácter delictuoso de su acto o determinarse de acuerdo a esa comprensión, será 
eximido de responsabilidad. Cuando por igual razón, esa posibilidad se halla dismi­
nuida, se atenuará la pena.

CAPÍTULO II 
TENTATIVA

Artículo 16.- Tentativa
En la tentativa el agente comienza la ejecución de un delito, que decidió cometer, 
sin consumarlo.

El Juez reprimirá la tentativa disminuyendo prudencialmente la pena.

Artículo 17°.- Tentativa inidónea
No es punible la tentativa cuando es imposible la consumación del delito, por la 
idoneidad del medio empleado o del objeto.

Artículo 18°.- Desistimiento
Si el agente desiste voluntariamente de proseguir los actos de ejecución del delito, será 
penado sólo cuando los actos practicados constituyen por sí otros delitos.

Artículo 19°.- Desistimiento en concurso de agentes
Si varios agentes participan en el hecho, no es punible la tentativa de aquél que vo­
luntariamente impidiera el resultado, ni la de aquél que se esforzara con los medios 
a su alcance para impedir la ejecución del delito aunque los otros partícipes prosigan 
en su ejecución o consumación.

CAPÍTULO III
CAUSAS QUE EXIMEN O ATENÚAN LA 

RESPONSABILIDAD PENAL

Artículo 20°.- Eximentes de responsabilidad
Está exento de responsabilidad penal:

1. El que por anomalía psíquica, grave alteración de la conciencia o por sufrir alte­
raciones en la percepción, no posea la facultad de comprender el carácter delic­
tuoso de su acto o para determinarse según esta comprensión;
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2. El menor de 18 años.

3. El que obra en defensa de bienes jurídicos propios o de terceros, siempre que 
concurran las circunstancias siguientes:

a) Agresión ilegítima;

b) Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. Se ex­
cluye para la valoración de este requisito el criterio de proporcionalidad de 
medios, considerándose en su lugar, entre otras circunstancias, la intensi­
dad y peligrosidad de la agresión, la forma de proceder del agresor y los 
medios de que se disponga para la defensa.

c) Falta de provocación suficiente de quien hace la defensa;

4. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, que amenace la vida, 
la integridad corporal, la libertad u otro bien jurídico, realiza un hecho destina­
do a conjurar dicho peligro de sí o de otro, siempre que concurran los siguientes 
requisitos:

a) Cuando de la apreciación de los bienes jurídicos en conflicto afectados y 
de la intensidad del peligro que amenaza, el bien protegido resulta predo­
minante sobre el interés dañado; y

b) Cuando se emplee un medio adecuado para vencer el peligro;

5. El que, ante un peligro actual y no evitable de otro modo, que signifique una 
amenaza para la vida, la integridad corporal, la salud individual o la libertad, 
realiza un hecho antijurídico para alejar el peligro de sí mismo o de terceros.

No procede esta exención si al agente pudo exigírsele que aceptase o soportase 
el peligro en atención a las circunstancias; especialmente, si causó el peligro o 
estuviese obligado por una particular relación jurídica;

6. El que obra por una fuerza física irresistible proveniente de un tercero o de la 
naturaleza;

7. El que obra compelido por miedo insuperable;

8. El que obra por disposición de la ley, en cumplimiento de un deber o en el ejer­
cicio legítimo de un derecho, oficio o cargo;

9. El que obra por orden obligatoria de autoridad competente, expedida en ejerci­
cio de sus funciones, salvo que la orden sea manifiestamente ilegal.

10. El que actúa con el consentimiento válido del titular de un bien jurídico de libre 
disposición.
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Artículo 21°.- Eximentes imperfectas
En los casos del artículo 20°, cuando no concurra alguno de los requisitos necesarios 
para hacer desaparecer totalmente la responsabilidad, el Juez podrá disminuir pru­
dencialmente la pena inclusive hasta límites inferiores al mínimo legal.

Artículo 22°.- Responsabilidad restringida
Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible cometido 
cuando el agente tenga más de 18 años y menos de 21 años, o más de 65 años, al 
momento de realizar la infracción.

CAPÍTULO IV
AUTORÍA Y PARTICIPACIÓN

Artículo 23°.- Autoría directa, autoría mediata y coautoría
El que realiza por sí o por medio de otro, o los que cometan conjuntamente el hecho 
punible serán reprimidos con la pena establecida para dicha infracción.

Artículo 24°.- Instigación
El que dolosamente determina a otro a cometer el hecho punible será reprimido con 
la pena que corresponde al autor.

Artículo 25°.- Complicidad
El que, dolosamente, preste auxilio con actos anteriores o simultáneos a la realiza­
ción del hecho punible sin los cuales no se hubiere perpetrado, será reprimido con 
la pena prevista para el autor.

A los que, de cualquier otro modo, hubieran dolosamente prestado asistencia se les 
disminuirá prudencialmente la pena.

Artículo 26°.- Principio de incomunicabilidad
Las circunstancias y cualidades que afecten la responsabilidad de algunos de los au­
tores y partícipes no modifican las de los otros autores o partícipes del mismo hecho 
punible.

Si en el participe no concurren los especiales elementos personales que fundamen­
ten, agravan, disminuyen o excluyan la punibilidad del autor, se atenuará la pena 
para él conforme al artículo 45° del Código Penal.

Artículo 27°.- Actuar por otro
El representante legal o de hecho de una persona jurídica, regular o irregular, o de 
una persona natural que realiza un hecho previsto como delito o falta responderá
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como autor, aun cuando los elementos que fundamentan o agravan la pena no con­
curran en él pero sí en la persona a quien representa, a pesar de que el hecho requiera 
la actuación en provecho propio y el agente no haya actuado con tal fin.

TÍTULO III 
DE LAS PENAS

CAPÍTULO I 
CLASES DE PENA

Artículo 28°.- Clasificación de las Penas
Las penas aplicables de conformidad con este Código son:

- Privativas de libertad;

- Limitativas de derechos.

- Multa.

SECCIÓN i
PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD

Artículo 29°.- Pena privativa de libertad
La pena privativa de libertad puede ser temporal o indeterminada. En el primer 
caso, tendrá una duración mínima de 2 años y una máxima de 35 años. En el segun­
do caso, no será menor de 35 años.

SECCIÓN II
PENAS LIMITATIVAS DE DERECHOS

Artículo 30°.- Penas limitativas de derechos - Clases
Las penas limitativas de derechos son:

1. Prestación de servicios a la comunidad;

2. Limitación de días libres; e

3. Inhabilitación.

Artículo 31°.- Aplicación de penas
Las penas limitativas de derechos previstas en los dos primeros incisos del artículo 
30° se aplican como autónomas cuando están específicamente señaladas para cada 
delito y también como sustitutivas de la pena privativa de libertad, cuando la san­
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ción sustituida a criterio del Juez no sea superior a cinco años y la naturaleza, mo­
dalidad del hecho punible así como la personalidad del agente, hicieran prever que 
esta medida le impedirá cometer nuevo delito.

Artículo 32°.- Duración como pena sustitutiva
La duración de las penas de prestación de servicios a la comunidad y de limitación 
de días libres se fijará, cuando se apliquen como sustitutivas de la pena privativa de 
libertad, de acuerdo con las equivalencias establecidas en el artículo 53°.

Artículo 33°.- Prestación de servicios a la comunidad
La pena de prestación de servicios a la comunidad obliga al condenado a trabajos 
gratuitos, en entidades asistenciales, hospitalarias, escuelas, orfanatos, otras institu­
ciones similares u obras públicas.

Los servicios serán asignados, en lo posible, conforme a las aptitudes del condenado, 
debiendo cumplirse en jornadas de diez horas semanales, entre los días sábados y 
domingos, de modo que no se perjudique la jornada normal de su trabajo habitual.

El condenado puede ser autorizado para prestar estos servicios en los días útiles se­
manales, computándose la jornada correspondiente.

Esta pena se extenderá de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de servicios sema­
nales, salvo disposición distinta de la ley.

La ley establecerá los procedimientos para asignar los lugares y supervisar el desarro­
llo de la prestación de servicios.

Artículo 34°.- Limitación de días libres
La limitación de días libres consiste en la obligación de permanecer los días sábados, 
domingos y feriados, hasta por un máximo de diez horas, a disposición de una ins­
titución para participar en programas educativos, psicológicos, de formación laboral 
o culturales.

Esta pena se extenderá de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de limitación sema­
nales, salvo disposición distinta de la ley.

Durante este tiempo el condenado recibirá orientaciones y realizará actividades ade­
cuadas e idóneas para su rehabilitación y formación.

La ley establecerá los procedimientos de supervisión y cumplimiento de la pena.

Artículo 35°.- Inhabilitación
La inhabilitación producirá, según disponga la sentencia:
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1. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque 
provenga de elección popular;

2. Incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público;
3. Suspensión de los derechos políticos que señale la sentencia;
4. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero, profe­

sión, comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia;
5. Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o cúratela;
6. Suspensión o cancelación de la autorización para portar o hacer uso de armas de fuego;
7. Suspensión o cancelación de la autorización para conducir cualquier tipo de 

vehículo;
8. Privación de grados militares o policiales, títulos honoríficos u otras distinciones 

que correspondan al cargo, profesión u oficio del que se hubiese servido el agente 
para cometer el delito;

9. La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos;
10. La prohibición de aproximarse a la víctima, a sus familiares u otras personas que 

determine el Juez; o
11. La prohibición de comunicarse con la víctima, con sus familiares u otras perso­

nas que determine el Juez.

Artículo 36°.- Clases de inhabilitación
La pena de inhabilitación puede ser impuesta como principal o accesoria

Artículo 37°.- Duración de la inhabilitación principal
La inhabilitación principal se extiende de uno a diez años.

Artículo 38°.- Inhabilitación accesoria y duración
La inhabilitación se impondrá como pena accesoria cuando el hecho punible come­
tido por el condenado constituye abuso de autoridad, de cargo, de profesión, oficio, 
poder o violación de un deber inherente a la función pública, comercio, industria, 
patria potestad, tutela, cúratela o actividad regulada por ley. Se extiende por igual 
tiempo que la pena de inhabilitación principal.

SECCIÓN III 
PENA DE MULTA

Artículo 39.- Pena de multa
La pena de multa obliga al condenado a pagar al Estado una suma de dinero fijada 
en días-multa.
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El importe del día-multa se calcula con base al ingreso promedio diario del conde­
nado, atendiendo a su patrimonio, rentas, remuneraciones, nivel de gasto y demás 
signos exteriores de riqueza. En todo caso, el importe resultante no será inferior al 
cincuenta por ciento de dicho ingreso promedio diario ni superior a diez veces el 
mismo.

Artículo 40°.- Extensión de la pena de multa
La pena de multa se extenderá de un mínimo de diez días-multa a un máximo de 
trescientos sesenticinco días-multa, salvo disposición distinta de la ley.

Articulo 41°.- Ausencia de ingresos
Cuando el condenado carezca de ingresos el importe del día -  multa será equivalente 
a un treintavo de la remuneración mínima vital que fije la autoridad competente.

Artículo 42°.- Tiempo y forma de pago
La multa deberá ser pagada dentro de lo diez días posteriores a la sentencia con 
calidad de cosa juzgada. A pedido del condenado y de acuerdo a las circunstancias, 
el Juez podrá permitir que el pago de la multa se realicé en cuotas mensuales. No 
obstante, el fraccionamiento no podrá exceder de veinticuatro cuotas, y al monto de 
cada una de ellas se le aplicará los índices de corrección monetaria que correspondan.

El cobro de la multa se podrá efectuar mediante el descuento de la remuneración 
del condenado cuando se aplica aisladamente o cuando se aplica acumulativamente 
con pena limitativa de derechos o fuere concedida la suspensión de la ejecución de 
la pena conforme a los límites previstos en el artículo 40°.

El descuento no debe afectar los recursos indispensables para el sustento del conde­
nado y su familia.

CAPÍTULO II
APLICACION DE LA PENA

Artículo 43°.- Presupuestos para fundamentar y determinar la pena
El Juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener en cuenta:

1. Las carencias sociales que hubiere sufrido el agente o la posición preeminente 
que ocupe en la sociedad.

2. Su cultura y sus costumbres; y

3. Los derechos de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen. 

Artículo 44°.- Individualización de la pena
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Toda condena deberá contener una fundamentación explícita y suficiente sobre los 
motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la pena.

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el Juez atenderá la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean especí­
ficamente constitutivas del hecho punible o modificatorias de la responsabilidad.

El Juez determinará la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas:

1. Identificará la pena básica o espacio punitivo de determinación a partir de la 
pena fijada en la ley para el delito.

2. Determinará la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurrencia 
de circunstancias agravantes o atenuantes. Para ello, observará las reglas siguien­
tes:

a. Dividirá el espacio punitivo de la pena básica en tres partes.

b. Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente cir­
cunstancias atenuantes la pena concreta deberá determinarse dentro del 
tercio inferior.

c. Cuando concurran circunstancias de agravación y de atenuación la pena 
concreta deberá determinarse dentro del tercio intermedio.

d. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes la pena concreta 
deberá determinarse dentro del tercio superior.

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes o agravantes cualificadas la pena 
concreta se determinará de la manera siguiente:

a. Tratándose de circunstancias atenuantes la pena concreta se determinará 
por debajo del tercio inferior.

b. Tratándose de circunstancias agravantes la pena concreta se determinará 
por encima del tercio superior.

c. En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes la 
pena concreta se determinará dentro de los límites de la pena básica corres­
pondiente al delito.

Artículo 45°.- Circunstancias de atenuación
Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas específica­
mente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible, 
las siguientes:
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1.
2.
3.
4.

5.

La carencia de antecedentes penales.

El obrar por móviles nobles o altruistas.

El obrar en estado de emoción, pasión o de temor excusables

La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la ejecu­
ción de la conducta punible.

Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminución de 
sus consecuencias.

6. Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas del 
peligro generado.

7. Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido la con­
ducta, para admitir su responsabilidad.

8. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta punible.

9. Cuando se tratare de delitos que afecten levemente el bien jurídico protegido, la 
pena se reducirá por debajo del mínimo hasta una mitad.

Artículo 46°.- Circunstancias de agravación
Son circunstancias de agravación, siempre que no estén previstas específicamente 
para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible, las 
siguientes:

1. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de 
utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad.

2 .

3.

4.

5.

6.

7.

Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos.

Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil, o mediante precio, re­
compensa o promesa remuneratoria.

Efectuar la ejecución de la conducta punible inspirándose el agente en móviles 
de intolerancia y discriminación referidos a la raza, etnia, ideología, religión, o 
las creencias, sexo o alguna enfermedad o discapacidad de la víctima.

Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resul­
tar peligro común.

Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condi­
ción de superioridad sobre la víctima, o aprovechando circunstancias de tiempo, 
modo, lugar, que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor 
o partícipe.

Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las necesarias 
para consumar el delito.
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8. Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición económi­
ca, formación, poder, oficio, profesión o función.

9. La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito.

10. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable.

11. Cuando la conducta punible fuere dirigida o cometida total o parcialmente des­
de el interior de un lugar de reclusión por quien estuviere privado de su libertad 
o se encontrare fuera del territorio nacional.

12. Cuando se produjere un daño grave al equilibrio de los ecosistemas naturales.

13. Cuando para la realización de la conducta punible se hubieren utilizado ex­
plosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de similar eficacia 
destructiva.

Artículo 47°.- Consideraciones de atenuación y agravación
La pena se atenuará hasta una mitad por debajo del mínimo legal cuando la afecta­
ción del bien jurídico producida por el delito sea leve.

La pena se incrementará hasta un tercio por encima del máximo legal fijado para el 
delito cometido, no pudiendo ésta exceder del máximo de pena privativa de libertad 
temporal establecida en el artículo 29° de este Código, en los casos siguientes:

1. Cuando la conducta punible fuere cometida por funcionario o servidor público 
con abuso del ejercicio de sus funciones o de su cargo, siempre que tal circuns­
tancia no esté prevista específicamente para la configuración o sanción del delito.

2. Cuando después de haber cumplido en todo o en parte una condena a pena 
privativa de libertad efectiva se incurre en nuevo delito doloso dentro de los 05 
años siguientes.

Artículo 48°.- Cómputo de la detención sufrida
El tiempo de detención que haya sufrido el procesado se abonará para el cómputo 
de la pena impuesta a razón de un día de pena privativa de libertad por cada día de 
detención.

Si la pena correspondiente al hecho punible es la de multa o limitativa de derechos, 
la detención se computará a razón de dos días de dichas penas por cada día de de­
tención.

Artículo 49° Concurso ideal
Cuando varias disposiciones son aplicables al mismo hecho se reprimirá con la que 
establezca la pena más grave incrementada hasta un tercio del máximo legal.
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Artículo 50°.- Delito continuado
Cuando varias violaciones de la misma Ley penal hubieren sido cometidas en el mis­
mo momento de acción, o en momentos diversos con actos ejecutivos de la misma 
resolución criminal, se consideran como un solo delito continuado, y se reprimirán 
con la pena correspondiente a éste.

Artículo 51°.- Concurso real
Cuando concurran varios hechos punibles que deban considerarse como otros tan­
tos delitos independientes, se sumarán las penas que fije el Juez para cada una de 
ellas hasta un máximo del doble de la pena del delito más grave. Tratándose de penas 
privativas de libertad temporales la pena resultante no podrá exceder de 35 años. Si 
alguno de los delitos en concurso se encuentra reprimido con cadena perpetua sólo 
se aplicará esta pena.

Artículo 52°.- Concurso real retrospectivo
Si después de la sentencia condenatoria se descubriere otro hecho punible cometido 
antes de ésta por el mismo condenado, será sometido a proceso penal y la pena que 
fije el Juez se sumará a la anterior hasta un máximo del doble de la pena del delito 
más grave. Tratándose de penas privativas de libertad temporales la pena resultante 
no podrá exceder de 35 años. Si alguno de los delitos en concurso se encuentra 
reprimido con cadena perpetua sólo se aplicará esta pena, sin perjuicio de fijarse la 
reparación civil para el delito posteriormente descubierto.

CAPÍTULO III 
CONVERSIONES

SECCIÓN I
CONVERSIONES DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD

Artículo 53°.- Conversión de la pena privativa de libertad
En los casos que no fuera procedente la suspensión de la ejecución de la pena o la 
reserva del fallo condenatorio, el Juez podrá convertir la pena privativa de libertad 
no mayor de tres años en otra de multa, o la pena privativa de libertad no mayor de 
cinco años en otra de prestación de servicios a la comunidad o limitación de días 
libres ; a razón de un día de privación de libertad por un día de multa, o de siete días 
de privación de libertad por una jornada de prestación de servicios a la comunidad 
o por una jornada de limitación de días libres.
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Artículo 54°.- Revocación de la conversión
Si el condenado no cumple, injustificadamente, con el pago de la multa o la pres­
tación del servicio asignado o la jornada de limitación de días libres, la conversión 
será revocada, previo apercibimiento judicial, debiendo ejecutarse la pena privativa 
de libertad fijada en la sentencia.

Revocada la conversión, la pena cumplida con anterioridad será descontada de 
acuerdo con las equivalencias siguientes:

1. Un día de multa por cada día de privación de libertad; o,

2. Una jornada de servicios a la comunidad o una de limitación de días libres por 
cada siete días de pena privativa de libertad.

Artículo 55°.- Revocación de la conversión por la comisión de delito doloso
Cuando el condenado cometa, dentro del plazo de ejecución de la pena convertida 
según el artículo 53°, un nuevo delito doloso y sea sancionado con pena privativa 
de libertad superior a tres años, la conversión quedará revocada automáticamente 
y así será declarada en la nueva sentencia condenatoria. Efectuando el descuento 
correspondiente a la parte de pena convertida que hubiese sido ejecutada antes de la 
revocatoria, conforme a las equivalencias indicadas en el artículo 54°, el condenado 
cumplirá la pena privativa de libertad que resta de la primera sentencia y la que le 
fuere impuesta por el nuevo delito.

SECCIÓN II
CONVERSIÓN DE LA PENA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS A LA 

COMUNIDAD Y LIMITATIVA DE DÍAS LIBRES

Artículo 56°.- Conversión de las penas limitativas de derechos a privativa de 
libertad
Si el condenado no cumple, injustificadamente, con la prestación de servicios o con 
la jornada de limitación de días -  libres aplicadas como penas autónomas, impuestas 
en caso de delito o falta, dichas sanciones se convertirán en privativas de libertad, 
previo apercibimiento judicial, a razón de un día de pena privativa de libertad por 
cada jornada incumplida de prestación de servicios a la comunidad o jornada de 
limitación de días libres.



Anexos: II. Legislación conexa

SECCION III
CONVERSIÓN DE LA PENA DE MULTA

Artículo 57°.- Conversión de la pena de multa
Si el condenado solvente no paga la multa o frustra su cumplimiento, la pena podrá 
ser ejecutada en sus bienes o convertida, previo requerimiento judicial, con la equi­
valencia de un día de pena privativa de libertad por cada día -  multa no pagado.

Si el condenado deviene insolvente por causas ajenas a su voluntad, la pena de multa 
se convierte en una limitativa de derechos o de prestación de servicios a la comuni­
dad con la equivalencia de una jornada por cada siete días — multa impagos.

El condenado puede pagar la multa en cualquier momento descontándose el equi­
valente a la pena privativa de libertad o prestación de servicios comunitarios cum­
plidos a la fecha.

Cuando se impone conjuntamente pena privativa de libertad y multa, se adiciona a 
la primera la que corresponde a la multa convertida.

CAPÍTULO IV
SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

Artículo 58°.- Requisitos
El Juez podrá suspender la ejecución de la pena siempre que se reúna los requisitos 
siguientes:

1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cinco años; y

2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible y la personalidad del agente 
hiciera prever que esta medida le impedirá cometer nuevo delito.

El plazo de suspensión es de uno a tres años.

La suspensión de la ejecución de la pena no procederá si el agente es reincidente o 
habitual.

Artículo 59°.- Reglas de conducta
El Juez al suspender la ejecución de la pena deberá imponer, entre las siguientes, las 
reglas de conducta que resulten pertinentes al caso:

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares;

2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del Juez;
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3. Comparecer personal y obligatoriamente al Juzgado, para informar y justificar 
sus actividades;

4. Reparar los daños ocasionados por el delito, salvo cuando demuestre que está en 
imposibilidad de hacerlo;

5. Que el agente no tenga en su poder objetos susceptibles de facilitar la realización 
de otro delito; y,

6. Los demás deberes que el Juez estime convenientes a la rehabilitación social del 
agente; siempre que no atente contra la dignidad del condenado.

Artículo 60°.- Efectos del incumplimiento
Si durante el período de suspensión el condenado no cumpliera con las reglas de 
conducta impuestas o fuera condenado por otro delito el Juez, según los casos, podrá 
aplicar las siguientes sanciones:

1. Amonestar al infractor;

2. Prorrogar el período de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado; 
o,

3. Revocar la suspensión de la pena. La revocación requiere la aplicación previa de 
las otras sanciones.

Artículo 61°.- Revocación de la suspensión de la pena
La suspensión de la ejecución de la pena será revocada si dentro del plazo de prueba, 
el agente es condenado por la comisión de un nuevo delito doloso a pena privativa 
de libertad superior a tres años; en cuyo caso se ejecutará la pena suspendida y la que 
corresponda por el segundo hecho punible.

Artículo 62°.- Extinción de pena
La pena se considera extinguida si transcurre el plazo de prueba sin que el conde­
nado cometa nuevo delito doloso, ni infrinja de manera persistente y obstinada las 
reglas de conducta establecidas en la sentencia.

CAPÍTULO V
RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO

Artículo 63°.- Reserva del fallo condenatorio. Circunstancias y requisitos
El Juez podrá disponer la reserva del fallo condenatorio:

1. Cuando el delito está sancionado con pena privativa de libertad no mayor de 
cinco años o con multa;
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2. Cuando la pena a imponerse sea prestación de servicios a la comunidad o de 
limitación de días libres; o,

3. Cuando la pena a imponerse sea inhabilitación.
Y siempre que la naturaleza, modalidad del hecho punible y personalidad del agente, 
hagan prever que esta medida le impedirá cometer un nuevo delito.

El plazo de reserva del fallo condenatorio es de uno a tres años, contando desde que 
la decisión adquiere calidad de cosa juzgada.

Artículo 64°.- Efectos de la reserva de fallo condenatorio
El Juez al disponer la reserva del fallo condenatorio, se abstendrá de fijar la pena 
correspondiente, sin perjuicio de fijar las responsabilidades civiles que procedan.

La reserva de fallo condenatorio se inscribirá en un registro especial, a cargo del 
Poder Judicial. El Registro informará exclusivamente a pedido escrito de los jueces 
de la República, con fines de verificación de las reglas de conducta o de comisión de 
nuevo delito doloso. El Registro es de carácter especial, confidencial y provisional 
y no permite, por ningún motivo, la expedición de certificados para fines distintos.

Cumplido el período de reserva queda sin efecto la inscripción en forma automática 
y no podrá expedirse de él constancia alguna, bajo responsabilidad. El Juez de ori­
gen, a pedido de parte verifica dicha cancelación.

Artículo 65°.- Reglas de conducta
El Juez, al disponer la reserva del fallo condenatorio, deberá imponer, entre las si­
guientes, las reglas de conducta que resulten pertinentes al caso:

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares;
2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del Juez;
3. Comparecer personal y obligatoriamente al Juzgado, para informar y justificar 

sus actividades;
4. Reparar los daños ocasionados por el delito, salvo que demuestre que esté impo­

sibilitado de hacerlo;
5. Que el agente no tenga en su poder objetos susceptibles de facilitar la realización 

de otro delito; y,
6. Las demás reglas de conducta que el Juez estime convenientes para la rehabilita­

ción social del agente, siempre que no atente contra la dignidad del procesado.

Artículo 66°.- Efectos del incumplimiento
Si durante el período de reserva el sentenciado no cumpliera con las reglas de con­
ducta impuestas o fuera condenado por otro delito el Juez, según los casos, podrá 
aplicar las siguientes sanciones:
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1. Amonestar al infractor;

2. Prorrogar el periodo de reserva sin exceder la mitad del plazo inicialmente fijado; 
o,

3. Revocar la reserva. La revocación requiere la aplicación previa de las otras sancio­
nes.

Artículo 67°.- Revocación del régimen de prueba
La reserva del fallo condenatorio será revocada cuando el agente cometa un nuevo 
delito doloso por el cual sea condenado a pena privativa de libertad superior a tres 
años.

La revocación determina la aplicación de la pena que corresponde al delito, si no 
hubiera tenido lugar el régimen de prueba.

Artículo 68°.- Extinción del régimen de prueba
La reserva del fallo condenatorio se considera extinguida si transcurre el plazo de 
prueba sin que el sentenciado sea condenado por nuevo delito doloso, ni infrinja de 
manera persistente y obstinada las reglas de conducta establecidas en la sentencia.

CAPÍTULO VI 
EXENCIÓN DE PENA

Artículo 69°.- Exención de pena
El Juez podrá eximir de pena, sin perjuicio de fijar las responsabilidades civiles que 
procedan, en los casos en que el delito esté previsto en la ley con pena privativa de 
libertad no mayor de cinco años o con pena limitativa de derechos o con multa, si la 
responsabilidad del agente fuere mínima.

CAPÍTULO VII 
REHABILITACIÓN

Artículo 70°.- Rehabilitación automática
El que ha cumplido la pena o medida de seguridad que le fue impuesta, o que de 
otro modo ha extinguido su responsabilidad, queda rehabilitado sin más trámite.

La rehabilitación produce los efectos siguientes:

1. Restituye a la persona en los derechos suspendidos o restringidos por la senten­
cia. No produce el efecto de reponer en los cargos, comisiones o empleos de los 
que se le privó; y,
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2. La cancelación de los antecedentes penales, judiciales y policiales. Los certifica­
dos correspondientes no deben expresar la pena rehabilitada ni la rehabilitación.

Tratándose de pena privativa de libertad impuesta por la comisión de delito doloso, 
la cancelación de antecedentes penales será provisional hasta por cinco años. Venci­
do dicho plazo y sin que medie reincidencia la cancelación será definitiva.

Artículo 71°.- Prohibición de comunicación de antecedentes
Producida la rehabilitación, los registros o anotaciones de cualquier clase relativas 
a la condena impuesta, no pueden ser comunicados a ninguna entidad o persona.

TÍTULO IV
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

Artículo 72°.- Medidas de seguridad. Clases
Las medidas de seguridad que establece este Código son:

1. Internación.

2. Tratamiento ambulatorio.

3. Restricción de derechos o facultades

Artículo 73°.- Requisitos para la aplicación
Las medidas de seguridad se aplicarán en concurrencia con las circunstancias si­
guientes:

1. Que el agente haya realizado un hecho previsto como delito; y

2. Que del hecho y de la personalidad del agente pueda deducirse un pronóstico 
de comportamiento futuro que revele una elevada probabilidad de comisión de 
nuevos delitos.

Artículo 74°.- Criterio de determinación
Las medidas de seguridad deben ser proporcionales con la peligrosidad delictual del 
agente, la gravedad del hecho cometido y de los que probablemente cometería si no 
fuese tratado.

Artículo 75°.- Internación
La internación consiste en el ingreso y tratamiento del inimputable en un centro 
hospitalario especializado u otro establecimiento adecuado, público o privado, con 
fines terapéuticos, de deshabituación, de prevención o de custodia.
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Sólo podrá disponerse la internación cuando concurra el peligro de que el agente 
pueda cometer nuevos delitos considerablemente graves.

Artículo 76°.- Duración de la internación
La duración de la medida de internación no podrá exceder el tiempo de duración 
de la pena privativa de libertad que hubiera correspondido aplicarse por el delito 
cometido.

Sin perjuicio de que el Juez lo constate cada seis meses, la autoridad del centro de 
internación deberá remitir al Juez una pericia médica informándole si las causas que 
hicieron necesaria la aplicación de la medida han sido controladas o han desapare­
cido.

En tales casos, el juez hará cesar la medida de internación impuesta o la sustituirá 
por una de tratamiento ambulatorio por el tiempo que resulte pertinente

Artículo 77°.- Aplicación de internación antes de la pena. Cómputo
Cuando se necesite aplicar una medida de internación a un imputable relativo, o a 
un toxicómano o alcohólico imputable, el Juez dispondrá que ella tenga lugar antes 
de la pena. El período de internación se computará como tiempo de cumplimiento 
de la pena sin perjuicio que el Juez pueda dar por extinguida la condena o reducir su 
duración atendiendo al éxito del tratamiento.

Artículo 78°.- Tratamiento ambulatorio
El tratamiento ambulatorio será dispuesto y se aplicará conjuntamente con la pena, 
al imputable relativo que lo requiera con fines terapéuticos o de rehabilitación.

Esta medida también podrá aplicarse al inimputable que lo requiera siempre que, 
según la pericia médica correspondiente, no sea necesario aplicar una medida de 
internación.

Artículo 79.- Medidas de seguridad de restricción de derechos y facultades
El Juez podrá imponer al imputable o imputable relativo que lo requieran, las si­
guientes restricciones con fines de vigilancia y para evitar ocasiones o estímulos que 
podrían generar la comisión de un nuevo delito:

1. La obligación de residir en determinado lugar.

2. La prohibición de concurrir a determinados lugares.

3. La obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad judicial.

4. La prohibición de acudir a determinados espectáculos o actividades.

5. La prohibición de aproximarse a la víctima o comunicarse con ella.
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6. La prohibición de aproximarse a las personas que el Juez determine o comuni­
carse con ellas.

7. La custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigi­
lancia del familiar que se designe, previa aceptación de éste.

Estas medidas no podrán durar más de tres años. En caso de incumplimiento in­
justificado de las restricciones impuestas, y previa amonestación judicial, el Juez 
convertirá dichas medidas en una de internación por el tiempo que reste cumplir 
de aquellas.

TÍTULO V
EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL Y DE LA PENA

Artículo 80°.- Causales de extinción
La acción penal se extingue:

1. Por muerte del imputado, prescripción, amnistía y el derecho de gracia.

2. Por autoridad de cosa juzgada.

3. En los casos que sólo proceda la acción privada, ésta se extingue, además de las 
establecidas en el numeral 1, por desistimiento o transacción.

Artículo 81°.- Extinción de la acción penal por sentencia civil
Se extingue la acción penal si de la sentencia ejecutoriada dictada en la jurisdicción 
civil, resulte que el hecho imputado como delito es lícito.

Artículo 82°.- Forma de cómputo y plazos de prescripción
La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley 
para el delito, si es privativa de libertad.

En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el 
plazo señalado para cada uno.

En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya transcurri­
do un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave.

La prescripción no será mayor a veinte años. Tratándose de delitos sancionados con 
pena de duración indeterminada se extingue la acción penal a los treinta años.

En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los tres años.

En caso de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el patri­
monio del Estado o de organismos sostenidos por éste, el plazo de prescripción se
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En los delitos de genocidio, de lesa humanidad, los crímenes de guerra y los críme­
nes de agresión la acción penal es imprescriptible.

Artículo 83°.- Reducción de los plazos de prescripción
Los plazos de prescripción de reducen a la mitad cuando el agente tenía menos de 
veintiún o más de sesenticinco años al tiempo de la comisión del hecho punible.

Artículo 84°.- Inicio de los plazos de prescripción
Los plazos de prescripción de la acción penal comienzan:

1. En la tentativa, desde el día en que cesó la actividad delictuosa;

2. En el delito instantáneo, a partir del día en que se consumó;

3. En el delito continuado, desde el día en que terminó la actividad delictuosa; y

4. En el delito permanente, a partir del día en que cesó la permanencia.

Artículo 85.- Interrupción de la prescripción de la acción penal
La prescripción de la acción se interrumpe por las actuaciones del Ministerio Públi­
co o de las autoridades judiciales, quedando sin efecto el tiempo transcurrido.

Después de la interrupción comienza a correr un nuevo plazo de prescripción, a 
partir del día siguiente de la última diligencia.

Se interrumpe igualmente la prescripción de la acción por la comisión de un nuevo 
delito doloso.

Sin embargo, la acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo transcurrido 
sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción.

Artículo 86.- Suspensión de la prescripción
Si el comienzo o la continuación del proceso penal depende de cualquier cuestión 
que deba resolverse en otro procedimiento, se considera en suspenso la prescripción 
hasta que aquel quede concluido.

Artículo 87.- Extinción de la ejecución de la pena. Casos
La ejecución de la pena se extingue:

1. Por muerte del condenado, amnistía, indulto y prescripción;

2. Por cumplimiento de la pena;

3. Por exención de pena; y

4. Por perdón del ofendido en los delitos de acción privada.
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Artículo 88°.- Plazo ordinario de prescripción de la pena y medida de seguridad
El plazo de prescripción de la pena o medida de seguridad es el mismo que establece 
o fija la ley para la prescripción de la acción penal. El plazo se contará desde el día 
en que la sentencia condenatoria quedó firme.

En los delitos de genocidio, de lesa humanidad, los crímenes de guerra y los críme­
nes de agresión, la pena es imprescriptible.

Artículo 89.- Interrupción del plazo de prescripción de la pena
Se interrumpe el plazo de prescripción de la pena, quedando sin efecto el tiempo 
transcurrido, por el comienzo de ejecución de la misma o por haber sido aprehendi­
do el condenado a causa de la comisión de un nuevo delito doloso.

Una vez interrumpida la prescripción, comenzará a correr de nuevo, si hay lugar a 
ello, como si antes no se hubiese iniciado.

En los casos de revocación de la condena condicional o de la reserva del fallo conde­
natorio, la prescripción comienza a correr desde el día de la revocación.

Sin embargo, la pena prescribe, en todo caso, en los mismos plazos de la acción penal.

Artículo 90.- Individualización de la prescripción
La prescripción corre, se suspende o se interrumpe separadamente para cada uno de 
los partícipes del hecho punible.

Artículo 91.- Amnistía e indulto. Efectos
La amnistía elimina legalmente el hecho punible a que se refiere e implica el perpe­
tuo silencio respecto a él. El indulto suprime la pena impuesta.

Artículo 92.- Cosa Juzgada
Nadie puede ser perseguido por segunda vez en razón de un hecho punible sobre el 
cual se falló definitivamente.

Artículo 93.- Renuncia a la prescripción de la acción penal
El imputado tiene derecho a renunciar a la prescripción de la acción penal.

TÍTULO VI
DE LA REPARACIÓN CIVIL

Artículo 94°.- Contenido de la reparación civil
La reparación comprende:
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1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y

2. La indemnización de los daños y perjuicios.

Artículo 95°.- Restitución del bien
La restitución se hace con el mismo bien aunque se halle en poder de terceros, sin 
perjuicio del derecho de éstos para reclamar su valor contra quien corresponda.

Son nulos los actos de disposición practicados o los gravámenes impuestos sobre los 
bienes o derechos materia de restitución.

Artículo 96°.- Responsabilidad solidaria
La reparación civil es solidaria entre los responsables del hecho punible y los terceros 
civilmente obligados.

También quedará vinculado cuando fuera de los casos contenidos en las normas in­
dicadas, el agente cometa el delito actuando en representación del tercero o cuando 
dicho tercero, de cualquier modo genere las condiciones para la consumación del 
delito.

Artículo 97°.- Transmisión de la reparación civil a herederos
La obligación de la reparación civil fijada en la sentencia se transmite a los herederos 
del responsable hasta donde alcancen los bienes de la herencia. El derecho a exigir la 
reparación civil se transfiere a los herederos del agraviado.

Artículo 98°.- Los aseguradores
Los aseguradores que hubieren asumido el riesgo de las responsabilidades pecunia­
rias derivadas del uso o explotación de cualquier bien, empresa, industria o activi­
dad, cuando, como consecuencia de un hecho previsto en este Código, se produzca 
el evento que determine el riesgo asegurado, serán responsables civiles directos hasta 
el límite de la indemnización legalmente establecida o convencionalmente pactada, 
sin perjuicio del derecho de repetición contra quien corresponda.

En caso que el monto asegurado no alcance para cubrir el íntegro de la reparación 
civil fijada por el Juez, el saldo será cubierto solidariamente por el agente del delito 
o el tercero civil, de ser el caso.

Artículo 99°.- Ineficacia de los actos de disposición
El agraviado puede pedir que se declaren ineficaces respecto de él los actos gratuitos 
de disposición o gravamen realizados por el agente del delito o tercero civil por los 
que renuncie a derechos o con los que disminuya su patrimonio conocido y perju­
diquen el cobro de la obligación resarcitoria. Se presume la existencia de perjuicio
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cuando del acto del deudor resulta la imposibilidad de pagar íntegramente la repa­
ración civil, o se dificulta la posibilidad de cobro.

Tratándose de actos a título oneroso deben concurrir, además, los siguientes requi­
sitos:

1. - Si el acto de disminución patrimonial es posterior al delito, que el tercero haya
tenido conocimiento del perjuicio a los derechos del agraviado o que, según las 
circunstancias, haya estado en razonable situación de conocer o de no ignorarlos.

2. - Si el acto cuya ineficacia se solicita fuera anterior a la comisión del delito, que
el deudor y el tercero lo hubiesen celebrado con el propósito de perjudicar la 
satisfacción de la futura obligación resarcitoria.

Artículo 100°.- Insolvencia del Condenado
En caso que el condenado no tenga bienes realizables, el Juez señalará hasta un tercio 
de su remuneración para el pago de la reparación civil.

Artículo 101°- Reparación civil contra los agentes del delito o los terceros res­
ponsables
Procede la acción civil contra los agentes del delito o los terceros cuando la sentencia 
o resolución definitiva dictada en la jurisdicción penal no alcanza a éstos.

Artículo 102°.- Inextinguibilidad de la acción civil
La acción civil derivada del hecho punible no se extingue mientras subsista la acción 
penal.

Artículo 103°.- Aplicación supletoria del Código Civil y demás normas
La reparación civil se rige, además, por las disposiciones pertinentes del Código 
Civil y demás normas sustantivas o procesales complementarias.

TÍTULO VII 
DEL DECOMISO

Artículo 104°.- Decomiso o pérdida de efectos provenientes del delito
El Juez resolverá el decomiso o pérdida de los instrumentos o medios con que se hubiere 
ejecutado el delito, aun cuando pertenezcan a terceros; salvo los casos en que el tercero 
no hubiese prestado su consentimiento para su uso. Asimismo, dispondrá el decomiso de 
los efectos o ganancias del delito, cualquiera sean las transformaciones que éstos hubieren 
podido experimentar. Dichos bienes pasarán a la titularidad del Estado.
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Asimismo, dispondrá el decomiso de los bienes intrínsecamente delictivos; los que 
serán destruidos.

Cuando los efectos o ganancias del delito se hayan mezclado con bienes de pro­
cedencia lícita procederá el decomiso hasta el valor estimado de los bienes ilícitos 
mezclados; salvo que los primeros hubiesen sido utilizados como medios o instru­
mentos para ocultar o lavar los bienes de ilícita procedencia, en cuyo caso procederá 
el decomiso de ambos tipos de bienes.

Artículo 105°.- Decomiso impropio o de valor equivalente
Si no fuera posible el decomiso de los efectos o ganancias del delito porque han 
sido ocultados, destruidos, consumidos o transferidos a tercero de buena fe y título 
oneroso, el Juez declarará el decomiso sobre los bienes o activos de la titularidad del 
responsable o eventual tercero por un monto equivalente al valor de los primeros.

Artículo 106°.- Nulidad de los actos de disposición
Son nulos los actos de disposición practicados o las gravámenes impuestos sobre los 
bienes y activos materia de decomiso. Quedan a salvo los derechos del tercero no 
partícipe del delito que hubiere adquirido el bien de buena fe y a título oneroso.

Artículo 107°.- Acción real y autónoma
El Juez declarará el decomiso en la sentencia penal o en la resolución con la que 
concluya el proceso penal, incluidos los casos de absolución, siempre que durante el 
proceso penal se haya ejercitado la pretensión de decomiso y se haya acreditado la 
existencia de instrumentos, efectos o ganancias del delito.

La pretensión de decomiso podrá ejercitarse mediante una acción real autónoma si 
no hubiese podido declararse en el proceso penal en los siguientes casos:

Cuando por cualquier causa, el proceso penal no pudiese iniciarse o continuar.

Cuando el proceso penal se ha archivado por cualquier causa, sin haberse desvirtua­
do el origen delictivo de los bienes o su utilización en la comisión del delito.

Cuando habiendo concluido el proceso penal con sentencia firme u otro tipo de 
resolución, se descubran instrumentos, efectos o ganancias del delito que no fueron 
comprendidos en el proceso penal.

Artículo 108°.- Incautación
El juez podrá disponer en todo los casos, con carácter previo al decomiso, la medida 
de incautación y demás medidas cautelares que resulten pertinentes sobre los ins­
trumentos, efectos o ganancias del delito, debiendo además proceder conforme a lo 
previsto en otras normas especiales.
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TITULO VIII
DE LAS MEDIDAS APLICABLES A 

LAS PERSONAS JURÍDICAS

Artículo 109°.- Medidas aplicables a las personas jurídicas - Clases
Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de cualquier persona 
jurídica o utilizando su organización para favorecerlo o encubrirlo, el Juez aplicará, 
según lo requiera las circunstancias del caso, las medidas siguientes:

1. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o definitivo. La 
clausura temporal no excederá de cinco años.

2. Disolución y liquidación de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa o 
comité.

3. Suspensión de las actividades de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa 
o comité por un plazo no mayor de dos años.

4. Prohibición a la sociedad, fundación, asociación, cooperativa o comité de rea­
lizar en el futuro actividades, de la clase de aquellas en cuyo ejercicio se haya 
cometido, favorecido o encubierto el delito.

La prohibición podrá tener carácter temporal o definitivo. La prohibición temporal 
no será mayor de cinco años.

Cuando alguna de estas medidas fuera aplicada, el Juez ordenará a la autoridad 
competente que disponga la intervención de la persona jurídica para salvaguardar 
los derechos de los trabajadores y de los acreedores de la persona jurídica por un 
período de dos años.

El cambio de la razón social, la personería jurídica o la reorganización societaria, no 
impedirá la aplicación de estas medidas.

Artículo 110°.- Criterios para la determinación de las medidas aplicables a las 
personas jurídicas
Las medidas contempladas en el artículo anterior serán aplicadas motivadamente 
por el juez, en atención a los siguientes criterios de fundamentación y determina­
ción, según correspondan:

1. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en actividades 
delictivas.

2. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en el hecho 
punible.
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3.
4.

5.
6. 

7.

La gravedad del hecho punible realizado.

La extensión del daño o peligro causado.

El beneficio económico obtenido.

La reparación espontánea de las consecuencias del hecho punible.

La finalidad real de la organización, actividades, recursos o establecimientos de 
la persona jurídica. La disolución de la persona jurídica se aplicará siempre que 
resulte evidente que esta fue constituida y operó solo para favorecer, facilitar o 
encubrir actividades delictivas.
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DECRETO LEGISLATIVO N° 1237

MODIFICA EL CÓDIGO PENAL APROBADO 
POR EL DECRETO LEGISLATIVO N ° 635

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N ° 30336 el Congreso de la República ha delegado en el Poder 
Ejecutivo la facultad de legislar en materia de fortalecimiento de la seguridad ciuda­
dana, lucha contra la delincuencia y el crimen organizado, por un plazo de noventa 
(90) días calendario;

Que, el literal a) del artículo 2 del citado dispositivo legal, establece la facultad de 
legislar sobre las siguientes materias; fortalecer la seguridad ciudadana, la lucha con­
tra la delincuencia y el crimen organizado, en especial para combatir la extorsión, 
receptación, la violación de la intimidad, el tráfico ilícito de drogas e insumos quí­
micos, y la tala ilegal de madera;

Que, resulta necesario modificar una serie de artículos del Código Penal a fin de 
implementar un marco regulatorio que dinamice y mejore los mecanismos de lucha 
contra la criminalidad organizada;

De conformidad con lo establecido en el artículo 104 de la Constitución Política 
del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y 

Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

Artículo Único.- Modificación de los artículos 46, 108-A, 121, 155, 158, 200, 
279, 296, 296-B, 297, 308, 308-A, 308-C, 308-D, 309, 310, 310-A, 310-B, 
310-C, 314, 314-B, 315 y 402 del Código Penal, aprobado por el Decreto Le­
gislativo N° 635.
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Modifícase los artículos 46, 108-A, 121, 155, 158, 200, 279, 296, 296-B, 297, 
308, 308-A, 308-C, 308-D, 309, 310, 310-A, 310-B, 310-C, 314, 314-B, 315 y 
402 del Código Penal, aprobado por el Decreto Legislativo N ° 635 en los siguientes 
términos:

“Artículo 46. Circunstancias de atenuación y agravación
1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas espe­

cíficamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:

a) La carencia de antecedentes penales;

b) El obrar por móviles nobles o altruistas;
c) El obrar en estado de emoción o de temor excusables;

d) La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la 
ejecución de la conducta punible;

e) Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminu­
ción de sus consecuencias;

f) Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas 
del peligro generado;

g) Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido 
la conducta punible, para admitir su responsabilidad;

h) La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta 
punible.

2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas especí­
ficamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:

a)

b)

c)

d)

e)

Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a activi­
dades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una 
colectividad;

Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos;

Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria;
Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cual­
quier índole;

Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda 
resultar peligro común;
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f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la con­
dición de superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias de 
tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del ofendido o la identifi­
cación del autor o partícipe;

g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las nece­
sarias para consumar el delito;

h) Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición eco­
nómica, formación, poder, oficio, profesión o función;

i) La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito;

j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable;

k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o parcialmente 
desde el interior de un lugar de reclusión por quien está privado de su 
libertad o se encuentra fuera del territorio nacional;

l) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas natura­
les;

m) Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado armas, 
explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de similar 
eficacia destructiva.

n) Si la víctima es un niño o niña, adolescente, mujer en situación de espe­
cial vulnerabilidad, adulto mayor conforme al ordenamiento vigente en la 
materia o tuviere deficiencias físicas, sensoriales, mentales o intelectuales 
de carácter permanente o si padeciera de enfermedad en estado terminal, o 
persona perteneciente a un pueblo indígena en situación de aislamiento y 
contacto inicial.

Artículo 108-A.- Homicidio Calificado por la Condición de la víctima
El que mata a uno de los altos funcionarios comprendidos en el artículo 39 de la 
Constitución Política del Perú, a un miembro de la Policía Nacional, de las Fuerzas 
Armadas, a un Magistrado del Poder Judicial o del Ministerio Publico o a un Miem­
bro del Tribunal Constitucional o a cualquier autoridad elegida por mandato popu­
lar, en el ejercicio de sus funciones o como consecuencia de ellas, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de 25 años ni mayor de 35 años.

Artículo 121.- Lesiones graves
El que causa a otro daño grave en el cuerpo o en la salud, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años. Se consideran 
lesiones graves:
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1. Las que ponen en peligro inminente la vida de la víctima.

2. Las que mutilan un miembro u órgano principal del cuerpo o lo hacen impropio 
para su función, causan a una persona incapacidad para el trabajo, invalidez o 
anomalía psíquica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente.

3. Las que infieren cualquier otro daño a la integridad corporal, o a la salud física o 
mental de una persona que requiera treinta o más días de asistencia o descanso, 
según prescripción facultativa.

En estos supuestos, cuando la víctima es miembro de la Policía Nacional del Perú 
o de las Fuerzas Armadas, magistrado del Poder Judicial o del Ministerio Público, 
miembro del Tribunal Constitucional o autoridad elegida por mandato popular, en 
ejercicio de sus funciones o como consecuencia de ellas, se aplica pena privativa de 
libertad no menor de seis años ni mayor de doce años.

Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y si el agente pudo prever este 
resultado, la pena será no menor de ocho ni mayor de doce años. En este caso, si 
la víctima es miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, magistrado 
del Poder Judicial o del Ministerio Público, miembro del Tribunal Constitucional o 
autoridad elegida por mandato popular, en ejercicio de sus funciones o como con­
secuencia de ellas, se aplica pena privativa de libertad no menor de quince ni mayor 
de veinte años.

Artículo 155.- Agravante por razón de la función
Si el agente es funcionario o servidor público y, en ejercicio del cargo, comete el 
hecho previsto en los artículos 154 y 154-A, la pena será no menor de tres ni mayor 
de seis años e inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 1, 2 y 4.

Si el agente es funcionario o servidor público y, en ejercicio del cargo, comete el 
hecho previsto en los artículos 154 y 154-A y la información tenga su origen a partir 
de la aplicación de la medida de la localización o geolocalización, la pena será no 
menor de seis ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 
1> 2 y 4.

Artículo 158.- Ejercicio de la acción penal
Los delitos previstos en este Capítulo son perseguibles por acción privada, salvo en 
el caso del delito previsto en los artículos 154-A y 155.

Artículo 200.- Extorsión
El que mediante violencia o amenaza obliga a una persona o a una institución pú­
blica o privada a otorgar al agente o a un tercero una ventaja económica indebida u
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otra ventaja de cualquier otra índole, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de diez ni mayor de quince años.

La misma pena se aplicará al que, con la finalidad de contribuir a la comisión del 
delito de extorsión, suministra información que haya conocido por razón o con 
ocasión de sus funciones, cargo u oficio o proporciona deliberadamente los medios 
para la perpetración del delito.

El que mediante violencia o amenaza, toma locales, obstaculiza vías de comunica­
ción o impide el libre tránsito de la ciudadanía o perturba el normal funcionamiento 
de los servicios públicos o la ejecución de obras legalmente autorizadas, con el objeto 
de obtener de las autoridades cualquier beneficio o ventaja económica indebida u 
otra ventaja de cualquier otra índole, será sancionado con pena privativa de libertad 
no menor de cinco ni mayor de diez años.

El funcionario público con poder de decisión o el que desempeña cargo de confianza 
o de dirección que, contraviniendo lo establecido en el artículo 42 de la Constitu­
ción Política del Perú, participe en una huelga con el objeto de obtener para sí o 
para terceros cualquier beneficio o ventaja económica indebida u otra ventaja de 
cualquier otra índole, será sancionado con inhabilitación conforme a los incisos 1 y 
2 del artículo 36 del Código Penal.

La pena será no menor de quince ni mayor de veinticinco años e inhabilitación con­
forme a los numerales 4 y 6 del artículo 36, si la violencia o amenaza es cometida:

a) A mano armada, o utilizando artefactos explosivos o incendiarios.

b) Participando dos o más personas; o,

c) Contra el propietario, responsable o contratista de la ejecución de una obra de 
construcción civil pública o privada, o de cualquier modo, impidiendo, pertur­
bando, atentando o afectando la ejecución de la misma.

d) Aprovechando su condición de integrante de un sindicato de construcción civil.
e) Simulando ser trabajador de construcción civil.

Si el agente con la finalidad de obtener una ventaja económica indebida o de cual­
quier otra índole, mantiene en rehén a una persona, la pena será no menor de veinte 
ni mayor de treinta años.

La pena será privativa de libertad no menor de treinta años, cuando en el supuesto 
previsto en el párrafo anterior:

a) Dura más de veinticuatro horas.

b) Se emplea crueldad contra el rehén.
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c) El agraviado ejerce función pública o privada o es representante diplomático.

d) El rehén adolece de enfermedad grave.

e) Es cometido por dos o más personas.

f) Se causa lesiones leves a la víctima.

La pena prevista en el párrafo anterior se impone al agente que, para conseguir sus 
cometidos extorsivos, usa armas de fuego o artefactos explosivos.

La pena será de cadena perpetua cuando:

a) El rehén es menor de edad o mayor de setenta años.

b) El rehén es persona con discapacidad y el agente se aprovecha de esta circunstan­
cia.

c) Si la víctima resulta con lesiones graves o muere durante o como consecuencia 
de dicho acto.

d) El agente se vale de menores de edad.

Artículo 279. Fabricación, sum inistro o tenencia de m ateriales peligrosos y re­
siduos peligrosos

El que, sin estar debidamente autorizado, fabrica, ensambla, modifica, almacena, 
suministra, comercializa, ofrece o tiene en su poder bombas, armas, municiones o 
materiales explosivos, inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o materiales des­
tinados para su preparación, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de seis ni mayor de quince años, e inhabilitación conforme al inciso 6 del artículo 
36 del Código Penal.

Será sancionado con la misma pena el que presta o alquila, sin la debida autoriza­
ción, las armas a las que se hacen referencia en el primer párrafo.

El que trafica con armas de fuego, armas de fuego artesanales, bombas, municiones 
o materiales explosivos, inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o materiales 
destinados para su preparación, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de seis ni mayor de quince años, e inhabilitación conforme al inciso 6 del 
artículo 36 del Código Penal.

El que, sin estar debidamente autorizado, transforma o transporta materiales y re­
siduos peligrosos sólidos, líquidos, gaseosos u otros, que ponga en peligro la vida, 
salud, patrimonio público o privado y el medio ambiente, será sancionado con la 
misma pena que el párrafo anterior.
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Artículo 296.- Prom oción o favorecimiento al Tráfico Ilícito de D rogas y  otros

El que promueve, favorece o facilita el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefa­
cientes o sustancias psicotrópicas, mediante actos de fabricación o tráfico será repri­
mido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de quince años y 
con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa, e inhabilitación confor­
me al artículo 36, incisos 1), 2) y 4).

El que posea drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas para su tráfico 
ilícito será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 
doce años y con ciento veinte a ciento ochenta días-multa.

El que introduce al país, produce, acopie, provee, comercialice o transporte materias 
primas o sustancias químicas controladas o no controladas, para ser destinadas a la 
elaboración ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, en la 
maceración o en cualquiera de sus etapas de procesamiento, y/o promueva, facilite 
o financie dichos actos, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
cinco ni mayor de diez años y con sesenta a ciento veinte días-multa.

El que toma parte en una conspiración de dos o más personas para promover, fa­
vorecer o facilitar el tráfico ilícito de drogas, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cinco ni mayor de diez años y con sesenta a ciento veinte 
días-multa.

Artículo 296-B.- Tráfico Ilícito de Insum os Quím icos y Productos Fiscalizados.

El que importa, exporta, fabrica, produce, prepara, elabora, transforma, almacena, 
posee, transporta, adquiere, vende o de cualquier modo transfiere insumos quími­
cos, materia prima o productos fiscalizados, contando con las autorizaciones o cer­
tificaciones respectivas, hace uso indebido de las mismas, para ser destinadas a la 
elaboración ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, en 
cualquier etapa de su procesamiento, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de siete ni mayor de doce años y con ciento veinte a ciento ochenta días 
multa e inhabilitación conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 4.

El que, contando con las autorizaciones o certificaciones respectivas para realizar 
actividades con Insumos Químicos y Productos Fiscalizados en zona de produc­
ción cocalera, emite reportes, declaraciones, informes de obligatorio cumplimiento 
u otros similares, conteniendo datos de identidad falsos o simulados del destinatario, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho 
años y con ciento veinte a ciento ochenta días-multa e inhabilitación conforme al 
artículo 36, incisos 1, 2 y 4.
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Artículo 297.- Form as agravadas.

La pena será privativa de libertad no menor de quince ni mayor de veinticinco años, 
de ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa e inhabilitación conforme 
al artículo 36, incisos 1), 2), 4), 5) y 8) cuando:

1. El agente comete el hecho abusando del ejercicio de la función pública.

2. El agente tiene la profesión de educador o se desempeña como tal en cualquiera 
de los niveles de enseñanza.

3. El agente es médico, farmacéutico, químico, odontólogo o ejerce otra profesión 
sanitaria.

4. El hecho es cometido en el interior o en inmediaciones de un establecimiento de 
enseñanza, centro asistencial, de salud, recinto deportivo, lugar de detención o 
reclusión.

5. El agente vende drogas a menores de edad, o los utiliza para la venta o emplea a 
una persona inimputable.

6. El hecho es cometido por tres o más personas, o en calidad de integrante de una 
organización criminal dedicada al tráfico ilícito de drogas, o al desvío de sustan­
cias químicas controladas o no controladas o de materias primas a que se refieren 
los Artículos 296 y 296-B.

7. La droga a comercializarse o comercializada excede las siguientes cantidades: 
veinte kilogramos de pasta básica de cocaína o sus derivados ilícitos, diez kilogra­
mos de clorhidrato de cocaína, cinco kilogramos de látex de opio o quinientos 
gramos de sus derivados, y cien kilogramos de marihuana o dos kilogramos de 
sus derivados o quince gramos de éxtasis, conteniendo Metilendioxianfetamina- 
MDA, etilendioximetanfetamina-MDMA, Metanfetamina o sustancias análo­
gas.

La pena será privativa de libertad no menor de veinticinco ni mayor de treinta y cin­
co años cuando el agente actúa como jefe, dirigente o cabecilla de una organización 
dedicada al tráfico ilícito de drogas o insumos para su elaboración.

Igual pena se aplicará al agente que se vale del tráfico ilícito de drogas para financiar 
actividades terroristas.

Artículo 308.- Tráfico ¿legal de especies de flora y fauna silvestre

El que adquiere, vende, transporta, almacena, importa, exporta o reexporta productos 
o especímenes de especies de flora silvestre no maderable y/o fauna silvestre, sin un 
permiso o certificado válido, cuyo origen no autorizado conoce o puede presumir, será
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reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de cinco años 
y con ciento ochenta a cuatrocientos días-multa.

Artículo 308-A.- Tráfico ilegal de especies acuáticas de la  flora y fauna silvestre

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de 
cinco años y con ciento ochenta a cuatrocientos días-multa, el que adquiere, ven­
de, transporta, almacena, importa, exporta o reexporta productos o especímenes 
de especies acuáticas de la flora y/o fauna silvestre bajo cualquiera de los siguientes 
supuestos:

1. Sin un permiso, licencia o certificado válido.

2. En épocas, cantidades, talla o zonas que son prohibidas o vedadas.

Artículo 308-C.- Depredación de flora y  fauna silvestre

El que caza, captura, colecta, extrae o posee productos, raíces o especímenes de especies 
de flora y/o fauna silvestre, sin contar con la concesión, permiso, licencia o autorización 
u otra modalidad de aprovechamiento o extracción, otorgada por la autoridad compe­
tente, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de 
cinco años y con cincuenta a cuatrocientos días-multa.

Artículo 308-D .- Tráfico ilegal de recursos genéticos

El que adquiere, vende, transporta, almacena, importa, exporta o reexporta, de for­
ma no autorizada, recursos genéticos de especies de flora y/o fauna silvestre, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni mayor de cinco 
años y con ciento ochenta a cuatrocientos días-multa.

La misma pena será aplicable para el que a sabiendas financia, de modo que sin su 
cooperación no se hubiera podido cometer las actividades señaladas en el primer 
párrafo, y asimismo al que las dirige u organiza.

Artículo 309.- Form as agravadas

En los casos previstos en los artículos 308, 308-A, 308-B y 308-C, la pena privativa 
de libertad será no menor de cuatro años ni mayor de siete años cuando el delito se 
cometa bajo cualquiera de los siguientes supuestos:

1. Cuando los especímenes, productos, recursos genéticos, materia del ilícito 
penal, provienen de áreas naturales protegidas de nivel nacional o de zonas 
vedadas para la extracción de flora y/o fauna silvestre, según corresponda.

2. Cuando los especímenes, productos o recursos genéticos materia del ilícito pe­
nal, provienen de las tierras o territorios en posesión o propiedad de comuni­
dades nativas o campesinas; o, de las Reservas Territoriales o Reservas Indígenas
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para pueblos indígenas en situación de aislamiento o de contacto inicial, según 
corresponda.

3. Cuando es un funcionario o servidor público que omitiendo funciones autori­
za, aprueba o permite la realización de este hecho delictivo en su tipo básico, o 
permite la comercialización, adquisición o transporte de los recursos de flora y 
fauna ilegalmente obtenidos.

4. Mediante el uso de armas, explosivos o sustancias tóxicas.

5. Cuando se trate de especies de flora y fauna silvestre o recursos genéticos prote­
gidos por la legislación nacional.

Artículo 310.- D elitos contra los bosques o form aciones boscosas

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de 
seis años y con prestación de servicios comunitarios de cuarenta a ochenta jornadas el 
que, sin contar con permiso, licencia, autorización o concesión otorgada por autoridad 
competente, destruye, quema, daña o tala, en todo o en parte, bosques u otras forma­
ciones boscosas, sean naturales o plantaciones.

Artículo 310-A.- Tráfico ilegal de productos forestales m aderables

El que adquiere, acopia, almacena, transforma, transporta, oculta, custodia, comer­
cializa, embarca, desembarca, importa, exporta o reexporta productos o especímenes 
forestales maderables, cuyo origen ilícito, conoce o puede presumir, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de siete años y con 
cien a seiscientos días-multa.

Artículo 310-B.- O bstrucción de procedim iento

El que obstruye, impide o traba una investigación, verificación, supervisión o audi­
toría, en relación con la extracción, transporte, transformación, venta, exportación, 
reexportación o importación de especímenes de flora y/o de fauna silvestre, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro años ni mayor de siete 
años.

La pena será privativa de libertad no menor de cinco años ni mayor de ocho años 
para el que emplea intimidación o violencia contra un funcionario público o contra 
la persona que le presta asistencia, en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 310-C.- Form as agravadas

En los casos previstos en los artículos 310, 310-A y 310-B, la pena privativa de 
libertad será no menor de ocho años ni mayor de diez años, bajo cualquiera de los 
siguientes supuestos:
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1. Si se comete el delito al interior de tierras en propiedad o posesión de comunida­
des nativas, comunidades campesinas, pueblos indígenas, reservas indígenas; o 
en reservas territoriales o reservas indígenas a favor de pueblos indígenas en con­
tacto inicial o aislamiento voluntario, áreas naturales protegidas, zonas vedadas, 
concesiones forestales o áreas de conservación privadas debidamente reconocidas 
por la autoridad competente.

2. Si como consecuencia de la conducta prevista en los artículos correspondientes 
se afecten vertientes que abastecen de agua a centros poblados, sistemas de irriga­
ción o se erosione el suelo haciendo peligrar las actividades económicas del lugar.

3. Si el autor o partícipe es funcionario o servidor público.

4. Si el delito se comete respecto de especímenes que han sido marcados para reali­
zar estudios o han sido reservados como semilleros.

5. Si el delito se comete con el uso de armas, explosivo o similar.

6. Si el delito se comete con el concurso de dos o más personas.

7. Si el delito es cometido por los titulares de concesiones forestales.

8. Si se trata de productos o especímenes forestales maderables protegidos por la 
legislación nacional.

La pena privativa de libertad será no menor de diez años ni mayor de doce años 
cuando:

1. El agente actúa como integrante de una organización criminal.

2. El autor causa lesiones graves o muerte durante la comisión del hecho delictivo 
o a consecuencia de dicho acto.

3. Si el hecho delictivo se realiza para cometer delitos tributarios, aduaneros y de 
lavados de activos.

4. Financie o facilite la comisión de estos delitos.

Artículo 314.- Responsabilidad de funcionario público por otorgam iento ilegal 
de derechos

El funcionario público que sin observar leyes, reglamentos, estándares ambientales 
vigentes, por haber faltado gravemente a sus obligaciones funcionales, autoriza el 
otorgamiento, renovación o cancelación de autorización, licencia, concesión, per­
miso u otro derecho habilitante en favor de la obra o actividad a que se refiere el 
presente Título, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro 
años ni mayor de siete años, e inhabilitación de un año a siete años conforme al 
artículo 36 incisos 1, 2 y 4.
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El servidor público que sin observar leyes, reglamentos, estándares ambientales vi­
gentes se pronuncia favorablemente en informes u otro documento de gestión so­
bre el otorgamiento, renovación o cancelación de autorización, licencia, concesión, 
permiso u otro derecho habilitante en favor de la obra o actividad a que se refiere el 
presente Título, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro 
años ni mayor de siete años, e inhabilitación de un año a siete años conforme al 
artículo 36 incisos 1, 2 y 4.

La misma pena será para el funcionario público competente para combatir las con­
ductas descritas en el presente Título y que, por negligencia inexcusable o por haber 
faltado gravemente a sus obligaciones funcionales, facilite la comisión de los delitos 
previstos en el presente Título.

Artículo 314-B.- Responsabilidad por información falsa contenida en informes

El que, conociendo o pudiendo presumir la falsedad o la inexactitud, suscriba, rea­
lice, inserte o hace insertar al procedimiento administrativo, estudios, evaluaciones, 
auditorías ambientales, planes de manejo forestal, solicitudes u otro documento de 
gestión forestal, exigido conforme a ley, en los que se incorpore o avale información 
falsa o inexacta, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro 
años ni mayor de seis años, e inhabilitación de uno a seis años, conforme al inciso 2 
y 4 del artículo 36.

Será reprimido con la misma pena todo aquel que, hace uso de un documento 
privado falso o falsificado o conteniendo información falsa como si fuese legítimo, 
con fines de evadir los procedimientos de control y fiscalización en materia forestal 
y de fauna silvestre relativos al presente Título, incluyendo los controles tributarios, 
aduaneros y otros.

Artículo 315.- D isturbios

El que en una reunión tumultuaria, atenta contra la integridad física de las perso­
nas y/o mediante violencia causa grave daño a la propiedad pública o privada, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años.

Será sancionado con la misma pena cuando los actos descritos en el primer párrafo 
se produzcan con ocasión de un espectáculo deportivo, o en el área de influencia 
deportiva.

Constituyen circunstancias agravantes los siguientes supuestos:

1. Si en estos actos el agente utiliza indebidamente prendas o símbolos distintivos 
de las Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional del Perú, la pena privativa de la 
libertad será no menor de ocho ni mayor de diez años.
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2. Si el atentado contra la integridad física de las personas causa lesiones graves, 
será reprimido con la pena privativa de la libertad no menor de ocho años a doce 
años.

3. Si el atentado contra la integridad física de las personas causa la muerte, será 
reprimido con la pena privativa de la libertad no menor de quince años.

Artículo 402.- Denuncia calum niosa

El que denuncia a la autoridad un hecho punible, a sabiendas de que no se ha come­
tido o que ha sido cometido por persona distinta a la denunciada, o el que simula 
o adultera pruebas o indicios de su comisión que puedan servir de motivo para un 
proceso penal o el que falsamente se atribuye delito no cometido o que ha sido co­
metido por otro, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años 
y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa.

Cuando la simulación o adulteración directa o indirecta de pruebas o indicios sea 
efectuada por miembros de la Policía Nacional u otro funcionario o servidor pú­
blico encargado de la prevención del delito, y que puedan servir de sustento para 
un proceso penal por tráfico ilícito de drogas, la pena será privativa de libertad no 
menor de tres ni mayor de seis años y trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta 
días-multa.”

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla, dando cuenta al Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días del mes de setiembre 
del año dos mil quince.

OLLANTA HUMALA TASSO 

Presidente de la República 

PEDRO CATERIANO BELLIDO 

Presidente del Consejo de Ministros 

JOSÉ LUIS PÉREZ GUADALUPE 

Ministro del Interior 

GUSTAVO ADRIANZÉN OLAYA 

Ministro de Justicia y Derechos Humanos
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DECRETO LEGISLATIVO N» 1191

REGULA LA EJECUCIÓN DE LAS PENAS DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD 

Y DE LIMITACIÓN DE DÍAS LIBRES

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

Que, mediante Ley N ° 30336, Ley que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de 
Legislar en materia de seguridad ciudadana, fortalecer la lucha contra la delincuen­
cia y el crimen organizado, el Congreso de la República ha delegado en el Poder 
Ejecutivo la facultad de legislar en materia de seguridad ciudadana, la lucha contra 
la delincuencia y el crimen organizado, por el término de (90) días calendario;

Que, en este sentido, el literal a) del artículo 2 del acotado dispositivo legal, establece 
la facultad de legislar para fortalecer la seguridad ciudadana, la lucha contra la delin­
cuencia y el crimen organizado, en especial para combatir el sicariato, la extorsión, 
el tráfico ilícito de drogas e insumos químicos, la usurpación y tráfico de terrenos y 
la tala ilegal de madera;

Que, las penas limitativas de derechos deben cumplir en la colectividad, una función 
social, es así que conforme al artículo 34 del Código Penal, aprobado mediante el 
Decreto Legislativo N ° 635, la pena de prestación de servicios a la comunidad está 
orientada a que el condenado preste servicios gratuitos en favor de la colectividad, 
retribuyendo el daño causado, utilizando su trabajo como medio rehabilitador en 
sí mismo;

Que, la pena de limitación de días libres, se encuentra regulada en el artículo 35 
del Código Penal citado en el considerando precedente, que consiste en la obliga­
ción del sentenciado en permanecer los días sábados, domingos y feriados, por un 
mínimo de diez y un máximo de dieciséis horas en total por cada fin de semana, en
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un establecimiento organizado con fines educativos y sin las características de un 
establecimiento penitenciario;

Que, a fin de lograr el eficaz cumplimiento de las penas citadas en los considerandos 
precedentes, es necesario aprobar el presente Decreto Legislativo, en beneficio de la 
comunidad en general;

De conformidad con lo establecido en el literal a) del artículo 2 de la Ley N ° 30336 
y el artículo 104 de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,

Con cargo de dar cuenta al Congreso de la República;

Ha dado el Decreto Legislativo siguiente:

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- O bjeto

La presente norma tiene por objeto regular la ejecución de las penas de prestación de 
servicios a la comunidad y de limitación de días libres, impuestos por mandato judicial.

Artículo 2.- La ejecutabilidad de las sentencias y la tutela efectiva

El Juez tiene, a través de la ejecución de las sentencias, el deber de efectivizar lo 
decidido en la condena, contando con las medidas coercitivas que la ley le otorga 
para dicho fin, concretizando la tutela efectiva del requerimiento que originó el 
proceso y, con ello, el cumplimiento de la Constitución Política del Perú y las leyes 
correspondientes.

Artículo 3.- Entidad responsable la supervisión de las penas lim itativas de de­
rechos

El Instituto Nacional Penitenciario, a través de la Dirección de Medio Libre, sus 
órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, es la Entidad responsable de 
organizar, conducir, evaluar, inspeccionar, supervisar y diseñar el plan individual 
de actividades para el cumplimiento efectivo de las penas limitativas de derechos 
impuesta por la autoridad judicial.

Artículo 4.- Unidades beneficiarios

Son unidades beneficiadas, toda institución pública, registrada ante la Dirección 
de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, que brinde 
servicios asistenciales, como los de salud, educación u otros servicios similares, que
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dependan del Gobierno Nacional, Regional, Local o de Organismos Autónomos. 
También pueden ser consideradas unidades beneficiarías, aquellas instituciones pri­
vadas sin fines de lucro que brinden servicios asistenciales o sociales.

Artículo 5.- Cóm puto de la Pena Lim itativa de Derechos

5.1. De conformidad con lo establecido en el Código Penal, las penas de prestación 
a la comunidad se cumplen en jornadas de diez (10) horas semanales, y las li­
mitaciones de días libres en permanencia de diez (10) horas semanales, los días 
sábados, domingos y/o feriados.

5.2. Las jornadas o actividades se computan sobre la efectividad del servicio o perma­
nencia efectiva del condenado en los programas, conforme a la pena limitativa 
de derecho que fuese impuesta.

5.3. El tiempo destinado al refrigerio o descanso; el que se tome para la evaluación de 
sus aptitudes o diseño del plan individual de actividades; o, el que se tome como 
inducción o enseñanza previa, no será considerado para el cómputo de la pena.

CAPÍTULO II
EJECUCIÓN DE LAS PENAS LIMITATIVAS 

DE DERECHOS

Artículo 6.- Ejecución de la Sentencia Condenatoria

El Juez competente, en el marco de la ejecución de la sentencia, debe impulsar el 
cumplimiento de la sanción bajo responsabilidad funcional. Para tal efecto, tiene las 
siguientes facultades:

a) Resolver todos los incidentes que se susciten durante la ejecución de las sancio­
nes establecidas.

b) Realizar las comunicaciones dispuestas por ley y practicar las diligencias necesa­
rias para su debido cumplimiento.

c) Controlar que la ejecución de la pena limitativa de derechos se encuentre dentro 
de los parámetros fijados en la sentencia condenatoria.

d) Revisar de oficio o a solicitud de parte el cumplimiento de la sentencia, mínimo 
cada dos meses, bajo responsabilidad.

e) Convertir o revocar, según corresponda y de conformidad con lo establecido en 
los artículos 53 y 55 del Código Penal, las penas limitativas de derecho por una 
de pena privativa de libertad, frente al abandono o incumplimiento injustificado 
de la pena impuesta; utilizando los apremios que la ley le faculta.
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g)

h)

i)

f) Sin perjuicio de verificar directamente el cumplimiento de la sentencia conde­
natoria, puede requerir a la unidad beneficiaría la información periódica que sea 
necesaria sobre los resultados y seguimiento del cumplimiento de la sentencia.

Emplazar al sentenciado a fin de que concurra dentro del plazo de ley a la unidad 
beneficiaría, para el cumplimiento oportuno de la pena impuesta.

Requerir a la Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que 
hagan sus veces, que informen periódicamente sobre el cumplimiento o incum­
plimiento (resistencia o abandono) de la pena impuesta.

Sancionar con multa no menor de cinco ni mayor de diez Unidades de Referen­
cia Procesal, a la unidad beneficiaría que se oponga o resista efectivizar la sanción 
impuesta o falte a su deber de informar al Juez cuando lo requiera, sin perjuicio 
de la acción penal que corresponda.

j) Sancionar con no menos de cinco ni mayor de diez Unidades de Referencia Pro­
cesal, sin perjuicio de la acción penal que corresponda, al abogado o sentenciado 
que efectúe solicitudes o pedidos destinados a impedir o dilatar la concreción de 
la medida. Estas solicitudes son inadmisibles.

k) Las demás atribuciones que esta u otras leyes le asignen.

Artículo 7.- Contenido de la sentencia condenatoria

La sentencia condenatoria, sea firme o ejecutoriada, que impone una pena limitativa 
de derecho, sea esta de prestación de servicios a la comunidad o limitación de días 
libres, además de los requisitos exigidos por ley, debe consignar expresamente, bajo 
responsabilidad funcional, los siguientes presupuestos para su eficaz ejecución:

a) El número exacto de jornadas que el sentenciado debe de cumplir como pena de 
prestación de servicios a la comunidad o de limitación de días libres.

b) Dispondrá que el condenado se apersone dentro de los cinco (05) días hábiles de 
leída o notificada la sentencia, a la Dirección de Medio Libre, sus órganos des­
concentrados o los que hagan sus veces, que tengan jurisdicción geográfica del 
domicilio real donde resida el sentenciado, o donde ejerza su actividad laboral 
permanente, de ser el caso.

c) El apercibimiento expreso de convertir o revocar, según corresponda, la pena 
limitativa de derechos por una privativa de libertad, en caso el sentenciado se 
encuentre en la situación de resistencia o abandono.

Artículo 8.- Notificación de la sentencia condenatoria

8.1. Las sentencias condenatorias con penas limitativas de derechos se notifican al 
condenado y a los sujetos procesales:
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a) En caso, que la sentencia haya sido emitida con presencia física del sen­
tenciado, el Juez procede a notificarle en forma personal en dicho acto, 
conjuntamente con los sujetos procesales presentes.

b) En los demás casos la sentencia condenatoria se notifica dentro de las vein­
ticuatro horas después de ser dictada, bajo responsabilidad funcional.

8.2. El Juez dispone la remisión de copias certificadas de la sentencia condenatoria, 
sea firme o ejecutoriada, en un plazo no mayor de veinticuatro (24) horas, a la 
Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus ve­
ces, para su obligatorio cumplimiento; sin perjuicio de indicar el domicilio con 
que se haya identificado el sentenciado.

Asimismo, para mayor eficacia, se utiliza el fax, telegrama o correo electrónico 
y, eventualmente, podrá adelantarse telefónicamente el contenido del requeri­
miento para comenzar las acciones necesarias para el cumplimiento de la senten­
cia, sin perjuicio de la remisión posterior del mandamiento escrito en el plazo 
establecido.

Artículo 9.- Defecto de la notificación

9.1. Siempre que cause efectiva indefensión, la notificación no surtirá efecto cuando:

a) Haya existido error sobre la identidad de la persona notificada;

b) La disposición o la resolución haya sido notificada en forma incompleta;

c) En la diligencia no conste la fecha o, cuando corresponda, la fecha de en­
trega de la copia;

d) Si en la copia entregada falta la firma de quien ha efectuado la notificación.

9.2. El vicio en la notificación se convalida si el afectado procede de manera que 
ponga de manifiesto haber tomado conocimiento oportuno del contenido de la 
disposición o resolución, o si ésta, no obstante carecer de un requisito formal, ha 
cumplido su finalidad.

CAPÍTULO III
PROCEDIMIENTO Y CONTROL

Artículo 10.- Com unicación de la sentencia

El Juez competente remitirá copias certificadas de la sentencia a la Dirección de 
Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, para lo cual se 
tendrá en cuenta lo siguiente:
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a) Cuando la sentencia ha sido leída en presencia física del sentenciado, y éste haya 
mostrado su conformidad, el Juez remitirá las copias certificadas en un plazo no 
mayor de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.

b) Cuando la sentencia ha sido recurrida, el Juez suspenderá su ejecución hasta que 
el superior en grado emita pronunciamiento final. Confirmada la sentencia y 
devuelto el expediente, el Juez Competente remitirá las copias certificadas en un 
plazo no mayor de veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad.

Artículo 11.- Responsabilidad de la Dirección de M edio Libre y  sus órganos 
desconcentrados

Remitida la sentencia condenatoria, sea firme o ejecutoriada, que disponga la pres­
tación de servicios a la comunidad o limitación de días libres, a la Dirección de 
Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, debe cumplir 
lo siguiente:

a) Ubicar, previa evaluación, al condenado en una unidad beneficiaría, que previa­
mente se encuentre inscrita como tal en su Registro, conforme a la evaluación 
realizada.

b) Garantizar las condiciones adecuadas para que el sentenciado cumpla con la 
prestación de servicios a la comunidad o limitación de días libres.

c) Comunicar, bajo responsabilidad funcional, en forma célere y oportuna a la au­
toridad judicial sobre el cumplimiento o incumplimiento de los sentenciados a la 
prestación o permanencia a las penas limitativas de derechos.

Artículo 12.- Evaluación y ubicación del sentenciado

La Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus ve­
ces, es el ente responsable de diseñar el plan individual de actividades de prestación 
de servicios a la comunidad o de limitación de días libres, debe realizar las siguientes 
acciones:

a) Procede a evaluar al sentenciado el mismo día que éste se apersone a dicha de­
pendencia o, en su defecto, dentro de un plazo no mayor de cinco (05) días 
hábiles; para lo cual se emitirá el respectivo Informe y Plan de Actividades del 
sentenciado, debiéndose remitir este Plan a la unidad beneficiaría, al fiscal y a 
la autoridad judicial competente, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de 
realizada su evaluación.

b) La evaluación es efectuada por un psicólogo y una trabajadora social, que labo­
ren en la Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que ha­
gan sus veces. Para la evaluación del sentenciado se tendrá en cuenta las aptitu­
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des, ocupación u oficio, edad, estado civil y otros criterios válidos que permitan 
la ubicación del sentenciado en una determinada unidad beneficiaría.

c) Culminada la evaluación respectiva, ubicará al sentenciado a pena de prestación 
de servicios a la comunidad o de limitación de días libres, en la unidad benefi­
ciaría que corresponda, en un plazo no mayor de cinco (05) días hábiles.

d) Comunicará dentro de las veinticuatro (24) horas, bajo responsabilidad funcio­
nal, a la Unidad Beneficiaría que el condenado ha sido asignado a su unidad a 
efecto de cumplir con la pena de prestación de servicios a la comunidad o limi­
tación de días libres.

Artículo 13.- Presentación del sentenciado ante la unidad beneficiaría
13.1. El sentenciado debe apersonarse a la unidad beneficiaría a la cual ha sido asig­

nado, dentro de los cinco (05) días hábiles de haber sido evaluado y ubicado por 
la Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus 
veces, a fin de iniciar la prestación de servicios a la comunidad o de limitación 
de días libres.

13.2. La unidad beneficiaría, comunica dentro de las veinticuatro (24) horas a la Di­
rección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, 
la concurrencia o no del sentenciado dentro del plazo fijado.

Artículo 14.- Verificación del cum plim iento de la  pena im puesta
La Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus 
veces, a efectos de dar cumplimiento a la sentencia de pena limitativa de derechos, 
procederá a realizar lo siguiente:

a) Realiza visitas inopinadas a las unidades beneficiarías donde se viene ejecutando 
la prestación de servicios a la comunidad o de limitación de días libres.

b) Supervisa el correcto cumplimiento de la prestación de servicios a la comunidad 
o de limitación de días libres.

c) Informa cada dos (02) meses a la autoridad judicial competente, así como al 
Ministerio Público, sobre el avance de la ejecución del plan individual de activi­
dades del sentenciado a prestación de servicios a la comunidad o al de limitación 
de días libres.

Artículo 15.- Responsabilidad de la unidad beneficiaría
La unidad beneficiaría, comunica dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, bajo 
responsabilidad funcional y/o administrativa, a la Dirección de Medio Libre, sus 
órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, sobre el avance, resistencia o 
abandono injustificado del sentenciado a penas limitativas de derechos. Para lo cual 
tendrá en cuenta lo siguiente:
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a) Si el sentenciado no se apersona a la unidad beneficiada para cumplir con la 
pena limitativa de derechos al día siguiente de haberse señalado como fecha de 
su presentación.

b) Si el sentenciado luego de iniciada la prestación de servicios a la comunidad o 
limitación de días libres, no concurre a seguir cumpliendo con la pena impuesta.

c) Cuando el sentenciado ha cumplido con la totalidad de las jornadas de presta­
ción de servicios a la comunidad o limitación de días libres.

Artículo 16.- Com unicación sobre el incum plim iento de la ejecución de la pena
La Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus ve­
ces, comunicará bajo responsabilidad funcional, dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas a la autoridad judicial y fiscal, cuando el condenado incurre en resistencia o 
abandono, según corresponda:

a) El sentenciado incurre en situación de resistencia cuando, no obstante haber 
sido notificado con la sentencia, no se presenta dentro del plazo establecido ante 
la Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus 
veces; o habiendo sido evaluado y ubicado en una unidad beneficiada, no se 
presenta en ésta para cumplir con la pena limitativa de derechos.

b) El sentenciado incurre en situación de abandono después de la segunda incon­
currencia consecutiva o tercera en forma alternada a la prestación de servicios a 
la comunidad o de limitación de días libres.

Artículo 17.- Control jurisdiccional frente al incum plim iento de la ejecución 
de la  pena
El Juez de oficio o ante el requerimiento fiscal, dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas de conocido la resistencia o abandono injustificado del sentenciado a la pena 
limitativa de derecho, se pronunciará sobre la conversión o revocación, previa au­
diencia a las demás partes.

Artículo 18.- Registro de sentenciados
18.1. La Dirección de Medio Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan 

sus veces, llevará un registro de los sentenciados a prestación de servicios a la 
comunidad y de limitación de días libres, donde se consignará la información de 
avance, resistencia y abandono que tiene a su cargo.

18.2. La unidad beneficiaria, registrará en el cuaderno de control de asistencia de 
sentenciados a prestación de servicios a la comunidad y de limitación de días 
libres, la asistencia y permanencia del condenado en la unidad beneficiaria.

18.3. La unidad beneficiaria remite, cada treinta (30) días a la Dirección de Medio 
Libre, sus órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, copias del cuader­
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no de control de asistencia o la documentación equivalente. Asimismo, cuando 
corresponda, remite la constancia de haber realizado y culminado la prestación 
de servicios a la comunidad o de limitación de días libres.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIM ERA.- Reglam entación

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en un plazo no mayor de noventa 
(90) días de promulgado el presente Decreto Legislativo, reglamentará la presente 
norma para una adecuada y eficaz aplicación de las penas limitativas de derechos. 
Asimismo, la reglamentación debe incluir los registros de condenados a penas limi­
tativas de derechos como de unidades beneficiadas.

SEGUNDA.- Com prom iso y  convenios interinstitucionales

Las instituciones del Gobierno Nacional, Regional y Local; así como los demás or­
ganismos autónomos, coadyuvarán para el correcto cumplimiento de la presente 
norma, debiendo desarrollar acciones de articulación interinstitucional, según la 
zona geográfica.

En las provincias, distritos y localidades, donde el INPE no cuente con órganos des­
concentrados de la Dirección de Medio Libre, la ejecución de las penas limitativas 
de derechos estará a cargo de las Municipalidades y la Policía Nacional del Perú. Para 
dichos efectos, el INPE celebrará convenios con los representantes de dichas institu­
ciones. En el caso de la Policía Nacional el convenio se celebrará con el Ministerio 
del Interior, en lo que sea de su competencia.

TER CER A - Interpretación

Cuando el Reglamento del Código de Ejecución Penal aprobado mediante Decreto 
Supremo 015-2003-JUS y demás normas conexas, haga referencia al término “enti­
dad receptora”, esta debe entenderse al término “unidad beneficiaría”, de conformi­
dad con lo establecido en el artículo 4 del presente Decreto Legislativo.

CUARTA- Adecuación

Las instituciones que a la fecha de la promulgación de la presente norma, se encuen­
tren inscritas como Entidades Receptoras, ante la Dirección de Medio Libre, sus 
órganos desconcentrados o los que hagan sus veces, pasarán automáticamente a ser 
denominadas “unidades beneficiarías”.
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QUINTA.- Adecuación de Directivas y Procedim ientos

El Instituto Nacional Penitenciario, en un plazo no mayor de noventa (90) días de 
promulgado el presente Decreto Legislativo, debe adecuar sus Normas, Directivas y 
Procedimientos para dar cumplimiento al presente Decreto Legislativo.

SEXTA.- Financiam iento

Los gastos que demande la aplicación de la presente norma se ejecutan con cargo a 
los presupuestos institucionales de los pliegos involucrados, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA MODIFICATORIA

ÚNICA.- M odificación de los artículos 34 y 35 del Código Penal, aprobado por
Decreto Legislativo N ° 635

Modifícanse los artículos 34 y 35 del Código Penal, aprobado por Decreto Legisla­
tivo N ° 635, de la siguiente manera:

“Artículo 34 .- Prestación de servicios a  la comunidad
34.1. La pena de prestación de servicios a la comunidad obliga a l condenado a trabajos 

gratuitos en entidades asistenciales, hospitalarias, escuelas, orfanatos, otras insti­
tuciones similares u obras, siempre que sean públicos.

34.2. La pena de prestación de servicios a la comunidad también puede ejecutarse en 
instituciones privadas con fines asistenciales o sociales.

34.3. Los servicios son asignados, en lo posible, conforme a las aptitudes del condenado, 
debiendo cumplirse en jornadas de diez horas semanales, entre los días sábados, 
domingos o feriados, de modo que no perjudiquen la jornada normal de su traba­
jo  habitual.

34.4. E l condenado puede ser autorizado para prestar estos servicios en los días hábiles 
semanales, computándose la jornada correspondiente.

34.5 Esta pena se extiende de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de servicios sema­
nales, salvo disposición distinta de la ley.

34 .6  La ley y las disposiciones reglamentarias correspondientes establecen los procedi­
mientos para asignar los lugares y supervisar el desarrollo de la prestación de ser­
vicios. ”

“Artículo 35»- Limitación de días libres
35.1. La limitación de días libres consiste en la obligación de permanecer los días sá­

bados, domingos y feriados, hasta por un máximo de diez horas semanales, a
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disposición de una institución pública para participar en programas educativos> 
psicológicos, deformación laboral o culturales.

35.2. La pena de limitación días libres también puede ejecutarse en instituciones priva­
das con fines asistenciales o sociales.

35.3. Esta pena se extiende de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de limitación se­
manales, salvo disposición distinta de la ley.

35.4. Durante este tiempo, el condenado recibe orientaciones y realiza actividades ade­
cuadas e idóneas para su rehabilitación y formación.

35.5 La ley y las disposiciones reglamentarias correspondientes establecen los procedi­
mientos de supervisión y cumplimiento de la pena de limitación de días libres. ”

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

ÚNICA.- D erogación

Derogúese la Ley 27030, Ley de Ejecución de las Penas de Prestación de Servicios a 
la Comunidad y de Limitación de días libres, y su modificatoria Ley N ° 27935, así 
como su reglamento, aprobado por Decreto Supremo N ° 022-2003-JUS.

POR TANTO:

Mando se publique y cumpla dando cuenta al Congreso de la República.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintiún días del mes de agosto del 
año dos mil quince.

OLLANTA HUMALA TASSO 
Presidente de la República

PEDRO CATERIANO BELLIDO 
Presidente del Consejo de Ministros

JOSÉ LUIS PÉREZ GUADALUPE 
Ministro del Interior

ANA MARÍA SÁNCHEZ DE RÍOS 
Ministra de Relaciones Exteriores
Encargada del Despacho del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos



LEY N ° 30304

PROHÍBE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE 
LA PENA A LOS DELITOS COMETIDOS POR 
FUNCIONARIOS Y SERVIDORES PÚBLICOS

LA PRESIDENTA DEL CO NGRESO  DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

LA COM ISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

Artículo único.- M odificación del artículo 57 del C ódigo Penal

Modifícase el artículo 57 del Código Penal con el siguiente texto:

“Artículo 57. Requisitos

El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los requisitos 
siguientes:

1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cuatro años.

2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, comportamiento procesal y la 
personalidad del agente, permitan inferir al juez que aquel no volverá a cometer 
un nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la conducta futura del condenado 
que formule la autoridad judicial requiere de debida motivación.

3. Que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual.

El plazo de suspensión es de uno a tres años.

La suspensión de la ejecución de la pena es inaplicable a los funcionarios o servidores 
públicos condenados por cualquiera de los delitos dolosos previstos en los artículos 
384 y 387”.
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POR TANTO:

Habiendo sido reconsiderada la Ley por el Congreso de la República, aceptándose 
las observaciones formuladas por el señor Presidente de la República, de conformi­
dad con lo dispuesto por el artículo 108 de la Constitución Política del Perú, ordeno 
que se publique y cumpla.

En Lima, a los nueve días del mes de febrero de dos mil quince.

ANA MARÍA SOLÓRZANO FLORES 
Presidenta del Congreso de la República

MODESTO JULCA JARA
Primer Vicepresidente del Congreso de la República



MODIFICA EL CÓDIGO PENAL, CÓDIGO PROCESAL PENAL, 
CÓDIGO DE EJECUCIÓN PENAL Y EL CÓDIGO DE LOS NIÑOS 

Y ADOLESCENTES Y CREA REGISTROS Y PROTOCOLOS CON LA 
FINALIDAD DE COMBATIR LA INSEGURIDAD CIUDADANA

LEY N ° 30076

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

El Congreso de la República;

Ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

Artículo 1. M odificación de diversos artículos del Código Penal

Modifícanse los artículos 22, 36, 38, 45, 46, 46-B, 46- C, 57, 58, 62, 64, 69, 70, 
102, 170, 173, 186, 189, 194, 195, 200, 202, 204, 205, 279, 279-C, 317-Ay 440 
del Código Penal, en los siguientes términos:

“Artículo 22. Responsabilidad restringida por la edad

Podrá reducirse prudencialmente la pena señalada para el hecho punible cometido 
cuando el agente tenga más de dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta 
y cinco años al momento de realizar la infracción, salvo que haya incurrido en forma 
reiterada en los delitos previstos en los artículos 111, tercer párrafo, y 124, cuarto 
párrafo.

Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya incu­
rrido en delito de violación de la libertad sexual, homicidio calificado, homicidio 
calificado por la condición oficial del agente, feminicidio, extorsión, secuestro, robo 
agravado, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, apología, aten-
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tado contra la seguridad nacional, traición a la Patria u otro delito sancionado con
pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua. (*)

(*) Confrontar con la Única Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1181, publicado el 27 julio 2015.

Artículo 36. Inhabilitación

La inhabilitación produce, según disponga la sentencia:

1. Privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, aunque 
provenga de elección popular;

2. Incapacidad o impedimento para obtener mandato, cargo, empleo o comisión 
de carácter público;

3. Suspensión de los derechos políticos que señale la sentencia;

4. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero profe­
sión, comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia;

5. Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o cúratela;

6. Suspensión o cancelación de la autorización para portar o hacer uso de armas 
de fuego. Incapacidad definitiva para renovar u obtener licencia o certificación 
de autoridad competente para portar o hacer uso de armas de fuego, en caso de 
sentencia por delito doloso o cometido bajo el influjo del alcohol o las drogas.

7. Suspensión, cancelación o incapacidad definitiva para obtener autorización para 
conducir cualquier tipo de vehículo;

8. Privación de grados militares o policiales, títulos honoríficos u otras distinciones 
que correspondan al cargo, profesión u oficio del que se hubiese servido el agente 
para cometer el delito;

9. Incapacidad definitiva de las personas condenadas con sentencia consentida o 
ejecutoriada por los delitos de terrorismo tipificados en el Decreto Ley 25475, 
por el delito de apología del terrorismo previsto en el inciso 2 del artículo 316 
del Código Penal, por cualquiera de los delitos de violación de la libertad sexual 
tipificados en el Capítulo IX del Título IV del Libro Segundo del Código Penal 
o por los delitos de tráfico ilícito de drogas para ingresar o reingresar al servi­
cio docente o administrativo en instituciones de educación básica o superior, 
pública o privada, en el Ministerio de Educación o en sus organismos públicos 
descentralizados o, en general, en todo órgano dedicado a la educación, capaci­
tación, formación, resocialización o rehabilitación. Esta medida se impone obli­
gatoriamente en la sentencia como pena principal;

10. Privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos;
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11. Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima, sus familiares u otras 
personas que determine el juez; o,

12. Prohibición de comunicarse con internos o visitar establecimientos penitencia­
rios.

Artículo 38. Duración de la inhabilitación principal
La inhabilitación principal se extiende de seis meses a diez años, salvo los supuestos 
de incapacidad definitiva a que se refieren los numerales 6, 7 y 9 del artículo 36 del 
Código Penal.

Artículo 45. Presupuestos para fundam entar y determ inar la  pena
El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta:

1. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su cargo, posi­
ción económica, formación, poder, oficio, profesión o función que ocupe en la 
sociedad;

2. Su cultura y sus costumbres; y,
3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependen. 

Artículo 46. Circunstancias de atenuación y agravación
1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas espe­

cíficamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:
a) La carencia de antecedentes penales;
b) El obrar por móviles nobles o altruistas;
c) El obrar en estado de emoción o de temor excusables;

d) La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la 
ejecución de la conducta punible;

e) Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminu­
ción de sus consecuencias;

f) Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas 
del peligro generado;

g) Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido 
la conducta punible, para admitir su responsabilidad;

h) La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta 
punible.

2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas especí­
ficamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:
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a) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a activi­
dades de utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una 
colectividad;

b) Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos;

c) Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria;

d) Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cual­
quier índole;

e) Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda 
resultar peligro común;

f) Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la con­
dición de superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias de 
tiempo, modo o lugar, que dificulten la defensa del ofendido o la identifi­
cación del autor o partícipe;

g) Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las nece­
sarias para consumar el delito;

h) Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición eco­
nómica, formación, poder, oficio, profesión o función;

i) La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito;

j) Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable;

k) Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o parcialmente 
desde el interior de un lugar de reclusión por quien está privado de su 
libertad o se encuentra fuera del territorio nacional;

l) Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas natura­
les;

m) Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado armas, 
explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de similar 
eficacia destructiva. (*)

(*) Confrontar con el Artículo Unico del Decreto Legislativo N° 1237, publicado el 26 septiem­
bre 2015.

Artículo 46-B. Reincidencia

El que, después de haber cumplido en todo o en parte una pena, incurre en nuevo 
delito doloso en un lapso que no excede de cinco años tiene la condición de rein­
cidente. Tiene igual condición quien después de haber sido condenado por falta 
dolosa, incurre en nueva falta o delito doloso en un lapso no mayor de tres años.
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La reincidencia constituye circunstancia agravante cualificada, en cuyo caso el juez 
aumenta la pena hasta en una mitad por encima del máximo legal fijado para el tipo 
penal.

El plazo fijado para la reincidencia no es aplicable a los delitos previstos en los artí­
culos 107, 108, 108-A, 108-B, 121-A, 121-B, 152, 153, 153-A, 173, 173-A, 186, 
189,195, 200, 297, 317-A, 319, 320, 321, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 
y 346 del Código Penal, el cual se computa sin límite de tiempo. En estos casos, el 
juez aumenta la pena en no menos de dos tercios por encima del máximo legal fijado 
para el tipo penal, sin que sean aplicables los beneficios penitenciarios de semiliber- 
tad y liberación condicional.

Si al agente se le indultó o conmutó la pena e incurre en la comisión de nuevo delito 
doloso, el juez aumenta la pena hasta en una mitad por encima del máximo legal 
fijado para el tipo penal.

En los supuestos de reincidencia no se computan los antecedentes penales cancela­
dos o que debieren ser cancelados, salvo en los delitos señalados en el tercer párrafo 
del presente artículo. (*)

(*) Confrontar con la Unica Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1181, publicado el 27 julio 2015.

Artículo 46-C . H abitualidad

Si el agente comete un nuevo delito doloso, es considerado delincuente habitual, 
siempre que se trate por lo menos de tres hechos punibles que se hayan perpetrado 
en un lapso que no exceda de cinco años. El plazo fijado no es aplicable para los 
delitos previstos en los artículos 107, 108, 108-A, 108-B, 121-A, 121-B, 152, 153, 
153-A, 173, 173-A, 186, 189, 195, 200, 297, 317-A, 319, 320, 321, 322, 325, 
326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 y 346 del Código Penal, el cual se computa sin 
límite de tiempo.
Asimismo, tiene condición de delincuente habitual quien comete de tres a más faltas 
dolosas contra la persona o el patrimonio, de conformidad con los artículos 441 y 
444, en un lapso no mayor de tres años.

La habitualidad en el delito constituye circunstancia cualificada agravante. El juez 
aumenta la pena hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para el 
tipo penal, salvo en los delitos previstos en los párrafos anteriores, en cuyo caso 
se aumenta la pena en una mitad por encima del máximo legal fijado para el tipo 
penal, sin que sean aplicables los beneficios penitenciarios de semilibertad y libera­
ción condicional. En los supuestos de habitualidad no se computan los antecedentes 
cancelados o que debieren estar cancelados, salvo en los delitos antes señalados. (*)
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(*) Confrontar con la Única Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1181, publicado el 27 julio 2015.

Artículo 57. Requisitos

El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los requisitos
siguientes:

1. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cuatro años;

2. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible, comportamiento procesal y la 
personalidad del agente, permitan inferir al juez que aquel no volverá a cometer 
un nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la conducta futura del condenado 
que formule la autoridad judicial requiere de debida motivación; y,

3. Que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual.

El plazo de suspensión es de uno a tres años.(*)

(*) Confrontar con el Artículo Único de la Ley N° 30304, publicada el 28 febrero 2015.

Artículo 58. Reglas de conducta

Al suspender la ejecución de la pena, el juez impone las siguientes reglas de conducta
que sean aplicables al caso:

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares;

2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez;

3. Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, para infor­
mar y justificar sus actividades;

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago fraccionado, 
salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de hacerlo;

5. Prohibición de poseer objetos susceptibles de facilitar la realización de otro deli­
to;

6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de drogas o alco­
hol;

7. Obligación de seguir tratamiento o programas laborales o educativos, organiza­
dos por la autoridad de ejecución penal o institución competente; o,

8. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, siempre que 
no atenten contra la dignidad del condenado.

Artículo 62. Reserva del fallo condenatorio. Circunstancias y requisitos

El juez puede disponer la reserva del fallo condenatorio siempre que de las circuns­
tancias individuales, verificables al momento de la expedición de la sentencia, pueda
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colegir que el agente no cometerá nuevo delito. El pronóstico favorable sobre la 
conducta futura del sentenciado que formule la autoridad judicial requiere de debi­
da motivación.

La reserva es dispuesta en los siguientes casos:

1. Cuando el delito está sancionado con pena privativa de libertad no mayor de tres 
años o con multa;

2. Cuando la pena a imponerse no supere las noventa jornadas de prestación de 
servicios a la comunidad o de limitación de días libres;

3. Cuando la pena a imponerse no supere los dos años de inhabilitación.

El plazo de reserva del fallo condenatorio es de uno a tres años, contado desde que 
la decisión adquiere calidad de cosa juzgada.

Artículo 64. Reglas de conducta
Al disponer la reserva del fallo, el juez impone de manera debidamente motivada las 
siguientes reglas de conducta que resulten aplicables al caso:
1. Prohibición de frecuentar determinados lugares;
2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez;

3. Comparecer mensualmente al juzgado, personal y obligatoriamente, para infor­
mar y justificar sus actividades;

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago fraccionado, 
salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de hacerlo;

5. Prohibición de poseer objetos susceptibles de facilitar la realización de otro delito;
6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de drogas o alco­

hol;
7. Obligación de seguir tratamiento o programas laborales o educativos, organiza­

dos por la autoridad de ejecución penal o institución competente; o,
8. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, siempre que 

no atenten contra la dignidad del condenado.

Artículo 69. Rehabilitación autom ática

El que ha cumplido la pena o medida de seguridad que le fue impuesta, o que de 
otro modo ha extinguido su responsabilidad, queda rehabilitado sin más trámite. La 
rehabilitación produce los efectos siguientes:

1. Restituye a la persona en los derechos suspendidos o restringidos por la senten­
cia. No produce el efecto de reponer en los cargos, comisiones o empleos de los 
que se le privó; y,
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2. La cancelación de los antecedentes penales, judiciales y policiales. Los certifica­
dos correspondientes no deben expresar la pena rehabilitada ni la rehabilitación.

Tratándose de pena privativa de libertad impuesta por la comisión de delito doloso, 
la cancelación de antecedentes penales, judiciales y policiales será provisional hasta 
por cinco años. Vencido dicho plazo y sin que medie reincidencia o habitualidad, la 
cancelación será definitiva.

Artículo 70. Prohibición de com unicación de antecedentes

Producida la rehabilitación, los registros o anotaciones de cualquier clase relativas a 
la condena impuesta solo podrán ser comunicados a solicitud del Ministerio Público 
o del juez.

Artículo 102. Decom iso de bienes provenientes del delito

El juez, siempre que no proceda el proceso autónomo de pérdida de dominio pre­
visto en el Decreto Legislativo 1104, resuelve el decomiso de los instrumentos con 
que se hubiere ejecutado el delito, aun cuando pertenezcan a terceros, salvo cuando 
estos no hayan prestado su consentimiento para su utilización. Los objetos del delito 
son decomisados cuando, atendiendo a su naturaleza, no corresponda su entrega o 
devolución. Asimismo, dispone el decomiso de los efectos o ganancias del delito, 
cualesquiera sean las transformaciones que estos hubieren podido experimentar. El 
decomiso determina el traslado de dichos bienes a la esfera de titularidad del Estado.

El juez también dispone el decomiso de los bienes intrínsecamente delictivos, los 
que serán destruidos.

Cuando los efectos o ganancias del delito se hayan mezclado con bienes de proce­
dencia lícita, procede el decomiso hasta el valor estimado de los bienes ilícitos mez­
clados, salvo que los primeros hubiesen sido utilizados como medios o instrumentos 
para ocultar o convertir los bienes de ilícita procedencia, en cuyo caso procederá el 
decomiso de ambos tipos de bienes.

Si no fuera posible el decomiso de los efectos o ganancias del delito porque han 
sido ocultados, destruidos, consumidos, transferidos a tercero de buena fe y a título 
oneroso o por cualquier otra razón atribuible al autor o partícipe, el juez dispone el 
decomiso de los bienes o activos de titularidad del responsable o eventual tercero por 
un monto equivalente al valor de dichos efectos y ganancias.

Artículo 170. Violación sexual

El que con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a tener acceso carnal por 
vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes
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del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de seis ni mayor de ocho años.

La pena será no menor de doce ni mayor de dieciocho años e inhabilitación confor­
me corresponda:

1. Si la violación se realiza a mano armada o por dos o más sujetos. (*) RECTIFI­
CADO POR FE DE ERRATAS.

2. Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo 
que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco 
por ser ascendente, cónyuge, conviviente de este, descendiente o hermano, por 
naturaleza o adopción o afines de la víctima, de una relación proveniente de un 
contrato de locación de servicios, de una relación laboral o si la víctima le presta 
servicios como trabajador del hogar.

3. Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Na­
cional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio 
de su función pública.

4. Si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmi­
sión sexual grave.

5. Si el autor es docente o auxiliar de educación del centro educativo donde estudia 
la víctima.

6. Si la víctima tiene entre catorce y menos de dieciocho años de edad.

Artículo 173. Violación sexual de menor de edad

El que tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 
introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con 
un menor de edad, será reprimido con las siguientes penas privativas de libertad:

1. Si la víctima tiene menos de diez años de edad la pena será de cadena perpetua.

2. Si la víctima tiene entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no 
menor de treinta, ni mayor de treinta y cinco años. (*) RECTIFICADO POR 
FE DE ERRATAS.

En el caso del numeral 2, la pena será de cadena perpetua si el agente tiene cualquier 
posición, cargo o vínculo familiar que le dé particular autoridad sobre la víctima o 
le impulse a depositar en él su confianza.

Artículo 186. H urto agravado

El agente será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor 
de seis años si el hurto es cometido:
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1. Durante la noche.

2. Mediante destreza, escalamiento, destrucción o rotura de obstáculos.

3. Con ocasión de incendio, inundación, naufragio, calamidad pública o desgracia 
particular del agraviado.

4. Sobre los bienes muebles que forman el equipaje del viajero.

5. Mediante el concurso de dos o más personas.

La pena será no menor de cuatro ni mayor de ocho años si el hurto es cometido:

1. En inmueble habitado.

2. Por un agente que actúa en calidad de integrante de una organización destinada 
a perpetrar estos delitos.

3. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la Na­
ción.

4. Mediante la utilización de sistemas de transferencia electrónica de fondos, de la 
telemática en general o la violación del empleo de claves secretas.

5. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica.

6. Con empleo de materiales o artefactos explosivos para la destrucción o rotura de 
obstáculos.

7. Utilizando el espectro radioeléctrico para la transmisión de señales de telecomu­
nicación ilegales.

8. Sobre bien que constituya único medio de subsistencia o herramienta de trabajo 
de la víctima.

9. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios.

10. Sobre bienes que forman parte de la infraestructura o instalaciones de transpor­
tes de uso público, de sus equipos o elementos de seguridad, o de prestación de 
servicios públicos de saneamiento, electricidad, gas o telecomunicaciones.

11. En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, mujeres en estado de 
gravidez o adulto mayor.

La pena será no menor de ocho ni mayor de quince años cuando el agente actúa en
calidad de jefe, cabecilla o dirigente de una organización destinada a perpetrar estos
delitos. (*)

(*) Confrontar con la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30077, 
publicada el 20 agosto 2013, la misma que entró en vigencia el 1 de julio de 2014.

Artículo 189. Robo agravado

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el robo es cometido:
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1. En inmueble habitado.
2. Durante la noche o en lugar desolado.

3. A mano armada.
4. Con el concurso de dos o más personas.

5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o privado de pasaje­
ros o de carga, terminales terrestres, ferroviarios, lacustres y fluviales, puertos, 
aeropuertos, restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje y lugares de 
alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de agua minero-medicinales con 
fines turísticos, bienes inmuebles integrantes del patrimonio cultural de la Na­
ción y museos.

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del sector privado o 
mostrando mandamiento falso de autoridad.

7. En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, mujeres en estado de 
gravidez o adulto mayor.

8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios.

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el robo es cometido:
1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima.
2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o mediante el empleo 

de drogas, insumos químicos o fármacos contra la víctima.

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica.
4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la Na­

ción.

La pena será de cadena perpetua cuando el agente en calidad de integrante de una
organización criminal, como consecuencia del hecho, produce la muerte de la vícti­
ma o le causa lesiones graves a su integridad física o mental. (*)

(*) Confrontar con la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30077, 
publicada el 20 agosto 2013, la misma que entró en vigencia el 1 de julio de 2014.

Artículo 194. Receptación

El que adquiere, recibe en donación o en prenda o guarda, esconde, vende o ayuda 
a negociar un bien de cuya procedencia delictuosa tenía conocimiento o debía pre­
sumir que provenía de un delito, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de uno ni mayor de cuatro años y con treinta a noventa días-multa.

Artículo 195. Receptación agravada

La pena será privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años y de se­
senta a ciento cincuenta días-multa si se trata de vehículos automotores, sus autopar-

555



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

tes o accesorios, o si la conducta recae sobre bienes que forman parte de la infraes­
tructura o instalaciones de transporte de uso público, de sus equipos o elementos de 
seguridad, o de prestación de servicios públicos de saneamiento, electricidad, gas o 
telecomunicaciones.

La pena será privativa de libertad no menor de seis ni mayor de doce años si se trata 
de bienes provenientes de la comisión de los delitos de robo agravado, secuestro, 
extorsión y trata de personas. (*)

(*) Confrontar con la Unica Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1215, publicado el 24 septiembre 2015.

Artículo 200. Extorsión

El que mediante violencia o amenaza obliga a una persona o a una institución pú­
blica o privada a otorgar al agente o a un tercero una ventaja económica indebida u 
otra ventaja de cualquier otra índole, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de diez ni mayor de quince años.

La misma pena se aplicará al que, con la finalidad de contribuir a la comisión del 
delito de extorsión, suministra información que haya conocido por razón o con oca­
sión de sus funciones, cargo u oficio o proporciona deliberadamente los medios para 
la perpetración del delito. El que mediante violencia o amenaza, toma locales, obsta­
culiza vías de comunicación o impide el libre tránsito de la ciudadanía o perturba el 
normal funcionamiento de los servicios públicos o la ejecución de obras legalmente 
autorizadas, con el objeto de obtener de las autoridades cualquier beneficio o ventaja 
económica indebida u otra ventaja de cualquier otra índole, será sancionado con 
pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de diez años.

El funcionario público con poder de decisión o el que desempeña cargo de confianza 
o de dirección que, contraviniendo lo establecido en el artículo 42 de la Constitu­
ción Política del Perú, participe en una huelga con el objeto de obtener para sí o 
para terceros cualquier beneficio o ventaja económica indebida u otra ventaja de 
cualquier otra índole, será sancionado con inhabilitación conforme a los incisos 1 y 
2 del artículo 36 del Código Penal.

La pena será no menor de quince ni mayor de veinticinco años e inhabilitación con­
forme a los numerales 4 y 6 del artículo 36, si la violencia o amenaza es cometida:

a) A mano armada;

b) Participando dos o más personas; o,

c) Contra el propietario, responsable o contratista de la ejecución de una obra de 
construcción civil pública o privada, o de cualquier modo, impidiendo, pertur­
bando, atentando o afectando la ejecución de la misma.
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Si el agente con la finalidad de obtener una ventaja económica indebida o de cual­
quier otra índole, mantiene en rehén a una persona, la pena será no menor de veinte 
ni mayor de treinta años.

La pena será privativa de libertad no menor de treinta años, cuando en el supuesto 
previsto en el párrafo anterior:

a) Dura más de veinticuatro horas.

b) Se emplea crueldad contra el rehén.

c) El agraviado ejerce función pública o privada o es representante diplomático.

d) El rehén adolece de enfermedad grave.

e) Es cometido por dos o más personas.

f) Se causa lesiones leves a la víctima.

La pena prevista en el párrafo anterior se impone al agente que, para conseguir sus 
cometidos extorsivos, usa armas de fuego o artefactos explosivos.

La pena será de cadena perpetua cuando:

a) El rehén es menor de edad o mayor de setenta años.

b) El rehén es persona con discapacidad y el agente se aprovecha de esta circunstan­
cia.

c) Si la víctima resulta con lesiones graves o muere durante o como consecuencia 
de dicho acto.

d) El agente se vale de menores de edad.(*)

(*) Confrontar con la Primera Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislati­
vo N° 1187, publicado el 16 agosto 2015.

Artículo 202. Usurpación

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco 
años:

1. El que, para apropiarse de todo o en parte de un inmueble, destruye o altera los 
linderos del mismo.

2. El que, con violencia, amenaza, engaño o abuso de confianza, despoja a otro, 
total o parcialmente, de la posesión o tenencia de un inmueble o del ejercicio de 
un derecho real.

3. El que, con violencia o amenaza, turba la posesión de un inmueble.

4. El que, ilegítimamente, ingresa a un inmueble, mediante actos ocultos, en au­
sencia del poseedor o con precauciones para asegurarse el desconocimiento de 
quienes tengan derecho a oponerse.
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La violencia a la que se hace referencia en los numerales 2 y 3 se ejerce tanto sobre 
las personas como sobre los bienes.

Artículo 204. Form as agravadas de usurpación

La pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de ocho años e in­
habilitación, según corresponda, cuando la usurpación se comete:

1. Usando armas de fuego, explosivos o cualquier otro instrumento o sustancia 
peligrosos.

2. Con la intervención de dos o más personas.

3. Sobre inmueble reservado para fines habitacionales.

4. Sobre bienes del Estado o de comunidades campesinas o nativas, o sobre bienes 
destinados a servicios públicos o inmuebles que integran el patrimonio cultural 
de la Nación declarados por la entidad competente.

5. Afectando la libre circulación en vías de comunicación.

6. Colocando hitos, cercos perimétricos, cercos vivos, paneles o anuncios, demar­
caciones para lotizado, instalación de esteras, plásticos u otros materiales.

7. Abusando de su condición o cargo de funcionario o servidor público.

Será reprimido con la misma pena el que organice, financie, facilite, fomente, dirija, 
provoque o promueva la realización de usurpaciones de inmuebles de propiedad 
pública o privada. (*)

(*) Confrontar con la Cuarta Disposición Complementaria Transitoria de la Ley N° 30327, pu­
blicada el 21 mayo 2015.

Artículo 205. D año sim ple
El que daña, destruye o inutiliza un bien, mueble o inmueble, total o parcialmente 
ajeno, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años y con 
treinta a sesenta días-multa.

Artículo 279. Fabricación, sum inistro o tenencia de m ateriales peligrosos

El que, sin estar debidamente autorizado, fabrica, almacena, suministra, comerciali­
za, ofrece o tiene en su poder bombas, armas, armas de fuego artesanales, municio­
nes o materiales explosivos, inflamables, asfixiantes o tóxicos o sustancias o materia­
les destinados para su preparación, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de seis ni mayor de quince años. (*)

(*) Confrontar con la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30299, 
publicada el 22 enero 2015, vigente a partir de la publicación de su reglamento.
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Artículo 279-C. Tráfico de productos pirotécnicos

El que, sin estar debidamente autorizado, fabrica, importa, exporta, deposita, trans­
porta, comercializa o usa productos pirotécnicos de cualquier tipo, o los que vendan 
estos productos a menores de edad, serán reprimidos con pena privativa de libertad 
no menor de cuatro ni mayor de ocho años y trescientos sesenta y cinco días-multa.

La pena será no menor de cinco ni mayor de diez años, si a causa de la fabricación, 
importación, depósito, transporte, comercialización y uso de productos pirotécni­
cos, se produjesen lesiones graves o muerte de personas. (*)

(*) Confrontar con la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30299, 
publicada el 22 enero 2015, vigente a partir de la publicación de su reglamento.

Artículo 317-A. M areaje o reglaje

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años 
el que para cometer o facilitar la comisión de cualquiera de los delitos previstos en 
los artículos 1 0 6 ,1 0 7 ,1 0 8 ,108-A, 1 2 1 ,1 5 2 ,1 5 3 ,1 7 0 ,1 7 1 ,1 7 2 ,1 7 3 ,173-A, 175, 
176, 176-A, 177, 185, 186, 188, 189 o 200 del Código Penal, acopia o entrega in­
formación, realiza vigilancia o seguimiento, o colabora en la ejecución de tales con­
ductas mediante el uso de armas, vehículos, teléfonos u otros instrumentos idóneos.

La pena privativa de libertad será no menor de seis ni mayor de diez años cuando
el agente:

1. Es funcionario o servidor público y aprovecha su cargo para la comisión del 
delito.

2. Mantiene o mantuvo vínculo laboral con la víctima u otro vínculo que la impul­
se a esta última a depositar su confianza en el agente.

3. Utilice a un menor de edad.

4. Labora, pertenece o está vinculado a una empresa del sistema financiero y, por 
razón de su cargo u oficio, tiene conocimiento de los ingresos económicos, ope­
raciones bancarias u otros datos sobre el patrimonio de la víctima.

5. Actúa en condición de integrante de una organización criminal.

Artículo 440. D isposiciones comunes

Son aplicables a las faltas las disposiciones contenidas en el Libro Primero, con las 
modificaciones siguientes:

1. No es punible la tentativa, salvo en el caso de las faltas previstas en el primer y 
segundo párrafos de los artículos 441 y 444.

2. Solo responde el autor.

559



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

3. Las penas que pueden imponerse son las limitativas de derechos y multa, salvo 
los casos de reincidencia o habitualidad en faltas dolosas reguladas en los artícu­
los 441 y 444, en cuyos casos se reprime con pena privativa de libertad del delito 
aplicable.

4. Los días-multa no serán menos de diez ni más de ciento ochenta.

5. La acción penal y la pena prescriben al año°. En caso de reincidencia y habitua­
lidad, prescriben a los dos años. Las faltas previstas en los artículos 441 y 444 
prescriben a los tres años, salvo en los supuestos de reincidencia o habitualidad, 
en cuyo caso es de aplicación el artículo 80.

6. La investigación está a cargo de la autoridad policial y el juzgamiento correspon­
de a los jueces de paz letrados o a los jueces de paz.

7. Constituye circunstancia agravante la reincidencia. El juez puede aumentar la 
pena hasta el doble del máximo legal fijado, salvo en el caso de reincidencia en 
las faltas dolosas previstas en los artículos 441 y 444, según lo dispuesto en el 
numeral 3 del presente artículo.”

Artículo 2 . Incorporación de artículos al C ódigo Penal

Incorpóranse los artículos 45-A, 196-A, 207-D y 315-A al Código Penal, en los 
siguientes términos:

“Artículo 45-A. Individualización de la pena

Toda condena contiene fundamentación explícita y suficiente sobre los motivos de 
la determinación cualitativa y (cuantitativa de la pena.

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por ley, el juez atiende la res­
ponsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean específica­
mente constitutivas del delito o modificatorias de la responsabilidad.

El juez determina la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas:

1. Identifica el espacio punitivo de determinación a partir de la pena prevista en la 
ley para el delito y la divide en tres partes.

2. Determina la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurrencia 
de circunstancias agravantes o atenuantes observando las siguientes reglas:

a) Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente cir­
cunstancias atenuantes, la pena concreta se determina dentro del tercio 
inferior.

b) Cuando concurran circunstancias de agravación y de atenuación, la pena 
concreta se determina dentro del tercio intermedio.
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c) Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena concreta 
se determina dentro del tercio superior.

3. Cuando concurran circunstancias atenuantes privilegiadas o agravantes cualifi­
cadas, la pena concreta se determina de la siguiente manera:
a) Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena concreta se determina por 

debajo del tercio inferior;
b) Tratándose de circunstancias agravantes, la pena concreta se determina por 

encima del tercio superior; y
c) En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes, la 

pena concreta se determina dentro de los límites de la pena básica corres­
pondiente al delito.

Artículo 196-A. Estafa agravada
La pena será privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años y con 
noventa a doscientos días-multa, cuando la estafa:
1. Se cometa en agravio de menores de edad, personas con discapacidad, mujeres 

en estado de gravidez o adulto mayor.
2. Se realice con la participación de dos o más personas.
3. Se cometa en agravio de pluralidad de víctimas.

4. Se realice con ocasión de compra-venta de vehículos motorizados o bienes in­
muebles.

5. Se realice para sustraer o acceder a los datos de tarjetas de ahorro o de crédito, 
emitidos por el sistema financiero o bancario.

Artículo 207-D . Tráfico ilegal de datos
El que, crea, ingresa o utiliza indebidamente una base de datos sobre una persona 
natural o jurídica, identificada o identificable, para comercializar, traficar, vender, 
promover, favorecer o facilitar información relativa a cualquier ámbito de la esfe­
ra personal, familiar, patrimonial, laboral, financiera u otro de naturaleza análoga, 
creando o no perjuicio, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
tres ni mayor de cinco años. (*)

(*) Confrontar con la Unica Disposición Complementaria Derogatoria de la Ley N° 30096, pu­
blicada el 22 octubre 2013.

Artículo 315-A. D elito de grave perturbación de la tranquilidad pública

El que perturbe gravemente la paz pública usando cualquier medio razonable capaz 
de producir alarma, será sancionado con pena privativa de libertad no menor de tres 
ni mayor de seis años.
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Se considera perturbación grave a todo acto por el cual se difunda o ponga en cono­
cimiento de la autoridad pública, medios de comunicación social o de cualquier otro 
por el cual pueda difundirse masivamente la noticia, la inminente realización de un 
hecho o situación falsa o inexistente, relacionado con un daño o potencial daño a la 
vida e integridad de las personas o de bienes públicos o privados.

Si el agente actúa en calidad de integrante de una organización criminal que, para lo­
grar sus fines, cualesquiera que sean, utiliza como medio la amenaza de la comisión 
del delito de terrorismo, será sancionado con pena privativa de libertad no menor de 
seis ni mayor de diez años.”

Artículo 3 . M odificación de diversos artículos del Código Procesal Penal

Modifícanse los artículos IV del Título Preliminar, 2, 32, 65, 67, 84, 85, 160, 161, 
170, 268, 269, 274, 286, 287, 311, 332, 334, 386, 471 y 523 del Código Procesal 
Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, en los siguientes términos:

“Artículo IV. T itular de la acción penal

1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la acción penal en los 
delitos y tiene el deber de la carga de la prueba. Asume la conducción de la in­
vestigación desde su inicio, decidida y proactivamente en defensa de la sociedad.

2. El Ministerio Público está obligado a actuar con objetividad, indagando los he­
chos constitutivos de delito, los que determinen y acrediten la responsabilidad 
o inocencia del imputado. Con esta finalidad conduce y controla jurídicamente 
los actos de investigación que realiza la Policía Nacional.

3. Los actos de investigación que practica el Ministerio Público o la Policía Nacio­
nal no tienen carácter jurisdiccional. Cuando fuera indispensable una decisión 
de esta naturaleza la requerirá del órgano jurisdiccional, motivando debidamen­
te su petición.

4. El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones debe tener en cuenta la 
organización administrativa y funcional de la Policía Nacional de conformidad 
con sus leyes y reglamentos.

Artículo 2. Principio de oportunidad
1. El Ministerio Público, de oficio o a pedido del imputado y con su consentimien­

to, podrá abstenerse de ejercitar la acción penal en cualquiera de los siguientes 
casos:

a) Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias 
de su delito, culposo o doloso, siempre que este último sea reprimido con
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pena privativa de libertad no mayor de cuatro años, y la pena resulte inne­
cesaria.

2 .

3.

b) Cuando se trate de delitos que no afecten gravemente el interés público, 
salvo cuando el extremo mínimo de la pena sea superior a los dos años de 
pena privativa de libertad, o hubieren sido cometidos por un funcionario 
público en ejercicio de su cargo.

c) Cuando conforme a las circunstancias del hecho y a las condiciones perso­
nales del denunciado, el Fiscal puede apreciar que concurren los supuestos 
atenuantes de los artículos 14, 15, 16, 18, 21, 22, 25 y 46 del Código 
Penal, y se advierta que no existe ningún interés público gravemente com­
prometido en su persecución. No será posible cuando se trate de un delito 
conminado con una sanción superior a cuatro años de pena privativa de 
libertad o cometido por un funcionario público en el ejercicio de su cargo.

En los supuestos previstos en los incisos b) y c) del numeral anterior, será nece­
sario que el agente hubiere reparado los daños y perjuicios ocasionados o exista 
acuerdo con el agraviado en ese sentido. -

El Fiscal citará al imputado y al agraviado con el fin de realizar la diligencia de 
acuerdo, dejándose constancia en acta. En caso de inasistencia del agraviado, el 
Fiscal podrá determinar razonablemente el monto de la reparación civil que co­
rresponda. Si no se llega a un acuerdo sobre el plazo para el pago de la reparación 
civil, el Fiscal lo fijará sin que este exceda de nueve meses. No será necesaria la 
referida diligencia si el imputado y la víctima llegan a un acuerdo y este consta 
en instrumento público o documento privado legalizado notarialmente.

4. Realizada la diligencia prevista en el párrafo anterior y satisfecha la reparación civil, 
el Fiscal expedirá una Disposición de Abstención. Esta disposición impide, bajo 
sanción de nulidad, que otro Fiscal pueda promover u ordenar que se promueva 
acción penal por una denuncia que contenga los mismos hechos. De existir un pla­
zo para el pago de la reparación civil, se suspenderán los efectos de dicha decisión 
hasta su efectivo cumplimiento. De no producirse el pago, se dictará disposición 
para la promoción de la acción penal, la cual no será impugnable.

5. Si el Fiscal considera imprescindible, para suprimir el interés público en la perse­
cución, sin oponerse a la gravedad de la responsabilidad, imponer adicionalmen­
te el pago de un importe a favor de una institución de interés social o del Estado 
y la aplicación de las reglas de conducta previstas en el artículo 64 del Código 
Penal, solicitará la aprobación de la abstención al Juez de la Investigación Prepa­
ratoria, el que la resolverá previa audiencia de los interesados. Son aplicables las 
disposiciones del numeral 4) del presente artículo.

563



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

6. Independientemente de los casos establecidos en el numeral 1) procederá un 
acuerdo reparatorio en los delitos previstos y sancionados en los artículos 122, 
185, 187, 189-A primer párrafo, 190, 191, 192, 193, 196, 197, 198, 205 y 
215 del Código Penal, y en los delitos culposos. No rige esta regla cuando haya 
pluralidad importante de víctimas o concurso con otro delito; salvo que, en este 
último caso, sea de menor gravedad o que afecte bienes jurídicos disponibles.

El Fiscal de oficio o a pedido del imputado o de la víctima propondrá un acuer­
do reparatorio. Si ambos convienen el mismo, el Fiscal se abstendrá de ejercitar 
la acción penal. Si el imputado no concurre a la segunda citación o se ignora su 
domicilio o paradero, el Fiscal promoverá la acción penal. Rige en lo pertinente 
el numeral 3) del presente artículo.

7. Si la acción penal hubiera sido promovida, el Juez de la Investigación Preparato­
ria, previa audiencia, podrá a petición del Ministerio Público, con la aprobación 
del imputado y citación del agraviado, dictar auto de sobreseimiento -con o sin 
las reglas fijadas en el numeral 5)- hasta antes de formularse la acusación, bajo los 
supuestos ya establecidos. Esta resolución no será impugnable, salvo en cuanto 
al monto de la reparación civil si esta es fijada por el Juez ante la inexistencia 
de acuerdo entre el imputado y la víctima, o respecto a las reglas impuestas si 
estas son desproporcionadas y afectan irrazonablemente la situación jurídica del 
imputado.

8. El Fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego de la verifica­
ción correspondiente, en los casos en que el agente comprendido en la comisión 
de los delitos previstos en los artículos 307-A, 307-B, 307-C, 307-D y 307-E del 
Código Penal, suspenda sus actividades ilícitas de modo voluntario, definitivo e 
indubitable, comunicando este hecho al Organismo de Evaluación y Fiscaliza­
ción Ambiental mediante instrumento de fecha cierta. Si la acción penal hubiera 
sido ya promovida, se aplican, en lo pertinente, las mismas reglas establecidas en 
el presente artículo.

9. No procede la aplicación del principio de oportunidad ni del acuerdo reparato­
rio cuando el imputado:

a) Tiene la condición de reincidente o habitual, de conformidad con los artí­
culos 46-B y 46-C del Código Penal;

b) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido al 
principio de oportunidad o acuerdo reparatorio en dos ocasiones anterio­
res, dentro de los cinco años de su última aplicación, siempre que se trate, 
en todos los casos, de delitos de la misma naturaleza o que atenten contra 
un mismo bien jurídico;
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c)

d)

Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido al 
principio de oportunidad o acuerdo reparatorio dentro de los cinco años 
anteriores a la comisión del último delito; o,

Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido con 
anterioridad al principio de oportunidad o acuerdo reparatorio y no haya 
cumplido con reparar los daños y perjuicios ocasionados o lo establecido 
en el acuerdo reparatorio.

En estos casos, el Fiscal promueve indefectiblemente la acción penal y procede de 
acuerdo con sus atribuciones. Lo dispuesto en el numeral 9) es aplicable también 
para los casos en que se hubiere promovido la acción penal.

Artículo 32. Competencia por conexión
En los supuestos de conexión previstos en el artículo 31, la competencia se deter­
minará:
1. En el numeral 1), le corresponde al Juez que conoce del delito con pena más gra­

ve. A igual gravedad, corresponde al Juez que primero recibió la comunicación 
prevista en el artículo 3.

2. En el numeral 2), la competencia se determinará subsidiariamente por la fecha 
de comisión del delito, por el turno en el momento de la comunicación prevista 
en el numeral 3) o por quien tuviera el proceso más avanzado. En caso de pro­
cesos incoados en distintos distritos judiciales, la competencia se establece por 
razón del territorio.

3. En los numerales 3) y 5), corresponde al que conoce el delito con pena más 
grave. A igual gravedad compete al juez penal que primero hubiera recibido la 
comunicación prevista en el artículo 3.

4. En el numeral 4) corresponderá al que conoce del delito con pena más grave.

Artículo 65. La investigación del delito destinada a ejercitar la acción penal
1. El Ministerio Público, en la investigación del delito destinada a ejercitar la acción 

penal, deberá obtener los elementos de convicción necesarios para la acredita­
ción de los hechos delictivos, así como para identificar a los autores o partícipes 
en su comisión. Con la finalidad de garantizar la mayor eficacia en la lucha con­
tra el delito, el Ministerio Público y la Policía Nacional deben cooperar y actuar 
de forma conjunta y coordinada, debiendo diseñar protocolos de actuación, sin 
perjuicio de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 69 y 333.

2. El fiscal, en cuanto tenga noticia del delito, realizará -si correspondiere- las pri­
meras diligencias preliminares o dispondrá que las realice la Policía Nacional.
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3.

4.

5.

Cuando el fiscal ordene la intervención policial, entre otras indicaciones, preci­
sará su objeto y, de ser el caso, las formalidades específicas que deberán reunir los 
actos de investigación para garantizar su validez. La función de investigación de 
la Policía Nacional estará sujeta a la conducción del fiscal.

El fiscal decide la estrategia de investigación adecuada al caso. Programa y coor­
dina con quienes corresponda sobre el empleo de pautas, técnicas y medios in­
dispensables para la eficacia de la misma. La Policía Nacional brinda sus re­
comendaciones a tal efecto. Garantiza el derecho de defensa del imputado y 
sus demás derechos fundamentales, así como la regularidad de las diligencias 
correspondientes.

El Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú, en la investigación del de­
lito, observan en todo momento el principio de legalidad, pudiendo establecer 
programas de capacitación conjunta que permitan elevar la calidad de sus servi­
cios.

Artículo 67. Función de investigación de la  Policía
1. La Policía Nacional en cumplimiento de sus funciones debe, inclusive por propia 

iniciativa, tomar conocimiento de los delitos y dar cuenta inmediata al fiscal, sin 
perjuicio de realizar las diligencias de urgencia e imprescindibles para impedir 
sus consecuencias, individualizar a sus autores y partícipes, reunir y asegurar los 
elementos de prueba que puedan servir para la aplicación de la ley penal. Similar 
función desarrollará tratándose de delitos dependientes de instancia privada o 
sujetas a ejercicio privado de la acción penal.

2. Los policías que realicen funciones de investigación están obligados a apoyar al 
Ministerio Público para llevar a cabo la investigación preparatoria.

Artículo 84. Derechos y deberes del abogado defensor

El abogado defensor goza de todos los derechos que la ley le confiere para el ejercicio
de su profesión, especialmente de los siguientes:
1. Prestar asesoramiento desde que su patrocinado fuere citado o detenido por la 

autoridad policial.
2. Interrogar directamente a su defendido, así como a los demás procesados, testi­

gos y peritos.

3. Recurrir a la asistencia reservada de un experto en ciencia, técnica o arte durante 
el desarrollo de una diligencia, siempre que sus conocimientos sean requeridos 
para mejor defender. El asistente deberá abstenerse de intervenir de manera di­
recta.
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4. Participar en todas las diligencias, excepto en la declaración prestada durante la 
etapa de investigación por el imputado que no defienda.

5. Aportar los medios de investigación y de prueba que estime pertinentes.
6. Presentar peticiones orales o escritas para asuntos de simple trámite.

7. Tener acceso a los expedientes fiscal y judicial para informarse del proceso, 
sin más limitación que la prevista en la ley, así como a obtener copia simple 
de las actuaciones en cualquier estado o grado del procedimiento.

8. Ingresar a los establecimientos penales y dependencias policiales, previa identifi­
cación, para entrevistarse con su patrocinado.

9. Expresarse con amplia libertad en el curso de la defensa, oralmente y por escrito, 
siempre que no se ofenda el honor de las personas, ya sean naturales o jurídicas.

10. Interponer cuestiones previas, cuestiones prejudiciales, excepciones, recursos 
impugnatorios y los demás medios de defensa permitidos por la ley.

El abogado defensor está prohibido de recurrir al uso de mecanismos dilatorios que
entorpezcan el correcto funcionamiento de la administración de justicia.

Artículo 85. Reemplazo del abogado defensor inasistente
1. Si el abogado defensor no concurre a la diligencia para la que es citado, y esta 

es de carácter inaplazable será reemplazado por otro que, en ese acto, designe el 
procesado, o por uno de oficio, llevándose adelante la diligencia.

2. Si el defensor no asiste injustificadamente a la diligencia para la que es citado, y 
esta no tiene el carácter de inaplazable, el procesado es requerido para que en el 
término de veinticuatro horas designe al reemplazante. De no hacerlo, se nom­
bra uno de oficio, reprogramándose la diligencia por única vez.

3. El juez o colegiado competente sanciona, de conformidad con el artículo 292 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, al defensor que injustificadamente no asiste 
a una diligencia a la que ha sido citado o que injustificadamente abandona la 
diligencia que se estuviere desarrollando.

4. La renuncia del defensor no lo libera de su deber de realizar todos los actos 
urgentes que fueren necesarios para impedir la indefensión del imputado en la 
diligencia a la que ha sido citado. La renuncia debe ser puesta en conocimiento 
del juez en el término de veinticuatro horas antes de la realización de la diligen­
cia.

5. Las sanciones son comunicadas a la Presidencia de la Corte Superior y al Colegio 
de Abogados del Distrito Judicial respectivo. La primera conoce la aplicación de 
la sanción y el segundo la ejecución formal de la sanción.
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6. La sanción disciplinaria aplicable al fiscal que incurra en cualquiera de las con­
ductas antes descritas, se aplican de conformidad con la Ley Orgánica del Mi­
nisterio Público.

Artículo 160. Valor de prueba de la confesión
1. La confesión, para ser tal, debe consistir en la admisión por el imputado de los 

cargos o imputación formulada en su contra.

2. Solo tendrá valor probatorio cuando:

a) Esté debidamente corroborada por otro u otros elementos de convicción;

b) Sea prestada libremente y en estado normal de las facultades psíquicas;

c) Sea prestada ante el juez o el fiscal en presencia de su abogado; y,

d) Sea sincera y espontánea.

Artículo 161. Efecto de la confesión sincera

El juez puede disminuir prudencialmente la pena hasta en una tercera parte por 
debajo del mínimo legal, si se cumplen los presupuestos establecidos en el artículo 
160. Este beneficio es inaplicable en los supuestos de flagrancia, de irrelevancia de la 
admisión de los cargos en atención a los elementos probatorios incorporados en el 
proceso y cuando el agente tenga la condición de reincidente o habitual de confor­
midad con los artículos 46-B y 46-C del Código Penal.

A rtículo 170. D esarrollo del interrogatorio
1. Antes de comenzar la declaración, el testigo será instruido acerca de sus obliga­

ciones y de la responsabilidad por su incumplimiento, y prestará juramento o 
promesa de honor de decir la verdad, según sus creencias. Deberá también ser 
advertido de que no está obligado a responder a las preguntas de las cuales pueda 
surgir su responsabilidad penal.

2. No se exige juramento o promesa de honor cuando declaran las personas com­
prendidas en el artículo 165, inciso 1), y los menores de edad, los que presentan 
alguna anomalía psíquica o alteraciones en la percepción que no puedan tener 
un real alcance de su testimonio o de sus efectos.

3. Los testigos serán examinados por separado. Se dictarán las medidas necesarias 
para evitar que se establezca comunicación entre ellos.

4. Acto seguido se preguntará al testigo su nombre, apellido, nacionalidad, edad, 
religión si la tuviera, profesión u ocupación, estado civil, domicilio y sus relacio­
nes con el imputado, agraviado o cualquier otra persona interesada en la causa. 
Si teme por su integridad podrá indicar su domicilio en forma reservada, lo que 
se hará constar en el acta. En este último caso, se dispondrá la prohibición de la
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divulgación en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que condu­
jeren a ella. La Fiscalía de la Nación y el órgano de gobierno del Poder Judicial 
dictarán las medidas reglamentarias correspondientes para garantizar la eficacia 
de esta norma.

5. A continuación se le interrogará sobre los hechos que conozca y la actuación de 
las personas que le conste tengan relación con el delito investigado; asimismo, se 
le interrogará sobre toda circunstancia útil para valorar su testimonio. Se procura 
la claridad y objetividad del testigo por medio de preguntas oportunas y obser­
vaciones precisas.

6. Son inadmisibles las preguntas capciosas, impertinentes o sugestivas, salvo esta 
última, en el contrainterrogatorio. El fiscal o el juez, según la etapa procesal que 
corresponda, las rechazará, de oficio o a pedido de algún sujeto procesal.

Artículo 268. Presupuestos m ateriales

El juez, a solicitud del Ministerio Público, podrá dictar mandato de prisión preven­
tiva, si atendiendo a los primeros recaudos sea posible determinar la concurrencia de
los siguientes presupuestos:

a) Que existen fundados y graves elementos de convicción para estimar razonable­
mente la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe 
del mismo.

b) Que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de libertad; y

c) Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la 
justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización).

Artículo 269. Peligro de Fuga
Para calificar el peligro de fuga, el juez tendrá en cuenta:

1. El arraigo en el país del imputado, determinado por el domicilio, residencia 
habitual, asiento de la familia y de sus negocios o trabajo y las facilidades para 
abandonar definitivamente el país o permanecer oculto;

2. La gravedad de la pena que se espera como resultado del procedimiento;
3. La magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del impu­

tado para repararlo;

4. El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro procedi­
miento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la perse­
cución penal; y
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5. La pertenencia del imputado a una organización criminal o su reintegración a las 
mismas.

Artículo 274. Prolongación de la prisión preventiva
1. Cuando concurran circunstancias que importen una especial dificultad o pro­

longación de la investigación o del proceso y que el imputado pudiera sustraerse 
a la acción de la justicia u obstaculizar la actividad probatoria, la prisión pre­
ventiva podrá prolongarse por un plazo no mayor al fijado en el numeral 2) del 
artículo 272. El fiscal debe solicitarla al juez antes de su vencimiento.

2. El juez de la investigación preparatoria se pronunciará previa realización de una 
audiencia, dentro del tercer día de presentado el requerimiento. Esta se llevará a 
cabo con la asistencia del Ministerio Público, del imputado y su defensor. Una 
vez escuchados los asistentes y a la vista de los autos, decidirá en ese mismo acto 
o dentro de las setenta y dos horas siguientes, bajo responsabilidad.

3. La resolución que se pronuncie sobre el requerimiento de prolongación de la 
prisión preventiva podrá ser objeto de recurso de apelación. El procedimiento 
que se seguirá será el previsto en el numeral 2) del artículo 278.

4. Una vez condenado el imputado, la prisión preventiva podrá prolongarse hasta 
la mitad de la pena impuesta, cuando esta hubiera sido recurrida.

Artículo 286. Presupuestos
1. El juez de la investigación preparatoria dictará mandato de comparecencia sim­

ple si el fiscal no solicita prisión preventiva al término del plazo previsto en el 
artículo 266.

2. También lo hará cuando, de mediar requerimiento fiscal, no concurran los pre­
supuestos materiales previstos en el artículo 268.

En los supuestos anteriores, el fiscal y el juez de la investigación preparatoria deben
motivar los fundamentos de hecho y de derecho que sustenten su decisión.

Artículo 287. Com parecencia restrictiva
1. Se impondrán las restricciones previstas en el artículo 167, siempre que el peli­

gro de fuga o de obstaculización de la averiguación de la verdad pueda razona­
blemente evitarse. También podrá utilizarse, alternativamente, alguna técnica o 
sistema electrónico o computarizado que permita controlar que no se excedan 
las restricciones impuestas a la libertad personal.

2. El juez podrá imponer una de las restricciones o combinar varias de ellas, según 
resulte adecuada al caso, y ordenará las medidas necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las restricciones impuestas al imputado.
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3. Si el imputado no cumple con las restricciones impuestas, previo requerimiento 
realizado por el fiscal o por el juzgador en su caso, se revocará la medida y se dic­
tará mandato de prisión preventiva. El trámite que seguirá el juez será el previsto 
en el artículo 271.

4. El Juez podrá imponer la prohibición de comunicarse o aproximarse a la víctima 
o a aquellas personas que determine, siempre que ello no afecte el derecho de 
defensa. (*)

(*) Confrontar con la Cuarta Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1229, publicado el 25 septiembre 2015.

Artículo 311. D esalojo preventivo
1. En los delitos de usurpación, el juez, a solicitud del fiscal o del agraviado, orde­

nará el desalojo preventivo del inmueble ocupado en el término de veinticuatro 
horas, ministrando provisionalmente la posesión al agraviado, siempre que exis­
ta motivo razonable para sostener que se ha cometido el delito y que el derecho 
del agraviado está suficientemente acreditado. El desalojo se ejecuta dentro del 
término de setenta y dos horas de concedida.

2. La Policía Nacional, una vez que tenga conocimiento de la comisión del delito, lo 
pondrá en conocimiento del fiscal y llevará a cabo las investigaciones que el caso 
amerita. El fiscal, sin perjuicio de disponer las acciones que correspondan, realizará 
inmediatamente una inspección en el inmueble. El agraviado recibirá copia certifi­
cada de las actuaciones policiales y de la diligencia de inspección del fiscal.

3. La solicitud de desalojo y ministración provisional puede presentarse durante las 
diligencias preliminares o en cualquier estado de la investigación preparatoria. Se 
acompañarán los elementos de convicción que acrediten la comisión del delito y 
el derecho del ofendido.

4. El juez resolverá, sin trámite alguno, en el plazo de veinticuatro horas. Contra la 
resolución que se dicte procede recurso de apelación. La interposición del recur­
so suspende la ejecución de la resolución impugnada.

5. El juez elevará el cuaderno correspondiente dentro de veinticuatro horas de pre­
sentada la impugnación, bajo responsabilidad. La Sala se pronunciará en el plazo 
de tres días, previa audiencia con notificación de las partes. Si ampara la solicitud 
de desalojo y ministración provisional de posesión, dispondrá se ponga en cono­
cimiento del juez para su inmediata ejecución.

Artículo 332. Informe policial
1. La policía en todos los casos en que intervenga elevará al fiscal un informe poli­

cial.
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2.

3.

El informe policial contendrá los antecedentes que motivaron su intervención, 
la relación de las diligencias efectuadas y el análisis de los hechos investigados, 
absteniéndose de calificarlos jurídicamente y de imputar responsabilidades.
El informe policial adjuntará las actas levantadas, las manifestaciones recibidas, 
las pericias realizadas, las recomendaciones sobre actos de investigación y todo 
aquello que considere indispensable para el esclarecimiento de la imputación, así 
como la comprobación del domicilio y los datos personales de los imputados.

Artículo 334. Calificación
1. Si el fiscal al calificar la denuncia o después de haber realizado o dispuesto rea­

lizar diligencias preliminares, considera que el hecho denunciado no constituye 
delito, no es justiciable penalmente o se presentan causas de extinción previstas 
en la ley, declarará que no procede formalizar y continuar con la investigación 
preparatoria, así como ordenará el archivo de lo actuado. Esta disposición se 
notifica al denunciante, al agraviado y al denunciado.

2. El plazo de las diligencias preliminares, conforme al artículo 3, es de sesenta 
días, salvo que se produzca la detención de una persona. No obstante ello, el 
fiscal podrá fijar un plazo distinto según las características, complejidad y cir­
cunstancias de los hechos objeto de investigación. Quien se considere afectado 
por una excesiva duración de las diligencias preliminares, solicitará al fiscal le dé 
término y dicte la disposición que corresponda. Si el fiscal no acepta la solicitud 
del afectado o fija un plazo irrazonable, este último podrá acudir al juez de la in­
vestigación preparatoria en el plazo de cinco días instando su pronunciamiento. 
El juez resolverá previa audiencia, con la participación del fiscal y del solicitante.

3. En caso de que el hecho fuese delictuoso y la acción penal no hubiere prescrito, 
pero faltare la identificación del autor o partícipe, ordenará la intervención de la 
policía para tal fin.

4. Cuando aparezca que el denunciante ha omitido una condición de procedibi- 
lidad que de él depende, dispondrá la reserva provisional de la investigación, 
notificando al denunciante.

5. El denunciante o el agraviado que no estuviese conforme con la disposición de 
archivar las actuaciones o de reservar provisionalmente la investigación, requeri­
rá al fiscal, en el plazo de cinco días, eleve las actuaciones al fiscal superior.

6. El fiscal superior se pronunciará dentro del quinto día. Podrá ordenar se forma­
lice la investigación, se archiven las actuaciones o se proceda según corresponda.

Artículo 386. D esarrollo de la discusión final
1. Concluido el debate probatorio, la discusión final se desarrollará en el siguiente 

orden:
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2.

3.

a) Exposición oral del fiscal;

b) Alegatos de los abogados del actor civil y del tercero civil;
c) Alegatos del abogado defensor del acusado;

d) Autodefensa del acusado.
No podrán leerse escritos, sin perjuicio de la lectura parcial de notas para ayudar 
a la memoria o el empleo de medios gráficos o audio-visuales para una mejor 
ilustración al juez.
Si está presente el agraviado y desea exponer, se le concederá la palabra, aunque 
no haya intervenido en el proceso. En todo caso, corresponderá la última palabra 
al acusado.

4. El juez penal concederá la palabra por un tiempo prudencial en atención a la na­
turaleza y complejidad de la causa. Al finalizar el alegato, el orador expresará sus 
conclusiones de un modo concreto. En caso de manifiesto abuso de la palabra, 
el juez penal llamará la atención al orador y, si este persistiere, podrá fijarle un 
tiempo límite en el que indefectiblemente dará por concluido el alegato.

5. Culminada la autodefensa del acusado, el juez penal declarará cerrado el debate.

Artículo 471. Reducción adicional acum ulable
El imputado que se acoja a este proceso recibirá un beneficio de reducción de la 
pena de una sexta parte. Este beneficio es adicional y se acumulará al que reciba por 
confesión, en tanto esta sea útil y anterior a la celebración del proceso especial.

La acumulación no procede cuando el imputado tenga la calidad de reincidente o 
habitual, de conformidad con los artículos 46-B y 46-C del Código Penal, en cuyo 
caso solo recibe el beneficio correspondiente a la terminación anticipada.

La reducción de la pena por terminación anticipada no procede cuando al imputado 
se le atribuya la comisión del delito en condición de integrante de una organización 
criminal, esté vinculado o actúe por encargo de ella.

Artículo 523. Arresto provisorio o preextradición
1. El arresto provisorio de una persona reclamada por las autoridades extranjeras

procederá cuando:
a) Haya sido solicitada formalmente por la autoridad central del país intere­

sado;
b) La persona pretenda ingresar al país mientras es perseguido por la autori­

dad de un país limítrofe;
c) La persona se encuentre plenamente ubicada, dentro del territorio nacio­

nal, con requerimiento urgente, por intermedio de la Organización Inter­
nacional de Policía Criminal-INTERPOL.
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2. En el supuesto del literal a) del numeral anterior, la solicitud formal será remiti­
da a la Fiscalía de la Nación ya sea por intermedio de su autoridad central o por 
conducto de la INTERPOL. En casos de urgencia, se requerirá simple requisi­
ción hecha por cualquier medio, inclusive telegráfico, telefónico, radiográfico o 
electrónico. La solicitud formal contendrá:

a) El nombre de la persona reclamada, con sus datos de identidad personal y 
las circunstancias que permitan encontrarla en el país;

b) La fecha, lugar de comisión y tipificación del hecho imputado;

c) Si el requerido fuese un imputado, indicación de la pena conminada para 
el hecho perpetrado; y, si fuera un condenado, precisión de la pena im­
puesta;

d) La invocación de la existencia de la orden judicial de detención o de pri­
sión, y de ausencia o contumacia en su caso;

e) El compromiso del Estado solicitante a presentar el pedido formal de ex­
tradición dentro de sesenta días de producida la detención. A su venci­
miento, de no haberse formalizado la demanda de extradición el arrestado 
será puesto en inmediata libertad.

3. La Fiscalía de la Nación remitirá de inmediato al juez de la Investigación Prepa­
ratoria competente, con aviso al fiscal Provincial que corresponda.

4. El juez dictará el mandato de arresto provisorio, siempre que el hecho que se 
repute delictivo también lo sea en el Perú y tenga prevista una conminación 
penal, en cualquiera de sus extremos, igual o superior a una pena privativa de un 
año. Si se invoca la comisión de varios delitos, bastará que uno de ellos cumpla 
con esa condición para que proceda respecto de los restantes delitos. La decisión 
que emita será notificada al fiscal y comunicada a la Fiscalía de la Nación y a la 
oficina local de la INTERPOL.

5. En el supuesto del literal b) del numeral 1) la Policía destacada en los lugares de 
frontera deberá poner inmediatamente al detenido a disposición del juez de la 
Investigación Preparatoria competente del lugar de la intervención, con aviso al 
fiscal provincial. El juez por la vía más rápida, que puede ser comunicación tele­
fónica, fax o correo electrónico, pondrá el hecho en conocimiento de la Fiscalía 
de la Nación y del funcionario diplomático o consular del país de búsqueda. El 
representante diplomático o consular tendrá un plazo de dos días para requerir 
el mantenimiento del arresto provisorio, acompañando a su solicitud las con­
diciones establecidas en el numeral 2) de este artículo. De no hacerlo se dará 
inmediata libertad al arrestado.
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6. Dispuesto el arresto provisorio, el juez de la Investigación Preparatoria oirá a la 
persona arrestada en el plazo de veinticuatro horas y le designará abogado defen­
sor de oficio, si aquella no designa uno de su confianza. El arresto se levantará 
si, inicialmente, el Juez advierte que no se dan las condiciones indicadas en el 
numeral 4) de este artículo, convirtiéndose en un mandato de comparecencia 
restrictiva, con impedimento de salida del país. El arresto cesará si se comproba­
se que el arrestado no es la persona reclamada, o cuando transcurre el plazo de 
sesenta días para la presentación formal de la demanda de extradición.

7. El arrestado que sea liberado porque no se presentó a tiempo la demanda de 
extradición puede ser nuevamente detenido por razón del mismo delito, siempre 
que se reciba un formal pedido de extradición.

8. Mientras dure el arresto provisorio, el arrestado podrá dar su consentimiento a 
ser trasladado al Estado requirente. De ser así, se procederá conforme a lo dis­
puesto en el numeral 6) del artículo 521.

9. El arrestado puede obtener libertad provisional si transcurriesen los plazos le­
gales del tratado o de la ley justificatorios de la demanda de extradición, o si el 
extraditado reuniese las condiciones procesales para esa medida. En este último 
caso se dictará mandato de impedimento de salida del país y se retendrá su pa­
saporte, sin perjuicio de otras medidas de control que el juez discrecionalmente 
acuerde. Se seguirá el trámite previsto para la cesación de la prisión preventiva.

10. En el caso del inciso c) del numeral 1) del presente artículo, la Policía Nacional 
procederá a la intervención y conducción del requerido en forma inmediata, po­
niéndolo a disposición del juez competente del lugar de la intervención y comu­
nicando tal hecho al fiscal provincial, a la Fiscalía de la Nación y al funcionario 
diplomático o consular del país requirente.”

Artículo 4 . Incorporación de artículo al Código Procesal Penal

Incorpórase el artículo 119-A al Código Procesal Penal en los siguientes términos:

“Artículo I I  9-A. Audiencia
1. La presencia física del imputado es obligatoria en la audiencia del juicio, confor­

me al inciso 1) del artículo 356, así como en aquellos actos procesales dispuestos 
por ley.

2. Excepcionalmente, a pedido del fiscal, del imputado o por disposición del juez, 
podrá utilizarse el método de videoconferencia en casos que el imputado se en­
cuentre privado de su libertad y su traslado al lugar de la audiencia encuentre 
dificultades por la distancia o porque exista peligro de fuga.”



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Artículo 5 . M odificación de diversos artículos del Código de Ejecución Penal

Modifícanse los artículos 46, 47, 48, 50, 53 y 55 del Código de Ejecución Penal en 
los siguientes términos:

“Artículo 46. Casos especiales de redención

En los casos de internos primarios que hayan cometido los delitos previstos en los 
artículos 107, 108-B, 121, 121-A, 121-B, 152, 153, 153-A, 186, 189, 195, 200, 
279, 279-A, 279-B, 317, 317-A, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 y 346 del 
Código Penal, la redención de la pena mediante el trabajo o la educación se realiza 
a razón de un día de pena por cinco días de labor o estudios efectivos, en su caso.

Los reincidentes y habituales en el delito redimen la pena mediante el trabajo y la 
educación a razón de un día de pena por seis días de trabajo o estudio, según el caso.

De conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 46-B y el pri­
mer párrafo del artículo 46-C del Código Penal, en los casos previstos en los delitos 
señalados en los artículos 107, 108-B, 121, 121-A, 121-B, 152, 153, 153-A, 186, 
189,195, 200, 2 7 9 ,279-A, 279-B, 317, 317-A, 325, 326, 327, 328, 329,330, 331, 
332 y 346 del Código Penal, la redención de la pena mediante el trabajo o la educa­
ción se realiza a razón de un día de pena por siete días de labor o estudio efectivos, 
en su caso. (*) (*) RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS.

(*) Confrontar con el Artículo 1 de la Ley N° 30262, publicada el 06 noviembre 2014.

Artículo 47. Im procedencia de acum ulación de la  redención de pena por el tra­
bajo y  educación

El beneficio de la redención de la pena por el trabajo y la educación no es acumula- 
ble cuando estos se realizan simultáneamente.

El beneficio de la redención de la pena por el trabajo o la educación no es aplicable a 
los agentes de los delitos tipificados en los artículos 108, 108-A, 296, 297, 301, 302 
y 319 a 323 del Código Penal. (*)

(*) Confrontar con el Artículo 1 de la Ley N° 30262, publicada el 06 noviembre 2014. 

Artículo 48. Sem ilibertad

La semilibertad permite al sentenciado egresar del establecimiento penitenciario, 
para efectos de trabajo o educación, cuando ha cumplido la tercera parte de la pena 
y si no tiene proceso pendiente con mandato de detención.

En los casos del artículo 46, primer párrafo, la semilibertad podrá concederse cuan­
do se ha cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la 
cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del
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interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el artículo 183 
del Código Procesal Penal.

El beneficio de semilibertad es inaplicable a los reincidentes, habituales y a los agentes 
de los delitos tipificados en los artículos 107, 108 ,108-A, 108-B, 121, 121-A, 121-B, 
152, 153, 153-A, 173, 173-A, 186, 189, 195, 200, 279-A, 279-B, 296, 297, 317, 
317-A, 319 a 323, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 y 346 del Código Penal.

Artículo 50. Com petencia y audiencia de sem ilibertad

La semilibertad se concede por el juzgado que conoció el proceso. Recibida la soli­
citud de beneficio penitenciario de semilibertad, acompañada obligatoriamente de 
los documentos originales que acrediten el cumplimiento de los requisitos previstos 
en el artículo 49, el juez notifica con los recaudos correspondientes y convoca a 
audiencia dentro de los diez días, a la que concurren obligatoriamente el fiscal, el 
sentenciado y su defensa.

Instalada la audiencia, el abogado del condenado presenta la solicitud y los medios 
de prueba que la sustentan y, facultativamente, a las personas comprometidas con las 
actividades laborales o de estudio que acrediten la aplicación del beneficio.

El juez realiza un análisis de la admisibilidad de los medios de prueba y da inicio al 
debate contradictorio.

Culminada la audiencia, el juez escucha los alegatos finales, por su orden, al fiscal, al 
abogado defensor y al sentenciado, después de la cual, resuelve sobre la solicitud del 
beneficio penitenciario o, en su defecto, en el término de dos días.

Artículo 53. Liberación condicional

La liberación condicional se concede al sentenciado que ha cumplido la mitad de la 
pena siempre que no tenga proceso pendiente con mandato de detención.

En los casos de los delitos a los que se refiere el artículo 46, primer párrafo, la libera­
ción condicional podrá concederse cuando se ha cumplido las tres cuartas partes de 
la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como repara­
ción civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza 
en la forma prevista en el artículo 187 del Código Procesal Penal.

El beneficio de liberación condicional es inaplicable a los reincidentes, habituales y 
a los agentes de los delitos tipificados en los artículos 107, 108, 108-A, 121, 121-A, 
121-B, 1 5 2 ,1 5 3 ,153-A, 1 7 3 ,173-A, 186, 189,195, 2 0 0 ,279-A, 279-B, 296, 297, 
317, 317-A, 319 a 323, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 y 346 del Código 
Penal.
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Artículo 55. Com petencia y audiencia de liberación condicional

La liberación condicional se concede por el juzgado que conoció el proceso. Reci­
bida la solicitud de beneficio penitenciario de liberación condicional, acompañada 
obligatoriamente de los documentos originales que acrediten el cumplimiento de los 
requisitos previstos en el artículo 54, el juez notifica con los recaudos correspondien­
tes y convoca a audiencia dentro de los diez días, a la que concurren obligatoriamen­
te el fiscal, el sentenciado y su defensa.

Instalada la audiencia, el abogado del condenado presenta la solicitud y los medios 
de prueba que la sustentan y, facultativamente, a las personas comprometidas con las 
actividades laborales o de estudio que acrediten la aplicación del beneficio.

El juez realiza un análisis de la admisibilidad de los medios de prueba y da inicio al 
debate contradictorio.

Culminada la audiencia, el juez escucha los alegatos finales, por su orden, al fiscal, al 
abogado defensor y al sentenciado, después de la cual, resuelve sobre la solicitud del 
beneficio penitenciario o, en su defecto, en el término de dos días.”

Artículo 6 . Incorporación de artículos al C ódigo de Ejecución Penal

Incorpóranse los artículos 47-A, 50-A y 55-A al Código de Ejecución Penal en los 
siguientes términos:

“Artículo 47-A. Acum ulación de la redención de pena por trabajo o educación 
para el cum plim iento de la condena

Para el cumplimiento de la condena, el interno podrá acumular el tiempo de perma­
nencia efectiva en el establecimiento penitenciario con el tiempo de pena redimido 
por trabajo o educación, en cuyo caso se deberá cumplir con el procedimiento y 
requisitos establecidos por el Reglamento.

Dicha acumulación no procede en los delitos respecto de los cuales la redención de 
la pena por el trabajo y la educación está expresamente prohibida por ley.

Artículo 50-A. D ecisión e im pugnación de la  sem ilibertad

El juez resuelve finalizada la audiencia o, en todo caso, dentro de los dos días si­
guientes de realizada la audiencia de semilibertad. Solo concede el beneficio en el 
caso de que la naturaleza del delito, la evolución de la personalidad del sentenciado, 
las condiciones para el desarrollo de su vida futura y su conducta dentro del esta­
blecimiento penitenciario, permitan suponer razonablemente que no cometerá otra 
infracción penal.
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Para la fundamentación y evaluación de la solicitud del beneficio, el juez debe aten­
der especialmente los siguientes criterios:

1. La modalidad y motivación en la comisión del hecho punible.

2. La gravedad del hecho punible cometido.

3. La extensión del daño o peligro cometido.

4. Los esfuerzos realizados por reparar el daño causado con su comisión, incluso en 
caso de insolvencia.

5. Los antecedentes penales y judiciales.

6. Las medidas disciplinarias que se le haya impuesto durante su permanencia en el 
establecimiento penitenciario.

7. La verosimilitud de las condiciones externas en donde desarrollará, en su caso, el 
trabajo o estudio.

8. Cualquier otra circunstancia personal útil para la formulación del pronóstico de 
conducta.

9. El arraigo del interno, en cualquier lugar del territorio nacional debidamente 
acreditado.

Si el juez concede el beneficio, dicta las reglas de conducta pertinentes, conforme al 
artículo 58 del Código Penal. El juez podrá disponer la utilización de la vigilancia 
electrónica personal como mecanismo de control de la pena.

Contra la resolución procede recurso de apelación en el término de tres días.

Artículo 55-A. D ecisión e im pugnación de la liberación condicional

El juez resuelve finalizada la audiencia o, en todo caso, dentro de los dos días si­
guientes de realizada la audiencia de liberación condicional. Solo concede el be­
neficio en el caso de que la naturaleza del delito, la evolución de la personalidad 
del sentenciado, las condiciones para el desarrollo de su vida futura y su conducta 
dentro del establecimiento penitenciario, permitan suponer razonablemente que no 
cometerá otra infracción penal.

Para la fundamentación y evaluación de la solicitud del beneficio, el juez debe aten­
der especialmente los siguientes criterios:

1. La modalidad y motivación en la comisión del hecho punible.

2. La gravedad del hecho punible cometido.

3. La extensión del daño o peligro cometido.

4. Los esfuerzos realizados por reparar el daño causado con su comisión, incluso en 
caso de insolvencia.
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5. Los antecedentes penales y judiciales.

6. Las medidas disciplinarias que se le haya impuesto durante su permanencia en el 
establecimiento penitenciario.

7. La verosimilitud de las condiciones externas en donde desarrollará, en su caso, el 
trabajo o estudio.

8. Cualquier otra circunstancia personal útil para la formulación del pronóstico de 
conducta.

9. El arraigo del interno, en cualquier lugar del territorio nacional debidamente 
acreditado.

Si el juez concede el beneficio, dicta las reglas de conducta pertinentes, conforme al 
artículo 58 del Código Penal. El juez puede disponer la utilización de la vigilancia 
electrónica personal como mecanismo de control de la pena.

Contra la resolución procede recurso de apelación en el término de tres días.”

Artículo 7 . M odificación del Código de los N iños y Adolescentes

Modifícase el artículo 239 del Código de los Niños y Adolescentes, el cual queda 
redactado de la siguiente manera:

“Artículo 239. Excepción

Si el adolescente adquiere la mayoría de edad durante el cumplimiento de la medida, 
el juez prolonga cualquier medida hasta el término de la misma.

Si el juez penal se inhibe por haberse establecido la minoridad al momento de los 
hechos, asume competencia el juez de familia aunque el infractor haya alcanzado 
mayoría de edad.” (*)

(*) Confrontar con el Artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1204, publicado el 23 septiembre 
2015.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIM ERA* Puesta en vigencia de artículos del Código Procesal Penal

Adelántase la vigencia de los artículos 2, 160, 161, 268, 269, 270, 271 y 311 del 
Código Procesal Penal, aprobado mediante Decreto Legislativo 957, en todo el te­
rritorio peruano.

SEGUNDA. Interptetación

Cuando los artículos 268 a 271 del Código Procesal Penal hagan referencia a los tér­
minos “investigación preparatoria”, “expediente fiscal”, “prisión preventiva” y “juez
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de la investigación preparatoria”, se debe interpretar que dichos términos hacen 
referencia, respectivamente, a “instrucción”, “expediente fiscal”, “mandato de de­
tención” y “juez penal” . Esta disposición rige en los distritos judiciales en los que el 
Código Procesal Penal no ha entrado en vigencia.

TERCERA* Adopción de protocolos y reglam entos

El Ministerio Público, el Ministerio del Interior y la Policía Nacional del Perú, res­
petando sus atribuciones constitucionales, diseñan y aprueban conjuntamente los 
protocolos y reglamentos necesarios para la adecuada y eficaz investigación del de­
lito, en el plazo de noventa días calendario de publicada la presente ley en el diario 
oficial El Peruano.

En el mismo período, el Poder Judicial y el Instituto Nacional Penitenciario dise­
ñan y aprueban los protocolos y reglamentos necesarios para una adecuada y eficaz 
realización de videoconferencia desde los centros penitenciarios a las distintas sedes 
judiciales a nivel nacional.

CUARTA. Coordinación interinstitucional

En el marco de la lucha eficaz contra la criminalidad y la garantía de los derechos 
fundamentales, los jueces y fiscales tramitan de manera inmediata las solicitudes 
referidas a medidas de coerción y de búsqueda de pruebas y restricción de derechos, 
para lo cual en el plazo de treinta días establecen los canales permanentes de coor­
dinación, comunicación y autorización, a fin de agilizar y efectivizar la ejecución de 
dichas medidas de modo ininterrumpido.

QUINTA. Creación del Registro de Denuncias por Faltas contra la  Persona y el 
Patrim onio

Créase el Registro de Denuncias por Faltas contra la Persona y el Patrimonio en la 
Dirección Ejecutiva de Criminalística de la Policía Nacional del Perú, en el que se 
registran las denuncias por la presunta comisión de faltas contra la persona y el pa­
trimonio previstas en los artículos 441 y 444 del Código Penal, respectivamente, así 
como los nombres y apellidos de la persona denunciada, lugar y fecha de nacimiento, 
edad, domicilio, número de su documento de identidad, pasaporte u otro de carácter 
oficial, según sea el caso, y una fotografía.

La Dirección Ejecutiva de Criminalística de la Policía Nacional del Perú remite la 
información requerida en un plazo máximo de tres días.

Concordancias: D.S. N° 016-2013-JUS (Aprueban disposiciones para la imple- 
mentación y aplicación del Registro de Denuncias por Faltas contra la Persona y el 
Patrimonio).
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SEXTA. Deberes de verificación y com unicación

La Policía Nacional del Perú, al tomar conocimiento de la presunta comisión de las 
faltas contra la persona o el patrimonio, verifica inmediatamente en el Registro de 
Denuncias por Faltas contra la Persona y el Patrimonio y en el Registro Nacional de 
Condenas a cargo de la Gerencia General del Poder Judicial, a fin de verificar si el 
imputado registra antecedentes por la comisión de tres o más hechos referidos a la 
mencionada falta o una condena por esa misma infracción. Con dicha información, 
la autoridad policial remite los actuados al juez de paz letrado competente en un plazo 
máximo de cinco días, a efectos de que este determine si el imputado tiene la condi­
ción de reincidente o habitual, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 46-B 
y 46-C del Código Penal.

En el caso del numeral 3) del artículo 440 del Código Penal, el juez de paz letrado 
debe remitir inmediatamente los actuados al fiscal, a fin de que este proceda con la 
investigación correspondiente, de acuerdo a sus atribuciones.

Si la denuncia se dirige directamente ante el juez de paz letrado, requiere la informa­
ción sobre los antecedentes del imputado a la Dirección Ejecutiva de Criminalística 
de la Policía Nacional del Perú y al Registro Nacional de Condenas del Poder Judi­
cial, a fin de determinar si el imputado tiene la condición de reincidente o habitual, 
en cuyo caso es de aplicación lo dispuesto en el párrafo anterior.

En casos de flagrancia, la autoridad policial da cuenta inmediatamente al Ministerio 
Público, remitiéndole los actuados con la información acerca de los antecedentes 
del detenido, con la cual el fiscal determina si el imputado tiene la condición de 
reincidente o habitual, en cuyo caso continúa con la investigación correspondiente, 
conforme a sus atribuciones.

En el supuesto en que el fiscal no cuente con los antecedentes del imputado y consi­
dere que los hechos denunciados no constituyen delito sino falta contra el patrimonio, 
antes de archivar el caso y remitirlo al juzgado de paz competente, requiere la infor­
mación actualizada sobre los antecedentes del imputado a la Dirección Ejecutiva de 
Criminalística de la Policía Nacional del Perú y al Registro Nacional de Condenas del 
Poder Judicial, a efectos de determinar si dicho imputado tiene la condición de rein­
cidente o habitual. De ser así, el fiscal continúa con la investigación correspondiente, 
conforme a sus atribuciones.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente disposición, la autoridad policial co­
munica a la Dirección Ejecutiva de Criminalística de la Policía Nacional del Perú 
acerca de todas las presuntas faltas contra la persona o el patrimonio, puestas en su 
conocimiento, a fin de ingresar la información correspondiente en la base de datos 
del Registro de Denuncias por Faltas contra la Persona y el Patrimonio.
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SÉTIM A. D isposiciones relativas al Registro de D enuncias por Faltas contra la  
Persona y el Patrim onio

El Poder Ejecutivo, mediante decreto supremo refrendado por los ministros de Justi­
cia y Derechos Humanos y del Interior, dicta las disposiciones pertinentes y necesa­
rias para la implementación y aplicación del Registro de Denuncias por Faltas contra 
la Persona y el Patrimonio en un plazo no mayor de sesenta días contado a partir de 
la publicación de la presente ley.

OCTAVA. Creación del Registro Nacional de Trabajadores de Construcción Civil
Créase, en la Dirección de Promoción del Empleo y Formación Profesional del M i­
nisterio de Trabajo y Promoción del Empleo, el Registro Nacional de Trabajadores 
de Construcción Civil.

La Dirección de Promoción del Empleo y Formación Profesional del Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo implementa el sistema de registro en un plazo de 
treinta días de publicada la presente ley.

NOVENA. Publicidad y destino de bienes inm ovilizados o con sim ilar m edida
Respecto de los bienes que hayan sido materia de orden de inmovilización u otra 
medida similar, vinculados a investigaciones o actuaciones en que haya intervenido 
la Policía Nacional del Perú, y que se encuentren ubicados o custodiados en las dele­
gaciones policiales por un período superior a seis meses, sin que se haya manifestado 
interesado alguno, estos deben ser materia de un inventario por parte de la respectiva 
entidad encargada de su custodia para comunicar a la Comisión Nacional de Bienes 
Incautados (CONABI) sobre su existencia, origen y propietario, si este se encuentra 
identificado, con la finalidad de publicitar el citado inventario.

Transcurrido el plazo de treinta días hábiles contado desde la comunicación men­
cionada, dichos bienes son considerados en abandono, encontrándose la CONABI 
facultada para su venta, donación, destrucción o asignación, una vez deducidos los 
gastos de custodia y administración respectivos.

DÉCIM A. D estino de bienes decom isados por usurpación
Los bienes decomisados por usurpación son enviados a la Comisión Nacional de 
Bienes Incautados para que, previa valorización, sean puestos a disposición de las 
entidades que conforman el Sistema Nacional de Gestión de Riesgos de Desastres, 
con la finalidad de ser destinados al cumplimiento de sus fines.

UNDÉCIM A. Revisión judicial en casos de accidentes de tránsito

No es de aplicación a los casos de imposición de papeletas de tránsito lo previsto en 
el numeral 23.3 del artículo 23 de la Ley 26979, Ley de Procedimiento de Ejecu­
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ción Coactiva. En estos casos, la presentación de la demanda de revisión judicial no 
suspende la ejecución de los cobros coactivos por aplicación de papeletas de tránsito, 
salvo mandato judicial.

DUO DÉCIM A* Financiam iento

La implementación de las medidas a que se refiere la presente norma se financia con 
cargo al presupuesto de cada una de las instituciones señaladas en la presente ley, 
sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público y conforme a las disposiciones 
legales.

DEPOSICIONES COMPLEMENTARIAS DEROGATORIAS

PRIM ERA. D erogación de disposiciones legales sobre usurpación

Deróganse los Decretos Ley 14495 y 20066, así como el Decreto Legislativo 312 y 
todas las leyes que se opongan a la presente.

SEGUNDA. D erogación de ley referida a  la refundición de penas

Derógase la Ley 10124, que establece las reglas que se observarán tanto para la inves­
tigación como para el juzgamiento, en los casos de delitos conexos.

Comuniqúese al señor Presidente Constitucional de la República para su promul­
gación.

En Lima, a los veinticinco días del mes de julio de dos mil trece.

VÍCTOR ISLA ROJAS
Presidente del Congreso de la República

JUAN CARLOS EGUREN NEUENSCHWANDER 
Segundo Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:
Mando se publique y cumpla.
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciocho días del mes de agosto del año dos 
mil trece.

OLLANTA HUMALA TASSO 
Presidente Constitucional de la República

JUAN F. JIMENEZ MAYOR 
Presidente del Consejo de Ministros



LEY  N ° 30077

LEY  C O N TR A  E L  C R IM EN  O RG A N IZA D O

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR CUANTO:

El Congreso de la República; Ha dado la Ley siguiente:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

TÍTULO I
OBJETO, DEFINICIÓN YÁM BITO DE APLICACIÓN

Artículo 1. Objeto de la Ley

La presente Ley tiene por objeto fijar las reglas y procedimientos relativos a la in­
vestigación, juzgamiento y sanción de los delitos cometidos por organizaciones cri­
minales.

Artículo 2 . Definición y criterios para determ inar la existencia de una organi­
zación crim inal

1. Para efectos de la presente Ley, se considera organización criminal a cualquier 
agrupación de tres o más personas que se reparten diversas tareas o funciones, 
cualquiera sea su estructura y ámbito de acción, que, con carácter estable o por 
tiempo indefinido, se crea, existe o funciona, inequívoca y directamente, de ma­
nera concertada y coordinada, con la finalidad de cometer uno o más delitos 
graves señalados en el artículo 3 de la presente Ley.

2. La intervención de los integrantes de una organización criminal, personas vincu­
ladas a ella o que actúan por encargo de la misma puede ser temporal, ocasional 
o aislada, debiendo orientarse a la consecución de los objetivos de la organiza­
ción criminal.
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Artículo 3 . D elitos com prendidos

La presente Ley es aplicable a los siguientes delitos:

1. Homicidio calificado-asesinato, de conformidad con el artículo 108 del Código 
Penal.

2. Secuestro, tipificado en el artículo 152 del Código Penal.

3. Trata de personas, tipificado en el artículo 153 del Código Penal.

4. Violación del secreto de las comunicaciones, en la modalidad delictiva tipificada 
en el artículo 162 del Código Penal.

5. Delitos contra el patrimonio, en las modalidades delictivas tipificadas en los 
artículos 186, 189, 195, 196-Ay 197 del Código Penal.

6. Pornografía infantil, tipificado en el artículo 183-A del Código Penal.

7. Extorsión, tipificado en el artículo 200 del Código Penal.

8. Usurpación, en las modalidades delictivas tipificadas en los artículos 202 y 204 
del Código Penal.

9. Delitos informáticos, en las modalidades delictivas tipificadas en los artículos 
207-B y 207-C del Código Penal. (*)

Numeral modificado por la Segunda Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 
30096, publicada el 22 octubre 2013, cuyo texto es el siguiente:

“9. Delitos informáticos previstos en la ley penal.”

10. Delito contra la propiedad industrial, tipificado en el artículo 222 del Código 
Penal.

11. Delitos monetarios, en las modalidades delictivas tipificadas en los artículos 252, 
253 y 254 del Código Penal.

12. Tenencia, fabricación, tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos y demás 
delitos tipificados en los artículos 279, 279-A, 279-B, 279-C y 279-D del Códi­
go Penal.

13. Delitos contra la salud pública, en las modalidades delictivas tipificadas en los 
artículos 294-A y 294-B del Código Penal.

14. Tráfico ilícito de drogas, en sus diversas modalidades previstas en la Sección II 
del Capítulo III del Título XII del Libro Segundo del Código Penal.

15. Delito de tráfico ilícito de migrantes, en las modalidades delictivas tipificadas en 
los artículos 303-A y 303-B del Código Penal.

16. Delitos ambientales, en las modalidades delictivas tipificadas en los artículos 
310-A, 310-B y 310-C del Código Penal.
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17. Delito de mareaje o reglaje, previsto en el artículo 317-A del Código Penal.

18. Genocidio, desaparición forzada y tortura, tipificados en los artículos 319, 320 
y 321 del Código Penal, respectivamente.

19. Delitos contra la administración pública, en las modalidades delictivas tipifica­
das en los artículos 382,383, 384,387, 393, 393-A, 394, 395, 396, 397, 397-A, 
398, 399, 400 y 401 del Código Penal.

20. Delito de falsificación de documentos, tipificado en el primer párrafo del artícu­
lo 427 del Código Penal.

21. Lavado de activos, en las modalidades delictivas tipificadas en los artículos 1, 2, 
3 ,4 , 5 y 6 del Decreto Legislativo 1106, Decreto Legislativo de lucha eficaz con­
tra el lavado de activos y otros delitos relacionados a la minería ilegal y crimen 
organizado.

Los alcances de la presente Ley son de aplicación a los delitos en los que se contemple 
como circunstancia agravante su comisión mediante una organización criminal y a 
cualquier otro delito cometido en concurso con los previstos en el presente artículo.

Artículo 4 . Ambito de aplicación

Para la investigación, juzgamiento y sanción de los integrantes de una organización 
criminal, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma, que 
cometan los delitos señalados en el artículo 3 de la presente Ley, rigen las normas y 
disposiciones del Código Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, sin 
perjuicio de las disposiciones especiales contenidas en la presente Ley.

TÍTULO II
INVESTIGACIÓN, CONSECUENCIAS JU RÍDICAS APLICABLES 

Y EJECUCIÓN PENAL

CAPÍTULO I
INVESTIGACIÓN Y PROCESO PENAL

Artículo 5. D iligencias prelim inares

1. Conforme a lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 334 del Código Procesal 
Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, el plazo de las diligencias prelimi­
nares para todos los delitos vinculados a organizaciones criminales es de sesenta 
días, pudiendo el fiscal fijar un plazo distinto en atención a las características, 
grado de complejidad y circunstancias de los hechos objeto de investigación.

587



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

2. Para determinar la razonabilidad del plazo, el Juez considera, entre otros fac­
tores, la complejidad de la investigación, su grado de avance, la realización de 
actos de investigación idóneos, la conducta procesal del imputado, los elementos 
probatorios o indiciados recabados, la magnitud y grado de desarrollo de la pre­
sunta organización criminal, así como la peligrosidad y gravedad de los hechos 
vinculados a esta.

Artículo 6 . Carácter com plejo de la investigación preparatoria

Todo proceso seguido contra integrantes de una organización criminal, personas 
vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma, se considera complejo de 
conformidad con el inciso 3 del artículo 342 del Código Procesal Penal aprobado 
por Decreto Legislativo 957.

CAPÍTULO II
TÉCNICAS ESPECIALES D E INVESTIGACIÓN

Artículo 7 . D isposiciones generales
1. Se pueden adoptar técnicas especiales de investigación siempre que resulten idó­

neas, necesarias e indispensables para el esclarecimiento de los hechos materia 
de investigación. Su aplicación se decide caso por caso y se dictan cuando la 
naturaleza de la medida lo exija, siempre que existan suficientes elementos de 
convicción acerca de la comisión de uno o más delitos vinculados a una organi­
zación criminal.

2. Las técnicas especiales de investigación deben respetar, escrupulosamente y en 
todos los casos, los principios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad.

3. La resolución judicial que autoriza la ejecución de las técnicas especiales de in­
vestigación previstas en este capítulo, así como el requerimiento mediante el que 
se solicita su ejecución, según sea el caso, deben estar debida y suficientemente 
motivados, bajo sanción de nulidad, sin perjuicio de los demás requisitos exigi­
dos por la ley. Asimismo, deben señalar la forma de ejecución de la diligencia, 
así como su alcance y duración.

4. El Juez, una vez recibida la solicitud, debe resolver, sin trámite alguno, en el 
término de veinticuatro horas.

Artículo 8 . Interceptación postal e intervención de las com unicaciones. D ispo­
siciones comunes
1. En el ámbito de la presente Ley, se respetan los plazos de duración de las técnicas 

especiales de interceptación postal e intervención de las comunicaciones previs­



Anexos: II. Legislación conexa

tas en el inciso 2 del artículo 226 y en el inciso 6 del artículo 230 del Código 
Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, respectivamente.

2. El trámite y realización de estas medidas tienen carácter reservado e inmediato.

Artículo 9 . Interceptación postal
1. Solo se intercepta, retiene e incauta la correspondencia vinculada al delito objeto 

de investigación vinculado a la organización criminal, procurando, en la medida 
de lo posible, no afectar la correspondencia de terceros no involucrados.

2. Toda correspondencia retenida o abierta que no tenga relación con los hechos 
investigados es devuelta a su destinatario, siempre y cuando no revelen la pre­
sunta comisión de otros hechos punibles, en cuyo caso el fiscal dispone su in­
cautación y procede conforme al inciso 11 del artículo 2 de la Ley 27697, Ley 
que otorga facultad al Fiscal para la intervención y control de comunicaciones y 
documentos privados en caso excepcional.

Artículo 10. Intervención de las com unicaciones
1. En el ámbito de la presente Ley, la grabación mediante la cual se registre la in­

tervención de las comunicaciones es custodiada debidamente por el fiscal, quien 
debe disponer la transcripción de las partes pertinentes y útiles para la investiga­
ción.

2. Las comunicaciones que son irrelevantes para la investigación son entregadas a las 
personas afectadas con la medida, ordenándose, bajo responsabilidad, la destruc­
ción de cualquier transcripción o copia de las mismas, salvo que dichas grabacio­
nes pongan de manifiesto la presunta comisión de otro hecho punible, en cuyo 
caso se procede de conformidad con el inciso 11 del artículo 2 de la Ley 27697.

Artículo 11. Audiencia judicial de reexamen

Ejecutadas las técnicas especiales de investigación previstas en los artículos 9 y 10, 
el afectado puede instar la realización de la audiencia judicial de reexamen prevista 
en el artículo 228 y en los incisos 3 y 4 del artículo 231 del Código Procesal Penal 
aprobado por Decreto Legislativo 957.

Artículo 12. Circulación y entrega vigilada de bienes delictivos
1. El fiscal se encuentra facultado a disponer la circulación o entrega vigilada de 

cualquier bien relacionado a la presunta comisión de uno o más delitos vincula­
dos a una organización criminal, conforme a lo dispuesto en el artículo 340 del 
Código Procesal Penal aprobado por el Decreto Legislativo 957.

2. Las personas naturales que colaboren, con autorización o por encargo de la au­
toridad competente, en la ejecución de esta diligencia se encuentran exentas de
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responsabilidad penal, siempre que su actuación se haya ceñido estrictamente 
al ámbito, finalidad, límites y características del acto de investigación dispues­
to por el fiscal para el caso concreto. Del mismo modo, no puede imponerse 
consecuencia accesoria ni medida preventiva alguna a las personas jurídicas que 
obrasen dentro de estos márgenes permitidos.

Artículo 13. Agente encubierto

Los agentes encubiertos, una vez emitida la disposición fiscal que autoriza su parti­
cipación, quedan facultados para participar en el tráfico jurídico y social, adquirir, 
poseer o transportar bienes de carácter delictivo, permitir su incautación e inter­
venir en toda actividad útil y necesaria para la investigación del delito que motivó 
la diligencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 341 del Código Procesal Penal 
aprobado por Decreto Legislativo 957.

Artículo 14. Acciones de seguim iento y  vigilancia

El fiscal, de oficio o a instancia de la autoridad policial, y sin conocimiento del in­
vestigado, puede disponer que este o terceras personas con las que guarda conexión 
sean sometidos a seguimiento y vigilancia por parte de la Policía Nacional del Perú, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del Código Procesal Penal apro­
bado por Decreto Legislativo 957.

Artículo 15. Deber de colaboración y de confidencialidad de las instituciones y 
entidades públicas y privadas
1. Todas las instituciones y organismos del Estado, funcionarios y servidores públi­

cos, así como las personas naturales o jurídicas del sector privado están obligadas 
a prestar su colaboración cuando les sea requerida para el esclarecimiento de los 
delitos regulados por la presente Ley, a fin de lograr la eficaz y oportuna realiza­
ción de las técnicas de investigación previstas en este capítulo.

2. La información obtenida como consecuencia de las técnicas previstas en el pre­
sente capítulo debe ser utilizada exclusivamente en la investigación correspon­
diente, debiéndose guardar la más estricta confidencialidad respecto de terceros 
durante y después del proceso penal, salvo en los casos de presunción de otros 
hechos punibles y de solicitudes fundadas de autoridades extranjeras del sistema 
de justicia penal.

3. Los referidos deberes se extienden a las personas naturales que intervengan en 
una investigación en el marco de la presente Ley.

4. El incumplimiento de estas obligaciones acarrea responsabilidad penal, civil o 
administrativa, según corresponda.
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CAPITULO III
MEDIDAS LIMITATIVAS DE DERECHOS

Artículo 16. Levantamiento del secreto bancario, reserva tributaria y  bursátil
1. El juez, a solicitud del fiscal, puede ordenar, de forma reservada y de forma 

inmediata, el levantamiento del secreto bancario o de la reserva tributaria, con­
forme a lo establecido por el Código Procesal Penal aprobado por Decreto Le­
gislativo 957. La información obtenida solo puede ser utilizada en relación con 
la investigación de los hechos que la motivaron.

2. El juez, previa solicitud del fiscal, puede ordenar que se remita información so­
bre cualquier tipo de movimiento u operación bursátil, relacionados a acciones, 
bonos, fondos, cuotas de participación u otros valores, incluyendo la informa­
ción relacionada a un emisor o sus negocios según lo establecido en los artículos 
40 y 45 del Decreto Legislativo 861, Ley del Mercado de Valores, en la medida 
en que pudiera resultar útil para la investigación. Asimismo, la autoridad fiscal 
o judicial puede solicitar cualquier información sobre los compradores o ven­
dedores de los valores negociados en el sistema bursátil, de conformidad con lo 
establecido en el inciso a) del artículo 47 del Decreto Legislativo 861.

CAPÍTULO IV
INCAUTACIÓN Y DECOM ISO

Artículo 17. Procedencia
En todas las investigaciones y procesos penales por delitos cometidos a través de 
una organización criminal, según lo previsto por la presente Ley, la Policía Nacional 
del Perú no necesita autorización del fiscal ni orden judicial para la incautación de 
los objetos, instrumentos, efectos o ganancias del delito o cualquier otro bien pro­
veniente del delito o al servicio de la organización criminal, cuando se trate de una 
intervención en flagrante delito o peligro inminente de su perpetración, debiendo 
darse cuenta inmediata de su ejecución al fiscal.

Artículo 18. Proceso de pérdida de dom inio

Son de aplicación las reglas y el procedimiento del proceso de pérdida de dominio 
para los bienes señalados en el anterior artículo, siempre que se presente uno o más 
de los supuestos previstos en el artículo 4 del Decreto Legislativo 1104, que modifi­
ca la legislación sobre pérdida de dominio.

Artículo 19. Adm inistración y custodia de los bienes de carácter delictivo
1. El fiscal o la Policía Nacional del Perú ejercen sus funciones de conformidad con 

las normas y los reglamentos que garantizan la seguridad, conservación, segui­

591



Víctor Roberto Prado Saldamaga

miento y control de la cadena de custodia de los bienes señalados en el artículo 
17 de la presente Ley.

Para los efectos de recepción, registro, calificación, conservación, administración 
y disposición de los bienes a que hace referencia el artículo 17 de la presente Ley, 
asume competencia la Comisión Nacional de Bienes Incautados (CONABI), 
de conformidad con lo dispuesto por el Decreto Legislativo 1104, siempre que 
dichos bienes provengan de los delitos en agravio del patrimonio del Estado.

CAPÍTULO V
VALORACIÓN DE LA PRUEBA

Artículo 20 . Prueba trasladada
1. En los casos de delitos cometidos a través de una organización criminal, las 

pruebas admitidas y actuadas a nivel judicial pueden ser utilizadas o valoradas 
en otro proceso penal, siempre que su actuación sea de imposible consecución o 
de difícil reproducción debido al riesgo de pérdida de la fuente de prueba o de 
amenaza para un órgano de prueba.

2. En los casos en que no se presenten tales circunstancias, puede utilizarse los 
dictámenes periciales oficiales, informes y prueba documental admitida o incor­
porada en otro proceso judicial, dejando a salvo el derecho a la oposición de la 
prueba trasladada, la cual se resuelve en la sentencia.

3. La sentencia firme que tenga por acreditada la existencia, estructura, peligro­
sidad u otras características de una determinada organización criminal, o que 
demuestre una modalidad o patrón relacionados a la actuación en la comisión 
de hechos delictivos, así como los resultados o consecuencias lesivas derivados 
de los mismos, constituye prueba respecto de tales elementos o circunstancias en 
cualquier otro proceso penal.

4. Para estos efectos, debe tenerse en consideración los siguientes criterios:

a) El valor probatorio de la prueba trasladada está sujeto a la evaluación que 
el órgano judicial realice de todas las pruebas actuadas durante el proceso 
en que ha sido incorporada, respetando las reglas de la sana crítica, la lógi­
ca, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicos.

b) La prueba trasladada debe ser incorporada válidamente al proceso, debien­
do respetarse las garantías procesales establecidas en la Constitución Polí­
tica del Perú.
La persona a la que se imputa hechos o circunstancias acreditados en un 
anterior proceso penal tiene expedito su derecho para cuestionar su exis­
tencia o intervención en ellos.
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CAPÍTULO VI
CONSECUENCIAS JURÍDICAS APLICABLES 

Y EJECUCIÓN PENAL

Artículo 21. Inhabilitación

En el supuesto previsto en el literal c) del inciso 1 del artículo 22 de la presente Ley, 
se impone inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código 
Penal.

Artículo 22. Agravantes especiales

1. El Juez aumenta la pena hasta en una tercera parte por encima del máximo legal 
fijado por el delito cometido, sin que en ningún caso pueda exceder los treinta y 
cinco años, en los siguientes supuestos:

a) Si el agente es líder, jefe o cabecilla o ejerce funciones de administración, 
dirección y supervisión de la organización criminal.

b) Si el agente financia la organización criminal.

c) Si el agente, en condición de integrante de la organización criminal o per­
sona vinculada a ella o que actúa por encargo de la misma, es funcionario 
o servidor público y ha abusado de su cargo o se ha valido del mismo para 
cometer, facilitar o encubrir el delito.

d)

e) 

0

g)

h)

Si el agente, en condición de integrante de la organización criminal o per­
sona vinculada a ella o que actúa por encargo de la misma, utiliza a meno­
res de edad u otros inimputables para la comisión del delito.

Si el agente, en condición de integrante de la organización criminal o per­
sona vinculada a ella o que actúa por encargo de la misma, atenta contra la 
integridad física o sicológica de menores de edad u otros inimputables.

Si el agente, en condición de integrante de la organización criminal o per­
sona vinculada a ella o que actúa por encargo de la misma, utiliza a terceras 
personas valiéndose de su conocimiento, profesión u oficio, o abusando 
de su posición de dominio, cargo, vínculo familiar u otra relación que le 
otorgue confianza, poder o autoridad sobre ellas.

Si el agente hace uso de armas de guerra para cometer los delitos a que se 
refiere la presente Ley.

Si el agente, en condición de integrante de la organización criminal o per­
sona vinculada a ella o que actúa por encargo de la misma, posee armas de 
guerra, material explosivo o cualquier otro medio análogo.
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2. Estas circunstancias agravantes no son aplicables cuando se encuentren ya pre­
vistas como tales por la ley penal.

Artículo 23. Consecuencias accesorias
1. Si cualquiera de los delitos previstos en la presente Ley han sido cometidos en 

ejercicio de la actividad de una persona jurídica o valiéndose de su estructu­
ra organizativa para favorecerlo, facilitarlo o encubrirlo, el Juez debe imponer, 
atendiendo a la gravedad y naturaleza de los hechos, la relevancia de la inter­
vención de la persona jurídica en el delito y las características particulares de la 
organización criminal, cualquiera de las siguientes consecuencias accesorias de 
forma alternativa o conjunta:

a) Multa por un monto no menor del doble ni mayor del triple del valor de 
la transacción real que se procura obtener como beneficio económico por 
la comisión del delito respectivo.

b) Clausura definitiva de locales o establecimientos.

c) Suspensión de actividades por un plazo no mayor a cinco años.

d) Prohibición de llevar a cabo actividades de la misma clase o naturaleza de 
aquellas en cuya realización se haya cometido, favorecido o encubierto el 
delito.

e) Cancelación de licencias, derechos y otras autorizaciones administrativas o 
municipales.

f) Disolución de la persona jurídica.

2. Simultáneamente a la medida impuesta, el Juez ordena a la autoridad compe­
tente que disponga, de ser el caso, la intervención de la persona jurídica para 
salvaguardar los derechos de los trabajadores y de los acreedores, hasta por un 
período de dos años.

3. Para la aplicación de las medidas previstas en el inciso 1 del presente artículo, 
el Juez tiene en consideración los criterios establecidos en el artículo 105-A del 
Código Penal.

Artículo 24 . Prohibición de beneficios penitenciarios

No pueden acceder a los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el 
trabajo y la educación, semilibertad y liberación condicional:

1. Las personas a que hacen referencia los literales a), b) y e) del inciso 1 del artículo 
22 de la presente Ley.
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2. Los demás integrantes de la organización criminal, siempre que el delito por el 
que fueron condenados sea cualquiera de los previstos en los artículos 108, 152, 
153, 189 y 200 del Código Penal. (*)

(*) Artículo modificado por el Artículo 2 de la Ley N° 30262, publicada el 06 noviembre 2014, 
cuyo texto es el siguiente:

“Artículo 24. Prohibición de beneficios penitenciarios

No pueden acceder a los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el 
trabajo y la educación, semilibertad y liberación condicional:

1. Las personas a que hacen referencia los literales a), b) y e) del inciso 1 del artículo 
22 de la presente Ley.

2. Los demás integrantes de la organización criminal, siempre que el delito por el 
que fueron condenados sea cualquiera de los previstos en los artículos 108, 152, 
153, 153-A, 189 y 200 del Código Penal”.

Artículo 25 . Sistem a de Control Reforzado de Internos de Crim inalidad O rga­
nizada (SISCRICO )

El Instituto Nacional Penitenciario (INPE) se encarga del diseño, implementación y 
administración del Sistema de Control Reforzado de Internos de Criminalidad Or­
ganizada (SISCRICO), que contenga una base de datos y elementos para almacenar 
información sobre la situación penal, procesal y penitenciaria de todos los procesa­
dos y condenados por la comisión de uno o más delitos en condición de integrantes 
de una organización criminal, vinculadas a ella o por haber actuado por encargo de 
la misma, así como el registro de las visitas que reciben los internos antes aludidos, 
con la finalidad de hacer un seguimiento administrativo a efecto de garantizar el 
imperio de la ley, la seguridad penitenciaria, el orden y su rápida localización en los 
establecimientos penitenciarios.

TÍTULO III
COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y ASISTENCIA JU D ICIA L

Artículo 26 . O bligación del Estado de colaborar
1. El Estado peruano, a través de las agencias del sistema penal, presta cooperación 

internacional o asistencia judicial recíproca, incluyendo a la Corte Penal Inter­
nacional, en las investigaciones, los procesos, así como las actuaciones fiscales y 
judiciales relacionados con los delitos a que se refiere la presente Ley.

2. Las autoridades competentes pueden solicitar cooperación o asistencia a otros 
Estados y organismos internacionales, de conformidad con los tratados mul­
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tilaterales o bilaterales ratificados por el Estado en materia de cooperación o 
asistencia jurídico-penal.

3. En caso de que exista un tratado de cooperación internacional o asistencia ju­
dicial aplicable a los delitos contemplados en el artículo 3 de la presente Ley, 
sus normas rigen el trámite de cooperación internacional, aplicándose en forma 
complementaria lo dispuesto por la presente Ley.

4. La solicitud de cooperación o asistencia judicial solo procede cuando la pena 
privativa de libertad para el delito investigado o juzgado no sea menor de un año 
y siempre que no se trate de delito sujeto exclusivamente a la legislación militar.

5. En las circunstancias no previstas en la presente Ley, se aplican las disposiciones 
establecidas sobre Cooperación Judicial Internacional reguladas en el Código 
Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957.

Artículo 27. Cooperación judicial y  principio de doble incrim inación
Para que las autoridades nacionales den lugar a la cooperación o asistencia judicial, 
no es necesario que el hecho por el que se solicita la asistencia sea considerado como 
delito por la legislación nacional, salvo en las situaciones previstas en el literal h) 
del inciso 1 del artículo 511 del Código Procesal Penal aprobado por el Decreto 
Legislativo 957.

Artículo 28. Actos de cooperación o asistencia internacional
1. Las autoridades judiciales, el Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú 

pueden prestar y solicitar asistencia a otros Estados en actuaciones operativas, 
actos de investigación y procesos judiciales, de conformidad con la legislación 
nacional y los tratados internacionales ratificados por el Perú, a través del Minis­
terio de Relaciones Exteriores.

2. En especial, los actos de cooperación y asistencia son los siguientes:
a) Recibir entrevistas o declaraciones de personas a fin de esclarecer los he­

chos materia de investigación o juzgamiento. Las autoridades nacionales 
pueden permitir la presencia de las autoridades extranjeras requirentes en 
las entrevistas o declaraciones.

b) Emitir copia certificada de documentos.
c) Efectuar inspecciones, incautaciones y embargos preventivos.
d) Examinar e inspeccionar objetos y lugares.

e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos.

f) Entregar originales o copias auténticas de documentos y expedientes re­
lacionados con el caso, documentación pública, bancada y financiera, así 
como también la documentación social o comercial de personas jurídicas.
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g) Identificar o localizar los objetos, instrumentos, efectos o ganancias del 
delito u otros elementos con fines probatorios.

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado requirente.

i) Detener provisionalmente y entregar a las personas investigadas, acusadas 
o condenadas.

j) Remitir todos los atestados en casos de entrega vigilada.

k) Cualquier otra forma de cooperación o asistencia judicial autorizada por el 
derecho interno.

3. Sin perjuicio de los actos de cooperación y asistencia señalados, se puede auto­
rizar la práctica de operaciones conjuntas entre autoridades peruanas y autori­
dades extranjeras para el análisis y búsqueda de pruebas, ubicación y captura de 
las personas investigadas y cualquier otra diligencia necesaria para los fines de la 
investigación o proceso penal, según sea el caso.

Artículo 29 . Trámite de cooperación o asistencia
1. Las solicitudes de cooperación o asistencia son dirigidas a la Fiscalía de la Nación 

del Ministerio Público, en su calidad de autoridad central en materia de coope­
ración judicial internacional.

2. El Ministerio de Relaciones Exteriores brinda el apoyo necesario a la Fiscalía de 
la Nación en sus relaciones con los demás países y órganos internacionales, así 
como interviene en la tramitación de las solicitudes de cooperación que formu­
len las autoridades nacionales.

3. El Estado requerido cubre los gastos de la ejecución de solicitudes de asistencia 
o cooperación internacional, salvo pacto en contrario.

Artículo 30. Form alidades para la obtención de la prueba

Las pruebas provenientes del extranjero, en cuanto a la formalidad de su obtención, 
se regulan por la ley del lugar de donde provienen y, en cuanto a su valoración, se 
rigen conforme a las normas procesales vigentes en la República del Perú, así como 
por lo dispuesto en los instrumentos internacionales aplicables en territorio peruano.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIM ERA. Vigencia

La presente Ley entra en vigencia a los ciento veinte días de su publicación en el 
diario oficial El Peruano. (*)

(*) Disposición modificada por el Artículo Unico de la Ley N° 30133, publicada el 20 diciembre 
2013, cuyo texto es el siguiente:
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"PRIM ERA. Vigencia

La presente Ley entra en vigencia el 1 de julio de 2014.”

SEGUNDA. Reglam entación del SISCR ICO

El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en 
el plazo de ciento veinte días, debe aprobar un reglamento que describa el diseño 
informático y establezca normas y procedimientos para la administración y cuidado 
de la información, los grupos de internos de especial seguimiento y la gestión de la 
base de datos a que hace referencia el artículo 25 de la presente Ley.

TERCERA. Com petencia de la Sala Penal Nacional

La investigación y procesamiento de los delitos comprendidos en el artículo 3 de la 
presente Ley vinculados a organizaciones criminales son de competencia de la Sala 
Penal Nacional del Poder Judicial. (*)

(*) Disposición modificada por el Artículo Unico de la Ley N° 30133, publicada el 20 diciembre 
2013, cuyo texto es el siguiente:

"TERCERA . Com petencia de los juzgados penales nacionales y de la Sala Penal 
N acional

La Sala Penal Nacional y los juzgados penales nacionales tienen competencia obje­
tiva, funcional y territorial para conocer los procesos penales por los delitos graves 
cometidos por una organización criminal, siempre que el delito o sus efectos tengan 
repercusión nacional o internacional, dando lugar a un proceso complejo. La com­
petencia de los referidos órganos jurisdiccionales queda sujeta a la verificación de la 
concurrencia de todos estos requisitos.”

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS

PRIM ERA. Vigencia del Código Procesal Penal aprobado por Decreto Legisla­
tivo 957 para casos de crim inalidad organizada

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4, conjuntamente con la presente 
Ley, entra en vigencia el Código Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 
957 para todos los delitos previstos en el artículo 3 cometidos por integrantes de 
una organización criminal, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de 
la misma.

SEGUNDA. Aplicación a investigaciones y procesos en trám ite

Para las investigaciones y procesos en trámite a la fecha de entrada en vigencia de 
la presente Ley seguidos contra integrantes de una organización criminal, personas
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vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma, se respetan las siguientes 
reglas:

1. En los casos en que se encuentren a cargo del Ministerio Público, en etapa de 
investigación preliminar y pendientes de calificación, es de aplicación inmediata 
la presente Ley bajo la vigencia del Código Procesal Penal aprobado por Decreto 
Legislativo 957.

2. En los casos seguidos bajo la vigencia del Código de Procedimientos Penales, 
en que el fiscal haya formalizado denuncia penal pero el juez aún no la haya 
calificado, se procede a la devolución de los actuados al Ministerio Público a fin 
de que se adecúen a las reglas del Código Procesal Penal aprobado por Decreto 
Legislativo 957.

3. Los procesos penales ya instaurados con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la presente Ley, ya sea bajo la vigencia del Código de Procedimientos Penales 
o del Código Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, siguen su 
trámite regular, bajo esas mismas reglas según corresponda, hasta su conclusión.

TERCERA. Adelanto de vigencia

Dispónese la entrada en vigencia a nivel nacional del Título V  de la Sección II del 
Libro Segundo y la Sección VI del Libro Quinto del Código Procesal Penal aproba­
do por Decreto Legislativo 957.

No se aplica la reducción de la pena establecida en el artículo 471 del Código Proce­
sal Penal a quienes cometan los delitos comprendidos en el artículo 3 de la presente 
Ley como integrantes de una organización criminal, personas vinculadas a ella o que 
actúan por encargo de la misma.

CUARTA. Financiam iento

La aplicación de la presente Ley se financia con cargo al presupuesto institucional de 
las entidades involucradas, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público, y en 
el marco de las leyes anuales de presupuesto.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS

PRIM ERA. M odificación de los artículos 80, 152, 179, 181, 186, 189, 225, 
257-A, 272, 297, 310-C, 317 y 318-A del Código Penal

Modifícanse los artículos 80 in fine, 152 inciso 8, 179 inciso 7, 181 inciso 4, 186 
in fine, 189, 225, 257-A, 272, 297, 310-C, 317 y 318-A del Código Penal, en los 
siguientes términos:
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“Artículo 80.- Plazos de prescripción de la  acción penal

(...)

En casos de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el patri­
monio del Estado o de organismos sostenidos por este, o cometidos como integrante 
de organizaciones criminales, el plazo de prescripción se duplica.

Artículo 152.- Secuestro

( . . . )

La pena será no menor de treinta años cuando:

( . . . )

8. Se comete para obligar al agraviado a incorporarse a una organización criminal.

( .. .)

Artículo 179.- Favorecimiento a la prostitución

(.. .)

La pena será no menor de cinco ni mayor de doce años, cuando:

( .. .)

7. El agente actúa como integrante de una organización criminal.

Artículo 181.- Proxenetismo

( .. .)

La pena será no menor de seis ni mayor de doce años, cuando:

( . . . )

4. El agente actúa como integrante de una organización criminal.

( .. .)

Artículo 186.- H urto agravado

( .. .)

La pena será no menor de ocho ni mayor de quince años cuando el agente actúa 
en calidad de jefe, cabecilla o dirigente de una organización criminal destinada a 
perpetrar estos delitos.

Artículo 189.- Robo agravado

( . . .)
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La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad de integrante de 
una organización criminal, o si, como consecuencia del hecho, se produce la muerte 
de la víctima o se le causa lesiones graves a su integridad física o mental.

Artículo 225.- Condición y grado de participación del agente

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco 
años y con noventa a trescientos sesenta y cinco días-multa e inhabilitación confor­
me al artículo 36, inciso 4:

a) Si el agente que comete el delito integra una organización criminal destinada a 
perpetrar los ilícitos previstos en el presente capítulo.

( . . . )

Artículo 257-A.- Form as agravadas

Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de catorce 
años y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa el que comete los 
delitos establecidos en los artículos 252, 253, 254, 255 y 257, si concurriera cual­
quiera de las siguientes circunstancias agravantes:

1. Si el agente actúa como integrante de una organización criminal.

( . . . )

Artículo 272.- Com ercio clandestino

( . . . )

En los supuestos previstos en los incisos 3), 4) y 5) constituyen circunstancias agra­
vantes sancionadas con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de 
ocho años y con trescientos sesenta y cinco a setecientos treinta días-multa, cuando 
cualquiera de las conductas descritas se realice:

( . . . )

c) Por una organización criminal;

( . . . )

Artículo 297.- Form as agravadas

La pena será privativa de libertad no menor de quince ni mayor de veinticinco años, 
de ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa e inhabilitación conforme 
al artículo 36, incisos 1), 2), 4), 5) y 8) cuando:

( . . . )
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6. El hecho es cometido por tres o más personas o en calidad de integrante de una 
organización criminal dedicada al tráfico ilícito de drogas o que se dedique a la 
comercialización de insumos para su elaboración.

(...) (*)
(*) Confrontar con el Artículo Unico del Decreto Legislativo N° 1237, publicado el 26 septiem­

bre 2015.

Artículo 310-C.- Formas agravadas

( . . . )

La pena privativa de libertad será no menor de seis ni mayor de diez años, cuando:

1. El agente actúa como integrante de una organización criminal.

(...) (*)
(*) Confrontar con el Artículo Unico del Decreto Legislativo N° 1237, publicado el 26 septiem­

bre 2015.

Artículo 317. - Asociación ilícita
El que constituya, promueva o integre una organización de dos o más personas des­
tinada a cometer delitos será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
tres ni mayor de seis años.

La pena será no menor de ocho ni mayor de quince años, de ciento ochenta a tres­
cientos sesenta y cinco días-multas e inhabilitación conforme a los incisos 1), 2) y 
4) del artículo 36, imponiéndose además, de ser el caso, las consecuencias accesorias 
previstas en los incisos 2 y 4 del artículo 105, debiéndose dictar las medidas cautela­
res que correspondan, en los siguientes casos:

a) Cuando la organización esté destinada a cometer los delitos previstos en los artí­
culos 106, 1 0 8 ,1 1 6 ,1 5 2 ,1 5 3 ,1 6 2 ,183-A, 186 ,188 ,189 ,195 , 200,202, 204, 
207-B, 207-C, 222, 252, 253, 254, 279, 279-A, 279-B, 279-C, 279-D, 294-A, 
294-B, 307-A, 307-B, 307-C, 307-D, 307-E, 310-A, 310-B, 310-C, 317-A, 
319, 320, 321, 324, 382, 383, 384, 387, 393, 393-A, 394, 395, 396, 397, 397- 
A, 398, 399, 400 ,401 ,427  primer párrafo y en la Sección II del Capítulo III del 
Título XII del Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y 6 
del Decreto Legislativo 1106, de lucha eficaz contra el lavado de activos y otros 
actos relacionados a la minería ilegal y crimen organizado y en la Ley 28008, Ley 
de los Delitos Aduaneros, y sus respectivas normas modificatorias.

b) Cuando el integrante fuera el líder, jefe o dirigente de la organización.

c) Cuando el agente es quien financia la organización. (*)



Anexos: II. Legislación conexa

(*) Confrontar con la Única Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1181, publicado el 27 julio 2015.

Artículo 318-A.- Delito de intermediación onerosa de órganos y tejidos
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años 
el que, por lucro y sin observar la ley de la materia, compra, vende, importa, exporta, 
almacena o transporta órganos o tejidos humanos de personas vivas o de cadáveres, 
concurriendo las circunstancias siguientes:

( . . . )

b. Constituye o integra una organización criminal para alcanzar dichos fines.

(...)”

SEGUNDA. Incorporación del artículo 105-A al Código Penal
Incorpórase el artículo 105-A al Código Penal, en los siguientes términos:

“Artículo 105-A. - Criterios para la determinación de las consecuencias aplica­
bles a las personas jurídicas
Las medidas contempladas en el artículo anterior son aplicadas de forma motivada 
por el juez, en atención a los siguientes criterios de fundamentación y determina­
ción, según corresponda:

1. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en actividades 
delictivas.

2. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en el hecho 
punible.

3. La gravedad del hecho punible realizado.

4. La extensión del daño o peligro causado.

5. El beneficio económico obtenido con el delito.

6. La reparación espontánea de las consecuencias dañosas del hecho punible.

7. La finalidad real de la organización, actividades, recursos o establecimientos de 
la persona jurídica.

La disolución de la persona jurídica se aplica siempre que resulte evidente que ella 
fue constituida y operó habitualmente para favorecer, facilitar o encubrir actividades 
delictivas” .

TERCERA. Modificación de los artículos 227, 230, 231, 249, 340, 341, 342 y 
473 del Código Procesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957
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Modifícanse los artículos 227, 230, 231, 249, 340, 341, 342 y 473 del Código Pro­
cesal Penal aprobado por Decreto Legislativo 957, en los siguientes términos:

“Artículo 227.- Ejecución

( .. .)

2. La apertura, examen y análisis de la correspondencia y envíos se efectuará en el 
lugar donde el Fiscal lo considere más conveniente para los fines de la investiga­
ción, atendiendo a las circunstancias del caso. El Fiscal leerá la correspondencia 
o revisará el contenido del envío postal retenido. Si tienen relación con la in­
vestigación dispondrá su incautación, dando cuenta al Juez de la Investigación 
Preparatoria. Por el contrario, si no tuvieren relación con el hecho investigado 
serán devueltos a su destinatario, directamente o por intermedio de la empresa 
de comunicaciones. La entrega podrá entenderse también con algún miembro 
de la familia del destinatario o con su mandatario o representante legal. Cuando 
solamente una parte tenga relación con el caso, a criterio del fiscal, se dejará 
copia certificada de aquella parte y se ordenará la entrega a su destinatario o 
viceversa. (*)

( . . . )
(*) Confrontar con la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30096, 

publicada el 22 octubre 2013.

Artículo 230. - Intervención, grabación o registro de comunicaciones telefóni­
cas o de otras formas de comunicación y geolocalización de teléfonos móviles

( . . .)

3. El requerimiento del Fiscal y, en su caso, la resolución judicial que la autorice, 
deberá indicar el nombre y dirección del afectado por la medida si se conociera, 
así como, de ser posible, la identidad del teléfono u otro medio de comunicación 
o telecomunicación a intervenir, grabar o registrar. También indicará la forma de 
la interceptación, su alcance y su duración, al igual que la dependencia policial o 
Fiscalía que se encargará de la diligencia de intervención y grabación o registro.

El Juez comunicará al Fiscal que solicitó la medida el mandato judicial de levan­
tamiento del secreto de las comunicaciones. La comunicación a los concesiona­
rios de servicios públicos de telecomunicaciones, a efectos de cautelar la reserva 
del caso, será mediante oficio y en dicho documento se transcribirá la parte 
concerniente.

4. Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones deben facilitar, 
en forma inmediata, la geolocalización de teléfonos móviles y la diligencia de in­
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tervención, grabación o registro de las comunicaciones que haya sido dispuesta 
mediante resolución judicial, en tiempo real y en forma ininterrumpida, las 24 
horas de los 365 días del año, bajo apercibimiento de ser pasible de las respon­
sabilidades de ley en caso de incumplimiento. Los servidores de las indicadas 
empresas deberán guardar secreto acerca de las mismas, salvo que se les citare 
como testigo al procedimiento.

Dichos concesionarios otorgarán el acceso, la compatibilidad y conexión de su 
tecnología con el Sistema de Intervención y Control de las Comunicaciones 
de la Policía Nacional del Perú. Asimismo, cuando por razones de innovación 
tecnológica los concesionarios renueven sus equipos y software, se encontrarán 
obligados a mantener la compatibilidad con el Sistema de Intervención y Con­
trol de las Comunicaciones de la Policía Nacional.

( . . . )
6. La interceptación no puede durar más de sesenta días. Excepcionalmente podrá 

prorrogarse por plazos sucesivos, previo requerimiento sustentado del Fiscal y 
decisión motivada del Juez de la Investigación Preparatoria.

Artículo 231.- Registro de la intervención de comunicaciones telefónicas o de
otras formas de comunicación
1. La intervención de comunicaciones telefónicas, radiales o de otras formas de co­

municación que trata el artículo anterior será registrada mediante la grabación y 
aseguramiento de la fidelidad de la misma. Las grabaciones, indicios y/o eviden­
cias recolectadas durante el desarrollo de la ejecución de la medida dispuesta por 
mandato judicial y el Acta de Recolección y Control serán entregados al Fiscal, 
quien dispone su conservación con todas las medidas de seguridad al alcance y 
cuida que las mismas no sean conocidas por personas ajenas al procedimiento.

2. Durante la ejecución del mandato judicial de los actos de recolección y control 
de las comunicaciones se dejará constancia en el Acta respectiva de dichos actos. 
Posteriormente, el Fiscal o el Juez podrán disponer la transcripción de las partes 
relevantes de las comunicaciones, levantándose el acta correspondiente, sin per­
juicio de conservar la grabación completa de la comunicación. Las grabaciones 
serán conservadas hasta la culminación del proceso penal correspondiente, oca­
sión en la cual la autoridad judicial competente dispondrá la eliminación de las 
comunicaciones irrelevantes. Igual procedimiento adoptará el Fiscal en caso la 
investigación no se judicialice, previa autorización del Juez competente.

Respecto a las grabaciones en las que se aprecie la comisión de presuntos deli­
tos ajenos a los que son materia de la investigación, el Fiscal comunicará estos
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hechos al Juez que autorizó la medida, con la celeridad e inmediatez que el caso 
amerita.

Las Actas de Recolección y Control de las Comunicaciones se incorporarán a la 
investigación, al igual que la grabación de las comunicaciones relevantes.

( . . . )

Artículo 249.- M edidas adicionales

( . . . )

2. El Fiscal decidirá si, una vez finalizado el proceso siempre que estime que se 
mantiene la circunstancia de peligro grave prevista en este título, la continua­
ción de las medidas de protección, con excepción de la reserva de identidad 
del denunciante, la que mantendrá dicho carácter en el caso de organizaciones 
criminales.

Artículo 340.- Circulación y entrega vigilada de bienes delictivos

( . . . )

4. Los bienes delictivos objeto de esta técnica especial son: a) las drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como otras sustancias prohibidas; 
b) las materias primas o insumos destinados a la elaboración de aquellas; c) los 
bienes, dinero, títulos valores, efectos y ganancias a que se refiere el Decreto 
Legislativo 1106; d) los bienes relativos a los delitos aduaneros; e) los bienes, 
materiales, objetos y especies a los que se refieren los artículos 228, 230, 308, 
309, 252 a 255, 257, 279 y 279-A del Código Penal.

Artículo 341.- Agente encubierto

1. El Fiscal, cuando se trate de Diligencias Preliminares que afecten actividades 
propias de la criminalidad organizada, y en tanto existan indicios de su comi­
sión, podrá autorizar a miembros especializados de la Policía Nacional del Perú, 
mediante una Disposición y teniendo en cuenta su necesidad a los fines de la 
investigación, a actuar bajo identidad supuesta y a adquirir y transportar los ob­
jetos, efectos e instrumentos del delito y diferir la incautación de los mismos. La 
identidad supuesta será otorgada por el Fiscal por el plazo de seis meses, prorro­
gabas por períodos de igual duración mientras perduren las condiciones para su 
empleo, quedando legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado 
con la investigación concreta y a participar en el tráfico jurídico y social bajo tal 
identidad. En tanto sea indispensable para la realización de la investigación, se 
pueden crear, cambiar y utilizar los correspondientes documentos de identidad.
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( . . . )

Artículo 342.- Plazo
( .. .)

2. Tratándose de investigaciones complejas, el plazo de la Investigación Prepara­
toria es de ocho meses. Para el caso de investigación de delitos perpetrados por 
imputados integrantes de organizaciones criminales, personas vinculadas a ella o 
que actúan por encargo de la misma, el plazo de la investigación preparatoria es 
de treinta y seis meses. La prórroga por igual plazo debe concederla el Juez de la 
Investigación Preparatoria.

3. Corresponde al Fiscal emitir la disposición que declara complejo el proceso 
cuando: a) requiera de la actuación de una cantidad significativa de actos de 
investigación; b) comprenda la investigación de numerosos delitos; c) involucra 
una cantidad importante de imputados o agraviados; d) demanda la realización 
de pericias que comportan la revisión de una nutrida documentación o de com­
plicados análisis técnicos; e) necesita realizar gestiones de carácter procesal fuera 
del país; f) involucra llevar a cabo diligencias en varios distritos judiciales; g) 
revisa la gestión de personas jurídicas o entidades del Estado; o h) comprenda la 
investigación de delitos perpetrados por integrantes de una organización crimi­
nal, personas vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma.

Artículo 473.- Ám bito del proceso y com petencia

1. Los delitos que pueden ser objeto de acuerdo, sin perjuicio de los que establezca 
la ley, son los siguientes:

( . . . )

b. Para todos los casos de criminalidad organizada previstos en la ley de la 
materia.

(...)”

CUARTA. Incorporación del inciso 5 al artículo 231? del literal h) al inciso 2 del 
artículo 248 y del artículo 341-A del Código Procesal Penal

Incorpóranse el inciso 5 al artículo 231, el literal h) al inciso 2 del artículo 248 y el 
artículo 341-A del Código Procesal Penal, en los siguientes términos:

“Artículo 231.- Registro de la intervención de com unicaciones telefónicas o de 
otras form as de com unicación

( . . . )
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5. Si durante la ejecución del mandato judicial de intervención y control de las 
comunicaciones en tiempo real, a través de nuevos números telefónicos o de 
identificación de comunicaciones, se tomará conocimiento de la comisión de 
delitos que atenten contra la vida e integridad de las personas, y cuando se trate 
de los delitos de terrorismo, tráfico ilícito de drogas y secuestro, a cometerse en 
las próximas horas, el Fiscal, excepcionalmente y dando cuenta en forma inme­
diata al Juez competente para su convalidación, podrá disponer la incorporación 
de dicho número al procedimiento de intervención de las comunicaciones ya 
existente, siempre y cuando el Juez en el mandato judicial prevenga esta even­
tualidad.

Artículo 248.- M edidas de protección

( . . . )

2. Las medidas de protección que pueden adoptarse son las siguientes:

( . . . )

h) Siempre que exista grave e inminente riesgo para la vida, integridad física 
o libertad del protegido o la de sus familiares y no pueda salvaguardarse 
estos bienes jurídicos de otro modo, se podrá facilitar su salida del país con 
una calidad migratoria que les permita residir temporalmente o realizar 
actividades laborales en el extranjero.

Artículo 341-A.- O peraciones encubiertas

Cuando en las Diligencias Preliminares se trate de identificar personas naturales y 
jurídicas, así como bienes y actividades propias de la criminalidad organizada, en 
tanto existan indicios de su comisión, el Ministerio Público podrá autorizar a la Poli­
cía Nacional del Perú a fin de que realice operaciones encubiertas sin el conocimien­
to de los investigados, tales como la protección legal de personas jurídicas, de bienes 
en general, incluyendo títulos, derechos y otros de naturaleza intangible, entre otros 
procedimientos, pudiéndose crear, estrictamente para los fines de la investigación, 
personas jurídicas ficticias o modificar otras ya existentes.

La autorización correspondiente será inscrita en un registro especial bajo los pa­
rámetros legales señalados para el agente encubierto. Por razones de seguridad, las 
actuaciones correspondientes no formarán parte del expediente del proceso respec­
tivo sino que formarán un cuaderno secreto al que solo tendrán acceso los jueces y 
fiscales competentes.”



Anexos: II. Legislación conexa

QUINTA. M odificación de los artículos 1 y 2 de la Ley 27697, Ley que otorga 
facultad al Fiscal para la  intervención y control de com unicaciones y  docum en­
tos privados en caso excepcional

Modifícanse el artículo 1 y el inciso 7 del artículo 2 de la Ley 27697, Ley que otorga 
facultad al Fiscal para la intervención y control de comunicaciones y documentos 
privados en caso excepcional, en los siguientes términos:

“Artículo I.- M arco y finalidad

La presente Ley tiene por finalidad desarrollar legislativamente la facultad consti­
tucional otorgada a los jueces para conocer y controlar las comunicaciones de las 
personas que son materia de investigación preliminar o jurisdiccional.

Solo podrá hacerse uso de la facultad prevista en la presente Ley en los siguientes 
delitos:

1. Secuestro.

2. Trata de personas.

3. Pornografía infantil.

4. Robo agravado.

5. Extorsión.

6. Tráfico ilícito de drogas.

7. Tráfico ilícito de migrantes.

8. Delitos contra la humanidad.

9. Atentados contra la seguridad nacional y traición a la patria.

10. Peculado.

11. Corrupción de funcionarios.

12. Terrorismo.

13. Delitos tributarios y aduaneros.

14. Lavado de activos. (*)

(*) Confrontar con la Primera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley N° 30096, 
publicada el 22 octubre 2013.

Artículo 2.- Norm as sobre recolección, control de com unicaciones y sanción
( . . . )

7. La solicitud que se presente estará debidamente sustentada y contendrá todos los 
datos necesarios. Tendrá como anexo los elementos indiciarios que permitan al 
Juez emitir bajo su criterio la respectiva autorización.
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El Juez, después de verificar los requisitos establecidos en el primer párrafo de 
este numeral, emitirá resolución autorizando la realización de la medida hasta 
por el plazo estrictamente necesario, que no será mayor que el período de la 
investigación en el caso de la interceptación postal, y de sesenta días excepcional­
mente prorrogables por plazos sucesivos a solicitud del Fiscal y mandato judicial 
debidamente motivado, en el caso de la intervención de las comunicaciones.

SEXTA. M odificación del artículo 1 de la  Ley 27379, Ley de procedim iento 
para adoptar m edidas excepcionales de lim itación de derechos en investigacio­
nes prelim inares

Modifícase el artículo 1 de la Ley 27379, Ley de procedimiento para adoptar medi­
das excepcionales de limitación de derechos en investigaciones preliminares, en los 
siguientes términos:

“Artículo 1.- Ám bito de aplicación

La presente Ley está circunscrita a las medidas que limitan derechos en el curso de 
investigaciones preliminares, de carácter jurisdiccional.

Las medidas limitativas previstas en la presente Ley podrán dictarse en los siguientes 
casos:

1. Delitos perpetrados por una pluralidad de personas, siempre que en su realiza­
ción se hayan utilizado recursos públicos o hayan intervenido funcionarios o 
servidores públicos o cualquier persona con el consentimiento o aquiescencia de 
estos.

( . . . )

4. Delitos contra la libertad, previstos en los artículos 152 al 153-A, y delito de ex­
torsión, previsto en el artículo 200 del Código Penal, siempre que dichos delitos 
se cometan por una pluralidad de personas.”

DISPO SICIÓ N COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

ÚNICA. D erogación de norm as

Deróganse los siguientes dispositivos:

1. La Ley 27378, Ley que establece beneficios por colaboración eficaz en el ámbito 
de la criminalidad organizada.
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2. Los artículos 12, 13, 14, 15 y 17 del Decreto Legislativo 1106, Decreto Legis­
lativo de lucha eficaz contra el lavado de activos y otros delitos relacionados a la 
minería ilegal y crimen organizado.

Comuniqúese al señor Presidente Constitucional de la República para su promul­
gación.

En Lima, a los veintiséis días del mes de julio de dos mil trece.

VÍCTOR ISLA ROJAS
Presidente del Congreso de la República

JUAN CARLOS EGUREN NEUENSCHWANDER 
Segundo Vicepresidente del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

POR TANTO:
Mando se publique y cumpla.
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los diecinueve días del mes de agosto del año dos 
mil trece.

OLLANTA HUMALA TASSO 
Presidente Constitucional de la República

JUAN E JIMÉNEZ MAYOR 
Presidente del Consejo de Ministros
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LEY N° 30364

PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS 

INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

POR CUANTO: EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;

Ha dado la Ley siguiente:

TÍTULO I
DISPOSICIONES SUSTANTIVAS PARA LA PREVENCIÓN, 

SANCIÓN Y ERRADICACIÓN D E LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS M UJERES Y LOS INTEGRANTES D EL GRUPO FAMILIAR

CAPÍTULO 1
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. O bjeto de la  Ley

La presente Ley tiene por objeto prevenir, erradicar y sancionar toda forma de vio­
lencia producida en el ámbito público o privado contra las mujeres por su condición 
de tales, y contra los integrantes del grupo familiar, en especial, cuando se encuen­
tran en situación de vulnerabilidad, por la edad o situación física como las niñas, 
niños, adolescentes, personas adultas mayores y personas con discapacidad.

Para tal efecto, establece mecanismos, medidas y políticas integrales de prevención, 
atención y protección de las víctimas así como reparación del daño causado; y dis­
pone la persecución, sanción y reeducación de los agresores sentenciados con el fin 
de garantizar a las mujeres y al grupo familiar una vida libre de violencia asegurando 
el ejercicio pleno de sus derechos.
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Artículo 2 . Principios rectores
En la interpretación y aplicación de esta Ley, y en general, en toda medida que adop­
te el Estado a través de sus poderes públicos e instituciones, así como en la acción de 
la sociedad, se consideran preferentemente los siguientes principios:

1. Principio de igualdad y no discriminación

Se garantiza la igualdad entre mujeres y hombres. Prohíbese toda forma de dis­
criminación. Entiéndeme por discriminación, cualquier tipo de distinción, ex­
clusión o restricción, basada en el sexo, que tenga por finalidad o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de las 
personas.

2. Principio del interés superior del niño

En todas las medidas concernientes a las niñas y niños adoptadas por institucio­
nes públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades admi­
nistrativas o los órganos legislativos se debe tener en consideración primordial el 
interés superior del niño.

3. Principio de la debida diligencia

El Estado adopta sin dilaciones, todas las políticas orientadas a prevenir, sancio­
nar y erradicar toda forma de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar. Deben imponerse las sanciones correspondientes a las autorida­
des que incumplan este principio.

4. Principio de intervención inmediata y oportuna

Los operadores de justicia y la Policía Nacional del Perú, ante un hecho o ame­
naza de violencia, deben actuar en forma oportuna, sin dilación por razones 
procedimentales, formales o de otra naturaleza, disponiendo el ejercicio de las 
medidas de protección previstas en la ley y otras normas, con la finalidad de 
atender efectivamente a la víctima.

5. Principio de sencillez y oralidad

Todos los procesos por violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar se desarrollan considerando el mínimo de formalismo, en espacios ami­
gables para las presuntas víctimas, favoreciendo que estas confíen en el sistema 
y colaboren con él para una adecuada sanción al agresor y la restitución de sus 
derechos vulnerados.

6. Principio de razonabilidad y proporcionalidad

El fiscal o juez a cargo de cualquier proceso de violencia, debe ponderar la pro­
porcionalidad entre la eventual afectación causada y las medidas de protección 
y de rehabilitación a adaptarse. Para ello, debe hacer un juicio de razonabilidad
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de acuerdo con las circunstancias del caso, emitiendo decisiones que permitan 
proteger efectivamente la vida, la salud y la dignidad de las víctimas. La adop­
ción de estas medidas se adecúa a las fases del ciclo de la violencia y a las diversas 
tipologías que presenta la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar.

Artíciilo 3 . Enfoques

Los operadores, al aplicar la presente Ley, consideran los siguientes enfoques:

1. Enfoque de género

Reconoce la existencia de circunstancias asimétricas en la relación entre hombres 
y mujeres, construidas sobre la base de las diferencias de género que se consti­
tuyen en una de las causas principales de la violencia hacia las mujeres. Este 
enfoque debe orientar el diseño de las estrategias de intervención orientadas al 
logro de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

2. Enfoque de integralidad
Reconoce que en la violencia contra las mujeres confluyen múltiples causas y 
factores que están presentes en distintos ámbitos, a nivel individual, familiar, 
comunitario y estructural. Por ello se hace necesario establecer intervenciones 
en los distintos niveles en los que las personas se desenvuelven y desde distintas 
disciplinas.

3. Enfoque de interculturalidad
Reconoce la necesidad del diálogo entre las distintas culturas que se integran en 
la sociedad peruana, de modo que permita recuperar, desde los diversos contex­
tos culturales, todas aquellas expresiones que se basan en el respeto a la otra per­
sona. Este enfoque no admite aceptar prácticas culturales discriminatorias que 
toleran la violencia u obstaculizan el goce de igualdad de derechos entre personas 
de géneros diferentes.

4. Enfoque de derechos humanos
Reconoce que el objetivo principal de toda intervención en el marco de esta Ley 
debe ser la realización de los derechos humanos, identificando a los titulares de 
derechos y aquello a lo que tienen derecho conforme a sus particulares necesida­
des; identificando, asimismo, a los obligados o titulares de deberes y de las obli­
gaciones que les corresponden. Se procura fortalecer la capacidad de los titulares 
de derechos para reivindicar estos y de los titulares de deberes para cumplir sus 
obligaciones.

5. Enfoque de interseccionalidad
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Reconoce que la experiencia que las mujeres tienen de la violencia se ve influida 
por factores e identidades como su etnia, color, religión; opinión política o de 
otro tipo; origen nacional o social, patrimonio; estado civil, orientación sexual, 
condición de seropositiva, condición de inmigrante o refugiada, edad o disca­
pacidad; y, en su caso, incluye medidas orientadas a determinados grupos de 
mujeres.

6. Enfoque generacional

Reconoce que es necesario identificar las relaciones de poder entre distintas eda­
des de la vida y sus vinculaciones para mejorar las condiciones de vida o el de­
sarrollo común. Considera que la niñez, la juventud, la adultez y la vejez deben 
tener una conexión, pues en conjunto están abonando a una historia común y 
deben fortalecerse generacionalmente. Presenta aportaciones a largo plazo con­
siderando las distintas generaciones y colocando la importancia de construir 
corresponsabilidades entre estas.

Artículo 4 . Ambito de aplicación de la Ley

Las disposiciones de la presente Ley se aplican a todos los tipos de violencia contra
las mujeres por su condición de tales y contra los integrantes del grupo familiar.

CAPÍTULO II
DEFINICIÓN YTIPO S DE VIOLENCIA CONTRA LAS M UJERES Y 

LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR

Artículo 5. D efinición de violencia contra las m ujeres

La violencia contra las mujeres es cualquier acción o conducta que les causa muerte, 
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico por su condición de tales, tanto en 
el ámbito público como en el privado, Se entiende por violencia contra las mujeres:

a. La que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra 
relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mis­
mo domicilio que la mujer. Comprende, entre otros, violación, maltrato físico o 
psicológico y abuso sexual.

b. La que tenga lugar en la comunidad, sea perpetrada por cualquier persona y 
comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, pros­
titución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar.

c. La que sea perpetrada o tolerada por los agentes del Estado, donde quiera que 
ocurra.
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Artículo 6 . Definición de violencia contra los integrantes del grupo fam iliar

La violencia contra cualquier integrante del grupo familiar es cualquier acción o 
conducta que le causa muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico y que 
se produce en el contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder, de 
parte de un integrante a otro del grupo familiar. Se tiene especial consideración con 
las niñas, niños, adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad.

Artículo 7 . Sujetos de protección de la Ley

Son sujetos de protección de la Ley:

a. Las mujeres durante todo su ciclo de vida: niña, adolescente, joven, adulta y 
adulta mayor.

b. Los miembros del grupo familiar. Entiéndase como tales, a los cónyuges, ex­
cónyuges, convivientes, exconvivientes; padrastros, madrastras; ascendientes y 
descendientes; los parientes colaterales de los cónyuges y convivientes hasta el 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; y a quienes, sin tener 
cualquiera de las condiciones antes señaladas, habitan en el mismo hogar, siem­
pre que no medien relaciones contractuales o laborales; y quienes hayan pro­
creado hijos en común, independientemente que convivan o no, al momento de 
producirse la violencia.

Artículo 8. T ipos de violencia

Los tipos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar son:

a) Violencia física. Es la acción o conducta, que causa daño a la integridad corporal 
o a la salud. Se incluye el maltrato por negligencia, descuido o por privación de 
las necesidades básicas, que hayan ocasionado daño físico o que puedan llegar a 
ocasionarlo, sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación.

b) Violencia psicológica. Es la acción o conducta, tendiente a controlar o aislar a la 
persona contra su voluntad, a humillarla o avergonzarla y que puede ocasionar 
daños psíquicos. Daño psíquico es la afectación o alteración de algunas de las 
funciones mentales o capacidades de la persona, producida por un hecho o un 
conjunto de situaciones de violencia, que determina un menoscabo temporal o 
permanente, reversible o irreversible del funcionamiento integral previo.

c) Violencia sexual. Son acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una 
persona sin su consentimiento o bajo coacción. Incluyen actos que no invo­
lucran penetración o contacto físico alguno. Asimismo, se consideran tales la 
exposición a material pornográfico y que vulneran el derecho de las personas
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a decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva, a través de 
amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación.

d) Violencia económica o patrimonial. Es la acción u omisión que se dirige a oca­
sionar un menoscabo en los recursos económicos o patrimoniales de cualquier 
persona, a través de:

1. la perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes;

2. la pérdida, sustracción, destrucción, retención o apropiación indebida de 
objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y 
derechos patrimoniales;

3. la limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesi­
dades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna; 
así como la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias;

4. la limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salado 
menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo.

CAPÍTULO III
DERECHOS DE LAS M UJERES Y DEL GRUPO FAMILIAR 

Artículo 9 . Derecho a una vida libre de violencia

Las mujeres y los integrantes del grupo familiar tienen derecho a una vida libre de 
violencia, a ser valorados y educados, a estar libres de toda forma de discriminación, 
estigmatización y de patrones estereotipados de comportamientos, prácticas sociales 
y culturales basadas en conceptos de inferioridad y subordinación.

Artículo 10. Derecho a la asistencia y la protección integrales

Las entidades que conforman el Sistema Nacional para la Prevención, Sanción y 
Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar 
destinan recursos humanos especializados, logísticos y presupuéstales con el objeto 
de detectar la violencia, atender a las víctimas, protegerlas y restablecer sus derechos.

Los derechos considerados en este artículo son:

a. Acceso a la información

Las víctimas de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar 
tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento adecuado con rela­
ción a su situación personal, a través de los servicios, organismos u oficinas del 
Estado en sus tres niveles de gobierno y conforme a sus necesidades particulares. 
Es deber de la Policía Nacional del Perú, del Ministerio Público, del Poder Ju­
dicial y de todos los operadores de justicia informar, bajo responsabilidad, con
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b.

profesionalismo, imparcialidad y en estricto respeto del derecho de privacidad 
y confidencialidad de la víctima, acerca de sus derechos y de los mecanismos de 
denuncia. En todas las instituciones del sistema de justicia y en la Policía Nacio­
nal del Perú, debe exhibirse en lugar visible, en castellano o en lengua propia del 
lugar, la información sobre los derechos que asisten a las víctimas de violencia y 
de los servicios de atención que brinda el Estado de manera gratuita para las mis­
mas. Para este efecto, es obligatoria la entrega de una cartilla de información a la 
víctima en su propia lengua. El Ministerio del Interior verifica el cumplimiento 
de esta obligación.

Asistencia jurídica y defensa pública

El Estado debe brindar asistencia jurídica, en forma inmediata, gratuita, especia­
lizada y en su propia lengua, a todas las víctimas de violencia, debiendo propor­
cionarles los servicios de defensa pública para garantizar el efectivo ejercicio de 
sus derechos.

Es derecho de la víctima que su declaración se reciba por parte de personal espe­
cializado y en un ambiente adecuado que resguarde su dignidad e intimidad.

La defensa de las víctimas de violencia a la mujer e integrantes del grupo familiar, 
en aquellos lugares donde el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
no pueda brindar el servicio, lo presta las Unidades de Asistencia a Víctimas y 
Testigos del Ministerio Público en lo que corresponda y el Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos. El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y el Mi­
nisterio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables promueven el involucramiento de 
los colegios de abogados en la materia.

c. Promoción, prevención y atención de salud

La promoción, prevención, atención y recuperación integral de la salud física y 
mental de las víctimas de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar es gratuita en cualquier establecimiento de salud del Estado e incluye 
la atención médica; exámenes de ayuda diagnóstica (laboratorio, imagenología 
y otros); hospitalización, medicamentos, tratamiento psicológico y psiquiátrico; 
y cualquier otra actividad necesaria o requerida para el restablecimiento de su 
salud.

El Ministerio de Salud tiene a su cargo la provisión gratuita de servicios de salud 
para la recuperación integral de la salud física y mental de las víctimas. Respecto 
de las atenciones médicas y psicológicas que brinde, el Ministerio de Salud debe 
resguardar la adecuada obtención, conservación de la documentación de la prue­
ba de los hechos de violencia. Esta obligación se extiende a todos los servicios 
públicos y privados que atienden víctimas de violencia, quienes, además, deben

618



Anexos: II. Legislación conexa

emitir los certificados correspondientes de calificación del daño físico y psíquico 
de la víctima conforme a los parámetros médico-legales del Instituto de Medici­
na Legal y Ciencias Forenses del Ministerio Público.

d. Atención social

El Estado atiende a las víctimas de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar en los programas sociales, garantizando la confidencialidad de 
los casos y brindándoles un trato digno, siempre que se cumplan con los criterios 
y reglas establecidos en la normativa vigente.

Artículo 11. Derechos laborales

El trabajador o trabajadora que es víctima de la violencia a que se refiere la presente 
Ley tiene los siguientes derechos:

a. A no sufrir despido por causas relacionadas a dichos actos de violencia.

b. Al cambio de lugar de trabajo en tanto sea posible y sin menoscabo de sus dere­
chos remunerativos y de categoría. Lo mismo se aplica para el horario de trabajo, 
en lo pertinente.

c. A la justificación de las inasistencias y tardanzas al centro de trabajo derivadas de 
dichos actos de violencia. Estas inasistencias no pueden exceder de cinco días la­
borables en un período de treinta días calendario o más de quince días laborables 
en un período de ciento ochenta días calendario. Para tal efecto, se consideran 
documentos justificatorios la denuncia que presente ante la dependencia policial 
o ante el Ministerio Público.

d. A la suspensión de la relación laboral. El juez a cargo del proceso puede, a pedido 
de la víctima y atendiendo a la gravedad de la situación, conceder hasta un máxi­
mo de cinco meses consecutivos de suspensión de la relación laboral sin goce de 
remuneraciones.

La reincorporación del trabajador o trabajadora a su centro de trabajo debe realizarse 
en las mismas condiciones existentes en el momento de la suspensión de la relación 
laboral.

Artículo 12. Derechos en el campo de la educación

La persona víctima de la violencia a que se refiere la presente Ley tiene, entre otros, 
los siguientes derechos:
a. Al cambio de lugar y horario de estudios sin menoscabo de sus derechos.

b. A la justificación de inasistencias y tardanzas derivadas de actos de violencia. 
Estas inasistencias o tardanzas no pueden exceder de cinco días en un período
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de treinta días calendario o más de quince días en un período de ciento ochenta 
días calendario.

c. A la atención especializada en el ámbito educativo de las secuelas de la violencia, 
de modo que el servicio educativo responda a sus necesidades sin desmedro de la 
calidad del mismo.

Es obligación del Estado la formulación de medidas específicas para favorecer la 
permanencia de las víctimas en el ámbito educativo y, de ser el caso, favorecer su 
reinserción en el mismo.

TÍTULO II
PROCESOS DE TUTELA FRENTE A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJE­

RES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR

CAPÍTULO I 
PROCESO ESPECIAL

Artículo 13. Norm a aplicable

Las denuncias por actos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar se regulan por las normas previstas en la presente Ley y, de manera supleto­
ria, por el Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto Legislativo 957, y la 
Ley 27337, Código de los Niños y Adolescentes.

Artículo 14. Com petencia de los juzgados de fam ilia

Son competentes los juzgados de familia o los que cumplan sus funciones para co­
nocer las denuncias por actos de violencia contra las mujeres o contra los integrantes 
del grupo familiar.

Artículo 15. Denuncia

La denuncia puede presentarse por escrito o verbalmente. Cuando se trata de una 
denuncia verbal, se levanta acta sin otra exigencia que la de suministrar una sucinta 
relación de los hechos.

La denuncia puede ser interpuesta por la persona perjudicada o por cualquier otra 
en su favor, sin necesidad de tener su representación. También puede interponerla 
la Defensoría del Pueblo. No se requiere firma del letrado, tasa o alguna otra for­
malidad.

Sin perjuicio de lo expuesto, los profesionales de la salud y educación deben denun­
ciar los casos de violencia contra la mujer o los integrantes del grupo familiar que 
conozcan en el desempeño de su actividad.
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Cuando la Policía Nacional del Perú conozca de casos de violencia contra la mujer 
o los integrantes del grupo familiar, en cualquiera de sus comisarías del ámbito 
nacional, debe poner los hechos en conocimiento de los juzgados de familia o los 
que cumplan sus funciones dentro de las veinticuatro horas de conocido el hecho, 
remitiendo el atestado que resuma lo actuado.

Artículo 16. Proceso

En el plazo máximo de setenta y dos horas, siguientes a la interposición de la de­
nuncia, el juzgado de familia o su equivalente procede a evaluar el caso y resuelve en 
audiencia oral la emisión de las medidas de protección requeridas que sean necesa­
rias. Asimismo, de oficio o a solicitud de la víctima, en la audiencia oral se pronuncia 
sobre medidas cautelares que resguardan pretensiones de alimentos, regímenes de vi­
sitas, tenencia, suspensión o extinción de la patria potestad, liquidación de régimen 
patrimonial y otros aspectos conexos que sean necesarios para garantizar el bienestar 
de las víctimas. Analizados los actuados, el juzgado de familia o su equivalente pro­
cede a remitir el caso a la fiscalía penal para el inicio del proceso penal conforme a 
las reglas del Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto Legislativo 957.

Artículo 17. Flagrancia

En caso de flagrante delito, vinculado a actos de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, la Policía Nacional del Perú procede a la inmediata 
detención del agresor, incluso allanando su domicilio o el lugar donde estén ocu­
rriendo los hechos.

En estos casos, la Policía redacta un acta en la que se hace constar la entrega del 
detenido y las demás circunstancias de la intervención, debiendo comunicar inme­
diatamente los hechos a la fiscalía penal para las investigaciones correspondientes y 
al juzgado de familia o su equivalente para que se pronuncie sobre las medidas de 
protección y otras medidas para el bienestar de las víctimas. Realizadas las acciones 
previstas en el artículo 16, el juzgado de familia o su equivalente comunica los ac­
tuados a la fiscalía penal correspondiente.

Artículo 18. Actuación de los operadores de justicia

En la actuación de los operadores de justicia, originada por hechos que constituyen 
actos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, se evita la 
doble victimización de las personas agraviadas a través de declaraciones reiterativas y 
de contenido humillante. Los operadores del sistema de justicia deben seguir pautas 
concretas de actuación que eviten procedimientos discriminatorios hacia las perso­
nas involucradas en situación de víctimas.
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Artículo 19. D eclaración de la víctim a y entrevista única
Cuando la víctima sea niña, niño, adolescente o mujer, su declaración debe prac­
ticarse bajo la técnica de entrevista única, la misma que tiene la calidad de prueba 
preconstituida. La declaración de la víctima mayor de edad, a criterio del fiscal, 
puede realizarse bajo la misma técnica.
El juez solo puede practicar una diligencia de declaración ampliatoria de la víctima, 
en los casos que requiera aclarar, complementar o precisar algún punto sobre su 
declaración.

Artículo 20. Sentencia
La sentencia que ponga fin al proceso por delitos vinculados a hechos que constitu­
yen actos de violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar puede ser 
absolutoria o condenatoria.
En el primer caso el juez señala el término a las medidas de protección dispuestas por 
el juzgado de familia o equivalente. Las medidas cautelares que resguardan las preten­
siones civiles que hayan sido decididas en esa instancia cesan en sus efectos salvo que 
hayan sido confirmadas en instancia especializada.
En caso de que se trate de una sentencia condenatoria, además de lo establecido en 
el artículo 394 del Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto Legislativo 
957, y cuando corresponda, contiene:
1. La continuidad o modificación de las medidas de protección dispuestas por el 

juzgado de familia o equivalente.
2. El tratamiento terapéutico a favor de la víctima.

3. El tratamiento especializado al condenado.
4. La continuidad o modificación de las medidas cautelares que resguardan las pre­

tensiones civiles de tenencia, régimen de visitas, suspensión, extinción o pérdida 
de la patria potestad, asignación de alimentos, entre otras.

5. Las medidas que los gobiernos locales o comunidades del domicilio habitual de 
la víctima y del agresor deben adoptar, para garantizar el cumplimiento de las 
medidas de protección, salvo que hayan sido confirmadas en instancia especiali­
zada.

6. La inscripción de la sentencia en el Registro Unico de Víctimas y Agresores por 
Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar, a cargo del 
Ministerio Público.

7. Cualquier otra medida a favor de las víctimas o de los deudos de estas.

En el caso de que las partes del proceso usen un idioma o lengua diferente al cas­
tellano, la sentencia es traducida. En los casos que no sea posible la traducción, el
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juez garantiza la presencia de una persona que pueda ponerles en conocimiento su 
contenido.

Artículo 21. Responsabilidad funcional

Quien omite, rehúsa o retarda algún acto a su cargo, en los procesos originados por 
hechos que constituyen actos de violencia contra las mujeres o contra los integrantes 
del grupo familiar comete delito sancionado en los artículos 377 o 378 del Código 
Penal, según corresponda.

CAPÍTULO II
MEDIDAS DE PROTECCIÓN

Artículo 22. M edidas de protección

Entre las medidas de protección que pueden dictarse en los procesos por actos de
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar se encuentran, entre
otras, las siguientes:

1. Retiro del agresor del domicilio.

2. Impedimento de acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma, a 
la distancia que la autoridad judicial determine.

3. Prohibición de comunicación con la víctima vía epistolar, telefónica, electróni­
ca; asimismo, vía chat, redes sociales, red institucional, intranet u otras redes o 
formas de comunicación.

4. Prohibición del derecho de tenencia y porte de armas para el agresor, debiéndose 
notificar a la Superintendencia Nacional de Control de Servicios de Seguridad, 
Armas, Municiones y Explosivos de Uso Civil para que proceda a dejar sin efecto 
la licencia de posesión y uso, y para que se incauten las armas que están en pose­
sión de personas respecto de las cuales se haya dictado la medida de protección.

5. Inventario sobre sus bienes.

6. Cualquier otra requerida para la protección de la integridad personal y la vida de 
sus víctimas o familiares.

Artículo 23. Vigencia e im plem entación de las m edidas de protección

La vigencia de las medidas dictadas por el juzgado de familia o su equivalente se 
extiende hasta la sentencia emitida en el juzgado penal o hasta el pronunciamiento 
fiscal por el que se decida no presentar denuncia penal por resolución denegatoria, 
salvo que estos pronunciamientos sean impugnados.
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La Policía Nacional del Perú es responsable de ejecutar las medidas de protección 
dictadas, para lo cual debe tener un mapa gráfico y georreferencial de registro de 
todas las víctimas con las medidas de protección que les hayan sido notificadas; y, 
asimismo, habilitar un canal de comunicación para atender efectivamente sus pe­
didos de resguardo, pudiendo coordinar con los servicios de serenazgo a efectos de 
brindar una respuesta oportuna.

Artículo 24. Incum plim iento de m edidas de protección

El que desobedece, incumple o resiste una medida de protección dictada en un 
proceso originado por hechos que configuran actos de violencia contra las mujeres o 
contra integrantes del grupo familiar, comete delito de resistencia o desobediencia a 
la autoridad previsto en el Código Penal.

Artículo 25. Protección de las víctim as en las actuaciones de investigación

En el trámite de los procesos por violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar está prohibida la confrontación y la conciliación entre la víctima y el 
agresor. La reconstrucción de los hechos debe practicarse sin la presencia de aquella, 
salvo que la víctima mayor de catorce años de edad lo solicite, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 194, inciso 3, del Código Procesal Penal, promulgado por el 
Decreto Legislativo 957.

Artículo 26. Contenido de los certificados m édicos e inform es
Los certificados de salud física y mental que expidan los médicos de los estableci­
mientos públicos de salud de los diferentes sectores e instituciones del Estado y ni­
veles de gobierno, tienen valor probatorio acerca del estado de salud física y mental 
en los procesos por violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.
Igual valor tienen los certificados expedidos por los centros de salud parroquiales y 
los establecimientos privados cuyo funcionamiento se encuentre autorizado por el 
Ministerio de Salud.

Los certificados correspondientes de calificación del daño físico y psíquico de la víc­
tima deben ser acordes con los parámetros médico-legales del Instituto de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses del Ministerio Público.

Los certificados médicos contienen información detallada de los resultados de las eva­
luaciones físicas y psicológicas a las que se ha sometido a la víctima. De ser el caso, los 
certificados de las evaluaciones físicas deben consignar necesariamente la calificación 
de días de atención facultativa así como la calificación de días de incapacidad.

En el marco de las atenciones que brinden todos los establecimientos de salud públi­
cos y privados deben resguardar la adecuada obtención, conservación y documenta­
ción de la prueba de los hechos de violencia.
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Los informes psicológicos de los Centros Emergencia Mujer y otros servicios estatales 
especializados tienen valor probatorio del estado de salud mental en los procesos por 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

En el sector público, la expedición de los certificados y la consulta médica que los 
origina, así como los exámenes o pruebas complementarios para emitir diagnósticos 
son gratuitos.

Para efectos de la presente Ley no resulta necesaria la realización de la audiencia 
especial de ratificación pericial; por lo que no se requiere la presencia de los profesio­
nales para ratificar los certificados y evaluaciones que hayan emitido para otorgarles 
valor probatorio.

TÍTULO III
PREVENCIÓN D E LA VIOLENCIA, ATENCIÓN Y RECUPERACIÓN D E VÍC­

TIMAS Y REEDUCACIÓN DE PERSONAS AGRESORAS

CAPÍTULO 1
PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA, ATENCIÓN Y RECUPERACIÓN DE

VÍCTIMAS

Artículo 27. Servicios de prom oción, prevención y recuperación de víctim as de 
violencia
La protección de las mujeres y de los integrantes del grupo familiar contra actos de 
violencia es de interés público. El Estado es responsable de promover la prevención 
contra dichos actos y la recuperación de las víctimas.

Es política del Estado la creación de servicios de atención y prevención contra la 
violencia.

La creación y gestión de los hogares de refugio temporal, programas dirigidos a 
varones para prevenir conductas violentas y otros servicios de protección a favor de 
las víctimas de violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar estarán a 
cargo de los gobiernos locales, regionales y del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables. Es función de dicho Sector promover, coordinar y articular la imple- 
mentación de dichos servicios en cada localidad.

Artículo 28. Valoración del riesgo de víctim as de violencia de pareja

En casos de violencia de pareja, la Policía Nacional del Perú y el Ministerio Público 
aplican la ficha de valoración del riesgo en mujeres víctimas de violencia de pareja 
como medida de prevención del feminicidio. La ficha sirve de insumo para el pro­
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nunciamiento sobre las medidas de protección y debe ser actualizada cuando las 
circunstancias lo ameriten.

Para el caso de otros integrantes del grupo familiar, se aplica una ficha de valoración del 
riesgo que permita identificar las vulnerabilidades y necesidades específicas de protección.

Cuando la Policía Nacional del Perú conozca los casos a través de sus comisarías, 
debe incluir entre sus actuaciones la ficha de valoración de riesgo y remitirla al 
juzgado de familia o equivalente, conforme al proceso regulado en la presente Ley.

Artículo 29. Im plem entación y registro de hogares de refugio tem poral
Es política permanente del Estado la creación de hogares de refugio temporal.
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables implementa y administra el re­
gistro de hogares de refugio temporal que cumpla con los estándares de calidad en la 
prestación de servicio. La información de este registro es confidencial y será utilizada 
para los procesos de articulación, protección y asistencia técnica.

Los gobiernos locales, provinciales y distritales, y los gobiernos regionales e instituciones 
privadas que gestionen y administren hogares de refugio temporal facilitarán la informa­
ción y acceso al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables para el cumplimiento 
de sus funciones de monitoreo, seguimiento y evaluación.
El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables aprueba los requisitos mínimos 
para crear y operar los hogares de refugio temporal, así como los estándares mínimos 
de calidad de prestación del servicio.

CAPÍTULO II
REEDUCACIÓN DE LAS PERSONAS AGRESORAS 

Artículo 30. Reeducación de las personas agresoras
Es política del Estado la creación de servicios de tratamiento que contribuyan a la 
reeducación de personas agresoras que han cometido actos de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar a fin de que el agresor detenga todo tipo 
de violencia contra estos.

Artículo 31 . Tratam iento penitenciario para la  reinserción social de las personas 
agresoras privadas de libertad

El Instituto Nacional Penitenciario incorpora el eje de prevención de la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar dentro de los distintos progra­
mas de tratamiento penitenciario dirigidos a la población penal.

El condenado a pena privativa de libertad efectiva por delitos vinculados a la violen­
cia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, previa evaluación, debe
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seguir un tratamiento de reeducación de carácter multidisciplinara y diferenciado, 
teniendo en cuenta los enfoques consignados en esta Ley a fin de facilitar su rein­
serción social. El cumplimiento del tratamiento es un requisito obligatorio para el 
otorgamiento de beneficios penitenciarios, de indulto y de la conmutación de la 
pena a los que hubiere lugar, conforme al marco legal vigente, los que no pueden 
ser concedidos sin el correspondiente informe psicológico y social que se pronuncie 
sobre la evolución del tratamiento diferenciado.

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables presta asistencia técnica para el 
diseño del programa de reeducación.

Artículo 32. Tratam iento para las personas agresoras en m edio libre

En los procesos por delitos vinculados a actos de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, el juez puede imponer al agresor tratamiento psico- 
social, psiquiátrico o de grupos de autoayuda especializados en violencia a través de 
la asistencia a terapias sobre violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar, utilizando los diversos programas que desarrollan las instituciones de pro­
tección a la familia. Esta medida puede aplicarse desde el inicio del procedimiento.

Es obligación de los gobiernos locales implementar, en coordinación con el Ministe­
rio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, servicios de atención e intervención para 
varones y personas agresoras.

En los procesos por delitos vinculados a actos de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, los juzgados penales deben pronunciarse en la senten­
cia condenatoria acerca del tratamiento especializado para el agresor que no cumpla 
pena privativa de libertad efectiva.

El sometimiento a un servicio de tratamiento para la reeducación de agresores en 
instituciones públicas o privadas que el juzgado disponga, es considerado como regla 
de conducta, sin perjuicio de la sanción penal que corresponda.

TITULO IV
SISTEM A NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y 

ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS M UJERES Y LOS 
INTEGRANTES D EL GRUPO FAMILIAR

Artículo 33. Creación, finalidad y com petencia del sistem a

Créase el Sistema Nacional para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violen­
cia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar, a fin de coordinar, plani­
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ficar, organizar y ejecutar acciones articuladas, integradas y complementarias para la 
acción del Estado en la prevención, atención, protección y reparación de la víctima, 
la sanción y reeducación del agresor, a efectos de lograr la erradicación de la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. Es un sistema funcional.

Artículo 34 . Integrantes del sistem a

Integran el Sistema Nacional para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Vio­
lencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar las entidades que inte­
gran la comisión multisectorial de alto nivel, que cuenta con una secretaría técnica, 
y las instancias regionales, provinciales y distritales de concertación para erradicar la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

Artículo 35 . Com isión M ultisectorial de Alto Nivel
Constituyase la Comisión Multisectorial de Alto Nivel con la finalidad de dirigir el 
Sistema Nacional para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra 
las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar y formular los lincamientos y la 
evaluación de lo establecido en la presente norma.

La Comisión está presidida por el titular o el representante de la alta dirección del 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables e integrada por los titulares o los 
representantes de la alta dirección de las instituciones que se determinen en el regla­
mento de la presente Ley.

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables es el ente rector en materia de 
prevención, protección y atención de la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar y el responsable de la coordinación, articulación y vigilancia de la 
aplicación efectiva y el cumplimiento de la presente Ley.

La Dirección General contra la Violencia de Género del citado ministerio se cons­
tituye como secretaría técnica de la Comisión, la cual convoca a especialistas de 
diferentes sectores y representantes de la sociedad civil con la finalidad de constituir 
un grupo de trabajo nacional.

El reglamento de la presente Ley regula el funcionamiento de la Comisión.

Artículo 36 . Funciones de la  Com isión M ultisectorial

Son funciones de la Comisión Multisectorial, las siguientes:

1. Aprobar y difundir el protocolo base de actuación conjunta y los lincamientos 
para la intervención intersectorial articulada en prevención, atención, protec­
ción, sanción y reeducación para erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar, teniendo en cuenta los informes emitidos por
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2.

3.

4.

5.

6.

el Observatorio Nacional de Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del 
Grupo Familiar.

Hacer el seguimiento y monitoreo de los planes nacionales que aborden la vio­
lencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, teniendo en cuenta 
los informes emitidos por el Observatorio Nacional de la Violencia contra las 
Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar.

Coordinar con el Ministerio de Economía y Finanzas para la dotación de re­
cursos a los sectores comprometidos en la aplicación de la presente Ley, previa 
planificación presupuestaria intersectorial.

Garantizar la adecuación orgánica y administrativa de las instancias responsables 
de la implementación de los lincamientos dictados por la Comisión para la me­
jor aplicación de la presente Ley.

Promover la creación de observatorios regionales de la violencia contra las muje­
res y los integrantes del grupo familiar.

Promover la creación de las instancias regionales, provinciales y distritales en­
cargadas de combatir la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar.

Artículo 37. Instancia regional de concertación

La instancia regional de concertación tiene como responsabilidad elaborar, imple- 
mentar, monitorear y evaluar las políticas públicas encargadas de combatir la vio­
lencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar a nivel regional, y 
promover el cumplimiento de la presente norma. Su composición se determina en 
el reglamento de la presente Ley.

Artículo 38. Instancia provincial de concertación

La instancia provincial de concertación tiene como responsabilidad elaborar, im- 
plementar, monitorear y evaluar las políticas públicas encargadas de combatir la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar a nivel provincial, y 
promover el cumplimiento de la presente norma. Su composición se determina en 
el reglamento de la presente Ley.

Artículo 39. Instancia distrital de concertación

La instancia distrital de concertación tiene como responsabilidad elaborar, imple- 
mentar, monitorear y evaluar las políticas públicas encargadas de combatir la vio­
lencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar a nivel distrital, y pro­
mover el cumplimiento de la presente norma. Su composición se determina en el 
reglamento de la presente Ley.
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Artículo 40. Instrum entos y m ecanism os de articulación del sistem a

Son instrumentos y mecanismos de articulación del sistema:

a. El Protocolo Base de Actuación Conjunta.
b. El Registro Unico de Víctimas y Agresores.

c. El Observatorio Nacional de la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del 
Grupo Familiar.

d. El Centro de Altos Estudios contra la Violencia contra las Mujeres y los Inte­
grantes del Grupo Familiar.

Artículo 41 . Protocolo Base de Actuación Conjunta
El Protocolo Base de Actuación Conjunta en prevención, atención, protección, detec­
ción precoz e intervención continuada, sanción y reeducación frente a la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar contiene los lincamientos de articulación 
intersectorial y los procedimientos que aseguren la actuación global e integral de las 
distintas administraciones y servicios implicados. Constituye un instrumento de obliga­
torio cumplimiento bajo responsabilidad.

El Protocolo debe considerar de forma especial la situación de las mujeres que, por 
su condición de tal y en cruce con otras variables, estén más expuestas a sufrir vio­
lencia o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, tales 
como las pertenecientes a poblaciones indígenas, andinas y amazónicas, las afrodes- 
cendientes, las que se encuentran en situación de exclusión social y las mujeres con 
discapacidad, entre otras. Similar consideración debe contemplar el protocolo res­
pecto de los integrantes del grupo familiar desde el enfoque de derechos humanos, 
generacional e intercultural.

Artículo 42. Registro Único de Víctim as y  Agresores

Con el objeto de implementar un sistema intersectorial de registro de casos de vio­
lencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, denominado Registro 
Unico de Víctimas y Agresores, el Ministerio Público, en coordinación con la Policía 
Nacional del Perú, el Poder Judicial y el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vul­
nerables, es el responsable del registro de dichos casos, en el que se consignan todos 
las datos de la víctima y del agresor, la tipificación, las causas y consecuencias de la 
violencia, la existencia de denuncias anteriores y otros datos necesarios.

Artículo 43 . Observatorio N acional de la Violencia contra las M ujeres y los In­
tegrantes del Grupo Fam iliar

El Observatorio Nacional de la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del 
Grupo Familiar, a cargo del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, tie­
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ne por objeto monitorear, recolectar, producir y sistematizar datos e información 
haciendo seguimiento a las políticas públicas y los compromisos internacionales 
asumidos por el Estado en esta materia. Su misión es desarrollar un sistema de infor­
mación permanente que brinde insumos para el diseño, implementación y gestión 
de políticas públicas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

El Observatorio elabora informes, estudios y propuestas para la efectividad del Sis­
tema Nacional para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra las 
Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar.

Artículo 44 . Centro de Altos Estudios
El Centro de Altos Estudios contra la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes 
del Grupo Familiar, bajo la dirección del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vul­
nerables, tiene como objetivo contribuir a la intervención articulada y multidiscipli- 
naria a través de un sistema integral continuo de especialización y perfeccionamien­
to de los operadores en el rol que les compete en la lucha integral contra la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, para una atención oportuna 
y efectiva, incluyendo la evaluación de su impacto.

El Centro de Altos Estudios tiene estrecha coordinación con la Academia de la Ma­
gistratura, la Escuela del Ministerio Público, el Centro de Investigaciones Judiciales 
del Poder Judicial, el Centro de Estudios Constitucionales del Tribunal Constitu­
cional, el Centro de Estudios en Justicia y Derechos Humanos del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, universidades y centros de investigación para incidir 
en que se prioricen actividades de capacitación e investigación sobre la violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar.

Todas las acciones que realiza y promueve el Centro de Altos Estudios deben incor­
porar los enfoques de género, integralidad, interculturalidad, derechos humanos, 
interseccionalidad, generacional y discapacidad que subyacen a la presente Ley.

Artículo 45 . Responsabilidades sectoriales

1. Los sectores e instituciones involucradas, y los gobiernos regionales y locales, 
además de adoptar mecanismos de formación, capacitación y especialización 
permanente, de conformidad con sus leyes orgánicas y demás normas aplicables, 
son responsables de: 1. El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

a) Promover y coordinar las acciones de articulación multisectorial e intergu­
bernamental. b) Asesorar técnicamente a las diferentes entidades públicas 
para que desarrollen acciones para erradicar la violencia contra las mujeres
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y los integrantes del grupo familiar conforme a sus competencias y funcio­
nes.

c) Promover en los niveles subnacionales de gobierno políticas, programas 
y proyectos de prevención, atención y tratamiento como hogares de refu­
gio temporal, servicios de consejería, grupos de ayuda mutua, Centros de 
Atención Residencial, Centros Emergencia Mujer, Defensorías del Niño y 
Adolescente y servicios de tratamiento de personas agresoras, entre otros.

d) Supervisar la implementación de la política de prevención, protección y 
atención de la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo fa­
miliar.

e) Promover campañas de difusión sobre la problemática de la violencia con­
tra las mujeres y los integrantes del grupo familiar y de difusión de los 
alcances de la presente Ley.

f) Promover el estudio e investigación sobre las causas de la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar y tomar medidas para su 
corrección.

g) Promover la participación activa de organizaciones dedicadas a la protec­
ción de los derechos de las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas 
adultas mayores y personas con discapacidad, entre otras, y del sector pri­
vado, con especial énfasis en el sector empresarial, en programas de pre­
vención, atención y recuperación de la violencia contra las mujeres e inte­
grantes del grupo familiar.

h) Disponer las medidas necesarias a fin de implementar acciones de preven­
ción y atención de las víctimas de violencia en las zonas rurales del país y 
respecto de las víctimas en mayor situación de vulnerabilidad.

2. El Ministerio de Educación

a) Supervisar el cumplimiento de los lincamientos de política pública contra 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, en el 
ámbito de su competencia.

b) Fortalecer en todas las modalidades y niveles educativos la enseñanza de 
valores éticos orientados al respeto de la dignidad de la persona en el marco 
del derecho a vivir libre de violencia, eliminando los estereotipos que exa­
cerban, toleran o legitiman la violencia, inferioridad o subordinación en el 
grupo familiar, en especial los que afectan a la mujer.

c) Supervisar que en todos los materiales educativos se eliminen los estereotipos 
sexistas o discriminatorios y, por el contrario, se fomente la igualdad de los 
hombres y las mujeres, d) Promover y fortalecer los programas de escuelas
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para padres; y de preparación para la vida y la convivencia saludable en el 
grupo familiar; estableciendo mecanismos para la detección y derivación a 
las instituciones del Sistema, de los casos de violencia hacia la mujer y los 
integrantes del grupo familiar.

e) Implementar en las instituciones educativas de la Educación Básica Re­
gular (EBR) y la Educación Básica Alternativa (EBA), contenidos del Di­
seño Curricular Nacional (DCN) sobre el respeto del derecho a una vida 
libre de violencia, con metodologías activas y sistemas de evaluación que 
se adapten a los diversos contextos culturales, étnicos y lingüísticos.

f) Implementar programas de fortalecimiento de capacidades en la forma­
ción inicial y permanente del profesorado en las temáticas de lucha para 
erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo fa­
miliar, incorporando en las guías, módulos y programas de capacitación 
de docentes, y tópicos como tipos de violencia, socialización de género y 
violencia, identificación de factores de riesgo relacionados con la violencia 
y mecanismos de fortalecimiento de redes de apoyo para la prevención.

g) Difundir la problemática del acoso sexual entre el personal docente y ad­
ministrativo, así como los protocolos del sector.

h) Incorporar en las gulas dirigidas a la población escolar, contenidos sobre 
prevención del acoso y abuso sexual en niñas y niños.

i) Implementar estrategias creativas y de impacto sobre lucha contra la vio­
lencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, en espacios 
educativos no formales como los mercados, espacios de esparcimiento, ter­
minales de buses, salas de espera de instituciones públicas y privadas entre 
otras.

3. El Ministerio de Salud

a) Promover y fortalecer programas para la promoción, protección, recupe­
ración y rehabilitación de la salud, contribuyendo a lograr el bienestar y 
desarrollo de la persona, en condiciones de plena accesibilidad y respeto de 
los derechos fundamentales, de conformidad con las políticas sectoriales.

b) Garantizar atención de calidad a los casos de violencia contra las mujeres 
y los integrantes del grupo familiar, incluyendo su afiliación en el Seguro 
Integral de Salud para la atención y recuperación integral de la salud física 
y mental gratuita, lo que incluye la atención, los exámenes, hospitaliza­
ción, medicamentos, tratamiento psicológico o psiquiátrico y cualquier 
otra actividad necesaria para el restablecimiento de la salud.
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c) Desarrollar programas de sensibilización y formación continua del perso­
nal sanitario con el fin de mejorar e impulsar la adecuada atención de las 
víctimas de violencia a que se refiere la ley.

4. El Ministerio del Interior

a) Establecer, a través de sus órganos de línea, apoyo y control, las pautas y 
lincamientos técnicos para la adecuada ejecución, supervisión y control de 
las disposiciones de prevención, atención y protección contra la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, en cumplimiento de 
las funciones del sector interior, con especial participación de la Dirección 
Ejecutiva de Seguridad Ciudadana de la Policía Nacional del Perú como el 
órgano técnico especializado en la recepción de denuncias e investigación 
de casos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

b) Promover, en la Policía Nacional del Perú, la creación de la especialidad 
funcional en materia de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar. La Dirección Ejecutiva de Seguridad Ciudadana es el órga­
no especializado responsable de la organización, especialización y evalua­
ción de desempeño.

c) Implementar, en coordinación con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, los Módulos de Atención a la Mujer Víctima de Violencia 
Familiar y Sexual, previstos en el Decreto Supremo 012-2013-IN como 
política nacional del Estado peruano.

d) Garantizar en los servicios de comisarías y áreas competentes la permanen­
cia de personal especializado y sensibilizado.

e) Brindar atención oportuna para la implementación y cumplimiento de las 
medidas de protección otorgadas por el Ministerio Público a las personas 
afectadas por violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo fami­
liar.

f) Expedir formularios tipo para facilitar las denuncias y regular los proce­
dimientos policiales necesarios para asegurar la diligente remisión de lo 
actuado en las denuncias recibidas a los juzgados de familia o equivalente 
en el plazo establecido en la presente Ley.

g) Elaborar cartillas y otros instrumentos de difusión masiva para la atención 
adecuada de las víctimas de violencia hacia la mujer y los integrantes del 
grupo familiar en las comisarías y dependencias policiales.

5. El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

634



Anexos: II. Legislación conexa

a) Sistematizar y difundir el ordenamiento jurídico del Estado en materia de 
lucha para erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar.

b) Brindar el servicio de defensa pública a las víctimas de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar.

c) Brindar, a través del instituto Nacional Penitenciario, tratamiento peni­
tenciario diferenciado para personas sentenciadas por hechos de violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

6. El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo

a) Priorizar, en el marco de los programas, estrategias y planes de actuación 
de promoción del empleo y la empleabilidad, la atención de las víctimas 
de violencia para su incorporación en el mercado de trabajo por cuenta 
ajena o a través del desarrollo de autoempleos productivos y otras formas 
de emprendimiento.

b) Coordinar con las instancias pertinentes a fin de garantizar el cumplimien­
to de lo dispuesto en la presente Ley en cuanto a derechos laborales del 
trabajador víctima de violencia.

7. El Ministerio de Transportes y Comunicaciones

Velar por el cumplimiento estricto de las obligaciones de los medios de comuni­
cación establecidas en la presente Ley.

8. El Ministerio de Economía y Finanzas

Asignar los recursos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley.

9. El Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social

a) Incorporar, en los programas adscritos al Ministerio de Desarrollo e In­
clusión Social, a personas afectadas por violencia contra las mujeres y a los 
integrantes del grupo familiar, siempre que se cumplan con los criterios y 
reglas establecidos en la normativa vigente.

b) Poner a disposición de la sociedad información respecto a la ejecución de 
los programas sociales que han beneficiado a personas afectadas por violen­
cia contra las mujeres y a los integrantes del grupo familiar.

10 El Ministerio de Defensa

Incorporar en los lincamientos educativos de las Fuerzas Armadas contenidos 
específicos contra la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo fa­
miliar de conformidad con los enfoques previstos en la presente Ley, así como 
en sus órganos académicos y organismos públicos adscritos.
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11. El Ministerio de Relaciones Exteriores

Formular, coordinar, ejecutar y evaluar la política de protección y asistencia de 
los nacionales en el exterior por casos de violencia contra las mujeres y los inte­
grantes del grupo familiar.

12. El Poder Judicial

Administrar justicia, respetando los derechos al debido proceso y la economía y 
celeridad procesal en los casos de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar. Todas las actuaciones ante el Poder Judicial en materia de 
violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar son gratuitas para 
las víctimas.

13. El Ministerio Público
Elaborar, a través del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, guías y proto­
colos para la actividad científico-forense y en los procesos judiciales, siendo respon­
sable de su difusión a efectos de uniformar criterios de atención y valoración.

14. Los gobiernos regionales y locales
a) Formular políticas, regular, dirigir, ejecutar, promover, supervisar y con­

trolar planes, políticas y programas regionales, locales y comunitarios, para 
sensibilizar, prevenir; detectar y atender toda forma de violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar.

b) Los establecidos en la presente Ley.

15. Superintendencia Nacional de Control de Servicios de Seguridad, Armas, Mu­
niciones y Explosivos de Uso Civil (SUCAMEC)
a) Solicitar declaración jurada de no registrar antecedentes de violencia fami­

liar en las solicitudes de licencia de armas.

b) Incautar las armas que estén en posesión de personas respecto de las cuales 
se haya dictado la suspensión del derecho de tenencia y porte de armas.

c) Dejar sin efecto la licencia de posesión y uso de armas por sobreviniente 
registro de antecedentes de violencia familiar.

d) Remitir de forma semestral información actualizada al Ministerio de la 
Mujer y Poblaciones Vulnerables, correspondiente al número de licencias 
canceladas y de armas incautadas por hechos de violencia contra las muje­
res y los integrantes del grupo familiar.

A rtíciilo 46 . O bligaciones generales de los m edios de com unicación

Los medios de comunicación, en la difusión de informaciones relativas a la violencia
sobre la mujer garantizan, con la correspondiente objetividad informativa, la defensa
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de los derechos humanos, la libertad y dignidad de las mujeres víctimas de violencia 
y de sus hijos. En particular; tienen especial cuidado en el tratamiento gráfico de las 
informaciones. Los servicios de radiodifusión públicos y privados permiten el uso 
de la franja educativa del 10% de su programación para que, en el horario de pro­
tección familiar; las instituciones públicas articuladas en el Sistema Nacional para 
la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y los Inte­
grantes del Grupo Familiar desarrollen contenidos vinculados a la sensibilización, 
prevención, atención, protección, sanción y reeducación para la erradicación de la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar.

Artículo 47 . Intervención de los pueblos indígenas u originarios

La intervención de los pueblos indígenas u originarios en casos de violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar se sujeta a lo dispuesto en el artículo 
149 de la Constitución Política.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIM ERA. Reglam entación

El reglamento de la presente Ley se expide por el Poder Ejecutivo en un plazo no 
mayor a noventa días calendario desde su entrada en vigencia. Para tal efecto, se con­
voca a una comisión conformada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 
el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, el Ministerio del Interior, el 
Poder Judicial y el Ministerio Público.

SEGUNDA. Prevalencia norm ativa

Las disposiciones de esta Ley prevalecen sobre otras normas generales o especiales 
que se les opongan. Los derechos que reconoce la presente Ley a las víctimas de vio­
lencia hacia la mujer y contra los integrantes del grupo familiar son irrenunciables.

TERCERA. Im plem entación del Observatorio N acional de la Violencia contra 
las M ujeres y los Integrantes del Grupo Fam iliar y del Centro de A ltos Estudios

La implementación del Observatorio Nacional de la Violencia contra las Mujeres 
y los Integrantes del Grupo Familiar y del Centro de Altos Estudios contra la Vio­
lencia contra las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar, a que se refieren los 
artículos 43 y 44 de la presente Ley, estará sujeto a la disponibilidad presupuestal 
que para tal efecto disponga el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables.
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DISPO SICIO NES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS

PRIM ERA. Procesos en trám ite

Los procesos que se encuentren en trámite continuarán rigiéndose bajo las normas 
con que se iniciaron hasta su conclusión.

SEGUNDA. Com isión Especial

Créase la Comisión Especial para el diseño, conducción, coordinación, supervisión 
y evaluación del proceso de adecuación del Sistema Nacional para la Prevención, 
Sanción y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes del Gru­
po Familiar a la presente Ley.

TERCERA. Integrantes de la Com isión Especial

La Comisión señalada en la disposición complementaria transitoria segunda está 
integrada por seis miembros:

- El titular del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables o su representan­
te, quien la presidirá.

- El titular del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos o su representante.

- El titular del Ministerio de Economía y Finanzas o su representante.

- El titular del Ministerio del Interior o su representante. El titular del Poder Ju­
dicial o su representante.

- El titular del Ministerio Público o su representante.

CUARTA. Atribuciones de la Com isión Especial

Las atribuciones de la Comisión Especial son las siguientes:

1. Formular las políticas y objetivos para la adecuación progresiva de la Ley.

2. Diseñar la propuesta del Plan de Adecuación del Sistema de Justicia al Sistema 
Nacional para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra las 
Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar.

3. Elaborar los anteproyectos de normas que sean necesarios para la transferencia 
de los recursos presupuestarios a que hubiere lugar.

4. Establecer, en coordinación con las entidades vinculadas, los programas anuales 
de adecuación, provisión de recursos materiales y humanos que permitan la eje­
cución del Plan de Adecuación del Sistema de Justicia a la Ley.

5. Concordar, supervisar y efectuar un seguimiento y evaluación de la ejecución de 
los planes y programas de adecuación a la Ley.
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6. Elaborar informes semestrales, los cuales son remitidos a la Comisión Multisec- 
torial de Alto Nivel.

QUINTA. Plazo

El plazo para la formulación del Plan de Adecuación del Sistema de Justicia por la 
Comisión es de sesenta días hábiles contados a partir de la instalación de la misma. 
Asimismo, el plazo para que la citada comisión culmine sus funciones es de ciento 
ochenta días hábiles a partir de la instalación de la misma.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS MODIFICATORIAS

PRIM ERA. M odificación de los artículos 4 5 ,121-A, I21-B , 1 2 2 ,3 7 7  y 378 del
Código Penal

Modifícanse los artículos 45, 121-A, 121-B, 122, 377 y 378 del Código Penal en
los siguientes términos:

“Artículo 45. Presupuestos para fundam entar y determ inar la  pena

El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta:

a. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su cargo, posi­
ción económica, formación, poder, oficio, profesión o la función que ocupe en 
la sociedad.

b. Su cultura y sus costumbres.

c. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependan, 
así como la afectación de sus derechos y considerando especialmente su situa­
ción de vulnerabilidad.

Artículo 121-A. Formas agravadas. Lesiones graves cuando la víctim a es menor 
de edad, de la tercera edad o persona con discapacidad

En los casos previstos en la primera parte del artículo 121, cuando la víctima sea 
menor de edad, mayor de sesenta y cinco años o sufre discapacidad física o mental 
y el agente se aprovecha de dicha condición se aplica pena privativa de libertad no 
menor de seis ni mayor de doce años.

Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever ese 
resultado, la pena será no menor de doce ni mayor de quince años.

Artículo 121-B.- Formas agravadas. Lesiones graves por violencia contra la mu­
jer y su entorno fam iliar

En los casos previstos en la primera parte del artículo 121 se aplica pena privativa de 
libertad no menor de seis ni mayor de doce años cuando la víctima:
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1. Es mujer y es lesionada por su condición de tal en cualquiera de los contextos 
previstos en el primer párrafo del artículo 108-B.

2. Es ascendiente, descendiente, natural o adoptivo, cónyuge o conviviente del 
agente.

3. Depende o está subordinado.

Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever ese 
resultado, la pena será no menor de doce ni mayor de quince años.

Artículo 122. Lesiones leves

1. El que causa a otro lesiones en el cuerpo o en la salud que requiera más de diez y 
menos de treinta días de asistencia o descanso, o nivel moderado de daño psíqui­
co, según prescripción facultativa, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de dos ni mayor de cinco años.

2. La pena será privativa de libertad no menor de seis ni mayor de doce años si la 
víctima muere como consecuencia de la lesión prevista en el párrafo 1 y el agente 
pudo prever ese resultado.

3. La pena será privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años si la 
víctima:

a. Es miembro de la Policía Nacional del Perú o de las Fuerzas Armadas, 
magistrado del Poder Judicial, del Ministerio Público o del Tribunal Cons­
titucional o autoridad elegida por mandato popular o funcionario o servi­
dor público y es lesionada en el ejercicio de sus funciones oficiales o como 
consecuencia de ellas.

b. Es menor de edad, mayor de sesenta y cinco años o sufre de discapacidad 
física o mental y el agente se aprovecha de dicha condición.

c. Es mujer y es lesionada por su condición de tal, en cualquiera de los con­
textos previstos en el primer párrafo del artículo 108-B.

d. Es ascendiente, descendiente, natural o adoptivo, cónyuge o conviviente 
del agente.

e. Depende o está subordinada de cualquier forma al agente.

4. La pena privativa de libertad será no menor de ocho ni mayor de catorce años si 
la víctima muere como consecuencia de la lesión a que se refiere el párrafo 3 y el 
agente pudo prever ese resultado.

5. El juez impone la inhabilitación correspondiente a los supuestos previstos en el 
párrafo 3.
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Artículo 377. O m isión, rehusamiento o demora de actos funcionales

El funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda algún acto de su 
cargo será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años y con 
treinta a sesenta días-multa.

Cuando la omisión, rehusamiento o demora de actos funcionales esté referido a una 
solicitud de garantías personales o caso de violencia familiar, la pena será privativa 
de libertad no menor de dos ni mayor de cinco años.

Artículo 378. Denegación o deficiente apoyo policial

El policía que rehúsa, omite o retarda, sin causa justificada, la prestación de un auxi­
lio legalmente requerido por la autoridad civil competente, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años.

Si la prestación de auxilio es requerida por un particular en situación de peligro, la 
pena será no menor de dos ni mayor de cuatro años.

La pena prevista en el párrafo segundo se impondrá, si la prestación de auxilio está 
referida a una solicitud de garantías personales o un caso de violencia familiar”.

SEGUNDA. Incorporación de los artículos 46-E y 124-B al C ódigo Penal

lncorpóranse los artículos 46-E y 124-B al Código Penal en los siguientes términos: 

“Artículo 46-E. C ircunstancia agravante cualificada por abuso de parentesco

La pena es aumentada hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para 
el delito cuando el agente se haya aprovechado de su calidad de ascendiente o des­
cendiente, natural o adoptivo, padrastro o madrastra, cónyuge o conviviente de la 
víctima. En este caso, la pena privativa de libertad no puede exceder los treinta y 
cinco años, salvo que el delito se encuentre reprimido con pena privativa de libertad 
indeterminada, en cuyo caso se aplica esta última.

La agravante prevista en el primer párrafo es inaplicable cuando esté establecida 
como tal en la ley penal.

Artículo 124-B. Determ inación de la lesión psicológica

El nivel de la lesión psicológica es determinado mediante valoración realizada de 
conformidad con el instrumento técnico oficial especializado que orienta la labor 
pericial, con la siguiente equivalencia:

a. Falta de lesiones leves: nivel leve de daño psíquico.

b. Lesiones leves: nivel moderado de daño psíquico.

c. Lesiones graves: nivel grave o muy grave de daño psíquico”.
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TERCERA. M odificación del artículo 242 del Código Procesal Penal

Modificase el artículo 242 del Código Procesal Penal, promulgado por el Decreto
Legislativo 957, el cual queda redactado en los términos siguientes:

“Artículo 242. Supuestos de prueba anticipada. -

1. Durante la Investigación Preparatoria, a solicitud del Fiscal o de los demás suje­
tos procesales, podrá instarse al Juez de la Investigación Preparatoria actuación 
de una prueba anticipada, en los siguientes casos:

a) Testimonial y examen del perito, cuando se requiera examinarlos con ur­
gencia ante la presencia de un motivo fundado para considerar que no po­
drá hacerse en el juicio oral por enfermedad u otro grave impedimento, o 
que han sido expuestos a violencia, amenaza, ofertas o promesa de dinero u 
otra utilidad para que no declaren o lo hagan falsamente. El interrogatorio 
al perito, puede incluir el debate pericial cuando éste sea procedente.

b) Careo entre las personas que han declarado, por los mismos motivos del 
literal anterior, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en el 
artículo 182.

c) Reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que por su naturaleza 
y características deben ser considerados actos definitivos e irreproducibles, 
y no sea posible postergar su realización hasta la realización del juicio.

d) Declaración de las niñas, niños y adolescentes en su calidad de agraviados 
por delitos comprendidos en los artículos 153 y 153-A del Capítulo I: 
Violación de la libertad personal, y en los comprendidos en el Capítulo IX: 
Violación de la libertad sexual, Capítulo X: Proxenetismo y Capitulo XI: 
Ofensas al pudor público, correspondientes al Título IV: Delitos contra la 
libertad, del Código Penal.

Las declaraciones de las niñas, niños y adolescentes serán realizadas con la in­
tervención de psicólogos especializados en cámaras Gesell o salas de entrevistas 
implementadas por el Ministerio Público.

Las declaraciones y entrevistas serán filmadas y grabadas a fin de evitar la revic- 
timización de los agraviados.

2. Las mismas actuaciones de prueba podrán realizarse durante la etapa interme­
dia” .

CUARTA. M odificación del artículo 667 del Código Civil

Modificase el artículo 667 del Código Civil, aprobado por el Decreto Legislativo
295, el cual queda redactado en los términos siguientes:
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“Exclusión de la sucesión por indignidad

Artículo 667.- Son excluidos de la sucesión de determinada persona, por indigni­
dad, como herederos o legatarios:

1. Los autores y cómplices de homicidio doloso o de su tentativa, cometidos contra 
la vida del causante, de sus ascendientes, descendientes o cónyuge. Esta causal de 
indignidad no desaparece por el indulto ni por la prescripción de la pena.

2. Los que hubieran sido condenados por delito doloso cometido en agravio del 
causante o de alguna de las personas a las que se refiere el inciso anterior.

3. Los que hubieran denunciado calumniosamente al causante por delito al que la 
ley sanciona con pena privativa de libertad.

4. Los que hubieran empleado dolo o violencia para impedir al causante que otor­
gue testamento o para obligarle a hacerlo, o para que revoque total o parcialmen­
te el otorgado.

5. Los que destruyan, oculten, falsifiquen o alteren el testamento de la persona de 
cuya sucesión se trata y quienes, a sabiendas, hagan uso de un testamento falsifi­
cado.

6. Los que hubieran sido sancionados con sentencia firme en más de una oportu­
nidad en un proceso de violencia familiar en agravio del causante.

7. Es indigno de suceder al hijo, el progenitor que no lo hubiera reconocido vo­
luntariamente durante la minoría de edad o que no le haya prestado alimentos 
y asistencia conforme a sus posibilidades económicas, aun cuando haya alcan­
zado la mayoría de edad, si estuviera imposibilitado de procurarse sus propios 
recursos económicos. También es indigno de suceder al causante el pariente con 
vocación hereditaria o el cónyuge que no le haya prestado asistencia y alimentos 
cuando por ley estuviera obligado a hacerlo y se hubiera planteado como tal en 
la vía judicial”.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
DEROGATORIAS

PRIM ERA. Derogación de los artículos 122-A y 122-B del Código Penal

Deróganse los artículos 122-A y 122-B del Código Penal.

SEGUNDA. D erogación de la Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violen­
cia Fam iliar
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Deróganse la Ley 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, y las de­
más leyes y disposiciones que se opongan a la presente Ley.

Comuniqúese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, a los seis días del mes de noviembre de dos mil quince.

LUIS IBERICO NÚÑEZ 
Presidente del Congreso de la República

NATALIE CONDORIJAHUIRA
Primera Vicepresidenta del Congreso de la República

AL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

POR TANTO: Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós días del mes de noviembre 
del año dos mil quince.

OLLANTA HUMALA TASSO 
Presidente de la República

PEDRO CATERIANO BELLIDO 
Presidente del Consejo de Ministros



LEY N ° 30424

LEY QUE REGULA LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
DE LAS PERSONAS JURÍDICAS POR EL DELITO  DE 

COHECHO ACTIVO TRANSNACIONAL

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR CUANTO:

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA; Ha dado la Ley siguiente:

SECCIÓN I
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. O bjeto de la Ley

La presente Ley regula la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas por 
el delito de cohecho activo transnacional previsto en el artículo 397-A del Código 
Penal.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación

Para efectos de la presente Ley, son personas jurídicas las entidades de derecho pri­
vado, así como las asociaciones, fundaciones y comités no inscritos, las sociedades 
irregulares, los entes que administran un patrimonio autónomo y las empresas del 
Estado peruano o sociedades de economía mixta.

El cambio de nombre, denominación o razón social, reorganización social, transfor­
mación, escisión, fusión, disolución, liquidación o cualquier acto que pueda afectar 
la personalidad jurídica de la entidad no impiden la atribución de responsabilidad 
a la misma.
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SECCIÓN II
ATRIBUCIÓN DE RESPONSABILIDAD 

ADMINISTRATIVA A LAS PERSONAS JURÍDICAS

Artículo 3. Responsabilidad adm inistrativa de las personas jurídicas

Las personas jurídicas a que se hace referencia en el artículo 2 son responsables admi­
nistrativamente por el delito de cohecho activo transnacional, previsto en el artículo 
397-A del Código Penal, cuando este haya sido cometido en su nombre o por cuenta 
de ellas y en su beneficio, directo o indirecto, por:

a. Sus administradores de hecho o derecho, representantes legales, contractuales y 
órganos colegiados, siempre que actúen en el ejercicio de las funciones propias 
de su cargo.

b. Las personas naturales que prestan cualquier tipo de servicio a la persona jurídi­
ca, con independencia de su naturaleza, del régimen jurídico en que se encuen­
tren o de si media relación contractual y que, estando sometidas a la autoridad y 
control de los gestores y órganos mencionados en el literal anterior, actúan por 
orden o autorización de estos últimos.

c. Las personas naturales señaladas en el literal precedente cuando, en atención a la 
situación concreta del caso, no se ejerza sobre ellas el debido control y vigilancia 
por parte de los administradores de hecho o derecho, representantes legales, 
contractuales u órganos colegiados de la persona jurídica.

Las personas jurídicas no son responsables en los casos en que las personas naturales 
indicadas en los literales a, b y c del primer párrafo, hubiesen cometido el delito de 
cohecho activo transnacional, previsto en el artículo 397-A del Código Penal, exclu­
sivamente en beneficio propio o a favor de un tercero distinto a la persona jurídica.

Artículo 4. Autonom ía de la  responsabilidad adm inistrativa de la persona ju rí­
dica y  extinción de la acción contra la persona juríd ica

La responsabilidad administrativa de la persona jurídica es autónoma de la respon­
sabilidad penal de la persona natural. Las causas que extinguen la acción penal con­
tra la persona natural no enervan la responsabilidad administrativa de las personas 
jurídicas.

La acción contra la persona jurídica se extingue por prescripción, cosa juzgada, am­
nistía o el derecho de gracia.

La prescripción de la acción contra la persona jurídica se rige por lo dispuesto, en lo 
que corresponda, en los artículos 80, 82, 83 y 84 del Código Penal.
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SECCIÓN III
MEDIDAS ADMINISTRATIVAS APLICABLES 

A LAS PERSONAS JU RÍDICAS

Artículo 5. M edidas adm inistrativas aplicables

El juez aplica, según corresponda, las siguientes medidas administrativas contra las 
personas jurídicas que resultaren administrativamente responsables de la comisión 
del delito de cohecho activo transnacional, tipificado en el artículo 397-A del Có­
digo Penal:

a. Multa hasta el séxtuplo del beneficio obtenido o que se espera obtener con la 
comisión del delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el literal a del primer párrafo 
del artículo 7.

b. Inhabilitación, en cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Suspensión de las actividades sociales por un plazo no mayor de dos años.

2. Prohibición de llevar a cabo en el futuro actividades de la misma clase o 
naturaleza de aquellas en cuya realización se haya cometido, favorecido o 
encubierto el delito. La prohibición podrá tener carácter temporal o defi­
nitivo. La prohibición temporal no será mayor de cinco años.

3. Suspensión para contratar con el Estado por un plazo no mayor de cinco 
años.

c. Cancelación de licencias, concesiones, derechos y otras autorizaciones adminis­
trativas o municipales.

d. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o definitivo. La 
clausura temporal es no mayor de cinco años.

e. Disolución.

Artículo 6. M edidas adm inistrativas com plem entarias

El juez puede ordenar a la autoridad competente que disponga la intervención de la 
persona jurídica que resultare administrativamente responsable de la comisión del 
delito de cohecho activo transnacional, cuando sea necesario, para salvaguardar los 
derechos de los trabajadores y de los acreedores hasta por un período de dos años.

La intervención puede afectar a la totalidad de la organización o limitarse a alguna 
de sus instalaciones, secciones o unidades de negocio. El juez debe fijar exactamen­
te el contenido y alcances de la intervención y determinar la entidad a cargo de
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la intervención y los plazos en que esta debe cursarle informes a fin de efectuar el 
seguimiento de la medida.

La intervención se puede modificar o suspender en todo momento previo informe 
del interventor y disposición del Ministerio Público. El interventor está facultado 
para acceder a todas las instalaciones y locales de la entidad y recabar la información 
que estime necesaria para el ejercicio de sus funciones, debiendo guardar estricta 
confidencialidad respecto de la información secreta o reservada de la persona jurídi­
ca, bajo responsabilidad.

Artículo 7. M ulta

Cuando no se pueda determinar el monto del beneficio obtenido o del que se espe­
raba obtener con la comisión del delito de cohecho activo transnacional, el valor de 
la multa se establece conforme a los siguientes criterios:

a. Cuando el ingreso anual de la persona jurídica al momento de la comisión del
delito asciende hasta ciento cincuenta unidades impositivas tributarias, la multa 
es no menor de diez ni mayor de cincuenta unidades impositivas tributarias.

b. Cuando el ingreso anual de la persona jurídica al momento de la comisión del 
delito asciende hasta mil setecientas unidades impositivas tributarias, la multa es 
no menor de cincuenta ni mayor de doscientas cincuenta unidades impositivas 
tributarias.

c. Cuando el ingreso anual de la persona jurídica al momento de la comisión del 
delito asciende a un monto mayor a las mil setecientas unidades impositivas tri­
butarias, la multa es no menor de doscientas cincuenta ni mayor de quinientas 
unidades impositivas tributarias.

La multa debe ser pagada dentro de los diez días hábiles de pronunciada la sentencia 
que tenga la calidad de consentida o ejecutoriada. A solicitud de la persona jurídica 
y cuando el pago del monto de la multa pueda poner en riesgo su continuidad o 
el mantenimiento de los puestos de trabajo o cuando sea aconsejable por el interés 
general, el juez autoriza que el pago se efectúe en cuotas mensuales, dentro de un 
límite que no exceda de treinta y seis meses.

En caso de que la persona jurídica no cumpla con el pago de la multa impuesta, esta 
puede ser ejecutada sobre sus bienes o convertida, previo requerimiento judicial, en 
la medida de prohibición de actividades de manera definitiva, prevista en el numeral 
2 del literal b del artículo 5.
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Artículo 8, Inhabilitación
La medida de suspensión para contratar con el Estado, prevista en el numeral 3 del 
literal b del artículo 5, se impone de forma obligatoria en los casos en que el delito 
es cometido en el marco de un proceso de contratación pública.

El juez puede imponer cualquier modalidad de inhabilitación en supuestos distintos 
al señalado en el primer párrafo, en atención a las particularidades del caso concreto 
y considerando los criterios establecidos en el artículo 14.

Artículo 9. Cancelación de licencias u otras autorizaciones y clausura
La medida prevista en el literal c del artículo 3 se aplica de forma obligatoria cuando 
el delito de cohecho activo transnacional estuvo destinado o vinculado a la obten­
ción de licencias u otras autorizaciones administrativas.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el primer párrafo, el juez puede imponer las medidas 
previstas en los literales c y d del artículo 5, en otros supuestos cuando lo estime 
pertinente en atención a los criterios establecidos en el artículo 14.

Artículo 10» Disolución
La disolución se aplica solo a las personas jurídicas que hayan sido constituidas y 
operado para favorecer, facilitar o encubrir la comisión del delito de cohecho activo 
transnacional. En ningún caso podrá aplicarse para otras circunstancias.

Esta medida no es aplicable cuando se trate de personas jurídicas de derecho privado 
y empresas del Estado o sociedades de economía mixta que presten un servicio de 
utilidad pública, cuya interrupción pueda causar graves consecuencias sociales o 
económicas o daños serios a la comunidad.

Artículo 11. Decomiso
El juez, cuando corresponda, dispone el decomiso de los instrumentos, objetos, 
efectos y ganancias del delito de cohecho activo transnacional porel que se declare 
responsable administrativamente a la persona jurídica, de conformidad con el ar­
tículo 102 del Códigp Penal, conjuntamente con las medidas administrativas del 
artículo 3 que resulten aplicables.
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SECCIÓN IV
DETERMINACIÓN D E LAS M EDIDAS 

ADMINISTRATIVAS APLICABLES A LAS PERSONAS 
JU RÍDICA S POR LA COM ISIÓN D EL D EU TO  DE 

COHECHO ACTIVO TRANSNACIONAL

Artículo 12. Circunstancias atenuantes

Son circunstancias atenuantes de la responsabilidad administrativa de las personas
jurídicas las siguientes:

a. Haber procedido a través de sus administradores de hecho o derecho, repre­
sentantes legales, contractuales y órganos colegiados a confesar la comisión del 
delito de cohecho activo transnacional, con anterioridad a la formalización de la 
investigación preparatoria.

b. La colaboración objetiva, sustancial y decisiva en el esclarecimiento del hecho 
delictivo, en cualquier momento del proceso.

c. El impedimento de las consecuencias dañosas del ilícito.

d. La reparación total o parcial del daño.

e. La adopción e implementación por parte de la persona jurídica, después de la 
comisión del delito de cohecho activo transnacional y antes del inicio del juicio 
oral, de un modelo de prevención, conforme a lo dispuesto en el artículo 17.*

f. La acreditación parcial de los elementos del modelo de prevención, previstos en 
el párrafo 17.2 del artículo 17.

Artículo 13. Circunstancias agravantes

Son circunstancias agravantes de la responsabilidad administrativa de las personas
jurídicas:

a. La comisión del delito de cohecho activo transnacional en virtud de cualquiera 
de los supuestos del artículo 3, dentro de los cinco años posteriores a la imposi­
ción, mediante sentencia firme, de una o más medidas del artículo 5 a la misma 
persona jurídica. En tal caso, el juez puede aumentar las medidas establecidas en 
los literales a, b y d del artículo 5, hasta en una mitad por encima del máximo 
legal establecido.

Según Fe de Errata el Peruano 03-05-2016
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b. La utilización instrumental de la persona jurídica para la comisión del delito de 
cohecho activo transnacional. Se entiende que se está ante este supuesto cuando 
la actividad legal sea menos relevante que su actividad ilegal.

Artículo 14. Criterios para la aplicación de las m edidas adm inistrativas
Las medidas administrativas previstas en los literales b, c y d del artículo 5 son deter­
minadas por el juez en atención a los siguientes criterios, según corresponda:

a. La gravedad del hecho punible.

b. El tamaño y naturaleza de la persona jurídica.

c. La capacidad económica de la persona jurídica.

d. La extensión del daño o peligro causado.

e. El beneficio económico obtenido por el delito de cohecho activo transnacional.

f. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en el delito.

g. El puesto que en la estructura de la persona jurídica ocupa la persona natural u 
órgano que incumplió el deber de control.

Artículo 15. Individualización de las m edidas adm inistrativas
En caso de que el juez imponga la medida de multa o las medidas administrativas 
previstas en los literales b y d del artículo 5 con carácter temporal, debe desarrollar 
los siguientes pasos:

a. Identifica la extensión de la medida que corresponda, según los límites estable­
cidos en el artículo 5, y la divide en tres partes.

b. Determina la medida concreta, evaluando la concurrencia de circunstancias 
agravantes o atenuantes, conforme a las siguiente reglas:

1. Cuandoconcurran únicamente circunstancias atenuantes o no existan ate­
nuantes ni agravantes, se aplica la medida dentro del tercio inferior.

2. Cuando concurran circunstancias agravantes y atenuantes, se aplica la me­
dida dentro del tercio intermedio.

3. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, se aplica la me­
dida dentro del tercio superior.

4. Cuando se trate de circunstancias atenuantes previstas por la ley como 
privilegiadas, se aplica la medida por debajo del tercio inferior.

5. Cuando se trate de circunstancias agravantes previstas por la ley como cua­
lificadas, se aplica la medida por encima del tercio superior.
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6. En caso de concurrencia de circunstancias atenuantes privilegiadas y agra­
vantes cualificadas, se aplica la medida dentro de los límites del rango legal.

Para efectos del presente artículo, son circunstancias atenuantes privilegiadas aque­
llas previstas en la ley penal o procesal penal que prevean la reducción de la pena por 
debajo del mínimo legal. Del mismo modo, son circunstancias agravantes cualifica­
das aquellas previstas en la ley penal o procesal penal que prescriban el incremento 
de la pena por encima del máximo legal.

Artículo 16. Suspensión de la ejecución de la» medida» administrativas
16.1. El juez puede, mediante resolución debidamente motivada y de modo ex­

cepcional, considerando especialmente el número de trabajadores o las ventas 
anuales netas o los montos de exportación de la persona jurídica, suspender la 
ejecución de las medidas administrativas impuestas y sus efectos por un plazo no 
menor de seis meses ni mayor de dos años. La suspensión procede siempre que 
la persona jurídica no esté incursa en el supuesto de reincidencia previsto en el 
literal a del artículo 13.

16.2. En el caso de empresas del Estado, sociedades de economía mixta o de perso- 
ñas jurídicas que prestan un servicio de utilidad pública cuya interrupción pueda 
causar graves consecuencias sociales y económicas o daños serios a la comuni­
dad, el juez puede ordenar la suspensión, cualquiera fuese la medida administra­
tiva impuesta en la sentencia.

16.3. Si durante el periodo de suspensión no se dispone la incorporación formal 
de la persona jurídica al proceso penal de conformidad con lo previsto en los 
artículos 90 y 91 del Código Procesal Penal, aprobado por el Decreto Legisla­
tivo 957, el juez deja sin efecto la medida administrativa impuesta y resuelve el 
sobreseimiento de la causa.

16.4. Esta suspensión no afecta el decomiso dispuesto judicialmente, según lo pre­
visto en el artículo 11.

SECCIÓN V
MODELO DE PREVENCIÓN

17.1. La persona jurídica está exenta de responsabilidad administrativa por la comi­
sión del delito de cohecho activo transnacional, si adopta e implementa en su 
organización, con anterioridad a la comisión del delito, un modelo de preven­
ción adecuado a su naturaleza, riesgos, necesidades y características, consistente
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en medidas de vigilancia y control idóneas para prevenir el delito de cohecho 
activo transnacional o para reducir significativamente el riesgo de su comisión.

17.2. El modelo de prevención a que se hace referencia en el párrafo 17.1 debe con­
tener como mínimo I

a.

b.

1.

2.

3.

4.

Una persona u órgano, designado por el máximo órgano de administra* 
ción de la persona jurídica, que ejerza la función de auditoría interna de 
prevención y que cuente con el personal, medios y facultades necesarios 
para cumplirla adecuadamente. Esta función se ejerce con la debida auto­
nomía respecto del órgano de administración, sus propietarios, accionistas 
o socios, salvo en el caso de la micro, pequeña y mediana empresa, donde 
puede ser asumida directamente por el órgano de administración

Medidas preventivas referidas a:

La identificación de las actividades o procesos de la persona jurídica que 
generen o incrementen riesgos de comisión del delito de cohecho activo 
transnacional.

El establecimiento de procesos específicos que permitan a las personas que 
intervengan en estos, programar y ejecutar sus tareas o labores de una ma­
nera que prevenga la comisión del delito de cohecho activo transnacional.

La identificación de los procesos de administración y auditoría de los recur­
sos financieros que permitan a la persona jurídica prevenir su utilización en 
la comisión de la conducta delictiva de cohecho activo transnacional.

La existencia de sistemas de denuncia, protección del denunciante, perse­
cución e imposición de sanciones internas en contra de los trabajadores o 
directivos que incumplan el modelo de prevención.

c. Un mecanismo de difusión y supervisión interna del modelo de preven­
ción, el cual debe ser aprobado por un reglamento o similar emitido por la 
persona jurídica.

17.3. El reglamento desarrolla y precisa los elementos y requisitos necesarios para la 
implementación del modelo de prevención.

17.4. En el caso de las empresas del Estado o sociedades de economía mixta, el mo­
delo de prevención se ejerce sin perjuicio de las competencias y potestades que 
corresponden a los órganos de control institucional como de todos los órganos 
conformantes del Sistema Nacional de Control.

17.5. Se excluye también la responsabilidad administrativa de la persona jurídica, 
cuando cualquiera de las personas naturales señaladas en el artículo 3 comete el
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delito eludiendo de modo fraudulento el modelo de prevención debidamente 
implementado atendiendo a los elementos previstos en el párrafo 17.2.

Artículo 18. Efectos jurídicos y valoración

El fiscal o el juez, según corresponda, verifican la efectiva implementación y funcio­
namiento del modelo de prevención. Si en el curso de las diligencias preliminares se 
acredita la existencia de un modelo de prevención implementado con anterioridad 
a la comisión del delito de cohecho activo transnacional, el fiscal dispone el archivo 
de lo actuado, mediante decisión debidamente motivada. En caso de que la investi­
gación preparatoria se hubiese formalizado, el juez puede, a petición del Ministerio 
Público, dictar auto de sobreseimiento de conformidad con la normatividad proce­
sal vigente.

Artículo 19. Certificación del m odelo de prevención

El modelo de prevención puede ser certificado por terceros debidamente registrados 
y acreditados, con la finalidad de acreditar el cumplimiento de todos los elementos 
establecidos en el párrafo 17.2 del artículo 17. El reglamento establece la entidad 
pública a cargo de la acreditación de terceros, la norma técnica de certificación y 
demás requisitos para la implementación adecuada de los modelos de prevención.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
FINALES

PRIM ERA. Vigencia

La presente norma entra en vigencia el 1 de julio de 2017.

SEGUN D A. Reglamento

El Poder Ejecutivo, dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la publicación 
de la presente Ley, aprueba el reglamento a que hace referencia el párrafo 17.3 del 
artículo 17.

TERCERA. V ía procesal

La investigación, procesamiento y sanción de las personas jurídicas, de conformidad 
con lo establecido en la presente Ley, se tramitan en el marco del proceso penal, al 
amparo de las normas y disposiciones del Código Procesal Penal, aprobado por el 
Decreto Legislativo 957.
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CUARTA. Norm as aplicables

Durante la investigación y proceso penal, la persona jurídica goza de todos los de­
rechos y garantías que la Constitución Política del Perú y la normatividad vigente 
reconoce a favor del imputado.

La persona jurídica puede ser asistida por la defensa pública, en caso lo requiera, 
bajo los alcances de la Ley 29360, Ley del Servicio de Defensa Pública, del Decreto 
Supremo 007-2012-JUS y demás normas conexas, en lo que resulte pertinente.

Asimismo, son aplicables los artículos 372 y 468 al 471 del Código Procesal Penal, 
aprobado por el Decreto Legislativo 957, que regulan la conclusión anticipada del 
juicio y el proceso de terminación anticipada respectivamente, con plena interven­
ción del apoderado judicial de la persona jurídica, y demás normas del citado código 
que resulten pertinentes.

QUINTA. Registro de personas jurídicas sancionadas adm inistrativam ente

El Poder Judicial implementa un registro informático de carácter público para la 
inscripción de las medidas administrativas impuestas a las personas jurídicas, con 
expresa mención del nombre, clase de sanción y duración de la misma, así como el 
detalle del órgano jurisdiccional y fecha de la sentencia firme, sin perjuicio de cursar 
partes a los Registros Públicos para la inscripción correspondiente, de ser el caso.

En caso de que las personas jurídicas cumplan con la medida administrativa impues­
ta, el juez, de oficio o a pedido de parte, ordena su retiro del registro, salvo que la 
medida tenga carácter definitivo.

El Poder Judicial puede suscribir convenios con otras instituciones para compartir la 
información que conste en el registro.

El Poder Judicial, en el plazo de noventa días hábiles contados a partir de la publi­
cación de la presente Ley, emite las disposiciones reglamentarias pertinentes que re­
gulen los procedimientos, acceso, restricciones, funcionamiento del registro y demás 
aspectos necesarios para su efectiva implementación.

SEXTA. Cam panas de difusión

La Comisión de Alto Nivel Anticorrupción, a través de su Coordinación General, 
realiza campañas de difusión sobre los alcances de la norma, dirigida a las empresas, 
a la policía, a los fiscales, a los procuradores, a los jueces y a los ciudadanos.
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SÉTIMA. Financiamiento
La implementación de lo establecido en la presente Ley se financia con cargo a los 
presupuestos institucionales de las entidades involucradas, sin demandar recursos 
adicionales al tesoro público.

OCTAVA. Informe técnico de la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción
Cualquier propuesta normativa que modifique la presente Ley o que implique la 
reducción o ampliación de su objeto y alcances, cuenta para su aprobación con un 
informe técnico no vinculante de la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción.

En el supuesto de facultades delegadas a que se refiere el artículo 104 de la Consti­
tución Política del Perú, el sector responsable solicita el referido informe técnico a la 
Comisión de Alto Nivel Anticorrupción.

NOVENA. Responsabilidad por denuncias maliciosas
La presentación de denuncias maliciosas en el marco de la presente Ley da lugar a 
responsabilidad penal, civil, administrativa y disciplinaria, conforme a ley.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

PRIMERA. Incorporación del artículo 401-C al Código Penal
Incorpórase el artículo 401-C al Código Penal con el texto siguiente:

“Artículo 401-C. Multa aplicable a las personas jurídicas
Cuando las personas jurídicas señaladas en el artículo 2 de la Ley que regula la 
responsabilidad administrativa autónoma de las personas jurídicas por el delito de 
cohecho activo transnacional resulten responsables por el delito previsto en el artí­
culo 397- A, el juez impone la medida de multa, conforme al literal a del artículo 5 
de la citada norma, sin perjuicio de las demás medidas administrativas allí previstas 
que resulten aplicables”.

SEGUNDA. Incorporación dd  artículo 313-A al Código Procesal Penal
Incorpórase el artículo 313-A al Código Procesal Penal, Decreto Legislativo 957, 
con el texto siguiente:

“Artículo 313-A. Medidas cautelares en casos de responsabilidad administrativa 
autónoma de personas jurídicas
En los supuestos previstos en la Ley que regula la responsabilidad administrativa 
autónoma de las personas jurídicas por el delito de cohecho activo transnacional, el
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juez, a pedido de parte legitimada, puede ordenar, además de las medidas estableci­
das en el numeral 1 del artículo 313, las siguientes:

a. Prohibición de actividades futuras de la misma clase o naturaleza de aquellas con 
cuya realización se habría cometido, favorecido o encubierto el delito.

b. Suspensión para contratar con el Estado.

La imposición de las medidas señaladas en el primer párrafo procede siempre que 
existan suficientes elementos probatorios sobre la responsabilidad administrativa de 
la persona jurídica por el delito de cohecho activo transnacional y que fiiese indis­
pensable para prevenir los riesgos de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobre­
venida o para impedir la obstaculización de la averiguación de la verdad.

Estas medidas cautelares no duran más de la mitad del tiempo fijado para las medi­
das de carácter temporal previstas en el artículo 3 de la Ley que regula la responsa­
bilidad administrativa autónoma de las personas jurídicas por el delito de cohecho 
activo transnacional”.

Comuniqúese al señor Presidente de la República para su promulgación.

En Lima, al primer día del mes de abril de dos mil dieciséis.

LUIS IBERICO  N Ú Ñ EZ 

Presidente del Congreso de la República

NATALIE CO N D O RIJA H U IRA

Primera Vicepresidenta del Congreso de la República

AL SEÑ O R PRESIDEN TE D E LA REPÚBLICA POR TANTO:

Mando se publique y cumpla.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinte días del mes de abril del año 
dos mil dieciséis.

OLLANTA HUMALA TASSO 

Presidente de la República 

PEDRO CATERIANO BELLIDO

Presidente del Consejo de Ministros
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PROYECTO DE LEY
DEL NUEVO CÓDIGO PENAL 2014-2015

TÍTULO PRELIMINAR 
PRINCIPIOS GENERALES

Artículo I. Fines de la ley penal

La ley penal tiene por finalidad la prevención de delitos y faltas como fundamento 
del respeto a la dignidad humana. La pena tiene función preventiva y protectora. 
Las medidas de seguridad se imponen con fines preventivos, terapéuticos, de desha­
bituación y de custodia o vigilancia.

Artículo II. Proporcionalidad de las penas y de las m edidas de seguridad

1. La pena no puede sobrepasar la responsabilidad por el delito cometido. La de­
terminación legal de la pena conminada atiende a la importancia de los bienes 
jurídicos protegidos y al grado de su afectación. La determinación judicial de la 
pena se realiza considerando las particulares circunstancias del hecho cometido 
y a las necesidades de pena.

2. Las medidas de seguridad deben guardar proporción con la peligrosidad delictual 
que el agente representa para la sociedad y con la gravedad del hecho cometido.

Artículo III. Interpretación de la ley penal

La ley penal se interpreta de conformidad con la Constitución Política y con las 
normas y principios sobre derechos humanos y de prevención del delito reconocidos 
en los tratados de los cuales el Perú es parte, en especial, aquellos sobre Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, así 
como de conformidad con la jurisprudencia de tribunales internacionales cuya ju­
risdicción haya reconocido el Estado peruano.

Artículo IV. Principio de legalidad

Ninguna persona es sancionada por acto u omisión que no esté prevista expresa e 
inequívocamente como delito o falta en la ley vigente al momento de su comisión 
ni sometida a pena o medida de seguridad que no se encuentre establecida en ella.
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Artículo V. Prohibición de analogía

Está prohibida la analogía para calificar el hecho como delito o falta, para definir un 
estado de peligrosidad o para determinar la pena o medida de seguridad.

Artículo VI. Juez predeterm inado por ley y garantía de ejecución

Solo el juez competente puede imponer penas o medidas de seguridad y en la forma 
establecida en la ley. No puede ejecutarse pena o medida de seguridad de otra forma 
que la prescrita por la ley y el reglamento que la desarrollen. La ejecución de penas 
o medidas de seguridad es controlada e intervenida judicialmente.

Artículo VIL Principio de lesividad y m ínim a intervención

La pena precisa la lesión o puesta en peligro concreto o abstracto de bienes jurídicos 
tutelados por la ley. La Ley penal solo se aplica frente a conductas lesivas contra 
bienes jurídicos merecedores de protección penal y en defecto de otros medios de 
control extrapenales más idóneos y eficaces.

Artículo V III. Racionalidad y hum anidad de las penas y de las m edidas de se­
guridad

1. La pena y la medida de seguridad se imponen de acuerdo con el principio de 
humanidad. Están proscritos la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos 
y degradantes en la aplicación de cualquier forma de privación de la libertad, 
sanción penal o medida de seguridad.

2. Cuando una pena en el caso concreto resulte cruel, inhumana o degradante, 
afecte de manera grave a terceros inocentes o sea manifiestamente desproporcio­
nada, el juez la evita o morigera sus efectos aun cuando esté prevista en la ley.

Artículo IX. Principio de culpabilidad

Toda sanción requiere de la culpabilidad del autor o partícipe. Queda proscrita toda 
forma de responsabilidad objetiva.

Artículo X. Proscripción de la responsabilidad penal m últiple

1. Ninguna persona es procesada o sancionada penal o administrativamente más 
de una vez por un mismo hecho, siempre que se trate del mismo sujeto y fun­
damento. En todo caso, el Derecho Penal tiene preeminencia sobre el Derecho 
Administrativo.

2. En el caso de los delitos previstos en la Sección I del Libro Segundo, el principio 
previsto en el numeral 1 es inaplicable cuando el proceso en el que se dictó el 
sobreseimiento o la absolución:

a. Obedeció al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad.

659



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

b. No se instruyó en forma independiente o imparcial de conformidad con 
las debidas garantías procesales reconocidas por el Derechos Internacional 
o se instruyó de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fue 
incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la 
justicia.

Artículo XI. Principio de protección de la victima
£1 Estado garantiza a las víctimas el acceso a la justicia, la pronta reparación del daño 
sufrido y las medidas de protección necesaria.

Artículo XII. Aplicación extensiva de la ley penal
Las normas generales de este código son aplicables a los hechos punibles previstos 
en las leyes especiales.

LIBRO PRIMERO 
PARTE GENERAL 

TÍTULO I 
DE LA LEY PENAL

CAPÍTULO I 
APLICACIÓN ESPACIAL

Artículo I. Principio de territorialidad
1. La ley penal peruana se aplica a todo el que comete un hecho punible en el terri­

torio del Estado, salvo las excepciones contenidas en el Derecho Internacional.

2. La ley penal peruana también se aplica a los hechos punibles cometidos en:

a. Las naves o aeronaves nacionales públicas, en donde se encuentren.

b. Las naves o aeronaves nacionales privadas, que se encuentren en alta mar o 
en el espacio aéreo, donde ningún otro Estado ejerza soberanía.

Artículo 2. Principio de extraterritorialidad
La ley penal peruana se aplica a todo delito cometido en el extranjero cuando:

1. El agente es funcionario o servidor público en desempeño de su cargo.

2. Atenta contra la seguridad o la tranquilidad públicas, o se trate de conductas 
cometidas dentro de una organización criminal, o tipificadas como lavados de 
activos, siempre que produzca o deba producir sus efectos en el territorio de la 
República.
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3. Atenta contra el Estado y la defensa nacional, los Poderes del Estado y el orden 
constitucional o el orden monetario.

4. Es perpetrado contra peruano o por peruano y el delito esté previsto como sus­
ceptible de extradición según el ordenamiento jurídico peruano, siempre que 
sea punible también el Estado en que se cometió y el agente ingresa de cualquier 
manera al territorio de la República.

5. El agente de cualquiera de los delitos previstos en la Sección I del Libro Segun­
do, independientemente de su nacionalidad o de la nacionalidad de las víctimas, 
se encuentra en territorio del Estado peruano o en cualquier lugar sometido a 
su jurisdicción, salvo que proceda su extradición o entrega a un tribunal penal 
internacional.

6. El Perú está obligado a sancionar de conformidad con sus obligaciones interna­
cionales.

Articulo 3. Principio de representación
La ley peruana puede aplicarse cuando, solicitada la extradición, no se acceda a ella.

Artículo 4. Excepciones al principio de extraterritorialidad
Las disposiciones previstas en los numerales 2 ,3 ,4  y 6 del artículo 2, no aplican cuando:

1. Se ha extinguido la acción penal, conforme a una u otra legislación.

2. Se trata de imputaciones políticas o hechos conexos con ellos.

3. El procesado ha sido absuelto en el extranjero o el condenado ha cumplido la 
pena o esta se halla prescrita o remitida.

Artículo 5. Principio de ubicuidad
El lugar de la comisión de la infracción penal es aquel en el cual el autor o partícipe
ha actuado u omitido la obligación de actuar o en el que se produzcan sus efectos.

TÍTULO II
APLICACIÓN TEMPORAL

Artículo 6. Aplicación temporal de la ley penal
La ley penal aplicable es la vigente en el momento de la comisión del hecho punible.
En el caso de conflicto en el tiempo de leyes penales, se aplica lo más favorable al reo.

Artículo 7. Extinción del carácter punible del hecho
La pena impuesta y sus efectos se extinguen de pleno derecho si el hecho sancionado
en una norma anterior deja de ser punible según la nueva ley.
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Artículo 8. Leyes sustitutivas

1. Si durante la ejecución de la sanción se dicta una ley más favorable al condena­
do, el juez la sustituye por la que proporcionalmente corresponda de acuerdo 
con la nueva ley y con los criterios de determinación de la pena establecidos en 
la sentencia. En caso de duda se escucha al reo.

2. La nueva pena es inferior al mínimo legal establecida en la nueva ley, si se impu­
so una pena inferior al mínimo legal estipulado en la ley anterior.

3. La nueva pena se impone dentro de los parámetros de la nueva ley, si la pena 
impuesta respeta los parámetros de la ley anterior.

4. En el caso de los numerales 2 y 3 de este artículo, el nivel de disminución queda 
librado al tribunal de la sustitución, el que valora el conjunto de factores y circuns­
tancias fijados en los artículos 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58, así como las 
demás previstos en la ley e incorporados en la sentencia.

Artículo 9. Leyes tem porales

Las leyes destinadas a regir sólo durante un tiempo determinado se aplican a todos 
los hechos cometidos durante su vigencia, aunque ya no estén en vigor, salvo dispo­
sición en contrario.

Artículo 10. M omento de com isión de la infracción penal

El momento de la comisión de la infracción penal es aquel en el cual el autor o 
partícipe ha actuado u omitido la obligación de actuar, independientemente del 
momento en que el resultado se produzca.

TÍTULO III
APLICACIÓN PERSONAL 

CAPÍTULO I
PRINCIPIO D E IGUALDAD

Artículo 11. Aplicación de la ley penal conforme al principio de igualdad y de 
no discrim inación

1. La ley penal se aplica conforme al principio de igualdad. Las excepciones a este 
principio están taxativamente previstas en la Constitución Política, en las leyes o 
en los tratados de los cuales el Perú es parte.

En ningún caso, el cargo oficial exime de responsabilidad penal ni constituye 
atenuante para la imposición de la pena.
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CAPÍTULO II
TRATAMIENTO PENAL POR RAZÓN D E LA EDAD

Artículo 12. Edad m ínim a de responsabilidad penal

Los menores de dieciocho años de edad responden según la ley de la materia.

Artículo 13. Responsabilidad restringida

1. Constituye circunstancia atenuante privilegiada cuando el agente tuvo más de 
dieciocho y menos de veintiún años o más de sesenta y cinco años al momento 
de realizar la infracción. En estos casos, el juez reduce la pena hasta en un tercio 
por debajo del mínimo legal señalado para el hecho punible cometido.

2. Está excluido el agente integrante de una organización criminal o que haya incu­
rrido en cualquiera de los delitos previstos en la Sección I del Libro Segundo así 
como en los artículos 191, 192, 193, 194, 236, 237, 239, 240, 261, 262, 263, 
264, 265, 266, 270, 286, 451, 491, 497, 498, 503 y 506 o cualquier otro delito 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de veinticinco años o con 
pena privativa de libertad indeterminada, salvo casos excepcionales con decisión 
debidamente motivada.

CAPÍTULO III
DIVERSIDAD CULTURAL Y JU RISD ICCIÓ N  ESPECIAL

Artículo 14. Diversidad cultural e interpretación intercultural

1. La ley penal se aplica en el marco del respeto irrestricto a las diferencias existen­
tes entre las diferentes culturas, así como del reconocimiento del valor y de los 
elementos inherentes a cada una de ellas.

2. En los casos en que ante la justicia ordinaria comparezcan personas pertenecientes 
a grupos o ámbitos culturalmente diversos, el juez interpreta la ley penal de modo 
intercultural, con el fin de ponderar los derechos establecidos en la Constitución 
Política, en los instrumentos internacionales y en la costumbre, evitando una in­
terpretación etnocéntrica y monocultural.

Artículo 15. Com prensión culturalm ente condicionada

1. El que por su cultura o costumbre comete un hecho punible sin poder compren­
der el carácter delictuoso de su acto o determinarse de acuerdo a esa compren­
sión está exento de responsabilidad penal.

2. Constituye circunstancia atenuante privilegiada cuando esa posibilidad se en­
cuentre disminuida. En este caso, el juez reduce la pena hasta en un tercio por 
debajo del mínimo legal señalado para el hecho punible cometido.
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Artículo 16. Jurisdicción especial
1. La ley penal no se aplica cuando las autoridades de las comunidades indígenas, 

sean campesinas o nativas, ejerzan jurisdicción especial de conformidad con el 
artículo 149 de la Constitución Política.

CAPÍTULO IV  
FUNCIONARIO PÚBLICO

Artículo 17. Funcionarios y servidores públicos
Para los efectos de la ley penal, son funcionarios o servidores públicos:

1. Los comprendidos en la carrera administrativa.

2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si emanan de elec­
ción popular.

3. Los que, independientemente del régimen laboral en que se encuentren, mantie­
nen vínculo laboral o contractual de cualquier naturaleza con entidades u orga­
nismos del Estado y que, en virtud de ello, ejercen funciones en dichas entidades 
u organismos.

4. Los administradores y depositarios de caudales embargados o depositados por 
autoridad competente, aunque pertenezcan a particulares.

5. Los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú.

6. Los señalados en los numerales anteriores, con independencia de su ubicación 
jerárquica, remuneración, antigüedad y estabilidad en el cargo, incluidos los que 
han sido designados, electos, proclamados o nombrados para desempeñar activi­
dades o funciones en nombre o al servicio del Estado o de sus entidades.

7. Los trabajadores de empresas del Estado o de sociedades de economía mixta 
comprendidas en actividad empresarial del Estado.

8. Los que expresamente están señalados en los tipos penales.

9. Los funcionarios o servidores públicos de otros Estado o de organismos inter­
nacionales. En estos casos, la ley penal peruana se aplica cuando no proceda la 
inmunidad.

10. Los demás indicados por la Constitución Política y la ley.
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SECCION II 
D EL HECHO PUNIBLE

TÍTULO I
BASES DE LA PUNIBILIDAD

Artículo 18. Infracciones punibles

1. Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o imprudentes penadas por 
la ley.

2. Los delitos y faltas se cometen por omisión:

a. Si el agente tiene el deber jurídico de impedirlos o si crea un peligro inmi­
nente que fuera propio para producirlos.

b. Si la omisión corresponde a la realización del tipo penal mediante un hacer.

3. La pena del omiso puede ser atenuada.

Artículo 19. D olo e im prudencia

La ley penal siempre describe la infracción dolosa. La infracción imprudente debe 
estar expresamente establecida en la Ley.

Artículo 20. Error de hecho y de prohibición

1. El error sobre un elemento descriptivo del tipo penal o sobre una circunstancia 
agravante o atenuante de la pena, si es invencible, excluye la responsabilidad, 
la agravación o la atenuación. Si el error sobre el elemento del tipo penal fuere 
vencible, la infracción es castigada como imprudente cuando esté prevista como 
tal en la ley.

2. El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal 
excluye la responsabilidad. El juez reduce la pena hasta en un tercio por debajo 
del mínimo legal señalado para el hecho punible cometido cuando el error de 
prohibición es vencible.

TÍTULO II 
TENTATIVA

Artículo 21. Tentativa

1. En la tentativa, el agente comienza la ejecución de un delito, que decidió come­
ter, sin consumarlo.
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2. En la tentativa inacabada, el juez reduce la pena hasta en un tercio por debajo del 
mínimo legal señalado para el hecho punible cometido. La tentativa inacabada 
constituye circunstancia atenuante privilegiada.

3. En la tentativa acabada, el juez disminuye prudencialmente la pena, respecto de 
la que hubiese correspondido si se hubiese consumado.

4. El juez aplica la pena para delito consumado cuando se trate de tentativa en los 
casos previstos en el numeral 14 del artículo 56.

Artículo 22. Tentativa im posible

No hay tentativa cuando es imposible la consumación del delito por falta de idonei­
dad del medio empleado o del objeto.

Artículo 23. D esistim iento

Si el agente desiste voluntariamente de proseguir con los actos de ejecución del 
delito, es penado solo cuando los actos practicados constituyen por sí otros delitos, 
salvo que el inicio de la ejecución corresponda a cualquiera de los delitos previstos 
en la Sección I del Libro Segundo.

Artículo 24. D esistim iento en concurso de agentes

Si varios agentes participan en el hecho, no es punible la tentativa de aquel que se 
esfuerza seria y decididamente para interrumpir la ejecución del delito, aunque los 
otros partícipes prosigan con la ejecución del mismo. En estos casos, el agente es pe­
nado solo cuando los actos practicados constituyen por sí otros delitos, salvo que el 
inicio de la ejecución corresponda a cualquiera de los delitos previstos en la Sección 
I del Libro Segundo.

TÍTULO III
CAUSAS QUE EXIMEN O ATENÚAN LA 

RESPONSABILIDAD PENAL

Artículo 25. Exim entes de responsabilidad

Está exento de responsabilidad penal:

1. El que al momento de cometer el hecho, por anomalía psíquica, grave alteración 
de la conciencia o por sufrir alteraciones en la percepción, no posea la facultad 
de comprender el carácter delictuoso de su acto o para determinarse según esta 
comprensión. Si durante el proceso o la ejecución de la pena privativa de liber­
tad el sujeto pierde cualquiera de estas facultades, el juez adecúa el proceso y 
aplica sustitutivamente una medida seguridad. Si el sujeto provoca la pérdida
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de cualquiera de estas facultades con el propósito de cometer el hecho o hubiese 
previsto o debido prever su comisión, es reprimido con la pena prevista para la 
infracción, pudiendo el juez agravar la pena siguiendo la regla de la agravante 
prevista en el artículo 56.

2. El que obra en defensa de bienes jurídicos propios o de terceros, siempre que 
concurran las circunstancias siguientes:

a. Agresión ilegítima.

b. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. Está 
excluido para la valoración de este requisito el criterio de proporcionalidad 
de medios, considerándose en su lugar, entre otras circunstancias, la inten­
sidad y peligrosidad de la agresión, la forma de proceder del agresor y los 
medios de que se disponga para la defensa.

c. Falta de provocación suficiente de quien hace la defensa.

3. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, que amenace la vida, 
la integridad corporal, la libertad u otro bien jurídico, realiza un hecho destina­
do a conjurar dicho peligro de sí o de otro, siempre que concurran los siguientes 
requisitos:

a. Cuando de la apreciación de los bienes jurídicos en conflicto afectados y 
de la intensidad del peligro que amenaza, el bien protegido resulta predo­
minante sobre el interés dañado.

b. Cuando se emplee un medio adecuado para vencer el peligro.

4. El que, ante un peligro actual e insuperable de otro modo, que amenace la vida, 
la integridad corporal, la libertad u otro bien jurídico, realiza un hecho antijurí­
dico para alejar el peligro de sí mismo o de una persona con quien tiene estrecha 
vinculación. No procede esta exención si al agente pudo exigírsele que aceptase 
o soportase el peligro en atención a las circunstancias, especialmente si causó el 
peligro o estuviese obligado por una particular relación jurídica.

5. El que obra por una fuerza física irresistible proveniente de un tercero o de la 
naturaleza.

6. El que omite una conducta debida si ella fuese de imposible ejecución.

7. El que obra compelido por miedo insuperable de un mal igual o mayor.

8. El que obra por disposición de la ley, en cumplimiento de un deber o en el ejer­
cicio legítimo de un derecho, oficio o cargo.

9. El que obra por orden obligatoria de autoridad competente, expedida en ejerci­
cio de sus funciones, salvo que la orden sea manifiestamente ilegal.
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10. El que actúa con el consentimiento válido del titular de un bien jurídico de libre 
disposición.

11. El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, en el 
cumplimiento de su deber y en uso de sus armas u otro medio de defensa, cause 
lesiones o muerte.

Artículo 26. Exim entes im perfectas

1. La inconcurrencia de los requisitos necesarios para hacer desaparecer totalmente 
la responsabilidad en cualquiera de los casos previstos en el artículo 25 consti­
tuye circunstancia atenuante privilegiada. En este caso, el juez reduce la pena 
hasta en un tercio por debajo del mínimo legal señalado para el hecho punible 
cometido.

2. Cuando en cualquiera de los casos previstos en el artículo 25, no concurra al­
guno de los requisitos necesarios para hacer desaparecer totalmente la respon­
sabilidad, el juez disminuye prudencialmente la pena, inclusive hasta límites 
inferiores al mínimo legal.

TÍTULO IV
AUTORÍA Y PARTICIPACIÓN

Artículo 27. A utoría directa, autoría m ediata y coautoría

1. El que realiza por sí o por medio de otro o los que cometan conjuntamente el 
hecho punible, son reprimidos con la pena establecida para dicha infracción.

2. Si el hecho se realiza por medio de otro, este también es responsable como autor, 
si se dan las siguientes condiciones:

a. Conoce que la acción que realiza es un hecho punible.

b. Le debe obediencia al autor mediato por alguna razón relevante, relativa o 
no con el aparato estatal.

c. Por esa obediencia, no tiene decisión sobre la realización del hecho o sus 
circunstancias.

3. En el caso de los delitos contra las normas humanitarias mínimas protegidas en 
conflictos armados, previstos en el Título IV de la Sección I del Libro Segundo, 
puede atenuarse la pena a aquel que obra en cumplimiento de una orden emitida 
por un gobierno, autoridad o superior, sea civil, policial o militar, siempre que:

a. Estuviera obligado a obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el supe­
rior que se trate.

b. No supiera que la orden era ilícita.
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c. La orden no fuera manifiestamente lícita.

4. Son manifiestamente ilícitas las órdenes de cometer cualquiera de los delitos 
previstos en la Sección I del Libro Segundo. Toda persona tiene el derecho y el 
deber de desobedecer tales órdenes.

Artículo 28. Responsabilidad de los jefes y otros superiores
1. El jefe militar o policial, el superior civil o quien ejerza de hecho como tal es 

reprimido con la misma pena que le corresponda a aquellos que, encontrándose 
bajo su mandato o autoridad y control efectivo cometan cualquiera de los delitos 
previstos en la Sección I del Libro Segundo, siempre que:

a. Hubiere sabido que sus subordinados estaban cometiendo esos delitos o se 
proponían cometerlos.

b. No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su al­
cance para prevenir o reprimir su comisión o para poner la comisión del 
delito en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su 
investigación y enjuiciamiento.

2. La pena es disminuida por debajo del mínimo legal previsto para el delito come­
tido en los supuestos en que por razón de las circunstancias del momento aquel 
hubiere debido saberlo y no hubiere adoptado las medidas previstas en el literal 
b), del numeral 1.

Artículo 29. Instigación
El que dolosamente determina a otro a cometer el hecho punible es reprimido con 
la pena que corresponde al autor.

Artículo 30. Com plicidad
1. El que dolosamente preste auxilio con actos anteriores o simultáneos a la reali­

zación del hecho punible, sin los cuales no se hubiere perpetrado, es reprimido 
con la pena prevista para el autor.

2. También es reprimido con la misma pena del autor el que dolosamente preste 
auxilio posterior a la realización del hecho punible, si ello se hubiera pactado 
previamente con el autor.

3. Los que, de cualquier otro modo, hubieran dolosamente prestado asistencia a la 
realización del hecho punible se les puede disminuir prudencialmente la pena, 
inclusive hasta límites inferiores al mínimo legal.

Artículo 31. Principio de incom unicabilidad

1. Las circunstancias y cualidades que afectan la responsabilidad de algunos de los 
autores y partícipes no modifican la de los otros autores o partícipes del mismo 
hecho punible.
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2. Es reprimido a título de partícipe la persona que interviene en el hecho punible y 
en quien no concurren las circunstancias y cualidades que se exigen para el autor.

Artículo 32. Actuar por otro

El que actúa como administrador de derecho o de hecho de una persona jurídica 
regular o irregular, o como representante legal o voluntario de una persona natural, 
y realiza un hecho previsto como delito o falta responde penalmente, aun cuando los 
elementos que fundamentan o agravan la pena no concurran en él, pero sí en la per­
sona a quien administra o representa, a pesar de que el hecho requiera la actuación en 
provecho propio y el agente no haya actuado con tal fin.

SECCIÓN III 
DE LAS PENAS

TÍTULO I 
CLASES D E PENA

Artículo 33. C lasificación de las penas

Las penas aplicables de conformidad con este Código son las siguientes:

1. Privativas de libertad.

2. Restrictivas de la libertad.

3. Limitativas de derechos.

4. Multa.

CAPÍTULO I
PENA PRIVATIVA D E LIBERTAD

Artículo 34. Pena privativa de libertad

1. La pena privativa de libertad puede ser temporal o indeterminada.

2. La pena privativa de libertad temporal tiene una duración mínima de dos años 
y una máxima de treinta y cinco años.

3. La pena privativa de libertad indeterminada es revisada anualmente una vez 
transcurridos treinta y cinco años.

4. Cuando se trate de delitos reprimidos con pena privativa de libertad indetermi­
nada, el juez puede aplicar una pena temporal no menor de veinticinco años en 
los supuestos previstos en los artículos 20, 21, 26 y 30, numeral 3.
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CAPITULO II
PENA RESTRICTIVA DE LA LIBERTAD 

Artículo 35. Expulsión de extranjeros

La pena restrictiva de la libertad es la de expulsión del país, tratándose de extranje­
ros. Se aplica después de cumplida la pena privativa de libertad.

Artículo 36. Aplicación de la expulsión de extranjeros

1. La expulsión de extranjeros es una pena accesoria y se aplica cuando concurran 
los siguientes supuestos:

a. La pena privativa de libertad impuesta es superior a seis años.

b. Existe insuficiente o nulo grado de arraigo con el territorio nacional.

c. Se adopte informe negativo sobre el grado de reinserción social del extran­
jero elaborado por el Consejo Técnico Penitenciario del Instituto Nacional 
Penitenciario.

2. La expulsión es obligatoria cuando el extranjero es reincidente o habitual, for­
ma parte de una organización criminal o haya incurrido en cualquiera de los 
siguientes delitos:

a. Los delitos previstos en la Sección I del Libro Segundo.

b. Los delitos previstos en los artículos 191, 192, 193, 194, 236, 237, 239, 
240, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 270, 286, 451, 491, 497, 498, 503 y 
506.

3. No procede la pena de expulsión del extranjero cuando exista razón fundada de 
riesgo contra su vida o cuando pueda sometido a tortura o a otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, o ser víctima de desaparición forzada.

4. Con la expulsión del extranjero queda prohibido su reingreso al territorio nacio­
nal.

CAPÍTULO III
PENAS LIMITATIVAS DE DERECHOS

Artículo 37. Clases de penas lim itativas de derechos

Las penas limitativas de derechos son las siguientes:

1. Prestación de servicios a la comunidad.

2. Limitación de días libres.
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3. Expulsión del país de extranjeros.

4. Inhabilitación.

Artículo 38. Aplicación de las penas lim itativas de derechos

Las penas limitativas de derechos previstas en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 41 
se aplican como autónomas cuando están previstas para cada delito y también como 
sustitutivas de la pena privativa de libertad cuando la sanción sustituida, a criterio 
del juez, no sea superior a cinco años y la naturaleza y modalidad del hecho punible, 
así como la personalidad del agente, hicieran prever que esta medida le impedirá 
cometer nuevo delito.

Artículo 39. D uración y revocación de la pena sustitutiva

1. La duración de las penas de prestación de servicios a la comunidad y de limita­
ción de días libres se fija cuando se apliquen como sustitutivas de la pena priva­
tiva de libertad, de acuerdo con las equivalencias establecidas en el artículo 68.

2. Si el condenado incumple injustificadamente la pena sustituía, se revoca la sus­
titución, debiendo ejecutarse la pena privativa de libertad fijada en la sentencia.

3. Revocada la sustitución, la pena sustituta cumplida con anterioridad es descon­
tada de acuerdo con la equivalencia siguiente:

a. Una jornada de prestación de servicios a la comunidad o de limitación de 
días libres cumplida por cada siete de pena privativa de libertad.

b. Cuando el condenado cometa, dentro del plazo de ejecución de la pena 
sustituta, un nuevo delito doloso y sea reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de tres años, la sustitución queda revocada automática­
mente y así es declarada en la nueva sentencia condenatoria. Efectuando 
el descuento correspondiente a la parte de pena sustituta que hubiese sido 
ejecutada antes de la revocatoria, conforme a la equivalencia indicada an­
teriormente, el condenado cumple la pena privativa de libertad que resta 
de la primera sentencia y la que le fuere impuesta por el nuevo delito.

Artículo 40. Prestación de servicios a la  com unidad

1. La pena de prestación de servicios a la comunidad obliga al condenado a trabajos 
gratuitos en entidades asistenciales, hospitalarias, escuelas, orfanatos, otras insti­
tuciones similares u obras, siempre que sean públicos.

2. Los servicios son asignados, en lo posible, conforme a las aptitudes del conde­
nado, debiendo cumplirse en jornadas de diez horas semanales, entre los días 
sábados y domingos, de modo que no se perjudiquen la jornada normal de su 
trabajo habitual.
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3.

4.

5.

El condenado puede ser autorizado para prestar estos servicios en los días útiles 
semanales, computándose la jornada correspondiente.

Esta pena se extiende de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de servicios se­
manales, salvo disposición distinta de la ley.

La ley establece los procedimientos para asignar los lugares y supervisar el desa­
rrollo de la prestación de servicios.

Artículo 41. Lim itación de días libres

1. La limitación de días libres consiste en la obligación de permanecer los días sába­
dos, domingos y feriados, hasta por un máximo diez horas, a disposición de una 
institución para participar en programas educativos, psicológicos, de formación 
laboral o culturales.

2. Esta pena se extiende de diez a ciento cincuenta y seis jornadas de limitación 
semanales, salvo disposición distinta de la ley.

3. Durante este tiempo, el condenado recibe orientaciones y realiza actividades 
adecuadas e idóneas para su rehabilitación y formación.

4. La ley establece los procedimientos de supervisión y cumplimiento de la pena de 
limitación de días libres.

Artículo 42. Inhabilitación

La inhabilitación produce, según disponga la sentencia:

1. Pérdida o privación de la función, cargo o comisión que ejercía el condenado, 
aunque provenga de elección popular.

2. Incapacidad para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter públi­
co.

3. Suspensión de los derechos políticos que señale la sentencia.

4. Incapacidad para ejercer por cuenta propia o por intermedio de tercero, profe­
sión, comercio, arte o industria, que deben especificarse en la sentencia.

5. Incapacidad para el ejercicio de la patria potestad, tutela o cúratela.

6. Suspensión o cancelación de la autorización para portar o hacer uso de armas de 
fuego.

7. Incapacidad definitiva para obtener o renovar licencia o certificación de autori­
dad competente para portar o hacer uso de arma de fuego, en caso de sentencia 
por delito doloso con uso de violencia, o bajo el influjo del alcohol o de las dro­
gas.
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8. Suspensión o cancelación de la autorización para conducir cualquier tipo de 
vehículo o incapacidad definitiva para obtener dicha autorización.

9. Privación de grados militares o policiales, títulos honoríficos u otras distinciones 
que correspondan al cargo, profesión u oficio del que se hubiese servido el agente 
para cometer el delito.

10. La privación del derecho a residir en determinados lugares o la prohibición de 
hacerlo, o acudir a ellos.

11. Prohibición de comunicarse con internos o visitar establecimientos penitencia­
rios.

12. Prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima, sus familiares u otras 
personas que determine el juez.

13. Prohibición de acudir a determinados espectáculos o actividades.

14. Prohibición de contratar con el Estado o formar parte de una persona jurídica 
que contrata con el Estado.

15. Incapacidad definitiva para ingresar o reingresar al servicio docente o adminis­
trativo en instituciones de educación básica o superior, pública o privada, en el 
Ministerio de Educación o en sus organismos públicos descentralizados o, en 
general, en todo órgano dedicado a la educación, capacitación, formación, reso­
cialización o rehabilitación.

Artículo 43. Clases de inhabilitación

1. La pena de inhabilitación puede ser impuesta como principal o accesoria.

2. La pena de inhabilitación se impone como principal cuando esté expresamente 
prevista en la parte especial de este código o en leyes penales especiales.

3. La pena de inhabilitación accesoria se impone en los casos no previstos en la 
parte especial de este código o en leyes penales especiales y bajo los supuestos 
establecidos en el artículo 48.

Artículo 44. D uración de la inhabilitación principal

1. La inhabilitación principal es temporal o definitiva.

2. La inhabilitación principal temporal se extiende de uno a veinte años.

3. La inhabilitación principal definitiva, excepcionalmente, es revisada cada año a 
partir del vigésimo.

Artículo 45. Inhabilitación accesoria y  duración

1. La inhabilitación se impone como pena accesoria cuando el hecho punible co­
metido por el condenado constituye abuso de autoridad, de cargo, de profesión,
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oficio, poder o violación de un deber inherente a la función pública, comercio, 
industria, patria potestad, tutela, cúratela o actividad regulada por ley, o por 
cualquiera de las otras actividades relacionados con las inhabilitaciones previstas 
en el artículo 42.

2. La inhabilitación accesoria se extiende por igual tiempo que la pena de inhabili­
tación principal.

CAPÍTULO IV 
PENA DE MULTA

Artículo 46. Pena de m ulta

1. La pena de multa obliga al condenado a pagar al Estado una suma de dinero 
fijada en días multa.

2. El importe del día multa se calcula con base al ingreso promedio diario del con­
denado, atendiendo a su patrimonio, rentas, remuneraciones, nivel de gasto y 
demás signos exteriores de riqueza.

Artículo 47. Aplicación de la pena de m ulta a casos especiales

1. Cuando el condenado viva exclusivamente de su trabajo, el importe del día mul­
ta no puede ser menor del veinticinco por ciento ni mayor del cincuenta por 
ciento de su ingreso diario.

2. Cuando el condenado carezca de ingresos, el importe del día multa es equivalen­
te a un treintavo de la remuneración mínima vital que fije la autoridad compe­
tente.

Artículo 48. Extensión de la pena de m ulta

La pena de multa se extiende de un mínimo de diez días multa a un máximo de
trescientos sesenta y cinco días multa, salvo disposición distinta de la ley.

Artículo 49. Tiem po y form a de pago de la m ulta

1. La multa debe ser pagada dentro de los diez días posteriores a la sentencia con 
calidad de cosa juzgada.

2. Solo a solicitud del condenado y de acuerdo con las circunstancias, el juez puede 
permitir que la multa se pague en cuotas mensuales. El fraccionamiento de la 
multa no puede exceder de veinticuatro cuotas y al monto de cada una de ellas 
se le aplican los intereses y los índices de corrección monetaria correspondientes.

3. El cobro de la multa se puede efectuar mediante el descuento de la remuneración 
del condenado cuando se aplica aisladamente o cuando se aplica acumulativa­
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mente con pena limitativa de derechos o fuere concedida la suspensión de la 
ejecución de la pena, de conformidad con los límites previstos en el artículo 48.

4. El descuento no debe afectar los recursos indispensables para el sustento del 
condenado y su familia.

TÍTULO II
APLICACIÓN DE LA PENA 

Artículo 50. Individualización de la pena

Toda condena contiene fundamentación explícita y suficiente sobre los motivos de 
la determinación cualitativa y cuantitativa de la pena.

Artículo 51. Presupuestos para fundam entar y determ inar la  pena

El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta:

1. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su cargo, posi­
ción económica, formación, poder, oficio, profesión o la función que ocupe en 
la sociedad.

2. Su cultura y sus costumbres.

3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependan.

Artículo 52. Criterios generales de la  determ inación de la pena

Para determinar la pena dentro de los límites fijados por la ley, el juez atiende la 
responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto no sean espe­
cíficamente constitutivas del hecho punible o modificatorias de la responsabilidad.

Artículo 53. Reglas básicas para la  determ inación judicial de la pena

El juez, para determinar la pena aplica las siguientes reglas:

1. Identifica la pena básica a partir de la pena fijada en la ley para el delito.

2. Individualiza la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurren­
cia, de ser el caso, de circunstancias agravantes o atenuantes.

Artículo 54. Sistem a de tercios para la individualización de la pena

El juez determina la pena aplicable desarrollando las siguientes etapas:

1. Identifica el espacio punitivo de determinación a partir de la pena prevista en la 
ley para el delito y la divide en tres partes.

2. Determina la pena concreta aplicable al condenado evaluando la concurrencia 
de circunstancias agravantes o atenuantes observando las siguientes reglas:
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a.

b.

Cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente cir­
cunstancias atenuantes, ia pena concreta se determina dentro del tercio 
inferior.

Cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación, la pena 
concreta se determina dentro del tercio intermedio.

c. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, la pena concreta 
se determina dentro del tercio superior.

3. Cuando concurran circunstancias especiales, la pena concreta se determina den­
tro del grado o nivel correspondiente. En el caso de concurrencia de circunstan­
cias de distinto grado o nivel, solo se aplica el espacio punitivo del nivel o grado 
más grave.

4. Cuando concurran circunstancias atenuantes privilegiadas o agravantes cualifi­
cadas, la pena concreta se determina de la siguiente manera:

a. Tratándose de circunstancias atenuantes, la pena concreta se determina por 
debajo del tercio inferior;

b. Tratándose de circunstancia agravantes, la pena concreta se determina por 
encima del tercio superior.

c. En los casos de concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes, la 
pena concreta se determina dentro de los límites de la pena básica corres­
pondiente al delito.

Artículo 55. Circunstancias atenuantes

Constituyen circunstancias atenuantes, siempre que no estén previstas específica­
mente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible, 
las siguientes:

1. La carencia de antecedentes penales.

2. El obrar por móviles nobles o altruistas.

3. El obrar en estado de emoción, pasión o de temor excusables.

4. La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la ejecu­
ción de la conducta punible.

5. Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminución de 
sus consecuencias.

6.

7.

Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas del 
peligro generado.

Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido la con­
ducta punible, para admitir su responsabilidad.
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8. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta punible.

Artículo 56. Circunstancias agravantes

Son circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas específicamente para
sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho punible, las siguien­
tes:

1. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de 
utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad o 
sobre bienes que estuvieran destinados a fines asistenciales o programas de apoyo 
social.

2. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos, o valiéndose de 
ellos.

3. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, re­
compensa o promesa remunerativa u otra ventaja.

4. Ejecutar la conducta punible bajo móviles de intolerancia o discriminación de 
cualquier índole.

5. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resul­
tar peligro común.

6. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condi­
ción de superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias de tiempo, 
modo o lugar que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor 
o partícipe.

7. Hacer más nocivas las consecuencias de la conducta punible que las necesarias 
para consumar el delito.

8. Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición económi­
ca, formación, poder, oficio, profesión o función.

9. La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito.

10. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable.

11. Cuando la conducta punible fuere dirigida o cometida total o parcialmente des­
de el interior de un lugar de reclusión por quien estuviere privado de su libertad 
o se encontrare fuera del territorio nacional.

12. Cuando se produjere un peligro o grave daño al equilibrio de los ecosistemas.

13. Cuando para la realización de la conducta punible se hubiere utilizado cualquier 
arma, explosivo o veneno, o cualquier otro instrumento o procedimiento de 
similar eficacia destructiva.
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14. Cuando el delito produzca la muerte de la víctima, un grave daño a la salud o al 
medio ambiente, y este se verificara a largo plazo.

Artículo 57. Circunstancia agravante por actuación m ediante organización cri­
m inal

1. Constituye circunstancia agravante cometer el delito como miembro o integran­
te de una organización criminal en la comisión de un delito grave, sin perjuicio 
de valorar las condiciones personales de cada uno de ellos. En este caso, el juez 
aumenta la pena hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para el 
delito cometido, no pudiendo exceder de treinta y cinco años de pena privativa 
de libertad.

2. Se entiende que el delito es grave cuando la conducta está sancionada con una 
pena privativa de libertad no menor de seis años.

3. Por organización criminal se entiende a un grupo:

a. Permanente.

b. Organizado en uno o varios de los siguientes supuestos: 

i. Estructura jerárquica:

1. Colegiada.

2. Desconcentrada.

i i. En red criminal nacional o internacional.

1. Conformado por tres o más personas.

2. Con reparto de tareas o funciones.

3. Con actuación concertada con el propósito de cometer delitos graves. 

Artículo 58. Consideraciones de atenuación y agravación

1. La pena es atenuada hasta una mitad por debajo del mínimo legal cuando la 
afectación del bien jurídico producida por el delito sea insignificante.

2. La pena se incrementa hasta un tercio por encima del máximo legal fijado para 
el delito cometido, en los casos siguientes:

a. Cuando la conducta punible fuere cometida por funcionario o servidor 
público con abuso del ejercicio de sus funciones o de su cargo, siempre que 
tal circunstancia no esté prevista específicamente para la configuración o 
sanción del delito.

b. Cuando, después de haber cumplido en todo o en parte una condena a 
pena privativa de libertad efectiva, se incurre en nuevo delito doloso den­
tro de los cinco años siguientes.
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Artículo 59. C ircunstancia m ixta de parentesco

La pena es aumentada en un tercio por encima del máximo legal fijado para el delito 
cuando el agente se haya aprovechado de su calidad de ascendiente o descendiente, 
natural o adoptivo, cónyuge o concubino de la víctima. En estos casos la pena es 
atenuada hasta en un tercio por debajo del mínimo legal cuando se haya actuado 
por motivos excusables.

Artículo 60. Concurso ideal

Cuando varias disposiciones son aplicables al mismo hecho, se reprime con la que 
establezca la pena más grave incrementada hasta en un tercio por encima del máxi­
mo legal.

Artículo 61. D elito continuado

1. Se considera como un solo delito continuado y se reprime con la pena corres­
pondiente al delito más grave aumentada en un tercio cuando varias violacio­
nes de la misma ley penal o una de igual o semejante naturaleza hubieren sido 
cometidas en el mismo momento de acción o en momentos diversos con actos 
ejecutivos de la misma resolución criminal.

2. Si, con dichas violaciones, el agente hubiera perjudicado a una pluralidad de 
personas o un bien jurídico supraindividual, la pena es aumentada en un tercio 
de la máxima prevista para el delito más grave.

3. La aplicación de las anteriores disposiciones queda excluida cuando resulten 
afectados bienes jurídicos de naturaleza eminentemente personal pertenecientes 
a sujetos distintos.

Artículo 62. Concurso real

1. Cuando concurran varios hechos punibles que deban considerarse como otros 
tantos delitos independientes, se suman las penas que fije el juez para cada uno 
de ellos hasta un máximo del doble de la pena del delito más grave.

2. Tratándose de delitos que tengan penas privativas de libertad temporales, si la 
pena resultante excede de treinta y cinco años, se aplica la pena indeterminada.

3. Si alguno de los delitos en concurso se encuentra reprimido con pena indetermi­
nada, solo se aplica esta pena.

Artículo 63. Concurso real retrospectivo

1. Si después de la sentencia condenatoria se descubriere otro hecho punible co­
metido antes de esta por el mismo condenado, es sometido a proceso penal y la
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pena que fije el juez se suma a la anterior hasta un máximo del doble de la pena 
del delito más grave.

2. Si alguno de los delitos en concurso se encuentra reprimido con pena indeter­
minada, solo se aplica esta pena, sin perjuicio de fijarse la reparación civil para el 
delito posteriormente descubierto.

Articulo 64. Reincidencia
1. El que, después de haber cumplido en todo o en parte una pena, incurre en nue­

vo delito doloso en un lapso que no excede de cinco años tiene la condición de 
reincidente. Tiene igual condición quien, después de haber sido condenado por 
falta dolosa, incurre en nueva falta o delito doloso en un lapso no mayor de tres 
años.

2. La reincidencia constituye circunstancia agravante cualificada, en cuyo caso el 
juez aumenta la pena hasta en una mitad por encima del máximo legal fijado 
para el tipo penal.

3. El plazo fijado para la reincidencia no es aplicable a los delitos previstos en la 
Sección I del Libro Segundo yen  los artículos 191, 192, 193, 194, 207, 236, 
237, 239, 240, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 268, 270, 286, 290, 300, 454, 
493, 494, 503, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512, 513, 514, 515 y 526, el 
cual se computa sin límite de tiempo. En estos casos, el juez aumenta la pena en 
no menos de dos tercios por encima del máximo legal fijado para el tipo penal, 
sin que sean aplicables los beneficios penitenciarios de semilibertad y liberación 
condicional.

4. Si al agente se le indultó o conmutó la pena e incurre en la comisión de nuevo 
delito doloso, el juez aumenta la pena hasta en una mitad por encima del máxi­
mo legal fijado para el tipo penal.

5. En los supuestos de reincidencia, no se computan los antecedentes penales can­
celados o que debieren ser cancelados, salvo en los delitos señalados en el nume­
ra l^

Articulo 65. Habitualidad
1. Si el agente comete un nuevo delito doloso, es considerado delincuente habitual, 

siempre que se trate por lo menos de tres hechos punibles que se hayan perpe­
trado en un lapso que no exceda de cinco años. El plazo fijado no es aplicable 
para los delitos previstos en los artículos 191, 192, 193, 194, 207, 236, 237, 
239, 240, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 268, 270, 286, 290, 300, 454, 493, 
494, 503, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512, 513, 514, 515 y 526, el cual se 
computa sin límite de tiempo.
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2. Asimismo, tiene condición de delincuente habitual quien comete de tres a más 
(altas dolosas contra la persona o el patrimonio, de conformidad con los artícu­
los 632 y 635, en un lapso no mayor de tres años.

3. La habitualidad en el delito constituye circunstancia cualificada agravante. £1 
juez aumenta la pena hasta en un tercio por encima del máximo legal fijado para 
el tipo penal, salvo en los delitos previstos en los párrafos anteriores, en cuyo 
caso se aumenta la pena en una mitad por encima del máximo legal fijado para 
el tipo penal, sin que sean aplicables los beneficios penitenciarios de semilibertad 
y liberación condicional.

4. En los supuestos de habitualidad no se computan los antecedentes cancelados o 
que debieren estar cancelados, salvo en los delitos antes señalados.

Artículo 66. Determinación de la pena ante la concurrencia de agravantes cua­
lificadas
Cuando concurran circunstancias agravantes cualificadas, el juez procede de la si­
guiente manera para determinar la pena:

1. Aplica cada una de las agravantes cualificadas según su orden de aparición en 
este código.

2. En cada uno de los supuestos, la pena con la cual se hace el cálculo se incrementa 
según los términos y en la magnitud en que el supuesto inmediato anterior ha 
hecho el incremento.

3. Con ello obtiene la pena aplicable.

4. Si esa pena aplicable superara los treinta y cinco años, solo se aplica este quan­
tum, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 2 del artículo 63.

5. En el texto de la sentencia, el juez hace mención de la pena aplicable y del quan­
tum máximo posible conforme lo dispone este artículo.

Articulo 67. Cómputo de la detención sufrida
1. El tiempo de detención que haya sufrido el procesado se abona para el cómputo 

de la pena impuesta a razón de un día de pena privativa de libertad por cada día 
de detención.

2. Si la pena correspondiente al hecho punible es la de multa o limitativa de dere­
chos, la detención se computa a razón de cinco días de dicha pena por cada día 
de detención.

3. El tiempo de detención domiciliaria que haya sufrido el procesado se abona para 
el cómputo de la pena impuesta a razón de tres días por un día de pena privativa 
de libertad.
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CAPÍTULO I
CONVERSIONES DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD 

Artículo 68. Conversión de la pena privativa de libertad
En los casos que no fuera procedente la suspensión de la ejecución de la pena o la 
reserva del fallo condenatorio, el juez puede convertir la pena privativa de libertad 
no mayor de tres años en otra de multa, o la pena privativa de libertad no mayor de 
cinco años en otra de prestación de servicios a la comunidad o limitación de días 
libres a razón de un día de privación de libertad por uno día de multa o de siete días 
de privación de libertad por una jornada de prestación de servicios a la comunidad 
o por un jornada de limitación de días libres.

Artículo 69. Revocación de la conversión de la pena privativa de libertad
1. La conversión de la pena privativa de libertad es revocada si el condenado in­

cumple injustificadamente con el pago de la multa o la prestación del servicio 
asignado o la jornada de limitación de días libres, debiendo ejecutarse la pena 
privativa de libertad fijada en la sentencia.

2. Revocada la conversión, la pena cumplida con anterioridad es descontada de 
acuerdo con las equivalencias siguientes:

a. Un día de multa por cada día de privación de libertad.

b. Una jornada de servicios a la comunidad o una de limitación de días libres 
por cada siete días de pena privativa de libertad.

Artículo 70. Revocación de la conversión de la pena privativa de libertad por la 
comisión de delito doloso
1. La conversión queda revocada automáticamente, y así es declarada en la nueva sen­

tencia condenatoria, cuando el condenado cometa, dentro de los plazos de ejecución 
de la pena convertida según el artículo 68, un nuevo delito doloso y sea reprimido 
con pena privativa de libertad superior a tres años.

2. El juez efectúa el descuento correspondiente a la parte de pena convertida que 
hubiese sido ejecutada antes de la revocatoria conforme a las equivalencias pre­
vistas en el artículo 67.

3. El condenado cumple la pena privativa de libertad que resta de la primera sen­
tencia y la que le fuere impuesta por el nuevo delito.
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CAPÍTULO II
CONVERSIÓN DE LAS PENAS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 

A LA COMUNIDAD Y LIMITATIVA DE DÍAS UBRES

Articulo 71. Conversión de las penas de prestación de servicios a la comunidad 
y limitativa de día» libre» a privativa» de libertad
Si el condenado incumple injustificadamente con la prestación de servicios a la co­
munidad o con la jornada de limitación de días libres, aplicadas como penas autó­
nomas, impuestas en caso de delito o (alta, dichas sanciones se convierten en pri­
vativas de libertad a razón de un día de pena privativa de libertad por cada jornada 
incumplida de prestación de servicios a la comunidad o jornada de limitación de 
días libres.

CAPÍTULO III
CONVERSIÓN DE LA PENA DE MULTA

Artículo 72. Conversión de la pena de multa
1. Si el condenado solvente no paga la multa o frustra su cumplimiento, la pena 

es ejecutada en sus bienes o es convertida con la equivalencia de un día de pena 
privativa de libertad por cada día multa no pagado.

2. Si el condenado deviene en insolvente por causas ajenas a su voluntad, la pena de 
multa se convierte en una limitativa de derechos o de prestación de servicios a la 
comunidad con la equivalencia de una jornada por cada tres días multa impagos.

3. El condenado, sin perjuicio de los intereses y de los índices de corrección mo­
netaria correspondientes, puede pagar la multa en cualquier momento descon­
tándose el equivalente a la pena privativa de libertad o prestación de servicios 
comunitarios cumplidos a la fecha.

4. Cuando se impone conjuntamente pena privativa de libertad y multa, se adicio­
na a la primera la que corresponde a la multa convertida.

TÍTULO IV
SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA

Artículo 73. Requisitos pon la suspensión de la ejecución de la pena
1. El juez puede suspender la ejecución de la pena siempre que se reúnan los requi­

sitos siguientes:
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a. Que la condena se refiera a pena privativa de libertad no mayor de cinco 
años.

b. Que la naturaleza, modalidad del hecho punible y la personalidad del 
agente hiciera prever que esta medida le impedirá cometer nuevo delito. 
Entre las circunstancias que debe considerar para la emisión de dicho pro­
nóstico se encuentran la vida previa del agente, su actitud frente al trabajo, 
las condiciones familiares o sociales ordenadas o desordenadas, su arre­
pentimiento o su actitud -por voluntad propia o con ayuda de otros- que 
denote que se comportará conforme a derecho, así como su disposición 
personal a la efectiva reparación del daño ocasionado. El pronóstico debe 
estar sustentado técnicamente.

c. Que el agente no tenga la condición de reincidente o habitual, se trate de 
un caso de violencia familiar o el agente haya incurrido en cualquiera de 
los delitos previstos en los artículos 560, 561, 562, 565, 566, 567, 568, 
569, 571, 574, 575, 576 y 608.

2. El plazo de suspensión es de uno a tres años.

Artículo 74. Reglas de conducta en la suspensión de la ejecución de la pena
El juez, al suspender la ejecución de la pena, debe imponer, entre las siguientes, las
reglas de conducta que resulten pertinentes al caso:

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares.

2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez.

3. Comparecer mensualmente, personal y obligatoriamente, al juzgado para infor­
mar y justificar sus actividades.

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago fraccionado, 
salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de hacerlo. La comprobación 
judicial de dicha imposibilidad no extingue la obligación de reparar.

5. Prohibición de poseer objetos que por su propia naturaleza sean susceptibles de 
facilitar la realización de otro delito.

6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de drogas o alco­
hol.

7. Obligación de seguir un tratamiento sicológico o de seguir programas laborales 
o educativos, organizados por la autoridad de ejecución penal o institución com­
petente.

8. Obligación de recibir orientación profesional tendiente a su rehabilitación por la 
autoridad de ejecución penal o institución competente.
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9. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, siempre que 
no atenten contra la dignidad del condenado.

Artículo 75. Efectos del incumplimiento de las reglas de conducta
Si durante el periodo de suspensión de la pena el sentenciado no cumpliera con las 
reglas de conducta impuestas o fuera condenado por otro delito, el juez, según los 
casos, puede aplicar las siguientes sanciones:

1. Amonestar al infractor por única vez.

2. Prorrogar el periodo de suspensión hasta la mitad del plazo inicialmente fijado.

3. Revocar la suspensión de la pena. La revocación requiere la aplicación previa de 
la sanción de amonestación.

Artículo 76. Revocación de la suspensión de la pena
La suspensión de la ejecución de la pena es revocada si, dentro del plazo de prueba, 
el agente es condenado por la comisión de un nuevo delito doloso a pena privativa 
de libertad superior a tres años o haya infringido gravemente una regla de conducta. 
En estos casos, se ejecuta la pena suspendida y la que corresponda por el segundo 
hecho punible.

Artículo 77. Extinción de la pena
La pena se considera extinguida si transcurre el plazo de prueba sin que se haya re­
vocado la suspensión de la pena.

TÍTULO V
RESERVA DEL FALLO CONDENATORIO 

Artículo 78. Reserva del fello condenatorio
1. El juez puede disponer la reserva del fallo condenatorio siempre que de las cir­

cunstancias individuales, verifícables al momento de la expedición de la senten­
cia, pueda colegir que el agente no cometerá nuevo delito.

2. Para la emisión de dicho pronóstico, el juez, con el debido sustento técnico, 
debe considerar mínimamente la vida previa del agente, su actitud frente al tra­
bajo, las condiciones familiares o sociales ordenadas o desordenadas, su arrepen­
timiento o su actitud -por voluntad propia o con ayuda de otros- que denote que 
se comportará conforme a derecho, así como su disposición personal a la efectiva 
reparación del daño ocasionado.

3. El juez puede disponer la reserva del fallo condenatorio siempre que la natura­
leza, la modalidad del hecho punible y la personalidad del agente hagan prever 
que esta medida le impedirá cometer un nuevo delito y cuando:
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a. £1 delito esté sancionado con pena privativa de libertad no mayor de cinco 
años o con multa.

b. La pena a imponerse sea de prestación de servicios a la comunidad o de 
limitación de días libres.

c. La pena a imponerse sea la inhabilitación.

4. El plazo de reserva del fallo condenatorio es de uno a tres años, contando desde 
que la decisión adquiere calidad de cosa juzgada.

5. No procede la reserva del fallo condenatorio cuando el agente tenga la condición 
de reincidente o habitual, se trate de un caso de violencia familiar o el agente 
haya incurrido en cualquiera de los delitos previstos en los artículos 560, 561, 
562, 565, 566, 567, 568, 569, 571, 574, 575, 576 y 608.

Artículo 79. Efectos de la reserva del fallo condenatorio
1. £1 juez, al disponer la reserva del fallo condenatorio, se abstiene de fijar la pena 

correspondiente, sin perjuicio de fijar las responsabilidades civiles que procedan.

2. La reserva del fallo condenatorio se inscribe en un registro especial a cargo del 
Poder Judicial. El registro informa exclusivamente, a pedido escrito de los jueces 
de la República, con fines de verificación de las reglas de conducta o de comisión 
de nuevo delito doloso. El registro es de carácter especial, confidencial y provi­
sional y no permite, por ningún motivo, la expedición de certificados para fines 
distintos.

3. Cumplido el periodo de reserva, queda sin efecto la inscripción en forma auto­
mática y no puede expedirse de él constancia alguna, bajo responsabilidad. El 
juez de origen, a pedido de parte, verifica dicha cancelación.

Artículo 80. Reglas de conducta en la reserva del fallo condenatorio
El juez, al disponer la reserva del fallo condenatorio, debe imponer, de manera de­
bidamente motivada, entre las siguientes, las reglas de conducta que resulten perti­
nentes al caso:

1. Prohibición de frecuentar determinados lugares.

2. Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez.

3. Comparecer mensualmente, personal y obligatoriamente, al juzgado para infor­
mar y justificar sus actividades.

4. Reparar los daños ocasionados por el delito o cumplir con su pago fraccionado, 
salvo cuando demuestre que está en imposibilidad de hacerlo. La comprobación 
judicial de dicha imposibilidad no extingue la obligación de reparar.
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5. Prohibición de poseer objetos que, por su propia naturaleza, sean susceptibles de 
facilitar la realización de otro delito.

6. Obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación de drogas o alcohol.

7. Obligación de seguir un tratamiento sicológico o de seguir programas laborales 
o educativos, organizados por la autoridad de ejecución penal o institución com­
petente.

8. Obligación de recibir orientación profesional tendiente a su rehabilitación por la 
autoridad de ejecución penal o institución competente.

9. Los demás deberes adecuados a la rehabilitación social del agente, siempre que 
no atenten contra la dignidad del condenado.

Articulo 81. Efectos del incumplimiento de las reglas de conducta
Si durante el periodo de reserva el sentenciado no cumpliera con las reglas de con­
ducta impuestas, o fuera condenado por otro delito, el juez, según los casos, puede
aplicar las siguientes sanciones:

1. Amonestar al infractor por única vez.

2. Prorrogar el periodo de reserva del fallo condenatorio sin exceder la mitad del 
plazo inicialmente fijado.

3. Revocar la reserva del fallo condenatorio. La revocación requiere la aplicación 
previa de las otras sanciones.

Articulo 82. Revocación de la reserva del fello condenatorio
1. La reserva del fallo condenatorio es revocada cuando el agente cometa un nuevo delito 

doloso por el cual sea condenado a pena privativa de libertad superior a tres años.

2. La revocación de la reserva del fallo condenatorio determina la aplicación de la 
pena que corresponde al delito si no hubiera tenido lugar el régimen de prueba.

Articulo 83. Extinción de la reserva del fallo condenatorio
La reserva del fallo condenatorio se considera extinguida si transcurre el plazo del
régimen de prueba sin que se haya revocado la reserva del fallo condenatorio.

TÍTULO VI 
REHABILITACIÓN

Articulo 84. Rehabilitación automática
1. El que ha cumplido la pena o medida de seguridad que le fue impuesta, o que de 

otro modo ha extinguido su responsabilidad, queda rehabilitado sin más trámi­
te.
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2. La rehabilitación produce los efectos siguientes:

a. Restituye a la persona en los derechos suspendidos o restringidos por la 
sentencia, salvo disposición distinta de la ley. La rehabilitación no produce 
el efecto de reponer en los cargos, comisiones o empleos de los que se privó 
al agente.

b. La cancelación de los antecedentes penales, judiciales y policiales. Los cer­
tificados correspondientes no deben expresar la pena rehabilitada ni la re­
habilitación.

3. Tratándose de pena privativa de libertad impuesta por la comisión de delito do­
loso, la cancelación de antecedentes penales es provisional hasta por cinco años. 
Vencido dicho plazo y sin que medie reincidencia, la cancelación es definitiva.

Artículo 85. Prohibición de comunicación de antecedentes
Producida la rehabilitación, los registros o anotaciones de cualquier clase relativas 
a la condena impuesta no pueden ser comunicados a ninguna entidad o persona.

SECCIÓN IV
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD 

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 86. Medidas de seguridad
Las medidas de seguridad previstas en este código, son las siguientes:

1. Internación.

2. Tratamiento ambulatorio.

3. Custodia familiar.

4. Custodia especial postpenal y medidas de vigilancia.

Artículo 87. Requisitos para la aplicación de las medidas de seguridad
Las medidas de seguridad se aplican en concurrencia con las circunstancias siguien­
tes:

1. Que el agente haya realizado un hecho previsto como delito.

2. Que del hecho y de la personalidad del agente pueda deducirse un pronóstico 
de comportamiento futuro que revele una elevada probabilidad de comisión de 
nuevos delitos.
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Artículo 88. Criterio de determinación y fundamentación

Las medidas de seguridad deben ser proporcionales con la peligrosidad delictual del 
agente y la gravedad del hecho.

TÍTULO II 
INTERNACIÓN

Artículo 89. Internación

1. La internación consiste en el ingreso y tratamiento del inimputable en un centro hos­
pitalario especializado u otro establecimiento adecuado, público o privado, con fines 
terapéuticos, de deshabituación, de prevención o de custodia.

2. Solo puede disponerse la internación cuando concurra el peligro de que el agente 
pueda cometer nuevos delitos considerablemente graves.

Artículo 90. Duración de la internación

1. La duración de la medida de internación no puede exceder el tiempo de dura­
ción de la pena privativa de libertad que hubiera correspondido aplicarse por el 
delito cometido.

2. Sin perjuicio de que el juez lo constate cada seis meses, la autoridad del centro de 
internación debe remitir al juez, bajo responsabilidad, una pericia médica infor­
mándole sobre los resultados y seguimiento del tratamiento y si las causas que hi­
cieron necesaria la aplicación de la medida han sido controladas o han desparecido.

3. En tales casos, el juez hace cesar la medida de internación impuesta o la sustituye 
por una de tratamiento ambulatorio por el tiempo que resulte pertinente.

Artículo 91. Aplicación de internación antes de la pena.

1. Cuando se necesite aplicar una medida de internación a un imputable relativo, 
o a un toxicómano o alcohólico imputable, el juez dispone que ella tenga lugar 
antes de la pena.

2. El periodo de internación se computa como tiempo de cumplimiento de la 
pena, sin perjuicio de que el juez pueda dar por extinguida la condena o reducir 
su duración atendiendo al éxito del tratamiento.

TÍTULO III
TRATAMIENTO AMBULATORIO

Artículo 92. Tratamiento ambulatorio

1. El tratamiento ambulatorio es dispuesto y se aplica conjuntamente con la pena 
al imputable relativo que lo requiera con fines terapéuticos o de rehabilitación.
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2. Esta medida también puede aplicarse al inimputable que lo requiera siempre 
que, según la pericia médica correspondiente, no sea necesario aplicar una me­
dida de internación.

TÍTULO IV
CUSTODIA PERSONAL 

Artículo 93. Custodia personal

1. El juez puede imponer la custodia personal al imputable relativo que lo requiera. 
El sometido a esta medida queda sujeto al cuidado y vigilancia del familiar o 
persona de su entorno que se designe, previa aceptación de ésta. Para estos efec­
tos, el juez evalúa previamente las condiciones e idoneidad de la persona que se 
encargará de la custodia.

2. La persona designada queda obligada a tomar las medidas adecuadas para garan­
tizar el efectivo tratamiento y la vigilancia del custodiado.

3. La custodia personal no puede durar más de tres años. El juez puede solicitar la 
presencia de la persona a cargo de la custodia, del custodiado y de quienes esti­
me pertinente, a fin de evaluar directamente y, de ser necesario con la ayuda de 
peritos, el desarrollo y evolución favorable o desfavorable del custodiado. Si los 
resultados son positivos y las causas que determinaron la aplicación de la medida 
han sido controladas o han desaparecido, dispone su cese.

TÍTULO V
CUSTODIA ESPECIAL POSTPENAL Y 

MEDIDAS DE VIGILANCIA

Artículo 94. Presupuestos

El juez puede imponer conjuntamente con la pena privativa de libertad que co­
rresponda, de forma excepcional y siempre que resulte absolutamente necesario en 
atención al elevado grado de peligrosidad delictual, la custodia especial postpenal en 
los siguientes supuestos:

1. Cuando el agente tiene la condición de reincidente por la comisión de cualquie­
ra de los delitos previstos en los artículos 261, 262, 263, 264 y 270 o cuando 
el agente ha sido condenado por los delitos previstos en los artículos 497, 498, 
499, 500, 501, 502, 503, 504 y 494, numeral 2.

2. Cuando exista un pronóstico grave y fundado de comportamiento que revele 
altísimas probabilidades de comisión futura de alguno de los delitos a que se re­
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fiere el numeral 1, a partir de la valoración conjunta de la personalidad y demás 
condiciones personales del condenado, del delito o los delitos cometidos por éste 
y de las circunstancias de su comisión.

Articulo 95. Ejecución de la custodia postpenal
1. La custodia especial postpenal se ejecuta después del cumplimiento de la pena 

privativa de libertad. Cuando menos dos meses antes de dar inicio a su ejecu­
ción, el juez verifica si se mantienen las circunstancias que determinaron su im­
posición. Si estima que la ejecución de esta medida de seguridad no es necesaria, 
ordena su suspensión e impone, según corresponda, una o varias de las medidas 
establecidas en el artículo 98.

2. Esta medida se ejecuta en secciones especiales de un establecimiento penitenciario 
acordes con el grado de peligrosidad del condenado, siguiendo un plan individua­
lizado de tratamiento orientado a facilitar su readaptación y reinserción social.

Artículo 96. Control y revisión judicial
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el anterior artículo, en cualquier momento de la 

ejecución de la custodia especial postpenal, pero antes del vencimiento de perio­
dos de dos años contados a partir del inicio de la internación, el juez verifica si 
se mantienen las circunstancias que hicieron necesaria su imposición y adoptar 
algunas de las siguientes decisiones:

a. Mantener el plazo fijado en la sentencia.

b. Ordenar el cese de la medida cuando su finalidad haya sido conseguida y 
su ejecución ya no resulte necesaria.

c. Suspender la medida antes del cumplimiento del plazo fijado por el juez en 
la sentencia cuando cuente con un pronóstico razonable y fundado de que 
el condenando no cometerá nuevos delitos. En este caso, se impone una o 
más de las medidas previstas en el artículo 100. En caso de incumplimien­
to de dichas medidas, el juez dispone su sustitución por la custodia especial 
postpenal, debiendo respetarse el plazo inicialmente fijado por el juez.

2. El juez, a pedido del Ministerio Público o del condenado, según sea el caso, 
puede fijar mediante resolución debidamente motivada y en atención al grado 
de desarrollo y evolución del tratamiento, un plazo de revisión menor o perio­
dos de tiempo dentro del plazo de dos años señalado en el numeral 1, en cuyo 
transcurso no se admitirán los pedidos de revisión judicial de los condenados a 
quienes se imponga esta medida de seguridad.

Artículo 97. Duración de la custodia especial postpenal
La custodia especial postpenal tiene una duración máxima de diez años.
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a.

b.

c.

d.

e.

Artículo 98. Medidas de vigilancia
1. En el caso de los agentes a que hace referencia el numeral 1 del artículo 96, 

cuando no proceda la imposición de la custodia especial postpenal, el juez puede 
imponer una o varias de las siguientes medidas específicas:

La obligación de residir en un lugar determinado o fijarlo en un territorio 
determinado con la prohibición de abandonarlo sin previa autorización 
judicial.
La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autori­
dad designada por él.

La prohibición de residir en el lugar o territorio determinado por el juez. 
En este caso, el condenado queda obligado a declarar el domicilio que elija 
y los cambios que eventualmente se produzcan.

La prohibición de acudir a determinadas reuniones, espectáculos, estable­
cimientos de juego u otros lugares donde se expendan bebidas alcohólicas.

La prohibición de efectuar visitas a internos condenados por delitos de 
terrorismo o establecer contacto de cualquier tipo con personas determi­
nadas o con miembros de un grupo determinado, siempre que se trate de 
personas respecto de las que existan fundadas razones para advertir que 
pueden facilitar la comisión de nuevos delitos o incitarle a hacerlo. Asimis­
mo, se puede fijar la prohibición de establecer relación, ofrecer empleo o 
servicios o albergar a cualquiera de las personas mencionadas.

La prohibición de aproximarse a la víctima, a sus familiares u otras per­
sonas que determine el juez. Esta medida impide al condenado acercarse 
a dichas personas, con independencia del lugar donde se encuentren, a 
su domicilio, centro de trabajo y cualquier otro que sea frecuentado por 
ellos según lo precise el juez. De ser el caso, queda suspendido respecto de 
los hijos, el régimen de visitas, comunicación y otros relativos a la patria 
potestad hasta el total cumplimiento de esta medida.

La prohibición de comunicarse con la víctima, sus familiares u otras per­
sonas que determine el juez. Esta medida impide al condenado establecer 
con dichas personas contacto, por cualquier medio de comunicación, es­
crito, verbal o visual.
La prohibición de desempeñar determinadas actividades que puedan ofre­
cerle o facilitarle al condenado la ocasión para cometer hechos delictivos 
de similar naturaleza.

f.

h.

693



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

i. La prohibición de portar o tener a disposición armas, municiones, insumos 
o elementos para elaborar explosivos o construir o acondicionar artefactos 
explosivos, equipos de comunicación, planos, croquis, informaciones de 
instituciones públicas o privadas o de autoridades diplomáticas, listas de 
personajes o funcionarios públicos o privados, publicaciones o manifiestos 
relacionados con la actividad terrorista o con personas o grupos vinculados 
con estas o destinados a conseguir la liberación de internos por delito de 
terrorismo.

2. Para la imposición de estas medidas, el juez tiene en consideración el delito 
cometido, las condiciones personales del agente, la situación específica de la 
víctima, así como las circunstancias concretas del hecho.

Artículo 99. Ejecución de las medidas de vigilancia

1. Las medidas de vigilancia se ejecutan después del cumplimiento de la pena im­
puesta al condenado.

2. Si por cualquier razón las obligaciones o prohibiciones establecidas no pudieran 
ser ejecutadas simultáneamente, se cumplen de forma sucesiva, sin perjuicio de 
que el juez proceda conforme a lo establecido en el artículo 100.

Artículo 100. Control judicial de las medidas de vigilancia

1. En el caso de las medidas de vigilancia previstas en el artículo 98, el juez debe 
evaluar y verificar, por lo menos anualmente a partir del inicio de su ejecución, 
si las razones que motivaron su imposición subsisten, pudiendo adoptar las si­
guientes decisiones:

a. Mantener las medidas de seguridad.

b. Modificar las obligaciones y prohibiciones impuestas, según resulte nece­
sario para los fines de las medidas.

c. Reducir su duración o incluso disponer su cese en atención al pronóstico 
positivo de reinserción que torne innecesaria o contraproducente la conti­
nuidad de las obligaciones o prohibiciones impuestas.

2. Cuando menos dos meses antes del inicio de la ejecución de estas medidas, el 
juez verifica si se mantienen las razones que determinaron su imposición. Si el 
juez resuelve que su ejecución es innecesaria al no existir un pronóstico fundado 
de futura comisión de nuevos delitos, las deja sin efecto. Asimismo, el juez, luego 
de valorar el pronóstico de comportamiento del condenado sobre la base de los 
exámenes periciales especializados que para tales efectos se hubieren realizado, 
puede modificar el contenido de la medida fijando las obligaciones o prohibicio­
nes que resulten necesarias.
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3. En caso de incumplimiento de las medidas de vigilancia del artículo 98, el juez 
puede disponer, considerando las circunstancias concretas del caso, el compor­
tamiento y actitud del condenado así como su grado de peligrosidad, la amo­
nestación del condenado o su sustitución por la de custodia especial postpenal, 
siempre que concurran las condiciones exigidas para tales efectos. En este caso, 
la custodia especial postpenal no puede exceder el plazo inicialmente fijado por 
el juez.

Artículo 101. Duración de las medidas de vigilancia

Las medidas previstas en el artículo 98 tienen una duración máxima de cinco años.
El juez puede disponer que el control de estas medidas se realice a través de los me­
dios electrónicos que lo permitan.

SECCIÓN V
DE LA EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN 

PENAL Y DE LA PENA

Artículo 102. Causales de extinción de la acción penal

La acción penal se extingue:

1. Por muerte del imputado, prescripción, amnistía y derecho de gracia.

2. Por autoridad de cosa juzgada.

3. En los casos en que solo proceda el ejercicio privado de la acción penal, esta se 
extingue, además de las establecidas en el numeral 1, por desistimiento o tran­
sacción.

Artículo 103. Extinción de la acción penal por sentencia civil

Se extingue la acción penal si de la sentencia ejecutoriada dictada en la jurisdicción
civil resulte que el hecho imputado como delito es lícito.

Artículo 104. Plazos de prescripción ordinaria

1. La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la 
ley para el delito, si es privativa de libertad.

2. En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el 
plazo señalado para cada uno.

3. En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya trans­
currido un plazo igual al máximo correspondiente al delito de mayor pena.

4. La prescripción no es mayor a veinte años. Tratándose de delitos reprimidos con pena 
privativa de libertad indeterminada, se extingue la acción penal a los treinta años.
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5. En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los tres años.

6. En caso de delitos cometidos por funcionarios o servidores públicos o por in­
tegrantes de una organización criminal, el plazo de prescripción se duplica. En 
estos casos, la prescripción no es mayor de treinta años.

7. La acción penal es imprescriptible en los delitos previstos en los Títulos I, III, IV 
y V  de la Sección I del Libro Segundo.

Artículo 105. Reducción de los plazos de prescripción
Los plazos de prescripción se reducen a la mitad cuando el agente tenía menos de 
veintiuno o más de sesenta y cinco años al tiempo de la comisión del hecho punible.

Artículo 106. Inicio de los plazos de prescripción
Los plazos de prescripción de la acción penal comienzan:

1. En la tentativa, desde el día en que cesó la actividad delictuosa.

2. En el delito instantáneo, a partir del día en que se consumó.

3. En el delito continuado, desde el día en que terminó la actividad delictuosa.

4. En el delito permanente y en el de efectos permanentes, a partir del día en que 
cesó la permanencia.

Artículo 107. Interrupción de la prescripción de la acción penal y plazo de pres­
cripción extraordinaria
1. La prescripción de la acción penal se interrumpe por las actuaciones del Mi­

nisterio Público o de las autoridades judiciales, quedando sin efecto el tiempo 
transcurrido.

2. Después de la interrupción, un nuevo plazo de prescripción comienza a correr a 
partir del día siguiente de la última diligencia.

3. Se interrumpe igualmente la prescripción de la acción penal por la comisión de 
un nuevo delito doloso.

Artículo 108. Suspensión de la prescripción
Si el comienzo o la continuación del proceso penal depende de cualquier cuestión 
que deba resolverse en otro procedimiento, la prescripción se considera en suspenso 
hasta que aquel quede concluido.

Artículo 109. Extinción de la ejecución de la pena
La ejecución de la pena se extingue:

1. Por muerte del condenado, amnistía, indulto y prescripción.

2. Por cumplimiento de la pena.
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3.
4.

Por exención de pena.

Por perdón del ofendido en los delitos de acción privada.

Artículo 110. Plazo de prescripción de la pena y de la medida de seguridad

1. El plazo de prescripción de la pena o medida de seguridad es el mismo que es­
tablece o fija la ley para la prescripción de la acción penal. El plazo es contado 
desde el día en que la sentencia condenatoria quedó firme.

2. En los delitos previstos en los Títulos I, III, IV y V  de la Sección I del Libro 
Segundo, la pena es imprescriptible.

Artículo 111. Interrupción del plazo de prescripción de la pena

1. Se interrumpe el plazo de prescripción de la pena, quedando sin efecto el tiempo 
transcurrido, por el comienzo de ejecución de la misma o por haber sido apre­
hendido el condenado a causa de la comisión de un nuevo delito doloso.

2. Una vez interrumpida la prescripción, comienza a transcurrir de nuevo, si hay 
lugar a ello, como si antes no se hubiese iniciado.

3. En los casos de revocación de la condena condicional o de la reserva del fallo 
condenatorio, la prescripción comienza a transcurrir desde el día de la revoca­
ción.

4. En todo caso, la pena prescribe en los mismos plazos de la acción penal.

Artículo 112. Individualización de la prescripción

1. El plazo de prescripción de la acción penal es el mismo para todos los inter- 
vinientes del hecho punible y se determina a partir de la pena prevista para el 
autor.

2. La prescripción transcurre, se suspende o se interrumpe separadamente para 
cada uno de los partícipes del hecho punible.

Artículo 113. Efectos de la amnistía y el indulto

1. La amnistía elimina legalmente el hecho punible a que se refiere e implica el 
perpetuo silencio respecto a él.

2. El indulto suprime la pena o medida de seguridad impuesta.

3. Son inaplicables la amnistía, el indulto y cualquier excluyente de responsabili­
dad penal, así como toda medida que pretenda impedir la investigación penal o 
suprimir los efectos de una sentencia condenatoria, a los agentes de los delitos 
previstos en la Sección I del Libro Segundo.
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4. Las revelaciones de violaciones de derechos humanos cometidas por el autor o 
por otros partícipes, con la finalidad de beneficiarse de leyes relativas al arrepen­
timiento o divulgación de violaciones, en ningún caso lo exime su responsabi­
lidad. En estos casos, la revelación de hechos y datos solo puede ser causal de 
reducción de la pena, como resultado de su contribución al derecho a la verdad 
de las víctimas.

5. Cuando las revelaciones de violaciones pudieran poner en peligro la vida o la 
integridad de la persona, puede concederse asilo como excepción al principio 
general de prohibición de asilo.

Artículo 114. Renuncia a  la prescripción de la acción penal

El imputado tiene derecho a renunciar a la prescripción de la acción penal.

SECCIÓN VI
DE LA REPARACIÓN CIVIL

Artículo 115. Contenido de la reparación civil

La reparación comprende:

1. La restitución del bien, si correspondiera con la naturaleza del delito; y si no es 
posible, el pago de su valor.

2. La indemnización de los daños y perjuicios.

Artículo 116. Restitución del bien
1. La restitución se hace con el mismo bien, aunque se halle en poder de terceros, 

sin perjuicio del derecho de estos para reclamar su valor contra quien correspon­
da.

2. Son nulos los actos de disposición practicados o los gravámenes impuestos sobre 
los bienes o derechos materia de restitución.

Artículo 117. Responsabilidad solidaria
1. La reparación civil es solidaria entre los responsables del hecho punible y los 

terceros civilmente obligados.

2. El tercero civil se encuentra vinculado a la reparación civil de conformidad con 
el Código Civil y demás normas complementarias y conexas. El tercero civil 
también queda vinculado cuando, fuera de los casos contenidos en las normas 
indicadas, el agente cometa el delito actuando en representación del tercero o 
cuando dicho tercero genere de cualquier modo las condiciones para la consu­
mación del delito.
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Artículo 118. Transmisión de la reparación civil a herederos
1. La obligación de la reparación civil fijada en la sentencia se transmite a los here­

deros del responsable hasta donde alcancen los bienes de la herencia.

2. El derecho a exigir la reparación civil se transfiere a los herederos del agraviado.

Artículo 119. Los aseguradores
1. Los aseguradores que hubieren asumido el riesgo de las responsabilidades pecunia­

rias derivadas del uso o explotación de cualquier bien, empresa, industria o activi­
dad, cuando, como consecuencia de un hecho previsto en este código, se produzca 
el evento que determine el riesgo asegurado, son responsables civiles directos hasta 
el límite de la indemnización legalmente establecida o convencionalmente pacta­
da, sin perjuicio del derecho de repetición contra quien corresponda.

2. En caso de que el monto asegurado no alcance para cubrir el íntegro de la repa­
ración civil fijada por el juez, el saldo es cubierto solidariamente por el agente del 
delito y el tercero civil, de ser el caso.

Artículo 120. Ineficacia de los actos de disposición

1. El agraviado puede pedir que se declaren ineficaces respecto de él los actos gra­
tuitos de disposición o gravamen realizados por el agente del delito o tercero 
civil por los que renuncie a derechos o con los que disminuya su patrimonio 
conocido y perjudiquen el cobro de la obligación resarcitoria. Se presume la exis­
tencia de perjuicio cuando el acto del deudor resulta la imposibilidad de pagar 
íntegramente la reparación civil o se dificulta la posibilidad de cobro.

2. Tratándose de actos a título oneroso, deben concurrir los siguientes requisitos:
a. Si el acto de disminución patrimonial es posterior al delito, que el tercero 

haya tenido conocimiento del perjuicio a los derechos del agraviado o que, 
según las circunstancias, haya estado en razonable situación de conocer o 
de no ignorarlos; o que sea manifiesta la intención del agente de disponer 
de su patrimonio para evitar el pago de la reparación civil.

b. Si el acto cuya ineficacia se solicita fuera anterior a la comisión del delito, 
que el deudor y el tercero lo hubiesen celebrado con el propósito de perju­
dicar la satisfacción de la futura obligación resarcitoria.

3. En los casos establecidos en el numeral 2, queda a salvo el derecho del tercero 
para solicitar indemnización por daños y perjuicios contra quien corresponda.

Artículo 121. Insolvencia del condenado
En caso de que el condenado no tenga bienes realizables, el juez señala hasta un 
tercio de su remuneración para el pago de la reparación civil.
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Artículo 122. Pretensión resarcitoria contra agentes o terceros no comprendi­
dos en sentencia o resolución final

Procede la acción civil contra los agentes del delito o los terceros cuando la sentencia o 
resolución definitiva dictada en la jurisdicción penal no alcanza a estos.

Artículo 123. Coexistencia de la acción civil y la acción penal

La acción civil derivada del hecho punible no se extingue mientras subsista la acción 
penal.

Artículo 124. Aplicación supletoria del Código Civil y de otras normas sustan­
tivas y  procesales

En lo no previsto por este código, la reparación civil se rige por las disposiciones per­
tinentes del Código Civil y demás normas sustantivas o procesales complementarias.

SECCIÓN VII 
DEL DECOMISO

Artículo 125. Decomiso o pérdida de efectos provenientes del delito
1. El juez resuelve el decomiso o pérdida de los instrumentos o medios con que se 

hubiere ejecutado el hecho punible, aun cuando pertenezcan a terceros, salvo los 
casos en que el tercero no hubiese prestado su consentimiento para su uso.

2. El juez dispone el decomiso de los efectos y ganancias del delito, así como de sus 
frutos, sin importar las transformaciones que hubieren podido experimentar.

3. Los bienes decomisados pasan a la titularidad del Estado y son asignados a las 
instituciones vinculadas a la prevención y control de la criminalidad según la ley 
de la materia.

4. Los bienes intrínsecamente delictivos son decomisados y destruidos.

5. Cuando los efectos o ganancias del hecho punible se hayan mezclado con bienes 
de procedencia lícita, procede el decomiso hasta el valor estimado de los bienes 
ilícitos mezclados y sus frutos, si los hubiera, salvo que los primeros hubiesen 
sido utilizados como medios o instrumentos para ocultar los bienes de ilícita 
procedencia, en cuyo caso procede el decomiso de ambos tipos de bienes.

Artículo 126. Decomiso impropio o de valor equivalente

Si no fuera posible el decomiso de los efectos o ganancias del delito porque han 
sido ocultados, destruidos, consumidos o transferidos a tercero de buena fe y título 
oneroso, el juez declara el decomiso sobre los bienes o activos de la titularidad del 
responsable o eventual tercero por un monto equivalente al valor de los primeros.
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Artículo 127. Nulidad de los actos de disposición

Son nulos los actos de disposición practicados o los gravámenes impuestos sobre los 
bienes y activos materia de decomiso. Quedan a salvo los derechos del tercero no 
partícipe del delito que hubiere adquirido el bien de buena fe y a título oneroso.

Artículo 128. Acción real y autónoma

1. El juez declara el decomiso en la sentencia penal o en la resolución con la que 
concluya el proceso penal, incluidos los casos de absolución, siempre que duran­
te el proceso penal se haya ejercitado la pretensión de decomiso y se haya acredi­
tado la existencia de instrumentos, efectos o ganancias del delito y sus frutos.

2. Si la pretensión de decomiso no se hubiera podido declarar en el proceso penal, 
puede ejercitarse mediante una acción real autónoma cuando:

a. Por cualquier causa, el proceso penal no pudiese iniciarse o continuar.

b. El proceso penal se ha archivado por cualquier causa, sin haberse desvir­
tuado el origen delictivo de los bienes o su utilización en la comisión del 
delito.

c. Habiendo concluido el proceso penal con sentencia firme u otro tipo de 
resolución, se descubran instrumentos, efectos o ganancias del delito o sus 
frutos que no fueron comprendidos en el proceso penal.

Artículo 129. Incautación

El juez puede disponer en todos los casos, con carácter previo al decomiso, la me­
dida de incautación y demás medidas cautelares que resulten pertinentes sobre los 
instrumentos, efectos, ganancias del delito y sus frutos, debiendo además proceder 
conforme a lo previsto en otras normas especiales.

SECCIÓN VIII
DE LA RESPONSABILIDAD AUTÓNOMA DE LAS 

PERSONAS JURÍDICAS

TÍTULO I
RESPONSABILIDAD DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Artículo 130. Responsabilidad de las personas jurídicas

1. Las personas jurídicas son responsables del delito previsto en el artículo 584 que, 
en su nombre o por cuenta de ellas y en su beneficio directo o indirecto, come­
tan:
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a. Sus administradores de hecho o de derecho, representantes legales, con­
tractuales y órganos colegiados, siempre que actúen en el ejercicio de las 
funciones propias de su cargo.

b. Las personas naturales que prestan cualquier tipo de servicio a la entidad, 
con total independencia de su naturaleza, del régimen jurídico en que se 
encuentren o de si existe relación contractual y que, estando sometidas a la 
autoridad y control de los gestores y órganos mencionados en el numeral 
anterior, actúan por orden o autorización de estos últimos.

c. Las personas naturales señaladas en el numeral precedente, cuando no se 
ejerza el debido control y vigilancia, en atención a la situación concreta del 
caso.

2. Para efectos del presente artículo, son personas jurídicas las entidades de de­
recho privado, las asociaciones, las fundaciones y los comités no inscritos, las 
sociedades irregulares, entidades que administran un patrimonio autónomo y 
las empresa del Estado o sociedades de economía mixta.

3. La forma de constitución de la persona jurídica no impide su responsabilidad. El 
cambio de razón social, la reorganización social, transformación, fusión, absor­
ción, escisión, liquidación o cualquier medida que pueda afectar la personalidad 
jurídica de la entidad no extingue su responsabilidad, la cual se traslada a la enti­
dad o entidades en que se transforme, fusione o absorba y se extiende a la entidad 
o entidades que resulten de la escisión.

4. Las personas jurídicas no son responsables cuando, con anterioridad a la comi­
sión del delito, hubieren adoptado e implementado un modelo de prevención, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 141.

Artículo 131. Autonomía de la responsabilidad de las personas jurídicas

La responsabilidad de la persona jurídica es independiente de la individualización, 
investigación, juzgamiento y eventual condena de la persona física del delito. Las 
causas que extinguen la acción penal contra la persona natural no repercuten en la 
responsabilidad de las personas jurídicas. Esta regla también es aplicable a la persona 
jurídica unipersonal.

TÍTULO II
MEDIDAS APLICABLES A LAS PERSONAS JURÍDICAS

Artículo 132. Medidas aplicables a las personas jurídicas

En caso de que la persona jurídica incurra en responsabilidad, le son aplicables las 
siguientes medidas, según corresponda:
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1. Multa, hasta el séxtuplo del beneficio obtenido, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el numeral 1 del artículo 134.

2. Disolución.

3. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o definitivo. La 
clausura temporal no excede de cinco años.

4. Cancelación de licencias, concesiones, derechos y otras autorizaciones adminis­
trativas o municipales.

5. Inhabilitación, en cualquiera de las siguientes modalidades:
a. Suspensión de las actividades sociales por un plazo no mayor de dos años.

b. Prohibición de llevar a cabo en el futuro actividades de la misma clase o 
naturaleza de aquellas en cuya realización se haya cometido, favorecido o 
encubierto el delito. La prohibición podrá tener carácter temporal o defi­
nitivo. La prohibición temporal no es mayor de cinco años.

c. Suspensión para contratar con el Estado, por un plazo no mayor de cinco 
años.

Artículo 133. Medidas complementarias aplicables a las personas jurídicas

1. El juez puede ordenar a la autoridad competente que disponga la intervención 
de la persona jurídica, cuando sea necesario, para salvaguardar los derechos de 
los trabajadores y de los acreedores hasta por un periodo de dos años.

2. La intervención puede afectar a la totalidad de la organización o limitarse a 
alguna de sus instalaciones, secciones o unidades de negocio. El juez debe fijar 
exactamente el contenido y alcances de la intervención y determinar la entidad a 
cargo de la intervención y los plazos en que esta debe cursarle informes a fin de 
efectuar el seguimiento de la medida.

3. La intervención se puede modificar o suspender en todo momento previo in­
forme del interventor y disposición del Ministerio Público. El interventor está 
facultado para acceder a todas las instalaciones y locales de la entidad y recabar 
la información que estime necesaria para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 134. M ulta

1. Cuando no se pueda determinar el monto del beneficio obtenido, el valor de la 
multa se establece de conformidad con los siguientes criterios:

Cuando los ingresos anuales de la entidad correspondientes al momento de 
la comisión del delito ascienden hasta un monto máximo de ciento cincuen­
ta unidades impositivas tributarias, la multa es no menor de diez ni mayor 
de cincuenta unidades impositivas tributarias.

a.
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b. Cuando los ingresos anuales de la entidad correspondientes al momento 
de la comisión del delito ascienden hasta un monto máximo de mil sete­
cientas unidades impositivas tributarias, la multa es no menor de cincuen­
ta ni mayor de doscientos cincuenta unidades impositivas tributarias.

c. Cuando los ingresos anuales de la entidad correspondientes al momento 
de la comisión del delito ascienden a un monto mayor a las mil setecientas 
unidades impositivas tributarias, la multa es no menor de doscientos cin­
cuenta ni mayor de quinientas unidades impositivas tributarias.

2. La multa de ser pagada dentro de los diez días hábiles de pronunciada la sen­
tencia. A solicitud de la persona jurídica y cuando el monto de la multa pueda 
poner en riesgo su continuidad o el mantenimiento de los puestos de trabajo, 
o cuando sea aconsejable por el interés general, el juez autoriza que el pago se 
efectúe en cuotas mensuales, dentro de un límite que no exceda de treinta y seis 
meses.

3. En caso de que la persona jurídica incumpla con el pago de la multa impuesta, 
esta puede ser ejecutada sobre sus bienes o convertida, previo requerimiento ju­
dicial, en la medida de prohibición definitiva de actividades prevista en el literal 
b del numeral 5 del artículo 132.

Artículo 135. Clausura y cancelación de licencias y otras autorizaciones

1. Las medidas previstas en los numerales 3 y 4 del artículo 132 se aplican, respec­
tivamente, de forma obligatoria en los casos en los que el delito se cometió en 
locales o establecimientos o, cuando la actividad empresarial en la que se llevó a 
cabo el delito estuviera destinada o vinculada a la obtención de licencias u otras 
autorizaciones administrativas.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 1, el juez puede imponer las referidas 
medidas en supuestos distintos a los allí señalados cuando lo estime pertinente 
en atención a los criterios establecidos en el artículo 139.

Artículo 136. Disolución

1. La disolución se aplica siempre que las personas jurídicas a que se refiere el 
numeral 2 del artículo 130 hayan sido constituidas y operado para favorecer, 
facilitar o encubrir actividades delictivas.

2. La disolución es inaplicable cuando se trate de personas jurídicas de derecho 
privado y empresas del Estado o sociedades de economía mixta que presten un 
servicio de utilidad pública cuya interrupción puede causar graves consecuencias 
sociales o económicas o daños serios a la comunidad.

704



Anexos: II. Legislación conexa

TÍTULO III
DETERMINACIÓN DE LAS MEDIDAS APLICABLES 

A LAS PERSONAS JURIDICAS

Artículo 137. Circunstancias que atenúan la responsabilidad de las personas
jurídicas

Son circunstancias atenuantes de la responsabilidad de las personas jurídicas:

1. Haber procedido a través de sus administradores de hecho o de derecho, repre­
sentantes legales, contractuales y órganos colegiados a confesar la comisión del 
delito, con anterioridad a la formalización de la investigación preparatoria.

2. La colaboración objetiva, sustancial y decisiva en el esclarecimiento del hecho 
delictivo, en cualquier momento del proceso.

3. El impedimento de las consecuencias dañosas del ilícito.

4. La reparación total o parcial del daño.

5. La adopción e implementación por parte de la persona jurídica, después de la 
comisión del delito, de un modelo de prevención, de conformidad con el artícu­
lo 141.

Artículo 138. Circunstancias que agravan la responsabilidad de las personas
jurídicas

Son circunstancias agravantes de la responsabilidad de las personas jurídicas:

1. La comisión del delito en virtud de cualquiera de los supuestos previstos en el 
numeral 1 del artículo 130, dentro del lapso de cinco años posteriores a la impo­
sición mediante sentencia firme de una o más medidas del artículo 132. En este 
caso, el juez puede aumentar las medidas establecidas en los numerales 1, 3 y  3 
del artículo 132, hasta en una mitad por encima del máximo legal establecido.

2. La utilización instrumental de la persona jurídica para la comisión del delito. Se 
está ante la utilización instrumental de la persona jurídica cuando la actividad 
legal sea menos relevante que su actividad ilegal.

Artículo 139. Criterios para la aplicación de las medidas contra las personas 
jurídicas

Las medidas previstas en los numerales 3, 4 y 3 del artículo 132 son determinadas 
por el juez, en atención a los siguientes criterios de fundamentación y determina­
ción, según corresponda:

1. La gravedad del hecho punible.

2. La extensión del daño o peligro causado.
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3. El beneficio económico obtenido por el delito.

4. El puesto que en la estructura de la persona jurídica ocupa la persona física u 
órgano que incumplió el deber de control.

Artículo 140. Sistema de tercios para la aplicación de medidas a las personas 
jurídicas
En caso de que el juez haya impuesto con carácter temporal las medidas previstas en 
los numerales 3 y 5 del artículo 132, desarrolla los siguientes pasos:

1. Identifica la extensión de la medida que corresponda según los límites estableci­
dos y la divide en tres partes.

2. Determina la medida concreta, evaluando la concurrencia de circunstancias 
agravantes o atenuantes, conforme a las siguientes reglas:
a. Cuando concurran únicamente circunstancias atenuantes o no existan ate­

nuantes ni agravantes, se aplica la medida dentro del tercio inferior.

b. Cuando concurran circunstancias agravantes y atenuantes, se aplica la me­
dida dentro del tercio intermedio.

c. Cuando concurran únicamente circunstancias agravantes, se aplica la me­
dida dentro del tercio superior.

d. Cuando se trate de circunstancias atenuantes privilegiadas, se aplica la me­
dida por debajo del tercio inferior.

e. Cuando se trate de circunstancias agravantes cualificadas, se aplica la me­
dida por encima del tercio superior.

f. En caso de concurrencia de circunstancias atenuantes privilegiadas y agra­
vantes cualificadas, se aplica la medida dentro de los límites de la medida 
básica.

TÍTULO IV
MODELO DE PREVENCIÓN APLICABLE A 

LAS PERSONAS JURÍDICAS

Artículo 141. Modelo de prevención
1. La persona jurídica no es responsable si hubiere adoptado e implementado vo­

luntariamente en su organización y con anterioridad a la comisión del delito un 
modelo de prevención en atención a su naturaleza, riesgos, necesidades y carac­
terísticas.

2. El modelo de prevención debe contener como mínimo los siguientes elementos:

7 0 6



Anexos: II. Legislación conexa

111.

IV.

6.

Una persona u órgano, designado por el máximo órgano de administra­
ción de la entidad, que ejerza la función de auditoría interna de prevención 
y que cuente con el personal, medios y facultades necesarias para cumplirla 
adecuadamente. Esta función se ejerce con la debida autonomía respecto 
del órgano administración, sus propietarios, accionistas o socios, salvo en 
el caso de la micro, pequeña y mediana empresa, donde puede ser asumida 
directamente por el órgano de administración.

Medidas preventivas referidas a:

La identificación de las actividades o procesos de la entidad que generen o 
incrementen riesgos de comisión de los delitos.

El establecimiento de procesos específicos que permitan a las personas que 
intervengan en éstos, programar y ejecutar sus tareas o labores de una ma­
nera que prevenga la comisión de los delitos.

La identificación de los procesos de administración y auditoría de los re­
cursos financieros que permitan a la entidad prevenir su utilización en la 
comisión de conductas delictivas.

La existencia de sistemas de denuncia, protección del denunciante, perse­
cución e imposición de sanciones internas en contra de los trabajadores o 
directivos que incumplan el modelo de prevención.

c. Un mecanismo de supervisión interna del conocimiento del modelo de 
prevención, el cual debe ser aprobado por un reglamento o similar emitido 
por la entidad.

El reglamento desarrolla y precisa los elementos y requisitos necesarios para la 
implementación del modelo de prevención.

La acreditación parcial de los elementos previstos es valorada como circunstancia 
atenuante privilegiada, a efectos de reducir la medida hasta un tercio por debajo 
del mínimo legal establecido.

En el caso de las empresas del Estado o sociedades de economía mixta, sus fa­
cultades de autocontrol o control interno se ejercen sin perjuicio de las compe­
tencias y potestades que corresponden a los órganos de control institucional, así 
como de todos los órganos conformantes del Sistema Nacional de Control.

El modelo de prevención puede ser certificado por terceros, dentro del marco 
de los sistemas nacionales de acreditación y certificación del Instituto Nacional 
de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 
(Indecopi) con la finalidad de acreditar el cumplimiento de todos los elementos 
establecidos en el numeral 2.
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SECCIÓN IX
CONSECUENCIAS ACCESORIAS 

Artículo 142. Medidas aplicables a las personas jurídicas
1. Si el hecho punible fuere cometido en ejercicio de la actividad de cualquier per­

sona jurídica o utilizando su organización para favorecerlo o encubrirlo, el juez 
aplica, según lo requieran las circunstancias del caso, las medidas siguientes:

a. Disolución y liquidación de la persona jurídica.

b. Clausura de sus locales o establecimientos, con carácter temporal o defini­
tivo. La clausura temporal no puede exceder de cinco años.

c. Suspensión de las actividades de la persona jurídica por un plazo no mayor 
de dos años.

d. Prohibición a la persona jurídica de realizar en el futuro actividades, de la 
clase de aquellas en cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o encubier­
to el delito. La prohibición puede tener carácter temporal o definitivo. La 
prohibición temporal no puede ser mayor de cinco años.

e. Prohibición a la persona jurídica de contratar con el Estado o sus depen­
dencias.

2. Cuando alguna de estas medidas fuera aplicada, el juez ordena a la autoridad 
competente que disponga la intervención de la persona jurídica para salvaguar­
dar los derechos de los trabajadores y de los acreedores de la persona jurídica por 
el tiempo que dure la intervención.

3. El tipo de persona jurídica, objeto social, cambio de la razón social, la personería 
jurídica o la reorganización societaria no impide la aplicación de las medidas 
previstas en este artículo.

Artículo 143. Criterios para la determinación de las medidas aplicables a las 
personas jurídicas

Las medidas contempladas en el artículo 142 son aplicadas motivadamente por el 
juez, en atención a los siguientes criterios de fundamentación y determinación, se­
gún corresponda:

1. Prevenir la continuidad de la utilización de la persona jurídica en actividades 
delictivas.

2. La modalidad y la motivación de la utilización de la persona jurídica en el hecho 
punible.

3. La gravedad del hecho punible realizado.

4. La extensión del daño o peligro causado.
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5. El beneficio económico obtenido.

6. La reparación espontánea de las consecuencias del hecho punible.

7. La finalidad real de la organización, actividades, recursos o establecimientos de 
la persona jurídica. La disolución de la persona jurídica se aplica siempre que 
resulte evidente que esta fue constituida y operó solo para favorecer, facilitar o 
encubrir actividades delictivas.

Artículo 144. Responsabilidad penal del administrador o representante

Lo dispuesto en los artículos anteriores se aplica sin perjuicio de la responsabilidad
penal en la que incurra el administrador o representante de la persona jurídica.

709





BIBLIOGRAFÍA





Abusada Salah, Roberto. La Apuesta del Crecimiento. Diario El Comercio. 
Edición del 27 de enero de 2015, p. A 21.

Ályarez Rodrich, Augusto. Respuesta a una Derrota Estridente. Ante el 
riesgo de terminar como un Gobierno Pulpin. Diario La República. Edi­
ción del 27 de enero de 2015.

Alvater, Elmar -  Birgit Mahnkopf. La Globalización de la Inseguridad: Tra­
bajo negro, dinero sucio y política informal. Editorial Paidos. Buenos 
Aires. 2008.

Aniyar De Castro, Lola. Sistema Penal y Sistema Social: La criminalización 
y la descriminalización como funciones de un mismo proceso. Cuader­
nos de Política Criminal N° 14.1981.

Antolisei, Francesco. Manual de Derecho Penal. Parte General. Uteha Ar­
gentina. Buenos Aires. 1960.

APECC. Código Penal. 4a. Edición. Lima. 2013.

Ardiles Villamonte, Rodolfo. Perú: Rumbo a la OCDE. Suplemento Eco- 
nómika. Diario El Peruano. Edición del 14 de julio de 2014.

Ariel Dotti, René. Bases e Alternativas para o Sistema de Penas. Ed. Sarai- 
va. Sao Paulo, 1983.

Armendáriz León, Carmen. Regulación actual y Proyecto de Reforma de 
la Suspensión y Sustitución de la Ejecución de la Penas Privativas de Li­
bertad en el Código Penal Español. Angel Gaspar Chirinos-Raúl Martí­
nez Huamán. Directores. Estudios de Política Criminal y Derecho Penal. 
Tendencias Actuales. Tomo II Gaceta Jurídica. Lima. 2015.

713



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Autodefensa a la Mexicana. Diario La República. Edición del 19 de enero de 
2014.

Avalos Rodríguez, Carlos. Determinación de la Pena. Nuevos Criterios. 
Gaceta Jurídica. Lima. 2015.

Balbi, Mariela. Entrevista a José Luis Pérez Guadalupe. Diario El Comercio. 
Edición del 14 de junio de 2015, p. A6.

Beato, Claudio. Crime e Cidaces. Editora UFMG. Belo Horizonte. 2012.

Belaúnde, Sandra. Seguridad: 5 arios sin gran transformación. Diario El 
Comercio. Edición del 5 de diciembre de 2015, p. A 14.

Besio Hernández, Martín. Los Criterios Legales y Judiciales de Individua­
lización de la Pena. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2011.

Binder, Alberto. Análisis político criminal. Bases metodológicas para una 
Política Criminal Minimalista y Democrática. Editorial Astrea. Ciudad 
de Buenos Aires. 2011.

Birkbeck, Christopher. Criminología Comparada: Estudios de Caso sobre 
Delincuencia, Control Social y Moralidad. Editorial Dykinson. Madrid. 
2012.

Braitwaite, John & Philip Pettit. No Sólo su Merecido. Por una Justicia 
Penal que Vaya más Allá del Castigo. Siglo XXI Editores, 2011.

Brandariz García, José Ángel. El Gobierno de la Penalidad. La Compleji­
dad de la Política Criminal Contemporánea. Dykinson. Madrid. 2014.

Bruno, Francisco. Aspetti sociologici e criminologici delle tossico-dipenden- 
ze, en Citta, Crimine e Desvianza, Anno II. N ° 3. Bologna, 1980.

Bustos Ramírez, Juan J. y Hernán Hormazabal Malarée. Lecciones de De­
recho Penal. Volumen I. Editorial Trotta. Madrid, 1997.

Cadena RT. Las Contradicciones del Perú. Documental difundido en Noti­
ciero Buenos Días Perú. Edición matutina de los días 10 y 11 de abril de 
2014.



Bibliografía

Calderón Sumarriva, Ana. La Vigilancia Electrónica. Un Alternativa de 
Humanización del Derecho Penal. EGACAL. Lima. 2012.

Cancho Alarcón, Rafael E. La Imputación del delito y de la pena en los 
Delitos contra la Administración Pública Cometidos por Funcionarios 
Públicos. Ediciones Jurídicas del Centro. Lima. 2014.

Caro Coria, Dino Carlos. Notas Sobre la Individualización Judicial de la 
Pena en el Código Penal Peruano. Publicado en Rondando al Código 
Procesal Penal. Corte Superior de Cajamarca. Cajamarca. 2014.

Caro Coria, Dino Carlos. Responsabilidad de las personas jurídicas. Anti­
corrupción empresarial jurídica. Suplemento de análisis legal del diario 
oficial El Peruano. Edición del 12 de abril de 2016.

Chamorro Balvín, Alcides. Anteproyecto de Ley del Código Penal. Parte 
General. Fondo Editorial del Congreso del Perú. Lima. 2004.

Cobo Del Rosal, M- T.S. Vives Antón. Derecho Penal. Parte General. 2a 
Edición. Tirant Lo Blanch. Valencia. 1987.

Conseil De L’europe, Rapport sur la Decriminilization. Strasbourg, 1980.

C o r n e j o , Ángel Gustavo. Parte General del derecho Penal. Tomo Primero. 
Librería e Imprenta de Domingo Miranda. Lima. 1936.

C o r n e l l i , Roberto. Miedo, Criminalidad y  Orden. Editorial IB de F. Mon- 
tevideo-Buenos Aires. 2012.

Corporación Andina de Fomento-CAF. Por una América Latina más segura: 
Una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito. CAF- RED. 
Bogotá. 2014.

Costa, Gino. Invertir en jóvenes en riesgo. Diario El Comercio. Edición del 
18 de enero de 2016, p. A 11.

C o s t a , Gino. Falencias que explican el crimen. Diario El Comercio. Edición 
del 9 de marzo de 2015, p. A 9.

C o s t a , Gino. La paradoja Latinoamericana. Diario El Comercio. Edición 
del 3 de marzo de 2014, p. A 13.



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Costa, Gino-Carlos Romero. ¿Quiénes son Delincuentes en el Perú y Por 
qué?. Nuestra Ciudad-PNUD. Lima. 2014.

Couso, Jaime. Determinación Legal e Individualización Judicial de la Pena 
en la Doctrina Chilena. Exploración en las Consecuencias Prácticas de 
un Déficit Conceptual. Víctor Roberto Prado Saldarriaga y Otros. Deter­
minación Judicial de la Pena. Instituto Pacífico. Lima. 2015.

Dammert, Lucía. La Percepción de Inseguridad ¿Manipulación Política?. 
Diario La República. Edición del 26 de enero de 2014.

Dammert, Lucía. La Inseguridad en América latina: El Desafío de la Volun­
tad Política. Diario La República. Edición del 19 de enero de 2014.

De La Cuesta Arzamendi, José L. Alternativas a las Penas Cortas Privativas 
de Libertad en el Proyecto de 1992, en Política Criminal y Reforma Pe­
nal. Editoriales de Derecho Reunidas. Madrid, 1993.

D íez Ripollés, José Luis. Delitos y Penas en España. Catarata. Org. Madrid. 
2015.

Díez Ripollés, José Luis. Derecho Penal Español. Parte General en 
Esquemas.3a Edición. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2011.

D íez Ripollés, José Luis. La Política Criminal en la Encrucijada. Editorial 
B de E Buenos Aires. 2007.

D íez Ripollés, José Luis, Ana María Prieto del Pino y Susana Soto Nava­
rro. Editores. La Política Legislativa Penal en Occidente. Una Perspectiva 
Comparada. Tirant Lo Blanch. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2005.

Drug Courts Program Office. Tribunales de Drogas. Elementos Clave. De­
partamento de Justicia de los EE.UU. Washington. D.C. Enero de 1997.

Encuesta Cade Ejecutivos 2014 realizada por Ipsos Apoyo sobre 700 empre­
sarios. Diario La República, edición del 15 de noviembre de 2014.

Espino Pérez, Julio D. Código Penal. Sétima Edición. Cultural Cuzco Edi­
tores. Lima. 1988.



Bibliografía

Falén Zevallos, Jorge-Sandra Belaunde Arnillas. Mapa de la Inseguridad en 
la Capital. Diario El Comercio. Edición del 1 de febrero de 2015.

Feijóo Sánchez, Bernardo. Las Teorías Clásicas de la Pena, en Revista pe­
ruana de Ciencias Penales N ° 11. 2002.

Fernández, Lourdes - Paolo Rivas. La percepción de inseguridad aumenta 
de 73% a 90% en los últimos años. Diario El Comercio. Edición del 23 
de junio de 2015, p. A 8.

Ferrero, Raúl. Poderes del Estado ¿cuestionados?. Diario El Comercio. Edi­
ción del 7 de Julio de 2014, p. A 25.

García Cavero, Percy. Lecciones de Derecho Penal. Parte General. Grijley. 
Lima. 2008.

García España, Elisa y Fátima Pérez Jiménez. Seguridad Ciudadana y Acti­
vidades Policiales. Observatorio de la Delincuencia en Andalucía. Mála­
ga. 2005.

Garland, David. Castigo y Sociedad Moderna. Un Estudio de Teoría Social. 
Ia Edición. 2a Reimpresión. Siglo Veintiuno Editores. México. 2010.

Gerónimo Chacaltana, Saúl Saturnino. Apuntes Sobre la Pena de Ejecu­
ción Suspendida en el Código Penal Peruano. En Actualidad Penal. Vo­
lumen 15. Setiembre 2015.

GFK. Encuesta GFK. Encuesta nacional Urbana de Mayo de 2014.

Giacomello, Corina. Propuestas de Alternativas a la Persecución Penal y al 
Encarcelamiento por Delitos de Drogas en América Latina. IDPC. Uni­
versidad Autónoma de Chiapas. Junio 2014.

Gil Villa, Fernando. Introducción a las Teorías Criminológicas. Por qué 
Rompemos con la Norma. Tecnos. Madrid. 2013.

Gimbernat Ordeig, Enrique. El Sistema de Penas en el Futuro Código Pe­
nal, en Doctrina Penal, 1979.

Gonzáles Cussac, José y otros. Esquemas de Derecho Penal. Parte General. 
Tomo VI. Tirant Lo Blanch. Valencia. 2010.



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Gonzáles Cussac, José. Teoría General de las Circunstancias Modificati­
vas de la Responsabilidad Criminal. Universidad de Valencia. Valencia, 
1988.

Guevara Vasquez, Iván Pedro. La Regla de los Tercios en la Determinación Ju­
dicial de la Pena: El tratamiento científico del Quantum. TÓPICA Jurídico 
Penal. Vol. II. Ideas Solución Editorial. Lima. 2014.

Hassemer, Winfriend. Fundamentos del Derecho Penal, Barcelona. 1984.

Hernández Breña, Wilson. Inseguridad Ciudadana. Estado de Inteligen­
cia. Diario El Comercio. Edición del 18 de diciembre de 2015, p. A 32.

Hurtado Huailla, Ana Cecilia. Responsabilidad Penal de la persona jurídi­
ca y criminal compliance. ¿Una opción política-criminal? Gaceta Penal & 
Procesal Penal. Tomo 77. Noviembre 2015.

Hurtado Pozo, José. El Sistema de Control Penal. Instituto Pacífico. Lima. 
2016.

Hurtado Pozo, José -Víctor Prado Saldarriaga. Manual de Derecho Penal. 
4a Edición. Parte General. Tomo II. IDEMSA. Lima. 2011.

Hurtado Pozo, José. La ley importada. Recepción del derecho penal en el 
Perú. CEDYS. Lima. 1979.

Instituto de Defensa Legal. Seguridad Ciudadana. Inseguridad Ciudadana. 
Informe Anual 2015. Balance del Gobierno de Ollanta Húmala: Un 
Quinquenio sin Cambios Sustanciales. IDL. Lima. 2015.

Instituto de Defensa Legal. Seguridad Ciudadana. Informe Anual 2013. Cri­
sis Política, Temores y Acciones de Esperanza. Instituto de Defensa legal. 
Lima. 2013.

Instituto Nacional de Estadística e Informática. Victimización en el Perú. 
2010-2014. INEI. Lima. Julio 2015.

Instituto Nacional de Estadística e Informática. Perú. Anuario Estadístico 
de la Criminalidad y Seguridad Ciudadana, 2011 - 2014. INEI. Lima. 
Agosto 2015.



Bibliografía

Instituto Nacional Penitenciario. Informe Estadístico Penitenciario Julio 
2015. INPE. Unidad de Estadística. Lima. Julio 2015.

Iturralde, Manuel A. La Sociología del Castigo de David Garland: El Con­
trol del Crimen en las Sociedades Modernas Tardías. Estudio Preliminar 
al libro de David Garland. Crimen y Castigo en la Modernidad Tar­
día. Siglo del Hombre Editores-Universidad de los Andes. Bogotá, D.C. 
2007.

Jaén Vallejo, Manuel y Ángel Luis Perrino Pérez. La Reforma Penal de 
2015. Editorial Dykinson. Madrid. 2015.

Jakobs Günther-Miguel Polaino Navarrete. El Derecho Penal ante las Socie­
dades Modernas. Grijley. Lima. 2006.

Jesheck, Hans Heinrich-Thomas Weigend. Tratado de Derecho Penal. Parte 
General. Volumen II. Traducción de la 5a Edición Alemana a cargo de Mi­
guel Olmedo Cardenete. Instituto Pacifico. Lima. 2014.

J iménez N iño, Sergio. La Determinación de la Pena en la Ley N° 30076 ¿De 
Dónde Parto? Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 51. Setiembre 2013.

Kessler, Gabriel. El Sentimiento de Inseguridad. Sociología del Temor al 
Delito. Siglo Veintiuno Editores. Buenos Aires. 2011.

Kury. Helmut y Martin Brandenstein. Una “Nueva Punitividad” Actitudes 
Sancionadoras y Política Sancionadora. Victimología 12. Vulnerabilidad 
de las Víctimas. Encuentro Grupo Editor. Buenos Aires. 2012.

Lamas Leite, André. Nueva Penología, punitive turn y Derecho Penal: quo 
vadimuñ Por los caminos de la incertidumbre (pos) moderna. InDret. 
Revista para el Análisis del Derecho. N° 2. Abril. 2013.

Larrauri, Elena. Introducción a la Criminología y al Sistema Penal. Edito­
rial Tro tta. Madrid. 2015.

Larrauri Elena. La Herencia de la Criminología Crítica. Siglo Veintiuno 
Editores. Segunda Edición. México. 2009.

Larrauri, Elena. Las Paradojas de Importar Alternativas a la Cárcel en el 
Derecho Penal Español, en Derecho Penal y Criminología N° 43, 1991.

719



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

León Almenara, Juan Pablo. El lavado del dinero de la minería ilegal crece 
más rápido que el del narcotráfico. Diario El Comercio. Edición del 12 
de mayo de 2014, p. A 14.

León Espinoza, Martín. A quien entregar la posta. Diario El Comercio. 
Edición del 5 de diciembre de 2015, p. A 2.

Levasserur, Georges. Le probleme de la Depenalisation. Archive de Politi- 
que Criminelle N° 6.

López Rey y Arrojo, Manuel. Compendio de Criminología y Política Cri­
minal. Madrid. 1985.

Mantovani, Ferrando. II Problema della Criminalita. Padova. 1984.

Manzanares Samaniego, José L. Las Inhabilitaciones y Suspensiones en el 
Proyecto de Código Penal. Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
1981.

Mapelli Caffarena, Borja y Juan Terradillos Basoco. Las Consecuencias 
Jurídicas del Delito. Tercera Edición. Editorial Civitas. Madrid, 1996.

Maqueda Abreu, María Luisa- Patricia Laurenzo Copello. El Derecho Pe­
nal en Casos. Teoría y Práctica. 3a Edición. Tirant Lo Blanch. Valencia. 
2011.

Meini, Iván. Lecciones de Derecho Penal-Parte General. Teoría Jurídica del 
Delito. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú. 
Lima. 2014.

Mendoza Ayma, Francisco Celis. Presupuesto Acusatorio. Determinación e 
Individualización de la Pena. Proceso Penal. Jurista Editores. La medida 
del dolor. Lima. 2015.

Morillas Cueva, Lorenzo. Teoría de las Consecuencias Jurídicas del Delito. 
Editorial Tecnos. Madrid, 1991.

Morón Pastor, Eduardo. Los Desafíos del Perú. Universidad del Pacífico. 
Lima. 2013.

Muñoz Conde, Francisco - Mercedes García Arán. Derecho Penal. Parte 
General. Tirant Lo Blanch. Valencia. 1993.



Bibliografía

Muñoz Conde, Francisco. Derecho Penal y Control Social. Jerez. 1985.

Muñoz Sánchez, Juan. Eficacia de la Política Criminal de Drogas y la Polí­
tica Alternativa de Despenalización Controlada. Ángel Gaspar Chirinos- 
Raúl Martínez Huamán. Directores. Estudios de Política Criminal y De­
recho Penal. Tendencias Actuales. Gaceta Jurídica. Lima. 2015.

O ré Sosa, Eduardo. Determinación Judicial de la Pena, Reincidencia y Ha- 
bitualidad. A Propósito de las Modificaciones Operadas por la Ley N° 
30076. Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 51. Setiembre 2013.

Páucar Chappa, Marcial Eloy. Nuevas Reglas de Determinación de la Pena: 
“El Sistema de Tercios”. Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 51. Se­
tiembre 2013.

Pavarini, Massimo. Control y Dominación: Teorías Criminológicas Burgue­
sas y Proyecto Hegemónico. 7a Edición. Siglo XXI. Editores. 1999.

Pavarini, Massimo ¿Menos cárcel y más medidas alternativas?, En Nuevo 
Foro Penal N° 56, 1992.

Peña Cabrera, Raúl. Tratado de Derecho Penal. Parte General. Tercera Edi­
ción. Volumen I. Sagitario. Lima. 1987.

Peña Cabrera Freyre, Alonso R. El Proceso de Determinación e Individua­
lización de la Pena en el Sistema de los Tercios. Gaceta Penal & Procesal 
Penal. Tomo 69. Marzo 2015.

Peña Cabrera Freyre, Alonso Raúl. Los Delitos Sexuales. Análisis Dogmá­
tico, Jurisprudencial y Criminológico. Ideas Solución Editorial. Lima. 
2014.

Pérez Arroyo, Miguel. Comentarios a la Ley 30076 (ley contra la inseguri­
dad ciudadana) que modifica el Código Penal. Gaceta Penal & Procesal 
Penal. Tomo 55. Enero 2014.

Pérez Cepeda, Ana Isabel. La Seguridad como Fundamento de la Deriva del 
Derecho Penal Postmoderno. Iustel. Madrid. 2007.

Poder Judicial. Nuevos Criterios para la Determinación Judicial de la Pe­
nal. Centro de Investigaciones Judiciales. Lima. 2008.

721



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Polaino Navarrete, Miguel. Instituciones de Derecho Penal. Parte Gene­
ral. Grijley. Lima. 2005.

Poma Valdivieso, Flor de María. Determinación Judicial de la Pena. Fondo 
Editorial Universidad Privada del Norte. Lima. 2014.

Prado Manrique, Bertha. El Giro Punitivo en la Política Criminal Peruana: 
El Caso de los Delitos Patrimoniales. Ponencia sustentada en el Semina­
rio Internacional El Giro Punitivo en América Latina. Cuándo, dónde, 
cuánto, qué, cómo y por qué. Facultad de Derecho de la Universidad Los 
Andes. Bogotá 9 y 10 de marzo 2015.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto y Otros. Determinación Judicial de la 
Pena. Instituto Pacífico. Lima. 2015.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Inseguridad ciudadana y Criminología 
Aplicada. Revista La Ley. N° 5. Noviembre 2014, pP. 34-35.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Criminalidad y la Justicia Penal. Jurí­
dica. Suplemento de Análisis Legal de El Peruano. N° 520. Edición del 
23 de setiembre de 2014.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. El Sistema de Penas. En Código Penal. 
Segunda Edición. APECC. Lima. 2011.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Determinación Judicial de la Pena y 
Acuerdos Plenarios. IDEMSA. Lima. 2010.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Nuevo Proceso Penal. Reforma y Polí­
tica Criminal. IDEMSA. Lima. 2009.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Código Penal. Estudio Preliminar, legis­
lación, jurisprudencia, e índices. Palestra Editores. Lima. 2001.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Las Consecuencias Jurídicas del Delito 
en el Perú. Gaceta Jurídica. Lima. 2000.

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Comentarios al Código Penal de 1991. 
Editorial Alternativas. Lima. 1993.



Bibliografía

Prado Saldarriaga, Víctor Roberto. Derecho Penal y Política. Política Pe­
nal de la Dictadura y la Democracia en el Perú. EDDILI. Lima. 1990.

Pratt, John. Castigo y Civilización. Una Lectura Crítica sobre las Prisiones y 
los Regímenes Carcelarios. Gedisa Editorial. Barcelona. 2006.

Quinteros, Andrés-Pablo Carbajosa. Intervención Psicosocial con Personas 
que Ejercen Violencia de Género. Víctimología 8. Violencia Familiar- 
Conyugal. Encuentro Grupo Editor. Córdova. 2010.

Ranieri, Silvio. Manual de Derecho Penal. Tomo II. Parte General. Editorial 
Temis. Bogotá. 1975.

Reyna Alfaro, Luis Miguel. Introducción a la teoría del delito y a la conse­
cuencias jurídicas del delito. Instituto Pacífico. Lima. 2016.

Reyna Alfaro, Luis Miguel. ¿Responsabilidad Penal de las Personas Jurídi­
cas? Observaciones en torno a las propuestas legislativas de incorporación 
de la responsabilidad penal de la propia persona jurídica en el Perú. Ga­
ceta Penal & Procesal Penal. Tomo 76. Octubre 2015.

Rico, José María-Laura Chinchilla. Seguridad Ciudadana en América Lati­
na. Siglo XXI. México. 2002.

Rospigliosi, Fernando.¿Nos “mexicanizamos”?. Diario El Comercio. Edi­
ción del Io de marzo de 2015.

Roxin, Claus. Cambios en la Teoría de los Fines de la Pena, en La Teoría del 
delito en la Discusión Actual. Grijley. Lima. 2007.

Ruiz de Erenchun Arteche, Eduardo. El Sistema de Penas y las Reglas de 
Determinación de la Pena tras las Reformas del Código Penal de 2003. 
2o Edición. Editorial Aranzadi. 2005.

Ruíz Baltazar, Carmen - Palomino Ramírez, Walter. Incorporación de la 
Responsabilidad Autónoma de las personas jurídicas en el dictamen so­
bre el Nuevo Código Penal: ¿Ahora si necesito un criminal complaince? 
Themis N.° 68. Febrero 2016.

723



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Rufz V a d il l o , Enrique. Descriminalización y Despenalización. Reforma 
Penal y Descriminalización, en Reformas Penales en el Mundo de hoy. 
Instituto Vasco de Criminología. San Sebastián. 1984.

Sack, Fritz. Definitión von Kriminalitát ais politisches Handeln: Der Labe- 
ling Approach. Kriminologisches Journal. 4. 1972.

Sainz Cantero, José A. La Sustitución de la Pena de Privación de Libertad, 
en Estudios Penales y Criminológicos N ° II. 1978.

Salazar, Federico. El Problema es la Impunidad. Diario El Comercio. Edi­
ción del 30 de marzo de 2013, p. A 6.

Saldaña-Martín, Jorge & León-Giovanna Castañeda. Logro Parcial del 
Ejecutivo. Diario El Comercio. Edición del 19 de junio de 2015, p. A 2.

Samper Pizano, Ernesto. Drogas. Prohibición o Legalización. Una Nueva 
Propuesta. DEBATE. Bogotá. 2013.

Sarnoff A. Mednick- S. Giora Shoman. Nuevas Sendas en Criminología. 
Abeledo Perrot. Buenos Aires. 1981.

Schuldt Jürgen. Carrera de Borricos ¿Trampa de los países de ingreso me­
dio?. Diario El Comercio. Edición del 23 de junio de 2014, p. A 28.

Sequeiros Vargas, Iván Alberto. La suspensión de la pena privativa de la 
libertad (Una evaluación en torno a nuestra realidad). Gaceta Penal & 
Procesal Penal. Tomo 79. Enero 2016.

Silva García, Germán. Criminología. Teoría Sociológica del delito. ILAE. 
Bogotá. 2011.

Silva Sánchez, Jesús María. La teoría de la determinación de la Pena como 
Sistema (Dogmático): Un Primer Esbozo, en Revista Peruana de Ciencias 
Penales. N ° 19. 2007.

Silva Sánchez, Jesús María. Aproximación al Derecho Penal Contemporá­
neo. Bosch. Barcelona, 1992.

Simón, Johnathan. Gobernar a través del delito. Gedisa Editorial. México.
2011.



Bibliografía

Stippel, Jórg. Cárcel, Derecho y Política. LOM Ediciones. Santiago de Chi­
le. 2013.

Szabó, Denis. Criminología y Política en Materia Criminal. Siglo Veintiuno 
Editores. México. 1980.

Sznick, Valdir. A pena de trabalho e sus características, en Justicia N ° 130, 
1985. Takayama, Kanako. Opinión Pública y Castigo en Japón. En Luis 
Arroyo y otros (Editores). Securitarismo y Derecho Penal. Por un Dere­
cho Penal Humanista. Ediciones de la Universidad de Castilla-La Man­
cha. Cuenca. 2013.

Torres, Alfredo. Demandas del CADE electoral. Diario El Comercio. Edi­
ción del 6 de diciembre de 2015, p. A 25.

Torres, Juan Manuel. Cuatro Caminos, Un Comienzo. Comentarios al In­
forme “El Problema de las Drogas en las Américas-2013” de la Organiza­
ción de Estados Americanos. Centro de Investigación Drogas y Derechos 
Humanos. Lima. 2013.

Torres Caro, Carlos Alberto. El Nuevo Código Penal Peruano. Fondo Edi­
torial del Congreso del Perú. Lima. 2011.

Vallas, Fabián. Informe del PNUD busca las Raíces de la Violencia Crimi­
nal que Afecta América Latina. Diario El Peruano. Edición del 2 de enero 
de 2014.

Vvlmaña Ochaíta, Silvia. Sustitutivos Penales y Proyectos de Reforma en el 
Derecho Penal Español. Ministerio de Justicia. Madrid. 1990

Van Swaaningen, René. Revirtiendo el giro punitivo. Revista Derecho Pe­
nal. Año I. N° 1.2012.

Vasquez Dávila, Lily. Ejecución y Supervisión de las Penas Limitativas de 
Derechos, en Nuevos Criterios para la Determinación de la Pena. Centro 
de Investigaciones Judiciales. Lima. 2007.

Vega Córdova, Elida. BCR: La inflación subirá pero aún en el rango meta. 
Portafolio. Suplemento Financiero del Diario El Comercio. Edición del 
19 de julio de 2014.

725



Víctor Roberto Prado Saldarriaga

Velásquez, Fernando. Derecho Penal. Parte General. Cuarta Edición. Libre­
ría Jurídica Comlibros. Bogotá. 2009.

Villa Stein, Javier. Derecho Penal. Parte General. ARA Editores. Lima. 
2014.

Villavicencio Terreros, Felipe. Derecho penal. Parte General. Grijley. 
Cuarta Reimpresión. Lima. 2013.

Vogel, Joachim. Evaluación de los Sistemas Penales. Contribución a una 
Política Criminal Racional. José Luis Diez Ripollés, Ana María Prieto del 
Pino y Susana Soto Navarro. Editores. La Política Legislativa Penal en 
Occidente. Una Perspectiva Comparada.

W a c q u a n t , Loic. Forjando o Estado Neoliberal: Trabalho Social, Regime 
Prisional e Inseguranca Social. En Loic Wacquant e a Questao Penal no 
Capitalismo Neoliberal. Editora Revan. Rio de Janeiro. 2012.

Webb, Richard. La Informalidad. Diario El Comercio. Edición del 6 de di­
ciembre de 2015.

West HuDDLESTON-Douglas B. Marlowe. El Panorama Actual. Un Informe 
Nacional sobre los Tribunales de Drogas y otros Programas de Tribuna­
les de Resolución de Problemas en los Estados Unidos. National Drug 
Court Institute. Washington. D.C. Julio de 2011.

Young, Jock. El Vértigo de la Modernidad Tardía. Ediciones Didot. Buenos 
Aires. 2012.

Yshií Meza, Luis Alejandro. La Pena de inhabilitación en los Delitos con­
tra la Administración Pública. Libro Homenaje al Profesor José Hurtado 
Pozo. IDEMSA. Lima. 2013.

Zaffaroni, Eugenio Raúl. La Cuestión Criminal. Grupo Editorial Planeta. 
3a Edición. Buenos Aires. 2012.

Zaffaroni, Eugenio Raúl & Alejandro Aliaga y Alejandro Slokar. Derecho 
Penal. Parte General. EDIAR. Buenos Aires. 2000.



Bibliografía

Zaffaroni, Eugenio Raúl. La Filosofía del Sistema Penitenciario en el Mun­
do Contemporáneo, en Cuadernos de la Cárcel. Edición Especial de NO 
HAY DERECHO. Buenos Aires, 1991

Zavaleta Betancourt, José Alfredo -Coordinador. La Inseguridad y la Se­
guridad Ciudadana en América Latina. CLACSO. Buenos Aires. 2012.

Z ipf , Heinz. Kriminalpolitik. Ein Lehrbuch. Heiderberg - Karlsrube, 1980.

Zuloaga, Lohitzune. El Espejismo de la Seguridad Ciudadana. Claves de su 
Presencia en la Agenda Política. Catarata. Madrid. 2014.

Zúñiga Rodríguez, Laura. Societas delínquetepotesp. La responsabilidad pe­
nal de las Personas Jurídicas. Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo 56. 
Febrero 2014.

Zúñiga Rodríguez, Laura. Las Consecuencias accesorias aplicables a las 
Personas Jurídicas del Art. 105 CP: Principales Problemas de Aplicación, 
en Anuario de Derecho Penal 2003.

Zysman Quiróz, Diego. Castigo y Determinación de la Pena en los Estados 
Unidos. Un estudio sobre las United States Sentencing Guidelines. Marcial 
Pons. Madrid. 2013.



Este libro se terminó de imprimir en el mes de mayo 
del afio 2016, en los talleres gráficos de IDEMSA 

Calle Gabriel Delgado N° 540, Cercado. Lima-Perú (RUC 20100556953)


